
TOMO I Wáw

Libro Homenaje
al Doctor
Eloy Lares Martínez
Universidad Central de Venezuela
Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas
Instituto de Derecho Público



Depósito legal If. - 84-1030

K349.87
L616

Libro homenaje al doctor Eloy Lares Martínez. Caracas: Universidad
Central de Venezuela, Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas, Instituto
de Derecho Público, 1984.

2 v.; 24 cm.
Incluye referencias bibliográficas.

1. Derecho — Venezuela. I. Lares Martínez, Eloy, 1913- . II.
Universidad Central de Venezuela. Instituto de Derecho Público.



Libro Homenaje

al Doctor

ELOY LARES MARTINEZ

Tomo I

UNIVERSIDAD CENTRAL DE VENEZUELA
FACULTAD DE CIENCIAS JURIDICAS Y POLITICAS

INSTITUTO DE DERECHO PUBLICO
Caracas / 1984



UNIVERSIDAD CENTRAL DE VENEZUELA

Dr. Carlos Alberto Moros Ghersi
Rector

Dr. Angel Hernández
Vicerrector Académico

Dr. Carmelo Chillida
Vicerrector Administrativo

Dr. Ildefonso Pía Sentís
Secretario

FACULTAD DE CIENCIAS
JURIDICAS Y POLITICAS

Dr. Luis Herrera Marcano
Decano

Dra. Magdalena Salomón de Padrón
Directora de la Escuela

de Derecho

Dra. Maruja Delfino
Directora de la Escuela

de Estudios Políticos
y Administrativos

Dra. Tañía González B.
Directora de Coordinación

Dr. Juan Mario Vacchino

Coordinador de Estudios
para Graduados, Encargado

Dra. Ximena Rodríguez de Canestri
Jefe de la Oficina de Publicaciones

INSTITUTO DE DERECHO
PUBLICO

Dr. Alian R. Brewer-Carías
Director

Dr. Gustavo Urdaneta
Subdirector

INSTITUTO DE ESTUDIOS
POLITICOS

Dr. Juan Carlos Rey
Director

INSTITUTO DE CIENCIAS PENALES
Y CRIMINOLOGICAS

Dr. Alberto Arteaga Sánchez
Director

Dra. Ximena Rodríguez de Canestri
Subdirectora

INSTITUTO DE DERECHO
PRIVADO

Dr. Leopoldo Borjas
Director

Dra. Fabiola Romero
Subdirectora





COLABORADORES

Alian R. Brewer-Carías
Director del Instituto de Derecho Público UCV,

quien tuvo a su cargo la iniciativa y Coordinación
General de este Libro Homenaje

Andrés Alarcón Segovia. Pro­
fesor de Legislación Am­
biental y de Legislación Ur­
banística de la Universidad
Nacional Autónoma de
México.

Víctor M. Alvarez. Secretario
de la Academia de Cien­
cias Políticas y Sociales.
Venezuela.

Leopoldo A. Borjas H. Direc­
tor del Instituto de Dere­
cho- Privado, Universidad
Central de Venezuela.

Jesús Caballero Ortiz. Profe­
sor de Derecho Adminis­
trativo de la Universidad
Central de Venezuela.

Tomás Enrique Carrillo Ba­
talla. Profesor, en la Facul­
tad de Ciencias Jurídicas y
Políticas, de la Universidad
Central de Venezuela.

León Cortiñas-Peláez. Profe­
sor de Derecho Administra­
tivo y de las Finanzas Pú­
blicas en la Universidad
Nacional Autónoma de
México.

Héctor Cuadra Moreno. Pro­
fesor en la Universidad Na­
cional Autónoma de Mé­
xico.

Tulio Chiossone. Profesor ju­
bilado de la Facultad de

Ciencias Jurídicas y Políti­
cas de la Universidad Cen­
tral de Venezuela.

René De Sola. Presidente de
la Sala Político-Administra­
tiva de la Corte Suprema
de Justicia. Venezuela.

José R. Duque Sánchez. Ex
Magistrado de la Córte Su­
prema de Justicia. Vene­
zuela.

Arturo González Cosío. Pro­
fesor de la Universidad
Nacional Autónoma de Mé­
xico.

Agustín Gardillo. Profesor
de la Universidad Nacio­
nal de Buenos Aires, Ar­
gentina.

Alejandro Graierol Marín.
Abogado en ejercicio. Ve­
nezuela.

Jesús Javier Herrera-Gómez.
Profesor de Derecho Ad­
ministrativo y de Jas Finan­
zas Públicas de la Universi­
dad Nacional Autónoma de
México.

Ramón Martín Mateo. Profe­
sor de Derecho Administra­
tivo en la Universidad de
Alicante, España.

Henrique Meier. Profesor de
Derecho Administrativo en

la Universidad Católica
Andrés Bello. Venezuela.

José Aíelich Orsini. Profesor
de Obligaciones en la Fa­
cultad de Ciencias Jurídicas
y Políticas de la Universi­
dad Central de Venezuela.

Antonio Moles Caubet. Profe­
sor de Derecho Administra­
tivo de la Facultad de
Ciencias Jurídicas y Políti­
cas de la Universidad Cen­
tral de Venezuela.

Isidro Morales Paúl. Profesor
de Derecho de la Integra­
ción en la Facultad de
Ciencias Jurídicas y Políti­
cas de la Universidad Cen­
tral de Venezuela.

Leopoldo Palacios. Profesor
en la Facultad de Derecho
de la Universidad Santa
María. Venezuela.

Gonzalo Parra Aranguren.
Profesor de Derecho Inter­
nacional Privado en la Fa­
cultad de Ciencias Jurídicas
y Políticas de la Universi­
dad Central de Venezuela.

Gonzalo Pérez Luciani. Pro­
fesor de Derecho Adminis­
trativo en la Facultad de
Ciencias Jurídicas y Políti­
cas de la Universidad Cen­
tral de Venezuela.



6 COLABORADORES

Rafael Pérez Miranda. Profe­
sor en la Universidad Na­
cional Autónoma de México.

Guillermo M. Pineda Gonzá­
lez. Profesor Adjunto de
Derecho Administrativo y
Derecho de las Finanzas
Públicas en la Universidad
Nacional Autónoma de Mé­
xico.

Nelson Rodríguez García.
Profesor de Derecho Admi­
nistrativo en la Facultad de
Ciencias Jurídicas y Políti­
cas de la Universidad Cen­
tral de Venezuela.

Hildegard Rondón de Sansó.
Profesora de Derecho Ad­
ministrativo en la Facultad
de Ciencias Jurídicas y Po­
líticas de la Universidad
Central de Venezuela.

/. L. Salcedo Bastardo. Profe­
sor de Sociología en la Fa­
cultad de Ciencias Jurídicas
y Políticas de la Universi­
dad Central de Venezuela.

José Gabriel Sarmiento Nú-
ñez. Ex Magistrado de la
Corte Suprema de Justicia.
Venezuela.

Efraín Schacht Aristiguieta.
Profesor de Derecho Inter­
nacional Público en la Fa­
cultad de Ciencias Jurídi­
cas y Políticas de la Uni­
versidad Central de Vene­
zuela.

Cecilia Sosa G. Profesora de
Derecho Administrativo en
la Facultad de Ciencias Ju­
rídicas y Políticas de la
Universidad Central de
Venezuela.

Enrique Tejera París. Profe­
sor de Ciencias Económicas
en la Universidad Simón
Bolívar. Venezuela.

Luis Torrealba Narváez. Pro­
fesor de Derecho Adminis­
trativo en la Facultad de
Ciencias Jurídicas y Políti­
cas de la Universidad Cen­
tral de Venezuela.

José Urdaneta Pérez. Profe­
sor de Finanzas Públicas en
la Facultad de Ciencias Ju­
rídicas y Políticas de la
Universidad Central de Ve­
nezuela.

Gustavo Urdaneta Troconis.
Profesor de Derecho Admi­
nistrativo en la Facultad
de Ciencias Jurídicas y Po­
líticas de la Universidad
Central de Venezuela.

Se deja constancia de la adhesión a este homenaje de los siguientes
autores, todos ellos integrantes del personal docente de la Universidad
Nacional' Autónoma de México, cuyas contribuciones no se han podido
insertar en este libro por causas ajenas a la voluntad de los editores:

Oscar I. de Lassé-Avellana, Filiberto García, M. Carmen Menén-
dez-Conde, Luis Velasco-Oliva, Héctor Hernández Tirado, Héctor Lidio
Castillo-Mejía, Raúl Brañes-Ballesteros, Miguel Valdés-Villarreal' y Gui­
llermo Perera González.



CONTENIDO GENERAL

Tomo I

Un Hombre Ejemplar, Saúl Ron Troconis.

DERECHO ADMINISTRATIVO

1. El problema de la definición del acto administrativo.
Alian R. Brewet^Carías.

2. Administración y Derecho Administrativo en Venezuela.
Tulio Chiossone.

3. Contratos de interés nacional, contratos de interés público y contratos de
empréstito público.
Gonzalo Pérez Luciani.

4. El desvío de poder en el régimen positivo-mexicano.
Guillermo Ai. Pineda González.

CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO

l. Características del sistema contencioso-administrativo venezolano.
Al el son Rodríguez Gftrcia.

2. Reflexiones a propósito del contencioso-administrativo en México.
Arturo González Cosío.

3. Jurisdicción administrativa y tecnocracia judicial.
León Cortiñas-Peláez.

4. Jurisdicción administrativa e interpretaciones de la división de poderes.
Jesús Javier Herrera-Górnez.



8 CONTENIDO GENERAL

MUNICIPIO Y URBANISMO

1. Perspectivas socioeconómicas del derecho urbanístico en la segunda mitad
del siglo XX.
Andrés Alarcón Segovia.

2. El régimen jurídico del urbanismo en Venezuela y su relación con la
autonomía municipal.
Antonio Moles Caubet.

3. Los servicios públicos y especialmente los de carácter municipal en Venezuela.
Luis Torrealba Narváez.

4. La enajenabilidad de ejidos con fines urbanísticos.
Gustavo Urdaneta Troconis.

DERECHO DE LA ECONOMIA

1. El concepto de derecho económico o las limitaciones del perspectivismo.
Héctor Cuadra Moreno.

2. Derecho económico y relaciones de producción.
Rafael Pérez Miranda.

3. La Administración de la Energía.
Ramón Martin Maleo.

DERECHO DEL AMBIENTE, DE LA ORDENACION TERRITORIAL
Y DE LA REGIONALIZACION

1. La especificidad del derecho ambiental.
Henrique Meier.

2. El régimen de sanciones en materia de ordenación del territorio.
Cecilia Sosa G.

3. Notas sobre la regionalización.
Alejandro Graterol Marín.

4. Aspectos fundamentales de la Corporación Venezolana de Guayana.
Hildegard Rondón de Sansó.

5. Régimen jurídico de los bienes de los institutos autónomos.
Jesús Caballero Ortiz.



CONTENIDO GENERAL 9

Tomo II

DERECHO CONSTITUCIONAL

1 . La Constitución y los partidos políticos.
'Enrique Tejera París.

2. El Control de la constitucionalidad de las leyes y de los tratados.
José Gabriel Sarmiento Núñez.

3. Incompetencia de la Corte para el enjuiciamiento de los ex presidentes.
José R. Duque Sánchez.

DERECHO TRIBUTARIO

1. El proceso formativo del Código Orgánico Tributario.
Tomás Enrique Carrillo Batalla.

2. ¿Está vigente la Ley de Impuesto sobre la Renta de 23 de junio de 1978?
Leopoldo A. Borjas H.

3. Limitaciones legales de las tasas de interés.
René De Sola.

4. La figura del "transeúnte” como sujeto pasivo del impuesto municipal sobre
actividades-comercio industriales.
José Urdaneta Pérez.

DERECHO INTERNACIONAL

1. La contribución de Don Andrés Bello a la formulación de los principios del
Derecho Internacional en América.
Isidro Morales Paúl.

2. Aspectos vinculantes del acuerdo de Ginebra de 1966.
Efraín Schacht Aristigrieta.

3. Los efectos del matrimonio sobre la nacionalidad de la mujer en la
Constitución Venezolana de 1961.
Gonzalo Parra - Aranguren.



10 CONTENIDO GENERAL

DERECHO CIVIL Y LABORAL 

1. La estabilidad del trabajador y la del funcionario público. El desarrollo
tecnológico y el instituto de la estabilidad.
Víctor M. Alvarez.

2 Los verdaderos alcances de la prohibición del pacto comisorio en el derecho
venezolano y una errónea sentencia de la Corte Suprema de Justicia.
José Mélich Orsini.

DERECHO MILITAR

1. Status jurídico del militar de carrera.
Leopoldo Palacios.

VARIOS

1. El parasistema jurídico-administrativo.
Agustín Gardillo.

2. Para el concepto de la revolución latinoamericana.
/. L. Salcedo-Bastardo.



PRESENTACION

Extraño nos resulta para quienes trajinamos la disciplina, el enreve­
sado lenguaje de los administrativistas y, adaptándome a él, bien podría
decir que la concesión del honor de presentar este Libro-Homenaje al
doctor Eloy Lares Martínez, se convierte para mí en un privilegio exor­
bitante.

Paisano, profesor, jefe de cátedra y ante todo y sobre todo, siem­
pre amigo, con exquisita discreción el Maestro ha ejercido su ministerio
desde todos esos flancos, dejando no obstante una huella imborrable en
quienes hemos sido sus recipiendarios.

Nacido en Carúpano de una ilustre familia sucrense contó con abue­
los y padre profesionales del Derecho, realizando en la reglón oriental
—a la cual se mantiene siempre fielmente vinculado— sus años inicia­
les y secundarios de estudios que culminarían luego en Caracas, en cuya
Universidad Central de Venezuela —patrocinadora hoy de este mere­
cido Homenaje— vino a coronarlos con la misma brillantez con la que
los comenzara, abandonando temporalmente sus aulas, también con las
máximas calificaciones de la carrera.

"Temporalmente” resulta la expresión adecuada porque regresó a
ellas seis años más tarde —el D de octubre de 1941— para ejercer la
docencia en diferentes sectores del derecho público y privado y en Eco­
nomía Política, ganando más tarde por concurso, en gallarda lid con
también ya ilustres juristas, la Cátedra —que regentó como jefe hasta
19S0, año de su jubilación— de Derecho Administrativo en nuestra an­
tigua Facultad de Derecho, desde la cual desgajó sus enseñanzas para
varias generaciones con inusual claridad, sencillez y profundidad —ca­
lidades difíciles de conjugar—, haciéndolas accesibles a todos y orien­
tando, al mismo tiempo, la vocación de quienes a través de ese noble
magisterio lograra despertarla por la que ha sido su especialidad. Pro­
ducto de este magisterio es su reputado Manual de Derecho Adminis­
trativo, cuya primera edición —que saludé con júbilo— viera la luz
en 1963, adornada de los mismos atributos que el Maestro desbordara
en la Cátedra, mientras las sucesivas, hasta la quinta, más que actuali­
zaciones han sido recreaciones.
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Su breve Rectorado de la naciente "Universidad de Caracas" en
1969, estuvo dedicado a la organización de la misma que después reci­
biría el nombre de "Simón Bolívar"; rectorado que culminara su ya des­
crita docencia universitaria precedida ésta por la precozmente iniciada,
desde los diecinueve años, a niveles de enseñanza media.

Inaugurando su labor profesional en el campo de la asesoría jurí­
dica del sector público la eleva al máximo nivel estatal al presidir, a
partir del año de 1966 basta el 69, la Procuraduría General de la Repú­
blica. Institución donde de nuevo comenzó a abrevar en sus enseñanzas
—como lo hiciera en su Cátedra— durante esos tres años. Pera, versátil,
esa labor profesional se encausa también bacía la magistratura —inte­
grante de la Sala de Casación Civil, actual Conjuez de la Político-Ad­
ministrativa— en el Supremo Tribunal, en el ejercicio privado de la
profesión, al cual boy se dedica, y aún en el campo gremial (Presidente
del Colegio de Abogados del Distrito Capital}, y natural coronación de
ella y de su magistral docencia universitaria tenía que ser el acceso a la
Academia de Ciencias Políticas y Sociales, marcado con su memorable
discurso de incorporación, enjundioso a la par que ameno, dedicado al
estudio del principio de legalidad; docta corporación que llegó a presi­
dir durante dos años.

Fiel a su región, fiel a su país, fiel a su cátedra y a sus enseñanzas,
fiel a su prosapia jurídica, el hombre latinoamericano que es, tuvo y tie­
ne que ser, Eloy Lares Martínez, hubo de atender —precozmente tam­
bién pero con su ya conocida madurez— al siempre imperativo llamado
de la democracia —nuestra búsqueda incesante— para aceptar una di­
putación al Congreso por su región natal, llegando a la segunda vice­
presidencia de la Cámara, a los treinta y un años. Gobernador del mis­
mo Estado Sucre, trece años después —en un azaroso período de tran­
sición postdictatorial—, es nombrado más tarde (1964} Ministro del Tra­
bajo.

Paisano, discípulo suyo, compañero de menor rango en la Cátedra
y abora en el Supremo Tribunal, su subordinado Director de Coordi­
nación —y más tarde sucesor temporal— en la Procuraduría General
de la República, la vida me ha proporcionado la ocasión de conocer al
homenajeado dentro de la congruencia de estos diferentes ángulos, de
saborear su perpetua enseñanza y de gozar del privilegio de su amistad,
lo que me permite —por obra de su generosidad— presentarlo, gracias
al conocimiento personal que del hombre público be tenido y que es
fiel trasunto de la inteligencia precozmente madurada, de la laboriosi­
dad elevada hasta la cima con una congruencia ejemplar, de la fideli­
dad —a su Patria, a su suelo, a su gente, a sus amigos— llevada al sa- 
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orificio personal, producto todo ello, sin duda, de un bogar que el destino
llevara a su madre tempranamente a presidir —reinando dulcemente.
como él gusta de recordar— al lado de la hermana que adorara, y que
culminara en su propio bogar ejemplar, en el cual con moderación im­
pera rodeado por el calor de su esposa e hijos y de los compañeros y
discípulos que boy aceptamos la amable invitación que nuestra Primera
Casa de Estudios nos formula para rendir homenaje a una vida absolu­
tamente lograda en realizaciones.

Luis Henrique Farias Mata

Caracas, diciembre de 1983



CURRICULUM VITAE

Fecha y lugar de nacimiento: Carúpano, Estado Sucre.
Abril, 17, 1913.

Educación: Cursó la primaria en la Escuela Federal Alejan­
dro Ibarra, en Carúpano (1919-1925).

Cursó el bachillerato en el Colegio Federal de
Varones de Cumaná (1925-1929).

Siguió estudios de Derecho en la Universidad
Central de Venezuela (1930-1935).

Obtuvo el título de Doctor en Ciencias Políticas
en la Universidad Central de Venezuela el 5
de octubre de 1935. Posee la mención Strmma
Cum Laude.

Obtuvo el título de Abogado, que le fue otor­
gado por la Corte Suprema del Distrito Federal
el 15 de octubre de 1935.

Se inscribió en el Colegio de Abogados del Dis­
trito Federal el 7 de mayo de 1936.

Experiencia:

1936-1943 Abogado Adjunto del Banco Agrícola y Pe­
cuario.

1943-1945 Abogado Consultor del Banco Agrícola y Pe­
cuario.

1945 Diputado al Congreso por el Estado Sucre.

1945-1958 Ejercicio privado de la profesión de abogado.

1958 Gobernador del Estado Sucre.
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1959-1964 Vocal de la Corte de Casación y Magistrado de
la Corte Suprema de Justicia.

1964 Ministro del Trabajo.

1966-1969 Procurador General de la República.

1967 Individuo de Número de la Academia de Cien­
cias Políticas y Sociales.

1969 Rector de la Universidad de Caracas, hoy Simón
Bolívar.

1969 a la fecha Ejercicio privado de la profesión de abogado.

Diciembre 1971 hasta la fecha Consultor Jurídico del Consejo Supremo Elec-
toral (por contrato).

1974 Vicepresidente de la Academia de Ciencias Po­
líticas y Sociales.

1974-1977 Presidente de la Academia de Ciencias Políticas
y Sociales.

Diciembre 1975 hasta la fecha Presidente de Seguros Pan American C.A.

1976-1979 Primer Suplente de la Sala Político-Administra­
tiva de la Corte Suprema de Justicia.

1979 a la fecha Conjuez de la Sala Político-Administrativa de
la Corte Suprema de Justicia.

Actividad Docente:

1932-1936 Profesor de Latín y Raíces Griegas en el Ins­
tituto San Pablo.

1933-1936 Profesor de Latín y de Geografía e Historia
Universales en el Colegio Católico Alemán.

1933-1935 Profesor de Geografía e Historia Universales en
el Liceo Andrés Bello.

1935-1936 Profesor de Castellano en el Liceo Andrés Bello.

1941-1943 Adjunto a la Cátedra de Derecho Constitucional
en la Facultad de Derecho de la Universidad
Central de Venezuela.
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1943-1944 Profesor Interino de Economía Política en la Fa­
cultad de Derecho de la Universidad Central
de Venezuela.

1944-1946 Profesor de Derecho Administrativo en la Fa­
cultad de Ciencias Económicas y Sociales de la
Universidad Central de Venezuela.

1946-1957 Profesor de Fundamentos de Derecho Privado
en la Facultad de Ciencias Económicas y Socia­
les de la Universidad Central de Venezuela.

1947-1979 Profesor de Derecho Administrativo en la Facul­
tad de Derecho de la Universidad Central de Ve­
nezuela, como ganador de un concurso de opo­
sición.

Obra publicada: Manual de Derecho Administrativo (5 ediciones).

CONDECORACIONES RECIBIDAS

Del Gobierno Nacional

Orden del Libertador (Gran Cordón)
Orden Andrés Bello (1*  Clase)
Orden 27 de Junio (1*  Clase)
Orden Francisco de Miranda (1*  Clase)
Orden del Mérito en el Trabajo (1» Clase)

De la Universidad Central de Venezuela

Orden José María Vargas (1*  Clase)

Del Gobierno del Estado Sucre

Orden General Antonio José de Sucre (1*  Clase)

De la Municipalidad del Distrito Bermúdez, Estado Sucre

Orden General José Francisco Bermúdez (1*  clase).

Del Colegio de Abogados del Distrito Federal

Medalla del Ilustre Colegio de Abogados del Distrito Federal



18 CURRICULUM VITAE

El 25 de marzo de 1942 contrajo matrimonio en Caracas con Hilda Monse-
rrate Pérez, natural de Ciudad Bolívar, y han procreado cinco hijos, a saber: los in­
genieros Eloy y Carlos Alfredo Lares Monserrate; los abogados Leopoldo y En­
rique Julio Lares Monserrate; y la economista Hilda Cecilia Lares de Cárdenas.



UN HOMBRE EJEMPLAR

Saúl Ron Troconis

"Loa beneficios que se hacen hoy se reciben
mañana, porque Dios premia la virtud en este
mundo mismo”.

Simón Bolívar

(Carta a Francisco Iturbe, 10 de
sept. de 1812, Vol. I, p. 37).

Con motivo del homenaje que la Universidad Central de Venezuela
rinde a Eloy Lares Martínez, cuando deja la Cátedra de Derecho Ad­
ministrativo que desempeñó por muchos años, tras haberla ganado en
riguroso concurso de oposición, en la Revista del Consejo de la Judica­
tura escribimos frases de merecido elogio en su favor. En esa oportu­
nidad dijimos que nos contentaba sobremanera la decisión del Consejo
de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas que acordó la edición
de un Libro-Homenaje en su honor. Saludamos entonces, con regocijo y
entusiasmo, su presencia y permanencia en la tarea de instituir la
patria por medio de la docencia universitaria.

Desde su Cátedra, Eloy Lares Martínez abrió caminos con el áni­
mo de quien puede dar sin pedir a otros los conocimientos que tiene,
porque de esta manera enseña y trasmite los principios y virtudes que
tanta falta nos hacen. Sus limpias ejecutorias son vivo ejemplo de res­
ponsabilidad ciudadana en un país que parece cada vez más distante
del hábito de obrar bien. Al observar su actitud crece la fe en quienes
creemos que ese país debe ser una consecuencia o resultado de ciertas
relaciones y situaciones reguladas por un régimen que se inspire en
el bienestar moral y material de la población. Por un régimen tradu­
cido en un orden de cosas que atienda por igual al desnivel econó­
mico del hombre y al desamparo en que éste se halla dentro de los
sistemas que le niegan toda clase de protección jurídica. Estas consi­
deraciones sirven de base para afirmar la vigencia del Estado de De­
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recho bajo el imperio inevitable de la ley, su permanencia, su valor
operativo y su eficacia como elementos esenciales del desarrollo de­
mocrático.

Pese a las contradicciones del mundo actual y a las especulaciones
sobre el supuesto decrecimiento del sistema, pensamos que es necesa­
rio mantener a toda costa el establecimiento democrático como una
verdad, unida estrechamente a la idea del pueblo soberano y a la con­
cepción histórica del Estado que es su garante, su instrumento de de­
fensa política y su soporte físico. En esta forma se define la condi­
ción del hombre como ser libre dentro del Estado de Derecho, **en
el cual logran su armónica expresión las libertades humanas”. Estos
conceptos y su significado cabal, la importancia de su vigencia y de
su aplicación, han sido parte de la lección que Eloy Lares Martínez
ha dado como profesor de Derecho Público, motivo por el cual se
justifica la decisión de la Universidad al rendirle un homenaje de
reconocimiento a sus servicios y a su extraordinaria condición humana.

Estudiante Summa Ctim Laude —de una Universidad servida por
valores consagrados de la ciencia— comienza su ejercicio profesional
ejerciendo cargos y ocupando posiciones de categoría: Abogado Adjunto
del Banco Agrícola y Pecuario; Abogado Consultor de este Instituto
Bancario; Diputado al Congreso Nacional por el Estado Sucre; Go­
bernador del Estado Sucre; Vocal de la Corte de Casación y Magistrado
de la Corte Suprema de Justicia; Ministro del Trabajo; Procurador
General de la República; Consultor Jurídico del Consejo Supremo Elec­
toral; Primer Suplente de la Sala Político Administrativa de la Corte
Suprema de Justicia; Conjuez de la Sala Política Administrativa de la Cor­
te Suprema de Justicia. No existen mejores títulos ni mayores méritos.
Como hemos dicho antes, ha servido a la Administración con sobra
de aptitudes y ha manejado con esmero los dineros de la Hacienda
Pública. Esta conducta tiene más amplia dimensión y relevancia más
grande en un país como el nuestro, donde parece agudizarse y pro­
fundizarse cada vez más la decadencia de los valores, en la misma
medida en que se elevan y realzan los antivalores de la mediocridad
y la ignorancia.

La conducta del doctor Eloy Lares Martínez se traduce en un
continuo ascenso: Individuo de Número de la Academia de Ciencias
Políticas y Sociales, Vicepresidente, primero, y después Presidente de
Ja Academia de Ciencias Políticas y Sociales; Rector de la Universidad
de Caracas, hoy Simón Bolívar; Profesor Titular por Concurso de De­
recho Administrativo de la Facultad de Derecho de la Universidad 
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Central de Venezuela; Profesor de Derecho Constitucional y Derecho
Administrativo de la Universidad Santa María; Profesor de Derecho Ad­
ministrativo de la Universidad Católica Andrés Bello y autor de un
Manual de Derecho Administrativo del cual se han realizado, hasta la
fecha, cinco ediciones.

Eloy Lares Martínez ha sido siempre un pensamiento y una acción,
una voluntad inspirada en el plausible fin de orientar y enseñar bajo
el impulso de una generosa determinación, del altísimo propósito de
realizarse a sí mismo en la medida de su autenticidad interior.

La existencia de este hombre singular se confunde con una lu­
cha constante por la conquista de los signos positivos que exaltan la
vida. En tal sentido, ha dado estímulo y ejemplo a las generaciones
nuevas, a las que llegan y avanzan por el camino del estudio y la
meditación, a los que se autoproscriben del martirio de la violencia
y de la guerra para situarse en el mundo del espíritu, de Ja serenidad
y de la paz. Por estas valederas razones nos sumamos, sin reservas,
al homenaje que la Universidad Central de Venezuela rinde en este
momento al profesor Eloy Lares Martínez, persuadidos como estamos
de que a los hombres de significación se les debe ofrecer en vida, el
reconocimiento y el aplauso, es decir, cuando prestan testimonio real
de los motivos de su existencia, cuando participan en el proceso de la
superación y del desarrollo con rumbo hacia la concepción optimista
del hombre.

Lo que ha hecho la Universidad Central de Venezuela en esta
oportunidad es el medio legítimo de ponderar al hombre de méritos
bien ganados y de estimular, a través del homenaje que se le rinde,
el supremo valor de las instituciones. La distinción de que ha sido
objeto Eloy Lares Martínez tiene el sentido de la justificación absoluta.
Como el que más, él se ha hecho acreedor del reconocimiento pú­
blico. Significa un ejemplo, un estímulo, un camino a seguir. Por tal
motivo, el honor que se le ofrece es un justo tributo a su labor fe­
cunda en favor de la Universidad, la ciencia y la cultura. Es una ma­
nera honorable de corresponder a la obra cumplida en el proceso for-
mativo del hombre y sus aptitudes. Por iguales razones, es buena la
hora de Venezuela que registra la presencia ejemplar de Eloy Lares
Martínez.
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La Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos de 1981, puede
decirse que es un cuerpo normativo que gira en torno a la figura del
acto administrativo, como categoría del derecho administrativo. Así,
regula los diversos aspectos del mismo: su definición; su clasificación;
el problema de si hay, o no, actos excluidos del control contencioso-
administrativo; los actos administrativos tácitos, y el problema de los
artos materiales. En las presentes notas destinadas al libro Homenaje
al profesor Eloy Lares Martínez, sólo queremos referirnos al proble­
ma de la definición de los artos administrativos,1 que aborda expresa­
mente la ley en su artículo 79.

Esta norma, en efecto, establece lo siguiente:

Artículo 7’: "Se entiende por acto administrativo a los fines de esta ley,
toda declaración de carácter general o particular emitida de acuerdo con
las formalidades y requisitos establecidos en la ley, por los órganos de
la Administración Pública”.

Siempre he pensado que es inconveniente definir conceptos en tex­
tos legales y, mucho más, definir conceptos tan difíciles de enmarcar
como el del acto administrativo. Puede decirse que la médula y la
teoría de todo el derecho administrativo ha girado en torno a la de­
finición del acto administrativo; y aún no hay acuerdo, y posiblemente
no lo habrá, tanto en la doctrina como en la jurisprudencia, para lle­
gar a una definición del acto administrativo. Por ello, una definición
legal como la del artículo 7’, lo que hace más bien es complicar el
panorama en lugar de simplificarlo, porque, por una parte, se trata de
una definición incompleta y, por la otra, de una definición que dará
origen a interpretaciones variadas y, por tanto, a inconvenientes en
su aplicación.

I. Véase Alian R. Brewer-Carías: El Derecho Administrativo y la Ley Orgánica
de Procedimientos Administrativos. Caracas, 1982.
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I. LA DEFINICION EN LA LEY ORGANICA DE PROCEDIMIENTOS
ADMINISTRATIVOS Y SU INCONVENIENCIA

En efecto, en primer lugar, debe señalarse que el artículo 7’ de­
fine el acto administrativo a los fines de esta ley, es decir, a los fines
de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos. Por tanto, no
es una definición universal del acto administrativo, sino una definición
a los fines particulares de la ley. En este sentido, si se trata de una
definición del acto administrativo a los solos fines y efectos de la Ley
Orgánica, resulta una definición absolutamente inútil. En efecto, el
artículo l9 de la ley precisa que ella se aplica a la Administración Pú­
blica nacional, central y descentralizada y exige este artículo que la
Administración Pública ajuste sus actividades a la prescripción de la
ley. La ley se destina, por tanto, a la Administración Pública orgánica­
mente considerada, tanto a la Administración Central como a la Admi­
nistración Pública descentralizada funcionalmente. La ley hace exten­
siva sus normas de procedimiento, además, a otros órganos de la ad­
ministración nacional que gozan de autonomía funcional y que define
en forma incompleta. Sólo habla de la Fiscalía General de la Repú­
blica y de la Contraloría General de la República, pero no del Con­
sejo de la Judicatura, ni del Consejo Supremo Electoral, ni de la Co­
misión Investigadora de Enriquecimiento Ilícito, siendo esos cinco ór­
ganos, con autonomía funcional, entidades que responden a una misma
naturaleza.2 3

Pero además, la ley extiende la posibilidad de su aplicación a los
Estados y Municipios. Creo que eso no es posible, porque si hay un
signo de la autonomía a nivel estadal y municipal, es la autonomía
administrativa, por lo que el procedimiento administrativo tiene que ser
regulado a nivel de los Estados y Municipios. El hecho de que la Cons­
titución,8 haga referencia a que es de la competencia nacional las
leyes de procedimiento, esta referencia debe entenderse dirigida a los
procedimientos de carácter nacional como derivados de la nacionaliza­
ción de la justicia (procedimientos judiciales), pero no a los procedi­
mientos administrativos de las administraciones territoriales.

Ahora bien, ¿qué significa que la ley se destine a la Administra­
ción Pública? Pues que la misma no se aplica a los otros órganos del
Estado. En Venezuela existe una separación orgánica de poderes donde
se distinguen las Cámaras Legislativas, los Tribunales y la Adminis­

2. Véase Alian R. Brewer-Carías: Introducción al Estudio de la Organización Ad­
ministrativa Venezolana. Caracas, 1978.

3. Art. 136, ord. 4».
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tración Pública.4 Por tanto, lo .que dice la ley es que sólo se aplica
a la Administración Pública y, por tanto, no se aplica a los Tribunales
ni a las Cámaras Legislativas. De allí que la actividad administrativa
realizada por la Administración Pública, orgánicamente considerada es
la única que puede ser regulada por esta ley.

Así, los actos administrativos que puede regular la ley son aque­
llos que emanan de la Administración Pública, sin la menor duda.
Por eso pienso que es una definición inútil y hasta tautológica la del
artículo 7", al decir, que a los fines ele la ley, actos administrativos son
los que emanan de la Administración Pública, porque eso simplemente
se deduce del art. I9, conforme al cual la ley no podría regular otros
actos administrativos que emanen de otros órganos distintos de la Ad­
ministración Pública. Pero, además de lo inútil de la definición legal,
ésta es inconveniente. En efecto, la ley da una definición a sus propios
fines, pero no a los fines de otros textos que hablan de actos admi­
nistrativos. La Constitución utiliza la expresión "acto administrativo”
en sus artículos 206 y 215. La Ley Orgánica de la Corte Suprema de
Justicia por su parte, utiliza la noción de acto administrativo para
precisar el objeto del recurso contencioso administrativo de anulación.
Por ello, definir en una ley al acto administrativo a los efectos exclu­
sivos de esa misma ley, es introducir una definición parcial y desde
el punto de vista científico, estimamos que no puede haber definicio­
nes parciales del acto administrativo en el Derecho Administrativo.

En efecto, la definición del acto administrativo tiene que ser una
de tal manera formulada que sea válida para todas las normas que
hablen de acto administrativo dentro de un determinado ordenamiento
jurídico. No podemos definir acto administrativo a los fines de cada
una de las leyes de la República, porque sería sembrar el caos dentro
de la interpretación del Derecho Administrativo y del objeto del re­
curso contencioso-administrativo. Por eso en el derecho administrativo
se ha planteado, y esto ha sido la discusión permanente de toda la
doctrina, la búsqueda de una definición global del acto administrativo
a todos los fines, y no sólo a los fines de una ley en particular.

La noción del acto administrativo, sin duda, continúa siendo una
de las partes medulares del derecho administrativo ya que de su defi­
nición depende, no sólo la identificación de la actividad administra­
tiva unilateral frente a las otras actividades del Estado, sino el objeto
de los recursos contencioso-administrativos de anulación. De allí el
esfuerzo que la doctrina y la jurisprudencia han realizado y realizan,

4. Véase Alian R. Brewcr-Canas: Derecho Administrativo, Tomo I, Caracas, 1975,
pp. 211 y ss.
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permanentemente, para lograr una definición del acto administrativo
que cumpla con los dos elementos que la deben condicionar: por una
parte, identificar a la actividad administrativa frente a las actividades
de gobierno, legislativa y judicial del Estado, y por la otra, no dejar
fuera de control contencioso-administrativo, algunos actos estatales que
por criterios doctrinales determinados, pudieran no incluirse en la de­
finición de los actos administrativos.

Por tanto, no estando excluido de control jurisdiccional de incons-
titucionalidad o legalidad o ningún acto estatal,'*  resulta imperativo que
todos los actos administrativos puedan ser objeto de control conten­
cioso-administrativo resultando inadmisibles las definiciones de tales ac­
tos que provoquen exclusiones de control. Como lo ha dicho la Corte
Suprema de Justicia, en sentencia del 10-1-80, al referirse a las deci­
siones de las Comisiones Tripartitas, "resulta contrario a nuestro or­
denamiento constitucional que los pronunciamientos de las Comisiones
Tripartitas laborales son irrevisables en vía jurisdiccional". En efecto,
en Venezuela existen tres vías para la impugnación de los actos esta­
tales: la acción de nulidad por inconstitucionalidad contra los actos
legislativos o de gobierno; el recurso de casación contra los actos ju­
risdiccionales; y el recurso contencioso-administrativo de anulación con­
tra los actos administrativos. No podría el legislador, sin infringir el
orden jurídico constitucional, establecer expresa o tácitamente una de­
rogatoria a los principios que informan nuestro sistema de derecho, que
someten la actividad de todas las ramas del Poder Público al control
de su regularidad, legalidad por parte del máximo tribunal de la Re­
pública, o de los demás órganos de la jurisdicción contencioso-
administrativa?

Con esta tesis, del carácter comprensivo del control jurisdiccional
sobre los actos estatales que hemos propugnado siempre,5 6 7 la Corte

5. En tal sentido, la Corte Suprema de Justicia en Sala Político-Administrativa, por
sentencia del 11 de mayo de 1981, estableció lo siguiente: "Ahora bien, sin en­
trar, por innecesario, en un análisis más profundo de la cuestión, aparece evidente
que, en nuestro medio, hoy en día tal tesis resulta definitivamente superada:
primero, porque de acuerdo con la letra constitucional no puede discutirse que
ningún acto administrativo está exento del control jurisdiccional, y segundo,
porque tampoco puede ponerse en duda en la concepción actual de nuestro
Derecho Administrativo, que los recursos jurisdiccionales contra los actos admi­
nistrativos sólo pueden versar en razones de ilegalidad del acto, y no del mérito
u oportunidad de la actuación administrativa". Véase: en Revista de Derecho
Público, Nv 6, Caracas, abril-junio, 1981.

6. Véase la Sentencia de 10-01-80, de la Sala Político-Administrativa de la Corte
Suprema de Justicia, en Mary Ramos Fernández: "Jurisprudencia Administrativa
y Constitucional", Revista de Derecho Público. Caracas, 1980, p. 130.

7. Véase, por ejemplo, Alian R. Brewer-Carías: El control de la Constitucionalidad
de los Actos Estatales. Caracas, 1977, pp. 31, 32, 112, 113 y 114.
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Suprema se aparta, sin duda, en materia de control de actos admi­
nistrativos, de algunas sentencias de años precedentes, en las cuales
había excluido del control contencioso-administrativo, los actos admi­
nistrativos emanados de los Inspectores del Trabajo8 y los actos ema­
nados de los Registradores Públicos.9 Tanto en aquellos casos como
en el más reciente, para excluir o incluir actos administrativos en el
ámbito del control contencioso-administrativo, la Corte Suprema tuvo
que recurrir a identificar una noción de acto administrativo, que le per­
mitiera definir el ámbito de sus poderes de control.

Ahora bien, este problema de la definición del acto administra­
tivo ha adquirido una significativa relevancia reciente, pues le ha per­
mitido a los órganos de la jurisdicción contencioso-administrativa, con­
siderar como actos administrativos sujetos a su control contencioso-
administrativo, en primer lugar, actos emanados de una Asamblea Le­
gislativa (órgano legislativo) de designación de los miembros de su
Comisión Delegada;- en segundo lugar, los actos de las Comisiones
Tripartitas laborales dictadas en función jurisdiccional por órganos ad­
ministrativos; y en tercer lugar, ciertos actos dictados por los tribu­
nales en función administrativa.

Es decir, la jurisprudencia considera como actos administrativos no
sólo algunos emanados de órganos legislativos, sino los dictados por
órganos legislativos, sino los dictados por órganos administrativos, en
ejercicio de funciones jurisdiccionales. Estas decisiones, por su impor­
tancia, ameritan un comentario que queremos hacer en este estudio,
no sin antes formular algunas apreciaciones sobre la noción de acto
administrativo en la doctrina venezolana, sus diversas formulaciones y
la definición que hemos propuesto.

II. LA NOCION DE ACTO ADMINISTRATIVO EN LA DOCTRINA VENEZOLANA

La doctrina venezolana no ha tenido uniformidad en cuanto a la
noción del acto administrativo, y más bien ha tomado posiciones disí­
miles, aun cuando con variaciones en el tiempo.

8. Véase, por ejemplo, la Sentencia de 18-6-63, en G. O., N’ 871 Extr. de 26-8-63
(véanse los comentarios de Luis E. Farías Mata, en "La Doctrina de los actos
excluidos en la jurisprudencia del Supremo Tribunal”), en la publicación del
Instituto de Derecho Público, Archivo de Derecho Público y Ciencias de la
Administración, Vol. I, 1968-1969, Caracas, 1971, pp. 333 y ss.

9. Véase la sentencia de la Sala Político-Administrativa de 13-3-67, en G. P., N’ 55,
1968, pp. 107 y 116. Sobre esta materia véase el trabajo de Gonzalo Pérez Lu-
ciani, "Actos Administrativos que en Venezuela escapan al recurso contencioso de
anulación”, en Revista de la Facultad de Derecho, UCAB, Ntf 6, Caracas, 1968,
pp. 177 y ss., y nuestro trabajo: "La impugnación de los actos administrativos de
registro ante la jurisdicción contencioso-administrativa", en Libro-Homenaje a la
Memoria de Joaquín Sánchez Coviza. Caracas, 1975, pp. 440 y ss.
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En general pueden distinguirse tres posiciones de la doctrina para
definir el acto administrativo en base a los criterios utilizados para
ello: el criterio orgánico, el criterio material, y el criterio mixto o
global.

A. El criterio orgánico
La utilización del criterio orgánico para la definición del acto ad­

ministrativo conduce a la identificación entre órgano administrativo y
acto administrativo. Así, estos serían los emanados de la Administra­
ción Pública como complejo orgánico. En Venezuela se han inclinado
por esta posición, la mayoría de la doctrina nacional.

a. La posición de Eloy Lares Martínez
El criterio orgánico para la definición del acto administrativo ha

sido acogido por Eloy Lares Martínez, en su Manual de Derecho Ad­
ministrativo, en el cual afirma que sólo a "las declaraciones o deci­
siones de los órganos de la Administración ... corresponde propia­
mente la calificación de actos administrativos", por lo que confiesa
situarse en el punto de vista formal, para definir el acto administra­
tivo.10 Así, la definición que propone es la siguiente: "Entendemos por
actos administrativos las declaraciones de voluntad, de juicio o de co­
nocimiento, emanadas de órganos de la Administración y que tienen
por objeto producir efectos de derecho generales o individuales".11

Para llegar a esta conclusión, señala que sólo esas declaraciones
o decisiones de los órganos de la Administración son las que "están
bajo el régimen del derecho administrativo, y sujeto a los recursos
creados por el ordenamiento jurídico para hacer efectiva la supremacía
de la ley sobre los mandatos de la Administración”,12 13 y en medio "los
actos sancionados por las Cámaras Legislativas, no importa cuál sea
su contenido, están regulados por el derecho constitucional; y los actos
emanados de los tribunales civiles y penales, por el derecho procesal
civil y penal” 18 por lo que "ninguno de estos actos puede ser objeto
de un recurso contencioso administrativo”.14

Aparte de que no consideramos acertada la división orgánica de
las ramas del derecho que nos propone Lares Martínez, pues al con­
10. Véase Eloy Lares Martínez: Manual de Derecho Administrativo. Caracas, 1975

p. 135.
11. Idem., pp. 135 y 136.
12. Idem., p. 135.
13. Idem., p. 134.
14. Idem., p. 135.
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trario, consideramos que existe, en la complejidad del Estado contem­
poráneo, una interrelación creciente entre los diversos ordenamientos y
normas de derecho positivo y los diversos órganos del Estado, de ma­
nera tal que resulta imposible decir hoy que los actos de un órgano del
Estado sólo están regidos por una específica rama del derecho, la
opción de Lares Martínez por el criterio orgánico parece tener una
justificación procesal; es decir, que sólo son actos administrativos los
que pueden ser objeto de control por la jurisdicción contencioso-admi-
nistrativa, cuando en realidad, esto, en lugar de ser la causa de que
un acto estatal se lo considere como acto administrativo, en su efecto.

b. La posición de José Guillermo Andueza
Con motivo de comentarios que ha formulado al sistema conten­

cioso administrativo previsto en la Ley Orgánica de la Corte Suprema
de Justicia, J. G. Andueza se ha identificado también, plenamente, con
el criterio orgánico al definir el acto administrativo.

En efecto, en un ciclo de conferencias organizado en 1977, criticó
a los proyectistas de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia
quienes, en su apreciación, acogieron el criterio funcional para definir
los actos administrativos cuando señalaron en la Exposición de Motivos
al hablar de los procedimientos, que "si el acto impugnado es un acto
de efectos particulares, dictado por cualquiera de los Poderes Públicos
actuando en junción administrativa, se consagra también un procedi­
miento único para su tramitación, que es el procedimiento del recurso
contencioso-administrativo de anulación”. Frente a esta afirmación, An­
dueza sostiene que "pareciera que se quiere definir el acto administra­
tivo desde el punto de vista material, que no es, por otra parte, el
criterio que ha acogido nuestra Constitución”.15 Por ello más adelante
afirma que:

"La Constitución venezolana acoge el criterio orgánico y formal
para la distribución de competencias. Los actos legislativos son aquellos
que emanan del Congreso. Pero el Congreso dicta leyes y otros actos.
Para diferenciar estos diversos tipos de actos hay que acudir al cri­
terio formal, es decir, hay que atenerse al procedimiento y forma pres­
critos para la producción de una ley o de un acto de control. Los actos
administrativos, son aquellas declaraciones de voluntad de la Admi-

Véase José Guillermo Andueza: "Actos recurribles por inconstitucionalidad en
la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia”, en la publicación del Ins­
tituto de Derecho Público: El control jurisdiccional de los Poderes Públicos en
Venezuela. Caracas, 1979, p. 58.
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nistración Pública sometidas al derecho administrativo. Esta manifesta­
ción de voluntad se expresa en diversas formas: el decreto, la resolu­
ción, las circulares e instrucciones de servicio, etc. Y los actos judicia­
les son aquellas declaraciones emanadas de un juez para concretar la
voluntad de la ley. Estas declaraciones suelen recogerse en la forma de
sentencia, que resuelve un conflicto de intereses, pero también puede
adoptar la forma de «auto», con el cual se dirige el proceso o se con­
ceden autorizaciones que desde el punto de vista material pueden tener
la naturaleza de acto administrativo”.18

La posición de Andueza, en definitiva, para la definición del acto
administrativo, es una posición orgánica', acto administrativo es una
manifestación de voluntad de la Administración Pública, claro está, en­
tendida ésta como conjunto de órganos que ejercen el Poder Ejecutivo.
Para llegar a esta conclusión, en primer lugar, atribuye a los proyec­
tistas de la Ley Orgánica de la Corte Suprema al haber acogido un
criterio material para definir el acto administrativo, lo cual no es exac­
to, pues no se formula como criterio único y excluyente; y en segundo
lugar, cita en su apoyo la opinión doctrinal del renombrado autor Ra­
món Martín Mateo, quien ha acogido un criterio orgánico para definir
el acto administrativo del acto administrativo, interpretando la realidad
del sistema español, distinto al nuestro en esta materia. Andueza cita
además a E. Sayagués Laso y Eloy Lares Martínez. El primero en rea­
lidad, no acoge un criterio orgánico en forma exclusiva, sino que tam­
bién acoge el criterio funcional o material.

Su inclinación por el criterio orgánico fue reiterada por J. G. An­
dueza en otra conferencia dictada en 1980, sobre el control de la Cons-
titucionalidad y el Contencioso-Administrativo. Al comentar, de nuevo
la Exposición de Motivos del Proyecto de Ley Orgánica de la Corte
Suprema de Justicia, Andueza señaló que la misma “como se ve, acoge
un criterio amplio de acto administrativo que no se ajusta a nuestro
sistema constitucional. He sostenido que nuestra Constitución acoge un
criterio orgánico y formal para la distribución constitucional de las
competencias entre los órganos del Estado”, y agrega, que "la Cons­
titución define la competencia del Tribunal Supremo teniendo en cuen­
ta el órgano de lo cual concluye que aquélla atribuye a la Corte Su­
prema solo competencia para conocer sólo, de la ilegalidad o incons-
titucionalidad de los actos administrativos emanados del Ejecutivo Na- 16 

16. Idem., p. 59.
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cional, y no de los actos administrativos emanados del Congreso o de
los Tribunales o de los Gobernadores de Estado o autoridades mu­
nicipales”.17

Debe señalarse, ante estas afirmaciones, que en ella se mezclan
dos aspectos: en primer lugar se afirma que deriva de la Constitución
un pretendido criterio orgánico para definir el acto administrativo, lo
cual no es cierto, y en segundo lugar, que para la asignación consti­
tucional de competencias a la Corte Suprema de Justicia, se ha seguido
un criterio orgánico, lo cual sí es cierto. Esto no significa, sin embar­
go, que la ley no pueda atribuir a la misma Corte y a otros órganos de
la jurisdicción contencioso-administrativa, competencia para conocer de
las impugnaciones de actos administrativos emanados del Congreso o
de los tribunales. En este caso, concordamos con la apreciación que el
mismo Andueza realiza en el sentido de que, "En caso de admitirse
el criterio de la función administrativa, independientemente del órgano
del cual emane el acto para definir los actos administrativos, habría que
llegar a otra conclusión importante: No todos los actos particulares
emanados de los órganos legislativos son actos administrativos. Sólo
en el caso de que las autoridades del Congreso, por ejemplo, ejerzan
una función administrativa, el acto podrá calificarse de acto adminis­
trativo”.18 19

c. La posición de Luis H. Farias Mata
En nuestro país, el otro autor que se ha manifestado decidido par­

tidario del criterio orgánico, al menos hasta 1976, ha sido Luis Hen-
rique Farias Mata.

En efecto, al comentar y criticar una sentencia de la Corte Supre­
ma de Justicia de 18-6-63, en la cual el Supremo Tribunal afirmaba
que "Prevalece el criterio de que tratándose de actos del poder público,
la condición del acto administrativo no deriva, necesariamente, de la
índole del organismo o funcionario que lo realiza, sino de la función
o facultad que éste ejerce al realizarlo";10 acogiendo un criterio material
para definir el acto administrativo, L. H. Farias Mata afirmaba que,
"este predominio de lo material sobre lo orgánico no es evidente en
la doctrina, al contrario, se piensa que lo que podría reconducir a unidad
la teoría del acto administrativo es la observación de que los sometidos 

17. Véase José Guillermo Andueza: "El control de la constitucionalidad y el con-
tencioso-administrativo”, en A. Moles-Caubet y otros: Contencioso-Administralii’?
en Venezuela. Caracas, Í981, pp. 76 y 77.

18. Idem., p. 77.
19. Véase, en G. O., N’ 871 Extraordinario, de 26-8-63.
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al régimen administrativo son solamente los dictados por la Adminis­
tración”, y que ello se encuentra contradicho "por el texto constitu­
cional que la misma sentencia cita (art. 215, ord. 79) y, si esto fuera
poco, aun por una norma de rango legal: la atribución 9 del artículo 79
de la Ley Orgánica de la Corte Federal, que somete al control con­
tencioso de la Corte, no los actos administrativos, sino, más explícita­
mente, los «actos de la autoridad administrativa» en cualquiera de sus
ramas”, concluía Farías Mata que, “en nuestra opinión, la referencia
al criterio orgánico de clasificación de los actos administrativos es
demasiado evidente, tanto en la Constitución como en la ley, para que
la Corte pueda sustituirlo por otro”.20

En definitiva, Farías Mata se inclinaba también por el criterio or­
gánico, basado en la interpretación del artículo 79, ordinal 99 de la
Ley Orgánica de la Corte Federal.

Posteriormente, en un artículo publicado en 1973, dedicado en
gran parte a criticar nuestra posición doctrinal sobre la naturaleza de
las decisiones en materia inquilinaria del Tribunal de Apelaciones de
Inquilinato que hemos mantenido desde 1960,21 y que a pesar de todas
las críticas que recibió, fue lamentablemente acogida formalmente, aun
cuando por poco tiempo, en forma tardía por la Corte Primera de lo
Contencioso-Administrativo en su sentencia de 18 de marzo de 1981,22
Farías Mata, siguiendo a Garrido Falla, identificaba al criterio orgá­
nico, no sólo como el único capaz de unificar o reconducir a unidad
la actividad administrativa,23 sino como el determinante para la iden­
tificación de las funciones del Estado;24 y criticaba nuestra posición tra­
dicional de conceder ’'irrelevancia. . . al criterio orgánico para la iden­
tificación de la actividad administrativa”.25

La posición de Farías Mata en definitiva, que ratificaba en este tra­
bajo, consistía en que señalar como elemento característico del acto 

20. Véase Luis H. Farías Mata: "La doctrina de los actos excluidos en la Jurispru­
dencia del Supremo Tribunal”, en la publicación del Instituto de Derecho Público:
Archivo de Derecho Público y Ciencias de la Administración, volumen I, 1968-
1969, Caracas, 1971, p. 335.

21. Véase nuestro "Estudio sobre la Ley de Regulación de Alquileres”, de fecha 1’
de agosto de 1960, en Revista del Colegio de Abogados del Distrito Federal,
N’ 113, julio-septiembre 1960, pp. 217 y ss.

22. Véase en Mary Ramos Fernández: "Jurisprudencia Administrativa y Constitucional”,
en Revista de Derecho Público, NQ 5, enero-marzo, 1981.

23. Véase Luis H. Farías Mata: "Procedimiento para la fijación de Cánones de
Arrendamiento en el derecho venezolano”, en la publicación del Instituto de De­
recho Privado: Studia Jurídica, N’ 3, Caracas, 1973, pp. 423 y 425.

24. Idem., p. 435.
25. Ibidem., pp. 423 y 429.
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administrativo, el que tuviera su ‘'origen en la Administración”, con
la consecuencia fundamental de poder ser impugnados en vía conten-
cioso-administrativa.20 Por ello, lo absurdo, desde el punto de vista cien­
tífico, de las preguntas que se formula:

"¿Qué importa, además, a los fines del régimen de derecho admi­
nistrativo, que el acto de nombramiento de un funcionario por el Pre­
sidente de la Cámara del Senado sea un típico acto administrativo —des­
de el punto de vista material idéntico al que en el mismo sentido rea­
liza el Presidente de la República por intermedio de un Ministro— si,
en el momento de su impugnación, el primero de dichos actos no si­
gue el tratamiento respectivo ante la jurisdicción contencioso-adminis-
trativa? ¿Qué importa, asimismo, que el reglamento interno de un ór­
gano del Poder Judicial sea idéntico desde el punto de vista material
a una ley o a un reglamento emanado del Ejecutivo, si a la postre,
el tratamiento jurisdiccional de los mismos —cuando fuere posible—
sería diferente, y sólo el del Ejecutivo recibirá el título de acto admi­
nistrativo y el correspondiente tratamiento jurisdiccional que éste me­
rece?”.26 27

Por supuesto que importa. La naturaleza de un acto no puede de­
pender de que se piense o no que son impugnables ante la jurisdicción
contencioso-administrativa, y ciertamente, basándose en la apreciación
de que "no importa”, no pueden sacarse conclusiones de índole cien­
tífica. Por otra parte, por supuesto que importa, ya que esos actos
emanados del Poder Judicial o del Congreso, por ser actos adminis­
trativos sí son impugnables ante la jurisdicción contencioso-administra­
tiva, pues de lo contrario, se vulneraría la Constitución la cual, en su
concepción del principio de la legalidad, no admite ni permite la exis­
tencia de actos estatales excluidos del control de la constitucionalidad
o legalidad.

Ahora bien, recientemente, y en base a que Farías Mata fundamen­
taba su posición en lo establecido en el ordinal 99 del artículo 7’ de la
Ley Orgánica de la Corte Federal, derogado dicho ordinal por la Ley
Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, se inclina ahora por la con­
jugación de criterios que hemos propuesto y ha señalado en 1977, que
Ahora más que nunca —al haber desaparecido la comentada norma

de la Ley Orgánica de la Corte Federal en la novísima Ley Orgánica
de la Corte Suprema de Justicia— cobra fundamento esa tesis de la 

26. lbidem.t p. 424.
27. Ibidem., p. 425.
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globalidad como criterio de interpretación de los actos administrativos,
globalidad a la cual yo querría añadir, dentro de la concepción de
P. Weil, una nota adicional: la nota procesal”.28 29

Ello lleva a Farías Mata a identificar el acto administrativo sólo
en base a la nota procesal: "se identifica acto administrativo con recu-
rribilidad del mismo en la vía contencioso-administrativa”,20 lo cual
es en sí mismo, inadmisible. Un acto estatal, por ser acto administra­
tivo, es recurrible ante la jurisdicción contencioso-administrativo, por
lo que la impugnabilidad es una consecuencia del carácter administra­
tivo, del acto, y no su causa. Por ello, de nuevo, considero inadmisible
la afirmación de Farías Mata, en el sentido de que "lo que interesa en
la determinación de la naturaleza de los actos administrativos es saber
si se trata de actos que siguen el régimen de impugnación contencioso-
administrativo preparado para la enmienda de las actuaciones ad­
ministrativas”.30 No, lo que interesa es determinar dentro de una con­
cepción científica, la naturaleza de los actos administrativos, y hecho
esto, la consecuencia será su recurribilidad ante la jurisdicción conten
cioso-administrativa.

d. La posición de Hildegard Rondón de Sansó
Por último, en la doctrina venezolana, H. Rondón de Sansó, tam­

bién se ha inclinado por el criterio orgánico, al identificar acto admi­
nistrativo con el "proveimiento administrativo” de la doctrina italiana,
definiendo a éste, como "acto autoritario de la Administración”, aún
más, como "el acto a través del cual se actualiza la potestad autoritaria
de la Administración, por lo cual no basta que el acto emane de una
autoridad administrativa dotada de potestad para emanarlo, sino que
es necesario que este acto sea una manifestación actual de esa auto­
ridad”.31 Esta identificación entre acto administrativo y "proveimiento
administrativo”, según.H. Rondón de Sansó, restringirá el ámbito de
lo que debe considerarse como acto administrativo, pues, afirma: "Has­
ta ahora el criterio determinador de la competencia ha sido meramente
subjetivo en el derecho venezolano, esto es, basado en el sujeto Ad-

28. Véase, L. H. Farías Mata: "Los Procedimientos en la Ley Orgánica de la Corte
Suprema de Justicia", en la publicación del Instituto de Derecho Público: El con­
trol jurisdiccional de los Poderes Públicos en Venezuela. Caracas, 1979, p. 209.

29. Idem., p. 209.
30. Idem., p. 209.
31. Véase Hildegard Rondón de Sansó: "Introducción al Estudio del Acto Admi­

nistrativo”, en Libro-Homenaje a la Memoria de Roberto-Goldscbmidt. Caracas 1967
p. 786.
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ministración, pero indudablemente que dicho criterio ha de variar ne­
cesariamente, para basarse en un concepto más acorde con la realidad
jurídica”.”

B. El criterio funcional
En 1964, en nuestro libro: Las Instituciones Fundamentales del

Derecho Administrativo y la Jurisprudencia Venezolana, nos inclinamos,
frente al criterio orgánico, por un criterio material para la definición
del acto administrativo, basado en la función administrativa.

En esta forma, para nosotros en 1964, acto administrativo era
"aquella manifestación de voluntad realizada por una autoridad pú­
blica actuando en ejercicio de la función administrativa, con el objeto
de producir determinados efectos jurídicos”.32 33

Esta forma de definición del acto administrativo que se apartaba
del criterio orgánico basado en la identificación entre el órgano y el
acto producido, fue acogido ampliamente por la jurisprudencia;34 sin
embargo, nos llevaba a un criterio material rígido: la identificación
entre la función y el acto producido en su ejercicio. Así, el acto admi­
nistrativo sólo podía ser dictado en ejercicio de la función administra­
tiva y ésta consistía primordialmente en el cumplimiento de actos ad­
ministrativos por parte de una autoridad competente.35

Esta forma de definir los actos administrativos, independizándolos
del órgano que los dictaba, presentaba la ventaja de que ampliaba
la categoría de tales actos incluyendo en ellos aquellos dictados por 

32. Idem., pp. 191 y 792.
33. Véase nuestro libro: Las Instituciones Fundamentales del Derecho Administra­

tivo y la Jurisprudencia Venezolana. Caracas, 1964, p. 117.
34. La definición mencionada fue acogida textualmente por la Corte Suprema de Jus­

ticia en sentencia del 11-8-65, al señalar que, "doctrinalmente el concepto del
acto administrativo ha quedado delineado, como aquella manifestación de volun­
tad realizada por una autoridad pública actuando en ejercicio de la función ad­
ministrativa, con el objeto de producir determinados efectos jurídicos que pueden
ser o la creación de una situación jurídica individual o general, o la aplicación
a un sujeto de derecho de una situación jurídica general”. Véase en G. O., N’
27.845, de 22-9-65, p. 207.324. Sin embargo, desde 1963, la Corte Suprema
había insistido en su criterio de que "la condición de acto administrativo no
deriva necesariamente, de la índole del organismo o funcionario que lo realiza;
sino de la función o facultad que éste ejerce al realizarlo” (sentencia del 18-
7-63, en Gaceta Forense, N’ 41, Caracas, 1963, p. 116), lo cual fue recogido pos­
teriormente en muchas otras decisiones de la Sala Político-Administrativa (véase
la sentencia 27-5-68, en Gaceta Forense, N’ 60, 1968, pp. 115 y ss., y sentencia
de 9-7-69, en Gaceta Forense, N’ 65, 1966, pp. 70 y ss., y la sentencia de
2-6-77, citada en Mary Ramos Fernández: "Jurisprudencia Administrativa y Cons­
titucional”, en Revista de Derecho Público, N’ 1, Caracas, 1980, p. 131).

35. Véase nuestro citado libro: Las Instituciones Fundamentales del Derecho Ad­
ministrativo..., cit., p. 109.
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los órganos judiciales o legislativos en ejercicio de la función admi­
nistrativa, pero conducía al inconveniente de identificar función ad­
ministrativa con acto administrativo, con lo cual quedarían fuera de
la calificación como actos administrativos, algunos actos dictados por
órganos administrativos pero en ejercicio de una función jurisdiccional.
De la rigidez de la concepción orgánica derivada de identificar el acto
con el órgano, pasamos a otra rigidez de la concepción material de­
rivada de identificar el acto con la junción, cuando en realidad, órgano,
función y acto no son matemáticamente correlativos en el ordenamiento
constitucional venezolano.

En efecto, nuestro convencimiento de que en el sistema venezolano
de separación de poderes, no se puede establecer una correlación ma­
temática entre órgano, función y actividad estatales, nos ha llevado a
apartarnos de la sola concepción material que formulábamos en 1964,
y propugnar, como complemento, una mezcla de criterios para definir
el acto administrativo.

La base de este razonamiento la formulamos en el Tomo I de
nuestro Tratado de Derecho Administrativo, en 1975,38 y la hemos des­
arrollado posteriormente.

En todo caso, en 1977, precisábamos las líneas generales de nuestra
posición actual al precisar lo siguiente:

'‘Ante todo debo señalar que, en mi criterio, no es posible utilizar
un criterio único para definir el acto administrativo. La heterogeneidad
de sus formas y contenido lo demuestra y exige”.

"Por tanto, rechazo de plano la sola utilización del criterio orgá­
nico que pretende definir el acto administrativo, según que sea emana­
do de los órganos del Poder Ejecutivo, no sólo porque contrariamente
a lo que se ha afirmado aquí, no está acogido por la Constitución,
sino porque dejaría fuera de la calificación como acto administrativo
a actos que indudablemente lo son, aun cuando no emanen de autori­
dades ejecutivas, sino de órganos legislativos o judiciales: los actos de
ejecución presupuestaria o de administración de personal público ema­
nados del Presidente del Congreso o del Presidente de la Corte Supre­
ma de Justicia, por ejemplo, y para sólo citar uno.

”Me aparto también de la sola utilización del criterio material que
en otra época, catorce años atrás, yo mismo utilicé y que define el acto
administrativo por el ejercicio de la función administrativa, pues iden­
tifica lo inidentificable: acto estatal con función estatal, cuando ambos
conceptos son sustancialmente distintos. La utilización de este solo cri- 36 

36. Véase nuestro: Derecho Administrativo, Tomo I, Caracas, 1975, pp. 373 y $$,
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terio, por ejemplo, dejaría fuera de su categorización como actos ad­
ministrativos a los actos dictados por autoridades administrativas en
ejercicio de la función jurisdiccional, como serían muchos de los actos
emanados, del Director de Inquilinato y del Director de Registro de
la Propiedad Industrial del Ministerio de Fomento, y para también so­
lamente citar un solo ejemplo.

"Por último, también rechazo la sola utilización del criterio formal
para definir el acto administrativo en base a su carácter sublegal, es
decir, a que se trate de acto de ejecución inmediata de la legislación,
porque si bien es útil para su identificación frente a actos estatales de
carácter sublegal como son los actos judiciales.

"Este rechazo a la utilización de un criterio único y mágico para
identificar al acto administrativo que sostengo en el Tomo I, de la
obra sobre Derecho Administrativo, cuya edición he iniciado hace algo
más de un año, se basa en mis convencimientos de que es un error
—error en el cual yo mismo caí hace catorce años—, el identificar la
separación de funciones y con los actos estatales que de los órganos
estatales emanan en ejercicio de dichas funciones. Los órganos del Es­
tado, en efecto, conforme al artículo 118 de la Constitución, tienen
sus funciones propias, pero las mismas ni son exclusivas ni excluyentes
en el sentido de que un mismo órgano estatal puede ejercer, además
de su función propia —en cuanto es de ejercicio normal u ordinario—,
otras funciones estatales que a la vez son «propias» de otros órganos
estatales. Los órganos del Poder Legislativo, por tanto, además de la
función legislativa —que les es propia—, ejercen funciones de gobier­
no, y administrativa. Los órganos del Poder Ejecutivo, ejercen indis­
tintamente, además de las funciones de gobierno y administrativas que
les son propias, las funciones legislativas y jurisdiccionales. Y los ór­
ganos del Poder Judicial, además de la función jurisdiccional que les
es propia, ejercen las funciones legislativa y administrativa.

"Esto me ha llevado a la conclusión de que, por tanto, el rechazo
de un criterio único y mágico para definir el acto administrativo —esen­
cialmente heterogéneo en su forma y contenido— conduce a propug­
nar la definición del acto administrativo a través de una mezcla de
criterios: el orgánico, el material, el formal.

"En esta forma, acto administrativo, es entonces, el acto de carác­
ter sublegal (he aquí el criterio formal) emanado en primer lugar,
de los órganos del Poder Ejecutivo (he aquí el criterio orgánico), en
ejercicio de todas las funciones estatales legislativas, de gobierno, ad­
ministrativas y jurisdiccionales; en segundo lugar, de los órganos del 
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Poder Legislativo en ejercicio de la función administrativa (he aquí el
criterio material); y en tercer lugar, de los órganos del Poder Judicial
en ejercicio de la función administrativa y legislativa (he aquí tam­
bién, el criterio material).

"Conforme a esto, por tanto, tal acto administrativo es un acto de
nombramiento de un funcionario público por un Ministro, que por los
presidentes del Congreso o de la Corte Suprema de Justicia, y todos,
por tanto, serían susceptibles de impugnación por la vía contencioso-
administrativa”.87

La formulación concreta de este criterio mixto para la definición
del acto administrativo la formulamos en 1975 en nuestro "Estudio
sobre la Impugnación ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa
de los Actos Administrativos de Registro”,37 38 39 cuyos lincamientos cen­
trales exponemos a continuación.

C. El criterio mixto
En efecto, estimamos que no puede utilizarse con rigidez, ni el

criterio orgánico ni el criterio material para definir el acto administra­
tivo, por lo que debe utilizarse un criterio mixto, comprendido de ele­
mentos orgánicos, materiales y formales.

a. El rechazo del criterio orgánico
En efecto, ante todo debemos insistir en el rechazo del solo criterio

orgánico. En nuestro ordenamiento constitucional no puede sostenerse
que los actos administrativos son sólo aquellos que emanan de los
órganos de la Administración Pública. Al contrario, los actos admi­
nistrativos, pueden emanar de las Cámaras Legislativas actuando en
función administrativa;30 de los Tribunales actuando en función legisla­
tiva, en función jurisdiccional y en función administrativa.40 Los actos
administrativos, en esta forma, y contrariamente a lo que sucede con
las leyes, con los actos de gobierno y con las sentencias judiciales, no

37. Véase nuestro trabajo: ”E1 recurso contencioso-administrativo contra los actos
de efectos particulares”, en la publicación del Instituto de Derecho Público: El
control jurisdiccional de los Poderes Públicos en Veneztiela. Caracas, 1979, pp.
170 y 171.

38. Véase nuestro estudio en: Doctrina de la Procuraduría General de la República,
1975‘ Caracas, 1976, pp. 139 y ss., y en: Libro Homenaje a la Memoria de
Joaquín Sánchez Coviza. Caracas, 1975.

39. Véase, por ejemplo, la sentencia de la Corte Suprema de Justicia en Sala Político-
Administrativa, de 19-12-74, en G. O., N’ 1.741 Extr., de 21-5-75, p. 26.

40. Véase, por ejemplo, la sentencia de la Corte Suprema de Justicia en Sala Político-
Administrativa, de 26 de mayo de 1981, en Revista de Derecho Público.
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están reservados a determinados órganos del Estado, sino que pueden
ser dictados por todos ellos, y no sólo en ejercicio de la función ad­
ministrativa.

En esta forma, es evidente que al analizar la función administra­
tiva y la concreción más común que resulta de su ejercicio —los actos
administrativos—, no puede adoptarse un criterio orgánico para su ca­
racterización, en virtud de la no coincidencia de la separación orgánica
de poderes con la distribución de funciones. Por otra parte, para la di­
ferenciación de los actos estatales, tampoco pueden adoptarse criterios
orgánicos, pues si bien es cierto que las leyes emanan solamente de
las Cámaras Legislativas; que los actos de gobierno emanan solamente
del Presidente de la República; y que las sentencias judiciales emanan
solamente de los Tribunales, eso mismo no puede decirse de los actos
administrativos, que emanan de todos los órganos del Estado.

La definición de las funciones del Estado por tanto, ha de ser una
definición material que se deriva de la naturaleza de la actividad estatal
y no del órgano del cual emana o de su forma,41 y para llegar a dicha
caracterización material resulta indispensable, tal como se ha señalado
anteriormente, no confundir la función misma con el acto que emana
de su ejercicio, es decir, la naturaleza de la actividad estatal (función)
con el resultado de su ejercicio (actos jurídicos).

b. La identificación de la actividad administrativa
dentro de las actividades estatales

La identificación de la actividad administrativa dentro de las ac­
tividades del Estado no puede realizarse con los mismos criterios que
pueden utilizarse para precisar a la Administración Pública como com­
plejo orgánico (criterio orgánico) o para caracterizar a la función
administrativa dentro de las funciones del Estado (criterio material),

41. En sentido coincidente ha sido tradicional la doctrina de la Corte Suprema: en
1951 señaló que "no son los nombres o denominaciones, sino su naturaleza o
contenido lo que da a los actos tanto de los funcionarios como de los particula­
res, su verdadero carácter, su significación o fisonomía propia" (véase sentencia
de la C.F.C., en C.P., de 4-4-51, en G. F., N’ 7, 1952, p. 17); en 1952,
expresó que "los actos administrativos, como los judiciales, fiscales... lo son
por su naturaleza, por la cuestión que en ellos se ventila, y no cambia ese ca­
rácter ni suspende ni restringe la facultad del funcionario a quien la ley dé com­
petencia para conocer y decidir, la circunstancia de que otra autoridad conozca
de asunto semejante y aún conexo con aquél" (sentencia de la C.F.C., en C.P.,
de 30-10-52, en G. F,, N’ 12, p. 18); y en 1963, insistió en que "prevalece en
la doctrina el criterio de que tratándose de actos del poder público, la condición
de acto administrativo no deriva necesariamente, de la índole del organismo o
funcionario que lo realiza, sino de la función o facultad que éste ejerce al rea­
lizarlo" (sentencia de la C.S.J., en S.P.A., de 18-7-63, en Gaceta Forense,
NQ 41, 1963, pp. 116 y ss.).
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pues no sólo no es actividad administrativa la totalidad de la actividad
desplegada por los órganos del Poder Ejecutivo, sino que tampoco
constituyen actividad administrativa todas las actividades que resultan
del ejercicio de la función administrativa.

En efecto, las actividades que despliegan los órganos ejecutivos,
pueden clasificarse en dos grandes grupos que responden a las no­
ciones de gobierno y administración,42 43 44 es decir, actividad de gobierno
y actividad administrativa. La actividad de gobierno, resulta del ejer­
cicio de la función de gobierno y de la función legislativa por el Pre­
sidente de la República13 y se caracteriza, frente a la actividad admi­
nistrativa, por dos elementos combinados: en primer lugar, porque la
actividad de gobierno sólo puede ser realizada por el Presidente de
la República, como Jefe del Estado;41 en segundo lugar, porque se
trata de actividades desplegadas en ejecución de atribuciones estable­
cidas directamente en la Constitución, sin condicionamiento legislativo
y que por tanto, o tienen el mismo rango que la actividad legislativa,45
o tienen el mismo valor jurídico que la ley.46 En esta forma, la activi­
dad de gobierno se distingue de la actividad administrativa realizada
por los órganos ejecutivos, en que ésta se realiza a todos los niveles
de la Administración Pública, y siempre tiene rango sublegal, es decir,
se desplega por los órganos ejecutivos con ejecución de atribuciones
directamente establecidas en la legislación, y sólo en ejecución indi­
recta de la Constitución.47 He aquí un nuevo criterio, en este caso for­
mal, derivado de la teoría merkeliana de construcción escalonada del
orden jurídico,48 para la identificación de la problemática administrativa.

Para la distinción de la actividad legislativa de la actividad ad­
ministrativa no sólo debe utilizarse el criterio orgánico, sino también
el criterio formal: la actividad de gobierno, aun cuando realizada en

42. Véanse artículos 27, 30 y 191 de la Constitución.
43. Véase por ejemplo, artículo 190, ordinales 6’ y 89 de la Constitución.
44. Véanse artículos 181 y 190 de la Constitución.
45. En este sentido, el decreto de la suspensión de garantías constitucionales (art.

240 de la Constitución), o la convocatoria al Congreso a sesiones extraordinarias
(art. 191, ord. 9’), tienen el mismo rango que la ley en relación a la Constitución.

46. En este sentido, los decretos-ley dictados en ejecución de una ley habilitante espe­
cial conforme al art. 190, ord. 8’ de la Constitución, tienen el mismo valor ju­
rídico que la ley, a la cual pueden derogar o modificar.

47. En este sentido es que podría decirse que la actividad administrativa se reduce
a ejecución de la ley.

48. Adolf Merkl: 7cor/a General del Derecho Administrativo. Madrid, 1935, p. 13.
Cjr., Hans Kelsen: Teoría General del Estado. México, 1957, p. 510 (Véanse
las referencias en Alian R. Brewer-Carías: Las Instituciones Fundamentales del
Derecho Administrativo y la Jurisprudencia Venezolana. Caracas, 1964, pp. 24 y ss.).
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ejecución directa de la Constitución está reservada al Presidente de la
República, en tanto que la actividad legislativa, realizada también en
ejecución directa de la Constitución,19 está reservada a las Cámaras Le­
gislativas. En esta forma, el criterio orgánico distingue la actividad
de gobierno de la actividad legislativa, y ambas se distinguen de la
actividad administrativa mediante el criterio formal: tanto la actividad
de gobierno como la actividad legislativa se realizan en ejecución di­
recta de competencias constitucionales, en tanto que la actividad ad­
ministrativa siempre es una actividad sublegal, es decir, sometida a la
ley y realizada en ejecución de la ley.

La actividad judicial, por su parte, también se distingue de la ac­
tividad de gobierno y de la actividad legislativa en base a los dos cri­
terios señalados: desde el punto de vista orgánico, porque la actividad
judicial está reservada a los Tribunales de la República, en tanto que
la actividad legislativa está reservada a las Cámaras Legislativas y la
actividad de gobierno está reservada al Presidente de la República;49 50
y desde el punto de vista formal, porque al igual que la actividad ad­
ministrativa, la actividad judicial es una actividad sublegal, es decir,
sometida a la ley y realizada en ejecución de la ley.

Por último, en cuanto a la distinción entre la actividad adminis­
trativa y la actividad judicial, si bien no puede utilizarse el criterio for­
mal de su graduación en el ordenamiento jurídico, si se distingue en
base al criterio orgánico y a otro criterio formal. Desde el punto de
vista orgánico la actividad judicial está reservada a los tribunales con
carácter exclusivo; y desde el punto de vista formal, la declaración de
lo que es derecho en un caso concreto que realizan los órganos judi­
ciales, se hace con fuerza de verdad legal, que sólo las sentencias
poseen.

De lo anterior resulta entonces que las actividades de gobierno,
judiciales, se hace con fuerza de verdad legal, que sólo las sentencias
poseen.

49. Las Cámaras Legislativas realizan su actividad legislativa en cumplimiento de
atribuciones directamente establecidas en la Constitución (art. 139 de la Consti­
tución). En el solo caso de las leyes especiales que han de someterse a las leyes
orgánicas preexistentes (art. 163 de la Constitución), podría decirse que hay con­
dicionamiento legislativo de la actividad legislativa.

50. Puede decirse entonces, que la separación orgánica de poderes tiene plena concor­
dancia con la división orgánica de las actividades de gobierno (reservada al Pre­
sidente de la República), legislativas (reservadas a las Cámaras Legislativas), y
judiciales (reservadas a los Tribunales). Por supuesto, la coincidencia de activi­
dades específicas con órganos estatales determinados concluye allí, pues, la activi­
dad administrativa, al contrario, no está reservada a ningún órgano específico,
sino que se realiza por todos ellos.
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De lo anteriormente resulta que las actividades de gobierno, ju­
dicial y legislativa son actividades reservadas al Presidente de la Re­
pública, a los Tribunales y a las Cámaras Legislativas, respectivamente.
La actividad de gobierno, en efecto, consiste en la producción del acto
de gobierno y decretos-leyes por el Presidente de la República, dicta­
dos en ejercicio de la función de gobierno y de la función legislativa.
La actividad judicial, por su parte, consiste en la adopción de deci­
siones judiciales (sentencias) por la Corte Suprema de Justicia y los
Tribunales de la República, en ejercicio de la función jurisdiccional.
Por último, de la actividad legislativa consiste en la producción de le­
yes y actos parlamentarios sin forma de ley dictados por las Cámaras
Legislativas en ejercicio tanto de la función legislativa como de la fun­
ción de gobierno, de la función administrativa y de la función ju­
risdiccional.

c. La definición de la actividad administrativa

En cuanto a la actividad administrativa, sin embargo, respecto de
ella no se produce la reserva de su ejercicio a determinados órganos
estatales, sino que la misma se realiza por todos los órganos del Estado.
De allí las definiciones negativas de la actividad administrativa que
pretendían delimitarla señalando que era toda aquella actividad estatal
que no fuera ni actividad de gobierno, ni actividad judicial, ni acti­
vidad legislativa;51 es decir, todo el residuo que quedaba luego de res­
tarle a la actividad estatal, la actividad de gobierno, la actividad le-
gislativa y la actividad judicial. Pero indudablemente que la definición
negativa o residual de la actividad administrativa no satisface el ra­
zonamiento lógico,52 por lo cual resulta necesario tratar de formularla
en forma positiva.

Para ello hay que partir de diversos supuestos: en primer lugar,
no puede utilizarse un criterio orgánico para su diferenciación de las
otras actividades del Estado, pues si bien el cumplimiento de éstas,
está reservado a ciertos órganos estatales, la realización de la actividad
administrativa está encomendada, dentro de sus respectivas competen­
cias, a todos los órganos del Estado. En segundo lugar, tampoco puede
identificarse la actividad administrativa como el resultado del ejercicio
de una función estatal, pues ella resulta tanto del ejercicio de la fun-

51. Cfr,, A. Merkl: op. cit., p. 35; M. Waline: Droit Administratif. París, 1963,
p. 4; A. Gordillo: Introducción al Derecho Administrativo, 1966, p. 99.

52. Para una crítica a la concepción negativa de la Administración (K. F. Garrido
Falla: Tratado de Derecho Administrativo. Vol. I, 1970, p. 32).
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ción administrativa, de la función jurisdiccional y de la función legis­
lativa por órganos del Poder Ejecutivo; como por ejercicio de la fun­
ción administrativa por las Cámaras Legislativas o de la función ad­
ministrativa o legislativa por los tribunales.53 En tercer lugar, tampoco
puede utilizarse un criterio meramente formal de graduación de los
actos en el ordenamiento jurídico, pues no sólo la actividad adminis­
trativa tiene carácter sublegal, pues también lo tiene la actividad ju­
dicial.54 En cuarto lugar, la actividad administrativa consiste tanto en
la producción de actos heterogéneos, pues no sólo pueden ser unila­
terales o bilaterales (contratos administrativos, concesiones), sino que
los unilaterales pueden ser de efectos generales (reglamentos) o actos
administrativos individuales, como en la realización de operaciones ma­
teriales. Resulta por tanto imposible utilizar un criterio material que
pueda reducir a una unidad la actividad administrativa.

De lo anterior se deduce, por tanto, que debido al carácter resi­
dual de la actividad administrativa,55 56 y no existiendo coincidencia entre
la actividad administrativa y el órgano que la produce, o entre ella
y la función que se ejerce para producirla, resulta indispensable utilizar
una mezcla de criterios.50 En esta forma, frente a las diversas activida­
des estatales, se considera que constituyen actividad administrativa: 1)
aquellas actividades de carácter sublegal,57 realizadas por los órganos
del Poder Ejecutivo (Administración Pública como conjunto orgánico)
en ejercicio de la función administrativa, de la función legislativa o de 

53. Algunos autores como A. Gordillo, al confundir la función estatal con la actividad
estatal reservan el ejercicio de la función legislativa a los órganos del Poder Le­
gislativo y el ejercicio de la función jurisdiccional a los órganos del Poder Ju­
dicial, y en cambio atribuyen el ejercicio de la función administrativa a los tres
grupos de órganos estatales, op. cit., p. 99.

54. Podría decirse, sin embargo, como lo hizo O. Mayer, que la Administración sería
una actividad del Estado bajo la ley para el cumplimiento de sus fines; en tanto
oue la función judicial sería una actividad del Estado en la cual el cumplimiento
ce la ley (por Ja ley), constituye el fin esencial de la misma. Cfr., las referencias
de J. L. Villar Palasi: Derecho Administrativo y Teoría de las Normas. Ma­
drid, 1968, p. 43.

55. Históricamente la aplicación del principio de la separación de poderes con pos­
terioridad a la Revolución Francesa, produjo que se le quitaran al monarca las
funciones legislativas atribuidas al Parlamento y las funciones jurisdiccionales, atri­
buidas a los tribunales. En el monarca quedaron las funciones ejecutivas, con
carácter residual (Cfr., F. Garrido Falla, op. cit., Tomo I, p. 35; J. L. Villar Pa­
lasi, op. cit., pp. 48 y 49).

56. Esta utilización de varios criterios es lo que nos ha criticado Gonzalo Pérez Lu-
ciani (loe. cit., p. 183, Nota N’ 19).

57. En esta forma, quedaría excluida de la actividad administrativa, la actividad de
gobierno realizada por los órganos ejecutivos en ejercicio, tanto de la función
legislativa como de la función de gobierno, por ser ésta de rango legal (realizada
en ejecución directa de la Constitución).
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la función jurisdiccional;58 59 60 2) aquellas actividades realizadas por los
Tribunales de la República en ejercicio de la función administrativa o
de la función legislativa,Gü 3) aquellas actividades realizadas por las
Cámaras Legislativas en ejercicio de la función administrativa.00 Por
supuesto que las actividades administrativas cumplidas por la Adminis­
tración Pública como complejo orgánico, son las que constituyen el
campo normal de aplicación del Derecho Administrativo; para ello,
por supuesto, no puede conducir a negar el carácter administrativo de
las otras actividades señaladas, realizadas tanto por las Cámaras Le­

58. En este sentido, constituye actividad administrativa realizada en ejercicio de Iq
función administrativa, por ejemplo, el otorgamiento de un permiso o licencia para
conducir automóvil o para operar una estación de radio (actos administrativos in­
dividuales); constituyen actividad administrativa realizada en ejercicio de la fun­
ción jurisdiccional, por ejemplo, la decisión del Registrador de la Propiedad In­
dustrial del Ministerio de Fomento, a la oposición formulada por un interesado
contra la solicitud de registro de una marca de fábrica por un industrial, o la
decisión de un Ministro al resolver un recurso jerárquico (actos administrativos
individuales); y constituye actividad administrativa realizada en ejercicio de la
función legislativa, por ejemplo, los Reglamentos ejecutivos dictados por el Pre­
sidente de la República (actos administrativos de efectos generales). Los órganos
del Poder Ejecutivo, por tanto, es decir, la Administración Pública como complejo
orgánico, no está confinada al solo ejercicio de la función administrativa, como
señala A. Gordillo, op. cit., p. 98. A lo que está confinada es a la realización
de actividad administrativa (además de la actividad de gobierno), pero no al
ejercicio de una sola función estatal. Por ello insistimos, no debe confundirse
la función administrativa con la actividad administrativa, como la mayoría de los
administrativistas lo hacen (Cfr., F. Garrido Falla, op. cit., Tomo I, pp. 30 y ss.;
A. Gordillo, op. cit., pp. 91 y ss.). Nosotros mismos lo hemos hecho (Véase
A. R. Brewer-Carías: Las Instituciones Fundamentales..., cit., pp. 108 y ss.).

59. En este sentido, constituye una actividad administrativa realizada en ejercicio de
la función administrativa, por ejemplo, el acto de nombramiento de los empleados
administrativos de los juzgados, o los actos de ejecución presupuestaria adoptados
por los jueces (actos administrativos individuales); y constituyen una actividad
administrativa realizada en ejercicio de la función legislativa, por ejemplo, los
reglamentos de organización interna dictados por ciertos tribunales en determina­
das circunscripciones judiciales (actos administrativos de efectos generales). En
cuanto a los denominados como "actos de la jurisdicción voluntaria", los mismos
también podrían considerarse como actividad administrativa realizada por los tri­
bunales competentes en ejercicio de la función administrativa. No hay en ellos,
realmente, ejercicio de la función administrativa. No hay en ellos, realmente, ejer­
cicio de la función jurisdiccional por los tribunales. Tanto es así, que en Venezuela
por ejemplo, la labor de "registro" de ciertos documentos mercantiles en el Area
Metropolitana de Caracas, antaño atribuida a los Tribunales Mercantiles de Pri­
mera Instancia, se atribuyeron hace algunos lustros al Registrador Mercantil; y
las labores de "autenticación" y reconocimiento de ciertos documentos, atribuidas
tradicionalmente a ciertos jueces, en determinadas áreas del país se han atribuido
a funcionarios administrativos: los Notarios, dependientes del Ministerio de Jus­
ticia. Sobre el carácter administrativo de los actos de la jurisdicción voluntaria,
véase los comentarios contrarios de F. Garrido Falla, op. cit., Tomo I, pp. 40
y ss., quien califica estas actividades como "seudoadministrativas” (C]r., A. Gor-
dillo, op. cit., p. 100; J. L. Villar Palasi, op. cit., p. 46).

60. Por ejemplo, los actos de las Cámaras Legislativas dictados en el campo de la ad­
ministración de su personal administrativo o de su presupuesto (actos adminis­
trativos individuales).
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gislativas como por los Tribunales. Por otra parte, el objeto del De­
recho Administrativo no se agota en el estudio de la actividad admi­
nistrativa tal como la hemos definido, sino que abarca también el es­
tudio de la actividad legislativa cumplida en ejercicio de la función
administrativa, así como de la actividad de gobierno cumplida por los
órganos superiores del Poder Ejecutivo.

d. La noción ele acto administrativo que proponemos
Tal como lo hemos señalado anteriormente, la noción de acto ad­

ministrativo sólo puede resultar de una combinación de criterios or­
gánicos, formal y material, y nunca puede condicionarse al cumplimien­
to de una función específica del Estado.* 31

Los actos administrativos se dictan por todos los órganos estatales
y en ejercicio de todas las funciones estatales y su individualización
no puede estar fundamentada en la utilización del solo criterio orgá­
nico, del solo criterio formal o del solo criterio material, sino, insisti­
mos, de la mezcla y combinación de ellos.

En efecto, no es aceptable la utilización exclusiva de un criterio
orgánico para definir el acto administrativo, pues quedarían fuera de
caracterización, los actos administrativos que dictan los funcionarios
de las Cámaras Legislativas o los funcionarios de los órganos jurisdic­
cionales;* 32 asimismo, no es aceptable la sola utilización del criterio for­
mal, de actividad de carácter sublegal, para definir los actos adminis­
trativos, pues los actos judiciales también tienen carácter sublegal;* 33 por
último, tampoco es aceptable la utilización exclusiva de un criterio ma­
terial, basado en la noción de función administrativa,G‘ pues quedarían
excluidos de la noción, los actos administrativos cumplidos en ejercicio
de la función legislativa y de la función jurisdiccional por los órganos
del Poder Ejecutivo,05 así como los actos administrativos dictados en
ejercicio de la función legislativa por los órganos jurisdiccionales.* 3*3
61. Véase nuestro trabajo: "La impugnación de los actos administrativos de registro

ante la jurisdicción contencioso-administrativa”, en Libro Homenaje a la Memoria
de Joaquín Sánchez Covisa, cit., p. 450.

62. El nombramiento de un funcionario por el Presidente del Senado o por un juez,
por ejemplo.

63. En estos casos, el criterio formal tendría que combinarse con un criterio orgánico
en el sentido de considerar que los órganos administrativos son subordinados y
en cambio que los órganos judiciales son independientes (Cjr., Antonio Moles
Caubet: Lecciones de Derecho Administrativo, curso 1956-1957, Temas I-II (mul-
tigrafiado), pp. 17 y ss.

64. Tal como nosotros mismos lo hemos intentado. Véase, Allan-R. Brewer-Carías:
Las Instituciones Fundamentales..., cit., p. 120.

65. Por ejemplo, cuando se dicta un reglamento o cuando la Administración resuelve
un conflicto entre particulares.

66. Por ejemplo, cuando los Tribunales Superiores dictan un reglamento interno.
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Por ello es que proponemos una definición del acto administrativo
que combine diversos criterios, pues es la única forma de reconducir
a la unidad, la heterogeneidad de los mismos. En esta forma el acto
administrativo es toda manifestación de voluntad de carácter sublegal,37
realizada por los órganos del Poder Ejecutivo, actuando en ejercicio
de la función administrativa, de la función legislativa y de la función
jurisdiccional;03 por los órganos del Poder Legislativo, actuando en
ejercicio de la función administrativa y de carácter sublegal,00 y por los
órganos del Poder Judicial actuando en ejercicio de la función admi­
nistrativa y de la función legislativa,67 68 69 70 con el objeto de producir efec­
tos jurídicos determinados que pueden ser o la creación de una situa­
ción jurídica individual o general, o la aplicación a un sujeto de de­
recho de una situación jurídica general. Considerando a los actos esta­
tales dentro de una perspectiva general, quedarían fuera de la califi­
cación como actos administrativos, los actos cumplidos por los órganos
del Poder Ejecutivo en función de gobierno (actos de gobierno) y del
Poder Legislativo en función legislativa (leyes), en función de gobier­
no (leyes, actos parlamentarios sin forma de ley), en función juris­
diccional (actos parlamentarios sin forma de ley) y en función admi­
nistrativa (de rango legal) (leyes y actos parlamentarios sin forma
de ley); y los actos cumplidos por los órganos del Poder Judicial ac­
tuando en función jurisdiccional (sentencia, autos).

Es claro, de lo anteriormente, señalado, que en las definiciones
tradicionales del acto administrativo, que lo precisan como toda de­
claración de voluntad realizada por la Administración con el propósito
de producir un efecto jurídico,71 el problema se reduce a determinar 

67. Esta es la aplicación del criterio formal.
68. Esta es la aplicación del criterio orgánico.
69. Esta es la aplicación del criterio material.
70. Esta es la aplicación del criterio material.
71. En términos generales ésta ha sido la definición que la Corte Suprema ha adop­

tado cuando ha necesitado definir el acto administrativo. En efecto, la antigua
Corte Federal ha definido el acto administrativo individual como aquella "decla­
ración de voluntad realizada por la Administración con el propósito de producir
un efecto jurídico y tendiente a crear una situación jurídica individualizada" (Véa­
se sentencia de 3 de junio de 1959, en Gaceta Forense, N9 24, 1959, p. 260);
o más propiamente, ha definido el acto administrativo, como aquellas "manifes­
taciones de voluntad de la Administración Pública que afectan a la situación ju-
rídico-administrativa, personal o patrimonial de un administrado, como son las
que crean o definen una situación de derecho administrativo" (Véase sentencia de
3 de diciembre de 1959, en Gaceta Forense, N9 26, 1959, p. 142). ' Más recien-
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qué debe entenderse por "administración”. O dicho término se define
con un criterio orgánico, identificándolo con los órganos del Poden
Ejecutivo (autoridades administrativas),72 o dicho término se define con
un criterio material, identificándolo con el ejercicio de la función ad­
ministrativa,73 o dicho término se define con criterios combinados, co­
mo lo hemos hecho anteriormente. En las dos primeras alternativas,
quedaría fuera de la calificación de actos administrativos, diversos ac-

temente, la Corte Suprema de Justicia ha repetido el mismo concepto al definir
los actos administrativos individuales como aquellas declaraciones en virtud de las
cuales la Administración tiende a crear, reconocer, el mismo concepto al definir
los actos administrativos individuales como aquellas declaraciones en virtud de
las cuales la Administración tiende a crear, reconocer, modificar o extinguir, si­
tuaciones jurídicas subjetivas" (Véase sentencia de la Sala Político-Administrativa
de 2 de junio de 1964, en Gaceta Ojicial, N’ 27.474, de 25 de junio de 1964).

72. Esta es la orientación seguida por la misma Corte Suprema de Justicia en sen­
tencia de la Sala Político Administrativa de 2 de junio de 1964, cuando define
los actos administrativos como aquellas "manifestaciones de voluntad emanadas
de las autoridades administrativas y que tienen por objeto producir efectos de
derechos generales o individuales" (véase, en Gaceta Ojicial, N® 27.474, de 25
de junio de 1964).

73. Esta fue la postura que adoptamos en 1964, y que ahora nos apartamos de ella,
al definir el acto administrativo “como aquella manifestación de voluntad realizada
por la autoridad pública actuando en ejercicio de la función administrativa, con
el objeto de producir efectos jurídicos determinados que pueden ser, o la creación
de una situación jurídica individual o general, o la aplicación a un sujeto de
derecho de una situación jurídica general" (véase, Allan-R. Brewer-Carías: Las
Instituciones Fundaméntala..., cit., p. 120). Esta definición material fue acogida
textualmente por la Corte Suprema de Justicia en Sala Político-Administrativa, en
sentencia de 11 de agosto de 1965, en los siguientes términos: "Doctrinalmente
el concepto de acto administrativo ha quedado delineado, como aquella manifes­
tación de voluntad realizada por una autoridad pública actuando en ejercicio de
la función administrativa, con el objeto de producir efectos jurídicos determinados
que pueden ser, o la creación de una situación jurídica individual o general, o la
aplicación a un sujeto de derecho de una situación jurídica general o individual" (véa­
se, en Gaceta O^cial, Nv 27.845, de 22 de septiembre de 1965). Debe señalarse que
esta caracterización material del acto administrativo ha sido tradicional en la ju­
risprudencia de la Corte Suprema (véase: Las referencias jurisprudenciales que
hemos hecho en el trabajo, Allan-R. Brewer-Carías: "Algunas Bases del Derecho
Público en la Jurisprudencia Venezolana". Revista de la Facultad de Derecho,
UCV, N® 27, 1963, pp. 146 y 147). En particular, dentro de esta orientación ma­
terial, debe destacarse la sentencia de la Corte Suprema de Justicia en Sala Político-
Administrativa, de 18 de julio de 1963, donde sostuvo el criterio de la función
administrativa, como base para la definición del acto administrativo: "En el acto
administrativo, propiamente dicho, el Estado es titular de un interés público y
actúa frente a intereses privados, es parte de la actuación, es un sujeto de la
relación jurídica que el acto supone o implica, y trata de realizar determinados
fines, aun cuando sometido a la ley, relacionándose con otros sujetos de derecho.
No realiza una función creadora dentro del ordenamiento jurídico, que es la fun­
ción legislativa, ni conoce ni decide acerca de las pretensiones que una parte
esgrima trente a la otra, que es la función judicial; sino que es sujeto de derecho,
titular de intereses, agente propio de la función administrativa” (véase en Gaceta
Forense, N’ 41, 1963, p. 117). La doctrina de la sentencia ha sido ratificada por
decisió’.n de la misma Sala Político-Administrativa, de 9 de julio de 1969 en
Gaceta Forense, N® 65, 1969, p. 71.
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tos estatales que ni son judiciales, ni legislativos, ni de gobierno y que
indudablemente tienen carácter administrativo. En la última alternati­
va.74 75 que hemos acogido, en cambio, así como todos los actos estatales
encuentran su calificación, también todos los actos administrativos, sean
cumplidos por la autoridad estatal que sea, encuentran su debido en-
cuadramiento.

Esta posición es la que, en definitiva, ha adoptado la jurispru­
dencia contencioso-administrativa en varias decisiones que pasamos en
seguida a comentar, al considerar como actos administrativos recurri­
bles, algunos actos de las Asambleas Legislativas, los actos de las Co­
misiones Tripartitas Laborales y algunas decisiones de tribunales. En
relación a este último supuesto nos referiremos al problema de las de­
cisiones del Tribunal de Apelaciones de Inquilinato, y su naturaleza,
la cual aun cuando es de carácter judicial, ha dado origen a posiciones
discrepantes tanto en la doctrina como en la jurisprudencia.

III. LA CARACTERIZACION COMO ACTOS ADMINISTRATIVOS DE CIERTOS
ACTOS DE LOS ORGANOS LEGISLATIVOS

En 1974, con motivo de la designación de las Comisiones Delega­
das de las Asambleas Legislativas de los Estados, por primera vez en
el período constitucional, se plantearon ante la Corte Suprema de Jus­
ticia diversos recursos contra algunos de dichos actos de elección. El
problema radicó básicamente en lo siguiente: las Constituciones Esta­
dales establecen por lo general que las Comisiones Delegadas de las
Asambleas Legislativas debían ser designadas por éstas, mediante elec­
ción de sus miembros, "de modo que reflejen en lo posible la com­
posición política de la Asamblea”. Como lo dijo la Corte Suprema
de Justicia en sentencia del 26-6-74: "De acuerdo con esta disposición
es jurídicamente imposible que la Comisión Delegada de la Asamblea
Legislativa esté integrada por diputados que representen una misma
organización política, cuando otro partido tenga representación en la
Asamblea Legislativa”.70

Ahora bien, con motivo de la elección de la Comisión Delegada
en Asambleas Legislativas del Estado Bolívar, integrada por miembros
que pertenecían todos a un solo partido político, un diputado “en ejer­

74. Por esta alternativa se inclina la doctrina más moderna (véase, Sebastián Martín
Retortillo Baquer: "Presupuestos Constitucionales de la Función Administrativa en
el Derecho Español”, Revista de Administración Pública, N9 26, Madrid, 1958,
pp. 47 y 22).

75. Véase, en G. O., N9 1.700 Extr., de 29-10-74, p. 13.
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cicio de la acción popular” solicitó la nulidad de dicha elección, por
violar el artículo 33 de la Constitución del Estado.

La Corte Suprema de Justicia en Sala Político Administrativa me­
diante la citada sentencia de 26-6-74, declaró la nulidad de dicha elec­
ción, por violación de dicha norma de la Constitución estadal.70 Sin
embargo, la Corte ni se pronunció sobre la naturaleza del recurso ejer­
cido ni sobre la naturaleza del acto impugnado.

Esto lo hizo en otra sentencia, dictada con motivo de un caso y
recurso similar en relación a la Comisión Delegada del Estado Cara-
bobo76 77 con fecha 19-12-74, pues en ésta la Corte no se limitó a conocer
de la nulidad alegada sino que entró a analizar la naturaleza del acto
impugnado y del recurso ejercido, con vista a juzgar sobre su admi­
sibilidad.

En efecto, la Corte señaló lo siguiente:

La actividad jurídica de los órganos del poder público se manifiesta
mediante actos que la doctrina clasifica ordinariamente en constituyente,
legislativos, administrativos y jurisdiccionales.

La designación de los miembros de la Comisión Delegada por la
Asamblea Legislativa de un Estado si bien es un acto legislativo atendien­
do al órgano del que emana, es, desde el punto de vista material, un
acto administtolivo, por cuanto, en virtud del mismo, se crea una situación
jurídico-subjetiva en relación con determinados funcionarios de la cual
dimana para estos derechos y deberes que los inviste de una situación
especial en relación con los restantes miembros del cuerpo legislativo.78

En esta forma, la Corte Suprema estaba por la definición material
de los actos administrativos, admitiendo que éstos podían ser dictados
por los órganos legislativos. En base a ello entró a considerar la natu­
raleza del recurso ejercido el cual si bien había sido calificado por
el recurrente como "acción popular”, la Corte estimó que no podía el
recurso de inconstitucionalidad intentarse contra los actos de las Asam­
bleas Legislativas por violación de las Constituciones Estadales, sino
sólo por violación de la Constitución Nacional, de lo que deducía la
Corte que el recurso intentado en realidad era un recurso contencioso-
administrativo de anulación, en la siguiente forma:

"La Constitución solamente crea y reglamenta la Comisión Delega­
da del Congreso, por lo que el régimen de las Comisiones Delegadas 

76. Idem., p. 13.
77. Véase, en G. O., N9 1.741, Extr., de 21-5-75, pp. 25 y ss.
78. Idem., p. 26.
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de los Estados depende de lo que establezcan las respectivas Constitu­
ciones Estadales.

”E1 control jurisdiccional de la constitucionalidad de las leyes y
demás actos de las Asambleas Legislativas, lo ejerce este Alto Tribu­
nal como guardián de la Constitución, para asegurar la supremacía y
recta interpretación de éste en todo el país, motivo por el cual dichos
actos no pueden ser impugnados por el recurso de inconstitucionalidad,
alegando infracción de un artículo de la Constitución de un Estado.

”La Corte estima que el artículo 215 de la Constitución derogó
el ordinal 39 del artículo 133 de la Constitución de 1953 y, de consi­
guiente, el ordinal 89 del artículo 79 de la Ley 'Orgánica de la Corte
Federal y de Casación que reproduce lo dispuesto en dicho ordinal.

”Por lo tanto el referido ordinal 89 del artículo 7’ no puede ac­
tualmente servir de fundamento a un recurso de inconstitucionalidad
contra cualquier acto del poder público.

”Sin embargo, la Corte considera que mientras no se establezcan
otros tribunales con competencia para conocer del recurso contencioso
de anulación para impugnar actos de los órganos estadales o municipa­
les, el conocimiento de dicho recurso compete a este Alto Tribunal,
con arreglo a lo establecido en el ordinal 9’ del artículo 79 de la Ley
Orgánica de la Corte Federal.

”De esta premisa ha partido la Corte al sustanciar y decidir soli­
citudes de nulidad en casos similares al planteado en el referido escrito,
cuando han concurrido los requisitos de admisibilidad del recurso con­
tencioso de anulación, aunque por error o conveniencia el actor haya
manifestado proceder «en ejercicio de la acción popular», denominación
ésta que, conforme a la doctrina y a la jurisprudencia de la Corte, so­
lamente es aplicable al recurso de inconstitucionalidad por cuanto pue­
de ser ejercido por todo el que tenga un simple interés en la nulidad
del acto impugnado”.70

En base a estos razonamientos, la Corte analizó las condiciones
de admisibilidad del recurso y habiendo constatado que el lapso de
caducidad había transcurrido, lo declaró inadmisible. En todo caso la
importancia de estas decisiones radica en la caracterización de los ac­
tos legislativos, que se dictan en función administrativa, como ac­
tos administrativos, con lo cual se rechaza el criterio orgánico. Por su­
puesto, esto es posible respecto de los actos de las Asambleas Legisla­
tivas. En cuanto a los actos de efectos particulares de las Cámaras Le-

79. Ibidem, p. 26. 
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gislativas Nacionales debe tenerse en cuenta que no todos ellos, aun
cuando sean dictados en ejercicio de la función administrativa, son ac­
tos administrativos, pues pueden revestir la forma de actos parlamen­
tarios sin forma de ley, con una naturaleza y jerarquía constitucional
particular.

IV. LA CARACTERIZACION COMO ACTOS ADMINISTRATIVOS DE LAS DECI­
SIONES DE LAS COMISIONES TRIPARTITAS PREVISTAS EN LA LEY
CONTRA DESPIDOS INJUSTIFICADOS

La Ley contra Despidos Injustificados del 8 de agosto de 1974,so
con el objeto de proteger a los trabajadores contra los despidos sin
causa justificada, previo la designación, por el Ministerio del Trabajo,
de Comisiones Tripartitas integradas por sendos representantes del Mi­
nisterio del Trabajo, de los patronos y de los trabajadores, y que tienen
la función de calificar los despidos (art. I9).

Estas Comisiones Tripartitas tanto de Primera, como de Segunda
Instancia, han venido funcionando en cada uno de los Estados, en el
Distrito Federal y en los Territorios Federales (art. 39), y están ads­
critas al Ministerio del Trabajo (art. 17).

Ahora bien, estos organismos han venido adoptando decisiones en
materia de despidos, estando atribuidas, cuando consideren injustificado
el despido del trabajador, para ordenar su reincorporación al trabajo
y el pago de los salarios caídos correspondientes a los días en que
permanecieron separados (art. 69).

Fue precisamente contra estas decisiones previstas en la ley, adop­
tadas originalmente por las Comisiones Tripartitas de Primera Instan­
cia, confirmadas por las Comisiones Tripartitas de Segunda Instancia,
contra las cuales se intentaron diversos recursos contencioso-administra-
tivos de anulación ante la Corte Primera en lo Contencioso-Adminis-
trativo. Este Tribunal declaró inadmisible dichos recursos, por estimar
que los actos de las referidas Comisiones Tripartitas no eran actos ad­
ministrativos sino "actos jurisdiccionales” no susceptibles de control con-
tencioso-administrativo.

Estimamos, al contrario, que las decisiones adoptadas por las Co­
misiones Tripartitas establecidas en la mencionada Ley contra Despidos
Injustificados, sin la menor duda, constituyan actos administrativos, en
el pleno sentido de la palabra y, como tales, conforme a lo establecido
en el artículo 206 de la Constitución y en la Ley Orgánica de la Corte

80. Véase, en G. O., N’ 30.468, de 8-8-74.
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Suprema de Justicia, eran actos administrativos recurribles ante la ju­
risdicción contencioso-administrativa, lo cual ha sido reconocido poste­
riormente por la Corte Suprema de Justicia en Sentencia del 18-1-80.

Antes de fundamentar nuestra posición, sin embargo, haremos una
breve referencia a la sentencia de la Corte Primera de lo Contencioso-
Administrativo, del 20-9-79, en la cual se declaró inadmisible un re­
curso de anulación contra una decisión de la Comisión Tripartita de
Segunda Instancia del Distrito Federal. Posteriormente, haremos tam­
bién una breve referencia a la sentencia de la Corte Suprema de Jus­
ticia de 18-1-80, en la cual se modificó el criterio de la Corte Primera,
admitiéndose el carácter de actos administrativos de las decisiones de
las Comisiones Tripartitas, recurribles ante la jurisdicción contencioso-
administrativa.

A. La sentencia de la Corte Primera de lo Contencioso-
Administrativo de 20-9-79 y sus votos salvados

Con fecha 20 de septiembre de 1979, la Corte Primera de lo Con-
tencioso-Administrativo, declaró inadmisible la solicitud de nulidad de
una Resolución de la Comisión Tripartita de Segunda Instancia en el
Distrito Federal y Estado Miranda, de 22-6-79, mediante la cual se
declaró sin lugar la apelación interpuesta por la recurrente contra la
Resolución de 4-5-79, de la Comisión Tripartita de Primera Instancia
en el Distrito Federal, en la cual se había ordenado el reenganche y
el pago de salarios caídos respecto de varios solicitantes de la califica­
ción de despidos.81

La Corte Primera de lo Contencioso-Administrativo, ante este re­
curso, estimó necesario "resolver la cuestión previa de su competencia
para conocer del recurso propuesto”, lo cual hizo mediante el estable­
cimiento de "la naturaleza del acto cuya nulidad se pretende: si se
trata de un acto administrativo y jurisdiccional”.

a. La argumentación de la Corte Primera sobre la naturaleza
de los actos de las Comisiones Tripartitas
como "acto jurisdiccional”

Tal como resulta de la lectura del texto de la sentencia, la Corte
Primera parte de la premisa de que los "actos jurisdiccionales” emanan
tanto de los tribunales judiciales como de las autoridades administra­
tivas, y que tienen en común la concurrencia de tres sujetos: "dos que 
81. Consultada en original. Las referencias que en el texto se hacen a las páginas

de la sentencia, se refieren a la versión original.
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litiguen a fin de dirimir intereses contrapuestos y otro que, en forma
imparcial, habrá de decidir el conflicto entre aquellas partes”. Como
consecuencia, declara en relación a las decisiones de las Comisiones Tri­
partitas, que "son fallos de naturaleza claramente jurisdiccional” (p. 4),
insistiendo que "son, pues, estos fallos de naturaleza claramente juris­
diccional, por más que emanen de un órgano administrativo” (p. 5).

Por ello concluye señalando que "las decisiones de la Comisión
Tripartita en el procedimiento de calificación de despido de los tra­
bajadores, conforme a la Ley de Despidos Injustificados, no debe con­
fundirse con los actos administrativos contrarios a derecho, sometidos
a la jurisdicción contencioso-administrativa, que ejerce esta Corte en
razón de la competencia que le atribuye el artículo 185 de la Ley Or­
gánica de la Corte Suprema de Justicia, pues tales decisiones no reúnen
las características ni llenan los requisitos ya definidos del acto admi­
nistrativo” (p. 10). Esas características, tomadas de las que se expre­
san en la sentencia de la Sala Político-Administrativa de la Corte Su­
prema de Justicia del 18-7-63, que la Corte Primera acoge, serían las
siguientes:

"a) En el acto administrativo el Estado es titular de un interés
público y actúa frente a los intereses privados; b) En el acto adminis­
trativo la Administración es parte de la actuación, es un sujeto de rela­
ción jurídica contenida en el acto y trata de realizar determinados fines
relacionados con otros sujetos de derecho, dentro del marco legal de
sus atribuciones; c) En el acto administrativo no realiza una junción
creadora dentro del ordenamiento jurídico, pues tal potestad corresponde
a la función legislativa; d) En el acto administrativo, por el contrario,
la Administración es sujeto de derecho, titular de intereses, agente pro­
pio y directo de la junción administrativa” (p. 8).

La Corte Primera de lo Contencioso-Administrativo, así, confun­
diendo el ejercicio de una función estatal con el acto emanado de la
misma, ha constatado que las decisiones de las Comisiones Tripartitas
son dictadas en ejercicio de la función jurisdiccional, y aplicando un
silogismo elemental, concluye que, en consecuencia, constituyen actos
jurisdiccionales, no administrativos, por lo que no son susceptibles de
impugnación por la vía contencioso-administrativa de anulación.

b. La argumentación de los votos salvados
La mencionada sentencia de la Corte Primera de lo Contencioso-

Administrativo, de 20-9-79, fue dictada con el voto favorable de tres
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Magistrados y con los votos salvados de los Magistrados Nelson Ro­
dríguez García y Antonio J. Angrisano N., formulados por separado y
con argumentos distintos.

a'. El carácter administrativo de los Actos de las Comi­
siones Tripartitas por estar reservada la jurisdicción
a los Tribunales de Justicia

El Magistrado, Nelson Rodríguez García fundamentó su voto sal­
vado en consideración: de la naturaleza jurídica de las Comisiones Tri­
partitas, "como órganos de la Administración Pública” (p. 4); y en es­
timar como "confusas”, las argumentaciones que sirven de base a la
sentencia, particularmente en relación a la naturaleza de los actos esta­
tales, tanto "jurisdiccionales” como administrativos. Al precisar las no­
tas características de los actos administrativos y la nota determinante
del "acto jurisdiccional”, y precisar que la actividad judicial está re­
servada a los Tribunales de Justicia que ejercen el Poder Judicial, con­
cluye señalando que "los actos emanados de las Comisiones Tripartitas
son actos administrativos, no jurisdiccionales, ni susceptibles de adqui­
rir valor de cosa juzgada y por tanto, de acuerdo a los principios y
preceptos constitucionales expuestos, sujetos a revisión por la jurisdic­
ción contencioso-administrativa” (p. 9). Invoca el Magistrado disidente
una jurisprudencia de la misma Corte Primera establecida en sentencia
del 20-12-77, sobre actos administrativos de cierta semejanza, señalán­
dose que "cuando la Administración Pública emite actos de sustancia
«jurisdiccional», estos actos no obstante su expresada sustancia, son ac­
tos administrativos, debiendo ser tratados jurídicamente como tales, sin
perjuicio de las notas específicas que les corresponden por su referida
sustancia jurisdiccional, tal posición está totalmente ajustada a la rea­
lidad” (p. 9).

Como consecuencia, el Magistrado Rodríguez García concluye se­
ñalando su criterio de "que la jurisdicción contencioso-administrativa es
competente para conocer de los actos emanados de las Comisiones Tri­
partitas previstas en la Ley contra Despidos Injustificados, puesto, que,
como se ha señalado, arriba, los actos emanados de éstas no pueden
tener el carácter de actos jurisdiccionales con fuerza de cosa juzgada,
al ser contraria a los preceptos y principios constitucionales citados, toda
norma que atribuya facultades jurisdiccionales a organismos de la Ad­
ministración. Siendo tales actos en consecuencia, actos administrativos
y, por ende, susceptibles de revisión ante la jurisdicción contencioso-
administrativa” (p. 10).
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Estimamos que aun cuando ia conclusión del Magistrado desacor­
de es correcta, en el sentido de estimar que los actos de las Comisiones
Tripartitas son actos administrativos sometidos al control jurisdiccional
contencioso-administrativo, su argumentación sobre los actos jurisdic­
cionales, cuando ella no es posible. Una cosa es el Poder Judicial y los
actos jurisdiccionales que emanan de los tribunales (actos judiciales);
y otra cosa es el ejercicio de la función jurisdiccional, como función
estatal, por órganos administrativos que dan origen a actos administra­
tivos, como los de las Comisiones Tripartitas.

b'. El carácter administrativo de los actos de las Comi­
siones Tripartitas aun cuando sean dictados en
ejercicio de la función jurisdiccional

El otro voto salvado corresponde al Magistrado Antonio J. Angri-
sano N., el cual también parte del supuesto del carácter "administra­
tivo” de las Comisiones Tripartitas, "cuyo control estaría comprendido
dentro del ámbito de competencia de la Corte Primera de lo Conten-
cioso-Administrativo” (p. 5); y del carácter de "actos administrativos"
de los emanados de las Comisiones Tripartitas. En tal sentido señala
que ello es así, pues "no sólo dichas Comisiones son servicios adminis­
trativos integrados dentro de la Administración Pública como complejo
orgánico (Poder Ejecutivo), sino porque la actividad que desarrollan,
aun cuando tiene aparente forma de que se está en ejercicio de una
función jurisdiccional por parte de órganos de la Administración, es
una actividad de carácter eminentemente administrativo” (p. 6).

En otra parte de su voto salvado el Magistrado Angrisano precisa
que las Comisiones Tripartitas "no realizan una función administrativa
(gestión del interés público, como sujeto de derecho, entrando en una
relación jurídica con los particulares), sino una función jurisdiccional,
pues resuelve una controversia entre partes, entre las cuales existe una
relación jurídica en la cual el Estado no interviene como parte; pero
el hecho de que el organismo administrativo ejerza una función juris­
diccional, no le quita el carácter administrativo a la actividad que rea­
liza, ni el carácter de acto administrativo a las decisiones que dicta”
(p. 8). Y agrega: "En el caso de las decisiones de las Comisiones Tri­
partitas, aun cuando sean dictadas en ejercicio de una función de for­
ma y contenido jurisdiccional, son típicamente actos administrativos, es
decir, declaraciones de voluntad de la Administración para producir
efectos jurídicos”... y por tanto, "son actos susceptibles, como todos
los actos administrativos, de ser impugnados por la vía contencioso- 
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administrativa por ante los órganos de la jurisdicción contencioso-ad-
ministrativa” (p. 10). El Magistrado Angrisano, para llegar a esta con­
clusión, distingue "la función jurisdiccional del órgano judicial” de "la
función jurisdiccional del órgano administrador” (pp. 10 y 18) y se­
ñala que "así como el órgano judicial, cuya función principal o esen­
cial es la emisión de actos jurisdiccionales, puede también emitir ex­
cepcionalmente actos administrativos, del mismo modo el órgano ad­
ministrador, cuya misión esencial es la emisión de actos administrati­
vos, excepcionalmente puede asimismo realizar actos de apariencia ju­
risdiccional” (pp. 10 y 11).

En definitiva, la posición del Magistrado Angrisano es la del ca­
rácter de actos administrativos de las decisiones de las Comisiones Tri­
partitas. Sin embargo, estos actos administrativos, en realidad, no es
que tengan "apariencia jurisdiccional”, como señala, sino que son dic­
tados en ejercicio de la función jurisdiccional, lo cual es cosa distinta.

La argumentación de base de este voto salvado, en todo caso, en
cuanto a la distinción entre las funciones del Estado y los actos que
emanan de su ejercicio, coincide con la que, hemos sostenido desde
1975,sz y que guió la argumentación que exponemos en las líneas que
siguen, la cual formó parte de los libelos iniciales de impugnación de
las mencionadas decisiones ante la Corte Primera.

B. La caracterización de las decisiones de las Comisiones
Tripartitas como actos administrativos

En efecto, la caracterización de las decisiones de las Comisiones
Tripartitas como actos administrativos, resulta no sólo de que dichas
Comisiones son servicios administrativos integrados dentro de la Ad­
ministración Pública como complejo orgánico (Poder Ejecutivo), sino
porque la actividad que despliegan, aun cuando implica el ejercicio de
la función jurisdiccional por órganos de la Administración, es una ac­
tividad de carácter administrativo. Es conveniente insistir sobre estos
aspectos separadamente.

a. Las Comisiones Tripartitas como parte de la estructura
orgánica del Poder Ejecutivo

De acuerdo a lo previsto expresamente en la Ley contra Despidos
Injustificados: "Las Comisiones Tripartitas funcionarán adscritas al Mi-

82. Véase, Allan-R. Brewer-Carías: Derecho Administrativo, Tomo I, Caracas, 1975,
pp. 373 y as.
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nisterio del Trabajo” (art. 17), es decir, son servicios administrativos
integrados dentro de la estructura organizativa del Ministerio del Tra­
bajo, con la misión fundamental de calificar los despidos a los efectos
de la Ley contra Despidos Injustificados.

Esta integración de las Comisiones Tripartitas a la estructura or­
ganizativa del Ministerio del Trabajo, y su carácter y naturaleza de
organismos administrativos, lo confirma la propia ley al establecer que
las mismas se designan por el propio Ministerio del Trabajo (art. 1);
al atribuir al Ejecutivo Nacional la facultad de determinar "la consti­
tución, atribuciones y funcionamiento” de las mismas (art. 4); al atri­
buir al Ministerio del Trabajo la competencia para fijar "el número
y jurisdicción” (art. 4) de dichas Comisiones; y al atribuir al Inspector
del Trabajo de la jurisdicción la competencia para hacer ejecutar las
decisiones de aquellas Comisiones (art. 8). Por otra parte, en el Re­
glamento de la Ley contra Despidos Injustificados del 19 de noviem­
bre de 1974 (Decreto N9 563), el Ejecutivo Nacional ha precisado
el carácter de funcionario público de orden administrativo del repre­
sentante del Ministerio del Trabajo que siempre preside las Comisiones
Tripartitas (arts. 14 y 17), y el mecanismo de la designación, por
parte de dicho Ministerio, de los otros representantes de los patrones
y de los trabajadores (arts. 14 y 15), cuyos emolumentos "serán pa­
gados con cargo al presupuesto del Ministerio del Trabajo” (art. 19).

No hay duda, por tanto, en que las Comisiones Tripartitas son des­
de el punto de vista orgánico, servicios administrativos, integrados den­
tro de la estructura orgánica del Poder Ejecutivo (Ministerio del Tra­
bajo); y desde el punto de vista material, su actividad es típicamente
un servicio público mediante el cual el Estado asegura la protección
de los trabajadores contra los despidos sin causa justificada (art. 1
de la ley).

b. La actividad de las Comisiones Tripartitas como típica
actividad- administrativa realizada en ejercicio
de la junción jurisdiccional

Pero no sólo las Comisiones Tripartitas son órganos administrati­
vos integrados dentro de la estructura del Poder Ejecutivo, sino que
la actividad que realizan es una actividad administrativa aun cuando
cumplida en ejercicio de la función jurisdiccional. Esto, sin duda, exige
ciertas precisiones.
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a'. Los poderes del Estado y las funciones estatales
En efecto, si bien puede decirse que en Venezuela rige el princi­

pio de la separación orgánica "de poderes” en el sentido de que el or­
denamiento constitucional distingue, a nivel nacional, los órganos que
ejercen el Poder Legislativo (el Congreso), de los órganos que ejer­
cen el Poder Ejecutivo (el Presidente de la República y demás órganos
de la Administración Pública) y de los órganos que ejercen el Poder
Judicial (Corte Suprema de Justicia y Tribunales), ello no implica que
cada uno de dichos órganos siempre tenga el ejercicio exclusivo de al­
guna función estatal específica. Es decir, tal como la Corte Suprema lo
ha señalado reiteradamente, la división de la potestad estatal (el poder
público) en ramas y la distribución de su ejercicio entre diversos ór­
ganos, no coincide exactamente con la "separación” de las funciones
estatales.83 84 Por tanto, el hecho de que exista una separación orgánica
"de poderes” no implica que cada uno de los órganos que lo ejercen
tenga necesariamente el ejercicio exclusivo de ciertas funciones, pues
paralelamente a las "funciones propias” de cada órgano del Estado,
éstos ejercen funciones que por su naturaleza son similares a las que
ejercen otros órganos estatales.81 En otras palabras, paralelamente a sus
funciones propias, realizan funciones distintas a aquellas que les co­
rresponden por su naturaleza.85

El concepto de funciones del Estado es, por tanto, distinto al de
poderes del Estado. El poder público, sus ramas o distribuciones, cons­
tituye en sí mismo, una situación jurídica constitucional individualizada,
propia y exclusiva del Estado, mediante cuyo ejercicio éste realiza
las funciones que le son propias. Las funciones del Estado, por su par­
te, constituyen las actividades propias e inherentes al Estado. La noción
de poder es entonces previa a la de función: ésta se manifiesta como
una actividad estatal específica realizada en ejercicio del poder público
(o de una de sus ramas o distribuciones), por lo que no puede existir
una función estatal sino cuando se realiza en ejercicio del poder pú­

83. Véase, por ejemplo, la sentencia de la Corte Federal de 19-6-53, en Gaceta Fo­
rense, N’ 1, 1953, p. 77; y las sentencias de la Corte Suprema de Justicia en
Sala Político-Administrativa, de 18-7-63, en Gaceta Forense, NQ 41, 1963, pp. 116
y 117; de 27-5-68, en Gaceta Forense, Nv 60, 1969, pp. 115 y ss.; y de 9-7-69.
en Gaceta Forense, Nv 65, 1969, pp. 70 y ss.

84. Véase la sentencia de la Corte Federal, de 19-6-53, en Gaceta Forense, NQ 1,
1953, p. 77; y la sentencia de la Corte Suprema de Justicia en Sala Político-
Administrativa de 18-7-63, en Gaceta Forense, N9 41, 1963, p. 116.

85. Véase sentencia de la Corte Suprema de Justicia en Sala Político-Administrativa
de 18-7-63, en Gaceta Forense, Nv -II, 1963, pp. 116 y 117.
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blico, es decir, de la potestad genérica de obrar que tiene constitucio­
nalmente el Estado. Poder y función son, por tanto, distintos elementos
en la actividad del Estado: el poder público como situación jurídico-
constitucional, tiene su fuente en la propia Constitución y existe la po­
sibilidad de ejercerlo desde el momento en que está establecido en
ella; la función estatal, en cambio, presupone siempre el ejercicio del
poder público por un órgano del Estado, y sólo cuando hay ejercicio
concreto del poder público es que se realiza una función estatal.

Ahora bien, en el mundo contemporáneo pueden distinguirse cua­
tro funciones básicas: la función creadora de normas jurídicas de efec­
tos generales (función legislativa); la función de conducción y ordena­
ción política del Estado (función de gobierno); la función a través de
la cual el Estado entra en relación con los particulares, como sujeto de
derecho gestor del interés público (función administrativa); y la fun­
ción de resolver o de resolución de controversias entre partes decla­
rando el derecho aplicable a casos concretos (función jurisdiccional).80

A estas cuatro funciones básicas del Estado la función legislativa;
la función de gobierno; la función administrativa; y la función juris­
diccional, pueden reconducirse todas las actividades del Estado. Estas
funciones, realizadas en ejercicio del poder público por los órganos es­
tatales, sin embargo, generalmente no están encomendadas con carácter
exclusivo a diferentes órganos, sino que se ejercen por varios de los
órganos estatales.

b'. El ejercicio de la función jurisdiccional
por los diversos órganos del Estado

Además de la función legislativa, de la función administrativa y
de la función de gobierno, los órganos estatales realizan la función
jurisdiccional, es decir, conocen, deciden o resuelven controversias entre
dos o más pretensiones, es decir, controversias en las cuales una parte
esgrime pretensiones frente a otra. El ejercicio de la función jurisdic­
cional se ha atribuido como función propia a la Corte Suprema de Jus­
ticia y a los Tribunales de la República, pero ello no implica una
atribución exclusiva y excluyente, sino que, al contrario, los otros ór­
ganos estatales pueden ejercer la función jurisdiccional. 86

86. Confróntese las sentencias de la Sala Político-Administrativa de la Corte Suprema
de Justicia, de 18-7-63, en Gaceta Poreme, N’ 41, 1963, pp. 116 y ss., de 27-5-68,
en Gaceta Pótense, N*  60, 1969, pp. 115 y ss., y de 9-7-69, en Gaceta Forense,
N*  65, 1969, pp. 70 y ss.
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En efecto, los órganos que ejercen el Poder Ejecutivo, tal como
se ha señalado por nuestra Suprema Corte,37 realizan funciones juris­
diccionales, cuando las autoridades administrativas deciden controversias
entre partes dentro de los límites de su competencia, y las Cámaras
Legislativas también participan en la función jurisdiccional, cuando el
Senado, por ejemplo, autoriza el enjuiciamiento del Presidente de la
República (art. 150, ord. 89 de la Constitución). Por tanto, la función
jurisdiccional como actividad privativa e inherente del Estado mediante
la cual sus órganos deciden controversias y declaran el derecho apli­
cable en un caso concreto, se ejerce por los tres grupos de órganos
estatales en ejercicio del poder público: por la Corte Suprema de Jus­
ticia y los Tribunales de la República, en ejercicio del Poder Judicial;
por las Cámaras Legislativas, en particular, por el Senado, en ejercicio
del Poder Legislativo Nacional; y por los órganos administrativos en
ejercicio del Poder Ejecutivo Nacional. La función jurisdiccional, por
tanto, si bien es una "función propia” de los órganos judiciales, no
es una función privativa y exclusiva de ellos, pues los órganos estatales
también la ejercen. Sin embargo, lo que sí es una función privativa
y exclusiva de los tribunales es el ejercicio de la función jurisdiccional
en una forma determinada: con fuerza de verdad legal, mediante ac­
tos denominados sentencias. Sólo los tribunales pueden resolver con­
troversias y declarar el derecho en un caso concreto, con fuerza de
verdad legal, por lo que sólo los órganos del Poder Judicial pueden
desarrollar la función judicial (función jurisdiccional ejercida por los
tribunales). Los demás órganos del Estado que realizan funciones ju­
risdiccionales lo hacen, sea a través de actos administrativos condicio­
nados por la legislación, sea a través de actos parlamentarios sin forma
de ley y, por tanto, de rango legal.

c7. La actividad administrativa de las Comisiones
Tripartitas como actividad cumplida en ejercicio
de la función jurisdiccional

Si se analizan las atribuciones de las Comisiones Tripartitas pre­
vistas en la Ley contra Despidos Injustificados resulta claro que las
mismas tienen por función "calificar los despidos” (art. I9 de la ley).

87. Véanse sentencias de la Corte Suprema de Justicia en Sala Político Administrativa,
de 18-7-63, en Gaceta Forense, N*  41, 1963, pp. 116 y 117; de 27-5-68, en
Gaceta Forense, N9 60, 1969, pp. 115 y 118; y de 9-7-69, en Gaceta Forense.
N9 65, 1969, pp. 70 y ss.
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Esto lo aclara el Reglamento al precisar las siguientes atribuciones: "ca­
lificar, previa la sustanciación correspondiente, los despidos de los tra­
bajadores en los casos y términos previstos en la ley" y "decidir las
solicitudes de los patrones cuando por necesidades técnicas o econó­
micas de la empresa sea necesaria la reducción de personal” (art. 20).
Fuera de estos conflictos, toda otra contención originada en reclama­
ciones de los trabajadores contra sus patronos, por derechos y benefi­
cios legales y contractuales, se deben tramitar por ante los Tribunales
del Trabajo, conforme a la Ley del Trabajo (art. 10 de la ley).

El procedimiento administrativo previsto en la ley y en el regla­
mento, en todo caso, configura una contención entre pretensiones de
los trabajadores, por una parte, y pretensiones de los patronos, por
la otra, que las Comisiones Tripartitas deben decidir. La función esta­
tal que éstas realizan, en estos casos, es una función jurisdiccional,
pues resuelven conflictos entre partes o entre pretensiones diversas,
aplicando la ley respectiva al caso concreto. Entre los efectos de la de­
cisión administrativa de estas Comisiones, conforme a la ley, está el
reenganche de los trabajadores despedidos injustificadamente y el pago
de los salarios caídos a que tenga derecho el trabajador (art. 8 de la
ley). Tal como lo señala expresamente la ley: "Cuando la Comisión
considere injustificado el despido del trabajador, después de examinar
las pruebas presentadas por el patrono, ordenará su reincorporación al
trabajo y el pago de los salarios correspondientes a los días en que
permaneció separado" (art. 6).

Ahora bien, este procedimiento administrativo de carácter conten­
cioso, asegura las posibilidades de ambas partes a ser notificada, a
presentar pruebas y a ampliar en su descargo todas las defensas que
estimen convenientes; y en base a ello, la Comisión debe decidir. En
este procedimiento este organismo administrativo no realiza una función
administrativa (gestión del interés público, como sujeto de derecho,
entrando en una relación jurídica con los particulares), sino una fun­
ción jurisdiccional, pues resuelve una controversia entre partes, entre
las cuales existe una relación jurídica en la cual el Estado no inter­
viene como parte.

Pero el hecho de que el organismo administrativo ejerza una fun­
ción jurisdiccional, no le quita el carácter administrativo a la actividad
que realiza, ni el carácter de acto administrativo a las decisiones que
dicta. El ejercicio de una función estatal cualquiera, no puede identifi­
carse con la producción de determinados actos jurídicos.
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c. Los actos de las Comisiones Tripartitas como típicos
actos administrativos

a'. La no identificación de la función estatal
con los actos estatales producidos

En efecto, al igual que la separación orgánica de poderes coincide,
necesariamente, con el tipo de acto jurídico que emane de la voluntad
estatal.

La doctrina ha sido clara, en este sentido, en señalar respecto a
las funciones estatales, que la función legislativa la ejerce el Estado
en Venezuela a través de sus órganos legislativos (Cámaras Legislati­
vas), de sus órganos ejecutivos (Presidente de la República) o de sus
órganos judiciales (tribunales); la función de gobierno la ejerce el Es­
tado a través de sus órganos legislativos (Cámaras Legislativas) y de
sus órganos ejecutivos (Presidente de la República); la función juris­
diccional la ejerce el Estado a través de sus órganos legislativos (Se­
nado) , de sus órganos administrativos o de sus órganos judiciales (Tri­
bunales) ; y la función administrativa la ejerce el Estado a través de sus
órganos legislativos (Cámaras Legislativas), de sus órganos judiciales
(Tribunales) y de sus órganos administrativos. Sin embargo, de ello
no puede deducirse que todo acto realizado en ejercicio de la función
legislativa, sea un acto legislativo; que todo acto realizado en ejercicio
de la función de gobierno, sea un acto de gobierno; que todo acto rea­
lizado en ejercicio de la función jurisdiccional, sea un acto judicial;
o que todo acto realizado en ejercicio de la función administrativa, sea
un acto administrativo. Al contrario, así como los diversos órganos del
Estado realizan diversas funciones, los actos cumplidos en ejercicio de
las mismas no son siempre los mismos ni tienen por qué serlo.

En efecto, tal como hemos señalado, los órganos del Poder Le­
gislativo pueden ejercer funciones legislativas, de gobierno, jurisdiccio­
nales y administrativas, pero los actos que de dichos órganos emanen
al ejercer dichas funciones no son, necesariamente, ni uniformes no
correspectivos. Cuando las Cámaras Legislativas ejercen la función le­
gislativa, es decir, crean normas jurídicas de carácter general actuando
como cuerpos colegisladores, dictan leyes (art. 162 de la Constitución),
pero cuando lo hacen en forma distinta, por ejemplo, al dictar sus re­
glamentos internos, ello lo hacen a través de actos parlamentarios sin
forma de ley (art. 158, ord. I9 y 39 de la Constitución). Cuando las
Cámaras Legislativas ejercen la función de gobierno, es decir, intervie­
nen en la formulación de las políticas nacionales, lo hacen a través 
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de leyes (art. 139 de la Constitución) o a través de actos parlamen­
tarios sin forma de ley. En el caso del ejercicio de la función jurisdic­
cional, el Senado concretiza su acción a través de un acto parlamentario
sin forma de ley (art. 150, ord. 8o); y en cuanto al ejercicio de la
función administrativa por las Cámaras Legislativas, ella puede con­
cretarse en leyes (art. 126) o actos parlamentarios sin forma de ley o
actos administrativos (art. 150, ord. 2", 39 y 5”).

Por su parte, cuando los órganos del Poder Ejecutivo, particular­
mente el Presidente de la República realiza la función legislativa, ésta
se concretiza en decretos-leyes (art. 190, ord. 89), o en reglamentos
(actos administrativos) (art. 190, ord. 10), y cuando realiza la fun­
ción de gobierno, dicta actos de gobierno. En los casos de ejercicio de
la función jurisdiccional y de la función administrativa, los órganos
ejecutivos dictan, por ejemplo, actos administrativos.

En cuanto a los órganos del Poder Judicial, cuando ejercen la fun­
ción legislativa, dictan reglamentos (actos administrativos) (los regla­
mentos de las circunscripciones judiciales dictadas por las Cortes Su­
periores, V, Ley Orgánica del Poder Judicial, cit., art. 77, A, 8); cuando
ejercen la función administrativa, dictan actos administrativos (los actos
de la denominada jurisdicción voluntaria, y los actos administrativos
relativos a su administración de personal);- y cuando ejercen la función
jurisdiccional, dictan actos judiciales (sentencias).

En esta forma, el ejercicio de la función legislativa se puede ma­
nifestar, variablemente, a través de leyes, actos parlamentarios, sin for­
ma de ley, decretos-leyes y reglamentos (actos administrativos); el ejer­
cicio de la función de gobierno, a través de actos de gobierno, leyes y
actos parlamentarios sin forma de ley; el ejercicio de la función juris­
diccional, a través de actos parlamentarios sin forma de ley, actos ad­
ministrativos y sentencias; y el ejercicio de la función administrativa,
a través de leyes, actos parlamentarios sin forma de ley y actos admi­
nistrativos. En sentido inverso, puede decirse que las leyes sólo ema­
nan de las Cámaras Legislativas actuando no sólo en ejercicio de la
función legislativa, sino de la función de gobierno y de la función ad­
ministrativa; que los actos de gobierno emanan del Presidente de la
República, actuando no sólo en ejercicio de la función de gobierno
sino en ejercicio de la función legislativa; que los actos parlamentarios
sin forma de ley sólo emanan de las Cámaras Legislativas, actuando
en ejercicio de las cuatro funciones estatales; y que los actos judiciales
(sentencias) sólo emanan de los tribunales, actuando en ejercicio de la
función jurisdiccional. En todos estos actos, el tipo de acto se dicta 
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exclusivamente por un órgano estatal, pero en ejercicio de variadas fun­
ciones estatales. Lo privativo y exclusivo de los órganos estatales en
esos casos, no es el ejercicio de una determinada función, sino la po­
sibilidad de dictar determinados actos: las leyes por las Cámaras Le­
gislativas; los actos de gobierno por el Presidente de la República; y
los actos judiciales (sentencias) por los tribunales.

En cuanto a los actos administrativos, como se dijo anteriormente,
éstos pueden emanar de las Cámaras Legislativas, actuando en función
administrativa; de los tribunales, actuando en función legislativa y en
función administrativa; y de los órganos del Poder Ejecutivo, actuando
en función legislativa, en función jurisdiccional y en función adminis­
trativa. Los actos administrativos en esta forma, y contrariamente a lo
que sucede con las leyes, los actos de gobierno y las sentencias judi­
ciales, no están reservados a determinados órganos del Estado, sino
que pueden ser dictados por todos ellos y no sólo en ejercicio de la
función administrativa.8*

bz. Las decisiones de las Comisiones Tripartitas
como actos administrativos

Ahora bien, en el caso de las decisiones de las Comisiones Tri­
partitas, las mismas, aun cuando dictadas en ejercicio de la función
jurisdiccional, son típicamente actos administrativos, es decir, declara­
ciones de voluntad de la Administración para producir efectos jurídicos.
Sin embargo, queda claro que en esta definición, acogida reiteradamente
por la jurisprudencia de nuestra Sala Político-Administrativa, como he­
mos señalado anteriormente, "Administración” no puede ser definida ni
bajo el solo criterio orgánico (pues quedarían fuera de caracterización
como actos administrativos, los que dictan los funcionarios de las Cá­
maras Legislativas o los funcionarios del Poder Judicial cuando, por
ejemplo, nombran o destituyen un empleado público) ;■ ni bajo el cri­
terio, material, basado en la noción de función administrativa (pues
quedarían excluidos de la noción de los actos administrativos cumplidos
en ejercicio de la función jurisdiccional por los órganos del Poder Eje­
cutivo, por ejemplo, cuando dictan un reglamento o resuelven un con­
flicto entre particulares).80

88. Sobre todo véase, Allan-R. Brewcr-Carías: Derecho Administrativo, Tomo I, cit.,
pp. 385 y ss.

89. Véase al respecto, Allan-R. Brewcr-Carías: ”La impugnación de los actos admi­
nistrativos de registro ante la jurisprudencia contencioso-administrativo”, en: Libro
Homenaje a la -memoria de Joaquín Sánchez-Covisa, cit., pp. 450 y ss.
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Al contrario, actos administrativos en el ordenamiento jurídico ve­
nezolano como dijimos, serían "toda manifestación de voluntad de ca­
rácter sublegal realizada por los órganos del Poder Ejecutivo, actuando
en ejercicio no sólo de la función administrativa, sino de la función
legislativa y de la función jurisdiccional; por los órganos del Poder
Legislativo, de carácter sublegal, actuando en ejercicio de la función
administrativa; y por los órganos del Poder Judicial actuando en ejer­
cicio de la función administrativa y legislativa, con el objeto de produ­
cir efectos jurídicos”.80 Por ello, los actos de las Comisiones Tripartitas
que actúan en Ja aplicación de la Ley contra Despidos Injustificados,
no son otra cosa que actos administrativos, pues sólo quedarían fuera
de la calificación como actos administrativos los siguientes: los actos
cumplidos por los órganos del Poder Ejecutivo en función de gobierno
(actos de gobierno), y que por tanto, son de rango legal; los actos
cumplidos por los órganos del Poder Legislativo en función legislativa
(leyes o actos parlamentarios sin forma de ley); en función de gobierno
(leyes, o actos parlamentarios sin forma de ley), en función jurisdic­
cional (actos parlamentarios sin forma de ley), y en función adminis­
trativa si son de rango legal (actos parlamentarios sin forma de ley
o leyes); y los actos cumplidos por los órganos del Poder Judicial ac­
tuando en función jurisdiccional (sentencias, autos).

Tratándose de actos administrativos las decisiones dictadas por las
Comisiones Tripartitas que además, son organismos administrativos in­
tegrados en la estructura organizativa del Ministerio del Trabajo, son
actos susceptibles, como todos los actos administrativos, de ser impug­
nados por la vía contencioso-administrativa de la Corte Suprema de
Justicia.

Esta tesis fue acogida expresamente por la Corte Suprema de Jus­
ticia en Sala Político-Administrativa en su sentencia de 18 de enero
de 1980,01 dictada bajo la Ponencia de Josefina Calcaño de Temeltas.

d. La sentencia de la Corte Suprema de Justicia,
de 18-1-80, y su voto salvado

En efecto, mediante la sentencia señalada de 18-1-80, la Corte Su­
prema de Justicia en Sala Político-Administrativa admitió el recurso
contencioso-administrativo contra los actos de las Comisiones Tripar­
titas basándose en dos razonamientos definidos: en primer lugar, en la
90. Idem., p. 451.
91. Véase las partes más relevantes de esta sentencia, en Mary Ramos F.: "Jurispru­

dencia Administrativa y Constitucional", en Revista de Derecho Público, N*  1,
enero-marzo, 1980, pp. 111 y ss.; 128 y ss.; y 143 y ss.
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consideración de esos órganos como órganos administrativos encuadra­
dos dentro del Poder Ejecutivo; y en segundo lugar, en la caracteriza­
ción de sus decisiones, como actos administrativos dictados en ejercicio
de la función jurisdiccional. Interesa aquí, insistir en el segundo de
dichos aspectos:

a. La argumentación de la Corte Suprema sobre la natura­
leza de los actos de las Comisiones Tripartitas
como actos administrativos

La Sala Político-Administrativa de la Corte Suprema comenzó, en
efecto, por criticar la afirmación que había hecho la Corte Primera de
lo Contencioso-Administrativo, según la cual las decisiones de las Co­
misiones Tripartitas "son fallos de naturaleza claramente jurisdiccional,
por más que emanen de un órgano administrativo, estando por ello
revestidos con toda la autoridad la cosa juzgada”, y en su sentencia
rebatió la interpretación y conclusiones de dicho fallo, con los siguien­
tes argumentos:

En primer lugar, que la exclusión del recurso de casación contra
las decisiones de Segunda Instancia de las Comisiones Tripartitas que
hace la ley, no fue para evidenciar un supuesto carácter jurisdiccional
de tales decisiones, sino para reafirmar su carácter de actos administra­
tivos sin valor o atributo de cosa juzgada, propio de los fallos de los
órganos judiciales.

En segundo lugar, que tratándose de actos administrativos, resul­
taría contrario a nuestro ordenamiento constitucional sostener que los
pronunciamientos de las Comisiones Tripartitas laborales sean irrevisa-
bles en vía jurisdiccional contencioso-administrativa, pues ello equival­
dría a vulnerar los principios que informan nuestro sistema de derecho.

En tercer lugar, que las decisiones de las Comisiones Tripartitas
son recurribles ante la jurisdicción contencioso-administrativa, además,
por razones de equidad y conveniencia, pues su exclusión podría con­
ducir a conferir un tratamiento injusto y discriminatorio entre actos
dictados por autoridades diferentes sobre materias de la misma natu­
raleza y contenido, como eran las dictadas por el Ministro del Trabajo
como superior jerárquico del Inspector del Trabajo, procedimiento que
vino a sustituirse por la decisión de la Comisión Tripartita de Segunda
Instancia.

Luego de estos tres argumentos, la Corte Suprema pasó a analizar
el fondo del problema, relativo a la naturaleza de los actos de las Co­
misiones Tripartitas. Comenzó, así, por admitir la posibilidad del ejer­
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cicio de funciones jurisdiccionales por parte de las autoridades admi­
nistrativas, basándose en el criterio expuesto de distinción entre las fun­
ciones del Estado y los actos dictados en su ejercicio. Concluye así la
Corte, con el criterio que hemos sostenido, de que "la función juris­
diccional si bien es una función propia de los órganos judiciales, no
es una función privativa y exclusiva de ellos, pues los otros órganos
estatales también la ejercen, y entre ellos, los órganos administrativos".
Así, dice la Corte, "cuando la Administración Pública emite actos de
sustancia jurisdiccional, estos actos, no obstante su expresada sustancia,
son actos administrativos, debiendo ser tratados jurídicamente como ta­
les, sin perjuicio de las notas específicas que les correspondieren por
su referido carácter jurisdiccional”,03 por lo que en todo caso, son recu­
rribles ante la jurisdicción contencioso-administrativa.

Como señalamos, esta decisión viene a acoger la tesis que venía­
mos exponiendo desde 1975, aun cuando incurre en algunas impreci­
siones: el acto de las Comisiones Tripartitas, es un acto administrativo
dictado en ejercicio de una función jurisdiccional por lo que resulta
confuso hablar de "acto de sustancia jurisdiccional” o de acto de "con­
tenido jurisdiccional”.

b. La argumentación del Voto Salvado
El Voto Salvado al fallo de la Corte Suprema de 18-1-80, del

Magistrado Rene de Sola, no disiente de la sentencia en los aspectos
antes mencionados sobre el carácter de acto administrativo dictado en
función jurisdiccional de las decisiones de las Comisiones Tripartitas,
sino sólo en cuanto a la naturaleza de los conflictos de derecho privado
que resuelven dichas comisiones, lo cual "limita al alcance de la deci­
sión que puede dictar el juez contencioso-administrativo, impedido como
está de invadir la jurisdicción que corresponde a los tribunales ordina­
rios o especiales para conocer de cuestiones de naturaleza civil, mer­
cantil o del trabajo”. Argumenta el Voto Salvado que la Corte debió
considerar inaplicable la Ley de Despidos Injustificados que atri­
buye competencias a las referidas Comisiones Tripartitas en cuestiones
que por su naturaleza corresponden al conocimiento de órganos especí­
ficos del Poder Judicial, ante la evidente coalisión de dicha ley con la
Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo. Por ello,
el Voto Salvado consideró que "la Corte ha debido declarar la nulidad
del acto administrativo objeto de este recurso por incompetencia del
órgano que lo dictó y por menoscabar derechos de rango constitucional”.

92. Idem., p. 133.
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V. LA CARACTERIZACION COMO ACTOS ADMINISTRATIVOS DE CIERTOS
ACTOS DE LOS TRIBUNALES

Con motivo de la decisión adoptada por un Tribunal de Primera
Instancia en lo Mercantil, en relación a la Asamblea de una Compañía
Anónima, en aplicación del artículo 290 del Código de Comercio, el
Administrador de la empresa recurrió ante la Sala Político-Administra­
tiva de la Corte, demandando la nulidad de dicha decisión, por con­
siderarla de naturaleza administrativa. La Sala Político-Administrativa,
en sentencia de 26 de mayo de 1981, declaró inadmisible el recurso,
pues estimó que la decisión era de carácter judicial. Sin embargo, en
las motivaciones de su decisión dejó claramente sentado el criterio de
que los Tribunales pueden dictar actos administrativos cuando ejercen
la función administrativa. En dicha sentencia, en efecto, se señaló lo
siguiente:

"No puede negar esta Sala la tesis por ella misma sostenida en
diversos fallos de que no son los órganos de la Administración Pú­
blica los únicos que pueden dictar un acto administrativo. También un
órgano jurisdiccional es capaz de producir un acto administrativo, por
ejemplo, entre otros casos, cuando nombra o remueve sus funciona­
rios administrativos.

"El problema, en consecuencia, radica en establecer cuál es la
verdadera naturaleza de la decisión dictada por un Tribunal en ejer­
cicio de la facultad que le acuerda el artículo 290 del Código de Co­
mercio . . .

"De la exposición anterior aparece que el artículo 290 del Código
de Comercio consagra una acción judicial que se resuelve en un proce­
dimiento sumario y en que la decisión del juez resuelve un conflicto
de intereses privados, o sea, el que opone la mayoría de los socios a la
minoría impugnante de la decisión adoptada en la asamblea. Dentro
de los límites de su campo de aplicación, se trata de una decisión ju­
dicial definitiva que cumple su objeto al declarar la existencia de los
vicios denunciados y ordenar la convocatoria de una nueva asamblea
para decidir sobre el asunto.

"Igualmente resuelve el conflicto de intereses —siempre dentro del
marco de la nulidad relativa— cuando desecha la oposición por consi­
derar que no existen los vicios denunciados, decisión esta última que
puede ser objeto de recurso de apelación ante el órgano judicial superior.

"La naturaleza sumaria del procedimiento según el cual se decide
la acción —término este expresamente utilizado por el legislador en el
segundo aparte del artículo 290— no lo priva de su carácter jurisdic­
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cional, destinado como está a resolver un conflicto de intereses privados.
Por tanto, el fallo del órgano judicial que decide la oposición, es de
naturaleza absolutamente jurisdiccional, y contra el mismo resulta im­
procedente el recurso de nulidad que para los actos administrativos
pudiera iniciarse por ante la jurisdicción contencioso-administrativo”.93 94 95

VI. EL PROBLEMA DE LA CARACTERIZACION DE LAS DECISIONES
DEL TRIBUNAL DE APELACIONES DE INQUILINATO

A. Nuestra posición inicial de 1960, sobre el carácter de actos
administrativos de las decisiones del Tribunal
de Apelaciones de Inquilinato

En 1960, a los pocos meses de haberse promulgado la Ley de Re­
gulación de Alquileres publicamos un "Estudio sobre la Ley de Regu­
lación de Alquileres de fecha l9 de agosto de 1960”,°'1 el cual origi­
naría una polémica que se ha extendido hasta el presente.

En efecto, hasta la promulgación de esa ley, los actos administra­
tivos que adoptaba el Director de Inquilinato del Ministerio de Fo­
mento eran recurridos por vía administrativa jerárquica ante el Ministro
de Fomento. De la decisión del Ministro, que causaba estado, se recurría
a la vía contencioso-administrativa. Para descargar de trabajo al Minis­
tro, la Ley de Regulación de Alquileres previo la creación de un órga­
no que conociera de las apelaciones eliminando el recurso jerárquico
ante el Ministro. Este órgano se creó con la denominación de Tribunal
de Apelaciones de Inquilinato.

Al analizar la ley en esa oportunidad, estimamos que el procedi­
miento que se desarrollaba ante el Tribunal de Apelaciones era un pro­
cedimiento administrativo y los actos que dictaba eran actos administra­
tivos. La vía administrativa, en ese caso, se agotaba con la decisión,
y esa decisión la considerábamos recurrible en vía contencioso-adminis-
trativo. Para llegar a esa conclusión sobre la naturaleza administrativa
de la decisión del Tribunal de Apelaciones, nos fundamentamos en el
criterio de que la naturaleza de los actos estatales "no se califica por
el órgano del cual procede sino por su propio contenido”,05 con lo cual
rechazábamos el criterio orgánico.

En definitiva, señalábamos que el recurso contencioso-administra-
tivo de anulación podía intentarse contra la decisión del Tribunal, po­
93. Véase, en Revista de Derecho Público, N’ 7.
94. Véase, en Revista dal Colegio de Abogados del Distrito Federal, NQ 113, julio-

septiembre, 1960, pp. 217 y ss.
95. Idem, p. 231.
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sibilidad que impropiamente, al calificarla de "apelación” había pre­
visto el Reglamento de la Ley. Así, concluíamos ese estudio señalando
que: "El procedimiento contencioso-administrativo comenzará cuando se
recurra ante la Corte Federal, a los actos administrativos del Tribunal
de Apelaciones, por ilegalidad o violación de la ley”.oc

B. Nuestra posición de 1963 en refuerzo de la posición inicial
En nuestro libro: Las Instituciones Fundamentales del Derecho

Administrativo y la Jurisprudencia Venezolana, volvimos a analizar de­
tenidamente el problema de la naturaleza de las decisiones del Tribunal
de Apelaciones de Inquilinato, al estudiar los Recursos Administrativos
Impropios,96 97 insistiendo en nuestra posición inicial, con nuevos argu­
mentos, y criticando las opiniones que sostenían el carácter de "proce­
dimiento judicial”, y de carácter de procedimiento "contencioso-admi­
nistrativo” del desarrollado ante el tribunal.98

En primer lugar, en cuanto al carácter judicial del procedimiento,
estimábamos que no bastaba que un reglamento regulara un órgano
estatal con el nombre de tribunal, para que todos los procedimientos
desarrollados ante el mismo, adquirieran el carácter de procedimiento
judicial, y sus actos fueran actos judiciales.99

En realidad, además, cuestionábamos el carácter de "órgano juris­
diccional” del mencionado tribunal, debido a la naturaleza de sus de­
cisiones, a pesar de que para esa fecha la Corte Suprema de Justicia
al declarar la improcedencia de la "apelación”, que contra las decisiones
del tribunal el reglamento había establecido para ante la Corte Supre­
ma,100 declarando además la nulidad del artículo 92 de dicho reglamen­
to,101 había reconocido la naturaleza judicial del tribunal. Por otra par­
te, el procedimiento desarrollado ante el tribunal, no seguía ninguna
característica de los procedimientos judiciales ni se iniciaba con una
demanda, ni existían partes procesalmente hablando.

En segundo lugar, rechazábamos el carácter contencioso-adminis­
trativo de los procedimientos desarrollados ante el tribunal, por la na­

96. Ibidem, p. 232.
97. Editado en Caracas, 1964, pp. 280 y ss.
98. Idem., pp. 283 y ss.
99. Posteriormente, la Corte Suprema de Justicia, en contra de nuestra posición, en

sentencia de 26-4-67, señalaría que los actos del Tribunal de Apelaciones de In­
quilinato eran "actos emanados de órganos sometidos a un régimen especial que
los hace asimilables a los actos judiciales”. Véase, en Gaceta Forense, N9 56,
1967, p. 92.

100. Véase la sentencia de 14-10-63, en Gaceta Forense, N9 34, 1961, pp. 8 y 9.
101. Véase la sentencia de 14-10-63. en Gaceta Forense, N9 42, 1963, pp. 110 y ss.
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turaleza de la contención, entre particulares, que realmente se desarro­
llaba en el mismo. En el procedimiento no había un acto recurrido ni
una administración defensora del acto, ni el “juez” era un contralor
de la legalidad de tal acto. En realidad, se trataba de una segunda
instancia (administrativa) en la cual se revisaba todo el asunto, te­
niendo el tribunal todos los poderes para decidir, lo cual distaba mu­
cho del carácter contencioso-administrativo.

Para insistir en el carácter de recurso administrativo de la apela­
ción ante el tribunal; de procedimiento administrativo, del seguido auto
el tribunal; y de acto administrativo, el emanado del tribunal, señalá­
bamos que “El estudio de la función administrativa y de la actividad
administrativa no puede ser llevado a cabo racionalmente con un cri­
terio orgánico o formal, sino que debe basarse en la nota material y de
contenido de los actos realizados en ejercicio de esa función, es decir,
debe realizarse ateniéndose a la propia naturaleza de los actos en es­
tudio. Por ello abordaremos desde este punto de vista los procedimien­
tos, recursos y actos que emanan del Tribunal de Apelaciones de In­
quilinato que participan de una misma y sola naturaleza: la adminis­
trativa”.102

En todo caso, la interpretación que dábamos a la ley, era en nues­
tro criterio, la que dejaba a salvo el derecho y garantía de los admi­
nistrados a la legalidad, pues permitía la revisión contencioso-adminis-
trativa de los actos administrativos con forma de sentencia dictados
por el Tribunal de Apelaciones de Inquilinato.

C. Las criticas a nuestra posición
Nuestra posición había sido criticada por la doctrina. Por una par­

te Isaac Bendayán Levy, coincidía con la doctrina de la Corte Suprema
en el sentido de considerar que el Tribunal de Apelaciones de Inquili­
nato, era un Tribunal de Jurisdicción Especial, aun cuando coincidía
con nuestro criterio al negar el carácter contencioso-administrativo del
procedimiento que se seguía ante el mismo.103 104 Este carácter contencioso-
administrativo ha sido defendido, sin embargo, por Eloy Lares Martí­
nez,101 y por el mismo Tribunal de Apelaciones en su sentencia del 

102. Véase: Las Instituciones Fundamentales. .., cit., p. 287. Sobre el carácter admi­
nistrativo de la materia que conocía el tribunal especial coincidía F. Martínez Ri-
viello, en El Juicio de Desalojo, Tesis.

103. Véase, Isaac Bendayán Levy: Estudios de Derecho Inquilinario. Caracas, 1968,
pp. 325 y ss.

104. Véase, en Manual de Derecho Administrativo. 2*  edición, pp. 573 y 577.
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23 de septiembre de 1965, en la cual se señaló que "el Tribunal de
Apelaciones es un Tribunal especial contencioso-administrativo, y que
sus decisiones son verdaderas sentencias”.105 106

En todo caso, una crítica global a nuestro criterio fue formulada
por Luis H. Farías Mata en un estudio dedicado en su mayor parte
a ese fin,100 en el cual sostenía: en primer lugar, conforme al criterio
orgánico, que los actos del Tribunal de Apelaciones eran actos judicia­
les y no actos administrativos;' que este tribunal era efectivamente un
órgano judicial; y en segundo lugar, que el procedimiento que se des­
arrollaba en el mismo, era un procedimiento contencioso-administrativo,
que se desarrollaba en única instancia.107

Ahora bien, en cuanto al problema de considerar como actos ad­
ministrativos a los actos emanados del Tribunal de Apelaciones de In­
quilinato, es indudable que ello sólo podía sostenerse, como lo hicimos
en 1960 y 1963, partiendo del supuesto de que se trataba de un órgano
administrativo, lo cual planteamos en los primeros momentos de apli­
cación de la ley. Los veinte años transcurridos y el criterio reiterado
de la Corte Suprema de Justicia, hoy no permiten sostener que el Tri­
bunal de Apelaciones de Inquilinato no sea un órgano judicial. Por
tanto, los actos emanados de este tribunal, sin lugar a dudas, son de­
cisiones judiciales y conforme al criterio que hemos expuesto, sólo po­
dría sostenerse que sus actos son actos administrativos, si se tratase de
un órgano administrativo. Como esto no es así, nuestro criterio de 1960-
1963 resulta hoy insostenible.

D. Los cambios jurisprudenciales de 1981
Sin embargo, para nuestra sorpresa, la Corte Primera de lo Con-

tencioso-Administrativo en sentencia de 18 de febrero de 1981,108 109 dic­
tada bajo la ponencia de Antonio J. Angrisano,100 ha pretendido haber
acogido nuestra tesis que propugnábamos en 1960, admitiendo el re­

íos . Citado por L. H. Farías Mata, en "Procedimiento para la fijación de Cánones
de Arrendamiento en el derecho venezolano", en Studia Jurídica, NQ 3, Caracas,
1973, p. 435.

106. El estudio citado en la nota precedente.
107. Idem., pp. 421 y ss.
108. Véase el texto de la sentencia, en Mary Ramos Fernández: "Jurisprudencia Admi­

nistrativa y Constitucional", en Revista de Derecho Público, N’ 5, Caracas, enero-
marzo, 1981.

109. Véase además, el criterio de Antonio J. Angrisano que motivó su ponencia en
la sentencia referida en su trabajo: "Recurribilidad de las decisiones del Tribunal
de Apelaciones de Inquilinato", en Revista de Derecho Público, N*  4, Caracas,
octubre-diciembre, pp. 5 y ss.
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curso contencioso-administrativo de anulación contra las decisiones del
Tribunal de Apelaciones de Inquilinato, a las cuales considera como
actos administrativos dictados por un órgano judicial. Sin embargo,
para llegar a esta conclusión, dicha sentencia discrepa de nuestro cri­
terio, en el único aspecto en el cual podría fundamentarse su conclu­
sión: en el carácter administrativo —no judicial— de dicho órgano.110

En efecto, para que los actos emanados del Tribunal de Apelacio­
nes de Inquilinato, puedan ser considerados actos administrativos, ne­
cesariamente habría que considerar que ese órgano es de naturaleza
administrativa, lo cual hoy es insostenible. Por tanto, siendo como en
efecto lo es un órgano judicial, sus actos son actos judiciales, y sólo
podrían ser actos administrativos los que dicte en función administra­
tiva, e indudablemente, las decisiones que adopta en materia inquili-
naria, las toma en función jurisdiccional.

Es decir, como hemos señalado anteriormente, puede haber actos
administrativos dictados por los tribunales tanto en ejercicio de la fun­
ción administrativa como de la función legislativa. He puesto el ejemplo
de los actos de nombramiento de personal administrativo por los órga­
nos judiciales y de los actos reglamentarios que dictan los ciertos ór­
ganos judiciales. Sin embargo, lo que nunca podría ser acto adminis­
trativo es un acto que emane de un tribunal en ejercicio de la función
jurisdiccional. En este caso jamás podríamos llegar a la conclusión por
ningún respecto, de que podría ser acto administrativo el que emane
de un tribunal en ejercicio de la función jurisdiccional, el cual defini­
tivamente es un acto judicial.

Por ello disiento totalmente de las conclusiones a que llegó la
sentencia mencionada de la Corte Primera en lo Contencioso-Admi­
nistrativo, al considerar como actos administrativos las decisiones del
Tribunal de Apelaciones de Inquilinato. Debo hacer la aclaratoria por­
que la sentencia, en su parte motiva y discursiva se basa parcialmente
en mis criterios de hace veinte años, pero haciendo la salvedad de que
la Corte Primera "sólo disiente del criterio expuesto por el referido
Brewer-Carías, únicamente en que no comparte el criterio de éste en
el sentido de que considera que el Tribunal de Inquilinato no es un
órgano jurisdiccional, es decir, no lo considera como un tribunal”.111
Precisamente este era lo único que podía fundamentar mi criterio de
que los actos del Tribunal de Apelación de Inquilinato eran actos ad­
ministrativos y no jurisdiccionales, que dicho órgano era un órgano ad­

110. Idem., p. 13.
111. Véase, en Revista de Derecho Público, Nv 5.
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ministrativo y no un órgano judicial. Por tanto, fundamentarse en unos
criterios de hace dos décadas y disentir de lo único que podía conducir
a sostener que las decisiones del Tribunal de Apelaciones de Inquilinato
eran actos administrativos, significa que ha habido un desfase histórico
total en la apreciación del problema. La Corte Primera, en todo caso,
cuatro meses después, cambió el criterio de su sentencia del 18 de fe­
brero de 1981, y en sentencia del 8-6-81, retornó a su tesis tradicional
de admitir su competencia para conocer en segunda instancia de las
sentencias del Tribunal de Apelaciones de Inquilinato.112

En efecto, en 1960, cuando se promulgó la Ley de Regulación de
Alquileres, frente a la indefinición de la ley, porque ésta no habla de
tribunal, sino de "organismo” que se cree, propugné la tesis de que
dicho organismo que se creaba, era un órgano administrativo que sus­
tituía las funciones del Ministro de Fomento y que su actividad de re­
solver los problemas inquilinarios eran una actividad igual a la que
ejercía el Ministro y por tanto, se trataba de un órgano administrativo.
Propugné esta tesis de que se trataba de un órgano administrativo frente
a la confusión inicial, porque esto abría la posibilidad a que hubiera
control contencioso-administrativo de la decisión de ese órgano superior.

En los años transcurridos, como quedó dicho, la Corte Suprema
reconoció el carácter judicial de aquel órgano anulando inclusive el
artículo del Reglamento de la ley que le asignaba a la Corte Suprema
su control en la legalidad de las decisiones del tribunal, basándose en
el argumento de que sólo la ley podía atribuir competencias a la Cor­
te.113 Por tanto, hoy en día a pesar del carácter especial del procedi­
miento que se desarrolla ante el Tribunal de Apelaciones de Inquili­
nato, y de que sigamos negándole carácter contencioso-administrativo
—en lo cual si coincido con los argumentos de la sentencia—, es im­
posible sostener que el Tribunal de Apelaciones de Inquilinato no sea
un tribunal, es decir, un órgano judicial que dicta actos en función
jurisdiccional resolviendo conflictos entre partes: inquilinos y arren­
dadores. Siendo esto así no puede sostenerse que esos actos no sean ac­
tos judiciales y sean actos administrativos.

Por tanto, insisto, en que a pesar de que la sentencia sigue mi ar­
gumentación inicial, no puedo estar conforme con la conclusión de la
misma, pues lo único que podría sustentar mi posición de hace 21 años,
es precisamente lo único en que disiente la sentencia.
112. Véase el texto, en Revista de Derecho Público, N*  7.
113. Véase sentencia de la Corte Suprema de Justicia en Sala Político-Administrativa,

de 18-10-61, en Gaceta Párense, N'? 34, 1961, pp. 8 y 9. Véase además, las sen­
tencias de la misma Sala, de 22-11-62 y 14-10-63, en Gaceta Forense, Nos. 38 y 42,
pp. 184 y 110, respectivamente.
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VIL CONCLUSION

En todo caso, en medio de toda esta polémica sobre la definición
del acto administrativo y de toda esta evolución, que ha llevado a la
Corte Suprema a admitir un criterio mixto, para la noción del acto ad­
ministrativo, ahora viene la Ley Orgánica de Procedimiento Adminis­
trativo y nos lo define, pura y simplemente, utilizando un criterio or­
gánico. Sin embargo, la aclaratoria que hace el mismo artículo 79, debe
destacarse, pues la definición que formula sólo es a los efectos de la
ley, de manera que no es a los efectos de la Ley Orgánica de la Corte
Suprema de Justicia en cuya regulación acto administrativo es algo más
que los actos emanados de la Administración Pública, orgánicamente
considerada. Pero si bien la ley hace esta aclaratoria, esto nos conduce
a lo que señalábamos anteriormente: se trata de una definición inútil
que más bien lo que va a producir es confusión, porque no faltará,
en algún momento, que alguien sostenga respecto de lo contencioso-
administrativo el criterio legal y trate de definir actos administrativos
sólo conforme al criterio orgánico, quedando excluidos del control otros
actos administrativos emanados de órganos legislativos y judiciales. Fren­
te a esto, sin embargo, tenemos la garantía del criterio actual de la
Corte Suprema de Justicia según el cual, “No puede el legislador, sin
infringir el orden constitucional, establecer actos no sometidos al con­
trol de legalidad”.114

114. Véase sentencia de la Sala Político-Administrativa, de 10-1-80.
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Uno de los aspectos que me ha movido mayor interés en el es­
tudio del Derecho Público, es el conocimiento y determinación del
nacimiento del Derecho Administrativo como rama muy importante
de aquel Derecho. Este aspecto no sólo es importante desde el punto
de vista del conocimiento universal sobre la materia en relación de
los puntos de partida del Derecho Administrativo, considerado como
el conjunto de normas que rigen las relaciones del Estado Administra­
dor con los particulares y con sus propios funcionarios.

Para realizar este estudio es necesario partir del concepto general
sobre la administración pública, como función del Estado, a fin de
conocer las etapas fundamentales de donde va a derivarse la formación
de tal derecho. Por consiguiente, tengo la impresión de que para lo­
grar, aunque en parte tal estudio, se hace necesario dividirlo en varios
puntos que den a conocer el concepto general de la Administración Pú­
blica y el desenvolvimiento de ésta a través de las diversas concepciones
del Estado.

Como el presente trabajo está referido especialmente a Venezuela,
voy a tratar de establecer el concepto de la unidad administrativa que
se forma con las primeras grandes instituciones en las cuales se fun­
damenta la nacionalidad, como fueron la Intendencia del Ejército y
Real Hacienda, la Real Audiencia de Caracas y el Consulado de Ca-
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racas, de donde nacen el Derecho Fiscal, el Poder Judicial y el Derecho
Mercantil.1

Para lograr un concepto de la Administración es necesario partir
de las instituciones que, como las anteriormente señaladas, son elemen­
tos de integración y, por consiguiente, del concepto de Estado vene­
zolano, cuyo régimen político arranca de la integración de las Provin­
cias en la Capitanía General de Venezuela.

Todo el conjunto de leyes por las cuales nos regimos desde la
llamada época colonial nos pertenecen si consideramos que Venezuela
fue una parte del Estado español, del cual nos separamos por la acción
independentista a partir del 19 de abril de 1810. Posteriormente, aun
en la época de la primera República, después de su caída y más ade­
lante con la creación de Colombia por el Libertador, es necesario pen­
sar que siempre hubo un Estado, cuya fisonomía es difícil de estable­
cer en los escasos límites de este estudio.

Con el movimiento separatista iniciado en 1826, y que culminó
en 1830 con la primera Constitución, prosigue la continuidad de la
Administración, por cuanto muchas de las leyes del período español y
después de la gran República de Colombia, continúan vigentes y se
suman al proceso legislativo iniciado en 1830 y que se extiende hasta
nuestros días.

Podemos hablar de Administración pero no de Derecho Admi­
nistrativo, en el sentido actual como rama del Derecho Público, aunque
como explica el doctor Eloy Lares Martínez en su Manual de De­
recho Administrativo, "en sus orígenes el derecho administrativo fue
considerado como un conjunto de leyes que tienen por objeto la orga­
nización y la materia propia de la administración”.

Para realizar este trabajo con un método que permita al lector
conocer el concepto de Administración, voy a dividirlo en los siguientes
puntos y enunciados:

a) Administración del Estado español 1776-1810.
b) Administración revolucionaria 1810-1821.
c) Administración autónoma venezolana 1830-1982.
d) Prolegómenos del Derecho Administrativo.

1. El historiador don Guillermo Morón, señala cuatro fechas que marcan el proceso
de "integración venezolana”. Tales son: 8 de diciembre de 1776, creación de la
Intendencia del Ejército y Real Hacienda; 8 de septiembre de 1776, integración de
las Provincias en la Capitanía General de Venezuela; 6 de julio de 1786, se erige
la Real Audiencia, y el 3 de julio de 1793, el Real Consulado de Caracas.
C/r. Tulio Chiossone: Formación Jurídica de Venezuela en la Colonia y la
República. Caracas, 1980.
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ADMINISTRACION DEL ESTADO ESPAÑOL 1776-1810

El primer ensayo de organización político-administrativa en Vene­
zuela fue el de la Isla de Cubagua. Allí nos encontramos con los pri­
meros ensayos administrativos, entre los cuales he encontrado el caso
de la primera patente industrial dada en estas tierras. "Se trata de la
autorización que dio el Rey a Luis de Lampiñán para que, con ex­
clusividad, y durante seis años, pudiera usar el «ingenio» o «artificio»,
de su invención, para «pescar perlas» sin que haya necesidad de echarse
en el fondo del mar los indios y esclavos y otras personas”. Este in­
vento consistió, según parece, en un rastra que recogía las perlas. Tal
invento posiblemente fue fatal para los ostrales y, consecuentemente,
para la vida misma de Nueva Cádiz, que fue fundada en el erial de
Cubagua, únicamente por razones de economía fiscal. Seguramente la
rastra que fue el invento de Lampiñán, destruyó en poco tiempo este
centro perlífero.

,Si analizamos el régimen político-administrativo de cada ciudad
fundada, observaremos que lo constituían, de acuerdo con las Leyes de
Indias, las siguientes autoridades: el Cabildo, los Regidores, los Alcal­
des Ordinarios, Alcaldes Provinciales, Escribanos Públicos y de Cabildo,
Alféreces Reales, Fieles Ejecutores, Depositarios Generales.

Con la erección de tales autoridades se creaba implícitamente la
relación Estado-ciudadano, que forma la plataforma de la administra­
ción pública. El Cabildo, palabra que hoy se refiere más a lo eclesiás­
tico, aunque se usa por ahí como sinónimo de Concejo Municipal, fue
en las Leyes de Indias indicativo de reunión o ayuntamiento de deter­
minadas autoridades reales para la administración de la ciudad. Las
autoridades de la primitiva ciudad se reunían en Cabildo, o se junta­
ban para resolver las cuestiones relacionadas con la vida de la comu­
nidad. Más adelante el Cabildo toma nuevas formas y toma autonomía,
hasta convertirse en lo que hoy son los Concejos Municipales.

Los Regidores representaron la autoridad superior de la ciudad y
debían reunir condiciones excepcionales de honestidad y hombría de
bien. Los Alcaldes Ordinarios conocían en primera instancia de todos
los negocios, causas y cosas, que podía conocer el Gobernador en cuanto
a lo civil y criminal. Los Alcaldes Provinciales de la Santa Hermandad
constituyeron una guardia especial contra salteadores y ladrones. Esta
institución fue una especie de policía judicial para perseguir delincuen­
tes, la cual existía en España y fue trasplantada a América. En Vene­
zuela hubo Alcaldes de la Santa Hermandad de Barinas, en San An­
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tonio de Gibraltar, Provincia de Mérida y La Grita, y también hubo
uno en Caracas en el año de 1600.

El Título Quince del Libro V de la Recopilación de Leyes de
los Reynos de Indias, se destinó a "Las residencias y jueces que las han
de tomar”. Esta Institución de derecho administrativo, tuvo por objeto
tomar cuenta a los funcionarios de la Administración de su actuación
durante el ejercicio de sus cargos. Se sancionaba con ello la corrupción
política y administrativa.

Dentro del concepto de Administración tenemos que incluir en
este lapso, La Intendencia de Ejército y Real Hacienda, en la cual en­
contramos las raíces de nuestro régimen fiscal. Un número grande de
cuestiones legales y reglamentarias, fueron puntos fundamentales de la
administración, como las relacionadas con la propiedad de la tierra en
las cuales puede estudiarse el origen de la propiedad urbana y rural
de Venezuela; pues, todo ese conjunto de tierras se trasmitió por suce­
sión y por sucesivos contratos de compraventa.

Infinidad de leyes y disposiciones que se mantuvieron durante la
Independencia y posteriormente en la República, y que todavía tienen
las mismas denominaciones, como la renta de papel sellado, del aguar­
diente, sobre juegos de gallos, boliches y billares, la de contrabando,
de la sal, de las minas. También podrían considerarse como origen de
muchas de las vigentes, entre ellas, la "patente de corso”, que figuró
en nuestras Constituciones y que fue suprimida en la vigente. El anti­
guo Corso colonial, es el resguardo marítimo; el inventario de bienes
nacionales que daría hoy información sobre los inmuebles que perte­
necen a la Nación; las pensiones o reales asignaciones, origen de nues­
tras leyes sobre el particular; los portes de cartas y pliegos de oficio,
origen de la renta de estampillas; la renta de naipes, origen posible
de la tendencia del Estado venezolano al patrocinio de juegos, como la
lotería y los caballos, ruinosos para la clase media y obrera; y, en ge­
neral, otras instituciones que demuestran la magnífica organización ha­
cendística en tiempos remotos, pero que al ser impuestas a todas las
Provincias que se agruparían bajo el nombre de Capitanía General de
Venezuela, inician el primer paso para la integración nacional.

Con el Consulado de Caracas, que es el primer paso para la crea­
ción del derecho mercantil, se establece la Junta Consular de Comer­
cio, sector administrativo del Consulado, que viene a ser el antecedente
de todas las Juntas de Fomento que han existido en Venezuela, y de
la Corporación Venezolana de Fomento.
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La creación de la Real Audiencia de Caracas marca también un
punto de interés para la Administración Pública, pues además de ser
el antecedente preciso del Poder Judicial venezolano, "sus labores, se
tradujeron en notable provecho para la cultura jurídica de Venezuela,
pues aparte de lo estrictamente judicial, sus jueces realizaron el noble
ejercicio de la Magistratura, colocaron al abogado a la altura académica
que le correspondía y propiciaron, en consecuencia, la creación del Co­
legio de Abogados y la fundación de la Academia de Derecho Público
y Español”.2

Todas las instituciones antes señaladas constituyen la expresión
cabal de la Administración Pública, y es por ello que no dudo en ex­
ponerlas como antecedentes de la Administración como función del Es­
tado venezolano, que nació con la Constitución de 1811 como entidad
autónoma, pero que en lo administrativo, que no en lo político, mantie­
ne necesariamente las derivaciones de lo que fue parte del Estado es­
pañol, del que se separará definitivamente con el logro de la inde­
pendencia llevada a cabo por el Libertador y Padre de la Patria.

ADMINISTRACION REVOLUCIONARIA 1810-1821

Podríamos hablar de administración en el agitado período que
transcurre entre 1810, proclamación de la Independencia; y 1821, crea­
ción de la República de Colombia, históricamente denominada Gran
Colombia, que tiene su proyección en el genial discurso del Libertador
ante el Congreso de Angostura. Necesariamente hubo la administración
en la Capitanía General de Venezuela, ya proclamada República de
Venezuela por la Constitución de 1811. Habrá que contar con el des­
potismo militar de Domingo Monteverde, pero no podemos silenciar
que también lo hubo con la fugaz dictadura del General Francisco de
Miranda, el glorioso precursor de la Independencia. Existió lo que po­
dríamos denominar el caos político y administrativo entre 1810 y 1812.

Cuando el Libertador llega a Caracas como meta de la Campaña
Admirable, la juricidad y por consiguiente la administración del na­
ciente Estado, era caótica.

Pareciera que durante la guerra de la independencia, Venezuela,
incorporada a la Gran Colombia, no se hubiese perfilado el concepto
de Administración Pública. En el año de 1813, primero de la libertad
de Venezuela, la libertad realizada, el Libertador legisla sobre asuntos
fiscales y también sobre hechos punibles, disposiciones éstas que no

2. Cita del trabajo del doctor Mario Briccño Perozo en el libro Cansas de Infidencia,
T.' I, p. 19; en Formación Jurídica de Venezuela en la Colonia y la República,
por el doctor Tulio Chiossone, p. 112, Caracas, 1980.
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vacilaremos en considerar como las primeras leyes de la República in­
dependiente, la cual todavía deberá sufrir largas y dolorosas alternati­
vas antes de ser definitivamente liberada en Carabobo el 24 de junio
de 1821. En Puerto Cabello legisla sobre la Renta del Tabaco y el
castigo a los defraudadores. En el Cuartel General de Caracas dictó una
ley que estableció una contribución a los habitantes de los pueblos. Por
los términos en que estuvo concebida, pensamos que podría conside­
rarse como la primera ley sobre el impuesto sobre la renta que se
dictó en la naciente República. En el propio año 13 organiza el Ejér­
cito de la República los grados militares españoles.

Pudiera pensarse que durante la guerra de la independencia, ya
Venezuela incorporada a la República de Colombia, no podría ha­
blarse de legalidad, y por consiguiente, de administración pública. Sin
embargo, en Venezuela hasta 1821, y en general en la Gran Colombia,
la guerra no interfirió la marcha del Estado que venía constituyéndose
e integrándose legal y paralelamente a la acción bélica. Esta modalidad
es uno de los aspectos resaltantes del genio creador de Simón Bolívar,
el Libertador.

Nos hemos referido en esta sección al período que podríamos de­
nominar caótico entre 1813 y 1821, fecha esta última de la Constitu­
ción que creó la República de Colombia, con integración de Venezuela
a la Nueva Granada, y posteriormente a Quito. Pero es desde esta in­
tegración cuando se perfila mejor la administración pública que tiene
su base en la Constitución mencionada, y por consiguiente, una proyec­
ción de lo que en el futuro sería el derecho administrativo. Incluimos,
por consiguiente, dentro de la denominación de derecho administrativo,
el conjunto de leyes reguladoras de la administración, las cuales, lo
mismo que hoy, formaban la base del derecho administrativo, aunque
en verdad no se hubiese tenido en esa época una clara noción de él
como rama importante de las ciencias jurídicas.

La organización general de la República, desde el punto de vista
administrativo, se exterioriza en más de treinta y cuatro leyes que for­
man, junto con la Constitución, el edificio jurídico de Colombia, la
Grande, ideal supremo del Libertador, quien pensó en la formación de
una gran potencia mundial desde el punto de vista defensivo y de
consolidación de la independencia, y una gran potencia desde el punto
de vista político y económico en América Latina.

Esas treinta y cuatro leyes, que sería imposible enumerar en los
límites de este pequeño estudio para el libro homenaje al doctor Eloy
Martínez, son expresión cabal de la existencia de la administración pú­
blica de esa entidad política. Por ejemplo: se dieron leyes sobre al­
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quileres, allanamiento de casas, fomento agrícola, arancel judicial, ca­
botaje, confiscación de bienes del gobierno español, elecciones, instruc­
ción pública, correos, jubilaciones, minas, obras públicas, papel sellado,
y otras más.3

A todo ese conjunto de leyes que perfilan la administración del
Estado, es necesario agregar la normativa del derecho político, repre­
sentado en la Constitución de 1821, el derecho fiscal con la creación
de la Contaduría General de Hacienda y por la ley de 28 de sep­
tiembre de 1821, el establecimiento de "un impuesto sobre las rentas o
ganancias de los ciudadanos, bajo el título de contribución directa11.
Esta ley y otra con igual finalidad dictada durante la Colonia, o mejor,
régimen español, son los antecedentes de nuestra Ley de Impuesto
sobre la Renta, decretada durante el gobierno democrático que presidió
el General Isaías Medina Angarita, depuesto por un alevoso golpe
militar el 18 de octubre de 1945.

A estas leyes debemos agregar todas las referentes al derecho pe­
nal, al derecho civil, al derecho militar, mercantil e internacional.

ADMINISTRACION AUTONOMA VENEZOLANA 1830-1982.

Venezuela fue hasta 1830 un Distrito Judicial de la Gran Colom­
bia, según sus leyes orgánicas. Consumada la separación de Venezuela,
el país se apresta a darse una organización jurídica y administrativa que
se inicia con la primera Constitución. El Congreso Constituyente de
Valencia establece el orden de observancia y aplicación de las leyes
existentes, o sea, las de la extinta República de Colombia y las espa­
ñolas, y además, dicta algunas leyes.

El Congreso Constituyente de Valencia, inicia la orientación po­
lítica y administrativa de la República de Venezuela, y para ello, además
de la Constitución, cuyos principios fueron semejantes a las Constitu­
ciones de 1811 y 1819, en cuanto consagran las directivas republicanas
y las garantías y derechos del ciudadano proclamados por las ideas re­
volucionarias francesas y norteamericanas, dictó un total de veinticinco
leyes que inician la organización administrativa del país, las cuales sería
muy largo enumerar en este estudio. Sin embargo, podemos señalar, en­
tre las más importantes, la ley sobre organización política de las pro­
vincias, la de elecciones, la de organización y gobierno de las oficinas
de Hacienda, la que abole la confiscación, la que elimina las alcabalas,
reglas para la sanción de las leyes, declara la vigencia de la Ley de 

3. Véase: Formación Jurídica de Venezuela en la Colonia y la República, por el doc­
tor Tulio Chiossone, p. 151, UCV, Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas.
Instituto de Ciencias Penales y Criminológicas. Caracas, 1980.
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Patronato Eclesiástico, y otras importantes para aquel momento histó­
rico inicial de nuestra nacionalidad.

En el lapso de 1830 a 1863, marca el período en el cual nace la
organización política y administrativa de Venezuela, que va a ser mo­
dificada en parte por el triunfo de la Federación. Más de cien leyes
se dictan en ese lapso. Diremos algunas palabras sobre las más im­
portantes, cuyos efectos llegan hasta nuestros días en el sentido de que
se han mantenido sus principios. Ese conjunto legislativo constituye la
base sobre la cual descansará todo el edificio jurídico que va a cons­
truirse de 1863 en adelante.

Además de infinidad de instituciones que se prolongan hasta el
presente como la Facultad de Medicina de Caracas (1863), la Acade­
mia de Matemáticas y la primer Ley de Abogados y Procuradores, se
promulga una ley sobre rehabilitación del derecho ciudadano y la que
estableció que la vigencia de las leyes debe citarse por la fecha de "cúm­
plase”, la primera ley sobre responsabilidad de funcionarios públicos
que es puntal para el futuro derecho administrativo.

El triunfo de la Federación viene a dar un cariz distinto a la ad­
ministración pública, pues ésta se divide entre la administración federal
y la de los Estados. Estos legislan sobre diversas materias de orden
político y administrativo. En 1873, la República obtiene la Codificación
con la sanción de los Códigos Civil, Penal, de Comercio y Militar, que
serán la base de los que se dieron hasta el presente en un lapso de
sesenta y cinco años.

Si se hace el balance de la legislación hasta el año de 1935, pode­
mos observar que van apareciendo actos legislativos impuestos por la
creciente necesidad de un Estado en evolución y perfeccionamiento, lo
cual abre un amplio campo para la administración pública que toma as­
pectos diferentes que hacen necesario el estudio de las diversas formas
de relación entre el Estado y los ciudadanos.

Antes de terminar la referencia al período de 1830 a 1863, es
necesario recordar el monumento de la legislación sobre puntos rela­
cionados con la administración pública contenidos en el Teatro de la
Legislación colombiana y venezolana, por el doctor Pedro P. Del Cas­
tillo, publicado en Valencia en la Imprenta del Teatro de Legislación,
a cargo de N. Carrasquera, 1852. En esta obra, en forma de Diccio­
nario advertimos el conjunto de leyes, reglamentos y disposiciones en
las cuales se perfila el concepto de administración pública. Debe notar­
se que en infinidad de dichas leyes y reglamentos aparecen las sancio­
nes administrativas que, en nuestro concepto, perfilan la noción del De­
recho Administrativo a la cual vamos a referirnos de seguida.
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PROLEGOMENOS DEL DERECHO ADMINISTRATIVO EN VENEZUELA

Empezaremos por reunir algunas definiciones del Derecho Admi­
nistrativo como rama del Derecho Público. Esta noción no es muy presa,
y menos aún el momento en que aparece en Venezuela como sistemati­
zación jurídica como pudieran serlo el Derecho Civil y el Derecho
Penal.

El doctor Eloy Lares Martínez define el Derecho Administrativo
así: "A nuestro parecer, el derecho administrativo puede ser definido
como rama del derecho público interno que comprende las normas del
ordenamiento jurídico positivo y los principios de la jurisprudencia y
la doctrina, aplicables a la estructura y funcionamiento de la adminis­
tración”, y agrega: "la anterior definición contiene el género próximo
y la diferencia específica, esto es, la indicación de que el derecho admi­
nistrativo es rama del derecho público interno, y la expresión del con­
tenido propio de esta disciplina, que la distingue de las ramas restantes
del mismo. Se agrega en la definición que comprende las normas de
ordenamiento jurídico y los principios de la jurisprudencia y la doctrina,
para evitar que se piense que en el objeto señalado está constituido única­
mente por la legislación positiva; y, en fin, que esas normas y princi­
pios son reguladores de la estructura y funcionamiento de la admi­
nistración”?

Antes de verificar otras nociones de este derecho, nos parece in­
teresante partir de la noción antigua en que el profesor Maurice Hau-
riou fundamenta el concepto de definición del derecho administrativo.
Los administrativistas saben que este profesor dividió las concepciones
primigenias en dos: países sin régimen administrativo y países con ré­
gimen administrativo. Paradigma del primero fue Inglaterra porque los
agentes de la administración estaban sometidos al control judicial; y del
segundo, Francia, donde las funciones administrativas estaban centraliza­
das en un poder único, o sea, el Poder Ejecutivo. De este sistema surge
la noción universal del administrativismo.4 5 *

Este mismo autor define así el derecho administrativo: “En un país
de régimen administrativo, el derecho administrativo es la rama del
derecho público que regula: l9 la organización de la empresa de la
administración pública y de las diversas personas administrativas en las
cuales aquélla se encarna; 29 los poderes y los derechos que poseen
estas personas administrativas para realizar los servicios públicos; 3° el 

4. Eloy Lares Martínez: Cursos de Derecho. Facultad de Derecho, UCV. Giracas,
1970, 2*  edición, pp. 31 y 32.

5. Maurice Hauriou: Precis de Droit Administratij et de Droit Public, p. 2. Recueil
Sirey. París, 1933.
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ejercicio de estos poderes y de estos derechos por la prerrogativa, es­
pecialmente por el procedimiento de la acción de oficio y las conse­
cuencias contenciosas que surgen de ella”.®

Si aceptamos la tesis de que la acción integradora de Venezuela
parte de las instituciones coloniales que enumeramos en capítulos ante­
riores, entonces podríamos asentar que nuestro país fue en la primera
etapa sin régimen administrativo, por cuanto todas las cuestiones estu­
vieron a cargo de la Real Audiencia, y por lo tanto, el régimen fue
judicial; en cambio, al cesar la actuación de la Real Audiencia, se ins­
tauró el régimen administrativo en cuanto fueron funcionarios de esta
naturaleza los encargados de aplicar leyes y las sanciones administrativas
correspondientes.

La administración pública siempre ha existido en Venezuela en
todas las etapas a que nos hemos referido, pero la noción del Derecho
Administrativo como rama del Derecho Público no tiene fecha precisa
sobre su establecimiento. Antes de exponer el estado actual de este
derecho, por efecto de las nuevas Constituciones que perfilan mejor
que las anteriores el Estado de Derecho, vamos a tomar algunos datos
sobre los primeros conocimientos de derecho administrativo que se die­
ron en Venezuela.

Expone el doctor José Manuel Hernández Ron, pionero del de­
recho administrativo venezolano, en su libro Tratado Elemental del
Derecho Administrativo, publicado en 1943, Tomo I, lo siguiente: "En
los primeros tiempos de la República no existió, o fue muy rudimen­
taria, la enseñanza del Derecho Administrativo. Para cercioramos de
esto, hagamos una breve historia sobre tan interesante punto.

"Nuestro más antiguo Código de Instrucción Pública, sancionado
el 20 de julio de 1843, en su Ley Sexta, al tratar de «Las Cátedras de
las Universidades y tiempo de su enseñanza», mandaba leer en el Se­
gundo Bienio del Curso de Ciencias Políticas, Derecho Público, Político
y de Gentes y, en el Tercero, el Derecho Práctico, administración gu­
bernativa y régimen municipal (art. 40). Rigió este Código por el largo
período de 40 años, siendo derogado por Decreto Ejecutivo de 24 de
septiembre de 1883, dictado «para organizar la Instrucción Superior y
Científica en Venezuela». Se estableció en él la clase de «Principios de
Legislación Universal, Derecho Administrativo y Derecho Penal» en el
5’ año de los estudios jurídicos; más tarde, el Código de Instrucción
Pública de 1897, que derogó el anterior Decreto, al enumerar las ma­
terias que correspondía a la Facultad de Ciencias Políticas, señaló tam-

6. M. Hauriou: ob. cit., p. 20. 
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bién el «Derecho Administrativo y Penal», separándolos de los Princi­
pios de Legislación Universal. Fue seguido este Código por otro de
1904, cuyo artículo 117 especificaba las ocho cátedras dependientes de
aquella Facultad, estando la 6’ integrada por varias materias, entre
ellas, el «Derecho Administrativo y Código Nacional de Hacienda».
Se observa en este Código una original inconsecuencia, pues, seguida­
mente, al precisar las asignaturas que debían leerse en cada año del
Curso de Ciencias Políticas, omitió el Derecho Administrativo.

"Debemos anotar, por otra parte, que en la Memoria del Minis­
terio de Instrucción Pública correspondiente al año de 1885, hallamos
un programa de Ciencias Políticas propuesto por el Rectorado de la
Universidad Central al Ministro del ramo, donde se postulaban varias
modificaciones en orden a los estudios jurídicos, una de ellas consis­
tente en englobar en una sola Cátedra el Derecho Natural y el Derecho
Administrativo. Esta y otras modificaciones parece no fueron aceptadas,
pues en la misma Memoria hay constancia de otra distribución de
materias, figurando en ella el Derecho Administrativo y la Economía
Política, asociados. Como puede colegirse, no le encontraban colocación
al Derecho Administrativo, y por esta razón lo juntaban a las materias
más diversas.

”A partir de 1909 se hizo efectiva la enseñanza del Derecho Ad­
ministrativo en Venezuela”.

Hemos querido recordar estas apuntaciones históricas sobre la en­
señanza del Derecho Administrativo en nuestro país, porque además
de ser importantes nos sirven para recordar a uno de los primeros pro­
fesores de esta materia en la Universidad Central de Venezuela, como
fue el doctor José Manuel Hernández Ron, autor del primer texto sis­
tematizado para uso de estudiantes. También sea la oportunidad de
recordar al doctor Federico Alvarez Feo, quien dejó algún cuaderno
de sus lecciones de derecho administrativo y otro de finanzas y leyes
de hacienda, que nos fueron útilísimos cuando estudiábamos para obte­
ner el título de Doctor en Ciencias Políticas en la ilustre Universidad
de Los Andes.

En la actualidad, el Derecho Administrativo como disciplina autó­
noma ha tomado gran relieve e importancia, tanto por las modificacio­
nes “estructurales" del Estado venezolano, como por la calidad de los
investigadores, entre los cuales señalamos como excelente autor de esta
nueva etapa al doctor Eloy Lares Martínez y al incansable y erudito
doctor Alian Randolph Brewer-Carías, sin que por ello excluyamos
a quienes hoy han escrito importantes monografías sobre el particular.
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El Derecho Administrativo en Venezuela cobra rumbos modernos.
Tal aseveración la hace el doctor Allan-Randolph Brewer-Carías en su
reciente libro Instituciones Políticas y Constitucionales, cuando expone:
“En relación a la estructura del ordenamiento jurídico venezolano, no
hay duda en considerar a la Constitución del 23 de enero de 1961,
que es la número 25 que ha tenido la República desde 1811, en la fuente
suprema del Derecho. Se trata de un texto de 252 artículos, al cual
se le ha decretado una Enmienda N9 1, el 11 de mayo de 1973- Su
contenido es muy rico, respondiendo a un plan de vías de desarrollo
como Venezuela (sic), y es un ejemplo del proceso de constituciona-
lización del derecho administrativo, característica de esta rama del de­
recho en el mundo contemporáneo”.7

Otra de las nuevas orientaciones legales que viene a completar de
modo excepcional y efectivo el principio de la relación Estado-ciudada­
nos, es la promulgación de la Ley Orgánica de Procedimientos Admi­
nistrativos en vigor desde el X9 de enero de 1982, la cual, como dice
el mismo Brewer-Carías, "sin la menor duda, producirá uno de los
más grandes cambios que haya sufrido jamás la Administración Pública
venezolana”.8 9

Es también una de las afirmaciones del Derecho Administrativo ve­
nezolano, la creación de sanciones por infracción de ley contenidas en
todos los ordenamientos legales especiales, las cuales han dado oportu­
nidad para tratados sobre esta materia y a valiosas recopilaciones sobre
sanciones penales y administrativas en la legislación venezolana.0

7. Ob. cit., p. 25.
8. Allan-Randolph Brewer-Carías: El Derecho Administrativo y la Ley Orgánica de

Procedimientos Administrativos. Edit. Jurídica Venezolana. Caracas, 1982, p. 7.
9. Tulio Chiossone: Sanciones en Derecho Administrativo. UCV, Facultad de Dere­

cho. Caracas, 1973; Guitta Afattar de Abouhamad: Sanciones penales y administra­
tivas en la legislación venezolana. UCV, Inst. Ciencias Penales y Criminológicas,
Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas. Caracas, 1980.
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I. CONTRATOS DE INTERES NACIONAL, CONTRATOS
DE INTERES PUBLICO

Ambas locuciones Contrato de Interés Nacional y Contratos de In­
terés Público, pueden parecer sinónimas, ya que los términos Interés
Público e Interés Nacional, como fórmulas del lenguaje común hacen
posible la asimilación de la una a la otra. En el derecho venezolano
se ha utilizado tal sinonimia. La dogmática jurídica del país también
ha identificado ambos términos.

* Este trabajo lo constituye el texto del dictamen formulado al Centro Simón Bo­
lívar. con fecha 30 de abril de 1973.
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Un análisis un poco más profundo de los textos positivos puede
arrojar nuevas luces y señalar las modalidades que diferencian a esas
expresiones.

1. La expresión Contrato de Interés Nacional

A. Origen de la expresión^
De acuerdo a las investigaciones, el término "Contrato de Interés

Nacional”, aparece en la Constitución venezolana de 1854 (art. 72,
atrib. 8-). El texto mencionaba entre las atribuciones del Presidente de
la Unión, la de celebrar los contratos de Interés Nacional con arreglo
a la Ley y someterlos a la Legislatura.

En las atribuciones correlativas de la Legislativa (art. 43, atrib.
17) mencionaba la misma Constitución:

Aprobar o negar los contratos que sobre obras públicas nacionales haga
el Presidente de la Unión, sin cuyo requisito no se llevarán a efecto.

Con ligeras variantes las mismas normas figuran en las subsiguien­
tes Constituciones, así:

Año Ejecutivo Legislativo

1874 Art. 72 - 8’ Art. 43 - 17
1881 Art. 66 - 6? Art. 43 - 17
1891 Art. 66 - 6* Art. 43 - 17

En la Constitución del año 1893, la redacción varía ligeramente:

Art. 78. Además de las anteriores atribuciones, el Presidente de la Repú­
blica... podrá ejercer las siguientes:
3' Celebrar los contratos de interés nacional, con arreglo a las leyes, y
someterlos al Congreso para su aprobación o improbación, sin cuyo requisito
no podrán ponerse en ejecución.

Respecto de las atribuciones del Congreso, la norma correlativa
varía así:

Art. 44. El Congreso de los Estados Unidos de Venezuela tiene las atri­
buciones siguientes:

16a. Aprobar o negar los contratos de interés nacional que celebrare el
Presidente de la Unión, los cuales no podrán llevarse a efecto sin su apro­
bación.
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En la Constituciones posteriores se conservan, con ligeras variantes
de redacción, las mismas normas, a saber:

LegislativoAño

1901 Art. 89 - 23’ Art. 54 - 17
1904 Art. 80 - 16’ Art. 52 - 13
1909 Art. 81 - 6“ Art. 57 - 14

B. Evolución ele la frase Contrato de Interés Nacional

a. Atribuciones del Ejecutivo
En las Constituciones de los años 1914 y 1922, los textos referentes

a las atribuciones del Poder Ejecutivo se mantienen con la misma re­
dacción anterior, así:

Año

1914
1922

Art. 79 - 20
Art. 79 - 20

A partir de la Constitución de 1925, el
tivo varía de la siguiente manera:

texto referente al Ejecu-

Art. 100. Son atribuciones del Presidente de los Estados Unidos de Ve­
nezuela:
21 f Celebrar, por órgano del Ministro o Ministros a quienes competa y
con aprobación del Consejo de Ministros, los contratos de interés nacional
permitidos por esta Constitución y las Leyes y someterlos al Congreso.

Esta misma redacción la adoptan las Constituciones siguientes:

EjecutivoAño

1928 Art. 100 - 21
1929 Art. 100 - 21
1931 Art. 100 - 23
1936 Art. 100 - 21
1945 Art. 100 - 21

La Constitución de 1947, presenta ligeras variantes de forma res­
pecto de la Constitución de 1945. El texto del año 47, dice así:
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Celebrar, por órgano del Ministro o Ministros respectivos y con aprobación
del Consejo de Ministros, los Contratos de interés nacional permitidos por
esta Constitución y las leyes, y someterlos a la consideración del Congreso
Nacional, o de la Comisión Permanente del mismo en casos urgentes, du­
rante el receso de las Cámaras Legislativas, salvo lo establecido en el nu­
meral 8’ del artículo 162 de esta Constitución. En todo caso, de tales con­
tratos se dará cuenta al Congreso Nacional en sus próximas sesiones.

En la Constitución de 1953, se adopta la fórmula más simple y
lacónica:

Art. 108. Son atribuciones del Presidente de la República:
b) Por medio del Ministro o Ministros respectivos:
15. Celebrar contratos con arreglo a las leyes.

La .Constitución vigente de 1961, adopta una solución que la se­
para de la trayectoria de las Constituciones desde la de 1925. El texto
de la actual Constitución es el siguiente:

Art. 190. Son atribuciones y deberes del Presidente de la República:
1P Celebrar los contratos de interés nacional permitidos por esta Cons­
titución y las leyes.

(Omissis') El Presidente de la República ejercerá en Consejo de Ministros
las atribuciones señaladas en los ordinales 6’, 7’, 8’, 99, 10’, 11’, 13’, 14’ y
15’ y las que le atribuya la ley para ser ejercidas en igual forma.
Los actos del Presidente de la República, con excepción de los señalados en
los ordinales 2’ y 3’ de este artículo, deberán ser refrendados por el Ministro
o Ministros respectivos.

Desde la Constitución de 1864 hasta la Constitución de 1922, las
normas que hemos citado, y transcrito a veces, señalaban que era atri­
bución del Presidente de la República, la celebración de contratos de
interés nacional. Pudiera pensarse que las formulaciones constituciona­
les no debieran entenderse al pie de la letra, en el sentido de que la
firma o celebración de tales contratos, en la práctica, correspondería a
los ministros u otros funcionarios del Ejecutivo; sin embargo, es el pro­
pio derecho positivo, creado por el legislador, el que pueda dar la in­
terpretación más ajustada.

Así, el "Código Orgánico de la Corte Federal y de Casación y de
los demás Tribunales de la República, sancionado el 5 de mayo de
1904, entre sus disposiciones, encontramos las siguientes:
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Art. Son atribuciones de la Corte Federal y de Casación:

16. Conocer de las controversias que resulten de los contratos o negocia­
ciones que celebrare el Presidente de la República.
Art. 48. Mientras la Ley no creare los demás Tribunales Federales, los
Juzgados de Primera Instancia en lo Civil, o los que ejerzan la jurisdicción
ordinaria en los Estados y residan en sus capitales, o los de Comercio en
su caso, y los de igual categoría del Distrito Federal, conocerán como Tri­
bunales Federales en Primera Instancia:

JP De las demandas que se intenten contra la Nación por deudas, restitu­
ción, posesión, propiedad, cumplimiento o rescisión de contratos no celebra­
dos por el Presidente de la Unión, y de todo lo demás contencioso en que
ella sea parte principal, y cuyo conocimiento no esté atribuido especialmente
a otro Tribunal. En el caso de contrademanda contra la Nación, conocerán
siempre los Tribunales Federales de ambas acciones1 (subrayado nuestro).

El texto constitucional vigente expresa textualmente, que es el Pre­
sidente de la República quien celebra los contratos de interés nacional.
Según el mismo texto, esta atribución ( ?) será ejercida por el Presidente
del Consejo de Ministros y el acto (contrato) deberá refrendarlo (?)
el Ministro o ministros respectivos para que tenga validez.

Consiguientemente, sólo los contratos que no sean de interés na­
cional, podrán ser celebrados por los ministros.

b. Atribuciones del Legislativo
La expresión "Contrato de Interés Nacional” comienza a adquirir

perfiles definidos en las Constituciones de 1914 y 1922, las cuales adop­
tan la siguiente redacción:

Art. 58. La Cámara de Diputados y la del Senado, funcionando como
cuerpos colegisladores, tienen las siguientes atribuciones:

1. Pueden observarse disposiciones idénticas en los sucesivos "Códigos Orgánicos de
la Corte Federal y de Casación y de los demás Tribunales Federales de la Re­
pública", de los años 1905, 1910, 1915, 1917 y 1922; también en la Ley Orgánica
de la Corte Federal y de Casación de 1923.
Al variar la Constitución en el año 1925, en la forma que hemos mencionado en
el texto, varía también correlativamente la Ley Orgánica de la Corte. Véase, al
efecto, el artículo 11, ordinal 7’ de la "Ley Orgánica de la Corte Federal y de
Casación y de los demás Tribunales Federales de la República”, de 19 de julio
de 1925.
Es de notarse que con anterioridad a la Ley de 1904 citada en el texto, la si­
tuación era la misma- —aunque los textos normativos pudieran parecer menos
explícitos. Confróntense en la "Ley Orgánica de la Corte Federal y demás Tribu­
nales Federales”, de 29 de mayo de 1891. los artículos 11, ordinal 7V; y 66, or­
dinal 1”. También en las Leyes sucesivas, anteriores a la de 1901.
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10. Aprobar o negar:

rf) Los títulos y concesiones de minas, y las enajenaciones de tierras bal­
días y cualesquiera bienes muebles de la Nación.

¿) Las concesiones para construir vías de comunicación.
c) Los demás contratos de interés nacional, autorizados por esta Constitu­

ción y las leyes, que celebre o prorrogue el Ejecutivo Federal.
Sin la aprobación del Congreso no serán válidos ni podrán ponerse en eje­
cución los actos a que se refiere este número (subrayado nuestro).

En la Constitución de 1925, la
adoptar esta fórmula:

redacción vuelve a variar, para

Art. 78. La Cámara de Diputados y la del Senado funcionando como
Cuerpos Colegisladores, tienen las siguientes atribuciones:

6? Aprobar o negar los contratos para la construcción de vías férreas, ca­
bles aéreos de tracción, establecimiento de comunicaciones telegráficas o
inalámbricas, inmigración y los demás de interés nacional, autorizados por
esta Constitución o las Leyes, que celebre el Ejecutivo Federal.
No están sujetos a la aprobación del Congreso, las concesiones mineras ni
los títulos ni las tierras baldías que se otorguen, conforme a las respectivas
leyes (subrayado nuestro).

7? Autorizar al Poder Ejecutivo para enajenar bienes inmuebles de la
propiedad nacional.

Las Constituciones posteriores de 1928, 1929 y 1931, copian sin
variaciones el texto citado antes.

En las posteriores Constituciones de 1936 y 1945, el texto varía
ligeramente, de acuerdo a la siguiente redacción:

Art. 77. La Gímara de Diputados y la del Senado, al actuar como Cuerpos
Colegisladores, tienen las siguientes atribuciones:
6*  Aprobar o negar los contratos para la construcción de vías férreas, ca­
bles aéreos de tracción, establecimiento de comunicaciones telegráficas e ina­
lámbricas, inmigración y colonización y los demás de interés nacional que
celebre el Ejecutivo Federal y que autoricen esta Constitución o las Leyes.
Se exceptúan los contratos o títulos mineros y de tierras baldías.
7<’ Autorizar al Poder Ejecutivo, so pena de nulidad, para enajenar bienes
inmuebles del patrimonio privado de la Nación.

En la Constitución de 1947, se pierden los perfiles que se habían
marcado desde la Constitución de 1914.
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El Constituyente del 47, adoptó la siguiente redacción:

Art. 162. Las Cámaras Legislativas, como Cuerpos Colegisladores, tienen
las siguientes atribuciones:
8? Autorizar al Poder Ejecutivo Federal, so pena de nulidad, para enaje­
nar bienes muebles del patrimonio privado de la Nación, y para celebrar
contratos de interés nacional, los cuales no serán válidos ni entrarán en vi­
gencia, sino después que hayan sido aprobados por las Cámaras. Se ex­
ceptúan los contratos o títulos mineros y de tierras baldías, y los demás
que fueren necesarios para el normal desarrollo de la Administración Pú­
blica, salvo en los casos que determine la Ley.

En la Constitución de 1953, desaparece la mención al Contrato de
Interés Nacional, como se evidencia del siguiente texto:

Art. 81. Son atribuciones de las Cámaras Legislativas como cuerpos cole­
gisladores:
4° Aprobar o negar los contratos que celebre el Poder Ejecutivo Nacional
y que conforme a la ley están sujetos a este requisito.

La Constitución vigente de 1961, trasladó las normas que siempre
habían figurado entre las atribuciones del Legislativo, para incluirlas
dentro de las disposiciones genéricas que tienen por título Del Poder
Público. De igual manera las normas constitucionales vigentes confun­
dieron dos cosas que siempre habían estado separadas: el Contrato de
Interés Nacional y el Contrato de Interés Público, al incluir ambas no­
ciones en una misma disposición.

La redacción actual es como sigue:

Art. 126. Sin la aprobación del Congreso, no podrá celebrarse ningún
contrato de interés nacional, salvo los que fueren necesarios para el normal
desarrollo de la administración pública o los que permite la ley. No podrá
en ningún caso procederse al otorgamiento de nuevas concesiones de hidro­
carburos ni de otros recursos naturales que determine la ley, sin que las
Cámaras en sesión conjunta, debidamente informadas por el Ejecutivo Na­
cional de todas las circunstancias pertinentes, lo autoricen, dentro de las con­
diciones que fijen y sin que ello dispense de las formalidades legales.
Tampoco podrá celebrarse ningún contrato de interés público nacional, estadal
o municipal con Estados o entidades oficiales extranjeros, ni con sociedades
no domiciliadas en Venezuela, ni traspasarse a ellos sin la aprobación del
Congreso (subrayado nuestro).

Además, algunas disposiciones referentes a contratos sobre ciertos
bienes, quedaron dispersas dentro del articulado constitucional. Así:
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Art. 136. Es de la competencia del Poder Nacional:
70? (ow/rrÁf).
El Ejecutivo Nacional podrá, en conformidad con la ley, vender, arrendar
o dar en adjudicación gratuita los terrenos baldíos, pero no podrá enajenar
las salinas, ni otorgar concesiones mineras por tiempo indefinido.

(0W/JJ¿r).
Art. 150. Son atribuciones del Senado:
2? Autorizar al Ejecutivo Nacional para enajenar bienes inmuebles del do­
minio privado de la Nación, con las excepciones que establezca la ley.

Observaciones

Primera. Desde la Constitución de 1864, hasta la Constitución
de 1909, aparece en las normas referentes a ciertos contratos que cele­
bre el Ejecutivo, la necesidad de aprobación por parte del Legislativo.
Sin embargo, todos los textos citados o transcritos presentan al intér­
prete la duda acerca de la naturaleza del acto legislativo aprobatorio,
pues podría tratarse de una ley (en sentido técnico), o por el contrario,
podría sostenerse la suficiencia de un Acuerdo de las Cámaras Legis­
lativas.

La Constitución de 1914 disipó la duda que, respecto de este pun­
to, presentaban los textos anteriores, precisando que la aprobación de
los contratos celebrados por el Ejecutivo correspondía a las Cámaras
actuando como cuerpos colegisladores, lo que implicaba, necesariamente,
una ley aprobatoria.

En la Constitución vigente de 1961, ha resurgido el problema que
había quedado resuelto desde el año de 1914, al trasladarse la norma
correspondiente que figuraba entre las atribuciones de las Cámaras Le­
gislativas, a una sección de disposiciones genéricas con el epígrafe:
"Del Poder Público”, que forma todo el Título IV de nuestra Ley
Fundamental. Este problema no queda resuelto con la Disposición
Transitoria Décima-Tercera, ya que la norma contenida en ella, señala
que "cuando la ley requiera. . . aprobación o sanción del Congreso Na­
cional, la decisión será tomada por las Cámaras en sesión conjunta”...

La cuestión no queda resuelta en los Contratos de Interés Nacio­
nal, la aprobación del Congreso requiere la propia Constitución y no
la Ley.

Si se deja aparte, cuál es el tipo de acto aprobatorio (Ley o Acuer­
do), cabe preguntarse todavía sobre el aspecto funcional de tal acto.
Es evidente que la aprobación actúa como un acto de legitimación de
los poderes jurídicos propios de la autonomía privada y que incide 
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sobre la eficacia o no del contrato. En algunos casos la ineficacia del
Contrato de Interés Nacional se hace evidente del propio texto consti­
tucional, como en la redacción de la Constitución de 1947. En otros
casos, la redacción de las normas constitucionales extrema la sanción
hasta privar de validez al contrato no aprobado por las Cámaras, como
en las Constituciones de 1914 y 1922. A partir de la Constitución de
1925 hasta la vigente, el constituyente silencia el efecto de la falta de
legitimación del Ejecutivo, de modo, que según los principios o reglas
generales de los contratos, el efecto de la falta de legitimación sería la
anulabilidad de los contratos no aprobados.2

Segunda'. Como ha podido observarse, los textos constituciona­
les no definen lo que deba entenderse por Contrato de Interés Nacional.
La primera de las Constituciones en las que aparece un elenco de con­
tratos que el constituyente considera de Interés Nacional, es la de
1914, que enumera, los siguientes:

- Títulos y concesiones de minas
- Enajenaciones de tierras baldías e inmuebles de la Nación.
- Concesiones para construir vías de comunicación

Es evidente que no son los únicos, ya que el texto agrega: "Los
demás contratos de interés nacional”...

En la Constitución de 1925, aparece otra enumeración enunciativa
de algunos contratos de Interés Nacional, señalándose:

- Construcción de vías férreas
- Cables aéreos de tracción
- Establecimiento de comunicaciones telegráficas o inalámbricas
- Inmigración

Es de observar que este texto constitucional excluye la aprobación
legislativa:

- Concesiones mineras
- Títulos de tierras baldías

Estas exclusiones podrían interpretarse de dos maneras: una, que
estos últimos contratos ya no los consideraba el constituyente como

2. Para algunas cuestiones tratadas en este párrafo, puede consultarse, Messineo, Fran­
cesco: Doctrina General del Contrato (traducción española), Buenos Aires, 1952;
Tomo I, y en particular, el Cap. II.
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de Interés Nacional; dos, que aun considerándolos de Interés Nacional,
los excluía del régimen de aprobación. De las dos posibles interpreta­
ciones, parece deba preferirse la primera que el Constituyente ha podi­
do silenciarlos, pero en otras de las Constituciones anteriores no incluían
como contratos de interés nacional, consideró mejor despejar toda duda,
haciendo expresa exclusión de los mismos.

En la misma Constitución de 1925, cuyo texto copiamos arriba,
la enajenación de bienes inmuebles de la propiedad nacional, perdió su
calificativo como Contrato de Interés Nacional, ya que se incluyó en
un ordinal separado que menciona esos contratos; sin embargo, respec­
to de tales enajenaciones, el constituyente siguió requiriendo la autori­
zación por ley para su enajenación.

Las Constituciones de 1936 y 1943, sólo adicionaron la de 1923,
como contratos de interés nacional, los referentes a colonización.

La Constitución de 1947, plantea dos cuestiones: a) la de exigir
la autorización legislativa para la enajenación de bienes inmuebles del
patrimonio de la Nación y para los Contratos de Interés Nacional; b)
la de excluir de la autorización legislativa los títulos mineros y de tierras
baldías y los contratos que fueren necesarios para el normal desarrollo
de la Administración Pública. Sobre este problema volveremos luego.

La Constitución de 1933 no menciona los Contratos de Interés
Nacional.

La Constitución vigente de 1961, distingue:

a) Contratos que requieren aprobación, que son los Contratos de
Interés Nacional, "salvo los que fueren necesarios para el normal
desarrollo de la administración pública o los que permita la ley”.

b) Concesiones que requieren autorización como son las de hidro­
carburos y otros recursos naturales que determine la ley.

Interpretando este texto podemos afirmar: las concesiones de hi­
drocarburos estaban regidas por una ley especial al momento de san­
cionarse la Constitución. La Ley de Hidrocarburos no requería, para el
otorgamiento de concesiones, ni la aprobación ni la autorización de las
Cámaras Legislativas; en consecuencia, tales concesiones no estaban in­
cluidas dentro del concepto de "Contratos de Interés Nacional”. El cons­
tituyente sólo quiso reducir los poderes de la Administración respecto de
tales concesiones, para su otorgamiento.

La otra categoría está formada por los Contratos de Interés Na­
cional y los "que fueren necesarios para el normal desarrollo de la ad­
ministración pública o los que permita la ley”.
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Esta norma plantea las siguientes alternativas de interpretación:

a) Considerar que toda la categoría de contratos que pueda o
pudiere celebrar la Administración Pública, está compuesta por tres gé­
neros de contratos: los de Interés Nacional, los necesarios para el nor­
mal desarrollo de la Administración Pública, y los que permita la ley.
Con estos tres géneros se agota la posibilidad de que pueda existir un
contrato que no encuentre cabida en ellos.

b) Que existe una sola categoría de contratos que celebra la
Administración, que son los Contratos de Interés Nacional. Dentro de
esta única categoría o género, dos de sus especies, por disposición ex­
presa de la Constitución, no requieren aprobación legislativa. En otras
palabras: todos los Contratos que celebra la Administración son de In­
terés Nacional, sólo que aquellos que sean necesarios para el normal
desarrollo de la Administración y los que permita la ley, están exentos
de aprobación legislativa.

c) Que en cualquiera de las dos hipótesis anteriores, existe otra
categoría que pudiéramos llamar "residual”, que comprendería todos
los demás contratos que pudiere celebrar o que celebra la Administra­
ción, distintos de los mencionados.

Es evidente que cualquier interpretación que se adopte sería total­
mente arbitraria.

La normación legislativa referente a los Contratos de Interés Na­
cional es muy escasa. Las leyes que han existido son dos: la de 29
de septiembre de 1883 y la de 14 de agosto de 1905. Ambos textos
legislativos disponen que los Contratos de Interés Nacional, celebrados
por el Ejecutivo, serán ejecutables en el término previsto en el con­
trato; sometidos luego al Legislativo, si sobreviniere la desaprobación,
no perjudicarán ni lesionarán los derechos del cocontratante. Ninguna
de las leyes mencionadas, define o precisa qué debe entenderse por
Contratos de Interés Nacional.3

La normación reglamentaria está formada por el Decreto de 14
de abril de 1909, Reglamentario de las Obras Públicas. Apenas señala
este Reglamento, que hay obras de interés nacional y que contratadas,
pueden ser explotadas por particulares, como son: los ferrocarriles, los
tranvías de vapor, electricidad y tracción de sangre o animal; los cables 

3. Las leves mencionadas de 1883 y 1905 pueden verse en Leyes y Decretos Regíame»-
tarsos de los Estados Unidos de Venezuela. Caracas, 1943, Tomo IV, pp. 569,
571 y 572.
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aéreos de transporte, los túneles de comunicación directa, los elevado­
res a vapor y otras que puedan asimilárseles.

En conclusión, luego de examinados todos los textos normativos
venezolanos (constitucionales, legales y reglamentarios), sólo podemos
afirmar que nuestro derecho positivo ha mencionado los siguientes con­
tratos como de Interés Nacional.

- Los relativos a medios de comunicación (ferrocarriles, tranvías,
telégrafos, comunicaciones inalámbricas, construcción de vías de
comunicación).

- Los relativos a actos de disposición de bienes patrimoniales del
Estado (baldíos, inmuebles, minas).

- Inmigración y colonización

Tercera. Salvo que se sostenga que todos los contratos celebrados
por la Administración son Contratos de Interés Nacional, habría que pre­
guntarse qué nota característica o diferencial podría existir entre un Con­
trato de Interés Nacional y un contrato que no tuviera tales cali­
ficaciones.

Si en base a los contratos enumerados por las normas consti­
tucionales, legales y reglamentarias intentáramos un examen de las
posibles diferencias, nos sorprendería encontrar que tales diferencias
no existen.

a) No existen diferencias en la estructura del contrato. Las nor­
mas positivas no han señalado sino que una de las partes es el Es­
tado o la Administración (o Poder Ejecutivo), siendo la otra parte
indiferentemente cualquier entidad, pública o privada, con base terri­
torial o sin ella.

b) Tampoco pudiera pensarse que la función del Contrato de
Interés Nacional pudiera ser diferente de la de cualquier otro contrato
celebrado por la Administración. El hecho de que el Estado decida
utilizar medios de derecho privado (contratación) para atender los
intereses públicos que le son encomendados por las normas, no hace
variar dicho interés público, como tampoco la circunstancia de que
todos y cualesquiera contratos celebrados por la Administración, me­
diata o inmediatamente están en función de tales intereses públicos.

c) Es imposible predicar de los Contratos de Interés Nacional
alguna formalidad que pudiera distinguirlos de los demás contratos.
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El acto aprobatorio de caracteres legislativos, es una consecuencia del
ser Contrato de Interés Nacional, no un elemento de dicho contrato.

Así pues, de no existir diferencias cualitativas entre los diversos
contratos que pudiere celebrar la Administración para calificar a unos
como de Interés Nacional y a otros no, la única posibilidad es que
las notas diferenciales sean exclusivamente cuantitativas.

De las diversas normas transcritas puede deducirse que la preo­
cupación del Constituyente ha girado en torno a cuestiones como las
siguientes: los compromisos económicos o financieros que pudieran re­
sultar a cargo del Estado; el temor a que se malgasten o dilapiden
los fondos públicos; la necesidad de conservar los bienes patrimonia­
les o los recursos naturales del Estado, o que los mismos no sirvan
para beneficiar a unos pocos en detrimento de todos; los requeri­
mientos de control, sobre los poderes de la Administración, para evi­
tar abusos, favoritismos, etc.

Estas características cuantitativas son las que han movido al cons­
tituyente para considerar a unos contratos como de Interés Nacional.
Al variar las circunstancias financieras, económicas, etc., el constituyen­
te ha variado correlativamente las calificaciones.

Pocos años atrás, la construcción del puente sobre el Lago de
Maracaibo o la erección del Puente de Angostura, habría sido consi­
derado un contrato de interés nacional. Ambas obras de ingeniería se
contrataron en Venezuela sin que a nadie se le ocurriera calificarlas
como contrato de interés nacional y sin recibir aprobaciones legislati­
vas. Se citan dos ejemplos, por la magnitud de las obras y su enorme
costo, pero el número de los ejemplos es muy grande.

Cuando el constituyente lo que ha hecho es copiar o repetir tex­
tos de Constituciones anteriores, el criterio de la Administración de so­
meter o no a las Cámaras Legislativas el respectivo contrato, es lo que
ha permitido a posterior/ calificarlo o no de interés nacional.

En tales circunstancias se hace difícil dar siquiera una noción de
lo que en Venezuela deba entenderse por Contrato de Interés Nacio­
nal. Sólo es posible establecerlo indudablemente hoy, por confronta­
ciones judiciales (extremadamente raras en Venezuela), y sólo caso
por caso. Cualquier calificación doctrinaria o dogmática, dependería
del criterio más o menos arbitrario de cada jurista.

2. La expresión Contrato de Interés Público
A. Origen de la expresión
La primera vez que en Venezuela se nombran los Contratos de
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Interés Público, es en la Constitución de 1893, en el Título VIII, bajo el
epígrafe "Disposiciones Generales”. La norma en cuestión estaba re­
dactada así:

Art. 149- Ningún contrato de interés público celebrado por el Gobierno
Nacional o por el de los Estados, podrá ser traspasado, en todo ni en parte,
a gobierno extranjero. En todo contrato de interés público se establecerá la
cláusula de que las dudas y controversias que puedan suscitarse sobre su
inteligencia y ejecución serán decididas por los Tribunales venezolanos y
conforme a las leyes de la República, sin que puedan tales contratos ser,
en ningún caso, motivo de reclamaciones internacionales (subrayado en el
texto).

En las Constituciones sucesivas la disposición anterior evoluciona,
perfilándose los términos de la misma para alcanzar una formulación
definitiva.

Así, en la Constitución de 1901, la redacción se amplía y mo­
difica, como puede notarse de las expresiones que se subrayan:

Art. 139. Ningún contrato de interés público celebrado por el Gobierno
Federal, o por el de los Estados, por las Municipalidades o por cualquier
otro Poder Público, podrá ser traspasado, en todo o en parte, a gobierno
extranjero; y en todos ellos se considerará incorporada, aunque no lo esté,
la cláusula siguiente: "Las dudas y controversias de cualquier naturaleza que
puedan suscitarse sobre este contrato y que no puedan ser resueltas amiga­
blemente por las partes contratantes, serán decididas por los Tribunales com­
petentes de Venezuela de conformidad con sus leyes, sin que por ningún
motivo o por ninguna causa puedan ser origen de reclamaciones extranjeras”.
Las sociedades que en ejercicio de dicho contratos se formen, deberán es­
tablecer domicilio legal en el país, para todos sus efectos, sin que esto obste
para que lo puedan tener a la vez en el extranjero.

En la Constitución de 1904, las variaciones son insignificantes:

La frase: "...sin que por ningún motivo o por ninguna causa”
...se cambia en la siguiente: "...sin que por ningún motivo ni por

ninguna causa”...

La parte final, desde el último punto y seguido, es modificada
así: Las sociedades que en ejercicio de dichos contratos se formen
serán venezolanas, y a este efecto, deberán establecer su domicilio legal
en el país.

La Constitución de 1909, suprime de este mismo párrafo citado,
la frase: "...serán venezolanas y a este efecto”...
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Las Constituciones de 1914 y 1922, cambian ia frase:. .. por nin­
gún motivo ni por ninguna causa”. .. por otra más simplificada, que
dice:. .. por ningún motivo ni causa. ..

En la Constitución de 1925, varía el encabezamiento de la dispo­
sición. La frase:...en todo o en parte, a gobierno extranjero... se
cambia por:... en todo ni en parte a Gobiernos extranjeros... Tam­
bién la frase: . . .se considerará incorporada aunque no lo esté. . . se
transforma en lo siguiente: . . .se considerará incorporada aunque no
estuviere expresa.

El párrafo final cambia de sentido, en esta misma Constitución
de 1925, al adoptar la siguiente redacción: Tampoco podrán hacerse
dichos contratos con sociedades no domiciliadas legalmente en Vene­
zuela ni admitirse el traspaso a ellas de los celebrados con terceros.

Esta última redacción adoptada en la Constitución de 1925 per­
manece inalterada en las Constituciones de 1928 (art. 50); 1929 (art.
50); 1931 (art. 50); 1936 (art. 49) y 1945 (art. 50).

B. Evolución de la frase Contrato de Interés Público
En la Constitución de 1947, la norma constitucional adopta una

nueva orientación, ál quedar incluida en el Título IV. De la Sobera­
nía y del Poder Público. Capítulo IV. De las Relaciones Interna­
cionales.

La redacción que se adopta es la siguiente:

Art. 107. Ningún contrato de interés público nacional, estadal o municipal,
podrá ser celebrado con gobiernos extranjeros, ni traspasado a ellos en todo,
o en parte. Tampoco podrán celebrarse con sociedades que no estén domi­
ciliadas en Venezuela, ni traspasarse a éstas los suscritos con terceros.
Para celebrar tales contratos con entidades oficiales o semioficiales extranje­
ras con personería jurídica autónoma, o para traspasarlos a ellas, en todo o
en parte, se requerirá, en cada caso, la autorización de las Cámaras Legis­
lativas o de la Comisión Permanente, si fueren urgentes y estuvieren las
Cámaras en receso.
Art. 108. En los contratos a que se refiere el artículo anterior, si fuere
procedente de acuerdo con la naturaleza de los mismos, se considerará in­
corporada, aun cuando no estuviese expresa, una cláusula por la cual se
establezca que las dudas y controversias que puedan suscitarse sobre dichos
contratos y que no llegaren a ser resueltas amigablemente por las partes
contratantes, serán decididas por los Tribunales competentes de Venezuela,
en conformidad con sus leyes, sin que por ningún motivo ni causa puedan
dar origen a reclamaciones extranjeras.
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La Constitución de 1951 acentuó aún más que la anterior los
matices de las prohibiciones contractuales. El texto es el siguiente:

Art. 48. Ningún contrato de interés público nacional, estadal o municipal
podrá ser celebrado con gobiernos extranjeros ni traspasado a ellos. Tam­
poco podrán celebrarse con personas naturales o jurídicas que no estén do­
miciliadas en Venezuela ni traspasarse a ellas los suscritos con terceros.

Para celebrar tales contratos con entidades oficiales o semioficiales extran­
jeras que tengan personería jurídica autónoma o para traspasarlos a ellas se
requerirá la autorización del Congreso Nacional.
Art. 49. En los contratos de interés público celebrados con el Gobierno
Nacional, con los de los Estados o con las Municipalidades, se considerará
incorporada la cláusula siguiente: "Las dudas y controversias de cualquier
naturaleza que puedan suscitarse sobre este contrato y que no puedan ser
resueltas amistosamente por las partes contratantes, serán decididas por los
Tribunales competentes de Venezuela, de conformidad con sus leyes, sin
que por ningún motivo puedan ser origen de reclamaciones extranjeras”.

En la Constitución vigente de 1961, el constituyente incluyó en un
mismo artículo los Contratos de Interés Nacional y los de Interés
Público, aunque en párrafos separados. La norma vigente dice así:

•
Art. 126 (oni/ssis). Tampoco podrá celebrarse ningún contrato de interés
público nacional, estadal o municipal con Estados o entidades oficiales ex­
tranjeras. ni traspasarse a ellos sin la aprobación del Congreso.
La Ley puede exigir determinadas condiciones de nacionalidad, domicilio o
de otro orden, o requerir especiales garantías, en los contratos de interés
público.

Art. 127. En los contratos de interés público, si no fuere improcedente
de acuerdo con la naturaleza de los mismos, se considerará incorporada, aun
cuando no estuviere expresa, una cláusula según la cual las dudas y con­
troversias que puedan suscitarse sobre dichos contratos y que no llegaren a
ser resueltas amigablemente por las partes contratantes, serán decididas por
los Tribunales de la República, en conformidad con sus leyes, sin que por
ningún motivo ni causa puedan dar origen a reclamaciones extranjeras.

C. Observaciones
Primera. El origen de la expresión Contrato de Interés Público

y la regulación referente a la misma nos revela la intención de nues­
tro constituyente: existe un grupo de contratos que se denominan ge­
néricamente de Interés Público, sobre los cuales el Estado venezolano
manifiesta la aspiración de que los conflictos a que puedan dar origen
no se conviertan en reclamaciones internacionales.
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Los primitivos textos señalaban que eran los contratos celebrados
por la Nación (Estado) y por los Estados (1893), pero casi de segui­
das y en la primera oportunidad de reforma constitucional (1901) se
extendió a los contratos que pudieran celebrar las Municipalidades o
cualquier otro Poder Público. La fraseología ha variado un poco en las
últimas Constituciones: en lugar de decir. . . "celebrado por el Gobierno
Federal (Nacional), o por el de los Estados, por las Municipalidades
o por cualquier otro Poder Público”..., se dice hoy: ..."contrato de
interés público nacional, estadal o municipal”..., con significaciones,
a todas luces, equivalentes.

Inicialmente las normas querían impedir las cesiones o traspasos
de Contratos de Interés Público a gobiernos extranjeros (Constitución
de 1893); luego se extendió la prohibición a sociedades extranjeras o
no domiciliadas en Venezuela (Constituciones de 1904 a 1945); por úl­
timo se trató de ampliar la negativa de contratar con Estados y socie­
dades extranjeras (1947) y aun con personas naturales (1951), para
llegar a la redacción actual.

La primitiva redacción de 1893 trataba de impedir que un Contrato
de Interés Público, fuera traspasado a un gobierno extranjero. Ante esta
expresión, cabe preguntarse: ¿qué significa jurídicamente traspasar un
contrato ?

En principio, creemos que la expresión designa una Cesión de
Contrato. Ahora bien, esta última frase es, apenas, una síntesis verbal
de una serie de fenómenos más complejos. Dicho en otras palabras,
el fenómeno Cesión del Contrato, consistiría en una sucesión, a titulo
particular, entre vivos, en la posición jurídica derivada del contrato*

Nuestra ley civil solo prevé y preveía un tipo de cesión de créditos
(contemplada hoy en el artículo 1.583 del Código Civil), referente al
arrendamiento. En todos los demás casos, es imposible que uno de los
contratantes se haga sustituir por un tercero, sin el consentimiento del
otro contratante, ya que ello importaría una modificación del contrato
y de sus obligaciones, que no es posible jurídicamente obtenerla sino
con el consentimiento de las primitivas partes comprometidas, particu­
larmente la del contratante cedido.

La prueba evidente de que esto es así, puede darle la historia de las
reclamaciones extranjeras contra Venezuela: ninguna de ellas ha te­
nido como fundamento la cesión de un contrato a un gobierno ex­
tranjero.

4. Cfr., Barbero, Domenico: Sistema del Derecho Privado (traducción especial de
Sentís, Melendo). Buenos Aires, 1967; Tomo III, p. 299 y la bibliografía allí
citada.
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Las cesiones de contratos, por lo demás, si no teóricamente, al
menos prácticamente quedan reducidas a los contratos con eficacia
obligatoria y no a los contratos con efecto real traslativo; y aun dentro
de los primeros a aquellos en que no se hubiese conseguido todavía
su resultado jurídico en todo o en parte o, en otras palabras, no se
hubiese alcanzado la definitiva actuación práctica de las relaciones.5 *

De tal modo, pues, que la prohibición de traspasar contratos a
gobiernos extranjeros es y ha sido inútil, por no decir carente de
sentido.

En la Constitución de 1947, la redacción de la norma se hace
más absurda, cuando se expresa:

An. 107. Ningún contrato de interés público nacional, estadal o munici­
pal, podrá ser celebrado con gobiernos extranjeros. ..

Celebrar el Gobierno de Venezuela un contrato con un gobierno
extranjero, no es otra cosa que concertar un tratado internacional. Ahora
bien, los tratados internacionales son objeto de regulación completa­
mente diferente en otras disposiciones de nuestra Constitución.

Un autor contemporáneo escribe: "La figura del contrato, trans­
portada al campo del derecho internacional público, asume la figura
del tratado (internacional). "En verdad, hubo una época en que los
cultores del derecho internacional solían distinguir entre tratado con­
trato y tratado normativo, según que el mismo disciplinara relaciones
jurídicas entre Estados, o bien contuviese principios reguladores que
cada uno de los Estados partícipes en el tratado debía observar. Re­
cientemente la distinción se ha abandonado, por considerarse carente
de contenido propio; y no se distingue ya (por lo menos desde el punto
de vista de la función) entre tratado y tratado”.’'

La distinción entre el tratado-contrato y el tratado normativo sólo
tiene un interés metodológico, según un connotado intemacionalista.7

Si resulta carente de sentido hablar de contratos entre el Gobier­
no venezolano y un gobierno extranjero, llega al máximo del absurdo
pensar en un "contrato” celebrado entre un Estado Federal venezolano
o una municipalidad venezolana y un gobierno extranjero. Nuestros 

5 . Ibidetn, p. 300.
6. Messineo: op. y vol., cit., p. 60.
7. Rousseau, Charles: Derecho Inlertidcionul Público (trad. esp. de Giménez Arti­

gues), Barcelona. 1961, pp. 13 y I I,
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Estados (entidades federales) y nuestras municipalidades no han teni­
do nunca personalidad jurídica internacional.3

Las Constituciones de 1953 y 1961, repitieron el absurdo consa­
grado en 1947.

Segunda. En la Constitución de 1901 se agrega la siguiente
mención:

Las sociedades que en ejercicio de dichos contratos se formen, deberán es­
tablecer domicilio legal en el país, para todos sus efectos, sin que esto
obste para que lo puedan tener a la vez en el extranjero.

Las normas referentes al domicilio de las personas jurídicas, de
acuerdo a la legislación vigente para la época, eran las siguientes:

1873. Código Civil. Arl. 26. El domicilio de las corporaciones, estableci­
mientos y asociaciones está en el lugar de la situación de su dirección o
administración.

1873. Código de Comercio. Art. 164. El domicilio de la compañía está
en el lugar que determine el contrato constitutivo de la sociedad.

Si no estuviere expresado en el contrato, y la compañía tuviere varios es­
tablecimientos en distintas plazas, se entenderá que el domicilio está en la
plaza del establecimiento principal.

La norma constitucional de 1901 y las subsiguientes, tienen las
finalidades y derivaciones siguientes:

a) El domicilio de elección impuesto por la norma, en el sen­
tido de que fueren los Tribunales venezolanos los llamados a conocer
de las dudas y controversias contractuales de cualquier naturaleza, que­
daba reforzada al obligar a los contratantes de la Administración Pú­
blica a establecer el domicilio en el país.

Adviértase que las normas legales que se refieren al domicilio,
tienen siempre un carácter instrumental, esto es, carecen de sentido apli­
carse por sí mismas; su sentido se revela siempre con ocasión de otras

H. "Tales contratos requieren para su validez la aprobación del Congreso. Asimismo,
la necesitan los contratos de interés público, celebrados por los listados y Muni­
cipios con Estados (!) o entidades oficiales extranjeras... y el traspaso a las
mencionadas entidades de las contrataciones que celebren con personas o empresas
nacionales y domiciliadas en el país". El texto es tomado de La Nuera Cons­
titución Venezolana, de Oropeza, Ambrosio. Caracas, 1969, p. 362. Menos mal
que el autor reconoce en el prólogo: ..."que son notorias en este libro deficien­
cias y lagunas".
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normas. En el tema que nos ocupa, cobran importancia fundamental
las normas que puedan referirse a la ley aplicable al contrato y al
forntn domicilii.

Aunque la norma constitucional no lo exprese, queda de mani­
fiesto que la disposición sobre Contratos de Interés Público está diri­
gida en su totalidad a los extranjeros, ya sea como personas naturales,
ya sea como socios o accionistas de sociedades o corporaciones. Sería
absurdo pensar que un contratante venezolano invocara la protección
diplomática de un gobierno extranjero, al igual que una sociedad for­
mada por socios o accionistas venezolanos,

b) La Constitución de 1904, añade a las limitaciones de las Cons­
tituciones anteriores, la exigencia de que las sociedades que se forman
para el ejercicio de tales contratos sean venezolanas.

Esta nueva exigencia se compagina con la regulación de las so­
ciedades extranjeras aparecida en la reforma del Código de Comercio
de 1904, en la cual se sometía a tales entidades a los mismos requi­
sitos que debían cumplir las sociedades nacionales y en caso de con­
travención, los administradores, agentes, representantes o quienes con­
trataban a nombre de tales sociedades, quedaban personal y solidariamen­
te responsables por todas las obligaciones asumidas en el país.

La exigencia de nacionalidad venezolana y de domicilio en el país,
de las empresas cocontratantes de la Administración Pública práctica­
mente hacía inaplicable la cláusula sobre la exclusividad de la juris­
dicción venezolana.

c) La Constitución de 1925 es, en nuestra opinión, la que plan­
teó el problema en los términos jurídicos más adecuados, a pesar de
repetir la prohibición del traspaso de los contratos a gobiernos extran­
jeros, cuestión que ya fue objeto de crítica en estas mismas obser­
vaciones.

Respecto de las sociedades posibles cocontratantes de la Adminis­
tración Pública, señala que no podrán hacerse o celebrarse contratos de
interés público con sociedades no domiciliadas, ni admitirse el traspaso
a ellas de los celebrados con terceros.

Como se ve, el constituyente ha prescindido de la exigencia de
la nacionalidad venezolana para las sociedades cocontratantes en poten­
cia. Ello obedece a que el legislador ordinario en el Código de Co­
mercio de 1919, distingue entre la nacionalidad de las sociedades y el
domicilio de las mismas.
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Las disposiciones de la ley mercantil eran bastante claras:

Art. 359. Las sociedades constituidas en país extranjero, que tengan en la
República el objeto principal de su explotación, comercio o industria, se
reputarán sociedades nacionales.
Las sociedades que constituidas también en país extranjero sólo tuviesen en
la República sucursales, o explotaciones que no constituyan su objeto prin­
cipal, conservan su nacionalidad, pero se las considerará domiciliadas en
Venezuela.

La exigencia de la nacionalidad venezolana para las sociedades que
aspirasen a celebrar contratos de interés público, probablemente cons­
tituía un grave obstáculo práctico, ya que el concurso de las empresas
extranjeras era necesario o indispensable debido al escaso o ningún
desarrollo de las empresas nacionales. La exigencia del domicilio, daba
competencia a los Tribunales venezolanos según las normas de nuestro
derecho interno, aceptadas internacionalmente.

Lo que constituye un acierto en la Constitución de 1975, es la
expresión: "...ni admitirse el traspaso a ellas (las sociedades no do­
miciliadas) de los (contratos) celebrados con terceros”.

Como ya habíamos observado, el traspaso o cesión de un contra­
to, salvo los casos especialmente previstos en la ley, no puede hacerse
por voluntad unilateral de uno de los contratantes, siendo indispensa­
ble para su validez y corrección jurídicas el asentamiento o conformi­
dad del otro contratante.

La prohibición de traspasar o ceder un contrato, tal como lo ex­
presaban las Constituciones anteriores, podía dar origen a confusiones,
en el sentido de interpretarse que tales traspasos o cesiones eran co­
rrectas a menos que mediara una prohibición expresa. De allí que la
expresión del constituyente de prohibir que se admitiese el traspaso era
la correcta desde un punto de vista estrictamente jurídico.

d) La Constitución de 1947 vuelve a las fórmulas anteriores a
las de la Constitución de 1925, en el sentido de prohibir la celebración
de contratos con sociedades no domiciliadas en el país, y el traspaso
a las mismas de los contratos celebrados con terceros.

Lo que es inexplicable en la Constitución de 1947 es que a pesar
de prohibir la celebración de contratos de interés públicos con gobier­
nos extranjeros y con sociedades no domiciliadas, permite celebrar esos
mismos contratos con entidades oficiales o semioficiales extranjeras y
traspasarles los mismos contratos, mediando solamente la autorización
de las Cámaras Legislativas o de la Comisión Permanente.
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Esta solución constitucional es incongruente: si lo que se trata
de evitar son reclamaciones extranjeras, es más probable que se pre­
sente una reclamación de tal tipo al contratar con una entidad oficial
o semioficial, que con una sociedad privada (no oficial o sémioficial).

También este texto constitucional hace revivir la misma cuestión
que respecto de los contratos de interés nacional, cual es la de no pre­
cisar cuál tipo de acto legislativo es el necesario para otorgar la au­
torización.

e) La Constitución de 1953, toma la misma redacción de la Cons­
titución de 1947, pero añade que los contratos de interés público no
podrán celebrarse tampoco con personas naturales no domiciliadas.

f) La Constitución vigente de 1961, modifica totalmente los sis­
temas adoptados desde fines del siglo pasado, al acoger la fórmula de
que los contratos de interés público pueden celebrarse con Estados, en­
tidades oficiales extranjeras y con sociedades no domiciliadas, requerien­
do sólo la aprobación del Congreso. La forma que adopte tal aproba­
ción (Ley o Acuerdo) no está precisada.

Tercera. El origen de las normas sobre Contratos de Interés Pú­
blico es fácil precisarlo, en el Derecho Internacional Público.

Un tratadista latinoamericano escribe:
Son muy diversos los hechos lesivos de la persona o de los bienes de los
extranjeros que pueden originar la responsabilidad internacional del Esta­
do: lesiones corporales o muerte a causa de hechos ilícitos de violencia;
prisión abusiva o con malos tratos; cobro ilegal de multas o imposición de
contribuciones pecuniarias o de empréstitos forzosos; requisiciones, despo­
jo, confiscación o destrucción de bienes; graves fallas en procesos judicia­
les en que el extranjero sea parte; incumplimiento de contratos con el Es­
tado; suspensión del servicio de la deuda pública, etcétera.
Sean cuales fueren la naturaleza intrínseca, el agente y demás circunstancias,
tales hechos han originado a veces intervenciones armadas o han determi­
nado el ejercicio de la protección diplomática con el objeto de obtener una
reparación, o han servido de motivo o de pretexto para cohonestar propó­
sitos de conquista o para alcanzar otras ventajas políticas.
Esas gestiones, cualesquiera que sean su forma y alcance, se conocen con
el nombre genérico de reclamaciones extranjeras, y particularmente se de­
nominan reclamaciones pecuniarias, a las que procuran una indemnización
a causa de daños producidos por vías de hecho y reclamaciones contractua­
les, a las que se basan en el incumplimiento de contratos entre el Estado y
determinada persona de nacionalidad extranjera.0 (subrayado nuestro).

9. Podestá Costa, L. A.: Derecho Internacional Público, 4’ edic. Buenos Aires, 1960.
Vol. I, pp. 425 y 426.
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Toda esta cuestión de las reclamaciones extranjeras que son el ori­
gen de las intervenciones armadas y la llamada protección diplomática,
consiste en que el daño producido a una persona privada extranjera se
transforma en una cuestión internacional. El Estado extranjero se subs­
tituye a la persona lesionada dando origen a un conflicto político de
consecuencias y resultados imprevisibles.10

Las fórmulas que han ideado los Estados hispanoamericanos para
eludir las gravosas cargas de la responsabilidad internacional, han sido
varias.

a) La primera fórmula es la de regulación por medio del De­
recho interno de cada país.

Con el objeto de prevenir el abuso de las reclamaciones extranjeras, algu­
nos Estados latinoamericanos han introducido en la Constitución o en las
leyes, ciertas disposiciones declarando que el extranjero se halla en las mis­
mas condiciones que el nacional, y por lo tanto, debe acudir únicamente
a los órganos locales cuando se considere lesionado; y, a veces, se ha es­
tablecido... que el extranjero debe acatar y cumplir las leyes locales, o
que se deniega al extranjero reclamar indemnizaciones por daños prove­
nientes de los rebeldes o de autoridades públicas o que el extranjero puede
acudir a la protección diplomática solamente cuando haya "denegación de
justicia”. . ,11

La crítica que se hace a este tipo de disposiciones, es que las
mismas son unilaterales, por ser de derecho interno y por lo tanto,
ineficaces en el ámbito internacional.

Venezuela ha tratado de reducir los problemas de responsabilidad
internacional con relación a las reclamaciones contractuales desde la
Constitución de 1893, como ya hemos visto y examinado con anterio­
ridad. Pero también el constituyente venezolano se ha preocupado por
las reclamaciones pecuniarias. Así, en la Constitución de 1881, aparece
la siguiente disposición:

10. Ibidem, p. 445. El intemacionalista Pradier, Federe, citado por Podestá Costa,
se expresa en forma muy elocuente: "Las relaciones de los países europeos han
sido la espada de Damocles sobre la cabeza de todos los gobiernos de América
Latina y una verdadera llaga. La Europa entera, dispuesta a abusar de su fuerza
con respecto a esas Repúblicas que consideraba como una cosa desdeñable y no apre­
ciable en el mapa político, se muestra inexorable e injusta al arrancarles repara­
ciones a menudo indebidas y siempre exageradas, a causa de daños imaginarios e
insignificantes alegados por algunos de sus hijos que no siempre son los más
meritorios. Presentarse como víctima, sea de lo que fuere, de un Estado hispano­
americano es para un europeo fuente de fortuna. Es natural que los gobiernos de
esas Repúblicas se preocupan de conjurar ese flagelo para tratar de conjurar sus
efectos”. Ibid, nota 29 en la p. 443.

11. Ib ídem, p. 446.
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Art. 10. Los extranjeros gozarán de los mismos derechos civiles que los
venezolanos, y en sus personas y propiedades de la misma seguridad que los
nacionales. Sólo podrán usar de la vía diplomática, según los tratados pú­
blicos y en los casos que el derecho lo permita.

• Esta disposición fue ampliada en la Constitución de 1893, al adop­
tarse las siguientes fórmulas:

Art. 9. Los extranjeros gozan de todos los derechos civiles de que gozan
los nacionales; y pueden hacer uso de ellos en el fondo, la forma o proce­
dimiento, y en los recursos a que den lugar, absolutamente en los mismos
términos que dichos nacionales.
Art. 10. La Nación no tiene ni reconoce a favor de los extranjeros, nin­
gunas otras obligaciones o responsabilidades que las que, a favor de los
nacionales, se hallen establecidas en igual caso por la Constitución y las
Leyes.

Art. 11. El Gobierno de Venezuela no celebrará con otras naciones nin­
guna especie de tratados, sin que se reconozcan los principios establecidos
en los dos artículos anteriores.

Por último en la Constitución de 1901 se adoptó una fórmula que
perduró en nuestro derecho positivo constitucional, y que formaba el
parágrafo único del artículo 14 del mencionado texto, así:

En ningún caso podrán pretender, tanto los nacionales como los extranje­
ros, que la Nación ni los Estados les indemnicen daños, perjuicios o ex­
propiaciones que no se hayan ejecutado por autoridades legítimas, obrando
en su carácter público.

Esta última redacción perduró con ligeras variantes en todas las
Constituciones posteriores hasta la vigente en la actualidad y que forma
el artículo 47.

b) La segunda solución adoptada por los países latinoamerica­
nos fue la de limitar o eliminar la responsabilidad internacional, en el
aspecto de las reclamaciones típicamente contractuales. Esta limitación
recibió por nombre —y así se la conoce hoy— "Cláusula Calvo”.

El autor que hemos citados en esta materia, se expresa así:

En los contratos celebrados por el Estado con una persona física o jurídica
colectiva de nacionalidad extranjera, especialmente en los que otorgan
concesiones para construir obras o explotar servicios públicos, figura, a
veces, una cláusula con el objeto de impedir que las divergencias que sur-



CONTRATOS DE INTERES NACIONAL, CONTRATOS. . . 115

jan al respecto entre las partes contratantes sean consideradas como de
naturaleza internacional. Tal estipulación, que aparece generalmente en los
contratos en que son parte los gobiernos de algunos Estados latinoameri­
canos, es conocida con el nombre de ‘"Cláusula Calvo”, porque se inspira
en la doctrina enunciada por este eminente autor, según la cual las recla­
maciones privadas de los extranjeros no justifican de plano la intervención
armada de los gobiernos.
La "Cláusula Calvo” asume diversas formas. Esencialmente, expresa que
las divergencias que surjan entre las partes contratantes con motivo de la
aplicación o interpretación del contrato que contiene aquella cláusula serán
decididas por los tribunales locales, o mediante un arbitraje privado, y de
conformidad con las leyes locales; a veces se manifiesta específicamente
que las referidas divergencias no autorizarán a recurrir a la vía diplomática
(omissis'). Pero sea cual fuere la forma que se le dé, la "Cláusula Calvo”
tiene en mira solamente a las divergencias que provengan del cumplimiento
o de la interpretación del contrato__ 12

c) La tercera fórmula utilizada ha sido la concertación de trata­
dos internacionales con la inclusión de cláusulas de irresponsabilidad,
particularmente en los tratados de comercio y de amistad.

El resultado práctico de todas estas medidas y providencias puede
leerse en la historia. A raíz de los movimientos revolucionarios y luchas
civiles habidas en Venezuela a fines del siglo pasado y primeros años
del presente siglo, Alemania, Gran Bretaña e Italia presentaron recla­
maciones por daños sufridos por sus nacionales, tanto por hechos im­
putables a fuerzas rebeldes o de las autoridades, como por la falta de
cumplimiento de compromisos de la deuda pública, como por faltas de
naturaleza contractual. La no atención de esas reclamaciones diplomáti­
cas produjo la intervención armada de esas tres potencias extranjeras,
mediante un bloqueo marítimo, apresamiento de barcos y otras accio­
nes bélicas.

La conclusión de esas intervenciones bélicas de las potencias euro­
peas, terminó con la firma de tratados internacionales o protocolos fir­
mados en Washington en los primeros meses de 1903 (13 de febrero).

Con relación a la firma de estos protocolos, Podestá Costa, observa:

Contra las reclamaciones presentadas a raíz de las contiendas civiles de
1899 a 1903, Venezuela invocó las "cláusulas de irresponsabilidad” que
tenía vigentes; pero fue un empeño inútil, porque las medidas de fuerza
adoptadas por las potencias bloqueadoras la obligaron a negociar y suscri­
bir los protocolos de Washington de 1903 antes referidos, en que Vene­
zuela admitía su responsabilidad.

12. Ibidem, p. 447.
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Y agrega luego el mismo autor:

Tampoco fue eficaz para México la "cláusula de irresponsabilidad": en la
convención con Alemania del 16 de marzo de 1925, sobre sometimiento
de las reclamaciones a arbitraje, se expresó que México desea no invocar,
para descartar las reclamaciones pendientes, el artículo 18 (que era una
"cláusula de irresponsabilidad”) del Tratado de Amistad, Comercio y Na­
vegación del 5 de diciembre de 1882.13

Es muy interesante hacer resaltar el resultado de los protocolos
de arbitraje firmados por Venezuela con varios países en el año de
1903, en particular respecto de Ja llamada "Cláusula Calvo”.

A consecuencia del protocolo firmado en Washington entre Vene­
zuela y los Estados Unidos (17 de febrero de 1903), las comisiones mix­
tas de arbitraje dieron soluciones contradictorias respecto de la mencio­
nada "Cláusula Calvo”. Así, en el caso Tumbull, la comisión resolvió
que la clásula era válida y rechazó la reclamación internacional; en otros
casos como los de Rudloff y American Electric Manujacturing Co., se
resolvió que la cláusula era nula y sin ningún valor, y en otros se
adoptó una solución ecléctica, como fue la de declarar la validez con­
dicional de la cláusula, esto es, que el extranjero lesionado debe acu­
dir en primer término a los tribunales locales y sólo luego de haber
agotado los recursos locales, se puede acudir a la vía internacional,
particularmente en los casos Orinoco Steamship Co. y Woodruff.

Los casos, en los cuales las comisiones mixtas declararon aplicable
o aplicable condicionalmente la "Cláusula Calvo”, fueron protestados
por los Estados Unidos. Luego de la protesta, fue firmado el protocolo
de 13 de febrero de 1909, en Caracas, donde se sometían a nuevo ar­
bitraje o se arreglaban mediante la satisfacción de una cantidad de
dinero pagada por Venezuela a los Estados Unidos.14 15

Las comisiones mixtas para resolver los conflictos venezolanos con
Gran Bretaña e Italia se pronunciaron en el sentido de que la Cláusula
Calvo no tenía valor.16

Es posible concluir con relación a la jurisdicción obtenida que la
Cláusula Calvo es prácticamente carente de valor, a pesar de la de­
fensa que de la misma han hecho los intemacionalistas latinoamericanos.

13. Los mencionados protocolos pueden verse en Tratados Públicos y Acuerdos Inter­
nacionales de Venezuela, Volumen II (1900 - 1920), Caracas, 1950; pp. 8 a 17.
La situación de Venezuela, respecto de tales protocolos puede deducirse de Jos
Considerandos, con que el Congreso de la República dictó la disposición legislativa
correspondiente.

14. Ibidem, pp. 489 y 490. Véanse: Tratados Públicos y Acuerdos Internacionales de
Venezuela, Vol. II, Caracas, 1950; pp. 416 a 425; 425 y 426; 432 a 438.

15. Ibidem, p. 490.
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Podestá Costa, dice al respecto:

... es indispensable tener en cuenta que la "Cláusula Calvo” no es una
exigencia ineludible impuesta a una persona privada: una de las partes con­
tratantes —en este caso el Estado— la ha presentado a la otra como una
de las condiciones necesarias para concertar un acuerdo; la persona priva­
da ha pesado el pro y el contra, ha podido desistir del negocio, pero ha
preferido aceptar. En presencia de un contrato pactado libremente y en
otra jurisdicción, ¿puede el Estado de origen de la persona privada sostener
la nulidad de la Cláusula Calvo? Se argumenta que esta cláusula importa
dejar sin efecto el derecho que el Estado de origen posee de proteger a
sus nacionales. Olvídase cuando así se razona que —según lo admiten
casi todos los Estados— las personas privadas, al adoptar otra nacionalidad
por medio de su naturalización en el extranjero, pierden la nacionalidad
de origen; y, si esta norma es generalmente reconocida, no se ve cómo
podría negarse a las personas privadas la facultad de renunciar, no ya a
su nacionalidad, sino a una eventual protección diplomática con respecto
a un negocio determinado.10

Pero esta opinión de los tratadistas hispanoamericanos dista mucho
de ser la de otros autores y científicos del Derecho Internacional Pú­
blico. Un ilustre profesor de la Universidad de Viena, enseña:

Del hecho de que la reparación jurídico-internacional del daño sufrido no
corresponde en principio a la persona privada perjudicada y sí al Estado
perjudicado en uno de sus súbditos, se sigue que la persona privada no
puede renunciar a su derecho a la reparación. Por eso la llamada Cláusula
Calvo, por el nombre del estadista hispanoamericano Calvo, que consiste
en que un extranjero se comprometa ante el Estado de su residencia a
renunciar a la protección diplomática de su Estado Nacional, carece de
eficacia jurídico-internacional. Este es el punto de vista que se ha im­
puesto en la práctica internacional. Una renuncia al derecho de pro­
tección por parte del perjudicado, es también jurídico- internacionalmentc
irrelevante, si adopta la forma de que el extranjero se obligue a dejarse
tratar como nacional; pues tampoco una cláusula de esta índole puede
suprimir el derecho de protección que, según el ordenamiento jurídico-
internacional, corresponde al Estado con respecto a sus súbditos.
En cambio, en la medida en que la Cláusula Calvo se limita a pretender
excluir el derecho de protección, mientras la vía jurisdiccional interna no
haya agotado sus posibilidades, no se opone, ciertamente, al D.I.; pero
entonces resulta superflua, puesto que el Estado del que es súbdito el
perjudicado puede reclamar la reparación, según el D. I. común, al quedar
agotadas aquellas posibilidades.16 17

16. Ibidem, p. 492.
17. Verdross, Alfred: Derecho Internacional Público. Madrid, 1963 (traducción espa­

ñola de Antonio Truyol y Seria); pp. 329 y 330.
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La opinión transcrita, no es un juicio aislado, sino más bien parece
la opinión mayoritaria en Europa. Así, por ejemplo, se expresa el inter­
nacionalista Rousseau:

Posibilidad de una renuncia a la protección diplomática. Cláusula Calvo.
Sucede a veces que se inserta una cláusula en los contratos (por ejemplo:
en los contratos de concesión celebrados por un Estado con concesiona­
rios extranjeros), prohibiendo a los cocontratantes extranjeros a apelar a
la protección diplomática de su gobierno o estipulando con anterioridad
la inadmisibilidad de toda reclamación internacional. Es lo que se deno­
mina Cláusula Calvo, que toma su nombre del estadista y jurisconsulto
argentino (1824-1906), Cláusula que se insertó frecuentemente en los
contratos internacionales entre Estados sudamericanos y ciudadanos extran­
jeros.

¿Cuál es el valor de tal cláusula? ¿Es oponible al Estado reclamante?
Después de haber buscado limitar los efectos de la cláusula —por ejem­
plo, declarándola válida en las relaciones del individuo lesionado y el Es­
tado demandado, pero inoponible al Estado demandante, o aun descar­
tándola en caso de abuso de autoridad—, la jurisprudencia internacional
reciente se pronuncia categóricamente por la nulidad de la misma.18

Las prohibiciones y limitaciones constitucionales venezolanas res­
pecto de la contratación con sociedades extranjeras, en verdad, han sido
totalmente inútiles para evitar las reclamaciones internacionales. Las fór­
mulas contractuales que adoptó la Cláusula Calvo, tampoco han servi­
do a Venezuela ni a ningún otro país latinoamericano. Basta citar a
México.

El hecho de que se mantengan las disposiciones constitucionales
como las que hemos examinado, lleva al convencimiento de que esa
circunstancia se produce más por conservar la apariencia de un acen­
tuado nacionalismo en el interior del país, que por la esperanza de
que pueda tener en algún futuro un reconocimiento internacional que
no tuvo en el pasado.

La actitud de Venezuela ha sido una en el campo jurídico interno
y otra muy diferente en el campo internacional.

18. Rousseau, Charles: Derecho Internacional Público Profundizado. Buenos Aires,
1966 (traducción española de Delia García Daireaux), pp. 139 y 140. Véase deí
mismo autor: Derecho Internacional Público, Barcelona, Í961 (traducción española
de Fernando Giménez Artigues); pp. 362 y 363. Sobre el mismo tema de las

• opiniones europeas, respecto de la "Cláusula Calvo", confróntese Reuter, Paul:
Derecho Internacional Público, Barcelona, 1962 (traducción española de J. Puente
F.gido), pp. 166 a 168. De Visscher, Charles: Teoría y Realidades en Derecho
Internacional Público. Barcelona, 1962 (traducción española de Pablo Sancho Rie­
ra); pp. 174 a 176. Oppenheim, L.: Tratado de Derecho Internacional Público,
Barcelona, 1961 (traducción española de López Olivan y Castro Rial); Tomo I,
Vol. I, pp. 364 y 365.
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Si de acuerdo con las normas constitucionales, los derechos de los
extranjeros (contractuales o no) no podían dar origen a reclamaciones
internacionales, ¿qué sentido hace que Venezuela haya aprobado la
"Convención para el Arreglo Pacífico de los Conflictos Internacionales”,
firmada en La Haya en octubre de 1907? Esa firma y reconocimiento
de tal convención internacional, reconocía paladinamente la posibilidad
de reclamaciones extranjeras, aun por contratos celebrados por los Es­
tados con ciudadanos de otros países, así como el procedimiento para
darles solución a tales conflictos.

Pero no sólo con la suscripción de tratados normativos generales
Venezuela se contradice con las disposiciones de la Constitución. Así,
en el caso Orinoco Steamship Co., resuelto por sentencia arbitral, de
22 de febrero de 1904, Venezuela acepta la reclamación de los Esta­
dos Unidos para una revisión de la primera sentencia arbitral por el
Tribunal Permanente de Arbitraje, instituido en 1899- Este último,
Tribunal internacional se pronunció nuevamente contra Venezuela. De
igual manera en el caso Martini, entre Venezuela e Italia, se conviene
el 21 de diciembre de 1920, someterlo a un arbitraje por un tribunal
especial. La sentencia de 3 de mayo de 1930, fue también adversa para
Venezuela. Saeva nec es sitas, es cierto, pero la disposición del actual
artículo 127 de la Constitución no ha significado nada en el pasado; y
hoy, cuando las circunstancias internacionales han variado, tampoco tie­
ne significación ni práctica ni útil.

II. LOS CONTRATOS DE CREDITO PUBLICO

1. Normas constitucionales sobre Crédito Público
En todas las Constituciones venezolanas desde la de 1830 hasta

la vigente de 1961, además de las menciones que en ellas aparecen
sobre Contratos de Interés Nacional y Contratos de Interés Público,
siempre han figurado, sin conexión alguna con estas dos últimas expre­
siones, las normas relativas al Crédito Público.

Así, cabe pensar que los contratos relativos a los créditos públicos,
en principio, podrían considerarse como una tercera categoría de con­
tratos distinta de las que hemos considerado hasta ahora —salvo lo
que se precisará al examinar detalladamente las normas constitucio­
nales.

Para fines prácticos, se ha procedido a dividir el examen retros­
pectivo de las Constituciones, en cuatro etapas, que marcan algunas
variantes cada una respecto del problema del Crédito Público.
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A. Primera etapa (1830-1891)
En las Constituciones correspondientes a esta etapa, las normas

sobre crédito público aparecen entre las atribuciones del Congreso o Le­
gislatura Nacional.

El artículo 87, atribución 14, de la Constitución del año 1830,
decía:

Título XIV. Art. 87. Son atribuciones del Congreso:

14^ Contraer deudas sobre el crédito del Estado.

Luego, en el Título XXIII, que se refería a la administración in­
terior de las Provincias, las normas señalaban:

Art. 161. Son funciones de las diputaciones provinciales:
12f Contratar empréstitos sobre los fondos provinciales o municipales
para las obras de sus respectivos territorios.

Desconocemos, en realidad, si las Diputaciones Provinciales hi­
cieron uso o no de las atribuciones que les señalaba la Constitución. Lo
cierto es que no se ha encontrado referencia o mención a ningún caso
de concertación de empréstitos provinciales o municipales.

En la Constitución subsiguiente, esto es, la de 1857, en el Título
IX, la norma se repite de manera idéntica (artículo 38, atrib. 2’),
pero el epígrafe del Título varía ligeramente: "De las atribuciones del
Congreso funcionando separadamente en Cámaras Legislativas”.

En la Constitución de 1858, se vuelve a la redacción simplificada
del epígrafe De las atribuciones del Congreso” (artículo 64, atrib. 14’).

Al entrar en vigencia la primera Constitución federal, la redac­
ción varía al cambiar la palabra "Estado” por la palabra "Nación”,
debido a que el término “Provincias” que designaba las divisiones
políticas, fue sustituido por el de "Estados”. De mantenerse la redacción
de 1830, podía prestarse a anfibologías. Así la Constitución de 1864,
expresaba:

/ir/. 43. La Legislatura Nacional tiene las atribuciones siguientes:
Uf Contraer empréstitos sobre el Crédito de la Nación.

Esta última redacción se mantiene idéntica en las Constituciones
de 1874 (artículo 43, atrib. 11’) de 1881 (artículo 43, atrib. 11*)  y
1891 (artículo 43, atrib. 11’). '



CONTRATOS DE INTERES NACIONAL, CONTRATOS. . . 121

Dentro de la uniformidad antes señalada la única variante apare­
ce en la Constitución de 1858 en las disposiciones relativas al Poder
Ejecutivo, así:

Art. 95. En los casos de conmoción interior a mano armada que amenace
la seguridad de la República, o de invasión exterior repentina, el Presi­
dente podrá solicitar del Congreso que lo autorice para ejercer todas o
algunas de las facultades siguientes:

2'1 Exigir anticipadamente las contribuciones; o negociar empréstitos por
sumas suficientes, si no pueden cubrirse los gastos con las rentas ordi­
narias.

En las Constituciones de 1864 y 1874 (en ambas, artículo 72, atrib.
15’), la redacción varía al eliminarse el presupuesto de "conmoción in­
terior a mano armada" . . .y adoptarse el texto: "En los casos de guerra
extranjera podrá..

Las Constituciones de 1881 y 1891, la redacción cambia ligeramen­
te (en ambas, artículo 66, atrib. 10’), así:

"Fuera de las atribuciones (que son) privativas del Presidente de
los Estados Unidos de Venezuela, éste con el voto deliberativo del
Consejo Federal, ejercerá las siguientes’’:...

B. Segunda etapa (1893-1922)
En la Constitución de 1893, las normas sobre Crédito Público apa:

recen tanto entre las atribuciones del Legislativo como en las del Eje­
cutivo. Las Constituciones de este grupo presentan una misma e idén­
tica redacción así:

1864. - Art. 44. El Congreso de los Estados Unidos de Venezuela tiene
las atribuciones siguientes:

10. Decretar empréstitos sobre el crédito de la Nación.
Art. 76. Son atribuciones del Presidente de la Unión:

15^ Negociar los empréstitos que decretase el Congreso, en entera con­
formidad con sus disposiciones.

Sólo en las Constituciones de 1901 y de 1904, en referencia al
Ejecutivo, la atribución en lugar de conferirles al Presidente, se le otor­
ga al "Ejecutivo Federal”; pero se vuelve a la redacción primitiva en
la Constitución de 1909, y así permanece hasta la de 1922.
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Es de notar en este grupo de Constituciones, la norma aparecida
en la Constitución de 1901, se repite en todas las del grupo hasta la
de 1922. En la de 1901, se lee:

Art. 130. Ni el Poder Legislativo, ni el Poder Ejecutivo, ni ninguna
autoridad de la República, podrá emitir en ningún caso ni por ningún
motivo, papel moneda, ni declarar de circulación forzosa ninguna clase de
billetes de Banco, ni valor representado en papel, ni permitir la importa­
ción en Venezuela de moneda extranjera o nacional, que no sea de oro.
Parágrafo Unico. Tampoco podrá acordarse la acuñación e importación
por cuenta del Gobierno de la Nación de moneda de plata o níquel, sin
previa autorización del Congreso Nacional, dada por el mismo procedi­
miento establecido para sancionar las leyes. El Congreso no dará autori­
zación en ningún caso ni por motivo alguno para que se acuñen e importen
cantidades que hagan exceder las monedas que haya en circulación de
ocho bolívares las de plata y de un bolívar las de níquel por cada habi­
tante que tenga la Nación, para lo cual servirá de base en cada caso
el censo que está legalmente en vigencia.

La anterior norma, figura en toda la etapa, así: Constitución de
1904 (artículo 117); de 1909 (artículo 135); de 1914 (artículo 119);
y de 1922 (artículo 119).

C. Tercera etapa (1925-1945)
En la Constitución de 1925, las normas referentes al Crédito Pú­

blico, aparecen también distribuidas entre las atribuciones del Legisla­
tivo y las del Ejecutivo, con ligeras variantes respecto de la etapa an­
terior.

Desaparece en las Constituciones de este grupo la norma que había
figurado por primera vez en la Constitución de 1901, bajo el artículo
130, transcrita antes.

La Constitución de 1925, dispone:

Art. 78. La Cámara de Diputados y la del Senado, funcionando como
Cuerpos Colegisladorcs, tienen las siguientes atribuciones:
2*  Decretar empréstitos sobre el Crédito Nacional y determinar todo lo
relativo a la Deuda Nacional.

Art. ¡00. Son atribuciones del Presidente de los Estados Unidos de Ve­
nezuela:

9*  Negociar, por órgano del Ministro respectivo y con aprobación del
Gabinete, Jos empréstitos que decretare el Congreso, en entera conformidad
con sus disposiciones.
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Estas normas se repiten de manera idéntica así:

Constituciones Articulo

1928 78, 2*  y 100, 9»
1929 78, 2» y 100, 9»
1931 78, 2*  y 100, 11»
1936 77, 2» y 100, 12*
1945 78, 2*  y 104, 12*

La cuestión que reviste más importancia en este grupo de Cons-
tituciones es la norma que aparece en la Constitución de 1928, en la
Sección donde se establecen las llamadas "Bases de la Unión". La
norma dice así:

Art. 24. Ni los Estados ni las Municipalidades podrán negociar emprésti­
tos en el extranjero, y en los contratos que celebren, regirá lo dispuesto
en el artículo 50 de esta Constitución.

Este artículo 50, al que se hace referencia es el que trata de los
Contratos de Interés Público (véase II, 2.1.).

Con la misma numeración (artículo 24), la norma se mantiene
idéntica en las Constituciones de 1929, 1931, 1936 y 1945.

D. Cuarta etapa (1947-1961)
Las tres Constituciones que componen el presente grupo, presen­

tan variaciones entre sí que, en realidad, sólo se pueden reunir un poco
arbitrariamente. De tal modo, pues, nos limitaremos a transcribir todas
las normas sobre Crédito Público, aparecidas en cada una de ellas.

Constitución de 1947
Art. 127. Los Estados no podrán:

a) Negociar empréstitos en el extranjero.
Art. 162. Las Cámaras Legislativas, como Cuerpos Colegisladores, tienen
las siguientes atribuciones:

6? Decretar empréstitos y determinar todo lo relativo a la deuda na­
cional.

Art. 198. Son atribuciones y deberes del Presidente de la República:
Negociar, por órgano del Ministro respectivo, con aprobación del
Consejo de Ministros, los empréstitos que decretare el Congreso, en
entera conformidad con sus disposiciones.
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Constitución de 1955
Art. 17. Los Estados no podrán:

1’) Contratar empréstitos en el exterior.
Art. 60. Es de la competencia del Poder Nacional, lo relativo a:

13. Crédito Público.
Art. 108. Son atribuciones del Presidente de la República:

b) Por medio del Ministro o Ministros respectivos:
14. Negociar los empréstitos que decrete el Congreso Nacional.

Constitución de 1961 (vigente)
Art. 17. Es de la competencia de cada Estado:

4’) El uso del crédito público, con las limitaciones y requisitos que es­
tablezcan las leyes nacionales.

Art. 33. Los Municipios podrán hacer uso del crédito público con las li­
mitaciones y requisitos que establezca la ley.

Art. 190. Son atribuciones y deberes del Presidente de la República:

13f Negociar los empréstitos nacionales.
(omissis). El Presidente de la República ejercerá en Consejo de Ministros
las atribuciones señaladas en los ordinales 6’, 7’, S9, 9’, 10, 11, 13, 14 y 15,
y las que le atribuya la ley para ser ejercidas en igual forma.
Los actos del Presidente de la República, con excepción de los señalados
en los ordinales 21? y 3<? de este artículo, deberán ser refrendados para su
validez por el Ministro, o Ministros respectivos.
Art. 231. No se contratarán empréstitos sino para obras reproductivas,
excepto en caso de evidente necesidad o conveniencia nacional.
Las operaciones de crédito público requerirán, para su validez, una ley
especial que las autorice, salvo las excepciones que establezca la ley orgánica.

2. Normas legales sobre Crédito Público
Las normas legales que rigen el Crédito Público pueden pensarse,

desde un punto de vista teórico, de dos maneras diferentes. Es posible
suponer una ley general —normativa— que regule los diferentes tipos
de empréstitos en cualquier tiempo y en cualquier forma, y para ser
aplicada un número idefinido de veces en el futuro, y que también
regule el procedimiento para concertarlos, los instrumentos representa­
tivos o probatorios de los créditos, la satisfacción de los mismos, etc.
Por otra parte, también es posible que, aun sin la existencia de una
normativa general, la ley se limite, caso por caso, o lo que es lo mismo, 
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ley por ley, a regular en cada préstamo concreto las diversas modali­
dades a que estará sometido desde su concertación hasta la satisfacción
definitiva de las obligaciones.

Es de suponer que las calificaciones jurídicas que se atribuirían
a estos tipos posibles de leyes o normaciones variará, como lo veremos
luego. Pero ahora interesa más destacar la diferente regulación nor­
mativa.

A los fines de simplificar el planteamiento hemos supuesto que la
regulación del Crédito Público está hecha por ley (como en efecto ha
ocurrido y ocurre en Venezuela), pero naturalmente podría pensarse
en otras categorías de normación como la reglamentaria o de segundo
grado, etc. Como simplificación, en adelante, también nos referiremos
a la normación como legislación.

En Venezuela de acuerdo con los textos constitucionales transcri­
tos en este dictamen, ha sido posible regular el Crédito Público a base
de leyes que llamaremos particulares, es decir, leyes para cada crédito,
sin necesidad de que existiera una ley normativa general a la cual se
ajustaran o la cual completara o integrara cada una de las leyes par­
ticulares.

La existencia de una ley general única, sin la existencia de leyes
particulares (posible desde un punto de vista teórico) no sería jurídi­
camente admisible, dados nuestros textos constitucionales, ya que el exa­
men e interpretación gramatical de los mismos requiere un pronun­
ciamiento del legislador para cada caso concreto. Bien entendido que
una ley particular puede autorizar la concertación de cualquier núme­
ro determinado de empréstitos.

La Constitución vigente prevé, en primer lugar, una ley que au­
torice las operaciones de crédito público (una o varias operaciones con­
cretas). La validez jurídica de las operaciones crediticias (contratación)
quedaría comprometida sin la ley autorizatoria. También la propia Cons­
titución prevé posibles excepciones a lo que hasta el momento de en­
trada en vigencia de aquélla, era una materia de reserva absoluta de
ley.

La ley general normativa que debe servir de base para la inter­
pretación e integración de las leyes y contratos particulares y que prevea
las excepciones a la hoy reserva relativa de ley, es por definición cons­
titucional, una Ley Orgánica, en el sentido que a tal expresión le da
el artículo 163 de la Constitución.10 Las leyes particulares sobre ope­

19. A pesar de las sibilinas expresiones de nuestra Corte Suprema de Justicia, en
sentencia de 12 de septiembre de 1969, sobre las "leyes orgánicas” dictadas
con anterioridad a la vigencia de la Constitución de 1961, creemos que la reforma



126 GONZALO PEREZ LUCIANI

raciones concretas de crédito público, ni por ser posteriores, ni por ser
especiales respecto de la Ley normativa, pueden contradecir la Ley
Orgánica normativa.

Las leyes sobre Crédito Público en Venezuela son, durante todo
el siglo pasado y comienzos del presente, leyes concretas, ya que sólo
avanzado el presente siglo aparecen verdaderos textos normativos. Esto
nos permite distinguir varias etapas.

A. Primera época (1837-1928)
Luego de separada Venezuela de la Gran Colombia, los Estados

que componían ésta, de acuerdo a la Convención de 23 de diciembre
de 1834, convinieron en dividir las deudas provenientes de la Guerra
de Independencia. En estas circunstancias, y en virtud de la Ley de 25
de abril de 1838 y el Decreto Reglamentario de 16 de septiembre de
1840, Venezuela reconoció el veintiocho y medio por ciento (28,5%)
de la Deuda Extranjera de Colombia; y por Ley de 15 de abril de
1840, también se reconoció un veinte y medio por ciento (20.5%) de
la Deuda Doméstica de Colombia. De tal modo, la Deuda Pública de
Venezuela quedó reconocida en: Deuda Extranjera; Deudas Consolida­
das y Consolidables al tres y al cinco por ciento anual; Deudas Flo­
tantes con intereses y sin ellos y Deuda de Tesorería.

A partir de estas fechas, las sucesivas leyes que se producen tie­
nen por finalidad convertir deudas anteriores en deudas nuevas; en au­
torizar nuevas operaciones de Crédito Público para cubrir pagos a efec­
tuarse en virtud de contratos celebrados por la Nación; otra relativa
al pago de los créditos resultantes de la Ley de Abolición de la Es­
clavitud; por recompensas acordadas al Ejército Federal; para el pago
de reclamaciones extranjeras o de convenios diplomáticos, o derivadas
de las garantías de rendimiento de concesiones ferrocarrileras, de nue­
vas reclamaciones y nuevos convenios diplomáticos, etc.

de la Ley de Crédito Público de 18 de septiembre de 1970, tiene que considerarse
como una verdadera Ley Orgánica. Acerca de la naturaleza jurídica de tales leyes
orgánicas y su preeminencia o no frente a las demás leyes, pensamos lo siguiente:
"Nuestro derecho positivo consagra tres principios para resolver los conflictos po­
sibles entre las diversas normas del ordenamiento: 1) principio de jerarquía o
poder derogatorio; 2) principio de la posterioridad en el tiempo; 3) principio de
la especialidad. El artículo 163 de la Constitución parece resolver claramente
—entre la ley ordinaria y la ley orgánica— los conflictos relativos a la posterio­
ridad en tiempo y los de especialidad. Tales principios no rigen o funcionan res­
pecto de una ley orgánica frente una ley ordinaria posterior o especial que trate
materias reguladas por Leyes Orgánicas. Pero no quedó resuelto, en el texto cons­
titucional, ¡a mayor o menor jerarquía de la Ley Orgánica frente a cualquier
ley ordinaria, o por lo menos, nos quedó claramente resuelto”.



CONTRATOS DE INTERES NACIONAL, CONTRATOS. . . 127

La parte que pudiera considerarse normativa, en dichas leyes con­
cretas, era la relativa a la organización de oficinas o dependencias que
tenían a su cargo diversas operaciones: de inscripción de los títulos de
la deuda, del canje de títulos, del cobro de cupones, de los remates,
etc. Este conjunto de normas, de características reglamentarias de orga­
nización o actividad interna agotaban el contenido de tales leyes.

Los primeros atisbos de leyes generales normativas están dados por
los dictados el 11 de junio de 1915 y el 15 de junio de 1923. En ellas
se adecuaba el Crédito de la República en Interior y Exterior y se se­
ñalaban trámites para la emisión de los títulos, remates y servicio de
intereses, esto es, regulación de procedimientos internos; creación de
organismos encargados de tales procedimientos y contabilidad y registro
necesarios. Con muy ligeras variantes es sancionada también la Ley de
23 de junio de 1928.

B. Segunda época (1941-1944)
En el año de 1941 (12 de julio) se dicta la que podríamos llamar

la primera ley normativa o general sobre Crédito Público. La Ley de
1941 estaba redactada en tres Títulos que contenían: el primero, las
"Disposiciones Generales"; el segundo, lo relativo al "Fondo de Amor­
tización”; y el tercero y último, las llamadas "Disposiciones Finales" o
exhortaciones al Ejecutivo para reglamentar la Ley.

La reforma de esta Ley, por la Ley de 1944 (1’ de junio) se li­
mitó a eliminar el Título Segundo, referente como se dijo, a la crea­
ción de un fondo de amortización, que se consideró innecesario.

Examinadas críticamente las Leyes de 1941 y 1944, es forzoso
concluir que todas las normas de las mismas, salvo poquísimas ex­
cepciones, son totalmente inútiles y muchas, aún, carecen totalmente de
sentido.

Un ligero examen de las Leyes nos revelará la certeza de tan se­
veras afirmaciones. Nos referiremos fundamentalmente al Título I, de
ambas Leyes, que es el medular, ya que el Título II desapareció en
1944 y el Título III repite lo que sobre la potestad reglamentaria ya
decían las Constituciones.

El artículo 1’ divide el Crédito Público en Interior y Exterior, de
lo cual no se extrae ninguna consecuencia, ni diferencia jurídica. Tal
clasificación es, pues, inútil.

El artículo 2’ señala que corresponden al Crédito Público las deu­
das vigentes y las futuras. Cosa evidente y superabundante.
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En el artículo 39, el Congreso Nacional, que sancionó la Ley, se
dice a sí mismo que no autorizará empréstitos no amortizables; pero es
claro que el mismo Congreso u otro futuro puede desdecirse, sin con­
secuencias.

El artículo 49, desarrolla la misma técnica: El Congreso se auto-
ordena no autorizar empréstitos sino para atender a necesidades ur­
gentes de interés nacional o a obras de utilidad pública.

En el artículo 59 el Congreso vuelve a decirse a sí mismo, cómo
va a facultar al Ejecutivo para que éste emita Bonos de la Tesorería.

El artículo 69, repite lo que ya decía la Ley de Ministerios sobre
las atribuciones del Ministerio de Hacienda.

En el artículo 7’ se le da potestad al Ejecutivo para sancionarse
a sí mismo, porque no se ve quién pueda violar las disposiciones de
la Ley de Crédito Público.

En los artículos 89 y 99, la Ley remite a lo que disponen otras
leyes especiales o particulares.

El artículo 10, repite lo que hace años decía la Ley Orgánica de
la Hacienda Pública Nacional: que no podrá efectuarse ningún pago
que no esté previsto en la Ley de Presupuesto.

Podrá parecer muy rigurosa la crítica, pero ciertamente, unas le­
yes concebidas de tal manera constituyen un absurdo legislativo. El
legislador pensó en todo, menos en los suscriptores o contratistas de
los empréstitos; en los derechos y acciones que deben corresponderles,
en la forma y términos de hacerlos valer; la jurisdicción competente
para conocer de litigios; las diversas formas de circular los títulos e
innumerables cuestiones que pueden interesar a inversionistas, fomen­
tar el crédito del Estado y resolver innumerables cuestiones jurídicas
que pueden plantearse para la seguridad de las operaciones y contratos.

En las observaciones que haremos al final del presente Capítulo,
desarrollaremos nuevos problemas en relación con estas Leyes.

C. Tercera época (1959-1970)
La Ley de Crédito Público de 23 de julio de 1959, innova com­

pletamente los textos anteriores, en muchos sentidos. Después de once
años, aproximadamente, de vigencia, fue reformada y sustituida por la
ley de 18 de septiembre de 1970. Esta última reforma contiene acla­
ratorias, precisiones y algunas ampliaciones.

Las principales innovaciones de la Ley de 1959, son:
a) La ampliación del concepto de Crédito Público o Deuda Pú­
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blica, además de los clásicos contratos de empréstito, a cualquier con­
trato cuyo pago correspondiera hacerlo en dos o más ejercicios fiscales
y al otorgamiento de fianzas por un ente público.

b) A la regulación legal de los créditos de las entidades terri­
toriales menores, como son los Estados y las Municipalidades.

c) La regulación de las fianzas otorgadas por la Nación.
d) El sometimiento a la Ley de Crédito Público de las opera­

ciones de empréstitos realizadas por los Institutos o Establecimientos
Autónomos.

Los comentarios sobre estas disposiciones los haremos con ocasión
del examen de la Ley vigente, en este mismo párrafo; sin embargo,
es de hacer notar que esta Ley normativa presentaba, si no defectos,
al menos debilidades, ya que, el propio legislador al sancionar las leyes
particulares de Crédito Público podía contradecir, sin consecuencias y
sin inconvenientes, la Ley normativa que el mismo Poder Legislativo
había dictado.

La Ley de Crédito Público vigente, promulgada el 18 de septiem­
bre de 1970 se basa sobre principios constitucionales diferentes al resto
de las otras leyes de crédito público.

La disposición constitucional, es la siguiente:

Art. 231. No se contratarán empréstitos sino para obras reproductivas, ex­
cepto en caso de evidente necesidad o conveniencia nacional.
Las operaciones de crédito público requerirán, para su validez, una ley
especial que las autorice, salvo las excepciones que establezca la ley or­
gánica.

De acuerdo al texto constitucional, debe existir una ley orgánica
o normativa (véase III, 1.4.) que regule todas las operaciones concre­
tas de crédito público. Estas leyes particulares aprobatorias de operacio­
nes concretas no podrían contradecir a la Ley Orgánica, ya que el ar­
tículo 163 de la Constitución Nacional alteró el régimen de preemi­
nencia de las normas legales respecto de su posteridad en el tiempo
y su especialidad, cuando estas normas legales entran en conflictos
con las normas de una Ley Orgánica anterior.

De no utilizarse este mecanismo, de elevar a la categoría de or­
gánica a la Ley normativa sobre crédito público, podría ocurrir lo
mismo que sucede hoy respecto de la Ley de Monedas. Las caracterís­
ticas de las monedas, su peso, su ley, etc., están determinadas en una 
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ley general normativa, pero el legislador ha ordenado, en los últimos
años, acuñaciones de monedas, mediante leyes particulares, con caracte­
rísticas diferentes a las previstas en la ley normativa.

Las otras observaciones que, muy sucintamente, pueden hacerse a
la Ley de Crédito Público vigente, son:

a) A pesar de que la Constitución señala que sólo se contratarán
empréstitos para obras reproductivas y excepcionalmente para los casos
de necesidad o conveniencia nacional, la Ley extiende este ámbito (ar­
tículo 2), al señalar que ios empréstitos tendrán por finalidad atender
necesidades de interés general, realizar obras de utilidad pública y cu­
brir necesidades transitorias de fondos de Caja. Es evidente que el le­
gislador fue influenciado más por los antecedentes legislativos, en par­
ticular por la Ley de 1959, que por el nuevo texto constitucional.

b) Las Leyes de Crédito Público de 1941 y 1944 limitaban la
deuda pública a "los compromisos vigentes reconocidos por el Congreso
Nacional, a cargo de los Estados Unidos de Venezuela, y a los que en
adelante fueren, asimismo, reconocidos”. El legislador para nada trata­
ba de créditos de los demás entes públicos territoriales o no, diferentes
del Estado. En cierto sentido, se pecaba de insuficiencia, ya que la doc­
trina financiera incluye en el concepto de deuda pública, además de
la del Estado, la de otros entes públicos.20

Las leyes de 1959 y 1970 corrigen las insuficiencias de las leyes
anteriores al regular, de manera especial las operaciones de los entes
públicos menores con base territorial (Estados y Municipalidades), al
igual que los contratos de empréstitos de los Institutos o Establecimien­
tos Autónomos, dependientes de la Administración Nacional.

c) Pero la Ley vigente peca por exceso, en varias cuestiones,
cuya inclusión en el texto normativo no puede tener sino una razón
política.

Las leyes de 1959 y 1970 consideran como operaciones que gene­
ran deudas públicas, los contratos de obras, servicios o adquisiciones de
las entidades públicas cuyo pago total o parcial se estipule realizar en el
transcurso de uno o más ejercicios fiscales posteriores al vigente para
el momento de la celebración del contrato.

También se exceden las Leyes mencionadas al considerar como
deudas públicas, las operaciones a contrataciones que tengan por objeto
el otorgamiento de fianzas por parte de los entes públicos.

20. Véase, la voz "Debito Pubblico", en Enciclopedia del Diritto. Vol. XI, p. 750 del
autor Alonzo, Alfonso.



CONTRATOS DE INTERES NACIONAL, CONTRATOS. . . 131

Ya es tradicional en la doctrina italiana una distinción o clasifi­
cación de los contratos que celebra la Administración en activos y pa­
sivos. Se llaman contratos activos aquellos que tienen por finalidad pro­
curar una entrada o ingreso al patrimonio del Estado; y contratos pa­
sivos a los que originan un gasto o un desembolso.21

La misma doctrina italiana señala que los contratos activos no
atienden a los fines públicos de un modo inmediato, sino sólo me­
diata o indirectamente, en cuanto sólo procuran la adquisición de can­
tidades de dinero que, a su vez, ofrecen a la Administración la posi­
bilidad de aplicarlas a la adquisición de bienes y servicios, que son
los medios directos para la consecución de los fines públicos.

Entre los contratos activos se suele distinguir entre los que produ­
cen ingresos ordinarios y los que producen ingresos extraordinarios.
Para nuestros fines, solo interesan los contratos activos que producen
ingresos extraordinarios, que son, fundamentalmente, los relativos a la
enajenación de bienes patrimoniales del Estado y las contrataciones
de empréstitos.

Si regresamos a la regulación legal del Crédito Público vigente
en Venezuela, llama la atención que los contratos pasivos (contratos de
obras, servicios y adquisiciones) hayan sido incluidos y concebidos como
formando parte de los que originan la deuda pública.

Lo mismo sucede con las fianzas otorgadas por los entes públi­
cos. Según la clasificación italiana, a la cual nos hemos referido, las
fianzas serían contratos pasivos, aunque sólo eventualmente. Es cierto
que toda obligación válida es susceptible de ser afianzada, pero funda­
mentalmente se aplica a las obligaciones o deudas de dinero.22 Las
fianzas, frecuentemente, respaldan obligaciones nacidas de otros contra­
tos pasivos de entes públicos. A veces, obligaciones nacidas de contratos
activos de entes públicos no territoriales. En todos los casos, las fianzas
conducirían a un egreso o desembolso eventual, que las incluye entre
los contratos pasivos.

La inclusión, entre los actos generadores de la deuda pública, de
estos contratos pasivos resulta antinómica con los conceptos de Crédito
Público o Deuda Pública y deforma la institución, al hacerla compren­
siva de figuras anómalas. Además, y muy probablemente, la inclusión
en el texto de la Ley de Crédito Público de estas nuevas figuras, podría

21. Cft., Giannini, A. D.: Elementi di
También, Zanobini, Guido: Corso di
1958; Vol. IV, pp. 488 y ss.

22. Cfr., Planiol, Marcelo y Ripert, Jorge:
(trad. esp. de Mario Díaz Cruz), La

Diritto Finanziario. Milano, 1945, p. 48.
Diritto Amministratiro, 5*  ediz.; Milano,

Tratado Práctico de Derecho Civil Francés
Habana, 1946: Tomo XI, p. 877.
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considerarse como una violación del Artículo 231 de la Constitución
Nacional, la cual menciona los términos "empréstitos” y "operacio­
nes de crédito público” como expresiones sinónimas.

d) Por último constituye un exceso de la Ley de Crédito Pú­
blico el someter a las fundaciones y compañías anónimas en las cuales
la Nación, los Estados, las Municipalidades y los Institutos Autónomos
posean, conjunta o separadamente, una cantidad igual o superior al se­
senta por ciento (60%) de su capital social o de su patrimonio, al
mismo régimen establecido para los Institutos Autónomos para todas
las operaciones que la Ley considera como generadoras de la Deuda
Pública.

Más adelante, en las observaciones que se hagan al presente Ca­
pítulo daremos mayor amplitud a la crítica señalada. Baste decir, por
los momentos, que nadie, en ninguna parte ha considerado la deuda
de un ente o persona privada como Deuda Pública; y, además, un ré­
gimen como el establecido en la Ley, supone, respecto de algunas so­
ciedades y fundaciones, una reducción del campo de la autonomía pri­
vada que no tiene justificación y crea desigualdades jurídicas de neta
apariencia de inconstitucional idad, amén de que crea un amplio mar­
gen de inseguridad jurídica la contratación con ciertas empresas, de
las cuales, los particulares no pueden tener noticias ciertas acerca de
la composición de su capital o patrimonio.

3. Observaciones

Primera. Es de observar que la expresión más comúnmente uti­
lizada con relación a los ingresos extraordinarios de los Estados y demás
entes públicos, provenientes de empréstitos, es la de Deuda Pública. Nues­
tros textos constitucionales y legales de los últimos tiempos utilizan la
denominación de Crédito Público. Es evidente que tales nombres se re­
fieren a una misma cosa, vista desde dos aspectos diferentes, es decir,
revelan los perfiles pasivo y activo de una misma operación (véanse
artículos l9 y 5’ de la Ley de Crédito Público vigente y 59 de la Ley
Orgánica de la Hacienda Pública Nacional).

La Deuda Pública ha sido definida en algunos casos muy am­
pliamente, como el "complejo de las deudas contraídas por el Estado
o por un ente público”. Sin embargo, el mismo autor, al precisar la
noción señala que "en los Estados modernos las formas típicas de la
deuda pública, son: 1) La deuda flotante, o de administración o de
tesorería; 2) la deuda consolidada o de fianza”.
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A su vez, la deuda flotante es definida como aquella que el Te­
soro contrae por un breve período de tiempo, normalmente no supe­
rior a un año, para proveer a momentáneas necesidades de caja. Se
llama flotante porque no es posible determinar su monto, variable, que
alcanzará en el año y tampoco posible fijar a priori el monto de los
intereses correspondientes.

La deuda consolidada comprende todas aquellas deudas, con ven­
cimiento más o menos largo, y también vencimiento indeterminado,
que han sido sistematizadas en forma definitiva en las finanzas pú­
blicas y cuyo servicio figura entre los gastos ordinarios del presu­
puesto.23

Otros financistas precisan de antemano el concepto de Deuda Pú­
blica, así: ‘'¿Coincide la Deuda Pública con el pasivo del Sector Pú­
blico? La respuesta es evidentemente no. Como antes se ha indicado,
para que la Deuda Pública aparezca es indispensable la formalización
del contrato de préstamo con el particular, formalización que requiere que
el contrato esté documentado en forma de título valor. Cuando esta cir­
cunstancia no concurre, no nos encontramos, a pesar de que exista un pa­
sivo público, frente al concepto de Deuda Pública”.24

Ante tales definiciones es evidente que nuestra Ley vigente sobre
Crédito Público amplía la concepción doctrinaria, al precisar en el ar­
tículo 5’, que debe entenderse por Deuda Pública la contratación de
obras, servicios o adquisiciones de las entidades públicas, cuyo pago
total o parcial se estipule realizar en el transcurso de uno o más ejer­
cicios fiscales posteriores al vigente; y, también, el otorgamiento de
fianzas por un ente público.

También aparece excesivo por parte de nuestro legislador el se­
ñalar que la deuda pública puede originarse por la consolidación, con­
versión o unificación de otras deudas. Estas operaciones sólo son muta­
ciones o cambios que no suponen creación de nueva Deuda Pública.

Aparte de otras cuestiones menores, lo que llama realmente la
atención de nuestra Ley de Crédito Público, es la inclusión, dentro
de la Deuda Pública, de las obligaciones nacidas ex contracta, no de
contratos de mutuo o préstamo, sino de obras, servicios o adquisicio­
nes. Es cierto que en muchos países y en muchas legislaciones se ha 

23. Cfr., Alonzo, Alfonso: Voz "Debito Pubblico”, en Enciclopedia del Diritto.
Vol. XI, pp. 750 y 751. Bompani, Vito: Voz "Debito Pubblico", en Novissimo
Digesto Italiano, Vol. V, p. 201.

24. Fuentes Quintana, Enrique: Hacienda Pública; Madrid, 1968. p. 337. Esta opinión
coincide con los concentos utilizados por nuestra Ley Orgánica de la Hacienda
Pública Nacional al definir el pasivo de la Hacienda Nacional, en el artículo 59.
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planteado el problema de los contratos celebrados por la Administra­
ción Pública, cuyo costo no puede cubrirse con la asignación o partida
presupuestaria existente para el momento de la celebración del nego­
cio. Ahora bien, este problema no es propia ni técnicamente una cues­
tión de Deuda Pública, sino más bien una cuestión presupuestaria, y
particularmente, una cuestión que atañe a la anualidad del presupuesto.

Los financistas se han planteado el problema en términos como
los que siguen:

El problema de los créditos plurianuales se plantea por dos razones, una
técnica y otra económica. Desde un punto de vista técnico, el Estado mo­
derno se encuentra enfrentado, con tareas cuya ejecución se extiende a
varios años pero cuyo coste conjunto debe ser previsto, valorado y aproba­
do en su totalidad antes de emprenderlas: por ejemplo, los programas de
grandes obras públicas o de inversiones. En otros tiempos, tales tareas eran
absolutamente excepcionales pero actualmente tienden a aumentar y a ha­
cerse normales.

Por otra parte, Ja dependencia del presupuesto respecto de la economía na­
cional, que caracteriza a la hacienda pública moderna, hace demasiado es­
trecho el marco anual tradicional. Son necesarias previsiones y aprobaciones
a largo plazo. El ritmo de la economía es más largo que un año y el pre­
supuesto debe seguirlo, aproximadamente. En los Estados con economía pla­
nificada, el plan comprende normalmente cuatro o cinco años, excepcio­
nalmente tres, pero nunca un solo año; de ahí, la necesidad de adaptar el
período presupuestario. Incluso los Estados llamados "capitalistas” muestran
en la actualidad ciertos elementos de planificación económica parcial; por
ello se les plantea también el problema de la adaptación del presupuesto a
los programas económicos, aunque en términos un tanto distintos.25

El problema que se acaba de mencionar es bastante corriente en
Ja literatura financiera, al igual que las soluciones que se han pro­
puesto.20

Las soluciones que se han planteado son fundamentalmente dos:
a) Los llamados créditos de compromiso, y b) las leyes de programa.

a) Los créditos de compromiso. En términos generales se deno­
mina "compromiso” a la consecuencia de una decisión tomada por una
autoridad administrativa de hacer una operación que acarrea un gasto
para el Estado (pedido de suministros, contratación de obras públicas,
dotación de bienes para un servicio, nombramiento de funcionarios, etc.).
El gasto que ocasionan tales actos al Estado es solo una de las conse-

25. Duverger, Maurice: Instituciones Financieras (trad. española de J. Ros Hoinbra-
vella), Barcelona, 1960, pp. 259 y 260.

26. Duverger, Maurice: op cit., pp. 260-261. Fuentes Quintana, Enrique: Hacienda
Pública - Introducción y Presupuesto. Madrid, ¡970, pp. 170-171.
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cuencias de ese acto. Cuando se adopta un sistema semejante, el Poder
Legislativo suele fijar un tope o máximum de los créditos que pueden
ser comprometidos por cada servicio al aprobar cada capítulo presu­
puestario.27

El procedimiento que se utiliza es el siguiente: en el año que se
realiza el acto (contrato, dotación, nombramiento, etc.), se incluye en
el presupuesto la totalidad del gasto que se ha estimado o calculado
para todos los años. Esta inclusión formaliza el compromiso, lo que
no significa que el pago efectivo debe hacerse en el año, sino que
en los años sucesivos deberá incluirse en el correspondiente presupuesto
la alícuota o parte que efectivamente deba desembolsarse.

Esta fórmula plantea inconvenientes, ya que los "créditos de com­
promiso" incluidos en el presupuesto, no necesitan ser compensados
por los ingresos correspondientes, con la consecuencia de que tales cré­
ditos tienden a aumentarse o ampliarse, comprometiéndose así el equi­
librio de los presupuestos ulteriores.

b) Leyes de programa. Se trata de leyes especiales (sancionadas
por el legislativo), distintas a las leyes de presupuesto, mediante las
cuales se aprueba o autoriza un programa financiero de varios años.
en el cual se incluyen los estimados anuales correspondientes a cada
etapa. Los créditos necesarios para efectuar los pasos anuales son ins­
critos en el presupuesto correspondiente a cada año.

Conviene señalar que ninguno de los dos procedimientos soluciona
satisfactoriamente el problema. En efecto, el legislador, en ninguna de
las dos hipótesis queda obligado a reconocer su propio compromiso y al
aprobar el presupuesto de un nuevo año no puede incluir el crédito
necesario y correspondiente a esa anualidad. Esta deducción lógica ha
sido llevada a norma jurídica en la Ley Orgánica de la Hacienda Pú­
blica Nacional, así: Art. 1S7. La erogación acordada por el Congreso
para la cual no se haya aplicado expresamente una cantidad en el Pre­
supuesto de Gastos, no creará derecho alguno contra el Tesoro Na­
cional.

Las soluciones positivas venezolanas del problema que nos ocupa
son inconexas y poco operantes en la práctica.

La primera solución aparece en la Ley Orgánica de la Hacienda
Pública Nacional de 1938. En este texto aparece la siguiente norma:

Art. 211. En los Contratos de Interés Nacional para obras, suministros o
servicios que celebre el Ejecutivo Federal, podrá estipularse que el pago se

27. Duvcrger: op. cit., pp. 260, 314 y 315.
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efectúe por partes, en el transcurso de varios ejercicios fiscales, debiendo
incluirse en las sucesivas Leyes de Presupuesto de Rentas y Gastos Públicos,
las Partidas correspondientes a los pagos anuales que se hayan pactado
(mayúsculas nuestras).

Es necesario observar que para la fecha en que apareció la norma
transcrita, estaba en vigencia la Constitución de 1936. Posteriormente,
nos referiremos a esta norma.

La disposición citada figuró también en las Leyes de Hacienda
de 1947 (artículo 212); de 1948 (artículo 211); y en la de 1960 (ar­
tículo 211), en la cual, el único cambio consistió en sustituir la expre­
sión "Ejecutivo Federal’’ por "Ejecutivo Nacional”.

Siendo indispensable que los Contratos de Interés Nacional fue­
ran aprobados por el Legislativo, la aprobación del Congreso tendría
que cubrir la forma de pago plurianual pactada por el Ejecutivo. Sin
embargo, la vigencia de tales normas no impedía al propio Poder Le­
gislativo suprimir o no incluir en los Presupuestos de Gastos los cré­
ditos así reconocidos.

En este estado de cosas, la reforma de la Ley de Crédito Público,
operada en 1959, que incluía como generadora de Deuda Pública, la
contratación de obras, servicios o adquisiciones de las entidades públicas
cuyo pago se estipulare en el transcurso de uno o más ejercicios poste­
riores al vigente, hizo producir una modificación correlativa en el texto
de la Ley Orgánica de la Hacienda Pública Nacional, vigente desde
1961, así:

Art. 211. En los Contratos de Interés Nacional para obras, suministros y
servicios, que celebre el Ejecutivo Nacional, podrá estipularse que el pago
se efectúe por partes, en el transcurso de varios ejercicios fiscales. En tales
casos, y previo el cumplimiento de las formalidades señaladas en la Ley
de Crédito Público, se deberán incluir en las sucesivas leyes de Presupuesto
las partidas correspondientes a los pagos anuales que se hayan pactado.

Como se ve, la situación no ha variado: el Congreso se da a sí
mismo una orden: .. .se deberán incluir en las sucesivas leyes. .., pero
el Congreso es soberano, en el sentido que no está obligado ni limitado
por ninguna ley anterior. Aun considerando a la Ley de la Hacienda
Nacional como una Ley Orgánica y a Ja Ley de Presupuesto como
una ley dictada en materias reculadas por una Ley Orgánica, la omi­
sión de una partida en el Presupuesto de Gastos sería imposible hacerla
valer a los fines del control jurisdiccional de constitucionalidad.
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Con respecto a la programación de las actividades estatales, el go­
bierno de fado de 1958, dictó el Decreto Ley número 492, sobre Coor­
dinación de las Actividades del Ejecutivo en Materia de Desarrollo So­
cial y Económico.

Las normas de este Decreto Ley desde su vigencia han aparecido
como inconexas y no incorporadas al resto de nuestro ordenamiento
jurídico. El motivo fundamental de que las normas sobre Coordinación,
Planificación y Programación hayan quedado como un "cuerpo extra­
ño’’ en el "organismo’’ de la Administración Pública, es que la Consti­
tución de 1961, posterior al Decreto 492. ni siquiera nombra, cita o
dispone sobre, tales actividades; tampoco se las atribuye al Ejecutivo y
al enumerar las materias de la competencia del Poder Nacional silencia
completamente las mencionadas actividades.

Así, pues, el organismo auxiliar del Presidente de la República,
la llamada Oficina Central de Coordinación y Planificación, es un orga­
nismo consultivo de la Administración que, a su vez, obedece instruc­
ciones de la propia Administración.

Es cierto que tiene como atribuciones la de preparar presupuestos -
programas de cinco años, anexarlos al Presupuesto General de Rentas
y Gastos Públicos y otros. Pero ninguna norma define o precisa qué es
un Presupuesto - Programa desde un punto de vista jurídico, ni qué
efectos produce, ni cuáles implicaciones tiene con relación a otros actos
de la Administración, etc.

En estas circunstancias, los contratos que originan egresos plurianua-
les, aunque previstos en los planes, programas, etc., no se ven afectados
en nada —ni positiva ni negativamente— ni puede derivarse ninguna
consecuencia jurídica de tal previsión.

La Oficina Central de Coordinación y Planificación, de acuerdo al
Decreto de su creación, tiene injerencia en la formulación del Pro­
yecto de Presupuesto de Ingresos y Gastos Públicos; pero la Ley Or­
gánica de la Hacienda Pública Nacional, posterior al mencionado De­
creto 492, atribuye la preparación del Proyecto, al Consejo de Presu­
puesto, ignorando totalmente al organismo de coordinación y plani­
ficación.

Así, pues, en conjunto, puede decirse que la actividad de la Ofi­
cina de Coordinación y Planificación ha quedado reducida a un orga­
nismo interno del Gobierno y de la Administración, cuya actividad ju­
rídica es prácticamente irrelevante externamente. Dicho organismo sub­
siste porque el Congreso no se ha olvidado de incluir los gastos que
origina en la Ley de Presupuesto.
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Ante tales circunstancias, las metas o programaciones a base de con­
tratos que originan egresos plurianuales, no pasan de ser meras reco­
mendaciones u opiniones que un ufficio técnico da al Poder Ejecutivo.

En conclusión, nuestro legislador al enfrentar el problema de los
contratos de obras, servicios o adquisiciones, cuyo pago deba hacerse
en uno o más ejercicios fiscales, ha podido regular en una ley espe­
cial la concertación de tales negocios, e inclusive, dar solución al con­
fuso tema de los llamados por la Constitución, Contratos de Interés
Nacional; ha podido también el Congreso modificar las normas sobre
Presupuesto establecidas en la Ley Orgánica de la Hacienda, o dictar
una Ley Orgánica de Presupuesto; también ha podido regular el mo­
derno asunto de la Planificación o Programación y comprender la cues­
tión de los contratos dentro de esa norma, etc. Todas eran y son, so­
luciones lógicas.

La inclusión de los tantas veces citados contratos, en una regu­
lación de la Deuda Pública, es poco razonable. Con el mismo sentido
se podrían incluir en esa normación, el nombramiento de empleados pú­
blicos, o los arrendamientos de ciertas maquinarias, etc.

La deformación se ha producido por una concepción absurda. La
regulación normativa de la Deuda Pública obedece a que la misma
constituye un ingreso extraordinario. El legislador debe resolver si una
obra, necesidad, etc., será cubierta o financiada con los recursos ordina­
rios impositivos o no. De allí la necesaria intervención de las Cámaras
Legislativas.

El otro aspecto de la Deuda Pública, que es su pago o amortiza­
ción, por regla general, no difiere en absoluto de cualquier otro pago
o gasto: basta incluir las partidas correspondientes en el Presupuesto
y no comporta regulaciones especiales ni en lo referente a intereses ni
a devolución del capital.

Los procedimientos de amortización sí se prestan a ser regulados
legislativamente, como modalidades de pago.

Si se examina la Ley vigente de Crédito Público, se encontrará
que el pago de la Deuda Pública sólo ocupa un artículo, que dice:

Art. 11. En los Presupuestos de las entidades públicas deberán incluirse
las partidas correspondientes al valor exacto del servicio de la deuda pública.

De tal manera, pues, que las obligaciones derivadas de los contra­
tos de obras, servicios y adquisiciones se parecen a las obligaciones de
la Deuda Pública, en que ambas han de ser pagadas y en nada más.
El pago es el común denominador de todos los gastos del Estado. No 
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es posible precisar qué sentido tiene incluir en el concepto de Deuda
Pública, las obligaciones nacidas de unos contratos y no de otros. Si
esta es la razón de incluir tales obligaciones contractuales dentro del
concepto de Deuda Pública, no se ve el motivo para excluir todos los
demás hechos, actos y negocios que dan origen al pasivo de la Ha­
cienda Pública.

Segunda. La vigente Ley de Crédito Público introduce en el or­
denamiento jurídico venezolano, una nueva anomalía.

En efecto, se lee en dicha Ley:

Art. 40. Las fundaciones y las compañías anónimas en las cuales la Na­
ción, los Estados, las Municipalidades y los Institutos Autónomos posean,
conjunta o separadamente, una cantidad igual o superior al sesenta por
ciento (60%) de su capital social o de su patrimonio, quedan sujetas al
mismo régimen establecido en esta Ley para los Institutos o establecimientos
autónomos.

De este régimen excepcional quedan excluidas (parágrafo prime­
ro) parcialmente las sociedades anónimas que sean de carácter agrí­
cola o industrial o se dediquen, como su finalidad principal o deter­
minante, a prestar servicios de energía eléctrica, de transporte aéreo o
marítimo y de comunicaciones.

A estas empresas se les permite realizar operaciones de crédito
con la autorización del Presidente de la República y previa consulta
con el Banco Central de Venezuela. Pero sólo dentro de límites que
no excedan en su monto de la tercera parte del capital y fondos de
reserva o de su patrimonio.

Otra excepción prevista en la misma, excluye totalmente de las
limitaciones mencionadas, a las sociedades anónimas que se dediquen
a actividades de intermediación financiera, regidas por la Ley General
de Bancos y otros Institutos de Crédito.

El trámite para realizar las operaciones contempladas en la Ley
de Crédito Público por lo que respecta a los Institutos Autónomos,
comporta:

a) la consulta obligatoria con el Banco Central de Venezuela;
b) la autorización del Ejecutivo Nacional acordada en Consejo

de Ministros, y luego de oída la opinión del Banco Central
de Venezuela; y

c) la autorización del Congreso Nacional.
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Con relación a esta norma del artículo 40 de la Ley de Crédito
Público y las demás que le son conexas, es necesario tener presente
varias consideraciones:

1. No es posible entender qué quiere significar la norma, que
la Nación y demás entes públicos posean una cantidad igual o supe-
perior al sesenta por ciento del patrimonio de una fundación. Las fun­
daciones son entendidas y explicadas como una unlversitas bonorum, o
como un patrimonio destinado a un fin. Ese patrimonio es del ente
moral y nadie ajeno a tal ente tiene ni posee derechos sobre el patri­
monio; cosa evidente; pero tampoco nadie puede poseer o tener dere­
chos en las fundaciones como si se fuera un accionista en una sociedad
anónima. Es posible que exista a favor de una o más personas un
eventual derecho incierto sobre los bienes quedantes a la disolución o
terminación del ente fundacional, pero es cosa poco frecuente, ya que
tales personas jurídicas son constituidas a perpetuidad o hasta que la
finalidad perseguida se convierta en razonablemente inalcanzable.

Así pues, la referencia a jundaciones en los términos en que está
redactada la Ley de Crédito Público, es totalmente ininteligible.

2. En nuestro ordenamiento jurídico las personas jurídicas (no
naturales o humanas), en principio, tienen plena autonomía privada,
o si se quiere, capacidad de ejercicio. Las limitaciones a tal autonomía
o capacidad derivan de la personalidad formal que poseen (exclusión
de los derechos de familia, sucesión, etc.) y otros derivan de normas
expresas del propio ordenamiento, que son excepcionales.

Como ejemplo de esas normas excepcionales, tenemos algunos ti­
pos o clases de sociedades cuya autonomía privada se encuentra limi­
tada por razones de interés público. Tal es el caso de las sociedades
que ejercen los negocios de banca o de seguros y otros similares. En
estos casos las limitaciones son iguales para todas las sociedades de
una misma clase o categoría.

En la Ley de Crédito Público se establecen limitaciones a unas so­
ciedades anónimas que no pueden agruparse en categorías o clases,
estableciéndose una discriminación en el conjunto de personas jurídicas
(sociedades anónimas) derivada únicamente del carácter de socio o ac­
cionista, esto es en el caso, que alguno o algunos accionistas entes pú­
blicos posean un determinado número de acciones.

Al limitarse la autonomía privada de las sociedades menciona­
das, tales limitaciones se reflejan directa e inmediatamente sobre los
demás accionistas que no sean entes públicos, creándose así una desigual­
dad que muy probablemente sea inconstitucional.
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3. La norma del artículo 40 de la Ley de Crédito Público, crea
una incertidumbre e inseguridad jurídicas notorias. En efecto: ¿cómo
puede conocer ciertamente un tercero si una sociedad anónima cual­
quiera con la cual contrata, se encuentra o no dentro de las previsiones
del mencionado artículo 40? La única manera cierta, en nuestro vigente
ordenamiento jurídico, es el examen del Libro de Accionistas de la
sociedad, en el caso de que las acciones sean nominativas. Ahora bien,
el derecho a examinar el Libro de Accionistas sólo está permitido a
los propios accionistas y no a los terceros (ver artículo 261 del Có­
digo de Comercio).

Si las acciones son al portador, la inseguridad es total, ya que
no es posible precisar en un momento dado quién o quiénes son los
verdaderos accionistas.

Además, la ley al referirse a la participación de la Nación y otros
entes públicos, utiliza el verbo "posean” con relación a las acciones.
Cuando un Instituto Autónomo, sea acreedor prendario, póngase por
caso, de la totalidad de las acciones de una sociedad anónima, ¿se
poseen las acciones de una sociedad? Las hipótesis posibles de pensar,
además del ejemplo, son innumerables.

4. La incertidumbre e inseguridad se elevan al máximum cuando
el intérprete se pregunta sobre las situaciones que correspondan a las
infracciones a la Ley de Crédito Público.

Según el derecho común la falta de capacidad de obrar, se tradu­
ce en que el contrato concluido es anulable y esta anulabilidad es
relativa. ¿Sería ésta la regla aplicable? ¿Quiénes y en qué casos inten­
tarían las acciones? ¿Cuáles serían los resultados?

Puede concluirse del ligero examen que se ha hecho, que todas
las dificultades mencionadas y las incongruencias que resultan, pare­
cen obedecer a olvidos del legislador sobre el resto del ordenamiento
jurídico, su sentido y significado. Cuando se tratan de establecer o se
establecen normas como las del artículo 40 de la Ley de Crédito Pú­
blico y otras que le son conexas, se hace indispensable coordinarlas ra­
zonablemente con las demás normas que integran el ordenamiento. De
lo contrario se legisla no para resolver problemas, sino para crear
otros nuevos y más graves que los existentes.

5. Es necesario advertir que si bien las empresas del Estado (ter­
minología de la Ley de Crédito Público en su artículo 10), se encuen­
tran sujetas a regulaciones similares a la de los Institutos Autónomos,
las operaciones de crédito de estas Empresas no podrían denominarse
como de Crédito Público o generadoras de Deuda Pública.
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Deuda Pública es, por antonomasia, la deuda a cargo de la Re­
pública de Venezuela (artículo 60 de la Ley Orgánica de Hacienda
Pública Nacional) y por extensión, la deuda de otros entes públicos
territoriales o no. Las fundaciones y sociedades anónimas son todas de
un solo tipo, regidas por el Código Civil y el Código de Comercio,
con prescindencia absoluta de sus fundadores, socios o accionistas o
del carácter o personalidad de los mismos.

III. PRECISIONES Y CONCLUSIONES

1. Naturaleza jurídica del empréstito

La naturaleza jurídica del contrato de Empréstito Público, pre­
senta en la doctrina, relativamente, pocas variantes.

Según uno de los clásicos de la ciencia de las finanzas, el Em­
préstito Público, puede definirse así:

El empréstito es un procedimiento para procurarse dinero.
Como procedimiento jurídico el empréstito es un contrato. Por esta razón
está sometido, para su validez, a todas las reglas que regulan los contratos
celebrados, por cuenta de los patrimonios administrativos, por agentes admi­
nistrativos. En otras palabras, el empréstito debe ser celebrado por agentes
competentes y bajo las formas legales.28 (Bastardillas en el original).

Para este mismo autor, Jéze, el empréstito como todo contrato —in­
cluidos los celebrados por particulares— da origen a situaciones jurí­
dicas individuales e intangibles: los acreedores del Estado adquieren de­
rechos subjetivos que las autoridades estatales tienen el deber jurídico de
respetar. Por ningún pretexto ni bajo ningún motivo podrá ser violado
ese derecho; los gastos del servicio de la deuda pública son obligato­
rios; el Parlamento no puede jurídicamente rehusar los créditos para esos
gastos, ni puede, unilateralmente, modificar las cláusulas del em­
préstito.29

Otro autor francés, pero contemporáneo, Duverger, opina:

Jurídicamente el impuesto es establecido por un acto unilateral del Estado,
mientras que el empréstito es un contrato.

28. Jezé, Gastón: Cours Flémentaire de Science des F¡nances et de Législation Fi-
nanciere Francaise, París, 1912, pp. 323 y 325.

29. Ibidern, p. 325. Es curioso observar que Jéze no menciona para nada si el con­
trato de empréstito es o no un contrato administrativo. Volveremos posteriormente
sobre esta idea.
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Si el empréstito del Estado es un contrato, es un contrato de naturaleza
especial, es un contrato de derecho público en el que el poder y la autori­
dad del Estado se manifiestan en el marco contractual para fijar las cláusulas
en una forma unilateral.
La noción de contrato libremente discutido es más teórica que práctica ya
que, en la mayor parte de los casos, hay desigualdad de hecho entre las
partes contratantes, lo que permite a una de ellas fijar las condiciones. La
diferencia entre el contrato de empréstito público y los contratos de em­
préstitos privados es menos importante de lo que parece a primera vista?0

En España Fuentes Quintana, sostiene una opinión muy cercana a
la tesis tradicional, mencionada, de Jéze, en los términos siguientes:

Al igual que cualquier otra unidad económica, el Sector Público puede ob­
tener los fondos que estime precisos mediante venta de títulos en los mer­
cados de dinero y capitales de un país. Tales ingresos públicos se formalizan
mediante un contrato de préstamo, en virtud del cual el Estado se comprome­
te al pago periódico de unos intereses y a la eventual devolución de los
capitales en el caso de que la deuda contraída tenga el carácter de amorti-
zable. Surge de esta simple enunciación la característica distintiva que ayuda
a individualizar la Deuda Pública entre les ingresos por cuenta de capital.
Tal característica no es otra que su naturaleza, voluntaria, en contra del
carácter coactivo que revisten las otras formas destacadas de ingresos de la
misma naturaleza (leva sobre el capital e inflación). Al penetrar el Estado
en el mercado de dinero o de capitales ofrece valores al público en forma
similar a como lo realizarían unidades económico-privadas, gozando el
público ahorrador y eventual prestamista del Estado, de plena libertad
para adquirir no tales títulos de acuerdo a sus valoraciones personales.30 31

La doctrina italiana al examinar las relaciones jurídicas a que da
origen el empréstito público, también concluye que se está en presen­
cia de un contrato y, es más, un contrato de derecho privado. El pro­
fesor Bompani señala que la estructura de la relación entre el Estado
y el suscriptor particular, el contenido y los efectos de dicha relación
son de naturaleza contractual; además, la espontánea adhesión de los
particulares a la oferta de mutuo pasivo por parte del Estado y los
efectos consiguientes de tal contrato, son regulados por el derecho
privado.

La única diferencia, en el derecho italiano, consiste en que las
controversias a que pueda dar origen un contrato de empréstito público,
corresponde conocerlas al Consejo de Estado, en lugar de la autoridad
judicial, como sería el caso de todos los demás subjetivos, incluidos los
nacidos de contratos.

30. Duverger: op. cit., pp. 159 y 160.
31. Fuentes Quintana: Hacienda Pública, op. cit., p. 337.
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El otro jurista y financista italiano que hemos mencionado antes,
Alonzo, escribe:

Debe retenerse —conforme a la doctrina prevaleciente— que en la especie
no subsista un verdadero instituto de derecho público, sino un instituto de
derecho especial, esto es, de derecho privado, el cual recibe modifica­
ciones a causa del derecho público. La circunstancia de que el contenido
del contrato sea establecido unilateralmente por el Estado, no significa que
no exista la condición de paridad, entre el ciudadano suscriptor y el Es­
tado, en cuanto el Estado no puede dejar de tener presente las condiciones
del mercado de capitales (esto es, en definitiva, la voluntad de los futuros
suscriptores).32 33 34

En Venezuela la doctrina ha adoptado una postura que no tiene
ninguna justificación. El contrato de empréstito público se ha catalo­
gado dentro de una categoría denominada contratos administrativos que
corresponde poco más o menos a la noción francesa de contrats adminis-
tratifs. Así, por ejemplo, Brewer-Carías, quien, además, los incluye den­
tro de otra subcategoría que denomina contratos administrativos excep­
cionales, por el hecho de requerir la autorización o aprobación del
Congreso.83

El profesor Lares Martínez, señala que el contrato de empréstito
público es un contrato administrativo porque su objeto y finalidad son
de evidente interés general.8*

Sobre el problema derivado a Venezuela de la noción francesa de
contrat administratif, volveremos a tratarla luego.

Más problemas ha creado la calificación de la naturaleza jurídica
del acto de autorización para celebrar los contratos de empréstitos pú­
blicos, que se otorga mediante ley emanada de las Cámaras Legisla­
tivas.

A nuestro modo de ver, hay dos concepciones erróneas sobre la
naturaleza de la autorización legislativa.

La primera concepción errónea se refiere a la calificación de la
autorización por ley, como la de un acto administrativo en su contenido
o substancia, pero el mismo acto, en su forma, en su exteriorización, es
una ley. De modo que se trata —según esta teoría— de un solo acto
de contenido administrativo, pero cuya forma o apariencia es legislati­
va, o más exactamente, con forma de ley.

32. V. Alonzo: op. cit., p. 757.
33. Brewer-Carías, Allan-Randolph: Las Instituciones Fundamentales del Derecho Ad­

ministrativo y la Jurisprudencia Venezolana. Caracas, 1964, pp. 162, 163, 171 y 172.
34. V. Lares Martínez, Eloy: Manual de Derecho Administrativo, 2*  edición, Cara­

cas, 1970, p. 248. Adviértase que en la primera edición de su obra, el profesor
Lares Martínez, no menciona los contratos de empréstito público.
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De acuerdo con esta teoría, las autorizaciones judiciales, por ejem­
plo, la señalada en el artículo 267 del Código Civil que se otorga por
el juez al padre en ejercicio de la patria potestad para realizar actos
de disposición sobre los bienes del hijo menor, debería ser también un
acto de contenido o substancia administrativo, con forma judicial, y, ¿por
qué no?, con forma de sentencia.

Extremando las cosas, la autorización que el representante legal de
un menor entre catorce y dieciocho años, le otorga a éste para cele­
brar contratos de trabajo o afiliarse a un sindicato, de acuerdo con el
artículo 21 de la Ley del Trabajo, debería ser también, un acto admi­
nistrativo en su substancia o contenido con forma privada (¿forma de
negocio jurídico?).

Como se ve, la solución es absurda y pertenece a una escuela ju­
rídica extinguida desde los comienzos del presente siglo y debido fun­
damentalmente a la crítica destructiva de Kelsen y la Escuela Vienesa.

Las "autorizaciones” no son actos que por su esencia sean legisla­
tivos, administrativos, judiciales o de derecho privado. Son actos comu­
nes a todas esas categorías o divisiones o clasificaciones normativas u
organizativas.

La naturaleza jurídica de la autorización es la de un acto de
control cuya finalidad es la de impedir, en caso de negación de la misma,
la formación de un acto válido.35 36 *

La función que cumple tal autorización es la de constituir uno de
los presupuestos (en sentido técnico) del contrato de empréstito (en
el caso). Ese presupuesto se refiere al ejercicio de la autonomía pri­
vada, y se denomina también legitimación para contratar.

Una cosa es la autorización y otra distinta el acto autorizado. En­
tre ambos existe un nexo: la validez del acto sujeto a autorización, está
en función del acto de autorización.

La segunda tesis errónea, consiste en considerar la autorización (en
el caso, legislativa') como un acto del procedimiento de la formación
de la voluntad (consentimiento) contractual. Dicho en palabras de
Brewer-Carías: "El proceso de formación de la voluntad de la Admi­
nistración comprende varias etapas, una de las cuales en estos casos es
la aprobación impartida por el órgano legislativo”.38

35. Con respecto a los procedimientos administrativos, véase Giannini, Massimo Se­
vero: Diritto Amministrativo, Milano, 1970. Vo!. II, todo el Cap. VII de la Parte
Cuarta, pp. 1.093 y ss., y la bibliografía allí citada.

36. Brewer-Carías: op. cit., pp. 172 y 173. Nótese que el autor habla de "aprobaciones”,
que también tienen la característica de actos de control, pero cuyo resultado es
eliminar el acto no aprobado o impedir la eficacia del mismo.
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La verdad es que la autorización (o la aprobación, según los casos)
son actos unilaterales producidos en el ejercicio de la potestad contro­
ladora y que requieren una voluntad que los realice. El contrato por su
parte es un acto negocial complejo, que requiere una potestad (auto­
nomía privada) y necesita de una voluntad para formarse. Es evidente
que la autorización (o aprobación) requiere una manifestación de vo­
luntad, y el contrato (autorizado o aprobado) requiere una manifesta­
ción de voluntad distinta de la anterior.

Es imposible pensar en un procedimiento voluntario único (con­
tractual), uno de cuyos actos preparatorios o instrumentales es la auto­
rización (o aprobación). Esto resulta absurdo y contrario a la realidad.

2. Pretendida identificación entre los contratos de Interés Nacional
y de Interés Público con los contratos administrativos franceses

Del examen de los textos constitucionales que se ha hecho, aparece
una circunstancia muy relevante: el constituyente venezolano, a todo lo
largo de la historia constitucional, ha tratado en normas diferentes y
separadas unas de otras de: Contratos de Interés Nacional, Contratos
de Interés Público y Contratos de Empréstito Público.

El examen crítico de esta circunstancia conduce a preguntarnos:

a) ¿Las expresiones de Contrato de Interés Nacional y Contrato
de Interés Público, son sinónimas?

b) ¿El Contrato de Empréstito Público puede reconducirse a las
nociones de Contrato de Interés Nacional o Contrato de Interés Pú­
blico, como si el primero fuera de una especie de género de los se­
gundos?

La doctrina venezolana ha dado algunas respuestas curiosas a las
preguntas formuladas.

Para Brewer-Carías el artículo 126 de la Constitución de 1961,
distingue dos categorías fundamentales de contratos administrativos.^
La primera categoría está formada por los contratos necesarios para el
normal desarrollo de la Administración Pública, que los celebra el Pre­
sidente de la República o el funcionario competente, sin necesidad de
intervención legislativa; y, en segundo lugar los contratos, que llama
el autor, excepcionales, que requieren para su celebración, o la aproba-

37. Subrayamos la expresión: contratos administrativos, para denotar que la misma
se hace coincidir con la correlativa francesa de contrats administrettifs.
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ción posterior del Congreso o la autorización previa. El Contrato de Em­
préstito Público es una de las especies de estos contratos administrativos
excepcionales.

Los llamados Contratos de Interés Público y las normas constitu­
cionales relativas a los mismos, sólo llaman la atención del autor, en
el sentido de que la disposición constitucional contenida en el artículo
127 consagra una "incapacidad especial” que afecta a los particulares co­
contratantes de la Administración.38 39

Para Farías Mata, la figura de los contratos administrativos se co­
rresponde exactamente con las consagradas en la Constitución Nacional
con el nombre de Contratos de Interés Nacional y Contratos de Interés
Público. Además, añade Farías Mata, que esta es la opinión doctrinal
mayoritaria en nuestro país.30

Según Lares Martínez, las expresiones Contrato de Interés Nacio­
nal equivale a la de Contratos de Interés Público Nacional. Añade este
autor lo siguiente: "Del análisis de las distintas reglas contenidas en el
citado artículo 126 de la Constitución, se desprende que existe una ex­
presión genérica —la de contratos de interés público, perfectamente asi­
milable a la de contrato administrativo— y expresiones específicas, que
son: contratos de interés nacional, contratos de interés estadal y contra­
tos de interés municipal. En efecto, el interés público puede ser: nacio­
nal, estadal y municipal. Por lo tanto, los contratos de interés nacio­
nal forman parte de la categoría de los contratos administrativos.40

Esta opinión doctrinaria ha sido acogida, en términos generales,
por los órganos consultivos de la Administración Pública venezolana, par­
ticularmente por la Procuraduría General de la República, la Consulto-
ría Jurídica de la Contraloría General de la República y Consultoría Ju­
rídica del Ministerio de Justicia.41

38. Brewer-Carías: op. cit., pp. 48, 49, 167 y 168.
39. Farías Mata, Luis Enrique: La Teoría del Contrato Administrativo en la Doctrina,

Legislación y Jurisprudencia Venezolana. Caracas, 1968, p. 18. Más enfáticamente
aún, p. 34.

40. Laxes Martínez; op. cit., pp. 261 y 267.
41. Al efecto, pueden confrontarse los siguientes dictámenes:

Procuraduría General de la República: 30 de marzo de 1962; 30 de enero de
1963; 15 de enero de 1964 y 24 de mayo de 1965.
Consultorio Jurídica de la Contraloria General de la República: dictámen 1.458, de
25 de enero de 1960; dictámen 5.023 de 29 de enero de 1968; dictámen 5.097
de 25 de abril de 1968; y dictámen 5.104 de 30 de abril de 1968.
Consultoría Jurídica del Ministerio de Justicia: dictámen CJMJ - 168 - 1, de 2 de
octubre de 1961; y dictámen CJMJ - 132 - 7 de 8 de noviembre de 1963.
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3. La noción francesa de Contrato Administrativo

Antes de continuar con las soluciones a los problemas o preguntas
planteadas en la Observación Tercera, haremos un paréntesis para pre­
cisar lo que deba entenderse por la noción francesa de Contrato Ad­
ministrativo.

A. Origen de la noción
La noción de contrato administrativo tiene su origen remoto en el

problema típicamente francés de separación entre las autoridades admi­
nistrativas y judiciales, que fue establecida por la Asamblea Constituyente
francesa por Ley del 16-24 de agosto de 1790.

Mantenida tal separación absoluta de poderes y sin que los jueces
pudieran intervenir en los actos de la Administración, produjo como ló­
gica consecuencia, la formación de nuevos tribunales dedicados exclusi­
vamente a las contenciones administrativas. De tal manera, en Francia
se establecieron dos jurisdicciones diferentes: la jurisdicción judicial y la
jurisdicción administrativa. El establecimiento definitivo de la jurisdic­
ción administrativa suele fijarse en la ley de 25 de enero de 1872, a la
caída del Segundo Imperio.

El sistema de la doble jurisdicción presenta complejidades especia­
les, ya que no todos los problemas o controversias a que da origen la
actividad administrativa son conocidas por la jurisdicción administrativa.

Determinar cuáles problemas eran propios de la jurisdicción ad­
ministrativa y cuáles correspondían a la jurisdicción judicial, significaba
utilizar criterios de distinción respecto de los diferentes aspectos de la
actividad administrativa. El criterio que mayor éxito ha tenido, estable­
cido por la propia jurisprudencia, es el llamado Servicio Público. En este
sentido, los actos jurídicos y actividades materiales de la administración
que constituían un Servicio Público o tenían relación con el mismo, eran
de la competencia de la jurisdicción administrativa. Si los actos o activi­
dades de la Administración eran extraños al Servicio Público, las con­
troversias correspondían a la jurisdicción judicial. El criterio del Servi­
cio Público fue insinuado por una célebre decisión dictada el 8 de fe­
brero de 1873, conocida como Arret Blanco.

La materia de los contratos celebrados por la Administración y las
controversias a que tales contratos pudieran dar lugar, en principio, co­
rrespondían a la competencia de la jurisdicción judicial. Sólo algunas
categorías de contratos constituían excepción a esta regla, cuando un
texto expreso de ley señalaba que los conflictos a que dieran origen,
fueran conocidos por la jurisdicción administrativa. Tal es el caso de 



CONTRATOS DE INTERES NACIONAL, CONTRATOS... 149

los contratos de obra pública (travail -public), de acuerdo a la ley de
28 de Pluvioso del Año VIII y el de contratos de suministros para el
Estado, conforme al Decreto de 11 de junio de 1806.

Sólo es en el inicio del presente siglo cuando la jurisprudencia co­
mienza a distinguir entre los contratos que celebra la Administración
Pública dos tipos diferentes: los contratos de derecho privado, iguales
o semejantes a los que podían concertar los particulares entre sí; y los
contratos administrativos, a los cuales se aplicaba en mayor o menor
medida el derecho público. Las controversias resultantes de los contratos
correspondían a la jurisdicción judicial cuando los contratos eran
de derecho privado; y a la jurisdicción administrativa, cuando los
contratos eran administrativos.

Esta solución o división respecto de los contratos de la Administra­
ción se insinúa, por primera vez, en derecho público francés, por una
decisión del Consejo de Estado el 6 de febrero de 1903, conocida como
Arret Terrier.

Este origen de la distinción entre contratos de derecho privado y
contratos administrativos, está corroborado por el profesor Andrés de
Laubadére, quien señala:

Es en las conclusiones famosas y muchas veces citadas, del Comisario de
Gobierno Romieu, en el asunto Terrier, que estas ideas fueron desarrolla­
das por primera vez: "Todo lo que concierne a la organización y funcio­
namiento de los servicios públicos propiamente dichos, sea que la Admi­
nistración actúe por vía de contrato, sea que proceda por vía de autoridad,
constituye una operación administrativa que por su naturaleza es del domi­
nio de la jurisdicción administrativa”. Pero, "puede suceder que la Admi­
nistración actuando no como persona privada sino como persona pública,
en interés de un servicio público propiamente dicho, no invoque el beneficio
de su situación de persona pública y se coloque voluntariamente en las con­
diciones de derecho privado”. Se trata entonces "de actos que, aun intere­
sando a la comunidad, toman prestada la forma de la gestión privada y
entienden mantenerse exclusivamente sobre el terreno de las relaciones de
particular a particular, en las condiciones de derecho privado”.-*3

Esta primera decisión jurisprudencial fue confirmada por otra cé­
lebre sentencia conocida como Arret Societé des Granits Porhyroides des
Vosges, dictada por el Consejo de Estado el 31 de julio de 1912. Esta
decisión es la que realmente establece la diferencia entre contratos de
derecho privado y contratos administrativos celebrados por la Adminis­
tración.

42. De Laubadére, André: Traite Theorique et Practique des Contrats Adniinistratifs,
París, 1956, Tomo I, nota 1, a las pp. 30 y 31.
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Con posterioridad a tales decisiones la doctrina iuspublicista fran­
cesa elaboró la dogmática de los Contratos Administrativos, particular­
mente desarrollada en la obra de Gastón Jéze, Príncipes Géneraux de
Droit Administratif* 3

B. Criterios de distinción entre contratos administrativos
y contratos de derecho privado

Los criterios que se han desarrollado para distinguir un contrato de
derecho privado celebrado por la Administración de un contrato admi­
nistrativo, todavía no son pacíficos ni en la jurisprudencia ni en la doc­
trina francesa.

Los criterios adoptados son los siguientes:

a) Criterios de Servicio Público
Andró de Laubadére afirma que la referencia del contrato a una

actividad de servicio público es hoy considerada como una condición de
su carácter administrativo.

Como la noción de Servicio Público es imprecisa, De Laubadére se
inclina por adoptar la definición más extensa del mismo. Esta defini­
ción adoptaría la formulación siguiente:

... toda actividad que una colectividad pública decide realizar por su cuenta
(4 decidé d’assumer) porque le parece que la realización de esa actividad
era necesaria para el interés general y que la iniciativa privada era insufi­
ciente para realizarla correctamente.4'1

La debilidad de este criterio consiste en que la noción de Servicio
Público tampoco es pacífica. Así el profesor Waline se expresa:

Pero, aún más, ese criterio del servicio público es puramente verbal; no es
sino una palabra, porque no se lo ha definido nunca. La jurisprudencia ha
empleado, durante varias décadas, esa palabra de servicio público, sin ex­
perimentar la necesidad de definirlo.43 44 45

b) Criterio de la cláusula exorbitante

Otra parte de la doctrina administrativa considera que el contrato 

43. Adviértase que las publicaciones de Gastón Jéze sobre Contratos Administrativos
aparecieron en la Revue du Droit Public, desde 1930 a 1936, y fueron asimismo
publicadas en tres volúmenes entre los años 1927-1934.

44. De Laubadére: op. y vol. cit., p. 60.
45. Waline, Marcel: Droit Administratrf, París, 1963, p. 45.
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de derecho privado celebrado por la Administración se diferencia del
"contrato administrativo” en que en la documentación de este último
aparecen cláusulas exorbitantes del derecho privado.

La doctrina jurídica francesa se expresa así:
El profesor Chapus, enseña:

El carácter administrativo del contrato y, por consiguiente, la jurisdicción
competente para conocer del mismo, se reconoce o no según se esté en
presencia o ausencia de cláusulas exorbitantes del derecho común. Si tales
cláusulas existen, el contrato es administrativo.1*5

El profesor Waline precisa:

La jurisprudencia, que emplea tan a menudo la expresión "cláusula exorbi­
tante del derecho común" o "derogatoria del derecho común" y que le ha
atribuido tan importantes consecuencias, desgraciadamente no la define. Hay
dos concepciones muy diferentes en doctrina sobre semejante cláusula: para
el señor Vedel es toda cláusula no habitual en los contratos de derecho pri­
vado. Me habría parecido a mí que no se podía extraer una calificación
jurídica del simple carácter de "no habitual", y había propuesto el criterio,
que parecía más jurídico, de la imposibilidad de estampar una cláusula se­
mejante en un contrato de derecho privado, sin infringir el "orden pú­
blico".46 47 48

Este mismo profesor, concluye:
Me parece, sin embargo, más preciso, decir que la cláusula exorbitante del
derecho común es aquella que no se encuentra normalmente en el contrato
de derecho privado, porque sería nula como contraria al orden público,
o también porque tal cláusula haya sido estampada en el contrato por la
autoridad administrativa, en junción de preocupaciones de interés público
que son extrañas a los particulares cuando contratan entre sí.46

Como resultado de todas estas imprecisiones sobre la noción de
"contrato administrativo”, y de la imprecisión todavía más grave sobre los
criterios referenciales, la dogmática se ha visto obligada a utilizar crite­
rios mixtos, como el propuesto por el autor ya mencionado, Waline:

Se puede decir que hay tres categorías de contratos administrativos:
1" Todos los contratos en los cuaies uno de los contratantes, al menos,
es una persona administrativa, y que tienen por objeto la ejecución de una
obra pública (travail públic').

46. Chapus, Rene: Responsabilité Publique el Responsabilité Privée, París, 1947, pp.
110 y 111.

47. Waline, op. cit., p. 572.
48. Ibidem, p. 572.
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2’ Todos los contratos que comportan la ocupación del dominio público.

39 Todos los contratos que, siempre bajo la condición de que una de las
partes sea una persona administrativa, reúnan una u otra de las dos condi­
ciones siguientes:

a) el objeto de la obligación de la otra partes es la ejecución misma
de un servicio público.

b) o bien, teniendo por objeto solamente mediato o indirecto la eje­
cución de un servicio público, el contrato contiene cláusulas lla­
madas exorbitantes del derecho común.-10

De todo lo que revela la doctrina expuesta, la noción de contrato ad­
ministrativo está estrechamente unida a las de servicio -público y cláusula
exorbitante, pero estas últimas no han podido ser precisadas o, por lo me­
nos, no hay opiniones admitidas pacíficamente por la doctrina. Puede de­
cirse que "servicio público” y "contrato administrativo” son los que, caso
por caso, califican así los Tribunales Administrativos franceses.

4. Imposibilidad de identificación de los contratos administrativos
con los contratos de Interés Nacional e Interés Público
Cuando los autores venezolanos dicen que los términos Contrato de

Interés Nacional y Contrato de Interés Público se identifican con el de
Contrato Administrativo francés, afirman una cosa carente de sentido.

En efecto, la creación de la categoría jurídica francesa de Contrato
Administrativo como se ha demostrado, se operó jurisprudencialmente
en la primera y segunda década de este siglo; y doctrinariamente entre
la tercera y cuarta décadas. Las expresiones venezolanas: Contrato de In­
terés Nacional y Contrato de Interés Público aparecieron en nuestros tex­
tos constitucionales en el año de 1864, la primera de las mencionadas, y
en el año de 1893, la segunda. Para esas épocas no se había mencionado
nunca la frase Contrato Administrativo.

Las afirmaciones de la doctrina venezolana respecto de la identi­
dad entre los Contratos Administrativos y los Contratos de Interés Na­
cional y Público, no se apoyan en ningún hecho, circunstancia o prueba.
Son simples afirmaciones, desprovistas de todo valor científico.60 49 50

49. Ibidem, p. 565. Este criterio ha sido sostenido por el autor Waline, hasta hoy. Cfr.
Précis de Droit Administratif, París, 1969, p. 391.

50. Así lo hemos sostenido en otras oportunidades. Cfr., Pérez Luciani, Gonzalo:
"El Control Jurisdiccional de la Constitucionalidad de Leyes no normativas, apro­
batorias de Contratos". Revista de la Facultad de Derecho, Universidad Católica
Andrés Bello, Nw 2, pp. 207 y ss.
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La consecuencia más importante, o una de las más importantes, de
la calificación de un contrato como administrativo, es que el conoci­
miento de las controversias a que puedan dar origen, corresponde a la
jurisdicción administrativa. Ahora bien, en Venezuela no existen dos ju­
risdicciones, como en Francia. Así, la distinción entre los contratos que
pudieran ser administrativos y los que no lo fueran, carece totalmente
de sentido. No pasaría de ser una cuestión meramente académica, o me­
jor, bizantina.

Las controversias a que den lugar los contratos que en Venezuela
celebre la Nación (Estado), corresponde conocerlas a la Corte Suprema
de Justicia, en Sala Político Administrativa. Las controversias respecto de
cualesquiera contratos celebrados por los Estados, las Municipalidades,
los Institutos Autónomos y demás entes público, corresponde conocerlas
a la jurisdicción ordinaria. No hay lugar a distinciones, ni las permite
la ley.

Otra de las consecuecias que el ordenamiento jurídico francés se­
ñala para los contratos administrativos es que el derecho público se apli­
ca a tales contratos en una proporción mayor, o con mayor intensidad
que el derecho privado. Se habla entonces de un régimen especial de
derecho público, aplicable a tales contratos.

El ordenamiento jurídico venezolano difiere fundamentalmente del
francés.

En principio las normas generales que rigen todos los contratos
nominados e innominados, y regulan las obligaciones derivadas de los
mismos: sus efectos, modificaciones, prueba y extinción de dichas obli­
gaciones, son las normas del Código Civil.

Por lo demás, desde el siglo pasado en algunos países europeos, y
en Venezuela, desde comienzos de siglo, quedó resuelto legislativamente
que el Estado (la Nación), los Estados y las Municipalidades, aunque
no podían adquirir la cualidad de comerciantes, quedaban sujetos a la
Ley mercantil respecto de todos los actos y contratos mercantiles (ver
artículo 7’ del Código de Comercio venezolano). Pensar en un régimen
distinto, de un pretendido derecho público, para regular las relaciones
contractuales de los entes públicos, nace solamente de erróneas concep­
ciones relativas al verdadero alcance y sentido del derecho público.
Además, en Venezuela, los errores se deben al traslado injustificado de
teorías extranjeras, francesas en el caso, sin ninguna justificación y a
una falta absoluta de espíritu crítico de nuestros escritores jurídicos.51 *

51. Véase respecto de la aplicación del derecho mercantil a los actos y contratos de
los entes públicos, el estudio de Través, Giuseppino: "L’Attivitá CommíTciale dello
Stato”, en Studi Sassaresi, año 1934, Serie II, Voi. 12, pp. 75 y ss.
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5. Precisiones acerca de los contratos de Interés Nacional
e Interés Público

La identificación de los términos Contrato de Interés Nacional y
Contrato de Interés Público no parece sostenible luego de analizar el
origen constitucional de ambas expresiones.52

De acuerdo con todo lo que hemos expuesto, podríamos tentar una
determinación un poco más precisa de tales expresiones.

La aparición del término Contrato de Interés Nacional en la prime­
ra Constitución Federal, sometiéndolos a una regulación que incluía su
aprobación por el Congreso, revela una preocupación por las consecuen­
cias económicas o financieras debidas a los contratos y compromisos asu­
midos por los Gobiernos de la llamada "oligarquía conservadora". ¿Qué
otra preocupación podrían tener los constituyentistas de 1864 ? Esta mis­
ma preocupación la revela el Decreto sancionado por Julián Castro
en 1858.53

Pero no solamente constituían una preocupación los contratos que
dieran origen a obligaciones financieras, sino también aquéllos que pu­
dieran comprometer el patrimonio del Estado, como los relativos a ena­
jenaciones de los bienes inmuebles patrimoniales (baldíos, inmuebles,
minas), o que otorgaran derechos reales sobre los mismos.

Las consideraciones expuestas quedan corroboradas por la lista de
los tipos de Contratos que los propios textos normativos han considerado
de Interés Nacionales. Han sido designados con tal calificativo, los si­
guientes tipos de contratos relativos a:

Cables aéreos de tracción o transporte
Túneles de comunicación directa
Elevadores de vapor
Ferrocarriles
Tranvías
Títulos y concesiones de minas
Enajenaciones de tierras baldías
Enajenaciones de inmuebles
Construcción de vías de comunicación
Establecimiento de comunicaciones telegráficas o inalámbricas.
Inmigración y colonización.

52. En otras oportunidades habíamos sostenido la identidad de ambos términos. Cfr
el trabajo citado en la nota 50.

53. Véase: Leyes y Decretos Reglamentarios de los Estados Unidos de Venezuela.
Caracas, 1943, Tomo VI, p. 572.
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Si todos estos contratos hubieran sido de poca significación econó­
mica o hubiesen sido previstos para ser pagados en un solo año y
dentro de los límites de los créditos de la respectiva Ley de Presupuesto
de Gastos Públicos, no habrían existido los mencionados Contratos de
Interés Nacional.

Ahora bien, la falta de regulación legislativa que desarrollara las
normas constitucionales ha hecho difícil la precisión de aquel concepto.
Sólo las normas constitucionales añadieron en algunos casos, ciertas pre­
cisiones aunque formales: como la relativa a la firma de tales contratos
por el Presidente de la República.

La historia venezolana revela, además, que a pesar de las previsio­
nes constitucionales, los compromisos económicos y financieros han sido
asumidos en exceso sin que fuera óbice para ello el cumplimiento o no
de una formalidad más. La aprobación legislativa no resolvió nunca las
crisis económicas confrontadas por Venezuela, derivadas de sus com­
promisos contractuales.5*

Además, la realidad política venezolana, hasta años muy recientes
restaba importancia a las aprobaciones legislativas de los contratos ce­
lebrados por el Ejecutivo. No existe en nuestra historia judicial un solo
caso en el cual se haya solicitado o discutido la validez o invalidez de
un contrato, por falta de aprobación legislativa.

De acuerdo a todos los antecedentes que se han mencionado, puede
sostenerse razonablemente que por Contratos de Interés Nacional, de­
ban entenderse todos aquellos contratos -pasivos cuyo pago deba hacerse
en más de un ejercicio fiscal, de tal modo, que se comprometan canti­
dades de dinero y recursos fiscales de presupuestos futuros; así como
también todos aquellos contratos activos, que produzcan ingresos extra­
ordinarios provenientes de la enajenación o disposición, en alguna forma,
de bienes patrimoniales del Estado, tales como inmuebles, tierras baldías
y minas.

Es verdad que en la época actual estos contratos activos genera­
dores de ingresos extraordinarios han perdido la importancia que tu­
vieron en épocas pasadas, particularmente por el desarrollo que ha tenido
la materia tributaria. Sin embargo, debido a la ola nacionalista que ha
arrastrado a la totalidad de los países hispanoamericanos, algunas cues­
tiones que el constituyente había dejado en manos de la Administración,
han sido retomadas para que sea el propio legislador, es decir, la re­
presentación popular, la que permita disponer de algunos bienes, como
es el caso de las concesiones de hidrocarburos y otros recursos naturales.
54. Cfr., la opinión de nuestro tratadista Hernández Ron, J. M.: Tratado Elemental

de Derecho Administrativo, Caracas, 1944, Tomo II, pp. 392 a 398.
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Ahora, es evidente que la regulación de esta materia de Contratos
de Interés Nacional ha debido ser objeto de una ley especial; o ha de­
bido ser tratada en una Ley Orgánica de Presupuestos, o al menos, in­
cluirse en una reforma de la actual Ley Orgánica de la Hacienda Pú­
blica Nacional en la parte referente al Presupuesto Nacional.

Nuestro legislador optó por una solución poco científica y técnica­
mente inadecuada, al asimilar las contrataciones pasivas del Estado a las
antinómicas operaciones activas extraordinarias originadas en el Crédito
Público.

Por otra parte, el Contrato de Interés Público sólo podría ser aquel
que pudiera dar origen a reclamaciones internacionales o, en otros tér­
minos, un contrato en cuyo contexto tuviera sentido la inclusión de la
Cláusula Calvo.

A pesar de ser evidente, es conveniente precisar que las “reclama­
ciones extranjeras” sólo podrían producirse como consecuencia de la eje­
cución o durante el curso de las obligaciones asumidas por los entes
públicos venezolanos (Nación, Estados o Municipalidades). La reclama­
ción extranjera puede ser, en principio, justa o injusta, fundada o infun­
dada, procedente o improcedente, etc., pero en todos los casos es prácti­
camente impredecible y difícilmente previsible.

De igual manera, cualquier contrato, o mejor, cualquier tipo de
contrato (nominado o innominado) podría dar origen a una reclamación
internacional, ya que ésta es completamente ajena y extraña a las conse­
cuencias o efectos normales de todo contrato. La causa inmediata de la
reclamación es la lesión al derecho (pretendido o verdadero) de un
nacional del país extranjero reclamante. La causa remota o el motivo
de la reclamación es el contrato.

De modo, pues, que no hay contratos de Interés Público, como es­
pecie diferente y distinta de otros contratos que no sean de interés pú­
blico. El problema no consiste en celebrar o en no celebrar tal o tales
determinadas especies contractuales; sino que la cuestión radica en tra­
tar de evitar "reclamaciones extranjeras”, sea cual fuere el tipo o especie
de contrato que se celebre o vaya a celebrarse.

A fin de evitar tales reclamaciones, los textos constitucionales ve­
nezolanos han prohibido permitir el traspaso de contratos a gobiernos
extranjeros, o la celebración directa de los mismos, ambas cosas caren­
tes realmente de sentido, como ya expusimos. Se ha exigido la naciona­
lidad o el domicilio a los posibles o probables contratistas de los entes
públicos territoriales; o se ha prohibido a los nacionales extranjeros la
cualidad de cocontratantes de los mismos entes.
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Pero como aún tales previsiones pudieran no ser suficientes, la
norma constitucional impuso la inclusión forzosa de una cláusula en
los textos contractuales, cuyo contenido ya se ha examinado. La men­
cionada cláusula contiene dos aspectos o cuestiones diferentes: una, se
refiere a una domiciliación obligatoria del contrato en Venezuela; y la
otra, un desconocimiento anticipado de la legitimidad de cualquier Es­
tado extranjero para intentar reclamaciones con motivo de contratos que
hubieren podido celebrar los entes públicos territoriales venezolanos con
nacionales de dichos Estados.

La domiciliación obligatoria en Venezuela de un contrato, también
existe en la normación de derecho privado. Así, en el Código de Co­
mercio, el artículo 358 señala que la jurisdicción que corresponde a los
Tribunales de Venezuela por Contratos de Seguros celebrados con com­
pañías extranjeras, es irrenunciable en todo caso. Esta norma ha perdi­
do su vigencia en virtud de la nueva Ley de Empresas de Seguros y
Reaseguros.

El desconocimiento unilateral venezolano acerca de la legitimidad
de los gobiernos extranjeros para formular reclamaciones por responsa­
bilidad internacional, no nos ha protegido en ningún caso.

La prohibición de contratar, con Gobierno o empresas extranjeras
o no domiciliadas, no tiene sanción expresa en la norma constitucional
vigente. Sin embargo, esta sanción debiera ser la misma que en casos
similares establece el derecho privado relativas a ciertas prohibiciones de
contratar, como en el caso de la compraventa, lo prevén los artículos
1.481 y 1.482 del Código Civil. Esta sanción sería, muy probablemente
la de inexistencia del contrato o su nulidad (al menos), por carencia
de legitimación para contratar de los entes públicos territoriales.

La segunda parte de la norma, no plantea problemas de infracción
o falta de infracción: existe una norma que introduce una cláusula obli­
gatoria en el contrato, aun en contra de la voluntad de las partes, las
cuales son impotentes jurídicamente para excluirla, ignorarla o violarla.
Son normas dirigidas a los jueces, encargados de aplicarlas, no a los
ciudadanos o partes en un contrato, que mal pueden violar o contradecir
un precepto que no se dirige a ellos, ni les impone deberes u obliga­
ciones.

Otra cuestión que merece mencionarse es la siguiente: el Estado
venezolano debido a la necesidad impuesta por las circunstancias, ha
necesitado y necesita hoy contratar con organismos oficiales extranjeros
y son sociedades extranjeras y no domiciliadas. Hasta hoy, al parecer no
se han suscitado problemas.
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Vamos a mencionar una serie de contratos que celebran entes pú­
blicos venezolanos y que parecen contradecir las normas constitucionales
relativas a Contratos de Interés Público. Para simplificar nos referiremos
exclusivamente a la Nación (Estado) venezolana.

Contratos para la adquisición de armamentos (barcos, aviones,
tanques, vehículos, armas, municiones, etc.) adquiridos a entida­
des oficiales extranjeras o sociedades extranjeras.
Adquisición de vehículos, maquinarias, equipos, implementos,
etc., para la dotación de los organismos militares y civiles.
Los contratos relativos a la acuñación de monedas.05

Los ejemplos son muchos y podrían multiplicarse, pero cabría pre­
guntarse respecto de los contratos relativos a la defensa nacional o a la
acuñación de monedas: ¿es que no son de evidente interés público?

En estos casos cabe preguntarse por la razón práctica de la con-
certación de tales contratos. En algunos casos, como los citados, el Es­
tado venezolano tiene necesidad o interés en lograr ciertas obras, sumi­
nistros o servicios de organismos o empresas extranjeras. En estas cir­
cunstancias, es el cocontratante de la Administración quien establece, ad­
mite o rechaza, cláusulas. Si Venezuela no puede o no quiere prescindir
de tales obras, prestaciones y servicios, es evidente que tiene que sobre­
pasar o desbordar la norma constitucional, o lo que es lo mismo, aceptar
las imposiciones del cocontratante.

En otros casos se trata de contratos de cumplimiento instantáneo o
de ejecución única, en los cuales el contrato se cumple uno actu, es decir,
con una solutio única, quedando agotado. Es evidente que en todos los
negocios de esta serie, las dificultades nacidas de la ejecución o cum­
plimiento de las obligaciones, no presentan problemas, ni dan general­
mente origen a reclamaciones; o en caso de haberlas, las normas positi­
vas son claras o fáciles de interpretar o aplicar (evicción, vicios ocultos u
otros problemas semejantes). Normalmente estos contratos tampoco ori­
ginan problemas, ni los han originado, ya que su simplificada ejecución,
conduce a excluirlos del ámbito de aplicación de la norma constitucio­
nal, aunque esto sea injustificado.

A base de estas consideraciones prácticas, el campo de aplicación
de los Contratos de Interés Público quedaría reducido a los contratos

55. El Banco Central de Venezuela parece actuar como representante legal (¿mandata­
rio?) de la Nación. Cfr., artículo 15 de la Ley de Monedas.
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"de duración", llamados también de "tracto sucesivo" o "de ejecución
continuada o periódica”.

En Venezuela tendríamos como ejemplos las concesiones mineras,
las de hidrocarburos, las de ferrocarriles, etc. Es conveniente advertir
que en estos casos no se suele estar en presencia de un contrato. Por re­
gla general tales concesiones son actos administrativos unilaterales con
efectos bilaterales (técnicamente: proveimientos administrativos conceso-
rios). A veces, a tales actos unilaterales va unido un contrato accesorio
(también en sentido técnico), pero no siempre.50

Se pueden asimilar a este grupo, los contratos de obras públicas,
que son aquellos que tienen por contenido la prestación de un resultado
futuro, pero que no son contratos "de duración” o de "tracto sucesivo",
sino que son contratos que se cumplen en un solo acto, sólo que se re­
quiere un tiempo para la producción del resultado. El contrato de obra
pública es la locatio operis referida a inmuebles y el dueño de la obra
un ente público.

La tendencia y opinión mayoritaria venezolanas, respecto de los
contratos de obras públicas, es no considerarlos como formando parte de
los Contratos de Interés Público, sino como aquellos que son "necesa­
rios para el normal desarrollo de la administración pública” y dentro de
las categorías a que se refiere el primer párrafo del artículo 126 de la
Constitución Nacional (véase II. 1.2.2.1. - Segunda).

6. Contratos necesarios para el normal desarrollo de la administración
pública y los permitidos por la ley
Luego de precisados separadamente los Contratos de Interés Nacio­

nal y los Contratos de Interés Público, es necesario aclarar que si ambas
categorías (si pueden denominarse así) son distintas, las mismas no son
excluyentes. En otros términos: se trata de dos conjuntos cuya relación
es de intersección, de tal modo que algunos contratos lo son de Interés
Nacional y de Interés Público a la vez.

Así podrían considerarse algunas concesiones mineras y las conce­
siones de hidrocarburos. También algunos contratos de obras públicas,
para no citar sino algunos ejemplos.

Por lo demás, tendría que entenderse —de acuerdo a lo expuesto
antes— que "los (contratos) que fueren necesarios para el normal desa­
rrollo de la administración pública”, son o deben ser aquellos contratos
pasivos respecto de los cuales existe un crédito específico en la Ley de 56 

56. Véanse: artículos 26 y 31 de la Ley de Minas; artículos 6, 65 y 79 de la Ley de
Hidrocarburos; artículos 5, 7 y 8 de la Ley de Concesiones Ferrocarrileras.
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Presupuesto, o que la erogación que representan puede imputarse legí­
timamente a una partida presupuestaria. Estos contratos suelen ser de la
misma naturaleza, tipo o categoría que los llamados de Interés Nacional.

Los llamados (contratos) "que permita la ley", deben entenderse
como contratos activos ordinarios, como los previstos en la Ley Forestal,
de Suelos y de Aguas y en el Reglamento de dicha Ley, que son gene­
ralmente concesiones (a pesar del diverso nombre que les dan las nor­
mas) ; y contratos que podríamos llamar "neutros” porque no producen
ni egresos ni ingresos, tales como depósitos de dinero en bancos, ma­
nejo de cuentas corrientes, remesas de dinero a través de instituciones
de créditos, operaciones instrumentales o accesorias de otras operacio­
nes, negocios o contratos. En definitiva, toda la gama de contratos no­
minados e innominados que puede y necesita celebrar el Estado en ejer­
cicio de la autonomía privada de la cual está dotado.

Es de advertir que las Administraciones Públicas de los entes terri­
toriales se entienden claramente sometidas a las normas constitucionales
contenidas en los artículos 126 y 127, pero la problemática puede hacerse
irresoluble ante la complejidad que pueden presentar las contrataciones
de otros entes públicos no territoriales. Por ejemplo: ventas de hidro­
carburos o suministro de los mismos a países o empresas extranjeras
realizadas por la Corporación Venezolana del Petróleo; o productos pe-
troquímicos por el Instituto Venezolano de Petroquímica, etc. En estos
casos se trata de Intereses Nacionales o Públicos, aunque sean sólo in­
tereses sectoriales.

Aún mayor complejidad pueden presentar las contrataciones celebra­
das por órganos del Estado, con legitimación separada para contratar, en­
tre ellos, la Fiscalía General de la República, la Contraloría General
de la República, la Procuraduría General de la República, el Consejo
de la Magistratura, el Consejo Supremo Electoral y otros organismos
de difícil ubicación y precisión acerca de su naturaleza o calificación ju­
rídica de su actividad.”

57. Aun en el caso de los entes públicos territoriales, examínese las disposiciones si­
guientes, tomadas de la Ley Orgánica del Distrito Federal:
An. 1-1. Corresponden al Gobernador del Distrito Federal, en su carácter de Pri­
mera Autoridad Ejecutiva, en lo Administrativo y Económico, los siguientes deberes
y facultades:

10. Establecer o contratar Loterías para fines de Beneficencia, con la aproba­
ción del Concejo Municipal y velar porque los fondos provenientes de esos
ramos se apliquen exclusivamente a los fines destinados.

11. Celebrar contrato! de interés municipal, sometiéndolos a la aprobación del
Concejo Municipal, sin cuyo requisito no se considerarán válidos ni po­
drán ponerse en ejecución.
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7. El Contrato de Empréstito Público diferenciado de los contratos
de Interés Nacional e Interés Público

Debiendo referirnos ahora al Contrato de Empréstito Público, tene­
mos que manifestar que el mismo no puede ubicarse ni dentro del gru­
po de Contratos de Interés Nacional, ni tampoco dentro del grupo de
Contratos de Interés Público.

En efecto, los elementos que se tienen recogidos en este estudio
permiten señalar:

- En todas las Constituciones venezolanas que mencionan los Con­
tratos de Interés Nacional, desde 1864; y en las mismas Constituciones
que mencionan los Contratos de Interés Público, desde 1893, han exis­
tido normas separadas e independientes de aquellas otras, que hacían re­
ferencia al Crédito Público o a la Deuda Pública, sin que se incluyeran
o refirieran estas últimas a los primeros, en ningún caso.

La circunstancia de que el constituyente le haya dado un tratamien­
to separado al Crédito Público, hace suponer fundadamente su diferencia
y naturaleza diferente a los demás contratos mencionados.

Es lógico pensar que un tratamiento separado de una materia, por
todos los constituyentes venezolanos, sea índice de que tal materia sea
diferente de otras con las cuales pudiere presentar cierta afinidad.

- Efectuada la comparación entre los Contratos de Empréstito Pú­
blico y los Contratos de Interés Nacional, de acuerdo con sus respectivas
regulaciones constitucionales, se advierte que los Contratos de Emprés­
tito Público debían y deben ser hoy, autorizados mediante Ley especial.
En cambio, los Contratos de Interés Nacional, solamente en algunas épo­
cas se exigió una Ley de Aprobación, y en la Constitución vigente no se
señala la forma jurídica que debe revestir tal aprobación.

La diferente naturaleza jurídica del Contrato de Empréstito Público
respecto de los Contratos de Interés Nacional, explica estas diferencias

Art. 41. Son atribuciones del Concejo Municipal:
.5*  Dar o negar su aprobación a los contratos que celebre el Gobernador.

Art. 69. Los contratos que, conforme a la atribución 11*  del artículo 14 de la
presente Ley, celebre el Gobernador del Distrito Federal, no podrán ser traspasados,
en todo ni en parte, a gobiernos extranjeros, y en todos ellos se considerará incor­
porada, aunque no estuviere expresa, la cláusula siguiente: "Las deudas y controver­
sias de cualquier naturaleza que puedan suscitarse sobre este contrato y que no
puedan ser resueltas amigablemente por las partes contratantes, serán decididas por
los Tribunales competentes de Venezuela, de conformidad con sus Leyes, sin que
por ningún motivo ni causa puedan ser origen de reclamaciones extranjeras".
Parágrafo Unico. Tampoco podrán celebrarse dichos contratos con sociedades no
domiciliadas legalmente en Venezuela, ni admitirse el traspaso a ellas de los ya
celebrados {subrayados nuestros).
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en los tratamientos. El Contrato de Empréstito es en su esencia un con­
trato real, del cual no puede predicarse que sea un contrato hasta tanto
la cosa-objeto del mutuo pase a la posesión de mutuatario. Es lógico que
ante tal circunstancia se autorice a la Administración a contratar.

La aprobación de un Contrato de Interés Nacional, puede funcio­
nar como una condicio inris para la eficacia de un contrato que es ya
perfecto y válido, pero ineficaz, antes de la aprobación. Así fue conce­
bido en algunos textos constitucionales que regularon la cuestión de los
Contratos de Interés Nacional.

Establecida la aprobación legislativa en la forma prevista en la Cons­
titución vigente de no poder celebrarse un Contrato de Interés Nacional
sin la aprobación del Congreso, ésta no puede interpretarse ya como una
condición impropia. En el caso parecería más bien tratarse de una so­
lemnidad o formalidad que al no haberse producido o al ser negada,
hace el acuerdo previo inexistente como contrato. Hasta tanto no se pro­
duzca la aprobación legislativa, tanto la Administración como el cocon­
tratante pueden decidir liberarse unilateralmente de cualquier compromi­
so. La responsabilidad resultante de tal comportamiento no podrá recon­
ducirse a la falta o culpa contractual y a la responsabilidad consiguiente.
Si hubiere responsabilidad por el retiro de una de las partes antes de
pronunciarse la aprobación, tal responsabilidad sería la derivada de la
teoría de la culpa in contrahendo, de admitirse tal solución doctrinaria.

Por el contrario, la autorización para contratar un Empréstito, no
incide de manera directa en el contrato ni en ninguno de sus elementos
propios. La autorización incide sobre el Poder Público (Potestad) de la
Administración, sobre su autonomía privada, a fin de legitimar su futuro
ejercicio. Es uno de los presupuestos del contrato lo que quedaría afec­
tado por la falta o vicio de la autorización. Una vez que la Adminis­
tración haya sido autorizada para concertar una empréstito, ella puede
celebrar o no celebrar el contrato o los contratos de mutuo; agotar la
totalidad de lo autorizado o solo parte y celebrar los contratos, en cual­
quier tiempo, siempre dentro de los límites de la autorización.

Así resulta evidente que la Aprobación de un Contrato de Interés
Nacional es una cuestión que difiere de la autorización para concertar un
Empréstito Público, y que éste último no puede incluirse o ser tratado
como una especie del primero.

- Tampoco puede tratarse doctrinariamente el Contrato de Emprés­
tito Público como una especie del Contrato de Interés Público.

Por definición contenida en la propia Ley de Crédito Público, el
Empréstito puede ser Interno o Externo, en el sentido que a tales ex­
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presiones de la Ciencia de las Finanzas. Es por demás frecuente que los
Empréstitos se contraten en el exterior con empresas financieras, bancos,
sociedades o particulares extranjeros; con instituciones internacionales,
etc. Si los Empréstitos fueran considerados una categoría o especie de
los Contratos de Interés Público, no podría Venezuela concertarlos en el
extranjero, por la prohibición constitucional expresa.

Ahora bien, a pesar de las normas constitucionales sobre Contratos
de Interés Público, Venezuela ha celebrado, tiene celebrados y vigentes y
está autorizada para celebrar contratos de Empréstitos Externos, lo que
indica que estos contratos de Empréstito nunca se han considerado como
formando parte de la pseudocategoría de los Contratos de Interés Pú­
blico.

Por último, como tal calificación no puede dársele a un contrato
de Empréstito, tampoco es aplicable a los mismos, la norma contenida
en el artículo 127 de la Constitución Nacional.

Adviértase, además, que cuando se es propietario de un crédito (pú­
blico o privado), tal crédito puede negociarse en cualquier forma (ena­
jenarlo, darlo en pago, gravarlo con prenda, etc.) y que la negociación
es perfecta y válida aun sin la notificación del deudor público. Esto
haría imposible la aplicación de la norma que prohíbe el "traspaso de
los contratos" a gobiernos extranjeros o a sociedades extranjeras o no
domiciliadas. Esto, aun en la hipótesis de que los documentos represen­
tativos del crédito fuesen nominativos; porque si fueren al portador es
imposible, desde el punto de vista jurídico, impedir la transferencia a
cualquier persona o entidad.

Es, pues, necesario concluir que el Contrato de Empréstito Público
no puede considerarse ni ha sido considerado nunca como un Contrato
de Interés Público.

En estas normas se confunden todos los contratos que apruebe o no
el Concejo Municipal, con los de interés municipal, que también son
aprobados por el mismo Concejo, con los que la Constitución Nacional
denominaba "Contratos de Interés Público celebrado por las Municipa­
lidades”. Era lógico, también, que en lugar de copiar la frase de la
Constitución: .. ."serán decididas por los Tribunales competentes de Ve­
nezuela". .., ha debido decirse "por los Tribunales competentes del Dis­
trito Federal", ya que la justicia no se había nacionalizado aún.
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PRELIMINAR

"El recurso de anulación, para ser ejercido, debe fundarse en la
infracción de alguna regla jurídica. Todo acto administrativo se com­
pone de un conjunto de elementos de cuya regularidad depende la va­
lidez de aquél. Tales elementos son: la competencia en el autor del
acto, la voluntad, el objeto, los motivos, la finalidad, las formalidades.
Basta, pues, que uno cualquiera de los elementos integrantes del acto
aparezca en contradicción con una regla de Derecho, para que el acto
en referencia pueda ser anulado por ilegalidad. El constituyente vene­
zolano, para evitar toda duda sobre el particular, ha hecho mención ex­
presa de uno de los vicios posibles del acto administrativo: la desviación
del poder, que es, en realidad, una de las formas de ilegalidad”.

Las anteriores palabras doctrinales han sido tomadas de la aporta­
ción deí maestro Eloy Lares-Martíncz, "Estado de Derecho y democracia
social en Venezuela” (en Perspectivas del Derecho Público en la segunda
mitad del siglo XX, Madrid, 1969, tomo V, p. 610) e introducen y
presiden el presente estudio.

* * *

l.A) Bases constitucionales. ¿Qué es la desviación o desvío de
poder ? *

Es una causal de anulación de los actos sujetos a la competencia
del Tribunal Fiscal de la Federación y del Tribunal de lo Contencioso-
Administrativo del Distrito Federal.

¿Qué tipo de tribunales son éstos, que van a nulificar por desvío
de poder, los efectos de un acto administrativo sujeto a su competencia?

Son tribunales de tipo administrativo, no judiciales; previstos en
nuestra Constitución, expresamente por el artículo 104, fracción I.

2.a) Primera reforma constitucional sobre jurisdicción adminis­
trativa. Cuando se creó el Tribunal Fiscal de la Federación, no existía
previsión alguna sobre su constitucionaüdad y se le consideró al margen
de ella. Sin embargo, el problema de la constitucionaüdad de los tribu­
nales administrativos quedó resuelto con la reforma, en el año de 1946,
a la fracción I, del artículo 104 constitucional; la que en forma in­
directa, constitucionalizó la existencia de dichos tribunales a través de 

* Nótese que aunque pudiera existir alguna diferencia doctrinal, entre el vocablo
"desviación” y el de "desvío", en esta aportación nos tomamos la licencia de
usarlos como sinónimos.



EL DESVIO DE PODER EN EL REGIMEN POSITIVO-MEXICANO 167

autorizar el establecimiento de recursos contra las resoluciones de los
tribunales administrativos ante la Suprema Corte de Justicia, en favor de
las autoridades afectadas por una resolución. En este sentido, que es el
correcto, se inclinó la doctrina, al interpretar el párrafo adicionado que
expresaba:

En los juicios en que la Federación está interesada, las leyes podrán es­
tablecer recursos ante la Suprema Corte de Justicia contra las sentencias
de segunda instancia o contra las de tribunales administrativos creados
por ley federal, siempre que dichos tribunales estén dotados de plena au­
tonomía para dictar sus fallos.

Para que un tribunal administrativo sea constitucional tiene que
gozar de plena autonomía para ser tal; es decir, no depender ni recibir
órdenes o instrucciones de la administración activa. Debe apuntarse,
además, que este párrafo se limitó a la Federación, pero excluyó al
Departamento del Distrito Federal, en su carácter de administración
local.

3-b) Trascendencia e importancia de dicha reforma. Esta reforma
constitucional revistió gran importancia porque reparó la inconstitu-
cionalidad de que adolecían los tribunales administrativos en nuestro
país, amén que los circunscribió.

La inconstitucionalidad a que nos referimos es aquella derivada
de la interpretación ortodoxa del principio de división de poderes, que
impide el ejercicio de la función jurisdiccional a órganos administrativos
que se encuentren en la órbita del Poder Ejecutivo. Esto constituyó,
pues, un rompimiento del monopolio que había ejercido el Poder Ju­
dicial en la impartición de la justicia administrativa.

4.c)  Reforma vigente: plena constitucionalización de la jurisdic­
ción conten ció so-administrativa. El 28 de octubre de 1968, entró en vi­
gor una nueva modificación a la fracción I del artículo 104 constitu­
cional: reforma más completa que hoy en día está vigente y que expresa:

Las leyes federales podrán instituir tribunales de lo contencioso-adminis-
trativo dotados de plena autonomía para dictar sus fallos, que tengan a su
cargo dirigir las controversias que se susciten entre la Administración Pú­
blica Federal o del Distrito Federal, y los particulares, estableciendo las
normas para su organización, su funcionamiento, el procedimiento y los
recursos contra sus resoluciones.
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Procederá el recurso de revisión ante la Suprema Corte de Justicia contra
las resoluciones definitivas de dichos tribunales administrativos, sólo en
los casos que señalen las leyes federales, y siempre que esas resoluciones
hayan sido dictadas como consecuencia de un recurso interpuesto dentro
de la jurisdicción contencioso-administrativa.

Esta reforma es en muchos sentidos superior a la de 1946.
La creación de los tribunales administrativos por disposición cons­

titucional se deja a las leyes federales; ya no es una autorización in­
directa.

Es criticable la especificación de que sean "leyes federales”; debe­
ría suprimirse del texto la palabra "federales” para hacerlo más con­
gruente y levantar la posible barrera que podría significar esto, para
que los Estados pudieran legislar y crear sus propios tribunales admi­
nistrativos.

Se insiste en el carácter de plena autonomía para dictar sus reso­
luciones, se amplía la creación de los mismos no sólo a la esfera fe­
deral; sino a la del Distrito Federal y se habla expresamente de la ju­
risdicción contencioso-administrativa. Además, se crea un sistema "mix­
to” de jurisdicción, puesto que las resoluciones de los tribunales admi­
nistrativos autónomos pueden ser revisadas, sea mediante el amparo,
sea mediante la revisión, por la Suprema Corte de Justicia, es decir,
por el Poder Judicial Federal.

5.B)  La noción de desvío de poder en nuestro país. Olivera Toro
nos explica que el acto administrativo debe tener el fin propio de la
función administrativa, que es la utilidad pública. De este modo no
puede perseguirse sino un fin de interés público, no una finalidad ex­
traña a la que marca la ley, y profundizando un poco, tampoco otro
fin distinto de aquel concreto, que la naturaleza y condiciones del acto
imponen. Aun cuando el acto sea correcto en apariencia, si la Admi­
nistración no persigue el fin que es debido, la doctrina señala que el
acto adolece del vicio de "desvío de poder”, y así se llega hasta la
propia intimidad del acto. Hay una especie de "regla o norma de tipo
psicológico”; es la obligación de perseguir el interés público.1

6.a)  Noción americana y francesa: diferencia básica. Además, el
mismo autor, distingue que para la doctrina americana habrá desvío de 

1. Olivera Toro, Jorge: Manual de Derecho Administrativo, 4*  Ed. 1976, Ed. Po­
rrúa, México, p. 132.
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poder, cuando la Administración, haciendo uso de sus facultades discre­
cionales, emite un acto notoriamente injusto o irracional, quedando al
particular opositor la carga de la prueba. Y para la doctrina francesa,
el desvío de poder aparece cuando se persigue un fin que no es aquel
que en el caso debía de perseguir, al obtener el órgano administrativo
un motivo distinto del que conforme al sentido implícito de la ley debió
tomar en cuenta.

Carrillo Flores expresa algunas ideas de cuyo análisis se confirma
la existencia de ambas concepciones doctrinales, ligadas al control del
poder discrecional:

"(...) Dos son las manifestaciones más importantes, a nuestro
modo de ver, de este método de limitación jurídica al poder discre­
cional; la que en la doctrina europea constituye el desvío de poder (...)
y la que en la doctrina, particularmente en la jurisprudencia de la Su­
prema Corte; representa el debido proceso legal (...) a través de
ambas instituciones jurídicas, las dos de origen jurisprudencial, los tri­
bunales administrativos europeos o la Suprema Corte Norteamericana
ejercitan un verdadero control jurídico sobre el poder discrecional y en
la medida en que ese control es provocado por el particular, en be­
neficio de un interés directo del que sea titular (...) ”.2

7.b)  Una exposición doctrinal ele la clásica noción francesa. Oli­
vera Toro la resume en los siguientes términos:

"El desvío de poder es el hecho del agente administrativo que
realizando un acto de su competencia, y respetando las formas impues­
tas por la legislación, usa de su poder en casos, por motivo y para
fines distintos de aquellos en vista de los cuales este poder le ha sido
conferido. La desviación de poder es un abuso de mandato, un abuso
de derecho. Puede un acto administrativo haber sido realizado por el
funcionario competente con todas las apariencias de regularidad y, sin
embargo, este acto discrecional realizado puede estar afectado de ile­
galidad si su autor ha usado de sus poderes para un fin distinto a
aquel en vista del cual le han sido conferidos, o para retener la fór­
mula de la jurisprudencia; para un fin distinto que el interés general
o el bien del servicio. La teoría de la desviación de poder es la de­
fensa de la moralidad administrativa”.3

2. Carrillo-Flores, Antonio: La justicia federal y la administración pública, 2*  Ed.
Ed. Porrúa, 1973, p. 71.

3. Op. cit.
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8.c)  El desvío de poder en el derecho positivo. Finalmente, Oli­
vera Toro expresa que en México, con timidez, se admite el desvío de
poder en el artículo 228, del Código Fiscal de la Federación. El cual
expresa lo siguiente:

"Será causa de anulación de una resolución o de un procedimiento
administrativo:

a) (Omissis)-,
b) {Omis sis) \
c) {O mis sis);
d) Desvío de poder, tratándose de sanciones".

9.d)  Apoyo teórico de la circunscripción del desvio de poder a
sanciones. Ahora bien, el autor suizo Fritz Fleiner hace las siguientes
precisiones con respecto al control de las facultades discrecionales, cuyo
típico caso es la aplicación de sanciones que varían de un monto mínimo
a un máximo y que en la apreciación personal del suscrito se acercan
mucho a las consideradas en México para circunscribir el desvío de
poder a sanciones:

Las normas de la ley son también ineludibles para el poder discrecional.
Por eso, la cuestión de saber dónde empieza el dominio del poder dis­
crecional y dónde termina, por sí misma, es una cuestión jurídica y no
una cuestión de apreciación exenta de la revisión jurisdiccional. La extra­
limitación en el poder discrecional constituye un acto ilícito. No son me­
ramente las limitaciones externas las que la autoridad ha de respetar; sino
que también existen ciertas limitaciones internas que son impuestas a su
poder discrecional: a la autoridad le está prohibido mandar a capricho den­
tro de su competencia: al ejercer aquélla, su potestad discrecional no
puede imponer su arbitrio en cada caso particular, sino atendiendo a los
factores que la ley quiere que se tengan en consideración.4

10.e) La experiencia de su aplicación: una opinión importante.
Una ex-magistrada del Tribunal Fiscal5 nos aporta la siguiente opinión
referente al tema que nos ocupa:

4. Fleiner, Frita: Instituciones de derecho administrativo. Ed. Labor, p. 119 (tra­
ducción de Sabino A. Gendin, de la 8*  ed. alemana).

5. Nos referimos a Dolores Heduán Virués y a su obra: Cuarta década del Tribunal
Fiscal de la Federación.
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La causal desvío de poder ha sido objeto de una exploración jurispruden­
cial más trascendente desde que se atribuyó a la competencia del Tribunal
Fiscal, la calificación de las resoluciones en las que se imponen multas
por infracciones a normas administrativas federales o del Distrito Fede­
ral. Hasta la fecha se ha venido consolidando el criterio de que el desvío
de poder consiste, en la falta de adecuación de la multa a la importancia de
la infracción y a la capacidad económica del infractor; salvo por supuesto,
cuando la ley establece multas fijas y no variables, entre un mínimo y un
máximo; de que esa adecuación debe juzgarse aplicando las reglas que da
la ley del caso al respecto y de que si no las da debe razonarse con li­
bertad lo que sea conducente a impedir la arbitrariedad, tomando en cuen­
ta las circunstancias de cuya prueba se disponga. Si la multa impugnada
resulta excesiva, las salas del Tribunal Fiscal están facultadas para cuan-
tificar la que deba imponerse, en vista de que el artículo 230 del Código
Fiscal de la Federación permite señalar los términos conforme a los cua­
les deba ser dictada una nueva resolución, sin que ello extrañe suplir a
la autoridad demandada en el ejercicio de sus atribuciones sancionadoras,
porque éstas quedaron agotadas de su parte, al emitir la resolución en­
juiciada. Y puesto que la imposición de sanciones distintas de las multas,
no ha suscitado el ejercicio de la jurisdicción del Tribunal Fiscal, está
pendiente la elaboración del criterio con el que habría de juzgarse el des­
vío de poder que la citada causa del artículo 228, inciso d) parece exten­
der genéricamente a toda clase de sanciones.

ll.C) La evolución legal y jurisprudencial en los tribunales ad­
ministrativos. En México la noción de desvío de poder nace jun­
tamente con los llamados tribunales autónomos de lo contencioso-ad-
ministrativo. Nos referimos principalmente a los dos existentes en la
actualidad que constituyen ya, verdaderas instituciones jurídicas de nues­
tro derecho público.

12.AA)  Tribunal Fiscal de la Federación. Lo crea la Ley de
Justicia Fiscal del año 1936, que entró en vigor al año siguiente. Des­
de entonces ha desempeñado continua y eficientemente su labor juris­
diccional. Actualmente su régimen jurídico se encuentra comprendido
en el título adjetivo del Código Fiscal Federal y en su ley orgánica.

13.a)  Intención original: control del ejercicio de una facultad
discrecional. En la exposición de motivos de dicha ley se determina lo
siguiente:
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.. .Sólo para las sanciones se autoriza la anulación por desvío de poder,
esto es, por el abandono de las reglas que aunque no expresamente fijadas
en la ley son implícitas cuando la ley concede una facultad discrecional.
Se ha circunscrito la anulación por desvío de poder a las sanciones, porque
es ahí donde la necesidad al acatamiento de las reglas implícitas aparece
con claridad en el derecho tributario mexicano, puesto que en la materia
de los impuestos las autoridades normalmente no obran ejercitando fa­
cultades discrecionales, sino cumpliendo preceptos de las leyes.

14.b) Precepto inicial que admitió el desvio de poder. El artículo
202 del primer Código fiscal mexicano,*  al expresar las causas de nu­
lidad mencionaba:

... Desvío de poder, tratándose de sanciones impuestas por infracciones
a las leyes fiscales.

15.c)  Comentario personal del sistema adoptado. Los argumentos
de la exposición de motivos nos parecen insuficientes, porque al mencio­
nar que en la materia de impuestos las autoridades normalmente no
obran ejercitando facultades discrecionales; se está aceptando, interpre­
tando a contrario sensu, que excepcionalmente sí obran ejercitando fa-
cultades discrecionales y se carece de un medio para controlar este oca­
sional ejercicio. Con respecto al precepto, es sobresaliente su limitación;
pero fue un buen comienzo, pues no había antecedentes y lo que se hizo
fue adaptar las causales de nulidad del recurso por exceso de poder
de la doctrina francesa.

16.d) Primera tendencia jurisprudencial: rechazo de la posibilidad
de control de facultades discrecionales. La tesis que a continuación se
transcribe nos descubre la gran inhibición que, para controlar las fa­
cultades discrecionales, mostró en sus inicios el Tribunal Fiscal de Ja
Federación:

Condonación por gracia, incompetencia del Tribunal Fiscal para conocer
de las resoluciones negativas de la S.H.C.P. *'(...)  por lo que se llega
a la conclusión de que el Tribunal Fiscal de la Federación por ningún
concepto puede conocer entonces de las negativas de condonación, ya
que tendría que sustituirse a la Secretaría de Hacienda en las facultades
expresas que la ley le concede empleando las siguientes expresiones: por

• Diario Oficial, 30 de diciembre de 1938.
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gracia, a juicio, que estime; casos todos de carácter estimativo subjetivo
que corresponde tan sólo a la persona a quien la ley da esa facultad”.6 7 8
Cabe acotar que el razonamiento jurisprudencial va de acuerdo con el
desarrollo que entonces tenía nuestra jurisprudencia administrativa, muy
incipiente; pero nos parece pcsimo, pues se confunde la posibilidad de
anular un acto por desvío de poder al ejercitar las "facultades graciosas”,
con la sustitución de la autoridad en el ejercicio de dicha facultad.

17.e) Reconfirmación jurisprudencial del estrecho marco compe-
tendal y restricción del concepto. Estando a mitad del presente siglo,
ante una rica jurisprudencia y doctrina extranjeras, con la causal abierta
en la ley y con la documentada consciencia de los magistrados sobre el
alcance del desvío de poder, nuestro derecho positivo no vislumbraba
los caminos para la amplia aplicación en la práctica de la noción. La
siguiente tesis nos confirma lo anterior:

Multas Federales. ". . .Cuando no se impongan por infracciones a las leyes
fiscales, el Tribunal Fiscal de la Federación no es competente para conocer
de las inconformidades planteadas respecto de las mismas, aplicando a
contrario senstt lo dispuesto por el art. 160, fracción III, del Código Fis­
cal...” —dicho precepto establecía la competencia del Tribunal Fiscal
para conocer de los juicios que se iniciaran contra los acuerdos que im­
ponen sanciones por infracciones a las leyes fiscales—.T

Cabe comentar que los efectos de esta interpretación son evidentes:
la total carencia de medio de defensa alguna en contra de la arbitraria
imposición de las multas administrativas no fiscales. Sólo quedaba el
manejo del amparo, tratando de hacer valer violaciones constitucionales
contra los artículos 14 y 16 de nuestra Constitución, que establecen
las garantías de legalidad y de debida fundamentación y motivación.

Como un importante precedente, advertimos que la Tercera Sala
había sostenido en su sentencia el criterio que ahora subsiste, pero que
el Pleno rechazó inicialmente. Dicho criterio es el siguiente:

Las resoluciones de todas las autoridades administrativas federales y no
sólo las resoluciones de la Secretaría de Hacienda, de sus dependencias

6. Revista del Tribunal Fiscal de la Federación. Resolución del Pleno del Tribunal
Fiscal de 22 de septiembre de 19-18, p. 513.

7. Esta tesis constituye la resolución del Pleno del Tribunal Fiscal, de fecha 10 de
julio de 1939, provocada por contradicciones entre la Tercera Sala y otras.
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o de organismos fiscales autónomos; son susceptibles de impugnación ante
el Tribunal Fiscal de la Federación. Cualquier crédito a favor del Erario
Federal debe reputarse como un crédito fiscal.

18.f) Alodificación de la tendencia inicial: control de las facul­
tades graciosas. Pasó el tiempo, ninguna tesis ni precedente apareció so­
bre el desvío de poder por la sencilla razón de que las tres primeras
causales lo subsumían, pues por economía procesal, ningún fallo que
encontrara la causal de anulación en las otras fracciones (incompeten­
cia, vicio de forma y violación legal) pasaba a analizar los argumentos
del recurrente sobre desviación de poder.

Sin embargo, a fines de la década de los cincuenta, sobrevino un
cambio importante en la jurisprudencia del Tribunal Fiscal respecto de
los criterios anteriormente manejados. Así, encontramos el siguiente fa­
llo, en el cual se resolvió la queja promovida por la Procuraduría Fis­
cal de la Federación en contra de una sentencia de la Séptima Sala
que violaba la jurisprudencia hasta entonces practicada:

Facultades discrecionales, el Tribunal Fiscal es competente para conocer
de las negativas de condonaciones a que se contrae la fracción II del artícu­
lo 51 del Código Fiscal. De acuerdo con los principios de juridicidad
y debido procedimiento legal (...) se desprende la posibilidad de que
el Tribunal Fiscal de la Federación controle la legalidad con que actuaron
las autoridades fiscales en una negativa de condonación... la condonación
debe concederse, pues de otro modo llegaríamos a la conclusión inadmi­
sible de que el legislador otorgó un derecho ficticio; de aquí que si la
norma utiliza el término gracia, esto no puede tomarse en un sentido
simple y gramaticalmente estrecho; o sea, como algo que queda sujeto
a la voluntad arbitraria de los funcionarios competentes; sino que la con­
donación tal como la estableció el legislador queda vinculada a situacio­
nes de hecho y de derecho, como son respectivamente, por una parte
malas situaciones económicas del infractor, y por otra, levedad de la in­
fracción cometida por el transgresor.8

Ahora bien, cabe comentar que este tipo de jurisprudencia pudo
haberse desarrollado porque era más común pedir la reducción de la
multa que se consideraba excesiva, que considerar que hubo desvío de
poder y pedir su anulación.

8. Revista del Tribunal Fiscal de la Federación. Resolución del Pleno de 16 de julio
de 1958. '
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Por fin, el Tribunal Fiscal se atrevió a abandonar la tendencia ini­
cial y estableció que el uso de facultades discrecionales o graciosas, no
estaba sujeto a la voluntad arbitraria del agente público;1 sino que era
posible controlar la legalidad con que actuaron.

19-g) Confirmación y claridad del nuevo criterio. Más tarde di­
cho criterio es confirmado al resolver la queja interpuesta por la Pro­
curaduría Fiscal de la Federación contra una sentencia dictada por la
Cuarta Sala; la siguiente tesis es muy clara al respecto:

Alalias. El Tribunal Fiscal puede reducirlas y fijar sus limites de aplica­
ción sin que esto deba considerarse una condonación. "(...) Si la Sala
sentenciadora encontró que efectivamente había desvío de poder, por parte
de las autoridades fiscales al imponer la multa combatida, al declarar la
nulidad de esta y fijar las bases para la correcta imposición de la sanción,
no existe condonación de ninguna clase(9

Ahora bien, leído el texto de esta resolución, encontramos los si­
guientes conceptos, que explican claramente la ampliación del criterio:

"(...) y la causal de anulación respecto de este acto se hizo consistir
en que la autoridad demandada había incurrido en un claro desvío de
poder, pues las infracciones que dieron origen a la sanción no pueden te­
ner el carácter de graves en grado tal que ameriten la sanción económica
impuesta, pues no hubo maniobra fraudulenta para omitir el pago, y
además porque en diversos casos en que una auditoría o inspección han
demostrado omisiones, la demanda ha impuesto multas menores en pro­
porción a aquéllas que se puso al actor; cosa injusta y que demuestra
que la facultad que ha hecho uso la Procuraduría Fiscal fue incorrectamente
aplicada(. . .). No puede decirse que la Sala Sentenciadora haya condo­
nado parcialmente la multa impugnada por el actor, pues la acción de
nulidad se basó en que la autoridad había incurrido en desvío de po­
der

Queda confirmado pues, que la Sala, sin sustituirse a la voluntad
del agente público, puede anular por desvío de poder una multa ar­
bitraria.

20.h) Reforma legal: ampliación de la materia de aplicación del
concepto. Finalmente, en lo que se refiere a la restricción de la noción

9. Resolución del Pleno de 15 de febrero de 1961, Exp. Núm. 834/57: Revista del
Tribunal Fiscal, Año XXV, 4Q Trimestre, p. 81.
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desvío de poder a sólo multas por infracciones fiscales; esto dejó de
tener efectos cuando el precepto se modificó, simplificando su texto y,
a la vez ampliando su aplicación; para quedar como en el Código Fis­
cal de la Federación de 1967, en su artículo 228, fracción d) (supra
& 8).

Hacemos notar cómo en el caso de nuestro derecho positivo, se
contempla el desvío de poder como limitador de la potestad discre­
cional de la autoridad, al imponer sanciones de tipo económico, ya no
solamente en materia fiscal, sino en materia administrativa en general.

Precisamente, por decreto de 29 de diciembre de 1965, se había
reformado el Código Fiscal de la Federación de 1938, ampliando la
competencia del Tribunal Fiscal, para conocer de inconformidades en­
derezadas contra multas impuestas por violación de leyes federales ad­
ministrativas; reforma que fue recogida por la Ley Orgánica del Tri­
bunal Fiscal de la Federación10-11 en su artículo 23, fracción III.

21.BB)  Tribunal de lo Contencioso-Administrativo del Distrito
Federal. Su creación se debe a la ley publicada en el Diario Oficial,
el 17 de marzo de 1971, cuya vigencia se inició cuatro meses después
y que ha sufrido importantes reformas en los años 1973 y 1979; la
primera de estas reformas le suprimió sus facultades de "plena juris­
dicción”, puesto que fue derogado el precepto que al referirse a las sen­
tencias, establecía que éstas podrían contener "los términos de la mo­
dificación del acto impugnado y, en su caso, la condena que se decrete”.

22.a)  Causales de nulidad antes de la reforma de 1973. El artícu­
lo 21 originario establecía que eran atribuciones de las Salas:

I. "Conocer en los términos de ley de los juicios que se promuevan con­
tra cualquier resolución o acto administrativo de las autoridades depen­
dientes del Departamento del Distrito Federal, con excepción hecha de
las materias señaladas para la competencia del Tribunal Fiscal, en la que
el presunto agraviado alegue como causa la ilegalidad:

a) Incompetencia de la autoridad;
b) Incumplimiento u omisión de las formalidades del procedimiento;
c) Violación de la ley o no haberse aplicado la debida;
d) Arbitrariedad, desproporción, desigualdad, injusticia manifiesta o cual­
quier otra similar, tratándose de actos discrecionales”.

10-11. Nos referimos a la publicada en el Diario Oficial, el 2 de febrero de 1978, que
abrogó la de 1966.
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23.b)  Justificación del control jurisdiccional de la discrecionali-
dad. El profesor Ernesto Flores Zavala comenta:

Generalmente se estimaba que los actos discrecionales de las autoridades
no podían ser revisados por ninguna otra autoridad, precisamente, porque
la que realizó el acto obró conforme a su propio criterio. Esta discreciona-
lidad puede consistir en la facultad de la autoridad para decidir si debe
actuar o no, o bien, para determinar el sentido de su actuación, o su
intensidad y, estos actos por disposición expresa de la ley, pueden ser re­
visados por el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo del Distrito Fe­
deral, porque en su ejercicio puede haber violaciones injustificadamente
en perjuicio de particular.12

Esto constituía verdaderamente el control de la discrecionalidad que
hemos denominado desvío de poder; pero el tribunal nunca lo aplicó
como tal, ni lo ha aplicado, no siendo más que un texto falaz.

24.c) Causales de nulidad vigentes. Las reformas que modifica­
ron el articulado, hicieron quedar en el artículo 22 las causas de nulidad
de los actos impugnados; las fracciones I y III quedaron intactas, pero
las fracciones II y IV cambiaron ligeramente los textos:

II. "Incumplimiento u omisión de las formalidades legales”.

IV. “Arbitrariedad, desproporción, desigualdad, injusticia manifiesta o cual­
quier otra causa similar”. Resaltando, pues, que al final del texto de la
fracción IV, se haya suprimido la frase “tratándose de actos discreciona­
les”, lo que hace aún más vaga la noción del desvío de poder y su po­
sible aplicación.

25.d)  Opinión personal: inexistencia práctica del desvio de poder.
Veamos qué ha sucedido en la práctica: no hay jurisprudencia del tema,
podemos pensar que el desvío de poder no existe ni se aplica en el
contencioso-administrativo del Distrito Federal. Buscando bases de esta
aseveración, puedo afirmar que según las tendencias jurisprudenciales,
lo que podría anularse por aplicación de la fracción IV del artículo 22
se confunde terriblemente con las causales objetivas, como son la ile­
galidad o la falta de formalidades. Ejemplos:

1? "Multas excesivas, nulidad de las. Si el monto de las multas impuestas
por las autoridades del Departamento del Distrito Federal exceden el má-

__________
12. Revista del Tribunal Contencioso Administrativo del D. P., Núm. I, p. 80.
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ximo establecido en las disposiciones legales aplicables, se está en el caso
de ilegalidad en el artículo 21, fracción I, inciso c), de la ley de este
tribunal, por lo que procede declarar su nulidad’.13-14

2’ Arbitrarios, los actos emitidos por las autoridades administrativas que
carezcan de fundamento, son: '*Si  las autoridades administrativas del De­
partamento del Distrito Federal dictan una orden o resolución que cause
molestias a los administrados, sin citar las disposiciones de carácter gene­
ral que le sirvan de fundamento, el acto de autoridad es arbitrario y debe
anularse”.

26.D) Desarrollo jurisprudencial del tema en los últimos años.
A continuación se apuntan las tendencias y el desarrollo que ha mos­
trado la jurisprudencia más representativa en relación con el desvío de
poder.

27.a)  Tesis que reafirman la posibilidad de anular multas y se­
ñalar bases. En los siguientes casos, veremos la reafirmación del criterio
que permite al Tribunal Fiscal anular una multa excesiva y fijar las
bases según las cuales, debe dictarse la que proceda:

1» Multas, monto de las, competencia del Tribunal Fiscal de la Federa­
ción. La sentencia de la Sala que declara la nulidad de una multa por con­
siderar que su cuantía no se ajusta a la ley, puede válidamente, fijar el
monto a que debe ascender la sanción (...) ya que con ellos está dando
las bases para la nueva resolución (...) ,16

2’ La resolución anterior se basó en esta otra, incluida en la sentencia,
de la que a continuación transcribimos la parte medular:

Efectos de la nulidad, bases para una nueva resolución, multas. ”(. . .)esta
jurisprudencia no resulta violada si la sentencia en que se declara la nu­
lidad de una multa por la causa señalada en el inciso d) del artículo 202
del Código Fiscal de la Federación, señala la cuantía de lo que deba im­
ponerse en una resolución; en efecto, la Sala sentenciadora no está susti­
tuyendo a la autoridad demandada en el ejercicio de sus atribuciones, por-

13.14. Gaceta Oficial, del l9 de noviembre de 1972.
15. Revista del Tribunal Fiscal de la Federación. Resolución del Pleno de 28 de fe­

brero de 1968 (juicio 188/67/3592/67).
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que dicha autoridad agotó su facultad sancionadora al dictar la resolución
impugnada (,..)”.ie

3*  En ambos casos, el Tribunal Fiscal no hizo más que reconocer lo que
varios años antes la Suprema Corte de Justicia había decidido en los si­
guientes términos:

Tesis 1.673. Militas desproporcionadas, el Tribunal Fiscal puede fijar su
monto. "Si el Tribunal Fiscal estima que la autoridad demandada incurrió
en exceso de poder para fijar la cuantía de una multa, y como causa de
nulidad no se ha invocado la omisión o incumplimiento de las formali­
dades legales que debe revestir la resolución o procedimiento impugnado,
sino la legalidad de la resolución porque se considera desproporcionada
la cuantía de la multa, el ejercicio de su función jurisdiccional implica la
sustitución a la autoridad responsable para fijar el monto de la multa
dentro del mínimo y del máximo establecido por la ley, tomando en con­
sideración las circunstancias que concurren al caso”.17

28.b) Primera jurisprudencia que directamente aborda el tema.
Comentando los alcances y sentido del desvío de poder en nuestro de­
recho positivo, esta tesis expresa lo siguiente:

Desvio de poder. "Las autoridades al cuantificar una multa deben tener
en cuenta las circunstancias que rodearon la comisión de la infracción, las
consecuencias que puede producir, las prácticas viciosas que con ella se ge­
neran y las condiciones económicas del causante. De lo anterior se concluye
que si una autoridad al imponer una sanción no justifica con razonamien­
tos congruentes la gravedad de la infracción y las situaciones especificas
del infractor, es claro que se incurre en desvio de poder”.™

29.c)  Tres resoluciones breves sobre multas y desvio de poder.
Las siguientes breves resoluciones abordan de algún modo, el tema des­
vío de poder tratándose de sanciones o multas.

1*  Multas, deben exponerse las razones que determinen la gravedad de
la infracción. "La autoridad debe razonar y determinar en la propia re­

lé. Revista del Tribunal Fiscal de la Federación. Resolución del Pleno del 1*  de julio
de 1964 (Queja 9/64).

17. Revisión Fiscal 316/54, Héctor Martínez, 21/955, Ponente Lie. Mariano Azuela,
Sala Auxiliar, Informe 1955, p. 80.

18. Revista del Tribunal Fiscal de la Federación. Resolución del Pleno de 24 de abril
de 1970, C. Revisión 294/69, juicio 3212/69.

i
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solución los motivos por los que considera aplicable la sanción en deter­
minada cantidad, aun cuando ésta se encuentre dentro de los limites míni­
mo y máximo señalados por la ley a efecto de justificar su arbitrio”.19

Este es el caso en el que una reciente tesis muestra timidez para ex­
presar en el texto que hay desvío de poder cuando la. autoridad no
justifica su acto arbitrario.

2*  Multa excesiva. "El abuso de poder que la autoridad haya podido co­
meter al imponer una multa debe probarse por quien lo alega, por lo que
deberán ser fundados los razonamientos relativos, y en consecuencia re­
sulta insuficiente para demostrar la inequidad, alegar en forma general
que se considera excesiva la multa?’.20

Aquí se maneja el concepto, pero se le denomina "abuso de poder”;
dóctrinalmente se discute si se identifican o se distinguen ambas acep­
taciones; pero en el caso de nuestro derecho positivo podemos decir, que
se identifican plenamente.

3’ Multas, desvio de poder. "Tratándose de imposición de sanciones,
cuando la multa se aproxima más al mínimo y no se aleguen ni se de­
muestren atenuantes, debe considerarse que no se incurre en desvio de
poder, pues es suficiente al aducir en forma general, que la infracción fue
leve”.21

De esta tesis podemos comentar que además de breve, y se refiere
a la desviación de poder en sentido negativo, no aporta mucho.

30.d) Desvio de poder y el respeto a normas reglamentarias. Es­
ta otra tesis es importante, pues introduce el respeto a las normas regla­
mentarias para evitar la configuración del desvío de poder:

Multas por venta de maquinaria eléctrica, desvio de poder cuando no se
toma en cuenta los elementos que al efecto señala el reglamento de la
materia. "De acuerdo con lo establecido por el artículo 247 del Reglamento
de Ley de la Industria Eléctrica, la autoridad al imponer multas por venta

19. Resolución de 10 de enero de 1979, de la Sala Superior, Revisión 393/73, juicio
1973/73.

20. Resolución de 15 de enero de 1979, de la Sala Superior, Revisión 3/71, juicio
3437/69.

21. Resolución de 23 de mano de 1979, de la Sala Superior, Revisión 327/73, juicio
811/73.
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de aparatos o maquinarias que no reúnan las características esenciales de
los tipos aprobados por la Secretaría de Comercio, debe en cada caso to-

. mar en cuenta el monto de la venta, la finalidad y el grado de inseguridad
que suponga el uso del objeto de que se trata, pues de otro modo al fijar
la sanción se incurre en desvío de poder’'.2’

31.e)  Criterio definitivo: desvio de poder como medio efectivo
para anular multas arbitrarias o desproporcionadas. Es claro que el con­
trol que realiza el tribunal sobre el criterio de la autoridad está resul­
tando efectivo, pues sentencias como la siguiente aseguran a los go­
bernados que las multas no serán injustas, ni desproporcionadas. El tér­
mino se utiliza sólo en la síntesis y rubro; resulta curioso que no se
menciones en el texto.

Multa, desvio de poder al no tomar en cuenta la capacidad económica del
infractor. "El legislador estableció márgenes dentro de los cuales puede la
autoridad imponer sanciones económicas; pero previó en protección del par­
ticular que éstas no fueran excesivas en perjuicio de la capacidad económica
del infractor,, de donde resulta correcta la apreciación de la a quo al consi­
derar que una multa de diez mil pesos, para una empresa con capital de
ochenta mil, resulta grave y le causaría un perjuicio económico importante;
en consecuencia, es procedente anularla porque se dicte nueva resolución
que determine una multa proporcional a la capacidad económica de la
infractora”.22 23

~ 32 . f) El desvio de poder y las violaciones legales y constitucio­
nales. Hasta aquí las tesis que manejan el desvío de poder como causal
de anulación; las cuatro tesis más que seguidamente veremos, ante las
mismas circunstancias utilizan la violación de la ley y la falta de moti­
vación y fundamentación constitucionales (artículo 16 de la Constitu­
ción Federal de 1917), como bases de la anulación del acto.

1*  Motivación de la multa, debe razonarse sobre la cuantía para cumplir
•' ' el requisito de. "Procede declarar la nulidad de una multa, si la autoridad

que la impuso no expresó en el caso concreto las razones de la importancia
de la infracción, ni examina las condiciones del causante y la conveniencia
de destruir prácticas establecidas para evadir la prestación fiscal o violar
las leyes, pues, tales elementos no son meras formalidades, sino constituyen 

22. Resolución de 30 de marzo de 1979, de la Sala Superior, Revisión 311/77, juicio
10434/76.

23. Resolución de 30 de marzo de 1979, de la Sala Superior, Revisión 139/75, juicio
4161/73.
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la motivación de la cuantía de la sanción, en los términos previstos por
las fracciones I y II del artículo 37 del Código Fiscal de la Federación”.®4

2*  Multa, debe razonarse el porqué su aplicación. "La autoridad incum­
ple lo preceptuado en el artículo 37, fracción I del Código Fiscal, si en el
proveído que contiene la multa no se expresa que la autoridad impositora
haya razonado la causa de la sanción; tomando en cuenta la importancia
de la infracción, condiciones del causante y conveniencia de destruir prác­
ticas de evasión fiscal e infracciones de disposiciones legales o reglamen­
tarias; no siendo suficiente para cumplir esa obligación, expresar que con­
sidera que el incumplimiento de las obligaciones trae aparejada una grave
afectación de los intereses del fisco, en especial si se está aplicando la san­
ción máxima”.24 25 26

Como se puede notar, en ambos casos, no se razonó suficientemente
la sanción; los conceptos que se manejan son aparentemente distintos,
en el primero se habla de falta de motivación y en el segundo, de vio­
lación a la ley, pero resulta claro que la falta de motivación es una
ilegalidad, a la vez que, en vía de amparo, vale como agravio cons­
titucional; y sucede precisamente que la jurisprudencia ha ido más allá
de la legalidad, llegando a regular las multas según sus requisitos cons­
titucionales, como se ve en esta tercera tesis:

3*  Multas, requisitos constitucionales que deben cumplir "(...) I. Que
la imposición esté debidamente fundada, es decir, que se exprese con pre­
cisión el precepto legal aplicable al caso. II. Que se encuentre debida­
mente motivada, que señale con precisión las circunstancias especiales, ra­
zones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración
para la imposición de la multa; y que exista adecuación entre los motivos
aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se
confirme la hipótesis normativa (...) III. Que para evitar que la multa
sea excesiva, se tome en cuenta la gravedad de los perjuicios ocasionados
a la colectividad, la reincidencia y la capacidad económica del sujeto san­
cionado. IV. Que tratándose de multas en las que la sanción puede variar
entre un mínimo y un máximo, se invoquen las circunstancias y las razones
por las que se considera aplicable al caso concreto el mínimo, el máximo
o cierto monto intermedio”,2'’

24. Resolución del 26 de febrero de 1979, de la Sala Superior, Revisión 112/78, juicio
3124/77.

25. Resolución del 7 de marzo de 1979, de la Sala Superior, Revisión 9/75, juicio
3953/71.

26. Resolución del 31 de enero de 1977, de la Sala Superior, Revisión 60/78, juicio
9832/77.
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4’ Está constituida por la tesis 268 del Primer Tribunal Colegiado en ma­
teria administrativa del Primer Circuito, la cual se explica por su mismo
prolijo texto:

M.ultas, cuantif ¡catión de las, en materia fiscal. "Precisando criterios ante­
riores, este tribunal considera que para la cuant'rficación de las multas fis­
cales, cuando la ley señala un mínimo y un máximo, la autoridad debe
razonar su arbitrio y tomar en consideración los siguientes elementos básicos:
a) La negligencia o mala fe del causante, o la espontaneidad de su con­
ducta para acatar la ley aunque extemporáneamente.

b) El monto del perjuicio sufrido por el fisco (elemento que a veces
ya está considerado en la norma cuando los límites de la multa se fijan
en función del impuesto omitido).
c) Si se trata de una infracción aislada o de una infracción insistente­
mente repetida por dicho causante, y

d) La capacidad económica del infractor. El único monto que las auto­
ridades pueden imponer sin razonar su arbitrio, demostrada la infracción
es el mínimo, pues ello implica que se ha aceptado un máximo de circuns­
tancias atenuantes. Pero para imponer un monto superior al mínimo, sin
que su determinación resulte arbitraria y caprichosa, las autoridades están
obligadas a razonar el uso de sus facultades legales al respecto; para no
violar el principio constitucional de fundamentación y motivación consa­
grado en el artículo 16 constitucional, y dar a los afectados plena oportu­
nidad de defensa (art. 14 const.); respecto de los datos y elementos que
sirvieron para individualizar la sanción. Y si la multa es superior al míni­
mo y carece de la motivación respectiva, procede conceder el amparo por
tal violación formal, aunque dejando a salvo el derecho que puede tener
la autoridad a imponer una nueva multa, ya que no había estudiado en
cuanto al fondo méritos de la pretensión de sancionar con base en que
se ha cometido una infracción".’7

33.E) Conclusión. La brevedad de este trabajo no permite qui­
zás, describir con plenitud la problemática que ocasiona en nuestro de­
recho positivo la aplicación del concepto de desvío de poder en la pers­
pectiva global de la justicia administrativa mexicana.

Sin embargo, considerando previamente la importante intención del
legislador mexicano que al establecer la jurisdicción contencioso admi­
nistrativa, no quiso crear una dualidad al estilo francés, sino implc-

27. Amparo Directo 1/75, Ingenio Zapcapita S. A., Apéndice, 1975, pp. 282-2. Ponen­
te: Lie. Guillermo Guzmán Orozco, 4 de febrero de 1971.
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mentar un sistema de justicia distinto al judicial, mas no opuesto ni
independiente, podemos derivar de la exposición lo siguiente:

No se ha aprovechado la gran ayuda que ofrece el desvío de po­
der como contralor de que los actos administrativos no se alejen de
los fines para los que deben dictarse, especialmente los discrecionales
y falta un mayor desarrollo jurisprudencial del tema que lo amplíe o
especifique, ya que del hecho de que conste en un texto, no podemos
concluir su aplicación concreta.

En resumen, en nuestro país la desviación de poder existe consig­
nada en texto legal, pero su aplicación es precaria, prácticamente nula,
ya que las demás causales que son objetivas y el manejo de las garantías
de legalidad y debida motivación y fundamentación lo obstaculizan o
subsumen.

34.F) Las novísimas perspectivas para 1983. Ha sido publicado
en el Diario Oficial del 31 de diciembre de 1981, el tercer Código Fis­
cal de la Federación, el cual en su artículo 238 establece una nueva pre­
sentación de las causales de nulidad, especialmente de la desviación
de poder, y cuyo texto definitivo, posterior a las reformas del 31 de
diciembre de 1982, estará vigente a partir del 1’ de abril de 1983:

"Se declarará que una resolución administrativa es ilegal cuando se de­
muestra alguna de las siguientes causales:

I. Incompetencia

II. Omisión de los requisitos formales (...).

III. Vicios del procedimiento (...).
IV. (...) se dictó en contravención de las disposiciones aplicadas o de­

jó de aplicar las debidas.
V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades

discrecionales no corresponda a los fines para los cuales la ley con­
fiera dichas facultades” (subrayado nuestro).

Evidentemente, este precepto jurídico positiviza la noción doctrinal
del desvío de poder. Al respecto, tenemos la calificada opinión de la
ilustre magistrada Margarita Lomelí Cerezo —presidenta de la Sala
Superior del Tribunal Fiscal de la Federación—, vertida en la primera
reunión de 1983 del Taller de derecho administrativo y de las finanzas
públicas, quien manifestó que dicha causal abre insospechadas posibi­
lidades a la jurisprudencia para la aplicación y a la doctrina para la
frecuentación de dicha causal en el futuro.
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risdicción como presupuesto procesal.

I INTRODUCCION

El acceso a los órganos jurisdiccionales en Venezuela supone el
ejercicio de un derecho constitucional ilimitado e ilimitable (Constitu­
ción, art. 68). Chiovenda define la jurisdicción como la función del
Estado que tiene por fin la actuación de la voluntad concreta de la ley,1
es una potestad obligatoria (potestad-deber la llama Moles) que debe
ejercitarse siempre que sea requerida para tutelar un derecho subjetivo,2
y la actividad jurisdiccional se provoca mediante la acción.3

Cuando un derecho subjetivo es violentado, su sitular ejercitando la
acción puede reclamar y hacer valer su derecho a la tutela jurídica del
Estado, provocando la actividad jurisdiccional puesta por la ley a dis­
posición de todos los ciudadanos, y en Venezuela la jurisdicción con-
tencioso-administrativa es la competente para solventar lo relativo a cual­
quier clase de actos administrativos que se consideren contrarios a De­
recho (Constitución, art. 206).4

1. Chiovenda, Giuseppe: Derecho Procesal Civil. Ed. Revista de Derecho Privado.
Madrid, 1954, T. II, p. 2.

2. Moles Caubet: El sistema contencioso..., cit., p. 22.
3. Cuenca: Derecho Procesal Civil, cit., T. I., pp. 135 y ss.
4. Antonio Moles Caubet: Vicisitudes..., cit., p. 276.
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Es tal la garantía constitucional, que debe entenderse como garan­
tía para el particular y control para la Administración Pública;5 6 7 8 9 sin em­
bargo, la ley reguladora de la jurisdicción contencioso-administrativa
no ha sido dictada, rigiéndose hoy nuestro sistema de justicia adminis­
trativa por diversas leyes que ordenan algunos sectores de la jurisdicción
contencioso-administrativa y contentivas de los denominados recursos
especiales contencioso-administrativo8 todos técnicamente alejados entre
sí y pensados con criterios procesales tan variados que sus modalidades
y procedimientos no pocas veces provocan dudas y no responden a un
criterio de unidad. Por último, la Ley Orgánica de la Corte Suprema
de Justicia, en vigencia desde el año 1977, pretende, a través de sus
disposiciones transitorias —aun cuando con carácter provisional y a tí­
tulo de ensayo—/ organizar la jurisdicción contencioso-administrativa en
Venezuela.

Coexisten, entonces, el recurso contencioso-administrativo ordinario
como un proceso establecido para hipótesis generales, con el recurso
contencioso-administrativo especial que lo está para hipótesis concretas.
En el contencioso-administrativo ordinario se conocen pretensiones fun­
dadas en derecho administrativo en general; los otros procesos conten-
cioso-administrativos originados por recursos especiales,8 se refieren a
una determinada faceta en la actividad administrativa, así en la función
pública (Tribunal de la Carrera Administrativa), en materia fiscal (Tri­
bunal de Apelaciones del Impuesto sobre la Renta, Tribunales de Ha­
cienda), en materia inquilinaria (Tribunal de Apelaciones de Inqui­
linato) .

Se ha sostenido que el proceso contencioso-administrativo en Ve­
nezuela tiene carácter exclusivamente inquisitivo o inquisitorio, enten­
diendo que el juez tiene la disposición absoluta del proceso.®

5. La Administración debe actuar en toda ocasión adecuándose al principio de legali*
dad, por ser éste una norma de conducta que le impone la propia Constitución
(art. 117).

6. Así lo expresa, Josefina Calcaño de Temeltas, señalando los órganos que tienen
a su competencia conocer de tales recursos, por ejemplo, el Tribunal de la Carrera
Administrativa, el Tribunal de Apelaciones del Impuesto sobre la Renta, los Tri­
bunales de Hacienda. ”La Corte Suprema de Justicia”, en Estudios sobre ¡a Cons­
titución, Libro-Homenaje a Rafael Caldera. Caracas, 1979, T. .IV, p. 2.321.

7. Calcaño, cit., p. 2.331. En igual sentido la CSJ, SPA, en sentencia de fecha 27-7-80,
señala el carácter "transitorio y hasta cierto punto experimentalseñala tam­
bién la misma decisión: "obsérvese al respecto que la ausencia en nuestro país
de un sistema coherente de lo contencioso-administrativo, obliga a este máximo
tribunal a intervenir en causas de diversa jerarquía y naturaleza...*'.

8. LOCSJ, art. 181, 4’.
9. Así lo ha entendido el Juzgado Superior Primero en lo Civil, Mercantil y Con-

tencioso-Administrativo de la Región Capital, en sentencia de fecha 6 de agosto
de 1981.
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Analicemos las notas de la jurisdicción contencioso-administrativa
en Venezuela. La jurisdicción contencioso-administrativa, que como ju­
risdicción especial es distinta de la ordinaria, está confiada a la Corte
Suprema de Justicia y a los demás Tribunales que determine la ley.
(Constitución, art. 206). Distinta tal jurisdicción de la civil y la penal,
responde además al derecho de accionar (principio pro actione o favor
actionis) consagrado igualmente en la Constitución (artículo 68) y,
además, el sistema contencioso-administrativo tiene como fundamento
el principio de legalidad (Constitución, artículo 117). Todo este sis­
tema otorga a los particulares el derecho a que cuando se consideren
perjudicados, lesionados, por un acto ilegal de la Administración sus
pretensiones sean enjuiciadas por los tribunales de esa jurisdicción es­
pecial, calificada contencioso-administrativa por la Constitución, y me­
diante una contención o controversia con la Administración. Es el pro­
ceso contencioso-administrativo. Ese proceso va a ser decidido por un
tribunal, como organismo del Estado, independiente, imparcial, dotado
de los poderes ya señalados para decidir ese debate, tanto en relación
a la legalidad o ilegalidad de un acto administrativo como restablecer
las situaciones subjetivas lesionadas.

A. Carácter dispositivo del proceso contencioso-administrativo

El proceso civil ordinario venezolano se orienta en función del
principio dispositivo,10 y éste ha tenido habitualmente como notas con-
formadoras: en primer lugar, que no hay proceso sin demanda (»e
procedat iudex ex officio nenio iudex sine actore, íntimamente relacio­
nados ambos brocardos con la necesidad de partes para la existencia
del proceso; en segundo lugar, que la cuestión objeto de sentencia la
determinan las partes con el libelo (sentencia debet esse confonnis
libello), la necesaria congruencia entre lo solicitado por las partes y lo
decidido por el juez para así evitar tanto el vicio de ultra petita (ne
eat Índex ultra petita partium); y por último con estrecha relación con
el anterior, la sentencia debe igualmente dictarse conforme a lo alegado

10. Sobre el tema ver, Humberto Cuenca: Derecho Procesal Civil. Caracas, 1976, T. I,
pp. 257 y ss.; José Rodríguez V.: Autoridad del juez y Principio Dispositivo.
Universidad de Carabobo, Valencia, 1968, pp. 9 y ss.; Leopoldo Márquez Añez:
"La Reforma Procesal y los Poderes del Juez”, en Estudios de Procedimiento Civil.
Caracas, 1978, pp. 186 y ss.; Alfredo Buzaid: De la Carga de ¡a Prueba. RCADF,
N*  141, ¡n totum; García de Enterría y Fernández Rodríguez: Curso de Derecho
Administrativo. Civitas, Madrid, pp. 507 y ss.; Jesús González Pérez: Derecho
Procesal Administrativo, Instituto de Estudios Políticos, Madrid, 1966, T. 2, pp. 69 4
y ss.; Sabino Alvarez Gen din: Teoría y Práctica de lo Contencioso-Administrativo,
Bosch, Barcelona, 1960, pp. 47 y ss.
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y probado (juxta allégala el probata). Estos son los principios clásicos
que informan el proceso ordinario en Venezuela.

Ahora bien, en el proceso contencioso-administrativo en Venezuela
no se observan en relación al recurso contencioso-administrativo notas
diferentes a las anteriores que orientan al proceso civil ordinario en
función del principio dispositivo. En efecto, el recurso contencioso-
administrativo es un verdadero proceso o juicio entre partes; según
afirma nuestra más reciente doctrina,11 y también lo ha sostenido la
Corte Primera de lo Contencioso-Administrativo; el cometido del juez
es examinar los alegatos que presenta el solicitante (léase actor) en
virtud de un acto administrativo. Y en la Ley Orgánica de la Corte
Suprema de Justicia —ley por el momento rectora del contencioso-ad­
ministrativo— no se encuentran disposiciones que técnicamente articu­
len el proceso contencioso-administrativo sobre bases distintas al pro­
ceso civil ordinario. Al contrario, el profesor Luis Henrique Farías Mata
señala que "...por imperio de la disposición general contenida en el
artículo 88 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia...”
se remite al Código de Procedimiento Civil como ordenamiento suple­
torio aplicable ”... de lo cual constituye un ejemplo el último párrafo
del artículo 127 ejusdem, el cual, expresamente, hace regir por las re­
glas procesales civiles todo lo relativo , a los medios de prueba, admi­
sión y evacuación, cuando se trate de este tipo de juicios de nulidad
de actos administrativos de efectos particulares... ”.12

Lo que ocurre es que la jurisdicción contencioso-administrativa es
una especie de un género, el género es la jurisdicción y una de las es­
pecies es el proceso contencioso-administrativo cuya naturaleza no va­
ría de suyo de los demás procesos, simplemente hay una especialidad,
como ya se nota, y esa especialidad la contiene la Ley Orgánica de la
Corte Suprema de Justicia, pero remitiendo en lo demás a la ley pro­
cesal ordinaria, y dejando a salvo por supuesto a la jurisprudencia la
misión de adaptación del viejo texto de 1904, para una mejor opera­
ción de la reciente ley de 1976.

Esa misma especialidad de la jurisdicción contencioso-administra­
tiva hace necesaria una ordenación distinta del proceso, la cual es más
compatible con el sistema, la índole y los principios del recurso con­

11. Véase, Antonio Moles Caubet: El sistema contencioso-administrativo venezolano
en el derecho comparado. Ed. Jurídica Venezolana, Colección Estudios Jurídicos,
N*  10, Caracas, 1981, p. 12.

12. Luis Henrique Farías Mata: ‘'Los procedimientos en la .Ley Orgánica de la Corte
Suprema de Justicia”, en El control jurisdiccional de los poderes públicos en
Venezuela, UCV, Caracas, 1979, p. 203.
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tencioso-administrativo. Así el juez en este tipo de juicios tiene una
mayor dirección del proceso mismo para evitar situaciones, como por
ejemplo, las derivadas de intentos de los litigantes de “ganar” tiempo
(o hacerlo perder al tribunal) o bien oscurecer situaciones jurídicas
que le son desfavorables, o que provoquen obstrucciones, retrocesos o
incidencias. Como ejemplos concretos pueden citarse el planteamiento
de inhibiciones y recusaciones temerarias, también solicitar términos ex­
traordinarios de pruebas. La jurisprudencia ha encontrado soluciones pa­
ra algunos casos, como por ejemplo, la apertura de cuaderno separado
para el tratamiento y decisión de las solicitudes de suspensión de los
efectos de los actos administrativos de efectos particulares, circunstan­
cia que asegura que procedimientos derivados y secundarios del pro­
ceso principal del que se originan, no entraben y retarden la decisión
central.13

No otra es la razón de la facultad del juez que a su vez es una
obligación, en relación a la admisión del recurso contencioso-adminis-
trativo de nulidad de los actos administrativos de efectos particulares,
o también la de solicitar las informaciones y hacer evacuar de oficio
las pruebas que considere pertinentes, facultad prevista en el artículo
129 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia (variación de
la facultad concedida al juez del proceso civil ordinario en el artículo
407 del Código de Procedimiento Civil). Lo que en absoluto varía
es que el proceso contencioso-administrativo se rige, al igual que como el
proceso ordinario, por el principio dispositivo y el tribunal debe juzgar
la causa con el límite establecido en la solicitud que origina el proceso
y las defensas opuestas. En concreto, el juez del contencioso no tiene po­
deres de oficio con excepción —en nuestro criterio— del supuesto plan­
teado en el artículo 87 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia
y que correspondería a los casos de nulidad de pleno derecho en razón
del orden público y conforme, además, a lo previsto en el artículo 19
de la reciente Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos.

Debemos hacer hincapié en que el proceso contencioso-administra­
tivo se plantea con la demanda y la pretensión contenida en dicha
demanda, y por ello, los límites de la cuestión que el juez ha de
resolver, sólo se encuentran en la demanda, no se puede ir más allá,
vincula al juzgador y la sentencia debe ser congruente con el libelo,

13. Tal ha sido la práctica en la Corte Primera de lo Contencioso-Administrativo,
tomada sin duda alguna del sistema español. Práctica beneficiosa para el recu­
rrente, pues, de otra forma podría darse el caso de que el tribunal decidiese la
incidencia en el lapso en el cual se podría haber decidido el recurso mismo. Con
tal adopción -—la del cuaderno separado— no se paraliza el proceso principal.
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con la solicitud {sententia debet esse conformis libello) conforme lo
ordena el artículo 131 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de
Justicia ("En su fallo definitivo la Corte declarará si procede o no
la nulidad del acto impugnado...”. "Igualmente, la Corte podrá de
acuerdo con los términos de la respectiva solicitud...”).

Como todos los sistemas contencioso-administrativos, el venezolano
responde —como ha señalado Hauriou— a una necesaria contrapar­
tida de los privilegios del Poder Público, haciendo descansar la es­
tructura básica del derecho administrativo sobre dos principios capitales,
el primero es la teoría del contencioso-administrativo como garantía
del principio de legalidad, el segundo, el de la responsabilidad patri­
monial de la Administración (lo cual garantiza la Constitución en sus
artículos 117, 47, 101 y 206), y lo cual unido al principio pro actione
garantizado en la Constitución (artículo 68), hace además antiforma­
lista el recurso contencioso-administrativo, lo cual significa que cercenar
por el juez al particular la vía jurisdiccional escudándose en requisitos
formales constituye denegación de justicia.

B. La integridad de la garantía constitucional
Cuando Antonio Moles Caubet, en su extraordinario trabajo Vi­

cisitudes del Procedimiento Administrativo Venezolano, en relación al
acceso a la jurisdicción como vía de recurso contra los actos adminis­
trativos, expresa que ”... es precisamente la jurisdicción contencioso-
administrativa aquella que está dotada de competencia para resolver
lo procedente respecto a toda clase de actos administrativos (art. 206
de la Constitución). El supuesto contrario constituiría una notoria de­
negación de Justicia”,14 15 * * está afirmando en pocas líneas que en Vene­
zuela no hay acto administrativo que pueda escapar al control judicial
y con ello dos consecuencias. La primera: en Venezuela es imposible
sostener, y por ende, aplicar la llamada teoría de los actos excluidos,
por lo que, si la legislación lo contemplase sería inconstitucional y si
lo decidieran los tribunales denegación de justicia. La segunda: la
existencia de una integridad constitucional de garantía jurisdiccional
en contra de las denominadas inmunidades del poder.18

El tema es, sin duda alguna apasionante, y toda la cantidad de
ideas de legalidad, de libertad, de garantía jurídica, originadas todas 

14. En las: Ciencias Administrativas en Venezuela, cit., p. 276.
15. Utilizando la terminología de Eduardo García de Enterría: "La lucha contra

las inmunidades del poder en el Derecho Administrativo" (poderes discrecionales
poderes de gobierno, poderes normativos), en: RAP, N*  38, pp. 159 y ss.
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ellas en la concepción del Estado, armada por la Revolución francesa
y la idea del sometimiento sistemático del poder a un proceso en el
que cualquier ciudadano le pueda exigir la justificación de su actuación
frente al derecho,10 siempre se encuentran con un estorbo derivado
también de la Revolución francesa, la separación entre administración
y justicia, pensada como privilegio judicial de la Administración, como
exención judicial de los poderes de la Administración, de la cual de­
riva —según García de Enterría— "la suerte entera de lo que hoy
llamamos lo contencioso-administrativo”.16 17

C. La imposibilidad constitucional de la teoría
de los actos excluidos

La resistencia de la Administración contra un control judicial ple­
no de sus actos, constituyendo y preservando reductos exentos y no
fiscalizables a su actuación ha sido constante, ha sido la historia misma
del derecho administrativo. A tal punto, que declaraciones constitu­
cionales hasta el momento abstractas por falta de desarrollo legal, no
han podido vencer definitivamente ese reducto de inmunidades juris­
diccionales de la Administración que, frente a las garantías previstas
en nuestra Constitución, son sólo aparentes. Cierto es que la verdadera,
o en todo caso mayor responsable, es la jurisprudencia, que debe ser
consciente, clara y valiente frente al intento —a veces no del todo
endosable a la Administración— de mantener parcelas de actos no
enjuiciables.18

La doctrina venezolana más avanzada, ya en 1971, ponía de re­
lieve la inconsecuencia del mantenimiento por parte de nuestra juris­
prudencia de la doctrina de los actos excluidos, sobre todo porque la
instauración de la jurisdicción contencioso-administrativa en la Cons­
titución de 1961, le confiere a la citada jurisdicción rango constitucio­
nal, lo cual ".. .no constituye ya una declaración precaria —en el sen­
tido de que pudiera ser contrariada por el legislador— sino una norma
de superior jerarquía que debe ser obedecida por la ley, cuya expresión

16. García de Enterría: "La lucha...", cit., p. 161.
17. García de Enterría: "La lucha...", cit., p. 164.
18. La Corte Suprema de Justicia en sentencia de fecha 29-9-81, dice: "No son, en

efecto, infrecuentes los casos en que el ordenamiento jurídico excluya el recurso
jerárquico, utilizando las expresiones de que «contra lo decidido por el funcio­
nario no se concede recurso alguno», o de que «sus decisiones son inapelables»,
u otras semejantes; pero la doctrina administrativa dominante permite considerar
que tales previsiones se extienden, limitativamente, a la vía administrativa; de
modo que queda siempre a salvo la vía jurisdiccional, a menos que el correspon­
diente ordenamiento la excluya expresa y categóricamente".



196 NELSON RODRIGUEZ G.

literal podría, llegado el caso, ser apartada por el juzgador cuando
considerase que vulnera la plena vigencia de la Norma Suprema”.1*

Dentro de este marco general, debemos afirmar que el artículo
206 de la Constitución no hace exclusión de ningún tipo o clase de
acto administrativo del control judicial de la jurisdicción contencioso-
administrativa y que, en consecuencia, cualquier exclusión que se haga
incluso por vía legislativa atenta contra una garantía constitucional.
Este es el primer punto de apoyo cuando afirmamos la existencia de
la integridad de la garantía constitucional: todo acto administrativo es
enjuiciable ante los Tribunales de lo Contencioso-Administrativo.

El segundo punto de apoyo, lo encontramos, en ese derecho cons­
titucional irrestringible de acudir a los órganos jurisdiccionales, pre­
visto en el artículo 68 de la Constitución, y que responde al así llamado
principio de accionabilidad judicial.

En el artículo 68 de la Constitución se lee: "Todos pueden utilizar
los órganos de la administración de justicia para la defensa de sus
derechos e intereses, en los términos y condiciones establecidos por la
ley, la cual fijará normas que aseguren el ejercicio de este derecho a
quienes no dispongan de medios suficientes”.

Como resulta claro la accionabilidad judicial es un derecho autó­
nomo, subjetivo y público, lo cual hace diáfana la autonomía del de­
recho de acción frente al derecho material.19 20

Por otro lado, hay que insistir en que la Constitución en relación
al contencioso-administrativo estableció en su artículo 206 dos ideas
básicas: judicialización y especialización. De seguidas pasamos a des­
arrollar estas ideas.

En primer lugar la jurisdicción contencioso-administrativa está en­
comendada a "...la Corte Suprema de Justicia y a los demás tribuna­
les que determine la ley”. Es decir, le corresponde a jueces "...autó­
nomos e independientes de los demás órganos del poder público”. Esta

19. Luis Henrique Farías Mata: "La doctrina de los actos excluidos en la jurispruden­
cia del Supremo Tribunal", en Archivo de Derecho Público y Ciencias de la Ad­
ministración. Caracas, 1971, pp. 325 y ss. Por la claridad con que el autor
mantiene la falta de consistencia del intérprete jurisdiccional venezolano, al abrir
brechas puedan escapar algunos actos del principio de legalidad, recomendamos
leerlo totalmente.

Sin embargo, como antes se ha citado, diez años después todavía nuestro
Tribunal Supremo mantiene —en contra de la garantía constitucional— Ja doctrina
de los actos excluidos.

Otro administrativista venezolano que también mantiene que no hay actos ad­
ministrativos excluidos del control jurisdiccional es, Gonzalo Pérez Luciani en su
trabajo: "Actos administrativos que en Venezuela escapan al recurso contencioso
de anulación". UCAB, RPD, 1976, p. 184.

20. Vid., Leopoldo Márquez Añez: Proceso y demanda, cit., p. 135.
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característica tiene gran importancia en relación a lo sostenido en las
líneas anteriores, pues los jueces de lo contencioso-administrativo son
entonces, auténticos jueces de derecho común en materia contencioso-
administrativa, integrados de derecho al orden judicial.

El orden judicial en Venezuela es autónomo e independiente con­
forme lo señala la Constitución, es así como su función {inris dictio)
es la actividad de decir o declarar el derecho, pero con unas notas que
hacen a tal función exclusiva y excluyente. En primer lugar, se trata
de órganos autónomos e independientes, a diferencia de los órganos de
la Administración que son subordinados y dependientes; en segundo lu­
gar esa actividad de decir el derecho de los tribunales es susceptible
de adquirir efectos de cosa juzgada, y la autoridad de cosa juzgada
no procede sino respecto de lo que ha sido objeto de sentencia (art.
1.395 C. C.).

Esta plenitud de la garantía constitucional compuesta: a) por la
plenitud de la jurisdicción, que hace posible al juez de lo contencioso
conocer del recurso contencioso-administrativo con poderes plenos los
cuales no están limitados en forma alguna, que por lo contrario, tiene
facultades más amplias que el juez ordinario (poder inquisitorio), aun
cuando el proceso contencioso se rige por el principio dispositivo, que
puede además no sólo decidir la nulidad del acto contrario a derecho
sino también los pronunciamientos que son procedentes sobre el pago
de sumas de dinero y reparación de daño, y perjuicios originados en
responsabilidad de la Administración, y “disponer lo necesario para el
restablecimiento de las situaciones jurídicas subjetivas lesionadas por la
actividad administrativa” (Constitución, art. 205, 206, 215); b) que
cualquier acto administrativo general o individual está sometido al con­
trol judicial de la jurisdicción contencioso-administrativa, sin exclusión

• de ninguna (Constitución, art. 206); c) la garantía de la accesibili­
dad a la justicia (Constitución, art. 68); estas tres notas, repetimos, re­
presentan la garantía constitucional para el ciudadano del efectivo res­
peto por la Administración del principio de legalidad consagrado en
el art. 117 de la Constitución. Hay pues, una plena e íntegra eficacia
de la garantía constitucional.

ü. LOS RECURSOS

El derecho administrativo es una formación moderna y está fin­
cado sobre tres principios que le sirven de base. El primero, el prin­
cipio de legalidad, siendo la ley o la regla de derecho la condición
de cualquier acto estatal (Constitución, art. 117). El segundo, el prin-
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cipio de separación de los poderes, transformado en distinción de fun­
ciones, cada una de las ramas del poder público tiene sus funciones
propias (Constitución, art. 118). El tercer axioma, es el de la integri­
dad de los derechos subjetivos que deben ser reparados de inmediato
ante cualquier perjuicio o menoscabo, bien sea en forma de restable­
cimiento o de indemnización, como señala Hauriou, la Administración
que actúe, pero que obedezca a la ley; que actúe, pero que pague el
perjuicio.21

Sin embargo, la historia del Derecho Administrativo es, en cierta
forma, la historia misma del contencioso-administrativo, siendo para
García de Enterría el Derecho Administrativo un '‘típico «Derecho de
juristas», en cuanto producto último de una elaboración científica rea­
lizada a partir de la obra jurisprudencial del Consejo de Estado fran­
cés, que, al compás de su propio funcionamiento, «creó» primero unas
vías de protección no previstas inicialmente por la ley y acertó des­
pués a formular a través de ellas con tanta perseverancia como pru­
dencia las reglas y principios básicos de un nuevo corpus institucional
y científico”.22

El primer hito del régimen jurídico de la Administración23 está
en la ley 16-24 de agosto de 1790, la cual proclama la total separa­
ción entre la administración y la justicia, y ya los tribunales no podrían
molestar en la forma que fuese a las operaciones de los cuerpos ad­
ministrativos.24 Esta radical observancia del principio de separación de
poderes que conduce, como hemos visto, a la exención judicial de la
Administración, pero a la vez al establecimiento de lo que hoy día
se conoce como el contencioso-administrativo. En efecto, el principio
de legalidad obliga a que frente a esa independencia absoluta de los
poderes administrativos quede salvaguardado el equilibrio con los otros
poderes y así el control de la Administración se llevará a cabo por la
misma, desde dentro de la misma, con un control interno de la Admi­
nistración sobre su propio aparato. Se desdobla la función jurisdiccio­
nal, afirmándose una jurisdicción administrativa paralela a la jurisdic­
ción judicial.

El sistema de lo contencioso-administrativo, que residirá no en los
tribunales, sino en la propia Administración, es un sistema de auto­
control, ejercido por la propia Administración —ya que no pueden ejer-

21. Antonio Moles Caubet: La progresión del Derecho Administrativo, p. 21.
22. García de Enterría: Curso..., cit., II, p. 463.
23. O la noción de "régime administratif”.
24. Señala literalmente la frase: "troubler de quelque maniere que ce soit les operations

des corpa administratifs..
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cerlo los jueces en virtud del principio de la separación— y se con­
vierte en el mecanismo regulador del Derecho Administrativo y, sin
lugar a dudas, en el más poderoso motor de su desarrollo. Esta nueva
jurisdicción se sitúa en un órgano, el Consejo de Estado francés, in­
serto en el Ejecutivo. Durante su primera etapa (1800 a 1872) ejerce
la llamada “jurisdicción retenida”.25 26 En 1872 (ley de 24 de mayo de
1872) se consuma la independencia orgánica y funcional de la Admi­
nistración activa y de la Administración contenciosa, desde ese mo­
mento, le es atribuida al Consejo de Estado francés la jurisdicción
contencioso-administrativa y marca así lo que se llamará la "jurisdic­
ción delegada”. Y por último, en esa simbiosis entre la evolución del
contencioso-administrativo y la del propio Derecho Administrativo en­
contramos el famoso Arrete Cardot, cuando un 13 de diciembre de
1889 el Consejo de Estado francés se atribuye el conocimiento de to­
das las causas en materia administrativa, aun cuando su competencia
no estuviese prevista expresamente en un texto legal.

En Venezuela, nuestra jurisprudencia ha establecido el recurso de
anulación, se habla de un recurso objetivo, en el cual, por diferencia
con los procesos ordinarios, no son derechos subjetivos, sino la legali­
dad objetiva lo que es objeto de valoración y sentencia. La tesis es:
no se da un verdadero proceso, sino un simple “proceso al acto”, dirá
Hariou: "se abre un proceso al acto como en la Edad Media se abría
un proceso a un cadáver”.28 Es impresionante leer la terminología más
reciente de nuestra Corte Suprema de Justicia sobre el problema. En
sentencia de fecha 3-7-80, sostiene nuestro máximo tribunal: “que de
acuerdo con el régimen venezolano, el recurso contencioso de anulación
no constituye un verdadero proceso entre partes, ya que el recurrente
en la nulidad se limita a impugnar objetivamente un acto administra­
tivo cuya legalidad es cuestionada, sin exigir de la entidad administrati­
va ni de ninguna otra persona, determinada prestación a que pudiere
ser condenada en la sentencia que decida el recurso...”, sigue diciendo
“que las personas que puedan concurrir al proceso, no obstante la
impropiedad de los términos legales, no asumen el carácter de contra­
parte frente al lecurrente, porque no han sido llamadas por este pro­
ceso y porque su presencia no es necesaria para que el procedimiento
se desenvuelva hasta el momento de conclusión por sentencia... ”, y

25. Los acuerdos del Consejo de Estado no tenían más que el carácter de dictamen,
era un órgano consultivo sin poderes de decisión propios de simple propuesta
al gobierno, pues la decisión formal correspondía al Jefe del Poder Ejecutivo (el
Primer Cónsul y después el Emperador) quien retenía la facultad de decidir.

26. Citado por Eduardo García de Enterría, en "Sobre los derechos públicos subjetivos”.
REDA, N’ 6, p. 431.
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más adelante, "es evidente entonces que aunque se demande la nulidad
de un acto emanado de un órgano municipal, la demanda correspon­
diente no está en modo alguno dirigida contra el respectivo municipio.
Así tampoco la nulidad de un acto emanado de un órgano nacional,
no involucra a la República como parte demandada, ya que cuando
a ésta se le trae a un proceso con tal carácter, es muy distinto el pro­
cedimiento que debe seguirse, tal como lo ha establecido la Ley Or­
gánica de la Corte Suprema de Justicia, en la Sección Primera del Ca­
pítulo II del Título V de su texto. En el recurso de nulidad de un acto
emanado de un órgano nacional, la República no es citada para que
se haga parte en el proceso. El Procurador General de la República
es solamente notificado cuando, a criterio de la Corte, es conveniente
su intervención en el proceso. En cambio, en las demandas en que sea
parte la República es condición necesaria para la validez del proceso
que aquélla sea citada en la persona del Procurador General de la
República, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 106 de la Ley
Orgánica de la Corte Suprema de Justicia y el artículo 39 de la Ley Or­
gánica de la Procuraduría General de la República.

”Las consideraciones anteriores llevan a este juzgado a la conclu­
sión de que nuestro legislador ha acogido en relación con el recurso
contencioso de anulación el sistema objetivo, según el cual no hay
parte demandada en el proceso, sino que éste se sigue exclusivamente
al acto impugnado.

”La sentencia que se dicte es una sentencia meramente declaratoria
acerca de la legalidad o ilegalidad del acto, y no puede extenderse a
establecer condena patrimonial alguna contra la entidad pública a que
pertenece el órgano del cual emana el acto. No hay parte vencida ni
vencedora. El único vencedor es el Estado de derecho. No puede haber,
consecuencialmente, condenación en costas, y así se declara”.

Antes afirmamos era impresionante la terminología empleada por
la sentencia, mas adelante explicaremos nuestra posición.

En todo caso, debemos reafirmar que el recurso de anulación apa­
rece en los orígenes del contencioso francés, antes incluso de esa "ma­
ravilla de arqueología jurídica” como afirma Hauriou, al referirse al
recurso por desviación de poder.27

En el derecho francés de acuerdo con la naturaleza de las deman­
das que el particular puede incoar por ante el juez, el contencioso-
administrativo tiene cuatro ramas:

27. García de Enterría: Sobre los derechos..., cit., p. 431.
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1. El contencioso de anulación.
2. El contencioso de plena jurisdicción.
3. El contencioso de interpretación y de apreciación de la le­

galidad.
4. El contencioso de represión.28

El recurso de anulación se reduce esencialmente al recurso por
exceso de poder, formando parte también del recurso de anulación el
recurso de casación, según una clasificación tradicional.29

Como se observa, hay varias ramas del recurso contencioso-adminis-
trativo en el derecho francés, y aun subramas dentro de cada uno de
ellos. No hay entonces una simple división entre recurso de anulación
y recurso de plena jurisdicción. Y es que esta clasificación es el resul­
tado de una evolución histórica que corresponde a un país dado, cual
es Francia.

En el recurso por exceso de poder, que es un recurso de anulación,
según Vedel: "la noción de partes no está ausente del recurso por
exceso de poder...”, más aún continúa diciendo, "por otra parte, y
sobre todo, la oposición de tercero, vía de recurso que no puede de­
finirse más que por la noción de «partes», está admitida contra las
sentencias de anulación resolviendo en materia de exceso de poder.
Desde la reforma del contencioso-administrativo, la apelación se ha
generalizado como vía de recurso contra sentencias recaídas en materia
de exceso de poder y está abierta para la Administración, lo que ape­
nas podría explicarse si no fuera «parte» en el proceso.. .”.30 Concluye
Vedel: que la oposición entre "contencioso objetivo” y "contencioso
subjetivo” ha sido grandemente exagerada.

Esta es la demostración palpable del error de nuestra doctrina
jurisprudencial, pues si bien es cierto que antes de la aparición del
art. 206 de la Constitución, y se podría aceptar que algunos años des­
pués por inercia, se construyese nuestra jurisprudencia sobre la base de
una diferenciación entre un recurso de anulación y uno de plena ju­
risdicción, en momentos en que hay una ley que pretende experimentar
sobre lo contencioso-administrativo que repite en su art. 131, casi tex­
tualmente, las notas que para la jurisdicción contencioso-administrativa
establece la Constitución. Tal posición no se justifica.

28. Esta clasificación la hemos tomado de, Georges Vedel: Derecho Administrativo.
Aguilar, Madrid, 1980, p. 380.

29. Vedel: oh. cit., p. 381.
30. Vedel: ob. cit., p. 464: Véase Auby et Drago: Traite de contentieux administratif.

L.G.D.J., París, 1975, T. I, pp. 10 y ss.
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Ya hemos citado a la doctrina francesa, que no acepta la exclusión
de la noción de "partes” en el contencioso-administrativo francés, en
todo caso padre no discutido del contencioso-administrativo. Resulta
entonces chocante que nuestra jurisprudencia continúe por un camino
equívoco, más adelante volveremos sobre el punto de la Administración
como parte de este proceso.

La posición equivocada de nuestra doctrina jurisprudencial recien­
te, tiene como origen en nuestro criterio, por una parte, la comodidad
de continuar con algo que está allí, y por otra parte, el desconocimien­
to de los orígenes históricos del contencioso francés, de su desarrollo
y de su recepción como sistema contencioso-administrativo pero con
caracteres judicialistas en otros países, tal como el de España desde
su Ley de 1956, y el de Venezuela, a partir de 1961.31 Aún más, esta
distinción dicotómica tradicional en la jurisprudencia y la doctrina ve­
nezolana "no tiene el respaldo del derecho positivo. No existe norma
alguna que en forma expresa haga la distinción enunciada por la doc­
trina, la cual (la distinción) se encuentra fundada en criterios im­
portados de otras legislaciones, específicamente del sistema francés, en
el cual sus lincamientos comienzan a decaer...”, esta afirmación de
H. Rondón de Sansó, confirma nuestra posición.32

A. El recurso previsto en la Constitución

Hemos señalado que la Constitución venezolana de 1961, establece
un sistema. El sistema contencioso-administrativo. Supeditado al conjun­
to constituido por la Corte Suprema de Justicia y los demás tribunales
que determine la ley. Hasta el momento no ha sido dictada la ley pre­
vista constitucionalmente, sino que en la Ley Orgánica que regula la
Corte Suprema de Justicia se ha dispuesto un régimen contencioso-ad­
ministrativo, régimen que continuará hasta tanto se sancione la ley
anunciada por la Constitución. Así, el régimen de lo contencioso-ad­
ministrativo regulado en el texto orgánico citado es provisional.

Del texto constitucional, guía y medida del régimen de lo conten­
cioso-administrativo podemos extraer:

1. La jurisdicción contencioso-administrativa es una potestad jurisdic­
cional para el enjuiciamiento de la actividad de la Administración.

31. Sobre los orígenes de la Administración puede verse el extraordinario trabajo de
Eduardo García de Enterría: Revolución francesa y Administración contemporánea.
Taurus, Madrid, 1981.

32. H. Rondón de Sansó: "Medios de proceder por la vía contencioso-administrativa”,
en Contencioso.cit., p. 112.
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2. Como jurisdicción la contencioso-administrativa se despliega en pro­
cesos con estructura modélicas, y como lo señala su nombre, una
contención o controversia en la cual una de las partes es siempre
la Administración, pues, tiene como tipo el proceso.

Nuestra Constitución, al consagrar en el art. 206 la vía del recurso
contencioso-administrativo admite con carácter general los dos recursos
que se han considerado incoables en esa vía: el recurso de anulación
y el recurso de plena jurisdicción, pero no los discrimina, ni tampoco
ordena sujetarlos a diferentes tramitaciones (por lo cual una disposición
legislativa en este sentido sería limitativa de la garantía constitucional
al recurso contencioso-administrativo; así como el negarle a la Admi­
nistración el carácter de parte por un Tribunal de lo Contencioso es
denegación de justicia), todo lo contrario, el espectro de solicitudes
que permite el sistema es mucho más amplio y variado de lo que ad­
miten los tipos elaborados por el derecho francés.

La distinción entre el recurso de anulación y el de plena jurisdic­
ción que se pretende incorporar a nuestro sistema contencioso-ad­
ministrativo por la jurisprudencia y la doctrina, estaría en que en el
llamado recurso “de plena jurisdicción” el juez contencioso dispondría
de los mismos poderes que cualquier otro juez. Ahora bien, ¿en qué
casos, dentro de nuestro sistema constitucional, un juez cuando es com­
petente dispone de menos poderes que otro juez?

El mejor intento de análisis que en Venezuela hemos encontrado
sobre la definición constitucional de la jurisdicción contencioso-admi­
nistrativa es el de Antonio Moles Caubet.33 Para Moles, del análisis
del texto constitucional destacan en orden lógico tres elementos inte­
grantes de la jurisdicción contencioso-administrativa; en primer lugar,
el objeto de esa jurisdicción, que son los actos administrativos, bien sean
generales o individuales, pues para conocer de las cuestiones que sobre
ellos se susciten es que se ha creado la jurisdicción contencioso-admi­
nistrativa, que emite los pronunciamientos procedentes; en segundo lu­
gar, la cláusula general de competencia, textualmente el art. 206 de
la Constitución establece, "los órganos de la jurisdicción contencioso-
administrativa son competentes para anular los actos administrativos
generales o individuales contrarios a derecho... ”, el acto administra­
tivo es entonces enjuiciable en la jurisdicción contencioso-administrativa
con una sola condición, su contrariedad al derecho; en tercer término,

33. El sistema contencioso-administrativo venezolano en el Derecho Comparado, en el:
Contencioso, cit., pp. 9 y ss.
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que el acto administrativo sea contrario a derecho produce una primera
consecuencia cual es la declaración de nulidad, y del enunciado cons­
titucional pueden resultar otras, tales como: a) la condena al pago de
sumas de dinero; b) la reparación de los daños y perjuicios originados
en responsabilidad administrativa, y c) disponer (el tribunal) lo ne­
cesario para el restablecimiento de las situaciones jurídicas subjetivas
lesionadas por la actividad administrativa.

Es absolutamente cierta la afirmación de Moles, sólo basta leer
y contrastar el texto del constituyente. En efecto, sólo hay una causa
para el recurso contencioso-administrativo: el acto administrativo ge­
neral o individual contrario a derecho. Hay pues, un solo recurso con­
tencioso-administrativo genérico por violación del derecho y los otros
pronunciamientos posibles dependen de la voluntad del recurrente, al
incluir o no esas peticiones en su recurso.

B. Los procedimientos previstos en la Ley Orgánica
de la Corte Suprema de Justicia

La LOCSJ contempla únicamente el proceso de nulidad con dos
procedimientos, que tienen en todo caso unas disposiciones comunes:
el procedimiento de los juicios de nulidad de actos de efectos particu­
lares y el procedimiento de los juicios de nulidad de los actos generales.

Conserva, o mejor, repite en su art. 131, la LOCSJ, la definición
constitucional de la jurisdicción contencioso-administrativa, al establecer
las notas que debe tener, necesariamente, la sentencia que dicte el tri­
bunal competente en el proceso contencioso-administrativo. Son las mis­
mas notas características que hemos analizado antes; sin embargo, su
inclusión en las disposiciones comunes a los juicios de nulidad de actos
de efectos generales o de actos de efectos particulares, evidencia que
el legislador no podía separarse de la premisa constitucional del re­
curso único. Además, da la idea clara de proceso como contención en­
tre partes en situación de paridad. Ello lo explícita la LOCSJ en el
art. 130, cuando ordena que las excepciones o defensas opuestas en el
curso de los juicios de nulidad de actos particulares o generales deben
ser decididas en la sentencia definitiva, y como las excepciones o de­
fensas sólo pueden ser presentadas por una parte demandada, ésta
sólo puede serlo la Administración autora del acto cuya nulidad se
demanda. Sobre este tema se insistirá más adelante.

Por su parte los diversos procedimientos serán objeto del desarro­
llo en el capítulo correspondiente.
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C. La jurisdicción como presupuesto procesal
La Constitución en su artículo 206 y la Ley Orgánica de la Corte

Suprema de Justicia con sus reglas de atribución de competencias,
separan lo que es el ámbito propio de los tribunales de lo contencioso-
administrativo de otras competencias jurisdiccionales distintas. Esto le
da a los tribunales de lo contencioso-administrativo carácter exclusivo
y excluyente para conocer de la materia. Por otra parte, las reglas
de competencia establecidas en la LOCSJ tienen —mientras se dicte
la ley de lo contencioso-administrativo— el carácter de derecho nece­
sario por lo cual se imponen tanto a las partes como a los propios
tribunales.

Se erige así la jurisdicción como el primer presupuesto del proceso
contencioso-administrativo, sólo, entonces, será admisible el proceso con­
tencioso-administrativo en esa jurisdicción.’* Tales normas son de orden
público y por ello de obligatorio cumplimiento, así: 1) sin intervención
del órgano jurisdiccional no puede existir proceso; 2) a ella puede
ocurrir cualquier ciudadano; 3) es monopolio del Estado como fun­
ción privativa, y 4) función autónoma de otros poderes y aun de
otras competencias jurisdiccionales.38

Es claro así el carácter improrrogable de la jurisdicción contencioso-
administrativa, es decir, no extensible al arbitrio de las partes, que sus
normas no pueden ser disminuidas por pactos Ínter privatos, pues éstos,
de existir, carecerían de toda eficacia.30 Es por ello que los tribunales
de lo contencioso-administrativo pueden apreciar y decidir la falta de
jurisdicción en cualquier estado y grado del juicio sin tener que esperar
el momento de dictar sentencia.34 35 36 37

34. Derecho Administrativo I, UNED, Facultad de Derecho, Madrid, 1980, p. 623.
35. Cuenca: Derecho Procesal Civil, oh. cit., pp. 75 y 76. Estos principios derivan en

forma directa de la Constitución al señalar sus artículos 204 y 205, las notas
características de autonomía e independencia del Poder Judicial, que le da en
forma exclusiva y excluyente la función jurisdiccional, es decir, el poder de decir
el derecho por medio de sentencias que tienen, o pueden adquirir, efecto de cosa
juzgada.

36. La CSJ, en sentencia de fecha 2-2-81, consideró que la conducción del proceso
contencioso-administrativo "no puede quedar librada al arbitrio y conveniencias de
los interesados: los lapsos y oportunidades procesales son de orden público y su
respeto se impone por igual a los interesados como a los propios jueces’*.

37. La Corte Primera de lo Contencioso-Administrativo en sentencia de fecha 6-6-78,
señalaba: "Del examen de las actas procesales en relación a la solicitud de sus­
pensión de los efectos del acto administrativo impugnado, el sentenciador ha
reparado en una situación de vital importancia, cual es la posibilidad de continuar
un proceso cuando hay inexistencia en el caso concreto de presupuestos procesales
que hacían imposible la admisión del recurso. Por tal razón, considera necesario
el sentenciador analizar tal presupuesto".
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1. Introducción: continuación en 1981 de mis conferencias pa­
risienses de 1974. En enero de 1974, tuve el honor de dictar un ciclo
de conferencias en la Universidad de París I {Pantheón-Sorbonné), en
el marco de los cursos de Administración Pública Comparada del doc­
torado. El doble motivo de alegría que me causó este reencuentro con
París I, fue haber podido participar en la cátedra que impartía el maes­
tro Guy Braibant, y que entre mis oyentes estuviera el maestro Gé-
rard Coñac.

En este marco amigable e institucional que tanto aprecio, he que­
rido continuar la investigación comenzada en 1974. Para evitar repe­
ticiones debo referirme al texto sobre L’Etat mexicain et la pistice ad-
ministrative, que es la reproducción de mis conferencias, aparecido en
el número 30, abril-junio 1974, de la revista Bulletin de l’Instituí In­
ternational d’administration publique (páginas 195 a 249).*

Nuestra reflexión en aquel momento partía de la centralización
y concentración de los poderes federales mexicanos, para apuntar los
diferentes procedimientos, políticos y sobre todo jurisdiccionales, con­
templados por el ordenamiento jurídico con el fin de limitar y controlar
los actos del poder público.

Entre los sistemas adoptados en derecho comparado para el ejer­
cicio de la justicia administrativa —como lo son el del monopolio ju­
dicial y el de la jurisdicción administrativa autónoma— encontramos
que estas dos grandes fórmulas aparecen combinadas en el derecho
positivo federal mexicano. Hace algunos años, resumimos la influen­
cia preponderante de las instituciones anglosajonas en la organización
del proceso de amparo; ahora quisiera, después de un breve repaso de
su noción y alcances (1.1), exponer sucintamente la influencia, cada
vez mayor, que en esta segunda mitad del siglo xx, tienen los tribuna­
les administrativos autónomos inspirados por el modelo francés (1.2).

1.1. Las nociones y alcances del amparo. El proceso mexicano
del amparo adquirió su forma definitiva con el Acta de Reformas Cons­
titucionales de 1847, cuyo artículo 25 expresaba:

Los tribunales de la Federación ampararán a cualquier habitante de la
República en el ejercicio y conservación de los derechos que le concedan
esta Constitución y las leyes constitucionales, contra todo ataque de los
poderes Legislativo y Ejecutivo, ya de la Federación, ya de los Estados,

* .(£!’ de‘ versión castellana de estas conferencias apareció bajo el título:
El Poder Público y la Jurisdicción en Materia Administrativa en México”. Ma­

drid: Revista de Administración Pública, N’ 80, 1977, pp. 439-509.
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limitándose dichos tribunales a impartir su protección al caso particular
sobre el que verse el proceso sin hacer declaración general respecto de la
ley o del acto que la motivare.

En otros términos: la supremacía constitucional queda asegurada
ante un órgano jurisdiccional por vía de acción, la cual es admitida
en caso de violaciones cometidas por las leyes o por los actos de auto­
ridad que lesionen los derechos fundamentales, o las competencias lo­
cales o federales;- sus efectos son concretos y sólo benefician al actor
(quejoso) y, además, la sentencia de amparo no crea precedentes para
otra sentencia.

1.2. Su contrapartida: los tribunales administrativos autónomos.
La atracción que ejerció en el público francés la fórmula del amparo,
así como la falta de tiempo, me obligaron a que en 1974 sólo hiciera
una simple mención de los tribunales administrativos mexicanos. El
control jurisdiccional que ejercen estos tribunales sobre ciertas adminis­
traciones centralizadas ha aumentado considerablemente a partir del se­
gundo tercio del siglo xx. Se trata de tribunales que formalmente son
parte del Poder Ejecutivo y cuyos fallos están sometidos al control ju­
dicial por la vía del amparo. Sin embargo, su importancia cuantitativa
y cualitativa nos impulsa a completar nuestro esquema, con una pre­
sentación sumaria de las principales modalidades del control de lega­
lidad ejercido por estos tribunales, ajenos al orden judicial.

1.3. Plan. Veremos sucesivamente, en primer lugar, su origen
comparativo (§ 2), su tímida recepción en nuestra Constitucional fede­
ral (§ 3), sus principales rasgos (§ 4) y, finalmente, algunas con­
clusiones (§5).

2. La influencia francesa en la formación del contencioso admi­
nistrativo en México. A diferencia de la common law, que coloca a la
Administración Pública en el mismo rango que a los particulares y la
somete a los tribunales de derecho común, en Europa continental, des­
pués de la Revolución francesa, se ha dado un estatuto y una juris­
dicción especializada para la Administración. La célebre fórmula del
fallo Blanco, dictada por el tribunal de conflictos francés (1873), en un
caso de responsabilidad, vale, así, para la mayor parte de las relacio­
nes entre la Administración y los particulares, las cuales no pueden
regirse por los principios establecidos en el código civil para las rela­
ciones de particular a particular, ya que las relaciones administrativas
tienen reglas especiales, las cuales varían según las necesidades del 
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servicio y la de conciliar los derechos del Estado con los derechos pri­
vados. La Administración no es, pues, como cualquier particular, y
merece en vista del interés general, una jurisdicción especializada.

La fórmula anterior encabezaría la evolución del Consejo de Es­
tado en Francia durante el período iniciado por la Tercera República
y tendría anticipaciones en México a mediados del siglo xix, como las
Lecciones de Teodosio Lares, de 1851, y la Ley Lares, de 1853,*  y per­
mitiría el resurgimiento, desde 1937, de una jurisdicción contencioso-
administrativa con el Tribunal Fiscal de la Federación, cuya creación,
como primer tribunal administrativo autónomo, se logró aun sin una
cobertura constitucional expresa.

Así pues, la interpretación liberal del siglo xix, específicamente
la interpretación de Vallarta, que preconiza el ejercicio exclusivo de la
función jurisdiccional por el Poder Judicial, sería, en adelante, inad­
misible en una época intervencionista, dominada por la multiplicación
de los cometidos asumidos por el poder público.

3. La evolución constitucional: del monopolio judicial a la consa­
gración de una jurisdicción administrativa especializada. En efecto, las
constituciones liberales de 1824 y de 1857, habían conferido la exclu­
sividad de la función jurisdiccional al Poder Judicial, de tal manera
que el proceso de amparo permaneció durante cerca de un siglo como
la única garantía procesal a nivel constitucional en materia adminis­
trativa. Cuando se puso en vigor la Constitución revolucionaria de 1817
no cambió mucho este estado de cosas.

El nuevo texto constitucional sólo preveía la consolidación del
judicialismo del siglo xix, en el marco de una concepción liberal y an­
glosajona de la separación de poderes. De esta manera, era imposible
retomar las ideas de Teodosio Lares e imaginar una justicia adminis­
trativa organizada en el marco de la Administración activa; así, la es-
pecialización de los magistrados y el perfeccionamiento jurisprudencial
del derecho administrativo debía hacerse dentro de los estrechos már­
genes del Poder Judicial en el cual, además, los justiciables estarían so­
metidos siempre a la visión estricta de los juristas, sin ninguna apertura
posible a la reflexión concurrente de expertos en administración, sur­
gidos de disciplinas no jurídicas.

3.1. La Ley de Justicia Fiscal (1936): sin base constitucional. En
el año de 1936, con la Ley de Justicia Fiscal que creó el Tribunal Fis-

♦ Víase, en esta misma obra de Homenaje a Eloy Lares Martínez, el Lares venezo­
lano, la contribución del profesor L. Cortiñas Peláez sobre el Lares mexicano.
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cal de la Federación, se implantó en México una jurisdicción conten-
cioso-administrativa, pero sin cobertura constitucional y sólo gracias a la
audacia creadora de los consejeros jurídicos del presidente Lázaro Cár­
denas £ue posible hacerlo. Para ellos la separación de poderes era sus­
ceptible de una interpretación más flexible: no se trataría de hacer
coincidir los actos administrativos y su juzgamiento en los mismos titu­
lares, sino de confiar el juzgamiento de los actos administrativos a ma­
gistrados que serían autónomos al tomar sus decisiones, por medio de
un estatuto que permitiría distinguir perfectamente la administración
contenciosa de la administración activa.

3.2. La reforma constitucional de 1946. Diez años de fructífera
experiencia terminaron por sobreponerse a toda resistencia; por esto,
en 1946 el Poder Constituyente Permanente modificó el texto de la
fracción I del artículo 104 constitucional, adicionándolo con un segundo
párrafo que permitió superar definitivamente los peligros que repre­
sentaba la falta de constitucionalización de los tribunales administra­
tivos. El nuevo texto estableció:

Art. 104. Corresponde a los tribunales de la Federación conocer:

I. {O mis sis).
En los juicios en que la Federación esté interesada, las leyes podrán
establecer recursos ante la Suprema Corte de Justicia contra las sen­
tencias de segunda instancia o contra las de tribunales administrativos
creados por la ley federal, siempre que dichos tribunales estén dotados
de plena autonomía para dictar sus fallos.

El primer tribunal contencioso-administrativo, que fue el Tribunal
Fiscal de la Federación, había sido, desde su creación en 1937, viva­
mente criticado de "inconstitucional”; esta nueva regla constitucional
terminó con toda controversia al respecto, y le permitió reforzar su rea­
lidad institucional y afinar progresivamente su jurisprudencia.

3.3. La reforma constitucional de 1967. Lo anterior justificó que
en 1967, se presentara una nueva iniciativa ante el Poder Constituyente
Permanente que estableció el texto aún en vigor:

Art. 104. Corresponde a los Tribunales de la Federación conocer:

I. (Omissis).

Las leyes federales podrán instituir tribunales de lo contencioso-admi­
nistrativo dotados de plena autonomía para dictar sus fallos, que ten­
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gan a su cargo dirimir las controversias que se susciten entre la Ad­
ministración Pública Federal o del Distrito Federal, y los particula­
res, estableciendo las normas para su organización, su funcionamiento,
el procedimiento y los recursos contra sus resoluciones.

Procederá el recurso de revisión ante la Suprema Corte de Jus­
ticia contra las resoluciones definitivas de dichos tribunales adminis­
trativos, sólo en los casos que señalen las leyes federales, y siempre
que esas resoluciones hayan sido dictadas como consecuencia de un
recurso interpuesto dentro de la jurisdicción contencioso-administrativa.

3.4. La reforma constitucional de 1960. Aunque con una base
diferente, en 1960, los conflictos de la función pública encontraron una
jurisdicción administrativa propia en el texto constitucional siguiente:

Art. 12J. El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases siguientes,
deberá expedir leyes sobre el trabajo, las cuales regirán:

A) (Omissis")

B) Entre los Poderes de la Unión, el Gobierno del Distrito Federal y
sus trabajadores: 
Fracción XII. Los conflictos individuales, colectivos o intersindicales
serán sometidos a un Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje
integrado según lo prevenido en la ley reglamentaria.

Este tribunal, que había también conocido una existencia al mar­
gen de la Constitución, desde su creación en 1938 en el marco del esta­
tuto de la función pública, ha podido así afirmarse sobre esta nueva
base constitucional complementaria, pero original, en relación a los prin­
cipios del derecho del trabajo (consagrados por el apartado A, del ar­
tículo 123).

3.5. Resultados satisfactorios: creación del Tribunal Contencioso-
Administrativo del Distrito Federal de 1971. Si partimos de 1937, fe­
cha de la creación extraconstitucional del primer tribunal mexicano de
lo contencioso-administrativo, podemos afirmar que se trata de un pro­
cedimiento que hasta ahora ha rendido frutos satisfactorios, que se in­
tegran con sus cuarenta años de experiencia y, naturalmente, dentro
de la tradición mexicana de jurisdicción en materia administrativa.

Por esto, el legislador de la capital no dudó, estos últimos años,
en enriquecer dicha experiencia con la creación del primer tribunal ad­
ministrativo de derecho común para la materia administrativa local; nos
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referimos al Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito
Federal, cuya competencia fue firmemente ampliada. Este tribunal tiene
un papel precursor en el reforzamiento de las jurisdicciones autónomas,
que sólo habían sido, hasta ese momento, jurisdicciones de atribución;
no hay que olvidar que el Tribunal del Distrito Federal abarca todas
¡as materias administrativas y fiscales para una población de aproxima­
damente trece millones de habitantes, por lo menos el 20 por ciento de
la población nacional en 1980.*

4. Los rasgos más notables del contencioso-administrativo mexica-
no. A continuación, expondremos en una apretada síntesis las carac­
terísticas esenciales de nuestro sistema contencioso-administrativo, vere­
mos así: las jurisdicciones “de principio” y “de atribución” (§ 4.1.), la
ampliación competencial de un sistema "de lista” por uno "de cláusula
general” (§ 4.2.), el agotamiento previo de la vía administrativa
(§ 4.3.), la legitimación procesal activa (§ 4.4.), así como la acción
en caso de silencio de la Administración (§4.5.) y la acción de lesi-
vidad (§ 4.6.), la adopción y modalidades de los casos de apertura
del contencioso francés (§ 4.7.), la incompetencia para conocer de
cuestiones de constitucionalidad (§ 4.8.); también desarrollaremos al­
gunos puntos referentes a la organización de los tres tribunales autó­
nomos (§ 4.9.), y a sus potestades jurídicas (§ 4.10.), especialmente
aquellas sobre valoración de pruebas y ejecución de sentencias (§ 4.11).

4.1. Jurisdicciones administrativas "de principio” y "de atribución".
Haciendo una somera presentación de los tres tribunales administrativos
en México, tenemos que el más antiguo, el Tribunal Fiscal de la Fe­
deración, posee una competencia de atribución que desborda la simple
materia fiscal. Durante mucho tiempo, los especialistas del derecho ad­
ministrativo han soñado con una Corte Contencioso-Administrativa Su­
prema, que abarcaría la totalidad de los procesos administrativos fe­
derales. En este sentido, en 1964 y en 1973, el Pleno del Tribunal Fis­
cal elaboró dos anteproyectos de una ley federal de justicia administra­
tiva. Desgraciadamente la inercia y, sobre todo, el peso de la tradición
judicialista del siglo xix, han bloqueado este ensanchamiento de la com­
petencia de nuestro más antiguo tribunal administrativo.

El Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje tiene una compe­
tencia muy precisa y no parece, verdaderamente, que sus atribuciones

* Según el último censo de población de julio de 1980, el país tiene 67,4 millones
de habitantes.
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puedan ser objeto de ningún rnsundiamírnto, En realidad, este tribunal
es un órgano de atribución única y permanecerá como tal.

Paradójicamente, la esperada ampliación de competencia ha venido,
en un país federal, de un tribunal local; de esta manera tenemos, dos
tribunales federales con jurisdicción administrativa de atribución, fis-
calidad y función pública, respectivamente, y un tribunal local que tie­
ne la jurisdicción administrativa de principio, nos referimos al Tribunal
de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal (supra, § 3.5.).

Este tribunal fue creado con apoyo en el artículo 104 constitucio­
nal (supra, § 3.3.); conforme dicha base constitucional, el legislador
instituyó un tribunal autónomo, competente para decidir los conflictos
entre la Administración Pública del Distrito Federal y los particulares,
estableciendo los principios de su organización, funcionamiento, proce­
dimiento y los recursos contra sus fallos.

El Tribunal del Distrito Federal comenzó a funcionar en 1971; han
seguido varias reformas a su ley en 1973, y en 1979; esta última prevé,
desde julio de 1980, un estatuto para sus magistrados comparable al
del Poder Judicial federal, y se le ha otorgado la competencia más
extendida, pues abarca todos los conflictos de los administrados de la
capital con su administración local (la materia fiscal ha quedado com­
prendida a partir de enero de 1980).

4.2. La ampliación, de un sistema de competencias "de listó’, a
un sistema regido por una "cláusula general". Desde el punto de vista
formal, dos de los tribunales autónomos tienen determinada su compe­
tencia por el sistema de lista (artículo 23 de la Ley Orgánica del Tri­
bunal Fiscal y artículo 21 de la Ley del Tribunal del Distrito Federal).
Sin embargo, en el derecho mexicano hay cláusulas generales que de­
vienen listas, y hay listas que devienen cláusula general. Así, la com­
petencia del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo del Distrito Fe­
deral le permite conocer de los juicios promovidos contra:

“I. Los actos administrativos que las autoridades del Departamento
del Distrito Federal, dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar en
agravio de los particulares;

”11. Las resoluciones definitivas dictadas por el Departamento del
Distrito Federal en las que se determine la existencia de una obligación
fiscal, se fije ésta en cantidad líquida o se den las bases para su liqui­
dación; nieguen la devolución de un ingreso indebidamente percibido o
cualquiera otra que cause un agravio en materia fiscal;
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’TII. La falta de contestación de las mismas autoridades dentro
de un término de quince dias, a las promociones presentadas ante ellas
por los particulares, a menos que las leyes y reglamentos fijen otros
plazos o la naturaleza del asunto lo requiera;

"En materia fiscal, las instancias o peticiones que se formulen de­
berán ser resueltas en el término que la ley fije, a falta de éste, en el
de noventa días; el silencio de las autoridades se considerará como re­
solución negativa cuando no den respuesta en el término que corres
ponda;

”IV. (Omissis)-,

”V. (O mis sis)-,
”VI. De los juicios que promuevan las autoridades para que sean

nulificadas las jesoluciones fiscales favorables a un particular y que
causen una lesión a la Hacienda Pública del Distrito Federal; y

”VII. De las demás que señale esta ley”.
Es comprensible que nuestros legisladores hayan querido ser muy

completos al instaurar el primer tribunal mexicano dotado de una com­
petencia tan amplia. Pero es evidente que, en buena técnica jurídica,
habría sido suficiente un precepto que estableciera:

"Es competente para conocer de todo acto administrativo del Dis­
trito Federal, inclusive en materia fiscal, que cause agravio a los par­
ticulares, así como de los recursos correspondientes y de la acción de
lesividad en materia hacendaría”.

Por otro lado, el artículo 23 de la Ley Orgánica del Tribunal Fis­
cal, a pesar de sus esfuerzos para incorporar nuevas materias a su com­
petencia, permanece como un listado fragmentario de las siguientes: la
determinación o liquidación de una obligación fiscal, la negativa de de­
volución por un ingreso indebidamente percibido, las imposiciones de
multas, cualquier otra resolución que cause un agravio en materia fis­
cal, las prestaciones sociales de las fuerzas armadas, las pensiones ci­
viles y los créditos por responsabilidades contra funcionarios y emplea­
dos de las administraciones públicas (centralizada y descentralizada).
Parece evidente que esta lista podría convertirse fácilmente en una
cláusula general de competencia en materia administrativa y fiscal para
el conjunto de las administraciones públicas; pero la tradición y la
inercia no querrían cambiar el dominio formal del tribunal, o sea, la
materia fiscal y, quizás tampoco su relación presupuestaria con la Se­
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cretaría de Hacienda, pues erróneamente se piensa que la relación fi­
nanciera cambiaría necesariamente por la simple extensión material de
su competencia.

Formalmente, el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje es
el único que tiene determinada su competencia por una cláusula gene­
ral, pues en efecto, conoce de todos los conflictos de trabajo derivados
de la función pública, conforme el artículo 124 de la ley reglamentaria
del apartado B del artículo 123 constitucional.

"El Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje será competente
para:

”1. Conocer de los conlictos individuales que se susciten entre ti­
tulares de una dependencia y sus trabajadores;

”11. Conocer de los conflictos colectivos que surjan entre el Estado
y las organizaciones de trabajadores a su servicio;

”111. Conceder el registro de los sindicatos o, en su caso, dictar
Ja cancelación del mismo;

”IV. Conocer de los conflictos sindicales e intersindicales, y
”V. Efectuar el registro de las condiciones generales de trabajo”.
Puede notarse que el Tribunal de Conciliación y Arbitraje abarca,

en el marco de su cláusula general, asuntos que no son solamente ju­
risdiccionales, sino administrativos y que no corresponden a la gene­
ralidad, sino a auténticos casos de especie.

4.3. E/ procedimiento administrativo no contencioso: agotamiento
previo de la vía administrativa. El derecho público mexicano vacila en
imponer la regla de la decisión administrativa previa a toda acción ju­
risdiccional; de manera matizada, unas veces declara opcionales, los
recursos del procedimiento administrativo no contencioso y, otras veces,
ios declara obligatorios.

La Ley del Tribunal del Distrito Federal incluye, en su artículo 28,
simultáneamente las dos reglas: la naturaleza opcional de los recursos
administrativos ante la administración activa para los asuntos estricta­
mente administrativos, y la obligación del agotamiento previo de los
recursos no contenciosos en materia fiscal. Esta última obligación entró
en vigor en 1979, e implica, ciertamente, en una materia tan sensible,
no un aumento sino un debilitamiento de los medios de defensa de los
particulares. Al respecto, la opinión pública y la doctrina son categóricas.
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"Según la experiencia desde el punto de vista de la justicia cuya
impartición se persigue, el desprestigio de los recursos administrativos
corre parejo a su ineficacia. La doctrina nacional y extranjera denuncia
que el órgano que conoce del recurso administrativo adolece de parcia­
lidad, por falta de autonomía} que tiende a juzgar casos heterogéneos,
conforme a criterios uniformes; que no puede evitar su supeditación
al superior jerárquico; que se resiste a suspender el acto de autoridad
que el particular reclama; y, a fin de cuentas, que en gran número
de casos otorga gracia, que es merced, y no justicia, que es reconoci­
miento de un derecho”.1 *

Las reglas relativas al Tribunal Fiscal de la Federación, imponen
el agotamiento previo de los recursos administrativos, salvo el caso de
una opción legal expresa en beneficio del administrado:

"Es improcedente el juicio ante el Tribunal Fiscal:
”IV. Contra las resoluciones o actos respecto de los cuales conceda

este código o la ley fiscal especial, algún recurso, medio de defensa
ante las autoridades administrativas, o deban ser revisadas de oficio,
por virtud del cual puedan ser modificadas, revocadas o nulificadas,
aun cuando la parte interesada no la hubiese hecho valer oportuna­
mente. Nc> operará esta causa de improcedencia cuando las disposicio­
nes respectivas declaren expresamente que es optativa la interposición
de algún recurso o medio de defensa ante las autoridades administra­
tivas”.

El Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje ignora la regla
del agotamiento previo de los recursos administrativos, actúa como con­
ciliador y árbitro; por ello, su procedimiento prescinde de toda for­
malidad.

4.4. La legitimación procesal activa: derecho público subjetivo e
interés legítimo. A pesar de ciertos vaivenes de la legislación reciente,
la calidad para actuar en justicia (legitimación procesal activa) tiende
a simplificarse.

El Tribunal Fiscal siempre ha condicionado su competencia a la
existencia de un interés jurídico del actor; el simple interés en el res­
peto de la legalidad, en el sentido amplio, no basta para legitimar su
acción y, en este sentido, estamos muy lejos de una protección objetiva
del derecho, pues es necesario un perjuicio personal, actual y cierto.

1. Hernández Octavio: Revista del Tribunal de la Contencioso-Administrativo del
Distrito Federal, 1972, N9 1, pp. 90-91.
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El Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje admite una legiti­
mación más amplia, pues no es solamente individual, sino también
colectiva por la vía sindical. La flexibilidad del derecho laboral per­
mite, en la práctica, facilitar la acción de los trabajadores o de sus
representantes, ya que no toda demanda, incluso la sindical, presupone
y exige la violación de un derecho subjetivo.

La Ley del Tribunal Contencioso Administrativo de la capital ha
tenido una significativa evolución a este respecto. El texto inicial de
1971, sólo exigía la titularidad de un interés simple y no calificado:
pero el texto establecido en 1973, exigió un interés legítimo, restric­
ción que fue vivamente criticada por la doctrina y cuyo alcance fue
hábilmente limitado por la jurisprudencia del Pleno del Tribunal:

El artículo 32 de la Ley del Tribunal no exige la existencia de un interés
jurídico para demandar en el juicio contencioso administrativo, sino de
un interés legitimo, para cuya existencia no es necesaria la afectación de un
derecho subjetivo, ya que basta la lesión objetiva de particular derivada
de la aplicación de la ley.

Posteriormente, las reformas a la ley en 1979, regresaron al texto
de 1971, estableciendo un interés simple para legitimar la acción:

Artículo 33- Sólo podrán intervenir en el juicio, las personas que tengan
un interés que funde su pretensión.

4.5. La flexibilidad de ciertos términos: la acción en caso de si­
lencio de la Administración. En México no se admite todavía, de una
manera general, que el silencio de la Administración valga como una
decisión implícita, la cual signifique el rechazo de la petición admi­
nistrativa no contenciosa. La Administración está obligada a responder
a las peticiones de los particulares, por aplicación del artículo 89 de la
Constitución federal, pero esta obligación no implica un contenido pre­
ciso de la respuesta, ni un plazo para formularla. La Suprema Corte
de Justicia de la nación ha estimado que dicho plazo sea de cuatro
meses, pero esto no ha ido más allá, lo cual transforma la obligación
administrativa en una pura forma.

Esta obligación se vuelve un poco más eficaz en materia fiscal,
ya que el silencio de la autoridad equivale al rechazo de la petición,
cuando se mantiene durante noventa días, contados a partir de la so­
licitud. Pero el contribuyente no está obligado a iniciar su acción de
nulidad ante el Tribunal Fiscal, inmediatamente después del término
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de noventa días, sino que puede presentarla en todo tiempo, mientras
no haya decisión explícita.

La Ley del Tribunal del Distrito Federal adopta el mismo término
de noventa días para el rechazo implícito de las peticiones en materia
fiscal. Sin embargo, esta equivalencia del silencio fiscal con la "negativa
ficta” no está legislada para las peticiones de los particulares que im­
pugnan los demás actos administrativos en materia no-fiscal. En este
último caso la ley y la jurisprudencia han establecido una construcción
matizada y original: el plazo para la contestación administrativa es de
quince días y la jurisprudencia trata de evitar que la Administración
pueda evadir su responsabilidad con una respuesta puramente formal,
ya que la contestación de la autoridad deberá estar en concordancia
con los elementos contenidos en la petición:

"La contestación que se dicte deberá definir o aclarar la situación
planteada, sin eludir ni aplazar su resolución” (jurisprudencia núm.
5 de las Salas del Tribunal del D. F.).

Por otro lado, el término para la acción de nulidad en materia fis­
cal, en estos casos, es ilimitado en tanto no se produzca una respuesta
explícita al respecto (jurisprudencia núm. 1 de las Salas).

Finalmente cabe apuntar, que en una megalópolis como la Ciudad
cié México, es muy posible que la decisión administrativa llegue a co­
nocimiento del destinatario con gran demora. En este caso, la juris­
prudencia atenúa el término de quince días: cuando el actor no pueda
establecer la fecha cierta de la notificación o conocimiento de la decisión
administrativa, la demanda no estará nunca fuera de plazo y podrá
ser presentada en cualquier tiempo, dada la imposibilidad de calcular
el término (jurisprudencia núm. 3 de las Salas).

4.6. La acción de lesividad: ejercida por la Administración contra
sus propios actos. Cuando un acto administrativo ha creado derechos
a favor de los particulares, su desaparición del mundo jurídico está
dominada por el principio de la intangibilidad de los efectos individua­
les de los actos administrativos.

Unicamente un tribunal puede operar la extinción de dichos actos,
ya sea que se trate de actos regulares o irregulares. En este sentido re­
sultan idénticos los textos, tanto de la Ley Orgánica del Tribunal Fiscal,
como de la Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del D.F.

"Cuando se pida la nulidad de una resolución favorable a un par­
ticular, la demanda deberá presentarse dentro de los cinco años siguien-



220 ARTURO GONZALEZ C.

tes a la fecha en que sea notificada la resolución, salvo que dicha reso­
lución haya originado efectos de tracto sucesivo, caso en el cual la
autoridad podrá demandar la nulidad en cualquier época, pero los efec­
tos de la sentencia, en caso de nulificarse la resolución favorable, sólo
se retrotraerán a los cinco años anteriores a la presentación de la de­
manda”.

La ley relativa al Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje no
contiene ninguna regla que permíta el retiro jurisdiccional de un acto
creador de derechos.

4.7. La adopción y modalidades de los cuatro casos de apertura
del contencioso administrativo francés. La doctrina y la jurisprudencia
francesas distinguen cuatro causales o aperturas de la acción de nulidad
(recours pour excés de pouvoir): la incompetencia, el vicio de forma,
la violación de la ley y la desviación de poder.

Estas causales son desconocidas en la ley de nuestro tribunal en
materia de función pública; en cambio, las mismas han sido adaptadas,
casi literalmente, por las leyes de los otros dos tribunales autónomos.

4.7.1. Causas de nulidad en el Código Fiscal federal. El texto
de la Ley Orgánica de 1978 del Tribunal Fiscal de la Federación no
establece las causales, puesto que su enumeración se encuentra desde
1938 en el Código Fiscal de la Federación. El texto del artículo 228
del Código de 1967 estableció:

Serán causas de anulación de una resolución o de un procedimiento ad­
ministrativo:

a) Incompetencia del funcionario o empleado que haya dictado el acuerdo
o que haya tramitado el procedimiento impugnado.

b) Omisión o incumplimiento de las formalidades que legalmente deba
revertir la resolución o el procedimiento impugnado.

c) Violación de la atsposición aplicada, o no haberse aplicado la dispo­
sición debida.

d) Desvío de poder, tratándose de sanciones.*

♦ (N. del T.) O»n posterioridad a las Conferencias del autor, ha sido publicado
un nuevo Código Fiscal (D. O.: 31 dic., 19H1), el cual desglosa las causales clá­
sicas en su artículo 238:

"Se declara que una resolución administrativa es ilegal cuando se demuestre
alguna de las siguientes causales:
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4.7.2. Causas de nulidad en la Ley del T.C.A. del D.F. El tex­
to actual del artículo 22 de la Ley del Tribunal Contencioso Adminis­
trativo del Distrito Federal determina lo siguiente:

Serán causas de nulidad de los actos impugnados:

I. Incompetencia de la autoridad;

II. Incumplimiento u omisión de las formalidades legales;

III. Violación de la ley o no haberse aplicado la debida, y

IV. Arbitrariedad, desproporción, desigualdad, injusticia manifiesta o cual­
quier otra causa similar.

4.7.5. Las modalidades de la desviación de poder. La formula­
ción mexicana de las causales se aproxima a la elaboración original del
derecho administrativo francés; pero la cuarta causal presenta en nues­
tro medio algunas diferencias importantes:

a) En materia fiscal, la desviación de poder sólo se refiere a las
"sanciones”, es decir, a las multas. Evidentemente, que se trata de un
código fiscal y no de un código general de la materia financiera; sin
embargo, parece útil señalar que esto deja en la arbitrariedad a ciertas
decisiones capitales de la administración financiera, como lo son todo
tipo de exoneraciones y subvenciones.

b) Tratándose del Tribunal del Distrito Federal, la cuarta causal,
aplicable a una jurisdicción administrativa de principio, implica una
apertura única en derecho comparado: su amplitud rebasa el alcance de
la desviación de poder y de procedimiento, para apuntar a nociones
más amplias, como la "desigualdad”, la "injusticia manifiesta” o "cual­
quiera otra causa similar”.

c) Las decisiones jurisprudenciales en nuestro país, como en Fran­
cia, tienden a restringir el vicio de la desviación de poder y, en lo po-

”1. Incompetencia del funcionario que la haya dictado u ordenado o tramitado
el procedimiento del que deriva dicha resolución.

”11. Omisión de los requisitos formales exigidos en las leyes, inclusive por la
ausencia de fundamentación o motivación, en su caso.

"III. Vicios del procedimiento que afecten ¡as defensas del particular.
"IV. Si los hechos que la motivaron nn se realizaron, fueron distintos o se apre­

ciaron en forma equivocada, o bien se dictó en contravención de las dispo­
siciones aplicadas o dejó de aplicar las debidas.

"V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades dis­
crecionales no corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas
facultades”.



222 ARTURO GONZALEZ C.

sible, a disimularlo mediante la utilización formal de causales más
objetivas, tales como el vicio de forma o la violación de la ley.

d) Finalmente, la cuarta causal de nulidad ante los tribunales au­
tónomos plantea en México una cuestión mayor: la de su falta de base
constitucional; esto implica desarrollos muy complejos, los cuales pode­
mos desglosar de la siguiente manera:

Primero: La base constitucional de los agravios en el juicio de
amparo se encuentra en el artículo 16 de la Constitución federal, que
exige la fundamentación y motivación de todo mandamiento escrito de
la autoridad competente; ambos términos subrayados tienen en derecho
público mexicano un sentido muy preciso, que se ha logrado por una
tradición centenaria. La fundamentación es el conjunto de reglas jurídi­
cas que justifican el acto de la autoridad y que son enunciadas en la
introducción de la decisión administrativa; y la motivación es el conjunto
de circunstancias, antecedentes y argumentos, expresados o mencionados
por la autoridad, para aclarar el sentido y alcances del acto.

Segundo: En este sentido preciso del derecho mexicano, la moti­
vación implica una noción diferente a los motifs, en el sentido que les
otorga el derecho administrativo francés. Así pues, la motivación en el
derecho constitucional mexicano implica sólo consideraciones previas al
acto, y no las relativas a la intención íntima de la autoridad.

Tercero: Nuestra Constitución federal ha conservado, en esta ma­
teria, el texto del siglo xix (1857), muy anterior al fallo Blanco y a
los grandes desarrollos de los clásicos del derecho administrativo fran­
cés (Aucoc, Ducrocq y, sobre todo, Laferriére). No se podía exigir a los
constituyentes mexicanos el conocimiento de una causal tan refinada
como la desviación de poder, en el sentido sicológico del móvil, del
fin o de la causa del acto; en cambio, el legislador de 1938, sí pudo
aprovechar, en la redacción del primer Código Fiscal de la Federación,
coda la riqueza de la doctrina y jurisprudencia francesas, relativas al
control de la moralidad administrativa.

Cuarto: La cuestión permanece abierta, los tribunales administra­
tivos no son competentes para conocer de las violaciones a la consti­
tución y, al contrario, el Poder Judicial federal no puede servirse de
la causal de la desviación de poder en el juicio de amparo.

4.8. La incompetencia de los tribunales administrativos para cono­
cer de las cuestiones de constitucionalidad. El monopolio de las cues-
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tiones de constitucionalidad por el Poder Judicial federal, ha sido du­
rante más de un siglo (1824-1938), una fuerza institucional, no sola­
mente jurisdiccional, sino también política y administrativa. Ahora bien,
es indudable que este monopolio partía de la base de una función ju­
risdiccional que de principio pertenecía, exclusivamente, al Poder Ju­
dicial; pero la existencia durante casi medio siglo de la justicia admi­
nistrativa autónoma, obliga a reconsiderar dicha cuestión.

4.8.1. La opción: vicios de legalidad o la inconstitucionalidad.
Ningún actor va a fundar la impugnación de un acto administrativo
ante los tribunales autónomos sino por vicio de ilegalidad, en el sen­
tido amplio de la palabra, pero omitiendo toda consideración de cons-
citucionalidad. Contra una decisión definitiva de un tribunal autónomo,
está abierta la vía de amparo, únicamente si la sentencia administrativa,
en sí misma, está viciada de inconstitucionalidad; pero esta acción de
inconstitucionalidad no puede impugnar más que la sentencia, no pue­
de buscar, de manera alguna, el vicio de inconstitucionalidad en el acto
administrativo inicialmente impugnado ante la jurisdicción autónoma.

En otros términos: el actor debe elegir entre los vicios de legalidad
V los vicios de constitucionalidad, y así, si inicia el procedimiento con­
tra un acto que no solamente es ilegal, sino también inconstitucional,
renuncia al agravio de inconstitucionalidad y cuando, por el contrario,
inicia el procedimiento de inconstitucionalidad en protección de sus
garantías individuales, pierde la posibilidad de discutir la legalidad del
acto administrativo.

4.8.2. Efectos del amparo y del control difuso de la constitucio­
nalidad. El resultado de la falta de coherencia de estos procedimientos
de derecho público, confirma una insuficiencia de la protección a los
particulares, debida al envejecimiento de las fórmulas del juicio de
amparo, cuya rigidez bloquea la eficacia global de un sistema más
moderno y especializado para el control jurisdiccional de las adminis­
traciones públicas. El amparo deviene progresivamente una casación en
la forma y el contencioso administrativo pierde, con la concepción ac­
tual del control difuso de la Constitución, una riqueza capital para su
misión de control.

La cuestión es muy compleja y desborda el marco de esta exposi­
ción; sin embargo, parece importante recordar el texto del artículo 133
de la Constitución federal:

"Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que ema­
nan de ella y todos los tratados que estén de acuerdo con la misma,
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celebrados y que se celebren por el Presidente de la República, con
aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de la Unión. Los jueces
de cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados, a
pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las consti­
tuciones o leyes de los Estados”.

Una interpretación de este artículo en favor del control difuso de
la Constitución por todo órgano jurisdiccional, sea judicial o adminis­
trativo, combinada con un ligero ajuste de los artículos relativos al am­
paro, permitiría abrir una vía de solución que haría compatible en ma­
teria administrativa, la competencia de las jurisdicciones judiciales y
autónomas.

4.9. La organización de los tres tribunales autónomos. El Tribu­
nal del Distrito Federal es un órgano de justicia local, los otros dos
tribunales autónomos son órganos de justicia federal, en materia fiscal
(ampliada) y de servicio civil, respectivamente.

A continuación, resumiremos brevemente, las características globa­
les del Tribunal del Distrito (§ 4.9.1.), del Tribunal Fiscal (§ 4.9.2.)
y del Tribunal de Conciliación (§ 4.9.3.); resaltando en forma par­
ticular la impugnación contra sus fallos (§ 4.9.4.) y el estatuto de
sus magistrados (§ 4.9.5.).

4.9.1. Las salas y el pleno en el T.C.A. del D.F. Las dos ins­
tancias de una jurisdicción se encuentran en el Tribunal de lo Conten­
cioso Administrativo del Distrito Federal: tres salas, cada una compues­
ta de tres magistrados y el pleno, integrado por los nueve magistrados
de las salas, más el presidente del Tribunal. El pleno no es un órgano
de apelación, su competencia jurisdiccional consiste, esencialmente, en
fijar la jurisprudencia, al resolver las contradicciones de jurisprudencia
entre las salas y al conocer de recursos por violación de la jurispruden­
cia; también es competente para decidir el recurso de revisión presen­
tado por la autoridad contra las sentencias de las salas, cuya importancia
y trascendencia, según el criterio de la Administración, lo hagan indis­
pensable.

4.9.2. Las salas regionales y la sala superior del T.F.F. Las dos
instancias de la jurisdicción en el Tribunal Fiscal de la Federación aca­
ban de ser considerablemente reformadas a partir de 1978. Antes, el
tribunal estaba constituido por salas y por un pleno, todos con compe­
tencia nacional; pero la ley del 2 de febrero de 1978 ha instaurado la
regionalización del tribunal, paralela a la desconcentración territorial
de la Secretaría de Hacienda. La competencia en primera instancia se
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reparte ahora, entre diez salas regionales para la provincia y tres salas
metropolitanas para la capital; estas trece salas se componen de tres
magistrados cada una y contra sus decisiones puede presentarse una
demanda de amparo. El pleno ha sido reemplazado por una sala su­
perior, compuesta de nueve magistrados la cual, como el Tribunal del
D. F., no es un órgano de apelación, ya que su competencia jurisdic­
cional se concentra en la fijación de la jurisprudencia y en el conoci­
miento de los recursos de revisión presentados por la autoridad.

4.9.3. Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje: única instan­
cia. Este tribunal es una jurisdicción de instancia única ante un colegio
de tres magistrados árbitros, que son nombrados, el primero, por la
federación de sindicatos de los trabajadores al servicio del Estado; el
segundo, por el gobierno federal y el tercero, es elegido por los dos
primeros, quienes pueden ser removidos en cualquier tiempo por quie­
nes los nombraron; en cambio, el presidente permanece seis años en sus
funciones, goza del estatuto de los ministros de la Suprema Corte de
Justicia y durante su mandato disfruta de la garantía de inamovilidad.

4.9.4. Impugnación de los fallos definitivos de dichos tribunales.
Contra las resoluciones definitivas que dictan los tribunales autónomos,
procede el recurso de revisión, especie de amparo, que solamente la Ad­
ministración puede presentar, ante el Poder Judicial federal, en los tér­
minos del artículo 104, fracción I, párrafos tercero y cuarto (supra,
§ 3.3.). Por otro lado, los particulares podrán interponer el juicio
de amparo contra dichos fallos.

4.9.5. El estatuto de los magistrados autónomos. Acabamos de
mencionar (supra, § 4.9.3.), las modalidades del nombramiento y du­
ración de los magistrados del Tribunal Federal de Conciliación y Ar­
bitraje.

Los magistrados de los otros dos tribunales autónomos son nom-
brados por el Presidente de la República, directamente, en el caso de los
integrantes de las salas del Tribunal Fiscal y, a propuesta del regente
del Distrito Federal, en el caso de los integrantes de dicho tribunal.

La calidad del licenciado en derecho solamente es requerida para
el presidente del Tribunal de Conciliación y también para los demás
magistrados de los otros dos tribunales autónomos. La nacionalidad
mexicana es requisito para los magistrados del Tribunal de Concilia­
ción; los textos legales de los otros dos tribunales, exigen que todos
sus miembros sean mexicanos por nacimiento.
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Los magistrados del Tribunal del Distrito Federal, durante casi
diez años, fueron nombrados para un período de tres años, lo que era
un atentado a su estabilidad e independencia; pero a partir del 16 de
julio de 1980, la ley dispone que sean nombrados por un período de
seis años y que podrán ser reelectos. Lo anterior constituye un avance
hacia la inamovilidad de la que gozan los miembros de la Suprema
Corte de Justicia. Este mandato sexenal y la posibilidad de una reelec­
ción ilimitada, son la regla para el Tribunal Fiscal.

4.10. Las potestades jurídicas de los organismos jurisdiccionales
autónomos. Al igual que los órganos del Poder Judicial, los tribuna­
les autónomos tienen las facultades usuales de los jueces en materia de
derecho común. Seguidamente evocaremos, en forma breve, tres particu­
laridades que nos parecen puedan interesar a los juristas extranjeros: la
suplencia de la queja ( § 4.10.1.), la suspensión del acto impugnado
(§ 4.10.2.) y la fijación de las reglas jurisprudenciales (§ 4.10.3.).

4.10.1. La suplencia de la queja. Sería inconcebible que los erro­
res de la demanda de un contribuyente fueran suplidos por el Tribunal
Fiscal. La Ley del Tribunal de Conciliación no hace mención de esta
facultad, que permitiría remediar las insuficiencias de la demanda de
un trabajador o de su sindicato. Solamente las sentencias del Tribunal
del Distrito Federal podrán suplir las deficiencias de la demanda, con
excepción de los asuntos fiscales, pero en todo caso se limitarán a los
puntos en litigio. Se asume así el principio de igualdad de procedimiento
del derecho laboral y del derecho de familia, de tal manera que los
magistrados del contencioso administrativo de la capital, están obliga­
dos a auxiliar a sus habitantes en sus debilidades, sobre todo tratándose
de su ignorancia jurídica.

4.10.2. La suspensión del acto impugnado. En materia de fun­
ción pública, la ejecución de la decisión administrativa de cese del tra­
bajador se mantiene en suspenso hasta la notificación de la sentencia
del tribunal, lo cual puede significar un plazo de un año a partir de
la fecha del acto impugnado.

En materia fiscal, están previstas las modalidades de suspensión del
procedimiento administrativo de ejecución, durante la tramitación de
los recursos no contenciosos o del juicio de nulidad ante el Tribunal
biscal. El actor está obligado a otorgar una garantía suficiente en re­
lación al monto del crédito fiscal en vía de ejecución.
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En materia del contencioso administrativo, el Tribunal de la ca­
pital está expresamente facultado para conceder la suspensión de los
actos impugnados en todo tiempo, sin garantía pecuniaria alguna, salvo
en materia fiscal.

4.10.3. La fijación ele las reglas jurisprudenciales. Sobre este pun­
to el derecho mexicano se presenta como un puente entre las técnicas
de la common law y las técnicas de los países romano-germánicos.

La uniformidad en la interpretación de cinco fallos del Pleno de
la Suprema Corte, no interrumpida por una decisión en sentido con­
trario, con una votación mínima de 14 ministros (sobre un total de
21), crea una tesis jurisprudencial obligatoria para el mismo Pleno, sus
salas y tribunales judiciales inferiores. Igualmente obliga a los órganos
de la jurisdicción administrativa autónoma, pero éstos tienen también
la facultad legal de crear su propia jurisprudencia, con excepción del
Tribunal de Conciliación, cuya única instancia no forma una jurispru­
dencia propia y se limita, entonces, a seguir la jurisprudencia de la
Suprema Corte.

En el Tribunal del Distrito Federal, su ley establece reglas com­
parables a aquellas que rigen la formación y modificación de la juris­
prudencia de la Suprema Corte.

La nueva ley de 1978 del Tribunal Fiscal ha modificado un poco
las modalidades de su técnica jurisprudencial. Las salas regionales y me­
tropolitanas están obligadas por la jurisprudencia fijada por la sala su­
perior, pero dichas salas han perdido la facultad de fijar su jurispru­
dencia. Así como la sala superior determina la jurisprudencia obligato­
ria para las otras salas, ella es la única que puede modificarla; existen
tres maneras para que la sala superior fije la jurisprudencia:

Primera: Por una decisión única que resuelva las contradicciones
entre las salas regionales y metropolitanas.

Segunda: Por una decisión única al conocer de un recurso de que­
ja por violación a la jurisprudencia cometida por una sala regional o
metropolitana.

Tercera: Por tres sentencias uniformes que resuelvan recursos de
revisión promovidos por las autoridades, en el marco del artículo 104
constitucional, fracción I (supra, § 3.3.); esta última manera es no­
vedosa, fue creada en septiembre de 1978, y no hay que negar su im­
portancia, por lo menos cuantitativa, ya que durante 40 años (1938-
1978), el Tribunal Fiscal sólo fijó 118 tesis jurisprudenciales, median­
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te el procedimiento indicado primeramente (fallo que resolvía contra­
dicciones de sentencias de las salas inferiores, dictadas por el pleno
del tribunal). Pues bien, de septiembre de 1978 a septiembre de 1982,
la sala superior había aprobado más de 120 jurisprudencias, aplicando
esta tercera manera.

4.11. Las potestades délos tribunales administrativos (continua­
ción). Son de particular importancia las potestades para valorar las
pruebas (§4.11.1.) y las necesarias para hacer ejecutar y respetar sus
decisiones por la administración activa (§ 4.11.2.); además, menciona­
remos lo relacionado con el abandono de las facultades de plena juris­
dicción que inicialmente se concedieron al Tribunal del Distrito Fede­
ral (§4.11.3.).

4.11.1. El régimen de valoración de las pruebas. Los actos y re­
soluciones de las autoridades fiscales se presumen conformes al prin­
cipio de legalidad. Partiendo de este principio, se consideran conformes
a la ley los actos y decisiones no impugnados en la demanda, o aque­
llos cuya ilegalidad no haya sido probada plenamente. El Código Fe­
deral de Procedimientos Civiles rige en materia de pruebas ante el Tri­
bunal Fiscal, salvo previsión expresa del Código Fiscal.

En materia de función pública, la falta de contestación a la de­
manda equivale a la confesión de los agravios del actor, salvo prueba
en contrario. Por otro lado, el Tribunal de Conciliación evalúa las prue­
bas en conciencia”, "sin sujetarse a reglas fijas para su estimación” y,
sobre todo, este tribunal autónomo resuelve sus asuntos *‘a verdad sa­
bida y buena fe guardada”.

Los poderes del Tribunal Contencioso de la capital son los más
amplios en materia de pruebas: se admiten toda clase de pruebas y
aquellas que se encuentren en los expedientes administrativos deberán
ponerse a disposición del Tribunal; más aún, el Tribunal puede uti­
lizar los medios de apremio para obligar a la autoridad que se rehúse
a proporcionar los documentos solicitados. Los testigos, que pueden
ofrecerse hasta un total de tres por cada hecho, cuando no pueden ser
presentados por el oferente, pueden ser directamente citados por el
tribunal.

.11.2. La ejecución y eficacia de las sentencias. En cuanto a
este aspecto, el Tribunal de Conciliación carece de poderes explícitos
eficaces, aun cuando Ja ley hable de la obligación de las autoridades
civiles y militares para asegurar el respeto de sus decisiones y de la
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facultad de imponer multas menores. En los hechos, la autoridad obe­
dece sus decisiones tratándose de la reinstalación del trabajador en su
puesto, pero la obediencia sólo es formal tratándose del pago de salarios
caídos, pues frecuentemente hay una insumisión material: el dinero
para dicho pago debe ser percibido por conducto de una cuenta especial
en el presupuesto, que llega a veces con retardo de varios años, lo que
equivale, en períodos de fuerte inflación, a una delegación de justicia.

Los fallos del Tribunal Fiscal declaran la nulidad del acto im­
pugnado y sus sentencias pueden contener los términos obligatorios de
la futura decisión administrativa; sin embargo, las facultades del tri­
bunal no van más allá, pues se trata de un tribunal de anulación, que
carece de las facultades de la plena jurisdicción.

Las decisiones del Tribunal del Distrito Federal, en materia de
ejecución de sentencias, ponen de manifiesto la modernidad, tímida
pero innegable, de nuestro primer tribunal de principio en materia ad­
ministrativa. Las sentencias definitivas y los fallos que otorgan la sus­
pensión, comportan algunos poderes específicos del tribunal: primera­
mente, puede requerir el cumplimiento de la obligación; después, pue­
de amonestar a la autoridad previniéndole que, en caso de renuencia,
se le impondrá una multa; seguidamente, la multa impuesta puede ser
reiterada cuantas veces sea necesario; al mismo tiempo, el pleno del
tribunal puede solicitar al jefe del Departamento del Distrito Federal
que conmine a sus inferiores al cumplimiento de la decisión del Tri­
bunal; por último, si es el Jefe del Departamento quien incumple la
sentencia, el pleno hace del conocimiento del Presidente de la Repú­
blica esta situación, para que él, como superior jerárquico, lo obligue
al cumplimiento.

Este procedimiento es ciertamente barroco y urge simplificarlo,
reforzando las sanciones civiles y reconociendo sanciones penales, de
tal modo, que la falta de ejecución se asimile a un delito.

4.11.3. El abandono de la plena jurisdicción en el T.C.A. del D.E.
Es importante recordar y señalar que el Tribunal del Distrito Federal,
según su ley inicial de 1971, tenía los poderes de un juez de plena ju­
risdicción los cuales le fueron arrebatados por la ley de 1973.

El texto del artículo 77 de la ley de 1971, con referencia a las
sentencias, preceptuaba:

“Las sentencias que dicten las salas del tribunal no necesitarán
formulismo alguno, pero deberán contener:
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”111. Los puntos resolutivos en que se expresen con claridad las
decisiones o actos administrativos cuya nulidad o validez se declaren,
la reposición del procedimiento que se ordene, los términos de la mo­
dificación del acto impugnado, y en su caso la condena que se decrete”.

El alcance de dicho texto es técnicamente admirable, pero realmen­
te desconoció numerosos elementos sociológicos de la urbanización de­
pendiente de las grandes capitales del Tercer Mundo (que los sociólo­
gos franceces llaman "urbanización salvaje”, es decir, aquella que se
refiere al número de habitantes, pero no a su industrialización y urba­
nización desarrolladas).

5. Conclusiones
Primera: En los Estados Unidos mexicanos un régimen presiden­

cial reforzado y un federalismo poco desarrollado han dado, en los
hechos, una administración pública muy centralizada y concentrada. En
estas condiciones, el control jurisdiccional de la acción administrativa
exige un robustecimiento considerable, en el interés no sólo de los ad­
ministrados, sino de la propia administración.

Segunda: El control jurisdiccional de la Administración Pública
mexicana fue forjado en el siglo xix, en pleno auge del liberalismo y
de la interpretación a ultranza de la separación de poderes. En este
sentido, dicho control se convirtió en monopolio del Poder Judicial bajo
la Constitución de 1857, desconociendo durante 80 años y hasta 1937,
el rigor científico y la actualidad social de nuestra primera jurisdicción
autónoma de lo contencioso-administrativo, forjada en 1853 por la Ley
de Teodosio Lares, bajo el régimen de la Constitución de 1824 y sus
modificaciones.

Tercera: El monopolio judicial en materia de jurisdicción admi­
nistrativa se ejerció así, durante tres cuartos de siglo (1857-1937), me­
diante el juicio de garantías o amparo. Fue por la falta de un proce­
dimiento más amplio y técnico de control de las administraciones pú­
blicas durante este período y, además, porque el auge del intervencio­
nismo del poder público surge hasta después de la Constitución de 1917;
que el juicio de amparo, con sus innegables virtudes, pero también
con sus insuficiencias manifiestas, se consideró equivocadamente como
la única, e incluso, la mejor de las protecciones de los administrados.

Cuarta: Los avances del contencioso-administrativo autónomo, a
partir de 1937, se refieren, por ahora, a algunas administraciones cen­
tralizadas precisas: la hacienda pública (y solamente en sus aspectos
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fiscales), el derecho de la función pública en las unidades centralizadas
(secretarías de Estado y departamentos administrativos), y, desde 1971,
la materia local del Distrito Federal, subordinada directamente al pre­
sidente de la República.

Quinta: Las Lecciones de derecho administrativo, del profesor Teo-
dosio Lares, editadas en 1852, acaban de ser reimpresas en 1979, en
dos ediciones simultáneas, de la Secretaría de Hacienda y de la Uni­
versidad Nacional Autónoma de México; lo cual no es un azar, si
consideramos que frente a la dominación de las técnicas anglosajonas
del amparo, algunos buenos juristas de derecho administrativo acon­
sejan un retorno a las fuentes mexicanas del siglo XIX, inspiradas en
su momento por el derecho derivado de la Revolución francesa. En
efecto, en esta segunda mitad del siglo xx mexicano, presidido por la
Constitución revolucionaria de 1917, las técnicas liberales de la Cons­
titución de 1857 (amparo) merecen ser revisadas.

Sexta: La superioridad práctica, y no sólo la fineza intelectual,
del sistema de lo contencioso-administrativo respecto a la simple pro­
tección judicial de los administrados en países de cotnmon latu, ha sido
reconocida en un informe oficial de la Cámara de los Comunes, en
estos términos:

"Debe admitirse que el sistema francés brinda ciertamente protec­
ción al súbdito francés contra los actos arbitrarios del servicio públi­
co (...); nos vemos por lo tanto obligados a confesar que las cifras
continentales se justifican en cuanto afirman que, bajo el sistema in­
glés de la regla de derecho, la defensa del súbdito contra el gobierno
central es menos completa que la defensa del súbdito contra otro
súbdito”.

Ciertamente, el mismo juicio podría ser formulado respecto al de­
recho mexicano de esta segunda mitad del siglo xx.

Séptima: Siendo material la noción del acto administrativo en
nuestro país, esto deja escapar al control jurisdiccional el conjunto de
las ochocientas empresas públicas descentralizadas y paraestatales, lo
cual limita considerablemente el alcance del control sobre los actos de
las dieciocho dependencias de la Administración centralizada. La falta
de fineza administrativa del artículo 16 de la Constitución, impide ahon­
dar en los abusos de la facultad discrecional; en rigor, nuestro derecho
público fundamental fue concebido para la época liberal del Estado-
gendarme y por ello se adapta mal a la multiplicación de los modernos 
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cometidos del poder público, particularmente, para el control de las
actividades sociales, industriales y comerciales asumidas por la Fede­
ración mexicana a partir de la Revolución de 1910-1917. Para poder
englobar la totalidad de las administraciones públicas en un mismo
marco de control jurisdiccional, sería interesante adoptar la amplia fór­
mula de la doctrina clásica alemana, tal como es seguida por la re­
ciente legislación angloamericana:

"Es administración todo lo que no es ni legislación ni jurisdicción”.

Octava: El juicio de amparo deviene progresivamente una simple
casación en la forma. Su formalismo le impide penetrar en la intención
íntima de la Administración, su alcance estrictamente individual im­
pide toda posibilidad de un contencioso objetivo; su individualismo li­
beral es inconciliable con la búsqueda de los perjuicios causados por
el acto dictado de conformidad a la ley, o por el acto cuyo respeto de
las formas es sólo un velo a la inmoralidad administrativa. Por otra
parte, pertenece a una técnica puramente defensiva contra las activida­
des de la Administración, mientras que nuestra época requiere también
prestaciones, las cuales no pueden ser eficazmente exigidas mediante el
juicio de amparo. En efecto, el amparo es una acción de protección
de las libertades públicas clásicas y no una acción que apunte al res­
peto de la totalidad del sistema constitucional.

Novena: El control de la conformidad con la regla de derecho
de los actos y hechos administrativos, debería integrar las cuestiones
de constitucionalidad y de legalidad en la misma acción. La técnica del
control difuso de la constitucionalidad, insinuada por el artículo 133
de la Constitución, permitiría ampliar la vigilancia de los tribunales au­
tónomos sin restringir la competencia ulterior del Poder Judicial fede­
ral, mediante el juicio de garantías constitucionales.

I
Décima: Así, ampliados los agravios, podría seguirse el ejemplo

de las reformas de 1979 a la Ley del Tribunal Contencioso-Adminis-
trativo del Distrito Federal, para que el interés simple legitime la acción
de cualquier particular. Complementariamente, la suplencia de la queja
por el Tribunal, así como la suspensión del acto impugnado, son téc­
nicas a retener para una jurisdicción administrativa autónoma, la cual
parece urgente instaurar ya a nivel federal en todas las materias.

Undécima: El acceso a las jurisdicciones autónomas debe poder
efectuarse rápidamente en caso de silencio de la Administración. El
derecho de petición garantizado por el artículo 89 constitucional debe 

1
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transformarse, de una obligación formal de la Administración, en cau­
sal de "negativa ficta”, carente de fundamentación y motivación.

'Duodécima: La autonomía de una jurisdicción administrativa así
ampliada, es la condictio sine qua non de su eficacia, no sólo en bene­
ficio de los administrados sino también de la misma Administración
Pública. Los tribunales autónomos merecen condiciones presupuestarias
más generosas, reclutamientos más severos, que se establezca un es­
calafón a partir de los niveles inferiores y facultades más precisas para
hacer respetar sus decisiones en menores plazos.

Decimatercera: Una interpretación flexible de la separación
de poderes en el derecho mexicano lleva a hablar más bien, de cola­
boración y coordinación de los poderes públicos; en este sentido, la
generalización de la técnica de las multas interpuestas por las juris­
dicciones administrativas y la conversión del incumplimiento de una
sentencia administrativa en delito penal, serían métodos conformes
a la Constitución, sin excluir en beneficio de los particulares la defensa
esencial de oponerse, mediante las excepciones penales, a las consecuen­
cias de un mandamiento administrativo contrario a una sentencia de la
jurisdicción administrativa autónoma.
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cíente irresponsabilidad de la administración pública federal mexicana,
como consecuencia de la proliferación de instituciones paraestatales, cuyo
funcionamiento escapa al criticado y criticable control clásico del amparo
ante el Poder Judicial federal, y para las cuales se carece de toda via
jurisdiccional alternativa, como la brindada por ejemplo por el conten­
cioso administrativo en derecho comparado.

En el mismo sentido se han pronunciado recientemente los pro­
fesores Arturo González-Cosío2 y Miguel de la Madrid-Hurtado. Este
último, además de formular severas pero muy atinadas críticas sobre el
juicio de amparo en general, concluye que: en primer lugar, el amparo
es sólo una defensa secundaria y eventual de la Constitución, por des­
cuidar la protección de la parte orgánica de la misma, por constituirse
más en defensa del individuo que de la propia Constitución y por con­
figurar un control puramente formal pero no esencial; en segundo lugar,
el amparo es ajeno al control constitucional auténtico, desvirtúa por su
subjetividad e individualismo la protección de la parte orgánica, deja
impune la violación general no individualizable y, en definitiva, no
logra un control auténtico mínimo de la legitimidad constitucional de ,
los actos del Poder Público.3

Complementariamente, el profesor Madrid-Hurtado,4 refiriéndose
expresamente al pensamiento clásico de Teodosio Lares,5 afirma:

"La expansión del contencioso-administrativo autónomo. También,
inclusive como mecanismo de defensa frente a la dilatación del Poder
Ejecutivo, se postula como una de las grandes necesidades de los regí­
menes presentes, el fortalecimiento de las facultades de los órganos en­
cargados de la función jurisdiccional, sobre todo en su aspecto de con­
tralor de la constitucionalidad y de la legalidad de los actos de los otros
dos poderes”.

“En particular en Europa —la occidental, inclusive en Inglaterra—
y en América Latina, el crecimiento de los 'cometidos del Poder Público
en función administrativa, tiende a la expansión del control más tecnifi- 

2. Gonfález-Cosío, Arturo: El Poder Público ) la jurisdicción en materia adminis­
trativa en Mixteo, 2’ ed., ciudad de México, Porrúa, S. A., 1982, 251 p.

3. Madrid-Hurtado, Miguel de la: Elementos de derecho constitucional. Ciudad de
México, Instituto de capacitación política y Porrúa S. A., 1982, XXIV -f- 684
pp., esp. 478-481.

4. Ibidem, pp. 674, 379, 470 y 626.
5. Lares, Teodosio: Lecciones de derecho administrativo, prólogo por Antonio Carrillo-

Flores, ciudad de México, Universidad Nacional Autónoma de México (Coordinación
de Humanidades: Nueva biblioteca mexicana), ed. facsimilar de la publicada en
1852 por la Imprenta de Ignacio Cumplido, sep. 1978, XVI + 410 pp.
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cado de su juridicidad, a través de la jurisdicción contencioso-administra-
tiva, ajena al Poder Judicial clásico, conceptualmente más refinada y
cada vez más autónoma” ?

En este sentido, se refiere expresamente al surgimiento de los tri­
bunales federales administrativos autónomos, previstos por el artículo
104 de la Constitución, a saber: el Tribunal Fiscal de la Federación y el
Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal. Al res­
pecto, el ilustre constitucionalista mexicano señala que, "esta consolida­
ción de la jurisdicción autónoma de lo contencioso-administrativo se
ubica en una corriente constituyente y legislativa, tanto mexicana (la
Ley Lares de 1853) como universal, que tiende a una más refinada jus­
ticia para la materia administrativa’

2. Hacia una reorganización de la justicia administrativa. Final­
mente, cabe enfatizar que el mismo autor, en el comentario más reciente
y autorizado del derecho público mexicano, refiriéndose a la creación
del Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje, previsto para los ser­
vidores públicos en la fracción XII del apartado B) del artículo 123
de la Constitución federal, afirma que éste se establece "de conformidad
con la tendencia doctrinal y de derecho comparado que tiende al forta­
lecimiento y ala especialización de la justicia en materia administrativa” .*

Estos señalamientos convergen con la desvirtuadora circunstancia
de las " alongad eras”, resultantes del juego combinado del contencioso
administrativo y del amparo. Respecto de los actos definitivos, en par­
ticular de los organismos fiscales autónomos (Instituto del Fondo Na­
cional de la Vivienda para los Trabajadores, Instituto Mexicano del Se­
guro Social, etc.), ellas parecen revelar, después de las adiciones y mo­
dificaciones legislativas de 1978 y 1981-82, al Código Fiscal de la Fede­
ración y a la Ley Orgánica del Tribunal Fiscal de la Federación, la con­
veniencia de una reestructuración sustantiva y no puramente procedi-
mental de las fases oficiosa y contenciosa, en beneficio tanto de los par­
ticulares como de las administraciones paraestatales. En efecto, parece
inusitado un procedimiento, de muchos años de duración, que acumula
el trámite ante la institución fiscal autónoma, la decisión administrativa
definitiva, el recurso de inconformidad, el juicio de nulidad ante la
Sala Regional, el conocimiento y fallo por la Sala Superior y las com-

6. Ibidem, p. 379, subrayado nuestro
7. Ibidem, p. 470, nota.
8. Madrid-Hurtado, Miguel de la: Elementos..p. 626, precedido por una presen­

tación del administrativista Miguel Acosta-Romero, director de la Facultad de Dere­
cho de la UNAM.
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plejidades del amparo ante las instancias del Poder Judicial Federal.
Ello es un perjuicio para ambas partes, tanto el organismo fiscal autó­
nomo como los particulares.

3. Vigencia del pensamiento de Teodosio Lares. En la reflexión
y eventual reorganización de la jurisdicción federal mexicana en mate­
ria administrativa —cuyo estadio actual parece, por lo expuesto, con­
tradecir el pensamiento científico y la práctica de una justicia expedita
y calificada—, el pensamiento del Maestro Teodosio Lares nos parece
una aportación permanente y, por ello, indescuidable en los esfuerzos
de modernización institucional emprendidos por el gobierno federal
mexicano.

Pensamos que esta evocación laresiana del siglo xix, sea de natura­
leza sorprendentemente grata para este volumen laresiano del siglo XX,
en el que tenemos el honor de compartir la representación mexicana con
colegas y discípulos del Taller de Derecho Administrativo y Derecho de
las Finanzas Públicas de la U.N.A.M.

I. EL MARCO CIENTIFICO E HISTORICO DEL LARES MEXICANO

4. Conceptos del Maestro Carrillo-Flores. El máximo exponente
del pensamiento mexicano del derecho administrativo en los tres pri­
meros cuartos del siglo xx, el maestro Antonio Carrillo-Flores, inicia
su prólogo a esta ya clásica obra con los siguientes conceptos, a los cua­
les adherimos plenamente:

"Las lecciones de derecho administrativo —publicadas en 1852—,
son indudablemente de un valor singular en la historia del derecho pú
blico mexicano y específicamente de la rama de que se ocupó don Teo­
dosio Lares. El volumen recoge las 14 lecciones que en el año de 1851
dictó este destacado jurisconsulto y prominente hombre del partido con­
servador en el Ateneo Mexicano”.

"Todos los cultivadores del derecho administrativo en México, asi
lo pienso al menos, han tenido siempre un gran respeto por la obra de
Lares; pero no es sino en los últimos 30 ó 40 años cuando se han estu­
diado sus trabajos jurídicos con objetividad, independientemente de las
tremendas cuestiones que dividieron a los mexicanos por más de medio
siglo, hasta el restablecimiento de la República en 1867. Se han reco­
nocido así los méritos de Lares, el jurista, sin para ello tener que juzgar
al político que sirvió a Santa Anna y a Maximiliano”.”

9. Prólogo a Lares, citado jupra, nota (5), p. V, subrayados nuestros.
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5. El momento jurídico de don Teodosio. Como la modestia del
título indica, las Lecciones fueron un ciclo de conferencias; éste fue dic­
tado cuando el derecho administrativo era una disciplina casi inorgá­
nica, no solamente en América Latina, sino inclusive en Europa. En
Francia, la jurisdicción ''retenida” fundada por Napoleón Bonaparte,
en 1802, había progresado poco y sólo alcanzaría el rango autónomo
de la jurisdicción "delegada” en 1872; por otra parte, sólo en 1873,
por el Tribunal de Conflictos,10 la jurisdicción administrativa definiría
la autonomía de la nueva disciplina respecto del derecho civil, especifi­
cando la peculiaridad de las nuevas relaciones que no podían ser regi­
das por las mismas reglas que presidian las relaciones de particular a
particular. En España, la configuración y regulación de la jurisdicción
contencioso-administrativa data de 1888, con la Ley Santamaría de
Paredes.

En América Latina, con antelación a la gran sistematización del
argentino Rafael Bielsa, de 1921, sólo se dieron algunas publicaciones
asistemáticas como las de V. Pereira do Regó (1857) y A. O. Viveiros
de Castro (1906) en Brasil, de A. Govin y Torres (1882-1883) en
Cuba, de R. Ferreyra (1866) y de L. V. López (1902) en Argentina,
y de Luis Varela en la R. Oriental del Uruguay (1901-1910). Por ello,
la significación de la obra del mexicano Teodosio Lares le ha ganado
con honor el título del "decano del derecho administrativo latinoame­
ricano”.

6. Una aportación latinoamericana. Una lectura exhaustiva y po­
lémica de las Lecciones sería quizá indiscreta y podría alcanzar —tan
grande como es la riqueza, y hasta la agresividad, del juego conceptual
de Lares— una extensión desmesurada. Nuestro objetivo en esta con­
tribución laresiana es más limitado: se trata de poner de manifiesto
la aportación del Maestro mexicano al pensamiento de las instituciones
administrativas de un país latinoamericano, aportación que —por opo­
sición a la posterior anglofilia de los amparistas como Ignacio Vallar­
la— arraiga profundamente en la tradición revolucionaria francesa y
postula, con aliento jacobino, la independencia del Ejecutivo y de la ad­
ministración surgidos democráticamente del sufragio universal directo,
con respecto al poder "teconocrático y conservador” del Judicial.

7. Conservadurismo y supremacía judicial. Es menester tener pre­
sente que el Acta de Reformas de 1847 (art. 25), abrogó en México la
soberanía del Congreso e instauró, mediante el juicio de amparo con­

10. Fallo Blanco.
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tra ley y contra acto administrativo tanto individual como general, la
supremacía del Judicial (poder ajeno al sufragio universal y encarnado
en los muy conservadores graduados de las facultades de derecho) so­
bre los poderes —de integración multidisciplinaria— Legislativo y Eje­
cutivo. En otros términos, el liberalismo —mediante este desapodera­
miento de los órganos legítimamente emanados del voto popular—
vino a funcionalizar un parapeto ('* garde-fou") tan eficaz contra el
cambio social como lo hubiera sido el Supremo Poder Conservador,
postulado por el constitucionalismo oligárquico de 1836. Por ello y
respecto de este punto, la "judicialización” del Poder Público mexicano
por los artículos 101 y 102 de la Constitución de 1857, configura una
reivindicación paradójica de los objetivos últimos del conservadurismo
por parte de los campeones del liberalismo.

Cuando Lares dicta sus conferencias, de 1851, el derecho positivo
mexicano se encuentra en la línea divisoria: entre el pensamiento roma­
no-germánico —en su versión francoespañola de Cádiz (1812) y, en
parte, de la Constitución de 1824— y el pensamiento anglosajón que
se consolidaría en 1857, profundizando los lincamientos del Acta de
Reformas de 1847.

El eminente Carrillo-Flores11 confunde, a nuestro modo de ver,
la trascendencia de ciencia jurídica del problema, considerando en pura
técnica que Lares es un campeón de la omnipotencia legislativa12 cuan­
do, en verdad, debiera hablarse de una reivindicación de los actos-regla
del Legislativo frente a su desvirtuación y hasta "vaciamiento” por el
acto subjetivo de la jurisdicción.

8. Las concepciones enfrentadas: europea y angloamericana. Cabe
sí adherir al planteamiento de Carrillo-Flores cuando aserta:

1
"E1 punto medular de la discrepancia entre Lares y Vallarta —de­

rivada de que el primero, como publicista, es de formación continental
europeo y el segundo norteamericana— es la interpretación del princi­
pio constitucional de la división de poderes. De conformidad con la
que acogió Francia a partir de la Revolución, el poder judicial no debe-
fía de interferir en los actos y procedimientos de la administración pú­
blica, ni aun en aquellos de carácter contencioso. En cambio la tesis
norteamericana —en el marco de la cual la Suprema Corte mexicana
entendió los textos de la Constitución de 1857— era precisamente la
opuesta: que el artículo 50 prohibía que el poder ejecutivo y el judicial

11. En su prólogo citado jupr<¡, en nota (9).
12. Ibiíltm, p. Vi.

1
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se reuniesen en una misma persona o corporación y que los artículos
97 y 98 daban competencia expresa a los tribunales federales para de­
cidir de las controversias entre la administración y los particulares, deri­
vadas de la aplicación de las leyes federales y de aquellos en que la
federación es parte”.13

9. Ciencia jurídica y mera técnica normativa. Naturalmente que
si nos situamos como lo hace Carrillo-Flores en el texto de 1857, pos­
terior tanto a las conferencias como a las Lecciones (1851-52) de Lares,
la rica aportación científica del maestro de Aguascalientes sucumbe
quizá fácilmente al embate positivista del abogado jalisciense. Pero no
se trata de eso; lejos estaría relegado el interés general de la ciencia si
se quisiera resolver una polémica sustantiva mediante el formalismo con­
tingente y positivista de textos posteriores. Esta tendencia “fácil” la
manejaría Vallaría, desde su sitial de presidente de la Suprema Corte
en el fallo dictado el 27 de junio de 1879, en el amparo interpuesto
por los señores Alvarez Rui y Miranda e Iturbe, en contra del ayunta­
miento de la ciudad de México: ahí sostuvo que el Poder Judicial siem­
pre es competente cuando “hay que definir los hechos y aplicar el de­
recho mediante conocimiento de causa”, cuando sobre uno u otro dis­
crepan la autoridad administrativa y los particulares.

Insistimos. No se trata de facilitar el razonamiento mediante una
sencilla exégesis, de técnica positivista, aplicada al texto vigente bajo
la Constitución de 1857. Se trata, en forma algo más ardua pero cierta­
mente más creativa, de visualizar tres cosas, en un análisis riguroso de
ciencia jurídica, que no se limite a las puras normas en un “instante
técnico” de México, sino que capte la plenitud de la cuestión plantea­
da: en primer lugar, el régimen de la Constitución de 1824, que es la
estudiada por estas Lecciones, con las adiciones y modificaciones del
Acta de Reformas de 1847; en segundo lugar, los matices de la postura
del propio Ignacio Vallarta, bajo la Constitución de 1857; en tercer lu­
gar, el planteamiento de la cuestión en el régimen de la Constitución
de 1917, con sus adiciones y modificaciones.

II. LA CLAVE VALORATIVA DE LA ADMINISTRACION
REVOLUCIONARIA FRANCESA

10. La disidencia doctrinal revolucionaria francesa. La Revolu­
ción francesa había forjado una disidencia revolucionaria con la doctri­
na liberal /^^revolucionaria del barón de Montesquieu, tal cual lo ha 

13. Ibidern, pp, VI-VII, subrayado nuestro.
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desarrollado magistralmente la Escuela democrática del derecho admi­
nistrativo en España.14

En efecto, los órganos judiciales del Antiguo Régimen habían pa­
ralizado los esfuerzos reformistas del ocaso de la monarquía, y se ha­
bían valido para ello de la división de poderes postulados por Montes-
quieu: para éste, los "parlamentos” (u órganos judiciales del siglo xvni)
ejercen "un acto de colaboración con el legislador” y un "derecho de
concurrencia con el soberano en la formación de la ley”, siendo que
además dicho órgano judicial tiene "el derecho de examinar, discutir,
modificar e incluso rechazar las nuevas leyes”.

Los revolucionarios franceses decidieron oponer entonces a la doc­
trina del aristócrata Montesquieu, la de la división de poderes, una di­
sidencia doctrinal expresada con la fórmula de "separación de poderes”,
contradictoria no sólo con el barón y magistrado judicial de la región
de Burdeos, sino también con las constituciones inglesa y angloamerica­
na. En efecto, los revolucionarios forjan una interpretación claramente
disidente respecto de la ortodoxia doctrinal que hubiera podido supo­
nérseles, disidencia que tiende^ para la más eficaz realización del idea­
rio revolucionario, a la forja de una poderosa administración rocada a
encarnar creativamente las ideas transformadoras del Nuevo Régimen.
Se trata de estructurar el funcionamiento vigoroso y por ende autónomo
de una administración como no la había conocido el Antiguo Régimen,
sometiéndola justamente a una nueva disciplina que sería el derecho
administrativo, es decir, el derecho forjado, aplicado e interpretado por
una administración constituida en brazo secular del pueblo soberano.

11. Ejecutivo creador y Judicial mediatizador. La organización
de esta administración revolucionaria, tendía pues a un objetivo que
rebasaba la simple circunstancia: la interpretación del nuevo principio
de división de los poderes no se adecuaba a la ortodoxia originaria del
constitucionalismo, que le hubiere impuesto sus propios criterios inmo-
vilistas en cuanto a fuentes y control. Por el contrario, la disidencia re­
volucionaria afirma la idea heterodoxa de una libertad casi soberana
del Ejecutivo respecto de los otros poderes, y específicamente respecto
del Poder Judicial. No se podía olvidar que el aparente tecnicismo, que
las aparentes razones de lógica formal esgrimidas por los antiguos par­
lamentos, habían sido la máscara antihistórica de órganos constitui­
dos en reductos cerrados de la nobleza y que se habían distinguido por
lograr una efectiva mediatización del poder de la monarquía.

14. Eduardo García de Entcrría: en su medular Revolución francesa y administración
contemporánea, Madrid, Taurus, 3*  ed., 1981, 142 p.
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Por todo esto, los revolucionarios decidieron que la separación de
poderes debería articularse de tal forma que evitase el riesgo notorio
tanto de una prevalencia política del estamento nobiliario, identificado
de hecho en su conciencia con los parlamentos judiciales, como de un
condicionamiento substancial por parte de los jueces a las posibilidades
de conformación revolucionaria. En otros términos, la disidencia revo­
lucionaria francesa tenia un beneficiario institucional, el Ejecutivo, al
implicar una exención del mismo en relación con los otros dos poderes.

Ahora bien, Lares al inspirarse directamente en la doctrina fran­
cesa (y, en parte, española) de la primera mitad del siglo xrx. hará
suya la radical separación de los conceptos de administración y justicia
civil. Como más tarde lo reiteraría León Duguit, el maestro mexicano
utiliza el concepto amplio de jurisdicción, comprensiva simultáneamente
de la justicia administrativa organizada en el Ejecutivo, y de la justicia
civil organizada en el Judicial. Ello significa la reivindicación de una
función jurisdiccional para el Ejecutivo, siendo entonces irrelevante la
organización de ella mediante una estructura "retenida o una estructura
"delegada”.

En este sentido, se había dictado la ley de la Asamblea constitu­
yente, de 16-24 de agosto de 1790:

"Las funciones judiciales son y permanecerán siempre separadas
de las funciones administrativas. So pena de prevaricato, los jueces no
podrán turbar de manera alguna las operaciones de los cuerpos admi­
nistrativos, ni citar ante ellos a los administradores por causa de sus
funciones” (subrayado nuestro).

El Código Penal francés de 1791 dio a este principio nada menos
que garantía penal, al tipificar como delito la in mixtión de los jueces
en la acción administrativa. El sistema, incorporado a las constituciones
de 1791 y siguientes, recibió su cuño definitivo en las reglas napoleó­
nicas.

12. La potestad reglamentaria. Complementariamente, la idea
de separación va a postularse también entre el Ejecutivo y el Legislativo,
para fundamentar la potestad reglamentaria del primero. Así, contra­
riando el monopolio normativo del Legislativo —que es típico del cons­
titucionalismo anglosajón, en el cual es inexistente la potestad regla­
mentaria y se habla simplemente de una legislación delegada—, la auto­
nomía del Ejecutivo lleva al reconocimiento, en la propia Constitución
francesa de 1791, de una potestad reglamentaria:
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"El Poder Ejecutivo no puede dictar ley alguna, ni siquiera provi­
soria, sino solamente proclamaciones conforme a las leyes para ordenar
o recordar la ejecución de éstas”.

En el mismo sentido, el constitucionalismo napoleónico establecería
en el artículo 44 de la Constitución del Año VIII:

"El gobierno propone las leyes y dicta los reglamentos necesarios
para asegurar su ejecución”.

13. Revolución francesa y administración contemporánea. Como
apunta la doctrina democrática española,15 en concepto que cabe recor­
dar al leer a Lares, como resultado de la Revolución francesa va a actuar,
bajo la etiqueta formal del Ejecutivo, otra realidad en esencia diversa,
la realidad llamada Administración, y a la que no cuadra de ninguna
manera la caracterización reservada a ese poder en la inoperante teoría
de la división de poderes.

Veamos ahora, sumariamente, el presentimiento notable que pode­
mos hallar en las páginas de Teodosio Lares, de este fenómeno que es
la Administración Contemporánea.

III. SINTESIS DEL PENSAMIENTO LARESIANO AL RESPECTO

14. La obra doctrinal y legislativa de Lares. Hemos visto, en
apartado anterior, los matices y alcances de la disidencia revolucionaria
francesa, respecto de la doctrina de la división de poderes, que los
jacobinos llaman "separación”, para asegurar la autonomía de la Ad­
ministración.

Ahora bien, la estructura y el funcionamiento del Poder Judicial,
previstos por la Constitución mexicana de 1824, con las Reformas de
1847, se mantuvieron vigentes bajo el régimen santaannista de las Bases,
para la Administración de la República hasta la Promulgación de la
Constitución, de 22 de abril de 1853. Expresamente, las Bases preparan
la vía jurídica para un texto constitucional que nunca llegó a dictarse;
pero durante la vigencia de las Bases, éstas no cambian en absoluto los
principios jurisdiccionales del Poder Judicial, al cual se limitan a com­
pletar con el nombramiento de un Procurador General de la Nación
para la atención de los intereses nacionales en los negocios contenidos10
y con un Consejo de Estado, cuyas cinco secciones "evacuarán respec­
tivamente por sí, todos los dictámenes que se les pidan en los ramos res-

15. García de Enterría: ibidern, a quien aquí seguimos.
16. Sección Primera, Base 9.
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pectivos, como consejo particular de cada ministerio”.17 En otros tér­
minos, las Lecciones de Lares y la Ley para el Arreglo de lo Conten-
cioso-administrativo, de 25 de mayo de 1853, configuran una obra doc­
trinal y legislativa que pretende completar los textos constituyentes de
1824 y de 1847, a los cuales se busca añadir el refinamiento de una
jurisdicción especializada en materia administrativa, pero sin negar en
absoluto los fundamentos del juicio de amparo, previsto por el art. 25
del Acta de Reformas de 1947.

15. La doctrina de la separación de poderes. La contemporanei­
dad, la aportación vigente del pensamiento laresiano, las encontramos
en su concepción de la separación de poderes, que glosaremos adaptan­
do sus giros a la jurisdicción "delegada!’ de los tribunales administra­
tivos previstos actualmente en el artículo 104 de la Constitución fede­
ral mexicana de 1917.

La separación de los poderes administrativo y judicial es un prin­
cipio constitucional, de un orden tan elevado como la libertad individual
y los principios de igualdad. La autoridad administrativa y la autoridad
judicial tienen una esfera de acción del todo diferente.18

16. Los limites recíprocos de los poderes y su dinámica. Una
vez determinada la competencia judicial o administrativa por las leyes
o por la naturaleza de las materias, los limites de la una deben impedir
la acción de la otra. De este principio absoluto y de orden público, se
deducen las cuatro consecuencias siguientes:

La primera, o principio de la remisión', la inhabilidad absoluta
para conocer una autoridad respecto de la competencia de otra, oponi-
ble por cualquiera de las partes contra la autoridad judicial que quiera
conocer de un asunto administrativo, y contra la autoridad de la admi­
nistración que se ocupara de un debate judicial; por ello, el poder a
cuyo conocimiento incompetente fuere llevado un negocio de otro po­
der, debe —aun de oficio— abstenerse de conocerlo y remitirlo a la
autoridad competente.

La segunda, o principio de la división de competencia', la autoridad
que está conociendo en el marco de su competencia legítima, si resul­
tare un incidente competencial de parte de otra autoridad, debe conti­
nuar conociendo de lo principal y remitir el incidente a la autoridad
competente para dilucidarlo.

17. Sección Segunda, Bases 1 a 4.
18. Art. 9’ del Acta Constitutiva de 1824 y 6*  de la Constitución Federal de 1824.
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La tercera, o derogación al orden de las jurisdicciones: ninguna au­
toridad o particular puede turbar ni modificar la economía de estas
competencias, ni de oficio ni por consentimiento de las partes.

La cuarta, o principio del "previo administrativo”, referente al res­
peto debido a las personas de los respectivos agentes de los poderes;
así, el poder administrativo no puede juzgar a los funcionarios del orden
judicial, ni el poder judicial a los agentes de la administración, sin ex­
presa autorización de la misma.

17. Los conflictos de competencia. Así presentadas las conse­
cuencias más generales del principio de la separación de poderes,10
enuncia Lares ciertas reglas de solución de posibles contiendas compe-
tenciales.19 20

Primera regla: el Poder Judicial en ningún caso puede avocarse el
conocimiento de un negocio pendiente ante la autoridad administrativa,
aunque ésta sea incompetente; ni tampoco puede suscitarle competencia
alguna. Así como, por otra parte, estando el Poder Judicial conociendo
de un negocio, no puede ser privado de él por la autoridad administra­
tiva, sino en virtud de una competencia. Notificada ésta en la forma re­
gular, debe desde luego sobreseer la autoridad judicial hasta la decisión
de la competencia.

Segunda regla: al Poder Judicial le está prohibido turbar la acción
de la autoridad administrativa, reformar los reglamentos o actos de la
administración, o suspender sus efectos; y antes, al contrario, debe ase­
gurar la ejecución de los reglamentos cuando hayan sido legalmente
hechos. Y así como la autoridad administrativa no puede interpretar ni
reformar los actos de la autoridad judicial, ni suspender sus efectos,
así también le está prohibido a ésta mezclarse en la interpretación, ex­
plicación y aplicación de los actos administrativos.

Tercera regla: los tribunales no pueden dictar disposiciones gene­
rales o reglamentarias, prohibición —de toda decisión judicial por vía
de providencias generales— que está fundada sobre la máxima de la
división de los poderes. El Judicial nunca puede usurpar las atribuciones
del Poder Legislativo, ni suspender la ejecución de las leyes. A los jue­
ces sólo corresponde hacer respetar la ley.

19. Lares: Lecciones..pp. 211-12 y 212-228.
20. Ibidern, pp. 228-260.
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18. Un esfuerzo conciliatorio: Justicia administrativa y jurisdic­
ción de amparo. En este punto se desliza, empero, un esfuerzo de Lares
para conciliar su doctrina (e incluso la entonces próxima a dictarse
Ley Lares de 1833) con el amparo, previsto por el Acta de Reformas
de 1847. En efecto, Lares matiza la tercera regla, reconociendo que
los tribunales civiles deben rehusar toda autoridad a un acto ilegal del
Poder Ejecutivo.

Si el Ejecutivo desconoce las reglas que le están impuestas, sea
mediante reglamentos o mediante autorizaciones especiales, el acto del
Ejecutivo es en ambos casos irregular, ilegal, y la autoridad judicial debe
considerarlo como si no existiera. En ambos casos, los tribunales juzga­
rían con arreglo a la Constitución y a las leyes y en vano se diría que
los tribunales no deben conocer de los actos administrativos, ni impedir
su ejecución. El derecho de examen inherente al Judicial no importa eri­
girse en juez de la administración, mezclarse en sus actos, ni impedir su
ejecución, pues el tribunal no se hace juez de la utilidad ni de la opor­
tunidad. Los tribunales no reforman el reglamento anticonstitucional;
se abstienen únicamente de prestarle su concurso. La magistratura debe
ser la salvaguardia de las libertades públicas.21

Textualmente 22 23 incorpora Lares a su razonamiento la consideración
de la Constitución de 1824, adicionada y reformada en 1847:

Nuestra acta de reformas, reconociendo altamente estos principios en el
art. 25, impone a los tribunales de la federación el deber de amparar a
cualquier habitante de la república en el ejercicio y conservación de los
derechos que le conceden las leyes constitucionales contra todo ataque, no
sólo del poder ejecutivo general y de los Estados, sino también del poder
legislativo; nías en el mismo artículo se advierte que respetando la división
de poderes, los tribunales deben limitarse a impartir su protección en el
caso particular sobre que verse el proceso, sin hacer ninguna declaración
general respecto de la ley o del acto que lo motivare. No podíamos pre­
sentar una confirmación más auténtica de los principios que hemos desa­
rrollado (subrayado nuestro).

Cuarta regla: pertenece a los tribunales judiciales conocer de toda
cuestión de derecho privado, que no pueda resolverse sino por los me­
dios del derecho civil; sin embargo, no debe olvidarse que el Estado,
considerado como unidad nacional, no está sujeto a las reglas ordinarias.2"

21. Ibidem, pp. 231-237.
22. Lares: ibidem, pp. 237-238.
23. Lares: ibidem, pp. 238-240.
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En resumen, el principio de la separación de poderes no se salvaría
si el Judicial pudiera anular los actos administrativos, y, por ello, si
bien tiene el derecho de examinar si se ha cumplido con todas las for­
malidades necesarias, no debe de manera alguna discutir ni el valor, ni
la oportunidad de las medidas administrativas, y tampoco examinar la
regularidad exterior de los actos administrativos.21

19- Autonomía de la justicia administrativa respecto de la judicial.
El valor, la oportunidad y la regularidad exterior de los actos adminis­
trativos escapan a la competencia de la jurisdicción judicial. El poder
judicial no es ni puede ser la única fuente de la justicia. Existe una jus­
ticia civil a cargo del Judicial; pero también existe una justicia adminis­
trativa a cargo del Ejecutivo. Esta última es la competencia para conocer
de los actos administrativos, de los cuales el maestro mexicano sustenta
un concepto restrictivo, material, dentro de los actos de la administra­
ción.24 25 26 27 Examen y discusión de estos actos administrativos corresponden a
la administración contenciosa o jurisdiccional (por oposición a la ad­
ministración activa o propiamente operativa), pero es preciso que re­
caigan solamente sobre los verdaderos actos administrativos "cuyo ca­
rácter deba sustraerlos de la justicia ordinaria, justicia que estamos acos­
tumbrados a ver, aunque sin razón, como la única y verdadera justicia'™

En este subtema, Lares asume la disidencia revolucionaria francesa
(supra, numeral 10):

El dogma político de la separación de los poderes, no fue proclamado y
sostenido por la Asamblea Constituyente, sino para procurar al poder eje­
cutivo una libertad completa de acción en la dirección administrativa de
los intereses generales. Éste principio es el único que puede combinar la
libertad y la seguridad de todos con un poder fuerte y enérgico. Puede el
poder judicial errar sin peligro para la cosa pública; el menor obstáculo a
la acción administrativa, puede causar un perjuicio irreparable.21

La postura laresiana es reiterada, machaconamente, en numerosas
ocasiones:

En resumen, en cuanto a Jos actos administrativos, cierto y seguro es el
principio que el derecho exclusivo de apreciar tales actos corresponde a
Id administración misma (...) el principio de la separación de los pode­
res, la necesidad de evitar los avances del poder judicial sobre el adminis-

24. Ibidem, p, 286.
25. Ibidem, p. 188.
26, Lares: Lección ti, p. 189.
27. Ibidem, pp. 188-189, subrayado nuestro.
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t cativo, fundan la competencia administrativa para interpretar, explicar y
aplicar un acto que sea verdaderamente administrativo.
El poder judicial nos parece absolutamente incompetente. No puede adop­
tarse ni el temperamento de que los jueces civiles apliquen o expliquen el
acto administrativo, cuando les parezca claro. Este acto, que les parece
claro, podría parecerle muy obscuro a la autoridad administrativa. La cla­
ridad no sería mas del pretexto para conocer. Y no es posible conceder a
los jueces civiles la facultad de conocer de los actos administrativos. Estos
jueces no pueden ni confirmar ni disminuir la autoridad, la fuerza y sub­
sistencia de un acto de administración, y no por un principio de orden pú­
blico ordinario (...), sino por un principio de organización social, que
tiende nada menos que a la conservación del equilibrio de los poderes...
Todas ¡as veces, pues, que un derecho reclamado ante los tribunales civiles,
se derive de un acto administrativo, y una de las partes conteste el valor
intrínseco o extrínseco del acto, o el valor de sus expresiones, el tribunal
debe sobreseer en sus procedimientos, y el debate debe llevarse ante la
autoridad administrativa competente, para que por la vía graciosa o con­
tenciosa, según la naturaleza del acto, lo interprete y explique de la ma­
nera conveniente (...). Se habrá comprendido ahora cuán importante es
circunscribir la expresión de acto administrativo....2*

20. Administrar y juzgar lo administrativo-, una identidad. La
necesidad de una jurisdicción administrativa, que conozca y decida de lo
contencioso-adminisicativo, está fundada en la separación de los poderes
Ejecutivo y Judicial. La jurisdicción administrativa debe ser reconocida,
porque ella se deriva naturalmente del Poder Ejecutivo que es su fuente,
su origen; si ha de haber dependencia recíproca entre el Ejecutivo y Ju­
dicial, es consecuencia precisa, necesaria que la haya entre la adminis­
tración y el Poder Judicial.

El fundamento indestructible del poder de juzgar lo contencioso
de la administración por la administración misma, se encuentra precisa­
mente en la unión de este poder de juzgar, con la administración, de la
cual es parte integrante, indivisible, inseparable. Es imposible que la ad­
ministración exista sin la facultad de juzgar lo contcncioso-administrati-
vo, porque conocer y decidir acerca de los actos de la administración es
administrar: administrar corresponde al Ejecutivo, y el Poder Ejecutivo
no puede ejercerse por el Poder Judicial, como se ejercería si este poder
conociese de los actos administrativos.20

El razonamiento de Lares, que estamos glosando, se plantea clara­
mente el principio de la decisión administrativa ejecutoria, lo que la
doctrina francesa contemporánea ha designado como "la autoridad de
la cosa decidida"'.

28. Ibidem, pp. 199-202.
29. Ibidem, pp. 151-152.
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¿De qué serviría que la administración ordenase alguna obra de utilidad
pública, si al realizarla habría de suspenderla hasta que otra autoridad es-
traña allanase los obstáculos que a ella opusieran el interés, o el derecho
de los particulares? Los actos de la administración estarían sujetos a esta
autoridad estraña, y de sus decisiones dependería el que se llevasen o no
a efecto. Esto no sería administrar. No habría entonces poder administra­
tivo, sino, confusión de poderes y desorden en la administración.30

Naturalmente que, como anticipáramos {supra, numeral 5), Lares
tiende a referirse a la justicia administrativa conocida de su tiempo,
que tanto en Francia como en las reglas del constitucionalismo centra­
lista de 1843 (y en las Bases de 1853), era la jurisdicción "retenida”
(doctrina del ministro-juez), "la que debe ejercerse por la administra­
ción misma por medio de sus agentes, o de sus consejos administrati­
vos”.31 Pero los argumentos del jurista aguascalentino son aún más váli­
dos si los referimos a la jurisdicción "delegad^’ vigente en Francia des­
de 1872, y en los Estados Unidos Mexicanos desde 1938.

21. Refutación de la pretendida confusión entre juez y parte. En
este último sentido, nos parece igualmente memorables sus clásicos ar­
gumentos tendentes a refutar la confusión —alegada principalmente
por procesalistas aherrojados en categorías de derecho privado— entre
el juez y la parte, pues se dice que la justicia administrativa implicaría
emisión y juzgamiento de los mismos actos por el propio gobierno.

La aparente fuerza de este argumento, nos 'dice Lares, depende
de las ideas inexactas que tenemos de la administración, y del empeño
de juzgar los actos administrativos según las disposiciones inflexibles y
estrictas del derecho civil. Ello constituye una gruesa inadvertencia: en
efecto, para los negocios privilegiados en que el interés general se en­
cuentra más o menos mezclado, se necesita de un derecho mezclado tam­
bién de las reglas del derecho público y de las del derecho privado, de
tal manera que prevalezca la equidad y el interés del Estado, que es el
interés de todos.

La falta de solidez del argumento que sin cesar se repite, de ser
el Estado juez y parte, se revela en la inexacta asimilación que se hace
del gobierno con un particular, que es contraria a la Constitución. El
gobierno administrando a nombre del Estado, representándolo como uni­
dad nacional, velando por el interés general, conservando y protegiendo
los intereses comunes, y colectivos, no es parte. Ya hemos demostrado
que cuando conoce y decide de los actos contenciosos, administra. No, 

30. Ibidem, p. 152,
31. Ibidem, p. 154.
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no es entonces parte, no defiende intereses de la nación los que sólo
administra. No, no es parte que ejercite alguna acción que le sea pecu­
liar, es la acción administrativa la que ejerce, y la que debe ejercer sin
traba alguna si no se quiere caer en la confusión y en la anarquía. No,
no es parte que sostiene sus derechos, es la autoridad administrativa
que obra, y cuyos actos no pueden reformarse sino por la misma auto­
ridad administrativa, ejercida por sus instancias autónomas en función
jurisdiccional. La administración no cesa de administrar, aun cuando
decide sobre materias contenciosas. La jurisdicción que ejerce es el com­
plemento de las acciones administrativas.32

22. La ambigüedad de los textos decimonónicos. La tesis aquí
sustentada por Lares, en el marco de los textos constitucionales de 1824
y de 1847, no era la única posible, pero era ciertamente la más intere­
sante si consideramos el horizonte postliberal en el cual la transforma­
ción revolucionaria de México tendría lugar, en el marco democrático
y social del movimiento armado de 1910. Por supuesto que —además
de los artículos de indudable filiación europea revolucionaria, inspira­
dos en la Constitución de Cádiz de 1812— había en la Constitución de
1824, inclusive antes de las reformas de 1847, preceptos que habrían
permitido una interpretación al estilo anglosajón, como la preconizada
por Vallaría bajo la Carta de 1857. Así, por ejemplo, el artículo 137 in­
ciso VI, según el cual correspondería "a la Suprema Corte conocer de
las infracciones de la Constitución y leyes federales, según se prevenga-
por la ley".

En esa línea pretendió situarse, con afirmación excesivamente uni­
lateral, el ministro Vallaría en la ejecutoria de 1879 (supra, numeral 8).
Ahora bien, inclusive prescindiendo de la evolución constituyente del
siglo xx, ya en tiempos del abogado jalisciense, la fórmula pecaba de
excesiva generalidad y requería de algunos temperamentos excepcio­
nales.

Por una parte, en pleno auge del reformismo liberal, la ley de
12 de julio de 1859 ("ley de nacionalización de los bienes del clero se­
cular y regular”), entregó por completo la ocupación y disposición de
los bienes eclesiásticos a la autoridad administrativa.

Por otra parte, el propio Vallarta, al motivar su monografía de
1883, en favor de la constitucionalidad del ejercicio de la facultad eco­
nómico-coactiva, expuso:

32. Lares: Lecciones..., pp. 15 Í-156.
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"Es bien difícil marcar el límite preciso en que termina lo admi­
nistrativo (competencia del Ejecutivo) y en que comienza lo conten­
cioso (competencia del Poder Judicial)’’. Ello nos indica que, para el
distinguido jurisconsulto, la fórmula del amparo de 1879 distaba mucho
de tener los alcances presumidos por su geométrica sencillez, descono­
cedora de todos los ricos matices que dificultan el deslinde de lo admi­
nistrativo y de lo jurisdiccional.

Pero, en verdad, este largo periplo carecería de proyección si nos
detuviéramos en el siglo XIX: la auténtica trascendencia de Lares en
nuestro tiempo deriva del progresivo reconocimiento de su doctrina y
legislación, con posterioridad a la crisis de 1929, y concomitantemente
con la expansión de los cometidos del Poder Público contemporáneo.

IV. PERSPECTIVAS CONTEMPORANEAS

23. La recepción de las ideas lares tanas en el siglo XX. El régi­
men constitucional vigente en los Estados Unidos Mexicanos hacia fi­
nes de 1982, se integra con el texto originario votado por el Constitu­
yente de 1917, pero también con las más de doscientas adiciones y mo­
dificaciones experimentadas por el mismo, hasta la nacionalización ban­
cada sancionada por el Poder Revisor de la Constitución en noviembre
de 1982.

En particular, cabe recordar: la expansión del clásico artículo 27,
respecto del dominio de la nación sobre los recursos naturales; la pro­
lijidad del concepto mexicano de la democracia, establecido por el ar­
tículo 3’; los monopolios del Poder Público, determinados por el artícu­
lo 28; la constitucionalización de las instituciones (más de ochocientas)
de la administración pública paraestatal, en el artículo 90; la amplitud
de las facultades legislativas en materia económica ’del Ejecutivo, se­
gún el segundo párrafo del artículo 131, etc.

Ahora bien, este agigantamiento de la acción administrativa hu­
biere llevado a una paralización total del Judicial, de haberse sostenido
el criterio "monopólico" sustentado por Vallarta. La historia del dere­
cho mexicano ha ido ilustrando el acierto de Lares.

En primer lugar, la jurisprudencia aprobó en 1929 la tesis de la
necesidad de agotar los procedimientos de defensa establecidos en las
leyes aplicables, como requisito para la procedencia del amparo. Al
cerrar el juicio de garantías contra los actos susceptibles de ser modi­
ficados por vías ordinarias, la Corte vino así a robustecer tanto los re­
cursos administrativos como los procedimientos de oposición judicial, 
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fundados en el art. 104, fracc. I de la Constitución, muchos de los cua­
les, como los agrarios, habían caído en desuso o no se habían aplicado
nunca.

En segundo lugar, la legislación constituyente de 1932, declaró
improcedente el juicio de amparo en contra de las resoluciones de dota­
ción o restitución de ejidos, amparo restablecido más tarde pero sólo
respecto de la pequeña propiedad agraria. Complementariamente, la
legislación constituyente de 1946 y 1968, liquidando toda duda respecto
de la existencia y facultades de los tribunales federales autónomos, crea­
dos por ley ordinaria en 1938 (Tribunal Fiscal de la Federación, Tribu­
nal Federal de Conciliación y Arbitraje), abrió el camino para la orga­
nización de un Supremo Tribunal Federal de lo Contencioso-Adminis-
trativo.

24. Administración contemporánea y tecnocracia judicial. Como
indicáramos, en esta obra clásica pero de increíble actualidad, muchos
son los conceptos que merecerían ser discutidos en una monografía ma­
yor. Nos hemos limitado a destacar la idea fundamental de una jurisdic­
ción administrativa, que evite la desvirtuación y aun paralización de la
administración pública surgida del sufragio universal directo, por el tra­
dicional bloqueo estamentario significado por un Judicial ajeno al voto
popular e integrado por una tecnocracia de legistas.33 Pero todos ellos,
en su mayoría científicos y siempre pedagógicos, no deben hacernos ol­
vidar la tremenda presencia del pensamiento de Lares en estos años
ochenta de la administración y jurisdicción administrativa mexicanas.

25. Tendencias recientes. En particular, parece llegada la hora
de vencer las timideces que se han puesto de manifiesto en el amplio
cumplimiento de la fracción I del artículo 104 constitucional, y que
tanto distorsionan y hasta nulifican la justicia en las instituciones, fis­
cales autónomas en particular, y paraestatales en general.

En efecto, conforme al tenor de la Constitución oyendo a la doc­
trina dominante y para evitar algunas de las insuficiencias del juicio de
amparo,34 el Congreso de la Unión instituyó en 1971 el Tribunal de lo
Contencioso-Administrativo del D.F., como un órgano autónomo para
la impartición de justicia administrativa en la capital. Como parecería

33. Cfr., más ampliamente, de Cortiñas-Peláez, León: "Contribución al estudio de la
Justicia en la Revolución", coordinador (en colaboración) en la obra colectiva
La Justicia en la Revolución, Memoria del Seminario Jurídico Silvio Mayorga, Ma­
nagua; Corte Suprema de Justicia y ciudad de México: Editorial Popular de lo;
trabajadores • Secretaría del Trabajo y Previsión Social de los Estados Unidos Me­
xicanos, 1981, pp. 457-479; y Poder Ejecutivo y junción jurisdiccional, ciudad de
México: U.N.A.M., Coordinación de Humanidades. 1982. esp., 27-51.

34. Cfr., las indicadas por el profesor Madrid-Hurtado, en la introducción de este
estudio.
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injusto privilegiar a los administrados capitalinos y a sus autoridades
con una jurisdicción técnicamente más avanzada que la del resto del
país, urge proseguir con la institucionalización de los restantes 31 tribu­
nales estatales autónomos: ello, siguiendo a la doctrina mexicana más
reciente y autorizada, permitiría reservar el amparo administrativo para
su objetivo originario y primordial, y culminar a nivel federal con. la
creación del Supremo Tribunal de lo Contencioso-Administrativo. En
este último sentido, se han elaborado, en el segundo semestre de 1981,
dos interesantes proyectos, complementarios entre sí, en dependencias
del Ejecutivo federal.

BIBLIOGRAFIA CITADA

Carrillo Flores, Antonio: Prólogo a la reedición facsimilar de la obra de
Lares, Lecciones., sept., 1978.

Cortiñas-Peláez, León: "Contribución al estudio de la Justicia en la Revolu­
ción", coordinador (en colaboración) en la obra colectiva La Justicia en
la Revolución, Memoria del Seminario jurídico Silvio Mayorga, Managua:
Corte Suprema de Justicia y ciudad de México: Editorial popular de los
trabajadores - Secretaría del Trabajo y Previsión Social del Gobierno Fede­
ral de los Estados Unidos Mexicanos, 1981, pp. 457-479.

•
------------ : Poder Ejecutivo y función jurisdiccional, prólogo de Enrique Giles-

Alcántara, ciudad de México, U.N.A.M., Coordinación de Humanidades.
1982.

García de Enterría, Eduardo: Revolución francesa y administración contem­
poránea, Madrid, Taurus, 3*  ed., 1981.

González-Cosío, Arturo: El Poder Público y la jurisdicción en materia admi­
nistrativa en México, 2» ed., ciudad de México, Porrúa S. A., ‘1982.

Lares, Teodosio: Lecciones de derecho administrativo, prólogo por Antonio Ca­
rrillo-Flores, ciudad de México, Universidad Nacional Autónoma de Mé­
xico (Coordinación de Humanidades, Nueva biblioteca mexicana), ed. fac­
similar de la publicación de 1852 por la Imprenta de Ignacio Cumplido,
sept., 1978.

Madrid-Hurtado, Miguel de la: Elementos de derecho constitucional, ciudad
de México, Instituto de capacitación política y Porrúa S. A., 1982.

Rtjiz-Massieu, José Francisco: ponencia en el Seminario internacional sobre re­
gulación de la empresa pública, inédita; ciudad de México, U.N.A.M.
(Instituto de Investigaciones Jurídicas), nov., 1979.



JURISDICCION ADMINISTRATIVA E INTERPRETACIONES
DE LA DIVISION DE PODERES

Jesús Javier Herrera-Gómez*

SUMARIO

1. Objeto de esta investigación. 2. Separación y control recí­
proco de poderes. 3. Ningún titular exclusivo de una función.
I. lai división de poderes. 4. Concepto. 5. Importancia. 6.A)
Antecedentes. 7.a) Grecia. 8.b) Roma. 9.c) (irán Bretaña.
10.B)  Aspecto general. ll.C) Principios de la dicotomía con­
ceptual. II. Interpretación Angloamericana. 12.a) Concepto.
13.B) Antecedentes. Ll.C) La unidad jurisdiccional. 15.D)
Trascendencia. III. El sistema continental-europeo. 16. Con­
cepto. 17. Antecedentes. 18. Legitimación. 19. La dualidad
de jurisdicciones. 20.A) Critica al sistema continental-europeo.
21.B) Justificación del sistema continental-europeo. 22.a) Jus­
tificación histórica o de origen. 23-b) Justificación teórica. 24.c)
Justificación práctica. IV. La división de poderes en los Estados
Unidos Mexicanos. 25. Aspecto general. 26.A) Antecedentes.
27.a) Constituciones federales. 2S.b) Constituciones centralis­
tas. 29.aa) Las Siete Leyes de 1836. 30.bb) La Cuarta Lev.
31.ce) El Proyecto de 1840. 32.dd) El Primer Proyecto de la
mayoría de 1842. 33.ee) El Consejo de Estado en el Proyecto
federalista de la minoría de 1842. 34.ff) El Segundo Proyecto
de la mayoría de 1842. 35.gg) Las Bases orgánicas de 1843.
36.hh) Las Bases de 1853. 37.ii) La Ley Lares de 1853.
38.aaa) La Ley Lares: su texto. 39.bbb) La Ley Lares: su re­
glamento. 40.jj) El Consejo de Estado bajo el Segundo Impe­
rio. 41.kk) Balance de estos antecedentes. *Í2.B)  La división
de poderes en la Constitución de 1917. Bibliografía.

INTRODUCCION

1. Objeto de esta investigación. Estas páginas pretenden concre-
tizar los conceptos 'doctrinales contenidos en la teoría tripartita de la
división de poderes de Montesquieu.
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Es de fundamental importancia, como base teórica de lo contencioso-
administrativo, el estudio de tal doctrina, en virtud de que los constitu­
yentes de Massachusetts y los revolucionarios franceses interpretaron
en formas opuestas la doctrina constitucional del Espíritu de las Leyes,
dando origen con ello a dos sistemas jurisdiccionales, el angloamericano
de los Estados Unidos del Norte, y el continental europeo de Francia y
países de la familia romano-germánica.

2. Separación y control reciproco de poderes. Charles Eisenmann,
en su monografía Espíritu de las leyes y separación de poderes,1 trata
de esclarecer analíticamente el contenido de la doctrina constitucional de
Montesquieu, a partir de la crítica a la interpretación clásica y de origen
francés, la cual dice:

"Confiar las tres funciones estatales y autoridades o grupo de au­
toridades absolutamente distintos e independientes, instituir en otros
términos, tres autoridades o grupos de autoridades perfectamente sepa­
rados desde todo punto de vista, funcionalmente, en razón de que cada
una de ellas ejercería con plena independencia, de una manera íntegra
a la vez que exclusiva, una función estatal; personalmente, ya que no
podrían revocarse unas a otras; materialmente, en fin, por el hecho de
prohibírseles tener algún contacto, relación o comunicación; en una
palabra, separar totalmente el parlamento, el gobierno y los tribunales”.2 3

Al respecto Eisenmann expresa claramente que si se analiza el es­
quema de Constitución del capítulo VI del libro XI, de la obra de Mon­
tesquieu, no se encontrará ni separación funcional, ni separación material
de las autoridades estatales, argumentando al respecto que el gobierno
interviene dentro del proceso legislativo a través del derecho de veto
que tiene sobre la obra natural del parlamento; asimismo, que el legis­
lativo tiene derecho a examinar la forma en que son ejecutadas las leyes
que él ha expedido, y en cuanto a la función jurisdiccional, estima que
ésta es ejercida en casos especiales por el parlamento.8

3. Ningún titular exclusivo de una ■función. "Así, ninguna de las
tres autoridades es la titular de la totalidad de una función, dueña de
esa función y especializada en esa sola función; el parlamento tiene sim­
plemente participación en el poder legislativo; controla por el contrario,
la ejecución de las leyes y tiene, además, un cierto papel jurisdiccional; 

1. Eisenmann: pp. 429 y ss.
2. Idem', p. 429.
3. Idem., p. 430.
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el gobierno tiene ciertamente el ejercicio íntegro de la función ejecutiva;
pero no el ejercicio soberano; no está, por otra parte, acantonado, sino
que participa en el poder legislativo por su derecho de veto; los tribu­
nales, en fin, pueden estar ciertamente especializados en la función ju­
risdiccional, pero la misma no se les atribuye íntegramente, ya que el
parlamento la ejercerá en ciertos casos. De las tres autoridades estatales,
dos —el parlamento y el gobierno— no son, pues, dueñas de una fun­
ción ni especializadas en una sola función; la tercera —los tribunales—
si no interviene más que el ejercicio de una sola función, no la ejerce ex­
clusivamente, sino en participación”.*

Como es de verse, los medios de control de los poderes entre sí,
Eisenmann asegura que la obra de Montesquieu los prevé, y no como,
por el contrario, afirma la doctrina clásica, argumentando que la divi­
sión de poderes debe de ser de tal magnitud, que los poderes no se pue­
dan revocar entre sí.

Reiterando, Eisenmann dice que es igualmente inexacto afirmar
que las autoridades no reciben ningún medio para actuar y controlar
las unas a las otras, toda vez que en la obra de Montesquieu se concibe
que el gobierno tiene derecho a convocar al parlamento así como el pro­
rrogarlo y, por otra parte, los ministros deben dar cuenta de su admi­
nistración, justificar su conducta frente al parlamento. Tal como ha
quedado expresado en la célebre frase disponer las cosas de tal suerte
que el poder limite al poder, es decir, que todo órgano político encuen­
tre otro órgano que pueda oponerse a su voluntad impidiéndole de im­
ponerla, así el mismo autor nos dice que el régimen constitucional des­
crito en el Espíritu de las leyes no es, por cierto, un régimen de separa­
ción absoluta de los poderes estatales.®

I. LA DIVISION DE PODERES

4. Concepto. La división de poderes consiste, básicamente, en
que no se reúnan dentro de un mismo Estado, en una persona o grupo de
personas, las facultades de hacer las leyes, de ejecutarlas y de juzgar
sobre su aplicación.

5. Importancia. Es esencial que exista dentro de un Estado de
Derecho un método mediante el cual los derechos invididuales y sociales
de los habitantes queden garantizados; este método se ha denominado
y consiste en la división de poderes, el cual ha sido definido por Mon-

4. Eisenmann: p. 435.
3. Idem', p. 435.



258 JESUS JAVIER HER11ERA-GOMEZ

tesquieu en la siguiente máxima: "para que no pueda abusarse del poder,
es preciso que, por disposición misma de las cosas, el poder detenga al
poder”.®

6. A) Antecedentes. En la historia del hombre y de su convi­
vencia gregaria, podemos encontrar intentos prácticos y visualizaciones
teóricas relativas a la división de poderes, ya que ello constituye la con-
cretización institucional de una fórmula política para el logro y salva­
guarda de los derechos subjetivos de los miembros de las comunidades,
encontrándose antecedentes en Grecia, Roma, Gran Bretaña, etc.

7. a) Grecia. La teoría tripartita de la división de poderes tie­
ne sus antecedentes remotos en Grecia, particularmente en la Ciudad-
Estado de Atenas, lugar donde Aristóteles distinguió y nos transmitió
a través de una de sus múltiples obras, La Política, las tres funciones;
la primera de ellas, la legislativa, estaba enconmendada a la Asamblea
Deliberante; la segunda, la función ejecutiva, al Grupo de Magistrados;
y la tercera, la judicial, al Cuerpo Judicial.6 7

8. b) Roma. En el derecho romano existió, parcialmente, la di­
visión de poderes; de las tres funciones sólo la legislativa fue asignada
a un grupo diferente, es decir, al populas romanas reunido en los comi­
cios, el cual deliberaba sobre propuestas de los magistrados, confirman­
do las resoluciones el Senado, quedando el mando de los ejércitos y la
administración propiamente dicha y el Poder Judicial a cargo de lo
que podemos considerar como el Ejecutivo.8

Como es de verse, en Roma sólo existió una división bipartita de
poderes, es decir, el ejecutivo desarrollaba las funciones administrativas
y jurisdiccionales, quedando al legislativo encomendada la función pro­
pia y natural de su existencia jurídica, es decir, la función legislativa.

9. c) Gran Bretaña. En la Gran Bretaña se han distinguido las
tres funciones a que nos hemos venido refiriendo, aunque parezcan con­
fundirse dentro del sistema político existente en esa nación, es decir,
el sistema parlamentario; sin embargo, éstas se encuentran perfectamen­
te identificadas, estando la función jurisdiccional encomendada, en úl­
tima instancia, a la Cámara de los Lores; la función legislativa, al Par­
lamento propiamente dicho, el cual se compone de las Cámaras de

6. Montesquieu: p. 105.
7. Aristóteles: cap. X, XI y XII.
8. Ventura-Silva: pp. 11 y 20.
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los Lores y de los Comunes; y, por último, la ejecutiva, al Primer Mi­
nistro y su Gabinete. Pudiendo a su vez, el Parlamento, mediante una
ley, revocar las sentencias y los actos que expide el Ejecutivo, y por
último, el Ejecutivo tiene facultades para disolver al Parlamento.’

10. B) Aspecto general. La división de poderes ha sido el pun­
to central del constitucionalismo moderno; se conoce con este nombre,
a la doctrina expuesta esencialmente por el enciclopedista francés Mon-
tesquieu, quien sostuvo que —para la eficaz existencia y mantenimiento
de la libertad política— era necesario que los poderes del Estado estuvie­
ran divididos y equilibrados entre sí.9 10

La teoría así formulada, pasó a formar parte, al menos en Europa
y América, de todas las constituciones elaboradas a partir de la segun­
da mitad del siglo xvni, aunque con diferentes interpretaciones.

En efecto, en los Estados Unidos del Norte, la división de pode­
res quedó plasmada en la Constitución de Massachusetts de 1780, en
la que se declara que el motivo de separar los poderes en una rama
legislativa, otra ejecutiva y otra judicial, es asegurar que el gobierno sea
de leyes y no de hombres; de igual forma, en el artículo 16 de la De­
claración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, que votó la
Asamblea Constituyente de Francia en 1789, se aseguró categóricamen­
te, que "Toda sociedad en la cual la garantía de derechos no está ase­
gurada, ni la separación de poderes determinada, no tiene Constitu­
ción”.11

11. C) Principios de la dicotomía conceptual. Así, en análisis
de la Constitución inglesa vigente en el siglo xviii —realizado por Mon-
tesquieu, que puede expresarse en algunas máximas—, ha sido interpre­
tado en formas opuestas.

Expondremos aquí algunas de ellas, para que el lector tenga la
oportunidad de apreciarlas directamente, aunque traducidas al castella­
no, a fin de que norme su propio criterio respecto de la materia que
se trata.

"En cada Estado hay tres clases de poderes: el poder legislativo, el
poder ejecutivo relativo al derecho de gentes, y el poder ejecutivo en
las cosas que dependen del derecho civil”.

"En virtud del primero, el príncipe o jefe del Estado hace leyes
transitorias o definitivas, o deroga las existentes. Por el segundo, hace 

9. Hamilton Madison, y JAY: p. 343.
10. Montesquieu: p. 104.
11. Tena-Raxnírez: p. 216.
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la paz o la guerra, envía y recibe embajadas, establece la seguridad pú­
blica y precave las invasiones. Por el tercero, castiga los delitos y juzga
las diferencias entre particulares; se llama a este último, poder judicial
y, al otro, ejecutivo del Estado”.

"Cuando el Poder Legislativo y el Poder Ejecutivo se reúnen en
la misma persona o en el mismo cuerpo, no hay libertad, falta la con­
fianza, porque puede temerse que el monarca o el Senado hagan leyes
tiránicas y las ejecuten tiránicamente”.

"No hay libertad, si el poder de juzgar no está bien deslindado
del poder legislativo y del poder ejecutivo. Si no está separado del po­
der legislativo, se podría disponer arbitrariamente de la libertad y de
la vida de los ciudadanos; como que el juez sería ligislador. Si no está
separado del poder ejecutivo, el juez podría tener la fuerza de un opre­
sor”.12

II. INTERPRETACION ANGLOAMERICANA

12. A) Concepto. La esencia básica del sistema angloamerica­
no es que "estima que la división de poderes expresa el propósito polí­
tico de que el poder limite al poder, y sostiene que el Poder Judicial
debe controlar a la Administración”.13

13. B) Antecedentes. El sistema angloamericano, nacido en los
Estados Unidos del Norte en su primera Constitución como nación in­
dependiente, encuentra sus antecedentes inmediatos en las constitucio­
nes de algunas de las antiguas colonias inglesas, y los antecedentes re­
motos en la Constitución inglesa interpretada a través de la obra de
Montesquieu, trayendo como consecuencia el establecimiento de tres po­
deres separados e independientes entre sí, pero bajo un sistema de com-
plementación y desarrollo armónico.

La Constitución de Massachusetts, al referirse a este respecto, de­
clara "que los departamentos legislativos no ejercerán nunca los pode­
res ejecutivo y judicial, ni cualquiera de ellos; que el ejecutivo no ejer­
cerá los poderes legislativo y judicial; ni cualquiera de ellos; que el
judicial no ejercerá nunca los poderes legislativo y ejecutivo, ni cual­
quiera de ellos”.

Lo anterior no implica, como hemos dicho anteriormente, que no
exista o no haya unidad en el Estado, toda vez que es de entenderse, 

12. Montesquieu: p. 105.
13. Carrillo-Flores: p. 144.
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que los poderes van a tener una actividad separada e independiente unos
de los otros, pero dentro de un marco de derecho, esto es, prohibir que
un departamento realice íntegramente las funciones de otro sin perjui­
cio de que uno de ellos, en casos previstos por la Constitución ejer­
zan funciones, que materialmente le correspondan a otro, presentándose
como ejemplos típicos los siguientes:

El Poder Ejecutivo tiene derecho de veto parcial sobre el Legisla­
tivo, lo cual implica realizar una función que materialmente no le co­
rresponde, toda vez que la misma es parte del proceso legislativo. Asi­
mismo, el Senado se constituye en gran jurado en causas de delitos ofi­
ciales, tarea que materialmente le corresponde al Poder Judicial, etc.M

14. C) La unidad jurisdiccional. La unidad jurisdiccional con­
siste básicamente en que el Poder Judicial sea quien tenga, en cualquier
tipo de litigios, conocimiento al menos, sobre la última instancia.

La unidad jurisdiccional no implica que no puedan haber tribu­
nales administrativos, es decir, tribunales que se encuentren dentro de
la órbita del Poder Ejecutivo, pero con la característica imprescindible
de que el Poder Judicial tenga competencia para conocer, como ya ex­
pusimos anteriormente, de la última instancia.

En los Estados Unidos del Norte, cuna del sistema angloamericano,
no obstante estar confiada la función jurisdiccional al Poder Judicial,
por razones prácticas, se han establecido tribunales administrativos, con
la salvedad de que las resoluciones que éstos pronuncian, son recurri­
bles en la vía de apelación ante la Suprema Corte de Justicia. Se encuen­
tran entre otros: La comisión de comercio interestatal de 1857,14 15 16 17 la
Court of Claims y el Board of fax appeáis™

15. D) Trascendencia. Este sistema jurisdiccional ha sido adop­
tado en casi todos los países de América, entre los que se encuentran
los Estados Unidos Mexicanos; en Europa, el ejemplo clásico es el de
España, en la cual los órganos encargados de dirimir los conflictos con-
tencioso-administrativos son tribunales especializados del mismo Poder
Judicial, de tal manera que las Salas administrativas del Tribunal Supre­
mo y las Audiencias Territoriales forman parte del Poder Judicial?7

14. Hamilton, Madison, y JAY: pp. 207 y 330.
15. Sayagués-Laso: tomo II, p. 495.
16. Carrillo Flores: pp. 150 y 151.
17. González Pérez: tomo I, pp. 449 a 474.
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III. EL SISTEMA CONTINENTAL-EUROPEO

16. Concepto. En el sistema continental-europeo, la división ’de
poderes implica que el Poder Judicial no interfiera la obra de la Admi­
nistración, obligando a ésta a juzgarse a sí misma.18

17. Antecedentes. Como se menciona, ® el sistema continental-1
europeo surge a partir de una interpretación diversa a la angloamerica­
na de la teoría tripartita de la división de poderes de Montesquieu, in­
terpretación que obliga categóricamente al Poder Judicial a no interve­
nir de manera alguna en la obra de la Administración, resultando con
ello que la Administración, se juzgue a sí misma.20

Así, la interpretación continental-europea, nace en Francia a par­
tir de la Revolución, la cual pretende encontrar en la obra de Montes­
quieu una justificación teórica para que el Poder Judicial, que tenía
como antecedente las Cortes de Justicia Soberana del Antiguo Régimen,
de naturaleza reaccionaria a la obra de la Administración, no juzgase
su actividad.21

Laubadére, autor francés de la segunda mitad del siglo xx, reco­
noce el carácter meramente político de esa interpretación francesa, ase­
verando al respecto que la Revolución francesa consideraba que si los
asuntos administrativos pudieran ser juzgados por los tribunales judi­
ciales, la independencia de la Administración estaría comprometida.22

18. Legitimación. La independencia absoluta de la Administra­
ción francesa frente al Poder Judicial quedó legitimada en el texto cé­
lebre y fundamental de la Ley de 16 y 24 de agosto de 1790, artículo
13, mismo que a la letra dice:

Las fundones judidales son distintas y permanecerán siempre separadas
de las fundones administrativas. Los jueces no podrán bajo pena de pre­
varicato, entorpecer de cualquier manera que sea las operadones de los
cuerpos administrativos, ni dtar ante ellos a los administrados por razones
de sus funciones.23

18. Carrillo Flores: p. 144.
19. Supra, Nos. 1-8.
20. Laubadére: p. 336.
21. Bonnard, citado por Carrillo Flores: ob. cit., p. 14$.
22. Laubadére, I, p. 337. En el mismo sentido, Teodosio Lares en sus Lecciones', cfr.,

en este volumen de Homenaje a Lares-Aiartínez, la contribución del profesor León
Cortiñas-Peláez: Jurisdicción administrativa y tecnocracia judicial, en sus notas
(16) a (32), y texto.

23. Idem, p. 337.
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19. La dualidad de jurisdicciones. El sistema continental-europeo
como hemos visto, fuerza a la creación de un orden jurisdiccional di­
verso al que ejerce el Poder Judicial, toda vez que, como hemos visto,
este último está incapacitado para juzgar la obra de la Administración.

En Francia, la función jurisdiccional de naturaleza administrativa,
es decir, el contencioso-administrativo lo ejerce el Consejo de Estado,
órgano del Ejecutivo, motivo por el cual la dualidad de jurisdicciones
ha sido sumamente criticada por los teóricos que defienden la postura
contraria, es decir, los teóricos del sistema angloamericano.

20. A) Critica al sistema continental-europeo. La crítica fun­
damental que se ha hecho al sistema continental-europeo, y única que
expondremos en esta contribución, es la basada en la siguiente conside­
ración:

Se critica el hecho de que la Administración se juzgue a sí misma,
en virtud de que es tanto como sea juez y parte en los litigios de natu­
raleza contencioso-administrativa, situación contraria a los principios
generales del derecho liberal, en la preindicada versión anglosajona.34

21. B) Justificación del sistema continental-europeo. Sobre este
aspecto, surgen tres clases de justificaciones: la histórica o de origen, la
teórica y la práctica.

22. a) Justificación histórica o de origen. A este respecto, la
doctrina ha expresado que desde el principio de la Revolución francesa,
hubo una extrema 'desconfianza respecto de los tribunales judiciales,
en lo que concierne a su actividad frente a la Administración. Se creía
ver a los tribunales que iban a crearse al finalizar ésta, animados de cier­
tas tendencias que habían tenido los del Antiguo Régimen. Se había
visto, particularmente en la segunda mitad del siglo xvm, que los parla­
mentos que eran las cortes de justicia soberana, estaban penetrados de
un espíritu de oposición sistemática frente al poder real y a sus repre­
sentantes locales; los intendentes, particularmente se mostraban tenden­
ciosos hacia la protección de la defensa de los privilegios de clase y vio­
lentamente hostiles a todas las reformas administrativas y financieras
que fueron intentadas por el Gobierno, real, utilizando sus poderes nor­
males de juez, como sus poderes especiales de sanción y de registro,
para hacer fracasar esas reformas. Se quiso entonces que los nuevos tri- 24 

24. Para una refutación formal de este argumento, cfr. Lares: Leccionei..., pp. 151-
156; y, en este Homenaje a Lares-Martinez, la contribución de Cortiñas-Peláez, ci­
tada, § 20-21 y notas (30) y (32).
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bunales no pudiesen imponer su conservadurismo estrecho, y en conse­
cuencia poner en peligro las grandes reformas que la Revolución que­
ría realizar, entregándose, como los antiguos parlamentos, a invasiones
abusivas sobre los otros poderes con el fin de crear obstáculos a cual­
quier cambio.25

23. b) Justificación teórica. Existen autores que de alguna ma­
nera tratan de justificar teóricamente la dualidad de jurisdicciones a
través de la llamada especialización o separación de funciones (cada po­
der debe estar encerrado en el ejercicio de su función propia) y de la
independencia respectiva (cada poder debe estar amparado de toda in­
tervención ejercida por otro de naturaleza comprometedora de su liber­
tad de acción.2®

Se trata de justificar el sistema francés, o continental-europeo, ar­
guyendo que el hecho de que el Estado, el Poder Público, se someta a
un control jurisdiccional, ya constituye un esfuerzo de buena voluntad,
que debe permanecer en forma espontánea. Se considera que debe exis­
tir un juez administrativo ante el cual se someta la Administración, ya
que, de otra manera, si ésta se sometiera a un juez judicial, éste, por
estar separado de la Administración, no tendría cualidad para hacer con­
cesiones a nombre de ella.27

Asimismo se afirma por la doctrina, o más bien por alguna parte
de ella, que el juez administrativo no es la Administración misma, no
es juez y parte en los asuntos que examina pero, por otra parte, él per­
tenece a la Administración y tiene cualidad o facultad para obligarla;28 29
en esta postura, la Administración aceptará mejor la censura de un juez
nacido de ella, al tanto de sus problemas y respecto de los cuales ella
reconoce la autoridad 'de ellos, porque, al mismo tiempo que son jueces,
están al nivel del Consejo de Estado, que es consejero del Gobierno.20

Para finalizar, se agrega, que para el principio de dualidad se en­
cuentre justificado, una condición esencial debe ser realizada: todas las 

25. Bonnard, citado por Carrillo-Flores, p. 145. La actualidad latinoamericana de este
razonamiento la hemos puesto de manifiesto en el marco del Taller de derecho ad­
ministrativo y derecho de las finanzas públicas de la U.N.A.M. "Acatlán", en la
contribución colectiva coordinada por León Cortiñas-Peláez: "Contribución al estu­
dio de la Justicia en la Revolución”, en la obra colectiva La Justicia en la Revolu­
ción, Memoria del Seminario Jurídico Silvio Mayorga, Managua: Corte Suprema de
Justicia y ciudad de México: Editorial popular de los trabajadores - Secretaría del
Trabajo y Previsión Social del Gobierno Federal de los Estados Unidos Mexicanos,
1981, pp. 457-479.

26. Laubadére, I: p. 428.
27. Auby et R. Drago: tomo I, p. 114, citando a Maurice Hauriou.
28. Idem-, p. 114.
29. Idem-, p. 114.
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jurisdicciones administrativas deberán ser verdaderas jurisdicciones, in­
dependientes de la administración activa. Esta condición fundamental,
expresa, se encuentra plenamente conseguida o realizada por el Con­
sejo de Estado y los Tribunales administrativos, y la jurisprudencia se
esfuerza en garantizarla para las otras jurisdicciones.30

24. C) Justificación práctica. Se considera, por numerosos au­
tores franceses como de otras nacionalidades, que el hecho de que exis­
tan tribunales especiales tiene ventajas de orden práctico, ya que los
asuntos contencioso-administrativos encierran materias sumamente téc­
nicas y, en consecuencia, el administrador mejor que el juez profesional
podría juzgar con mayor equidad los conflictos que se le presentaren
en justicia.31

IV. LA DIVISION DE PODERES EN LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

25. Aspecto general. El sistema constitucional de los Estados Uni­
dos Mexicanos, a partir de la Independencia, ha mantenido vigente la
idea de la separación de poderes, como ha quedado expresado en las
diferentes constituciones que se han expedido hasta nuestros días.

Es por otra parte, el sistema jurisdiccional el que ha deambulado
a manera de péndulo entre los sistemas continental-europeo y anglo­
americano, según estuvieren vigentes constituciones centralistas o fede­
ralistas.

En efecto, durante la vigencia de las constituciones federalistas,
de corte angloamericano, surge una concepción jurisdiccional de igual
manera angloamericana, es decir, se encomienda la función jurisdiccio­
nal al Poder Judicial federal, mientras que durante la vigencia de las
constituciones centralistas, la concepción jurisdiccional se torna conti-
mental-europea, encomendándose los asuntos contencioso-administrativos
a tribunales administrativos ubicados institucionalmente dentro de la
órbita del Poder Ejecutivo.

26.A) Antecedentes. Primeramente nos ocuparemos de las mo­
dalidades que ha presentado la teoría de la división de poderes en las
constituciones federales a) y en las centralistas b), para apuntar espe­
cialmente, respecto de estas últimas, algunos aspectos de la jurisdicción
administrativa, culminada por la obra legislativa de Teodosio Lares.
Finalmente, haremos referencia a las peculiaridades de la Constitución
de 1917, con sus adicciones y reformas.

30. Auby et R. Drago: tomo I, p. 115.
31. Carrillo-Flores: p. 145; González-Cosío, 1982, pp. 191-196.
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27.a)  Constituciones federales. Entre las constituciones federales,
de corte angloamericano, se encuentran incluidos los documentos que
sirvieron de antecedentes y que han trascendido hasta nuestros días co­
mo verdaderos pergaminos de sabiduría, forjados por las condiciones
histórico-sociales de la entonces incipiente Nación; entre ellos han que­
dado incluidos, por consiguiente, los siguientes documentos: Sentimien­
tos de la Nación, de Morelos, de 1813; Decreto Constitucional para la
Libertad de la América Mexicana, sancionado en Apatzingán el 22 de
octubre de 1814; Acta Constitutiva, de 31 de enero de 1824; Primera
Constitución Federal, de 4 de octubre de 1824; Actas de Reforma de
1847; Constitución Política de 1857, y, por último, la Constitución de
1917, dejando esta última para su estudio en el apartado correspon­
diente.

En todas estas constituciones se especifica claramente que el Su­
premo Poder de la Federación se divide para su ejercicio en: Legislati­
vo, Ejecutivo y Judicial; y que jamás podrán reunirse dos o más de
éstos en una corporación o persona, ni depositarse el Legislativo en un
individuo, en los artículos: 5’, 12, 9’, 6’-, 50 y 49, respectivamente, no
dando amplitud para la creación de tribunales administrativos.38

28.b) Constituciones centralistas. Entre las constituciones cen­
tralistas se encuentran: Las Siete Leyes Constitucionales de 29 de diciem­
bre de 1836, las Bases Orgánicas de 1843; y, a manera de documento
constitucional, también encontramos las Bases para la Administración
de la República hasta la promulgación de la Constitución, de 1853,
puesta en vigencia por Santa Anna durante su última dictadura. Cada
uno de esos documentos tiene cierto matiz que los hace comprenderse
dentro del sistema continental-europeo.

29.aa)  Las Siete Leyes de 1836. Así, las Siete Leyes Constitucio­
nales establecen el Supremo Poder Conservador, órgano de control cons­
titucional que quedaba por encima de los poderes constitucionales, es
decir, del Legislativo, del Ejecutivo y del Judicial, especificándose en
el artículo 17 de la Segunda Ley: '‘Este supremo poder no es respon­
sable de sus operaciones más que a Dios y a la opinión pública, y sus
individuos en ningún caso podrán ser juzgados ni reconvenidos por sus
opiniones”,32 33 por lo que en cierta forma ponía fin a la división de po­
deres.

32 Historia Documental de México, pp. 111, 123.
33. Tcna-Ramírez: Leyes fundamentales..p. 211, a quien seguiremos en ésta y en

todas las referencias posteriores de historia del derecho constitucional mexicano.
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Esta postura, implícita, se confirma si se recuerda la instauración
de un Consejo de Gobierno, por la Ley Cuarta de 1836.

30.bb) La Cuarta Ley. En efecto, en sus artículos 21, 27 y con­
cordantes (esp. 2, V, 8’; 17 fracción I, II, III, V, VII, X, XXIV, XXV,
XXVI XXXIV), esta Ley Constitucional establece un Consejo de go­
bierno dotado muy ampliamente de las facultades consultivas del Con­
sejo de Estado francés.

La Cuarta Ley omite toda referencia de las eventuales facultades
jurisdiccionales del Consejo pero, en texto sugestivo, la Quinta Ley re­
ferente al Poder Judicial de la República, establece restricciones a la
Corte Suprema de Justicia y sus individuos, que:

II. No podrán tomar conocimiento alguno sobre asuntos guber­
nativos o económicos de la Nación.

Podría, empero, deducirse —con una concepción judicialista y an­
gloamericana— la jurisdicción de la Corte respecto de la materia admi­
nistrativa de su circunscripción (nacional), en mérito a la restricción
siguiente, a contrario sensu:

III. Tampoco podrá tomarlo en los contenciosos que se hallaren
pendientes en los tribunales de los departamentos, o que pertenezcan a
la jurisdicción de su respectivo territorio (subrayado nuestro).

Sin embargo, este argumento a contrario se debilita si nos atenemos
a que aquella delimitación competencial, ratione materiae, parece con­
firmarse porque las atribuciones (art. 12 de la misma Quinta Ley) de
la Corte Suprema de Justicia, que mencionan los negocios civiles y las
causas criminales, omiten toda mención genérica de una jurisdicción en
materia administrativa, ciñéndose a la mención expresa del:

VI. Conocer de las disputas judiciales que se mueven sobre con­
tratas o negociaciones celebradas por el Supremo Gobierno o por su
orden expresa.

En definitiva, el contexto parece sugerir que una ley reglamenta­
ria de las Siete Leyes Constitucionales de 1836, habría venido a confir­
mar facultades jurisdiccionales en materia administrativa al Consejo
de gobierno instaurado en 1836. En la práctica, dada su breve y muy
conflictiva vigencia, se desconoce toda práctica ’de las dos interpretacio­
nes contradictorias que insinuamos, a partir del tenor literal de las re­
glas enunciadas.

31.cc)  El Proyecto de 1840. Al intentar reordenar el contenido
disperso de las Siete Leyes Constitucionales, el Proyecto de Reforma de 
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1840 reiteró en sus artículos 95 a 100 y concordantes (arts. 39, 56, 67
frac. IV, 92, frac. I, 94 fracciones II, III, V, XVII, XVIII, XXII, 112,
116) las facultades consultivas del Consejo de gobierno y la omisión
de sus eventuales facultades jurisdiccionales.

Ahora bien, el Proyecto reiteró la competencia restringida y espe­
cífica de la Corte sobre asuntos gubernativos o económicos de la Na­
ción (art. 119), con la peculiaridad de que omitió toda mención de
los contenciosos departamentales, mencionados restrictivamente como
vimos en la Cuarta Ley de 1836 (supra, numeral 30). De este modo
la interpretación favorable a una jurisdicción administrativa ajena a la
Corte de Justicia pareció consolidarse en el sistema de las reglas cons­
titucionales.

32.dd) El Primer Proyecto de la mayoría de 1842. Este texto
tiende a perfilar orgánicamente una jurisdicción retenida, conforme al
modelo francés que sería posteriormente incorporado por el ilustre
maestro don Teodosio Lares, en la ley de 1853 (infra, numerales 36-37).

En efecto, reiterando la restricción a la Suprema Corte de Justicia
(art. 114) respecto de los "asuntos gubernativos o económicos de la
Nación, se simplificó la composición del Consejo de gobierno, cuyos
titulares ya no fueron sino los mismos secretarios del despacho, reuni­
dos en junta y deliberando a mayoría absoluta de votos" (arts. 105-108).

Nuevamente, nos encontramos con una regulación incompleta del
Consejo, puesto que las reglas constitucionales, así proyectadas, dele­
gaban a una ulterior ley constitucional la fijación de las bases de la
organización del Municipio, como Consejo (art. 198).

Las facultades del Consejo eran consultivas, siendo necesario su
acuerdo para la expedición de reglamentos por el Presidente de la Re­
pública (arts. 106 y 95, frac. II).

33.ee)  El Consejo de Estado en el Proyecto federalista de la mi­
noría de 1842. Estamos señalando las proyecciones del sistema continen­
tal europeo en los proyectos constitucionales centralistas, en los cuales
el órgano supremo de una eventual jurisdicción administrativa de cuño
francés es denominado Consejo de gobierno.

Séanos permitido apuntar al paso que, curiosamente, el término
Consejo de Estado en derecho constitucional mexicano aparece emplea­
do por vez primera, no en un texto centralista sino en el proyecto fede­
ralista de la minoría de 1842, cuyo artículo 65 establece:

Los ministros reunidos forman el Consejo de Estado, de que es presidente
nato el de relaciones, y resuelven a mayoría absoluta de votos, los nego­
cios que les están sometidos por esta Constitución, y los que les sometiere
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el Presidente. Sólo en aquel caso estará obligado éste a conformarse con el
acuerdo, y en todo caso los ministros son responsables de su voto.

Ahora bien, este proyecto —que suscriben Mariano Otero, José
Espinoza de los Monteros y Octavio Muñoz Ledo— omite precisar las
facultades concretas que hubiere ejercido este Consejo de Estado, aun­
que puede colegirse que no habrían sido muy amplias, puesto que el
Proyecto omite las restricciones, de la Quinta Ley de 1836 (supra, nu­
meral 30) y de los proyectos centralistas de 1840-42 (supra, numerales
31 y 32), al conocimiento por la Suprema corte de los asuntos guber­
nativos o económicos de la Nación. En otros términos, parece deducir­
se que la Corte sí tenía en el proyecto federalista el conocimiento del
contencioso-administrativo, siendo puramente consultiva la competen­
cia del Consejo de Estado.

34.ff) El Segundo Proyecto de la mayoría de 1842. Nuevamente,
un texto constitucional centralista se refiere al Consejo de gobierno (art.
88), con facultades consultivas similares a las del Primer Proyecto
(supra, numeral 32).

El texto impone a la Suprema Corte de Justicia la restricción com­
petencia! en materia del conocimiento de los asuntos gubernativos o
económicos de la nación (art. 96).

35 .gg) Las Bases orgánicas de 1843- Ellas reiteran la institucio-
nalización del Consejo de gobierno (arts. 104 a 114), nuevamente con
facultades sólo consultivas (art. 111).

La Suprema Corte de Justicia no puede tomar conocimiento algu­
no sobre asuntos gubernativos o económicos de la Nación, o de los
Departamentos (art. 119, fracción II).

36.hh) Las Bases de 1833. Tratando de organizar la última dic-
' tadura de Santa Anna, se elaboraron las Bases para la administración

de la República hasta la promulgación de la Constitución, promulgadas
el 23 de abril de 1853.

La Sección Segunda, en cuatro artículos, establece los principios
de organización y funcionamiento del Consejo, que se presenta —en
particular, a la luz de la Ley Lares, reglamentaria de las Bases y que
veremos seguidamente— como el órgano supremo de una jurisdicción
retenida.

Quizá puedan inclusive interpretarse, retroactivamente y de acuer­
do con el alcance jurisdiccional aquí dado a sus "dictámenes”, todos los
textos que vienen de enumerarse (supra, numerales 30-32 y 34-35).
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En efecto, el artículo 2’ de la Sección Segunda estableció:

Este cuerpo se distribuirá en cinco secciones, correspondientes a cada una
de las secretarías de Estado, las cuales evacuarán por sí todos los dictáme­
nes que se les pidan en los ramos respectivos, como consejo particular de
cada ministerio; reuniéndose todas las secciones para formar el consejo
pleno cuando se tengan que discutir en él los puntos que a juicio del go­
bierno lo requieran por su gravedad e importancia, o por ser de aquellos
en que el gobierno tiene que proceder de acuerdo con el consejo.34

37.ii) La Ley Lares de 1853. El 25 de mayo de 1853 se publicó
la Ley para el arreglo de lo contencioso-administrativo, conocida como
Ley Lares, toda vez que éste, quien era Ministro de Justicia por la frac­
ción conservadora moderada, fue quien la promovió.

La Ley Lares establecía el sistema jurisdiccional de justicia rete­
nida, entonces vigente en Francia, desarrollando y especificando los
principios implícitos en los textos que acaban de ser referidos (supra,
numerales 29-35).

De esta manera, se adopta en los Estados Unidos Mexicanos la
interpretación europea continental de la separación de poderes según
Montesquieu {supra, numerales 16-24) y se crea un Consejo de Estado
siguiendo la terminología francesa, adoptada por primera vez por el
proyecto federalista de la minoría de 1842 (supra, numeral 33).

De acuerdo con el texto que veremos seguidamente, el Consejo
de Estado actúa como órgano de justicia retenida en primera instancia,
encomendándose la segunda al Consejo de Ministros, pues don Teodo-
sio Lares no pensó en una organización de jueces que aunque incorpora­
dos al Poder Ejecutivo, sólo se ocupan de decidir los negocios conten­
ciosos.38 Cabe recordar que la fase de la jurisdicción delegada sólo se
instauraría en Francia dos décadas más tarde, en 1872, franqueándose
entonces el paso al proceso de intensa creatividad científica del derecho
administrativo inaugurado por el fallo Blanco del Tribunal de conflic­
tos, dictado el 8 de febrero de 1873.

38.aaa)  La Ley Lares’, su texto. En este volumen de Homenaje
a Eloy Lares-Martinez parece oportuno abundar respecto de la crea­
ción de su ilustre colega y homónimo mexicano.

El articulado, que redactara personalmente don Teodosio, parece
una síntesis magistral de sus Lecciones. Nos limitaremos a transcribir­

se. Tena-Ramírez: Leyes fundamentales..., pp. 483-484, subrayado nuestro.
35. Carrillo-Flores: 1973, p. 176.
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lo tal cual, subrayando los conceptos fundamentales, cuya ordenación
realza la pedagogía legislativa del autor.

Artículo l9 No corresponde a la autoridad judicial el conocimiento
de las cuestiones administrativas.

Art. 2. Son cuestiones administrativas las relativas a:
I. A las obras públicas;
II. A los ajustes y contratos celebrados por la administración;
III. A las rentas nacionales;
IV. A los actos administrativos en las materias de policía, co­

mercio e industria que tengan por objeto el interés general de la so­
ciedad;

V. A la inteligente aplicación y explicación de los actos admi­
nistrativos;

VI. A su ejecución y cumplimiento.
Art. 3. Los Ministros de Estado, el consejo y los gobernadores

de los Estados y Distrito, y los jefes políticos de los Territorios, conoce­
rán las cuestiones administrativas, en la forma y de la manera que se
prevenga en el reglamento que se expedirá con la ley.

Art. 4. Habrá en el Consejo de Estado una sección que conocerá
de lo contencioso-administrativo. Esta sección se formará de cinco Con­
sejeros aunados, que nombrará desde luego el Presidente de la Repú­
blica.

Art. 5. La sección tendrá un secretario que nombrará el Presi­
dente de la República de entre los oficiales de la Secretaría del Consejo.

Art. 6. Las competencias de atribución entre la autoridad admi­
nistrativa y la autoridad judicial, se decidirán en la primera sala de la
Suprema Corte, compuesta en este caso de dos magistrados propietarios
y dos consejeros, designados unos y otros por el Presidente de la Re­
pública.

Será Presidente de este tribunal el que lo fuere de la misma sala,
y sólo votará en caso de empate para decidirlo.

Art. 7. En los negocios de la competencia de la autoridad judi­
cial, nadie puede intentar ante los tribunales una acción, de cualquier
naturaleza que sea, contra el Gobierno, contra los Estados o demarca­
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ciones en que se dividan, contra los ayuntamientos, corporaciones o es­
tablecimientos públicos que dependan 'de la administración, sin antes
haber presentado a la misma una Memoria en que se exponga el objeto
y motivos de la demanda. El Reglamento determinará la manera en
que deberá ser presentada la memoria y sus efectos.

Art. 8. En el caso de embargo de bienes para el pago de cantida­
des debidas al erario, la demanda de dominio en tercería tampoco po­
drá ser intentada ante los tribunales sin haber presentado antes una
Memoria a la autoridad administrativa.

Art. 9. Los tribunales judiciales en ningún caso pueden despachar
mandamientos de ejecución, ni dictar providencia de embargo contra
los caudales del erario o bienes nacionales, ni contra los fondos o bienes
de los Estados, demarcaciones, ayuntamientos o establecimientos públi­
cos que dependan de la administración.

Art. 10. Los tribunales en los negocios de que habla el artículo 7’,
sólo pueden declarar en la sentencia el derecho de las partes y deter­
minar el pago.

Art. 11. Determinado el pago por sentencia ejecutoriada, la ma­
nera en que deba verificarse o la autorización de la venta de algunos
bienes, si para ello fuere necesario, es de resorte exclusivo de la admi­
nistración, en los términos que expresará el reglamento respectivo.

Art. 12. Los agentes de la administración, en los casos que deban
representarla en juicio, los Estados, demarcaciones, ayuntamientos, cor­
poraciones y establecimientos públicos que estén bajo la protección y
dependencia del gobierno, no pueden entablar litigio alguno sin la pre­
via autorización de la autoridad administrativa, de la manera en que
disponga el Reglamento.

Art. 13. Los tribunales judiciales no pueden proceder contra los
agentes de la administración, ya sean individuos o corporaciones, por
crímenes o delitos cometidos en el ejercicio de sus funciones, sin la pre­
via consignación de la autoridad administrativa.

Art. 14. Instalada que sea la sección del contencioso, se pasarán
a ella los expedientes que correspondan conforme a esta ley.

39.bbb)  La Ley Lares', su reglamento. Integrado por diez capí­
tulos y ochenta y un artículos, el reglamento fue publicado conjunta­
mente con su ley, el 25 de mayo de 1853, y trata de los siguientes temas,
ordenados por la numeración de los capítulos respectivos:
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I. De las cuestiones administrativas a que dan lugar las obras
públicas y otros objetos;

II. El procedimiento administrativo;
III. De los recursos;
IV. Del procedimiento en rebeldía;
V. De la discusión verbal;

VI. De las competencias;
VII. Del previo administrativo en las acciones judiciales;

VIII. Del efecto de los títulos ejecutivos;
IX. De la autorización para litigar;
X. De la autorización para proceder.

En el capítulo III, el reglamento señala los recursos procedentes
en contra de las resoluciones emitidas por la sección de lo contencioso
del Consejo de Estado. Estos recursos son: el de aclaración y el de nu­
lidad.

El recurso de nulidad se hacía procedente en contra de aquellas re­
soluciones definitivas en las que no se hubiese llamado a juicio o no
se hubiese oído a las partes según lo dispuesto por el Reglamento, y por
por no haber sido ellas citadas para pruebas o sentencia.

Es lamentable para esta contribución, el que ni la ley ni el reglamen­
to señalen los alcances de las sentencias emitidas por la sección de lo
contencioso del Consejo de Estado laresiano.3®

40. jj) El Consejo de Estado bajo el Segundo Imperio. Un último
intento para el establecimiento de una jurisdicción administrativa, en
el marco de la interpretación europea continental del principio de la
separación de poderes, se presentó durante la intervención francesa,
con el Imperio de Maximiliano, en los años de 1864 a 1867.

En efecto, el gobierno erigido por Maximiliano de Habsburgo, por
invitación del partido conservador, se sobrepone de facto al régimen
constitucional encabezado por Benito Juárez y emite el Estatuto provi­
sional del Imperio, el cual en el título tercero, artículo 14, creaba el
Consejo de Estado dejando la formación, determinación y competencia
a la ley respectiva, dada el cuatro de diciembre de 1864.

Lamentablemente, el artículo 29 fracción II, de Ley Orgánica del
Consejo de Estado del segundo Imperio, ordena a este la creación de un
tribunal de lo contencioso-administrativo, el cual no llegó a existir por
lo que el Consejo se concretó a ejercer atribuciones de carácter con­
sultivo.
36. M. Dublan y J. M. Lozano: Colección a’e leyes, tomo VI, pp. 418-425.
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En ejercicio de jurisdicción, retenida y otorgada por el emperador,
estaba facultado el Consejo para erigirse en Tribunal Supremo a efectos
del juzgamiento de las causas de responsabilidad de los altos funcio­
narios; para ello se requería que esta competencia le fuera acordada
por decreto expreso del titular del Ejecutivo, por razones ’de interés
o conveniencia pública, en caso de grande urgencia o necesidad (art. 2,
fracción III). Ahora bien, concordantemente con su naturaleza de cuer­
po de administración consultiva, colocado al lado de la administración
activa, el Consejo únicamente estaba facultado para dictaminar sobre
los puntos consultados, formulando las observaciones que estimare con­
veniente (art. 3).

41.kk) Balance de estos antecedentes. Hemos visto así las moda­
lidades que han presentado la justicia administrativa y la división de
poderes en los Estados Unidos Mexicanos durante el siglo xix y hasta la
Constitución de 1917. Por razones didácticas, nos ha parecido oportuno
clasificarlas según se tratare de constituciones federales o centralistas,
como es obvio y a pesar de las afinidades señaladas (supra, numeral
25), la estructura de la forma de Estado y su ideología en nada pre­
juzgan de la organización de la justicia. Igualmente, por razones de
oportunidad en el marco de este Homenaje a Lar es-Martínez, nos he­
mos detenido en las formulaciones históricas mexicanas del sistema
continental-europeo, que tanto deben a Teodosio Lares.

42.B) La división de poderes en la Constitución de 1917. La
Constitución de 1917 ha venido sufriendo modificaciones relativas a la
división de poderes.

En efecto, el texto original de la Constitución de 1917 establecería
en el artículo 49, el mismo principio consagrado en la Constitución de
1857, es decir, el principio de separación de poderes, con la modalidad
de las facultades extraordinarias a que se refiere el artículo 29 de la
Constitución.”

Así, en el año de 1951, Diario Oficial de 29 de marzo de ese año,
se confirieron al Ejecutivo facultades delegadas en materia económica
conforme al segundo párrafo del artículo 131 de la misma Constitución,
correspondiendo esta facultad en principio al Congreso, es decir, al
Poder Legislativo, pues se confieren facultades en materia impositiva,
siendo que de acuerdo al cuerpo de la Carta Magna, las contribuciones
de los particulares deben quedar especificadas en una ley, materializa­
ción de ellas que debe estar conferida al Poder Legislativo.
37. Cfr. ampliamente, Madrid-Hurtado: pp. 373-387 y 398-404.



JURISDICCION ADMINISTRATIVA E INTERPRETACIONES. .. 275

Pero la reforma fundamental relativa a la división de poderes se
realizó en la Constitución al reformar el artículo 104, pues abre la
puerta al sistema continental-europeo, al lado del angloamericano, cons-
titucionalizándose la existencia del Tribunal Fiscal de la Federación,
tribunal administrativo creado, según se señala en la Exposición de
Motivos, con facultades de anulación únicamente, competencia que se
ha ido ampliando conforme se han suscitado nuevas necesidades.

En el fondo, la constitucionalización de los tribunales administra­
tivos en nada afecta el que el sistema constitucional mexicano se siga
encuadrando dentro del sistema angloamericano, ya que al igual que
en los Estados Unidos del Norte, las sentencias que expiden los tribu­
nales administrativos son recurribles ante el Poder Judicial Federal,
quien conoce en última instancia.38 39

Por estas consideraciones, constitucionales30 y de fondo,40 a las
cuales la doctrina mexicana tiende a añadir últimamente argumentos
orgánicos41 y funcionales,42 resulta harto difícil el encuadramiento de
nuestra jurisdicción administrativa en una de las dos interpretaciones de
Montesquieu que se han expuesto.

Podría, empero, concluirse que, a reserva de textos pendientes de
una iniciativa legislativa formal,43 nuestro sistema constitucional se ase­
mejaría al ordenamiento jurisdiccional español vigente a partir 'de 1953.
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INTRODUCCION

El trabajo que presento en las páginas que siguen a esta introduc­
ción, ha sido el producto de dos preocupaciones simultáneas a lo largo
de mis años de estudios superiores y preparatorios. La primera de ellas
es una inquietud de índole estética preponderante. Viene desde los pri­
meros años de mi infancia como producto del medio de orden y belleza
en el que fui educado. Posteriormente mis estudios profesionales y au­
todidácticos de arquitectura ensancharon el panorama de ese mundo
de formas compuestas y equilibradas, llevándome a una búsqueda cons­
tante, incluso obsesiva, de todo aquello que puede tener un asomo de
armonía estética. Mi segunda inquietud nació de la insatisfacción que
me llevó a abandonar las aulas de la Escuela de Arquitectura, en la
búsqueda de aquello que objetivaba mi amor por la belleza y lo hiciera
trascender del marco de lo meramente individual al encuentro de otro
rescoldo de mi personalidad, la vocación por el orden, la seguridad y la
justicia; a esta nueva inclinación debería darle cauce la Facultad de
Derecho, a lo largo de cinco años de estudios profesionales.

De estas dos tendencias de mi vocación, ha nacido la preocupación
por las ciudades; de la primera, por su forma y armonía y de la se­
gunda, por los medios de propiciarla y crear para sus habitantes, un
sistema de normas que las garanticen, o un medio decoroso de interre­
lación social, y ayuden a superar las deficiencias causadas por la igno­
rancia, la insalubridad, el congestionamiento y la fealdad que nuestras
urbes actuales padecen.

El marco del hombre moderno son las ciudades. De ellas provienen
todos los adelantos de la cultura, la ciencia y el derecho. En ellas hoy
se ejercen casi todas las actividades productivas para el campo del es­
píritu y de la materia. Del mundo en que vivimos; esta esfera colgada
del universo de dimensiones infinitesimales, apenas posee el hombre
una delgadísima capa de irnos cuantos metros de espesor que consti­
tuye la antropósfera, está construida por todo el patrimonio humano
durante los siglos. Hoy en día posee centros nerviosos en donde la ac­
tividad humana se concentra formando lugares de referencia para todas
las inquietudes del hombre, como nudos de una red que envuelve el pla­
neta. Estos centros sede de la antropósfera, son las ciudades; ahí el
hombre ha logrado los más altos vuelos del espíritu, afirmando su
naturaleza que participa de lo divino, pero también ha descendido en
los mismos sitios de la animalidad, cuando en sus afanes sólo responde
a los más primitivos instintos, aumentados y desordenados por el marco
físico de la convivencia.
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La pregunta formulada por urbanistas, sociólogos y economistas en
los últimos años ha sido: ¿"Podrán sobrevivir nuestras ciudades”? Des­
de mi punto de vista la pregunta carece de importancia. Las ciudades
han sobrevivido a través de miles de vicisitudes y mientras el hombre
posea la esencia de lo social, las ciudades continuarán existiendo; creo
que la formulación debe ser diferente; ¿cómo podrán nuestras ciudades
sobrevivir, como la ciudad del Sol de Campanela, en un marco de or­
den y belleza o como hormigueros de miseria espiritual y material?
Durante mi corta experiencia he podido contemplar los dos extremos.
Sobre las ruinas del Acrópolis de Atenas pude pulsar, mediante la
observación, el ejemplo del orden urbano. En muchas ocasiones las
calles atestadas, el humo, las basuras, la fealdad de los edificios me
han convencido de lo segundo.

El destino de nuestras ciudades comenzó ayer aproximadamente;
hasta hace 200 años el problema hubiera parecido de fácil solución;
hoy en día, con ligeras rectificaciones, hemos caminado partiendo de
un error en apenas unos grados. A 200 años de diferencia la magnitud
de la equivocación urbana es ya enorme, nuestras ciudades existen con
deficiencias a las que el hombre urbano por desgracia se ha habituado
pero que minan su salud, su equilibrio mental, su justificación de los
valores y su actividad dirigida al progreso realmente efectivo. Aún así
las ciudades son una realidad que no puede ser desechada. Es necesa­
rio entonces torcer esa desviación antes que el fenómeno urbano, por
su crecimiento, sea más fuerte que la voluntad humana y haga inútiles
todos los esfuerzos.

El derecho puede ser uno de los instrumentos más idóneos para
la realización de este fin. Sus contenidos de obligatoriedad, generalidad
así como otros, pueden hacerlo útil. Para esta tarea de rectificar el
rumbo, es preciso hacer el recuento de las necesidades urbanas del
futuro previsible y de las normas que han venido rigiendo su realidad,
para de esta experiencia deducir un nuevo derecho que rija con más
minuciosidad la urbe a fin de lograr la corrección y hacer, junto con
otras disciplinas del conocimiento que contemplaren el problema, una
ciudad que por sus características pueda ser punto de partida para el
vuelo infinito del espíritu.

I. LA SOCIEDAD URBANA

El hombre, ya lo había definido Aristóteles, es un animal social.
Es precisamente por el carácter de la definición aristotélica, que

comprende el genero próximo y la diferencia específica, donde la na­
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turaleza propia del hombre puede ser explicada. Así pues, para él, el
hombre, cuyo contenido no es social, carece de la naturaleza propia
del ser humano y que puede levantarse hasta la dimensión de la divi­
nidad o descender hasta la bestia. Este carácter natural de la sociedad
humana como producto, que incluso fue reconocido por pensadores pos­
teriores, puede o no ser aceptado; el hecho, sin embargo, es que los
seres humanos han vivido en sociedad desde tiempos inmemoriales, y
es el hecho social lo que preocupa a las modernas tendencias de la
sociología, independientemente de las razones de índole filosófica o
psicológica.

Este hombre, en sentido general, en una forma inconsciente, o
consciente, precisa de la adaptación de su ser individual al grupo social,
pero de tal manera que una forma histórica de vida no es producto
de la adaptación del hombre aislado al medio, sino de éste en cuanto
inserto en una sociedad, al medio que la rodea.1 Esto repetiría la fór­
mula ya clásica de Ortega, del "Yo, soy yo y mi circunstancia". El
hombre, como ente social, no integra su "Yo" sin la unión de aquello
que le es circunstancia más próxima; "otro yo" en una integración so­
cial. El individuo, en este momento de la adaptación, se encuentra ya
en posibilidad de ser definido en forma trascendente al aislamiento que
lo limita. Es pues, indispensable para la comprensión integral de las
consecuencias últimas de las reflexiones que haremos, esta considera­
ción del hombre adaptado a la circunstancia social de su época y de su
medio, cualquiera que éste pueda ser, consciente o inconsciente.

Otra consideración en el estudio del hombre y de la sociedad como
un ser autárquico, más allá de las relaciones de interacción humanas,
imposibilitaría el estudio del hombre dentro de un marco de formas
de asociación.

a) Factores de asociación y de disociación
Esta interrelación humana obedece a factores que como ya hemos

mencionado pueden ser conscientes o inconscientes, pero que de todas
las formas son constantes o variables en los fenómenos de interrelación.
Uno de los más importantes, aunque posteriormente sirva de diferencia
para distinguir entre sociedad urbana y rural, es el principio de la se­
mejanza. El hombre tiende, por un fenómeno psicológico, a unirse con
aquellos que le son más afines. Así, se identifica con personas del mis­
mo nivel intelectual, de la misma lengua, de la misma religión, de la 

1. Ortega y Gassct: "El hombre y la técnica**,  Revista de Occidente. Madrid, 1968.
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misma tendencia política, etc. Estos grupos componen, dentro de una
sociedad extensa, grupos comunitarios minoritarios.

Otro aspecto de singular importancia lo constituye el espacio. La
continuidad espacial es uno de los factores de identificación, por la
posibilidad del encuentro entre los diversos grupos sociales. Se ha dado
el caso, en épocas pasadas, de que los habitantes del Tíbet, en ciertas
mesetas, tuvieran apenas escaso conocimiento de vecinos que se halla­
ban en otro valle separado por altas montañas. Esta cercanía espacial
propicia, por la naturaleza expansiva de las relaciones humanas, rela­
ciones que se convierten con el tiempo en intereses comunes; un co­
merciante ligado a otro por la cercanía del espacio está, dada la na­
turaleza de sus negocios, íntimamente interesados en la suerte del otro,
ya que de ella pueden depender, incluso, sus propios asuntos. Tal
proximidad puede, como ya hemos visto, crear una serie de intereses
comunes cuya atención reclame una serie de esfuerzos para la conse­
cución de un fin común.

Comunidades separadas, por más próximas que puedan ser sus se­
mejanzas, están, con el paso del tiempo, condenadas a quebrantarse,
perdiendo la identificación que las unificaba.

Es pertinente, sin embargo, hacer notar cómo, en especial en la
sociedad urbana, este elemento del espacio puede obrar en sentido ne­
gativo por sus propias y peculiares características.

Este fenómeno, propio de la sociedad urbana, en el que el espacio,
puede ser un factor si bien de acercamiento también de distanciamiento
se debe a que a la sociedad urbana, como veremos, es más bien pro­
ducto de intereses económicos que de razones de semejanza profunda;
por esta razón, muy especialmente en ella, las relaciones, en muchos
momentos, pueden existir, pero tales acercamientos —que reducen el
espacio social, tal como lo afirmara el sociólogo alemán Leopold von
Wiese— producen posteriormente una ruptura, y más tarde un con­
flicto, por el hecho de un repetido contacto. Este, en la sociedad ur­
bana, es uno de los fenómenos más característicos de ella.2

b) La voluntad de asociación

Ya habíamos adelantado en nuestro deseo de deslindar la forma
de asociación urbana, que dichas formas pueden ser conscientes o in­
conscientes. Dentro de las formas de asociación inconsciente, el hombre
no es la única especie, dentro de los límites conocidos, que forman so­

2. Alfred Weber: Ilutaría de la cultura, Fondo de Cultura Económica. México, 1965,
p. 241.
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ciedades o mejor si se quiere, agrupamientos. La exclusividad de esta
forma de vida ha sido precedida desde épocas muy anteriores a su apa­
rición. Los insectos que precedieron al hombre desde la era mesozoica3
y que actualmente forman las dos terceras partes de las especies vivientes,
se adelantaron con mucho a las formas sociales humanas. La sociabi­
lidad de los insectos obedece a factores muy semejantes a los que en
un principio formaron la comunidad humana. A estos seres mediante
un proceso de especialización en clases diversas, los hace interdepen­
dientes unos de otros, tal como sucede en el panal o en el hormiguero.
Sus causas son: primero, una concurrencia vital en el mismo sitio, una
comunidad de necesidades que implica una actitud semejante a la adap­
tación al medio y, en tercer término, la inconsciencia de la asociación,
más el instinto que hace vivir a los descendientes en el mismo sitio
de los ascendientes.4

Las dos primeras son aplicables a la forma de asociación humana;
sin embargo, es en el último donde se encuentra la diferencia, ya que la
sociedad animal, por esencia de unión inconsciente, se diferencia de la
humana en la cual el grado de consciencia —que si bien puede ser
muy limitado, como veremos en las formas de asociación comunitaria—
siempre existirá en ciertas proporciones. Por otro lado, la sociedad ani­
mal, debido a este factor genésico del instinto, permanece siempre den­
tro de un mismo status en el que el cambio no se genera jamás. Las
abejas u hormigas continúan construyendo sus moradas en la misma
forma que lo hicieron sus antecesoras en la gran era mesozoica; nuestras
sociedades, por el contrario, son por esencia dinámicas y progresivas,
en tanto que en épocas diversas, también, pueden ser en forma diferen­
te. Esto no obsta para que en ciertos grupos comunitarios sociales per­
manezcan en el mismo grado de evolución que hace cientos de años,
ya que en ellos un cambio social es apenas perceptible.

Hay que hacer notar, en relación a nuestro tema, que las sociedades
urbanas son en las que en su mayor grado se produce el cambio social
entre sus miembros, por el fenómeno de la comunicación de conoci­
mientos e ideas que la ciudad, como centro, propicia.

c) Comunidad y asociación
Dentro de las formas de asociación consciente hay que hacer una

distinción más, según el grado de consciencia que se da en el fenómeno
de interrelación.

3. Luis Fabre: La vida de las hormigas. Edición Ercilla, Santiago, 1942.
4. Teilhard de Chardin: El Fenómeno Humano. Edición Taurus, Madrid, 1967.
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Fernando Tonnies ha hablado de dos formas de sociedad, la co­
munidad y la asociación o sociedad en sentido estricto. Mientras que
la sociedad es producto de intereses extraños, la comunidad es resul­
tado de reacciones íntimas y profundas. La primera produce un grupo
heterogéneo, cuyos intereses sólo están unidos por el beneficio cons­
ciente que reporta esta situación. La segunda ofrece un grupo homogé­
neo donde las ideas, operaciones, sentimientos e incluso lazos sanguí­
neos son semejantes.

La comunidad, a diferencia de la sociedad, en un producto más
inconsciente de unión y, por lo tanto, más natural, en el que los indi­
viduos son miembros de un cuerpo social que posee una solidaridad
espontánea. Recuérdese que al hablar de la semejanza como factor de
vinculación, se hizo hincapié en los factores de índole religiosa, lin­
güística, racial, que crean una homogeneidad social muy diversa a la
heterogeneidad que hemos conocido al aplicarla al fenómeno de la
asociación; la sociedad, por otro lado, como no homogénea, posee una vo­
luntad consciente de vinculación y una primacía de la voluntad indi­
vidual sobre la del grupo. Este último debe entenderse en función de
la voluntad de unión y no en otro sentido.

Resumiendo y complementando lo anterior, podemos afirmar que
la comunidad, a diferencia de la sociedad, es un producto más natural
y que, por lo tanto, la asociación es en menor grado abierta y libre,
en función de que en su conformación interviene en menor grado la
actividad individual. En la sociedad en estricto sentido, el factor de
semejanza al que nos referimos atrás, no es de importancia fundamen­
tal, ya que en ella es más bien la desemejanza la que constituye el
grupo asociativo. Por otro lado, el factor de cercanía que mencionamos,
puede, en esta forma de asociación, operar como aglutinante o como
separador, dado que las relaciones al no ser profundas, proporcionan
un distanciamiento anímico por las fricciones a las que se ve sujeto.5 6

d) De la sociedad urbana a la sociedad urbana de masas
La sociedad urbana es un especial tipo de agolpamiento social.

En ella, como veremos adelante, se responde a factores de vinculación
de índole muy especial, ya que éstos derivan de causas muy diversas
a los tipos señalados. Ante todo, según la diferenciación de Tonnies,
el conglomerado urbano no responde al tipo comunitario sino por el
contrario es, acercándonos a una delimitación estricta, resultado de una
sociedad0 en el sentido que Tonnies otorga a la palabra.

5. Papenheim: La Enajenación del Hombre Moderno. Editorial Era, México, 19-16.
6. Papenheim: op. cit.
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La sociedad urbana es el ejemplo más acusado de esta especie
y por lo general que resulta, con características diversas. En ella aque­
llos factores de vinculación social que mencionamos, quedan comple­
tamente desvirtuados, ya que es la ciudad el grupo heterogéneo por
excelencia, entre todas las formas de agrupación que puedan conce­
birse. Por tal motivo, y esto es muy importante para las reflexiones
que llevaremos a cabo más adelante, mientras que el grupo comunitario
responde a factores de ordenamiento interno tales como podrían ser
la normatividad religiosa o la moral intocable del grupo, la sociedad
urbana por su heterogeneidad, está dirigida por la opinión pública y
por la norma jurídica; esta última, aunque existente en ambos tipos
sociales, ha ganado en las ciudades una preeminencia con respecto
a la norma moral que en las primeras se refleja casi en forma completa,
junto a las normas religiosas, en las formas de ordenación. Así, mien­
tras que en las primeras se dan principios de asociación que responden
a situaciones más evidentes y por lo tanto más naturales, los grupos
urbanos, por el contrario, tienen para su aglutinamiento factores espe­
cíficamente creados por la cultura en sus estadios más desarrollados,
sobre todo en los centros urbanos modernos a los que nos referiremos
renglones más adelante; de tal modo que a los factores raciales, reli­
giosos o lingüísticos, en los centros urbanos se oponen principalmente
elementos de índole utilitaria tales como protección, esparcimiento, co­
mercio, educación, etc., que pueden agrupar en mayor o menor pro­
porción, de acuerdo a la época y al lugar, a individuos de las más di­
versas ideologías, lenguas o razas los cuales, dentro de las ciudades,
podrán o no constituir grupos comunitarios de acuerdo con la filiación
a la que pertenecen, pero que de todas formas serán pequeños y de­
rivados a la totalidad del agrupamiento urbano dentro del cual, y gra­
cias a él, pueden surgir como causas del mismo.

e) Diferencia entre sociedad urbana y sociedad rural
A los grupos comunitarios han correspondido, a lo largo de los si­

glos, conjuntos diversos en los cuales la función asociativa ha jugado
un papel siempre menor. Quiere decirse, con esto, que en las comuni­
dades en donde imperan principios de agrupación comunitaria, existen
también, aunque velados, factores asociativos.

Las formas preeminentes han sido: las aldeas y la villa o villorrio.
La aldea es una forma intermedia entre factores de vinculación

sanguínea familiar y otros como los lingüísticos y religiosos, mientras
que ya la villa y el poblado están desprendidos, casi por completo, de 
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elementos familiares y poseen, por otro lado, además de los religiosos
y raciales, aspectos de vinculación más asociativos, primordialmente en
el poblado, de donde extraer su diferencia con el villorrio. Podría de­
cirse que en el proceso que pasa a través de familia, aldea, villa y po­
blado y termina en la gran ciudad, hay un tránsito que va de lo ho­
mogéneo a lo heterogéneo, de tal modo que si la familia es un grupo
del todo homogéneo y el villorrio o poblado comparten ambas calida­
des, una en menor grado, la ciudad y la urbe o metrópoli más especial­
mente, son completamente grupos heterogéneos.

En este cuadro de diferenciación evolutiva, los cuatro primeros
pertenecen a la forma mayormente comunitaria, mientras que el po­
blado, la ciudad y la metrópoli corresponden a las formas mayor o
menormente asociativas; las primeras a la sociedad rural y las según*
das a la sociedad urbana.

Ya dentro del plano de una diferenciación precisa entre la socie­
dad rural, alejados de consideraciones teóricas, podemos extraer las
diferencias reales existentes para una mayor especificación. El criterio,
en este caso, del profesor Luis Recaséns Siches es exhaustivo y señala
así:T

a) Mayor población en las sociedades urbanas frente a poblaciones
reducidas en las sociedades rurales. Esta diferencia es general, ya que
no puede abarcar ciertos casos concretos que escapan a una diferencia­
ción generalizada.

b) Mayor densidad de población frente a escasa densidad. Esta
diferencia práctica encuentra su razón de ser en el número de habitan­
tes por unidad de superficie. Sin embargo, no es un dato homogéneo
en las actuales ciudades, ya que si bien las zonas céntricas de las mis­
mas reportan un alto grado de densidad, zonas adyacentes da un in­
dicio de menor concentración dentro de una misma zona metropolitana.

c) Las ciudades, en sus actividades económicas, encuentran una
multiplicidad muy acusada de ocupaciones, cuya calidad hace depender
menos la ocupación de una actividad agraria, que en las sociedades
rurales.

d) La vida económica de las sociedades rurales es más autárquica
en tanto que depende más de la propia producción, mientras que en
las sociedades urbanas aparece una profunda interdependencia de ín­
dole económica.

7. Luis Recaséns Siches: Sociología. Ed. Porrúa, México, 1963.
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e) Aunque en las comunidades rurales la división del trabajo está
bastante generalizada, ya que incluso en agrupamientos primitivos en­
contramos hasta cincuenta actividades diversas, sin embargo, es en las
sociedades urbanas donde esto se encuentra más desarrollado, dando,
por lo tanto, una mayor interdependencia social.

f) La vida rural aparece como más simple que las formas de vida
de la sociedad urbana, ya que carece de elementos tales como compe­
tencia, imitación, propaganda, a las cuales la segunda se encuentra
subordinada. El trabajador rural encuentra satisfacción accesible a li­
mitadas necesidades que son siempre constantes, mientras que el hom­
bre urbano tiene necesidades crecientes al ritmo del progreso técnico,
cultural, comercial.

g) La cohesión social, como en los considerandos anteriores se hizo
hincapié, reside en las sociedades rurales, en lazos de carácter primario
natural; no sucede así en las urbanas donde las relaciones obedecen a
factores secundarios de interés económico abstracto, esto, en las rela­
ciones tanto de vinculación como de desvinculación sociales o interin­
dividuales.

h) Un fenómeno muy característico en las sociedades rurales, es
el acusado control de los usos, costumbres y hasta de la moral, que
se ejerce a través de todos los integrantes del grupo social, mientras
que las asociaciones urbanas se caracterizan por una distinción de este
control el cual, principalmente ha desaparecido del individuo, para pa­
sar a una institución controladora de la conducta del grupo y que se
desplaza de lo moral a lo jurídico.

i) Mientras que en las sociedades rurales el cambio social es lento
e imperceptible y por lo tanto sus estructuras son estables, las socieda­
des urbanas son cambiantes en todos los aspectos, en un proceso acele­
rado, lo que produce que las instituciones se revolucionan constante­
mente en un margen de tiempo reducido. Esto puede acontecer bien
sea por las necesidades crecientes que producen un cambio necesario
o por caprichos, producto de la imitación extralógica; esto es tan acu­
sado, que el aspecto físico de una metrópoli puede variar a la vuelta
de diez o menos años.

j) La interrelación casi natural que se ejerce sobre los individuos
de las comunidades rurales los hace formar un cuerpo estático donde
la excepción es altamente criticada por atentar contra el grupo o,
incluso, perseguida. De ahí que las colectividades de este tipo regis­
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tren una ínfima tolerancia a credos, usos o costumbres diversos a los
de la generalidad. En las ciudades, tales son, como hemos dicho, del
carácter más variado e incluso contradictorio, pero esa situación pro­
duce la indiferencia y un grado alto de tolerancia.

k) La ciudad sufre una movilización constante de sus recursos
humanos, mientras que la población rural se caracteriza por ser per­
manente. Esto se debe a que la ciudad ejerce un sinnúmero de atrac­
ciones que precipitan, como consecuencia, el arribo de grupos a ella.

1) Mientras que, en el campo, la comunidad se encuentra delimi­
tada culturalmente por factores de muchas y muy variadas procedencias
tales como la falta de comunicación, instituciones educativas, usos y tra­
diciones inmodificables, la comunidad social urbana reporta un fuerte
intercambio cultural, debido a todas las tendencias que la forman y a la
existencia de medios de comunicación cultural tales como periódicos,
revistas, universidades, teatros, etc.

m) Mientras en la sociedad urbana la estabilidad en los estratos
sociales apenas existe debido al cambio de actividades y posibilidades
de educación, la sociedad rural es por lo general, en este sentido, está­
tica, incluyendo a los individuos en compartimientos estancos.

Estas diferencias, tomadas del estudio que hace el maestro Recaséns
Siches, son de una gran importancia para poder analizar con posterio­
ridad la sociedad urbana de nuestros días, ya que en ella estos factores
de diferenciación son aún más acusados y característicos por las cir­
cunstancias que los producen. De ahí que, para hablar en términos
generales de sociedad urbana, se precisa distinguirla de aquella que
nacería de profundos y complejos factores hace unos doscientos años."

f) La sociedad urbana de masas
Dos hechos son innegables en nuestro actual grado de civilización

urbana; en primer término, la explosión de las ciudades y en segundo,
el advenimiento de las masas al poderío social;*  el primero, resultado
del segundo, será tratado, lógicamente, en el capítulo posterior sobre
el impacto que ha tenido en el desarrollo de las ciudades.

Por el primero, las sociedades urbanas industrializadas se enfren­
tan con problemas de la más difícil solución que, por su especial con-

8. Ortega y Gasset: Para una interpretación de la Historia Universal. Ed. Revista de
Occidente, Madrid.

9. Ortega y Gasset: La rebelión de las masas. Ed. Revista de Occidente, Madrid, 1963. 
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textura, abarcan todas las ramas de las ciencias sociales. Este proceso
de arribo de las masas a la perspectiva social arranca de varios factores
interrelacionados.

El fin de la sociedad feudal y por lo tanto el predominio acelerado
de las ciudades en detrimento de lo rural, se vio favorecido por las
ideas, en la política, de la Revolución francesa, que desplazó a los
hombres de la tierra para concentrarlos en las ciudades, transformando
el hombre ideal, en el hombre del burgo, "burgués”. A ello se añade
el paso de la sociedad urbana de régimen gremial, como venían siendo
las instituciones hasta los albores de la Revolución francesa, a una
sociedad urbana de origen industrial, provocada por la Primera Revo­
lución Industrial que desplazó el trabajo individual para convertirlo en
un factor de la producción en gran escala del industrialismo y del ca­
pitalismo. A esto hay que añadir, además, la revolución demográfica
que produce un inusitado aumento, fuera de todo precedente, en la
población de Europa y América en el siglo pasado. En el siglo actual,
en síntesis, estas tres grandes revoluciones: la Revolución Política re­
presentada, principalmente, por la Revolución francesa; la Revolución
Económica, por la Revolución Industrial, y la Revolución Demográfica,
han provocado al advenimiento universal de las masas al panorama
histórico de Occidente en lo concerniente al desarrollo y multiplicación
de las ciudades y, sobre todo, la aparición de la ciudad metrópoli con
sus grandes problemas. Estos aspectos han traído las siguientes conse­
cuencias:

1. Aumento sin precedente en la población del mundo y, en par­
ticular, de la europea que sumaba 180 millones de almas en 1800; 460
millones en 1914.

2. La Revolución Científica-Tecnológica y Económica que culmina
con la producción maquinista industrial.

3. Migraciones del campo a la ciudad y la disolución de las co­
munidades rurales.

4. Urbanización acelerada que origina la existencia de clases tra­
bajadoras en disponibilidad, un mercado libre y la posesión de zonas
coloniales por los países industrializados.

5. Racionalización creciente en el orden económico, social, admi­
nistrativo y político, ajustado a una democracia que en el siglo xix es
democracia de minorías, y en el xx, democracia de masas.

6. Elevación de la compleja división del trabajo y creación de em­
pleos y actividades diversas.



PERSPECTIVAS SOCIOECONOMICAS DEL DERECHO... 293:

7. Régimen social favorecido por la centralización burocrática.
8. Creación de una mentalidad colectiva por los medios de comu­

nicación de masas.
9. Aparición del individuo de consumo, como consecuencia de los

medios propagandísticos y, por consecuencia, de la sociedad de consumo.
10. Educación pública generalizada.
11. Ocio planeado dentro de marcos colectivos, atractivo a la po­

blación de zonas no urbanas.
12. Transportes rápidos de largo alcance.
13. Decrecimiento hasta la anulación, en las ciudades, de toda

homogeneidad de grupo, substituida por factores asociativos, externos
comercios, diversión, salud, etc.10

g) Características de la sociedad urbana de masas
Ante todo, frente al gran desarrollo de la ciudad, podemos afir­

mar que, principalmente, la moderna sociedad urbana está basada, de
manera primordial, en relaciones de índole económica. El motivo es,
precisamente y con gran especialización, las relaciones de productores
de bienes, servicios y consumidores de los mismos, por lo que dicha
sociedad es, en primera instancia, producto de un factor asociativo
externo.

Esta sociedad de productores y consumidores se acelera rápidamen­
te y conforme aumentan sus redes de distribución, se hace compleja
y la organización se dificulta, por lo que en las sociedades urbanas es
preciso crear una serie de facilidades técnicas que se traducen en em­
pleos y ocupaciones que sólo la gran ciudad puede ofrecer y que, en
términos medios, son más remuneradas que las actividades rurales. A
tal situación corresponden características fundamentales de la sociedad
urbana, que podemos entresacar de la más simple observación:

a) Sociedad de consumidores. Esta puede ser, en una teoría socio­
lógica, el antecedente de todas las características sociales urbanas, por
lo que lógicamente es la primera que debe aparecer.

b) Substitución de vínculos primarios por secundarios. Esto trae
como consecuencia que las bases tradicionales de la solidaridad social se

10. Roberto Rodríguez Bustamante: Teoría Sociológica y Sociedad de Masas. Ed. 3,
Buenos Aíres, 1960.
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encuentren socavadas y substituidas totalmente por actividades indus­
triales, educacionales, recreativas, exteriores al hogar y a la familia y,
consecuentemente, por ellas se produce el decrecimiento de la estruc­
tura familiar.

c) Alza del nivel de vida como resultado de la gran oferta y de
la gran demada. Por ejemplo, los salarios más altos y su constante au­
mento provocan, en términos generales, acelerado proceso económico
que se traduce en un aumento en el costo de la vida, pero, al mismo
tiempo, en grandes facilidades para alcanzarlo, en un proceso de in­
flación que se agudiza en las ciudades.

d) Mayor posibilidad ocupacional como resultado del aumento de
los servidos y la producdón frente a la gran demanda. Este es uno de
los grandes atractivos urbanos que provoca afluencia de personas del
marco rural a los centros urbanos.

e) Mayor seguridad, resultado de una preocupación creciente en
esferas de organización pública y privada a través de medidas de sa­
lubridad, que provocan un crecimiento de la población urbana en tasas
mucho mayores a las de la población rural.

f) Complejidad de los medios de comunicación como resultado
del gran desarrollo y crecimiento; las grandes ciudades precisan tanto
vías de comunicación física, calles, avenidas, freeways, como vías de
comunicación intelectiva: red telefónica, radio, televisión, correo, etc.,
con el fin de dar caminos expeditos a la maquinaria industrial económica.

g) Apropiación del suelo por la máquina, que es consecuencia de
la anterior y viene a ser un problema frente a la producción de auto­
móviles y otros vehículos de tránsito citadino que inundan las ciudades
en su totalidad.

h) Crecimiento del valor de la tierra por el que las grandes ciu­
dades están pobladas de edificios que hoy abarcan, incluso, las zonas
residenciales. Esto se debe al alto valor de la tierra, consecuencia de la
substitución de la función habitacional por una función económica pro­
ductiva que hace incosteable ya, por el valor mismo del terreno, la
casa unifamiliar, así como también por los altos gravámenes que sig­
nifica y que hacen necesario un máximo aprovechamiento del suelo.

i) Vida colectivizada que se origina como consecuencia de una
mayor interrelación e interdependencia socioeconómica: se vive en gran­
des conjuntos, se compra en enormes almacenes, se come en sitios pú­
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blicos, se distrae la mente en los cines, teatros y espectáculos dedicados
a grandes concentraciones.

j) Atomización del hombre porque la vida no es ya producto y
consecuencia del individuo en las grandes ciudades, sino que está hecha
y moldeada por la gran masa que impone sus gustos y sus deseos sobre
los del hombre individual, por lo que, el mismo tiene que aparecer
como engranaje o átomo de una colectividad gigantesca.

Las características que hemos señalado en un esfuerzo de sinteti-
zación no son independientes. Casi todas ellas se encuentran fuerte­
mente interrelacionadas entre sí como causas una de la otra, o como
efectos generales o parciales. Lo que de esta enunciación hecha se
puede deducir, es la profunda complejidad con que aparece hoy la so­
ciedad en la metrópoli.

A esta complejidad estructural de la sociedad urbana corresponde,
asimismo, un muy difícil planteamiento y solución de sus problemas.

Ante el crecimiento de las ciudades en el siglo pasado, los román­
ticos preindustriales propusieron un idílico retorno a la sociedad rural
que correspondía, más que a una búsqueda concretamente efectiva, a
una solución de carácter individualista. Las ciudades, es un hecho, no
pueden ser abandonadas. La complejidad de sus problemas obedece a
que en ellas las necesidades crecen a un ritmo acelerado, de tal modo
que su solución tiene que ser resultado de un esfuerzo colectivo, por
el enorme agrupamiento que significan.

La gente, concentrada en proporciones enormes, ha llegado a ori­
ginar problemas de todo tipo, que significan un reto a las administra­
ciones metropolitanas y a los sistemas político-jurídicos que pretenden,
aunque escasamente, a través de una normación jurídica, regular as­
pectos muy amplios desde pavimentación, edificación, vialidad, sanidad,
fuentes energéticas, económicas, etc., hasta problemas a nivel jurídico
que lo anterior reporta y que la ciudad, como modo de vida, precisa
recoger y ordenar en el marco de existencia actual y con la planeación
suficiente a una urbe futura.

Esta gigantesca forma de comunidad llamada sociedad urbana, re­
corre hoy caminos que pueden conducirla a una crisis aún más vio­
lenta que la que reporta, por lo que es necesario canalizar los aspectos
objetivos de su existencia (ubicación, tamaño, crecimiento) y los aspec­
tos sociales en formas de organización adecuada.

Asimismo, se precisa para la resolución de sus problemas, contrario
a los pensadores románticos, de una actitud valorativa liberada de com­
promisos o ideologías en pro o en contra de la vida urbana.
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Por último, es preciso el planteamiento de un método de investi­
gación11 que facilite el acceso a los hechos característicos de la ciudad
a fin de lograr, con los índices que reportan tales hechos, la posibilidad
de una planificación integral, sin la que la ciudad necesariamente ca­
mina hacia su propia destrucción.12

II. LA CIUDAD, SUS FORMAS

a) Hacia una búsqueda del concepto de ciudad
La ciudad es el asiento donde esta sociedad urbana, de la que ya

hemos hablado en el tema anterior, vive y se desarrolla con la profun­
da complejidad que implica la vida de las grandes y pequeñas urbes.
De este laberíntico problema que la constituye se deriva, asimismo un
intrincado problema de definición que debe de plantearse con el fin
de centrar la realidad conceptual del objeto sobre el que se ha de pre­
dicar en este trabajo.

La ciudad es un prisma de innumerables facetas, todas las cuales
se dan en el tiempo y en el espacio. De la misma forma que una nube
cambiante puede transformarse en momentos; así las ciudades en mar­
gen de tiempo mayor o menor, modifican su contorno e incluso su es­
tructura íntima.

Volviendo al prisma al que hemos considerado ya como ejemplifi-
cativo, por su parte contraria, las ciudades en el espacio difieren las
unas de las otras con la misma intensidad como lo son diversas en el
tiempo; Casablanca, en la costa del Africa del Norte, es totalmente
diversa en concepción a la recientemente construida ciudad de Brasilia.

El fin, por otro lado, también aparece como otro extremo del pris­
ma, ya sea que éste haya sido dado por la voluntad del hombre o por
las circunstancias naturales que unidas la hayan conformado; de esta
forma, dos ciudades cercanas, en la costa de los Estados Unidos como
Washington y Nueva York, a pesar de la proximidad y la contempo­
raneidad, nos resultan totalmente diversas por la diferencia de fines,
ya que la una es eminentemente comercial y de tráfico marítimo, y la
otra es asiento de los poderes federales de una nación.

Así, las ciudades pueden ser gubernamentales, portuarias, universi­
tarias, etc. Aunque muchas de estas características se den en casi la
totalidad de las modernas metrópolis, destacan casi siempre una o dos
de estas funciones, dando por lo tanto problemas y soluciones diversas.
11. Ricardo Posas A reí niega: El desarrollo de la Comunidad. UNAM, 1964, México,

p. 82.
12. Richard Neutra: Planificar para sobrevivir. México, 1958.
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El medio geográfico complica aún más la visión panorámica, ya
que de la regularidad del terreno o del paso de un río dependen, en
ocasiones, el aspecto y soluciones que deban de adoptarse.

Aún más, el punto de vista desde el que se contempla una ciudad,
es otra variante que dificulta su definición formal, ya que las diversas
especialidades que estudian este problema pueden pretender su defini­
ción formal desde su ángulo particular de dominio, ignorando otros
aspectos.18

Por lo que se ha visto la definición —que hemos de dar, para que
el objeto de estudio sea lo menos limitado posible por las categorías
enunciadas y por otras que no entro a precisar— ha de ser totalizadora
en principio, constante y objetiva, ha de comprender su esencia en todo
tiempo, en todo lugar y bajo cualquier circunstancia; o sea, aquellas
que por la simple intuición captamos como ciudades existentes o his­
tóricas, desde Tebas hasta Brasilia, de Detroit a Roma, Nueva York
o Brujas.

La ciudad es, ante todo, un hecho real que pertenece al mundo ex­
terior a lo largo del tiempo. Esto nos aleja del campo de las ideas,
de las instituciones y de todas las creaciones meramente intelectivas
que pueden pertenecer al acervo espiritual del hombre, para colocamos
en el campo de la realidad de los objetos tangibles que pueden ser
apreciados por los sentidos de una u otra manera. Como se indica,
es también una creación humana con propósitos y fines definidos, no
un ser de la naturaleza sino de naturaleza, cualquiera que ésta sea,
creada por el hombre y que, sin embargo, no constituye el hombre
mismo, sea desde el punto de vista colectivo o desde el individual;
de tal modo que la ciudad no es la sociedad urbana que la habita,
sino que entre ellas existe sólo una relación que hay que tomar en
cuenta para que una definición pueda considerarse como suficiente.

Tomando en cuenta la naturaleza de la ciudad como ente real
creado por el esfuerzo humano, se han pretendido infinidad de con-
ceptualizaciones sobre su esencia. Geógrafos, historiadores, economistas
y estudiosos de las ciencias sociales, han llevado a cabo intentos de
definición más o menos felices, pero todos ellos en forma limitada por
el punto de vista o por la falta de generalidad que toda definición debe
contener.

Entre las más notables se encuentran las tesis realistas; éstas han
pretendido definir la ciudad desde un punto de vista exclusivamente 13 

13. Louis Wirth: El urbanismo como Modo de Vida. Ed. 3, Buenos Aires, 1962, p. 11.
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físico, como la propuesta por Mark Jefferson en su libro:1* La ciudad
es un conjunto de edificaciones, vías de acceso y de desfogue a ellas
y su conjunto. Dicha definición carece del contenido relativamente in­
terno y ordenado que estas edificaciones significan como morada del
hombre y cae dentro de otras formas de agolpamiento social como
nación, familia, etc.

El criterio que aparece entonces como medio de superación de esta
deficiencia, señala Wilcox en su libro,14 15 lo constituye la densidad de
población, o sea, el número de habitantes por espacio concreto, "milla
cuadrada”. Aun cuando la relatividad se vea superada con este criterio,
no así la vaguedad que hemos criticado en la anterior, ya que el mar­
gen de densidad puede variar de un extremo a otro: de una ciudad
jardín de densidad muy baja a una ciudad de multifamiliares de ex­
trema densidad, ambos fenómenos urbanos de carácter definido. Por
otro lado, ¿cuál es el criterio? 10.000 por milla cuadrada o 1.000 sus­
tentado arbitrariamente por Wilcox. En síntesis, ninguna definición que
pretenda incluir el objeto dentro de un criterio numérico relativo o no,
podrá ser satisfactoria por carecer de la generalidad necesaria, en la
que se ha insistido.

Otras tesis, las sociológicas, hacen hincapié, para la definición
apropiada, en diversos criterios de índole externa a su realidad. Así,
la tesis de la ocupación de sus habitantes, señala que la ciudad es
agrupamiento de individuos dedicados a actividades industriales, co­
merciales, profesionales u otras, lo cual no puede ser aceptado ya que
como hemos visto, el fin de la urbe puede ser todo lo variado que se
quiera y no se ve circunscrito a la ocupación de sus habitantes, puesto
que incluso dentro de las áreas urbanas, actividades eminentementes ru­
rales como la agricultura y la ganadería, pueden darse en forma, por su­
puesto, más limitada.

La tesis jurídica hace hincapié en que la ciudad es una persona
moral dotada de leyes de orden público, a través de las cuales presta
a sí misma, servicios públicos. Sin embargo, no consideramos pertinente
esta definición, debido a que no agota el contenido sociológico; sola­
mente estructura una definición formal jurídica que para el efecto
no es operante.

La arquitectura, vocera actual del urbanismo, ha pretendido tam­
bién una definición del fenómeno cívico. En el marco que consideran 

14. Mark Jefferson: The Anlropogeographit of Some Greai Citios. BulI American,
Geographie Society, 1909, p. 302.

15. W. F. Wilcox: A Definition of City in Terms of Densily. The Urban Commu-
ntly. Chicago, 1926, p. 119.
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los profesionales de mayor autoridad, Walter Gropius,18 maestro insigne
de la arquitectura moderna, compara la ciudad a una gran casa perte­
neciente al ente colectivo urbano que vive y se desarrolla en ella, apun­
tando: que la urbe es la morada orgánica del hombre social, en la que
desarrolla la multitud de sus actividades. Este señalamiento no deja
de ser ingenioso, pero la alegoría que lo constituye carece de valor
científico para un estudio más profundo y objetivo; la búsqueda de un
concepto debe de ser de tal amplitud que no se vea ligada a aspectos
parciales. Desde otro ángulo, este hombre social al que se refiere no
se precisa, ya que tal, es tanto en una primera célula como la familia,
como en una muy compleja, la nación.

Todas las críticas que se han dado a las diversas posiciones en un
sentido o en otro, han llegado a la conclusión de que la ciudad posee,
ante todo, un carácter esencialmente sociológico, aun cuando pueda ser
contemplada desde otros ángulos de visión y todo criterio que pretenda
justificar su elaboración posterior en el estudio de las urbes, sea éste
arquitectónico, económico o jurídico, habrá de buscar necesariamente
la esencia del fenómeno urbano en consideraciones de índole socioló­
gica por ser éstas las que íntimamente constituyen la trama de lo ur­
bano. Una ciudad sin sociedad, de la cual, según Gropius, es su mo­
rada, no puede concebirse, por lo tanto. Habiéndome ocupado de esto
en el Subtema I, resulta relativamente fácil una definición basada en
este criterio.

La ciudad es un establecimiento sobre un territorio extenso, relati­
vamente permanente, de alta densidad de ocupantes, que constituye un
todo orgánico, formada por individuos totalmente heterogéneos que
realizan actividades diversas, constituyendo una forma de asociación par­
cial regulada. Sobre la base de la presente definición que esta forma
de asociación peculiar constituye, podemos ya partir hacia su especiali-
zación, bien por funciones o por lo que como objeto pueda significar
para una ciencia o disciplina determinada como lo es nuestra materia.

b) Clasificación de las ciudades por sus funciones
Antes de ver las causas del cambio urbano, el origen de su for­

mación y su evolución histórica, que aparecen como gamas o facetas
de este prisma social, hay que contemplar que aún hoy las ciudades
modernas, a pesar de la multiplicidad de las funciones que desempe­
ñan, pueden tener una o varias funciones preponderantes que crean 16 * 

16. Walter Gropius: Alcances de la Arquitectura Integral. Ed. La Isla, Buenos Aires,
1956, p. 120.
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una diferencia de una metrópoli a otra, con enormes consecuencias
en todos los planos, sobre todo en aquel que es el motivo de este
trabajo, el jurídico. La solución de una ley dictada en un sentido para
una ciudad moderna e industrial, puede ser absurda en una ciudad
museo. Así, si se tiene ya un concepto general, se pretende, en este
apartado, encontrar las diversas formas que éste puede adoptar en
la realidad.17

1. La ciudad comercial

Es una de las formas más comunes como una ciudad se presenta,
ya que casi sin excepción el origen de casi todas ha sido, en principio,
comercial. Actualmente los pequeños poblados tanto en México como
en multitud de países, son centros de cambio de toda una pequeña
región. Su mayor florecimiento se da hoy, pero su origen deviene de
los burgos medievales contrapuestos al régimen feudal de limitadísimo
intercambio;18 estas ciudades, sobre todo durante la Edad Media, fueron
o bien puertos marítimos o centros de una red fluvial navegable. Ve-
necia, en esta época, es un ejemplo característico, como también Lon­
dres en el siglo xvn. Hoy, una gran cantidad de las ciudades impor­
tantes, tienen en forma principalísima, esta destacada función de ser
grandes centros de intercambio como Nueva York, Buenos Aires, Ham-
burgo, Yokohama y Chicago, por no mencionar otras cuyas funciones
pudieran confundirse. Estas se adaptan a la definición anterior, pero
hay que agregar que además son, en esencia, centros de cambio tanto
de mercancías como de dinero o servicios. Su aspecto general es de un
gran movimiento vial y desarrollo de comunicaciones en cantidad cre­
ciente y el valor del suelo va en incremento con el auge comercial;
calles enteras de una ciudad de este tipo se ven ocupadas por almace­
nes y misceláneas de índole diversa; requieren vías de comunicación
con el exterior, rápidas y cómodas, lo que determina la necesidad de
construir instalaciones portuarias, amplios centros ferroviarios y alma­
cenes para el acopio de mercancías. Una sabia legislación en relación
a ellas, requiere la capitalización de fondos públicos para el incremento
de tales instalaciones, motor de su vida económica, y la limitación de
tales actividades en relación al aumento del mercado interno e inter­
nacional. Son ciudades densamente pobladas que precisan una regula­

17. Levi Matrero: La Tierra y sus Recursos. Publicaciones Cultural, La Habana,
1956, p. 289. .

18. Henri Pirenne: Historia de Europa. Fondo de Cultura Económica, 1956, p. 263.
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ción estricta del tráfico para que la comunicación no se vea interrum­
pida,- todo esto dentro de un marco actual sin la proposición de refor­
mas determinantes que a una ciudad de este tipo le son apremiantes.

2. La ciudad industrial

Esta, ante todo, pertenece a un tipo semejante a la anterior, ya
que se trata, en ambos casos, de la realización de una actividad prepon-
derantemente económica. En la actualidad las grandes ciudades indus­
triales comparten asimismo una boyante actividad económica y viceversa,
pero se trata aquí de abstraer las características de cada una, más que
presentar un cuadro totalizador como pretendimos al buscar la defini­
ción general. El origen de las ciudades industriales del Occidente ac­
tual se remonta también, como en el tipo precedente,19 al siglo xi de
nuestra era, en la aparición del burgo medieval y de los gremios arte­
sanales, origen de la industria moderna, que trabajaban organizados
intramuros del burgo. Su gran desarrollo se da gracias a la Revolución
Industrial, principalmente en Inglaterra durante los siglos xvni y xix,
por las causas que se verán en el apartado histórico.

Al encontrarnos frente a este tipo, aparece, como diferencia espe­
cífica, que las ciudades industriales son ante todo centros de producción
de bienes económicos y centros de captación de materias primas para
este efecto. Ejemplos destacados lo son Chicago y Detroit, en los Esta­
dos Unidos; Lyon, Essen, Colonia y Milán, en Europa; Osaka y Nagoya,
en el Japón; Sao Paulo, en América del Sur; Monterrey, en nuestro
país y el curioso ejemplo de una ciudad satélite de la gran urbe me­
xicana, como lo es Tlalnepantla, eminentemente industrial.

Las ciudades de este tipo se caracterizan por una gran densidad
de población dedicada a la industria o a los servicios que ésta requiere
para su pleno desenvolvimiento. Esta concentración crea el problema
enorme de la clase media, por el gran desenvolvimiento que la indus­
tria requiere. Asimismo el problema de la zonificación urbana determi­
na la necesidad de leyes y reglamentos en este sentido para evitar la
confusión de vivienda e industrias en una zona, creando problemas de
salubridad pública que es necesario remediar y prever.

3. La ciudad gubernativa
Otra abstracción la constituye este nuevo tipo que por lo general

es la capital de un estado. En la antigüedad, centros administrativos 

19. Henri Pirenne: op. cit.
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de la época lo fueron Tebas y Menfis, en Egipto. Las más notables,
sin embargo, lo fueron Atenas y Roma. Estas ciudades y las de hoy
son específicamente centros gubernativos de gran movimiento burocrá­
tico. La función en sí de estas metrópolis sería muy simple en sus pro­
blemas y soluciones si no se contara que además de esto son también
por lo general, centros fabriles y comerciales. Una tendencia desde me­
diados del siglo xix es la de separar específicamente tales funciones
en una ciudad aparte. Una de las primeras experiencias en este sentido
fue la construcción de la ciudad de Washington por el arquitecto fran­
cés Charles L’Enfant, en un sitio despoblado, junto a las márgenes del
río Potomac. La intención de L’Enfant fue, por un medio arquitectó­
nico, realzar la majestad de los edificios pertenecientes a los poderes
de la Unión, gracias a la utilización de avenidas amplias, extensas,
zonas verdes, etc. Otros ejemplos actuales ya, son las ciudades de Bra­
silia, de Oscar Niemeyer; Islamabad, en Pakistán, obra del gran ur­
banista griego, quizá el más notable, Constantinos Doxiades, y Chan-
digra, proyecto y ejecución de Le Corbusier.

Todas estas ciudades, ya bien sean creadas exprofeso o modificadas
con posterioridad, asoman características semejantes; grandes avenidas,
plazas públicas, edificios de gran calidad y magnitudes arquitectónicas,
instalaciones culturales, monumentos y zonas verdes. Requieren normas
de ejecución de carácter estético y escénico tanto en edificios como
en obras viales. Ejemplo de ellas son París y Versalles; Madrid, ciudad
también relativamente artificial; Viena, sede de los Austrias, con sus
amplios bulevares; Berlín, destruida desgraciadamente, Pekín y las ya
mencionadas, por supuesto. En menor grado las ciudades como Moscú,
Buenos Aires, La Habana y México, etc. Estos son los tipos actuales
más importantes que combinados forman la "megalópolis” actual; sin
embargo, hay otros que no se pueden ignorar.

4. La ciudad cultural

Esta, por lo general, se manifiesta como una urbe de dimensiones
más limitadas y de densidad menor y por lo tanto de un grado de hete­
rogeneidad reducido. Comúnmente agrupa varias instituciones de ca­
rácter cultural o una universidad de tal calidad que atrae, a los estu­
diosos de una materia, del mundo entero. Su desarrollo se inicia en la
Edad Media,20 constituyéndose en una, con los burgos comerciales y
artesanales. Hoy estas actividades, desplazadas por motivos económicos 
20. Jacques Le Goff: Los Intelectuales de la Edad Media, Ed. Eudeba, Buenos Aires,

1957, p. 191.
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carecen en ellas de importancia, quedando tan sólo la institución cul­
tural. Son famosas las del Viejo Continente, ya que en el nuevo ninguna
puede destacar de otras funciones con especialidad. Por lo general su
nombre acompaña al de la universidad que les ha dado fama. Sala­
manca, en España;- Oxford, en Inglaterra; Lozaina, en Bélgica; Bolonia,
en Italia; Heidelberg, en Alemania. Los problemas de legislación que
veremos en otro apartado, más ampliamente después, corresponden por
lo general a los de la ciudad museo.

5. La ciudad religiosa
Es un tipo casi desaparecido actualmente; sin embargo, tuvo gran

desarrollo en la antigüedad y en la Edad Media. Aun hoy en día, ciu­
dades de otras funciones comparten un aspecto religioso que aumenta
su importancia. Antes de nuestra era, un ejemplo clásico es Elefantina,
santuario de la diosa Isis y Tel-El-Amarna de Aton, que produjeron mul­
titud de peregrinaciones. En Grecia, Delfos, sede del famoso Oráculo.
En el medievo, Santiago de Compostela y todas las ciudades en ruta
fueron de gran importancia. Hoy sólo unas cuantas como el Vaticano,
Lourdes y La Meca, continúan atrayendo gran cantidad de peregrinos,
por no citar más que ejemplos definitivos en donde esta característica
es patente. Son éstas, ciudades de baja densidad de población. Sin em­
bargo, en su época de peregrinaciones, grandes cantidades de población
flotante las invaden para celebrar la fiesta religiosa local. En estas épo­
cas sus problemas son crecientes, requieren una regulación eficiente
del terreno, alojamiento, salubridad y otros problemas relacionados con
su población migratoria. Su característica es la de ser centros de adora­
ción de una divinidad o santo, o sede de los poderes temporales de
una iglesia o credo. Su configuración es la de una ciudad sin impor­
tancia, pero dotada de plazas de reunión y de grandes monumentos
religiosos.

6. La ciudad de servicios

Esta se determina en relación a las anteriores y el concepto general,
por ser un centro donde se presta un servicio especializado comúnmen­
te médico o de salud. Dotadas especialmente de grandes instalaciones
tales como sanatorios y clínicas, atraen enfermos de una región muy
vasta e incluso de otros países por la calidad o la forma de sus ser­
vicios. Con excepción de la ciudad de Rochester, en el estado de Minne­
sota y de pequeños poblados suizos de tratamiento de la tuberculosis, 
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que van desapareciendo, todos los demás centros hospitalarios se ubi­
can zonificados en ciudades donde otras funciones absorben esta ca­
racterística y casi la nulifican. Sus problemas son de salubridad frente
a enfermedades contagiosas, y de vías de comunicación para el arribo
y traslado eficiente de los enfermos, sin contar los de alojamiento en
hospitales públicos o privados que requieren de una ordenación y del
control de gases tóxicos y ruidos, que pueden lesionar o mermar la
salud de los enfermos.

7. La ciudad museo
Es imposible que instituciones culturales como museos o bibliote­

cas alberguen en su seno calles, edificios y rincones que por su interés
histórico o artístico son de importancia categórica para el acervo cul­
tural de la humanidad. Estas ciudades se identifican por ser centros
en los cuales la calidad artística o la importancia histórica las hacen
intocables y dignas de respeto. Por lo general son antiguas ciudades
aún vivas, que en épocas pasadas tuvieron una importancia de las ín­
doles que hemos citado ya, pero sin embargo, por diversos motivos
ésta se vio desplazada, como sucedió con Venecia, Gante y Brujas, im­
portantes centros portuarios y comerciales de la Edad Media, que han
dejado a esta época multitud de edificios y rincones de gran calidad
o simplemente inspiradores.

Estas se identifican con las ciudades culturales, religiosas, etc., pero
su interés es preponderantemente artístico o histórico, aunque en ellas
se realicen aun otras funciones. Su origen como museo es muy reciente;
deviene de mediados del siglo xix, cuando el interés de la humanidad
comenzó a volcarse sobre el pasado, principalmente con el romanticis­
mo.21 Hoy comparten un interés comercial por el turismo que las visita.
Entre ellas situaremos, primero, las más características como Rotemburgo,
en Alemania, ciudad eminentemente protegida que guarda el sabor del
burgo medieval alemán; Siena, en Italia, así como Pisa, ciudades del
gótico italiano; Chartres, en Francia, famosa por su catedral; Toledo y
Segovia, en España, e incluso una capital extraordinaria, Praga, en
Checoslovaquia y Cracovia, en Polonia, por no mencionar otras de gran
importancia. En América, Guanajuato, Pátzcuaro y Taxco, así como las
peruanas Cuzco y Arequipa, son dignas de mención. Estas ciudades
requieren de estatutos protectores, sea tratándose de entidades totales,
como de zonas en ciudades de otra importancia. Afortunadamente estas 

21. Marcel Brion: UArt Romantique. Hachette, París, 1964, p. 30.
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disposiciones se han comenzado ya a poner en vigor para resguardar
este legado. Por desgracia en nuestro país se ven limitadas a edificios
que, sin ser la totalidad, pierden su aspecto armónico.

8. La ciudad recreo
Centros de esparcimiento físico y mental, tienen su origen en el

siglo xviii, en Inglaterra con la ciudad de Bath,22 que indica su carácter
de centro bañista y la población de Badén Badén, en Alemania, del
mismo fin. Desde entonces hasta hoy han tenido gran incremento. Se ca­
racterizan por ser puertos de mar con Biarritz, Miami, Acapulco y Mar
del Plata; o lugares en el interior, con bellezas naturales acompañadas
de balnearios, aguas sulfurosas, o simplemente un interés natural. De
este tipo, Fugiya, en el Japón, es ejemplo destacado; en México, San
José Purúa e Ixtapan de la Sal, son sitios de esta índole. Su población
es flotante, pero en temporada de vacaciones reportan problemas se­
mejantes a los de las grandes urbes, sobre todo cuando les son cerca­
nas o de gran importancia. Una legislación apropiada exige, en tem­
poradas, todas las soluciones de las grandes urbes así como la pro­
tección de las bellezas naturales que las hacen atractivas, y el racional
aprovechamiento de los recursos naturales, sobre todo acuíferos y de
vegetación. Una variante de este tipo son las ciudades de festival en
las que se celebran, año con año, festividades deportivas o artísticas
que atraen multitud de personas.

9. La ciudad agrícola
Casi totalmente desaparecida o convertida en centro industrial de

transformación de productos del campo que la identifican con una ciu­
dad industrial, es, sin embargo, sensiblemente distinta, ya que en su
apariencia presenta la penetración de extensas zonas verdes de cultivo
dentro de los límites del recinto urbano. Por otra parte, siempre es de
menor densidad que la urbe meramente industrial, con un grado de
heterogeneidad muy inferior a su semejante. En México, toda la zona
del Bajío se vio constituida por poblaciones agrarias. En Europa, en la
zona vinícola de Burdeos, y de Champaña, existen ciudades de este
tipo. Algunos teóricos de la arquitectura han pretendido, como Frank
Lloyd Wright, maestro de la arquitectura norteamericana, el retomo
a este tipo de establecimientos, recordando la antigua forma de vida
de los pioneros. En Usonia, la ciudad creada por él en su libro: The

22. Banister Fletcher; A History of Architecture. Lone Press, 1961, pp. 646, 874, 948.
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Living City,-2 planea una ciudad campestre en la que las actividades
de índole urbana, industriales, comerciales, etc., se entremezclan con
las rurales sobre el tapete urbano en una concepción que si bien casi
idílica, no deja de ser interesante.

10. La ciudad estratégica
Erizada como una fortaleza de murallas, la ciudad estratégica ha

dejado completamente de existir, con esa función, al desaparecer el
feudalismo totalmente, a principios del siglo xix; hoy es tan sólo una
ciudad museo de enorme interés que puede identificarse a ella absolu­
tamente. Como ejemplos tenemos, en Europa, a Carcassona, medio bur­
go, medio feudal, levantada estratégicamente por los católicos en el
siglo xiv en el territorio albigense;581 otra posterior es Campeche, ejem­
plo sin paralelo en toda América, de una ciudad amurallada como de­
fensa contra los piratas. Avila, en España, de este mismo tipo, se fundó
como cabeza de la Reconquista en las inmediaciones del territorio
morisco.

Hoy, las funciones estratégicas de una ciudad corresponden sólo
por su posición geográfica, pero a la ciudad en sí, esta categoría es
totalmente accidental. Constantinopla o Estambul es la guarnición del
Bósforo, punto de sensible importancia;- lo mismo Suez o Port Saíd,
en el canal; Gibraltar, en territorio español, son entradas del Medite­
rráneo. Sin embargo, estas categorías no afectan en nada su estructura
ni sus funciones.

11. La ciudad fantasma
Está deshabitada, por sus calles no corre la vida como en los otros

ejemplos, en ninguna dirección; apenas un grupo de guardias la ha­
bitan, como parte de un trabajo de vigilancia o de mantenimiento. Su
población es totalmente flotante que de una forma o de otra, acude
en busca de algo. Fueron abandonadas hace siglos a causa de una ca­
lamidad; un terremoto, como en el caso de Antigua, en Guatemala;
una erupción, la del Vesubio, que hizo desaparecer a Pompeya y Hercu-
lano por siglos; el agotamiento de una mina, como en Marfil, Gua-
najuato; una epidemia, como se supone en las ciudades mayas, o una
invasión destructiva, en Micenas, Grecia. Todas ellas han muerto y son
como el esqueleto de ciudad. Su interés es solamente histórico. La dife­
rencia con la ciudad museo, es que esta última revive tiempos pasados
23. Frank Lloyd Wright: The Living City. Mentor Book, p. 127.
24. Arnold Toynbee: The Ciliei of Destiny. Thames Hudson, Londres, 1968, p. 91. 
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y continúa habitada en su totalidad; la ciudad muerta es sólo un re­
cuerdo. Sus leyes han dejado de ser escritas por sus ciudadanos. Hoy
únicamente la legislación la protege del pillaje y de la inexorable de­
vastación de la naturaleza.

12. La necrópolis
Por último, estas ciudades quedan para ser explicadas. En la albo­

rada del fenómeno urbano, cuando el hombre aún permanecía parcial­
mente nómada, aparecieron éstas. El hombre era un recolector, un
cazador que lentamente se identificaba con una región donde más tar­
de aparecían sus ciudades. Al morir, los miembros de la tribu enterra­
ban los cadáveres en un lugar determinado, cerca de otros que los ha­
bían precedido; este fue el principio. Más tarde, al multiplicarse, for­
maron un nacimiento de túmulos como una señal de la patria de los
antepasados.25

Al establecerse definitivamente, según el libro de Louis Mumford,
lo hicieron ahí, en las tierras de las ciudades de los muertos. En tiem­
pos históricos, las metrópolis se desarrollaron junto a las ciudades;
cercana a Tebas, la necrópolis del Valle de los Reyes, aún sigue apor­
tando datos sobre la civilización egipcia; Cervatinia, ciudad mortuoria
de los etruscos, poseía más de 650 túmulos o tumbas familiares; Monte
Albán, en su decadencia, se convirtió en una necrópolis. Aunque sin
tanta especialización, las ciudades actuales enmarcan, dentro de sus
límites, enormes necrópolis como el cementerio de East River, en Nue­
va York, de varias hectáreas de extensión. Este fenómeno forma parte
de las ciudades vivientes de hoy y es también un fenómeno social y
urbano del que algunas leyes y reglamentos en todas las legislaciones
del mundo se ocupan, como lo hacen en forma aún primitiva, de otros
aspectos multiformes de la urbe.

c) El tamaño de las urbes
Para los establecimientos humanos de hoy en día, carece de im­

portancia la relación cuantitativa en función con la especialidad que
se ha hablado; sólo es de vital trascendencia que tales ejemplos, de
la abstracción emprendida, viven y requieren soluciones determinadas
dentro del marco actual de nuestras ciudades.

Una distinción que es perentorio hacer. Una vez observado el
fenómeno urbano y sus funciones, es la referente a la complejidad
con que éstas pueden hacer su aparición en el mundo de hoy y una 

25. Louis Mumford: La Ciudad en la Historia. Ed. Infinito, Buenos Aires, 1966, p. 13.
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visión somera en un futuro que, por lo inmediato, llama a la puerta
y nos debe hacer contestar hoy con todo el bagaje que la cultura y la
experiencia nos hayan aportado.

Según el destacado urbanista griego Constantinos Doxiades, a quien
para este tema se acudirá de continuo, existen multitud de formas aso­
ciativas,20 referentes a los establecimientos humanos, que van de lo
homogéneo en su plenitud, el hombre, hasta lo heterogéneo en sus
máximos alcances, la ecumenópolis. A estas formas les ha llamado
"Unidades Ekísticas”, de la palabra griega "Oikos”, casa o estableci­
miento. Son productos de la interacción de cinco unidades de orden
inferior, propias de todo establecimiento humano; naturaleza, hombre,
sociedad, habitación y redes de comunicación. Estas, en interacción, pro­
ducen los diversos fenómenos funcionales que explicamos en el aparta­
do anterior, y Je su interacción, a su vez las Unidades Ekísticas de
orden superior que van desde el hombre urbano como ente social de
establecimiento, hasta la Ecumenópolis, futuro previsible, heterogenei-
zándose de tal forma, en una disminución de la importancia del indi­
viduo, hasta su punto medio de heterogeneidad y en una creciente
significación social de este arranque hasta su punto final. Estas Uni­
dades Ekísticas de orden superior son colocadas por el urbanista griego
en una progresión de heterogeneidad que es como sigue (hago la acla­
ración que aunque vinculadas, son Unidades Ekísticas, o sea, de estable­
cimiento, y no grupos sociales o formas asociativas. Ya se estableció
que una definición de ciudad no es la definición de sociedad urbana
ni ninguna otra forma de asociación):

Hombre: establecimiento individual.
Estancia: dos o más hombres.
Vivienda.
Grupo de viviendas.
Vecindario inmediato.
Colonia.
Aldea.
Pueblo.
Ciudad.
Metrópolis
Megalópolis
Zona metropolitana.
Ecumenópolis. 26

26. Constantinos Doxiades:*  Ekhtica. Ed. Hutchinson of London, 1968, Cap. IX, pp.
343 y ss.
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Todos ellos forman centros de establecimientos humanos, ya bien
sean separados o incluidos los menores en los de mayor proporción,
de tal modo que el último incluiría todas las formas anteriores de es­
tablecimiento, sin excluir ninguna.

En un proceso de derivación de la última conoceríamos cada una
de ellas en un proceso de integración del hombre a Ecumenópolis;
conoceríamos el todo que esta forma futura de establecimiento significa.
Ahora bien, para el estudio del fenómeno urbano desde un punto de
vista que no se propone en este trabajo, habría que derivar cada una
de las Unidades Elásticas que se proponen, para la posterior integra­
ción de ellas en el marco de su realidad presente o futura. Aquí sólo
se propone, en la búsqueda del factor complejidad de tales estableci­
mientos, analizar en forma somerísima el significado de las unidades
desde el medio, o sea, el menor punto de menor significación individual,
hasta el mayor, de significación social.

1. El pueblo
Esta forma de establecimiento está dentro de los límites concep­

tuales, entre los que se entiende como urbano y suburbano. Correspon­
de a un grado muy limitado de heterogeneidad, densidad y población
de 10.000 habitantes.

2. La ciudad
Considerada en un sentido estricto, esta forma estamentaria signi­

fica un aspecto funcional homogéneo o calificado. Es tipo casi desapa­
recido en el que una preponderancia ocupacional destaca, así como
un aspecto general de unidades urbanísticas propia de su función y
organización. De 10.000 habitantes a 100.000 habitantes.

3. La metrópolis
Es unidad de diferencia, la típica de densidad y heterogeneidad y

de funciones múltiples tales como industriales, culturales, mercantiles,
etc. Sin embargo, este tipo de establecimiento está limitado a una uni­
dad simple, con un solo centro de confluencia urbana manifiesta en
el corazón de la urbe de 100.000 a un millón de habitantes.

4. La me galo polis
La Megalópolis es una forma de establecimiento cuyo centro em­

pieza a perderse, alejándose del primitivo; una multitud de centros 
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cada vez más distantes del primero y con importancia propia, como cen­
tro de confluencia urbana, comerciales, industriales, habitacionales, pero
que sin embargo guardan estrecha relación entre sí. 1 millón a 5 mi­
llones de habitantes.

%

5. La zona metropolitana

Se localiza sobre una gran extensión, sin barreras políticas. Abarca
toda una región con diversos centros, a xa que se une por medio de
comunicación extrarrápida. Los centros son ya múltiples y distantes.
12 millones de habitantes.

6. Jai ecumenópolis

Es un fenómeno futuro que abarca no ya centros diversos, sino
regiones, todas ellas unidas por vías de comunicación en una forma
universal de establecimiento en la que todas las anteriores se verán
subsumidas, formando un todo orgánico de dimensiones insospechables
ante la cual, sólo con la acertada previsión de hoy en día, se puede
esperar con relativa calma la emergencia de este fenómeno futuro,
cuando lo que fue un mundo pequeño se convertirá en un mundo
urbano.27

d) Factores de cambio urbano

Al tratar el tema precedente, presenté el cuadro de los elementos
Ekísticos, hombre, naturaleza, sociedad, etc., y de las unidades com­
plejas a que dan resultado; aldea, pueblo, metrópoli, etc., a través de
las combinaciones de ellos. Los factores externos de la realidad son
ahora el objeto de cuestión de las páginas siguientes

Los factores de cambio urbano pueden ser, en adelante, compara­
dos y en realidad corresponden a los factores de cambio social; una
sociedad humana, a diferencia de sociedades animales ya descartadas
de este estudio, posee como elemento diferencial el cambio, sea éste
en un sentido ascendente como progreso, o descendente como retroceso;
en igual forma estos establecimientos humanos, morada de la sociedad,
a su vez registran cambios de diversa índole. Estos pueden afectar de
tal forma el establecimiento que lo hagan hacer o desaparecer del todo,
convirtiéndolo en una ciudad fantasma del tipo ya visto; no siendo 

27. Constantinos Doxiades: op. cit.
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tan enérgicos, pueden transformarla de tal modo que en el lapso de
tiempo que se quiera, no sea ya reconocible ni por su forma ni por su
función, sea en un sentido positivo o negativo.

1. Factores naturales
Estos factores pueden ser de diversa índole, pero generalizando

al máximo, por el propósito de este trabajo, podemos agruparlos en
dos tipos fundamentales: naturales y humanos. Los primeros se deben
a la fuerzas de la naturaleza; los segundos, a un mayor o menor grado
de actividad humana y social. Juzguemos los primeros en forma esque­
mática.28 *

1.1. Factores geológicos
Eos más contundentes son los producidos por fuerzas internas de

la corteza terrestre: y que se originan en el núcleo de la tierra o en fa­
llas superiores. Todas pueden aparecer como un terremoto, una erup­
ción, el hundimiento total de una isla, el de una faja costera o incluso
un continente. Estos determinan un cambio definitivo al desaparecer
generalmente, la ciudad, o experimentando ésta un cambio de función.
Es del caso, mencionar la legendaria desaparición de la Atlántida por un
cataclismo universal, hasta ejemplos históricos comprobados o incluso
recientes: Pompeya, muerta por erupción; Puzzole, en la Magna Grecia,
deshabitada, por hundimientos paulatinos; Antigua, en Guatemala, de­
finitivamente abandonada por causas de un terremoto. En otros casos
sólo producen cambios menos radicales, como los del terremoto de
San Francisco en 1906.

1.2. Factores climatológicos
Estos son producidos por transformaciones atmosféricas que afec­

tan el régimen pluviométrico, los vientos y la temperatura. Una teoría
sostiene que la causa de la desaparición de las unidades mayas se debió
al aumento de humedad. El desecamiento, como en el caso de los pre­
históricos centros del actual desierto arábico, es señalado también como
causa20 de abandono.

1.3. Factores biológicos
Estos están caracterizados principalmente por epidemias trasmitidas 

28. Recaséns Siches: op. cit.
' 29. Silvanus Morley: La Civilización Maya. Fondo de Cultura Económica, 1961, p. 285.
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por microbios o macrobios. Las ciudades mayas desaparecieron por
constantes epidemias de malaria y otras enfermedades que afectaron
la zona haciéndola insalubre.30

1.4. Factores geográficos
Son elementos de creación de ciudades debido a una situación geo­

gráfica determinada, que hace atractivo el hecho del establecimiento:
una posición elevada, comunicación con un río, con el mar, una pla­
nicie, etc.

2. Factores humanos
Considero con esto, haber abordado el tema anterior sin poder

profundizar sobre esos factores naturales debido a que la extensión de
este trabajo no lo permite. Por lo contrario, los factores humanos, por
ser menos determinados y más moldeables, exigen un estudio más
a fondo.

2.1. Crecimiento o decrecimiento de la población

Considero primero éste, por ser un elemento en que la voluntad
humana interviene con menor determinación. Los aumentos de pobla­
ción han condicionado en unos cuantos años el cambio urbano, con
una energía propia de un fenómeno tan natural y han exigido cambios
en la forma, la estructura y las funciones de un establecimiento.

En definitiva, el aumento de población de un establecimiento hu­
mano, puede ser provocado por nacimientos internos o migraciones del
exterior. En el segundo de los casos, son categóricos los ejemplos de
ciudades como Chicago (cuya extensión a principios de siglo xix, ape­
nas se sospechaba), Nueva York, poblada por inmigración europea
y Sao Paulo. De un crecimiento interno ya detenido, son ejemplos de­
finitivos; Londres, formada por inmigración del campo a la ciudad,
de tal manera que a principios del siglo xix contaba con sólo 1.000.000
de habitantes y para finalizar el siglo había aumentado hasta alcanzar
la cifra de ocho millones. La ciudad de México es una de las que
encara hoy este problema en sus dos formas: inmigración del campo
a la ciudad y crecimiento propio. Esto ha hecho aumentar su pobla­
ción de 2.5 millones en 1950 a 5 millones en 1969, y a quince mi­
llones al inicio de la década de los ochenta.

30. Eric Thompson: La Civilización Maya. Fondo de Cultura Económica, 1963, p. 121.
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Para el año 2000 se considera, a este ritmo, una población de 32
millones de habitantes.

Las cifras aquí planteadas hacen ver que la naturaleza de los pro­
blemas que acarrea un crecimiento desmedido debe corresponder a un
cambio en las funciones y estructuras urbanas, como ya ha ocurrido
en las formas.

2.2. Trastornos sociales
De este factor de cambio urbano figuran principalmente las gue­

rras y las revoluciones, como productores del cambio urbano. Actual­
mente el ejemplo de las ciudades alemanas, es definitivo para com­
prender cómo en la forma y la estructura de los establecimientos, la
guerra representa un factor de cambio decisivo. Dresde y Colonia, cen­
tros culturales de gran importancia antes de la guerra, se han trans­
formado en ciudades de preponderancia industrial. ¿Podríamos asegu­
rar lo mismo si el corazón barroco y renacentista de Roma fuera des­
truido? Los conflictos sociales internos también intervienen en el cam­
bio urbano. Los planes del barón de Haussmann en el remodelamiento
de París,31 se deben en gran parte al deseo de evitar otra experiencia
como la de la Comuna de París, destruyendo los arrabales y abriéndose
avenidas y plazas. Hoy en día, el problema de la rebelión negra en los
Estados Unidos precisa de soluciones urbanas, que se están ya dando
y de otras que seguramente aparecerán en el futuro.

2.3. Factores políticos
El aspecto político como fenómeno de poder y no como de ideo­

logía (se verá después), también interviene en el cambio urbano de
tal modo, que dada una situación de dominio o de tensión de poderes,
la estructura, la función y la forma de las ciudades cambia. Una ciu­
dad estratégica en otras épocas determinó su amurallamiento. El cam­
bio de esta situación puede operar una transformación en su forma o
función. Hoy en día, ciudades detenidas por la situación política in­
ternacional, afectadas en su forma, son Jerusalén, dividida hasta hace
poco en dos ciudades diversas, con problemas urbanos diversos; el
cambio de la situación de poder ha hecho de Berlín un caso que aún
subsiste. Otra forma de cambio por razones de poder, es el caso de
las ciudades que han dejado de ser capitales por algún acontecimiento
político. El ejemplo más notable es el caso de Aquisgrán, al dejar de 

31. Arthur B. Galion: Urbanismo. Ed. Continental S. A., México, 1965, p. 104.
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ser capital del Sacro Imperio Romano Germánico por el desmembra­
miento de éste entre los hijos de Carlomagno en ocasión del tratado de
Verdón; hoy es apenas la aldea de Deux Eglises;38 su cambio de fun­
ción por este factor fue definitivo. Incluso la extinción total de un
fenómeno de poder por cualquier causa, puede decidir la muerte de
la ciudad. Caso conocido en la historia es la desaparición del Tel-
El-Amarna, capital del Faraón Akenaton a su derrocamiento por los
sacerdotes de Amón.

2.4. Determinantes culturales
Son de importancia decisiva: la ciudad es un reflejo de la forma

de pensar, querer y sentir de sus habitantes, englobados ambos dentro
de un marco de cultura. Entre ellos destacan:

a) Factor religioso
Innumerables ciudades han surgido, transformando su función e

incluso desapareciendo del panorama al impulso de un fenómeno re­
ligioso cualquiera. Roma, de ser capital del Imperio Romano, se vio
transformada a la vuelta de unos siglos, en una ciudad religiosa;
La Meca incrementó su tamaño y extensión al advenimiento del Pro­
feta y del Credo Mahometano; Utah, en el oeste de los Estados Unidos,
nació al impulso de la secta mormona. En las ciudades medievales,
como apreciamos, el factor religioso condicionó situaciones que se apre­
ciarían más tarde en la erección de edificios religiosos, plazas, hospe­
derías, etc.

b) Factor tle ideología política y social

La ideología política y social ha dejado una impronta muy carac­
terística en las ciudades, sobre todo en la forma de las mismas, al
advenimiento de las filosofías económico-sociales. Las ideas de Saint
Simón, Prudhon, Owen y Fourier encarnaron en diversas realizaciones
de sociólogos y arquitectos posteriores, dando nacimiento a la ciudad
de Bridgeport en el año de 1856 (ciudad jardín, 3.000 obreros). Con
esta misma idea, en 1865 se construyen otras más. Posteriormente, pue­
de afirmarse que el urbanismo de hoy debe innumerables aportaciones
a los economistas utópicos del siglo xix que al criticar al sistema capi­
talista, atacaron también sus consecuencias en el asentamiento humano. 32

32. Car! Grimberg: La Edad Media. Ed. Daimon, p. 163.
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Otra forma de trascendencia de la ideología política, patente sobre
las ciudades aunque más limitada, fue a la que dieron lugar las ideo­
logías comunistas, nacional-socialista y fascista sobre el aspecto de ex­
tensas zonas limítrofes de las ciudades, marcando todas ellas con acento
grandilocuente, propio de la dictadura. Como ejemplos podemos citar
las instalaciones urbanistas para grandes concentraciones de masas en
Nuremberg; la ciudad U.A.R. en las afueras de Roma, que recuerda
el esplendor del Imperio Romano dentro de la concepción del nacio­
nalismo mussoliniano. Así como notable de haberse realizado, en el
marco de la dictadura ideológica leninista, fue el proyecto de sistema­
tización urbanista en relación al palacio de los soviets, obra de increíble
mal gusto, de la cual partirían avenidas radiales cercadas de templos
helenizantes. Todas estas concepciones pecan de la vanidad formalista
como, en proporciones más pobres y hasta ridiculas, adolecen de lo
mismo nuestros monumentos mexicanos, tributantes de un régimen pseu-
do revolucionario (unidad Independencia).’’

c) Factores estéticos

Profundamente sobre la forma de las ciudades ha influido, a tra­
vés de los siglos, el gusto estético. Su aparición ya destacada, figura
desde la antigüedad como en el ejemplo de Atenas, donde la propor­
cionalidad de los edificios correspondió a un preciso ajuste urbanístico
caracterizado por campos de visión sumamente cuidados. El Renaci­
miento en las ciudades italianas y el Barroco, son antecedentes de la
gran preocupación estética de nuestros días en planos y realizaciones
urbanísticas.

d) Factores técnicos

En muchas ocasiones, un invento y su ejemplo generalizado ha afec­
tado profundamente la estructura y función de los establecimientos hu­
manos: la pólvora, a finales de la Edad Media y el empleo de los ca­
ñones, transformaron la concepción del burgo medieval hacia una
ciudad más abierta. El siglo xvm y la Revolución Industrial significa­
ron, a través del vapor, cambios importantes. Hoy en día asistimos
a la revolución de las ciudades con el advenimiento del automóvil que
se ha apoderado de la urbe moderna.

33. Bruno Zevi: Historia de la Arquitectura Moderna. Emece 195-4, pp. 208 y ss.



316 ANDRES ALARCON SEOOVÍA

e) Factores económicos
Las ciudades se han desarrollado grandemente en épocas de bo­

nanza económica y han declinado en un período en que la actividad
económica se ha visto impedida por una u otra causa. Él declinamiento
de Marsella y Quentovic, en el Mediterráneo y en el mar del Norte,
respectivamente, se debió a la imposibilidad, como señala Henry Pirenne,
de continuar el tráfico marítimo en el siglo x,34 a causa de la piratería
islámica y normanda. A la apertura del Mediterráneo, en el siglo xi,
florecieron Venecia, Pisa, Genova, Barí y otras que declinarían frente
al desplazamiento de la zona económica a los puertos del Mar del
Norte y del Atlántico. Este factor se apreciará más extensamente al
tratar de las diferencias en planeación urbana y económica.

f) Factores jurídicos
Todos los anteriores factores analizados pueden combinarse unos

con otros para dar un resultado histórico determinado. De hecho, así
ha sido a lo largo de la historia: todos han operado tan sólo como
condicionantes del establecimiento humano, pero nunca solos como de­
terminantes; todos han sido productos de la naturaleza, del arbitrio
individual, del gusto, de un afán lucrativo, etc., pero jamás han sido
expresión de la voluntad social objetivada y dirigida al pleno desarrollo
de la comunidad. Por ello la ciudad se ha presentado, en ocasiones,
como hacinamiento de edificaciones y vías tortuosas.

La ciudad, debido a estos factores desordenados, como en feliz
expresión se ha dicho, ha aparecido "como el camino de los asnos”,
contrario al "camino de los hombres”, consciente y ordenado.36

Al dar la definición de ciudad, al inicio de este capítulo, además
de una serie de notas propias, se apuntó como regulada por una nor-
matividad y esta nota última que dimos al definirla, es también un
factor que ha operado a lo largo de los siglos casi siempre, por des­
gracia, muy abajo de otros factores. Cuando por lo general la ley y el
orden urbanos han estado condicionados al designio de factores de
otra índole, la anarquía urbana ha reinado; cuando por el contrario
leyes y reglamentos son los directivos del proceso citadino, se han dado
épocas de esplendor civil.30 Desafortunadamente éstos han sido escasí-

3Í. Henri Pirenne: Historia Económica y Social de la Edad Media. Fondo de Cul­
tura Económica, 1964, p. 81.

35. Le Corbusier: La Ciudad del Futuro. Ed. Infinito, Buenos Aires, 1962.
36. A. Erikson: Human Bebaviour. New York, 1959, p. 177.
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simos y sólo a partir de principios del siglo xx se ha hecho consciente
que la ciudad ha de caminar por el "sendero de los hombres”, o sea,
el del orden y regulación urbana.

Los factores jurídicos en este sentido son todas aquellas leyes, re­
glamentos y, en general, normas jurídicas que regulan la conducta
de los individuos en relación a todos los aspectos del fenómeno urbano
(ventilación, vialidad, construcciones, etc.). Durante siglos, desde el
inicio de las ciudades hasta el siglo xix, estos elementos normativos
fueron desarrollándose a través de la costumbre, en principio confun­
didos con normas religiosas o si bien jurídicas, vividas en el seno de
una organización civil en sentido estricto. Su aspecto administrativo era
apenas existente a través de decretos despóticos; y la libertad individual,
a este respecto apenas sometida, construyó, derribó, transformó las ciu­
dades a su antojo, creando laberintos obscuros contrarios a la salud
y bienestar de sus moradores.

Hoy en día se ha heredado una situación anárquica. El crecimiento
de las ciudades engloba cada día más habitantes, la industria produce
más problemas al crecer. Es preciso que el libertinaje social ceda su
puesto a la regulación urbana mucho antes de que el fenómeno, por
sus dimensiones, no pueda ya ser controlado. Este es el propósito del
presente trabajo.

III. LA CIUDAD EN LA HISTORIA

En los capítulos precedentes, se ha tratado de encontrar los presu­
puestos sociológicos del fenómeno urbano, su limitación conceptual,
sus formas reales de aparición y los factores que intervienen en su
proceso de cambio y estructuración. Entre éstos se presentan como im­
portantes los factores jurídicos que han afectado la forma o la estruc­
tura de las urbes. Es el propósito de este capítulo señalar en una forma
sucinta la evolución histórica de las ciudades en Occidente, asi como
los contenidos normativos que en esta evolución se han venido ¿ande.

A primera vista, una observación de conjunto nos permite afirmar
que las normas esencialmente urbanas han sido escasas en la cenior-
mación de las ciudades en Occidente; si han existido, las encontramos
por lo general como un conjunto de disposiciones jurídicas que rormaa
cuerpos diversos. Sólo hasta épocas muy recientes pueden observarse
cuerpos legislados de carácter eminentemente urbano, producto ce u?.a
preocupación científica basada en la observación del fenómeno.
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a. La alborada de la urbanización
Como se indicó anteriormente al citar el libro de Louis Mumford,37

la ciudad, o mejor dicho, la aldea, que dio origen al desarrollo poste­
rior, nace como resultado del culto a los antepasados. Los numerosos
enterramientos agrupados en un sitio crean, en el ánimo de la tribu
o clan, la sensación de un origen territorial referido precisamente al
sitio paterno; sin embargo, nada se puede decir de éstas ya que el
tiempo ha borrado su huella totalmente.

A pesar de las concepciones de Louis Mumford, el origen de las
aldeas y primeros establecimientos humanos puede aparecer completa­
mente diverso al de carácter ancestral. Se supone que más que el factor
religioso, el origen de las comunidades urbanas es preponderantemente
económico, determinado por las necesidades del grupo. Así, las prime­
ras sociedades urbanas no se establecen en un lugar por consideraciones
ancestrales, sino por la búsqueda de satisfactores principalmente ali­
menticios. De ahí que el móvil de las agrupaciones humanas sea más
estrictamente uno económico. Esta fue la razón por la cual las pri­
meras comunidades se establecen en zonas en las que la agricultura
en su primera etapa, la pesca, la caza o la recolección se convierten
en actividades de más fácil desarrollo, de una región a otra.

b. La ciudad Antigua y los primeros aspectos
de regulación urbana

Las dos primeras civilizaciones que hacen aportación al desarrollo
urbano, son las de Egipto y Mesopotamia.

Egipto, desde el tercer milenio antes de Cristo, levantó ciudades
espléndidas a lo largo del río Nilo: Menfis, Tebas, Tel-el-Amama,
formaron conjuntos de templos y palacios, alrededor de los cuales
pululaba el pueblo en forma semejante a épocas anteriores, sin orden
ni concierto;*  sin embargo, es aquí donde aparecen los primeros docu­
mentos de ordenación urbana. En un grafito de Tel-el-Amarna, el fa­
raón Amenofis IV, conocido como Akenatón, da los ordenamientos a
los que debe sujetarse la erección de la ciudad por él fundada, seña­
lando las superficies de áreas verdes, la anchura de las calles y el as­
pecto de los edificios dedicados al culto de la divinidad. Este documento
es uno de los primeros en su tipo y estos ordenamientos planificadores
no se repetirán hasta muchos siglos más tarde.38 Otro ordenamiento
curioso es el que establece la institución de funcionarios encargados de 

37. Louis Mumford: op. cit.
38. Etienne Drioton: Historia de Egipto. Ed. Eudeba, Buenos Aires, 1964, p. 296.



PERSPECTIVAS SOCIOECONOMICAS DEL DERECHO... 315?

medir el abastecimiento de agua de las ciudades, que coincidía por lo
general, con el cargo de gobernador en épocas de unificación nacional
o de feudatario en las de disgregación.

Las ciudades egipcias, como se ha indicado, fueron centros políticos
y religiosos de gran importancia, llegando a contar hasta cerca de 750
mil almas. La urbanización de las mismas ofrece situaciones encontra­
das: mientras las zonas de los palacios y los templos es de planifica­
ción cuidadosa, con amplias avenidas, parques y edificios construidos
de granito; la masa de la población habitó callejones sin ninguna orde­
nación, muy semejantes a los de épocas anteriores, alrededor de los
cuales se construyeron moradas que a la fecha han desaparecido; sólo
Tel-el-Amarna, ciudad fundada por Akenatón, presenta barrios popula­
res ordenados.

El mayor desarrollo urbano de la época lo constituyen las ciuda­
des de Mesopotamia, desde el año 3000 antes de Cristo a la destrucción
de Babilonia dos milenios después. A diferencia de las ciudades egip­
cias más abiertas, la ciudad mesopotámica está cerrada por extensas
murallas. Son ciudades altamente populosas, tanto como que tal densi­
dad no volvió a repetirse, a excepción de Roma, sino hasta el siglo
xvni. La ciudad de Ur, capital sumeria, contaba en su época de esplen­
dor según los cálculos, cerca de 250.000 habitantes. Se cree que la
Nueva Babilonia de la época de Nabucodonosor contaba con un nú­
mero aproximado de 1.000.000 de almas sobre 800 hectáreas de30 te­
rreno rodeadas de 18 kilómetros de muralla interior. Nínive, por otro
lado en época de Sargón II, se asentó sobre una superficie de 750
hectáreas.

Babilonia, según reconstrucciones arqueológicas, se dividía en sus
partes por una gran avenida central que partía de la puerta de Istar,
localizada en el lado norte de las murallas, toda ella tenía un plano
perfectamente regular. A lo largo de esta avenida se alinearon los
palacios y los templos, y de ella partían otras que comunicaban con
las diversas zonas de la población. La zona de los templos y palacios,
limitada por el Eufrates, y la avenida central, tuvo un propósito escé­
nico de gran monumentalidad, colocado como una faja de norte a sur
de la urbe. Hacia el oeste se extendió una zona residencial de casas,
jardines y hacia el este los comercios y la región populosa. Esta con­
cepción zonificada, así como la densidad y tamaño de la urbe, hacen
suponer la existencia de normas jurídicas rigurosas de carácter urbano,
ya que de otra forma el orden de una ciudad de esta magnitud no

39. Andró Parrot: Asur. 1962, p. 120.
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podría haberse logrado. El único documento que en este sentido cono­
cemos, es muy anterior y se remonta hasta el año 2100 antes de Cristo.
En el famoso Código de Hammurabi, una de sus disposiciones es ya
un antecedente de los reglamentos de construcción posteriores; por él,
si el muro de una vivienda se derrumbaba matando al hijo del inqui­
lino, había, en castigo, que sacrificar al hijo del arquitecto,40 siguiendo
el principio de las leyes del Talión. Como se ve por este ejemplo, las
disposiciones urbanas debieron estar entremezcladas con una serie de

. ordenamientos de otra naturaleza, civiles, administrativos, constitucio­
nales, sin formar un cuerpo unitario.

Un ejemplo interesante de planificación regional de esta época la
constituye Jerusalén, citado por Ezequiel como ordenamiento divino
para la distribución de la tierra de los alrededores de la ciudad al
regreso del cautiverio de este pueblo en Babilonia.41 En él existe clara­
mente la preocupación jurídica de dar al hecho del poblamiento una
serie de conductos legales para su mayor realización.

c. La ciudad clásica y la plenitud del orden jurídico urbano
En la Po/z'r griega y en la Civitas romana de los primeros años,

la totalidad del orden jurídico es urbano. El Estado es, en principio, la
ciudad, y los límites de la ciudad en territorio, pueblo, y gobierno, son
los límites del Estado o por lo menos el alma que los constituyen. La
ley es la de los ciudadanos, o sea, la de aquellos que en el ágora o
foro se reúnen para dar forma, por medio de su voluntad, a la serie
de disposiciones que regirán la vida de la ciudad y de sus comarcas de
influencia. Es en esta época en la que de la totalidad de este orden
jurídico, es apenas posible distinguir aquellas normas que el propósito
de este trabajo ha definido con el carácter especial de normas referen­
tes al ambiente físico urbano, como las de planificación, zonificación,
vialidad, propiedad urbana, etc.42

1. Grecia
Tanto el marco de la urbe estuvo vertido en la Ley de la Polis.

Basta expresar este sentimiento a través de las siguientes palabras de
Demóstenes:43 "Toda la vida del hombre, habite en una gran ciudad
o en una pequeña aldea, está ordenada por la naturaleza y por las 

40. A. B. Galion: op. cit.
41. La Biblia. Ezequiel (25:45).
42. Arthur B. Galion: op. cit.
43. F. de Coulanges: La Ciudad Antigua. Ed. Iberia, Barcelona, 1965, pp. 10 a 11.
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leyes. En tanto que la naturaleza no obedece a las leyes y varía en cada
individuo, la legislación es una posesión común, controlada e idéntica
para todos. Los hombres desean lo justo, lo hermoso, lo útil. Eso es
lo que buscan. Una vez descubierto, lo condensan en un principio igual
para todos, invariable. Eso es lo que se llama una ley”.

En los inicios de la democracia griega, la ciudad helénica fue un
pueblo de pequeñas calles, sin drenaje ni obras públicas de importan­
cia. El lugar en el que se realizaban las asambleas de ciudadanos era
el PNYX, apenas un patio al aire libre; el ágora no constituía entonces
la función que tuvo después, ya que tan sólo era la plaza irregular del
mercado.

Hacia el siglo v, Hipodamos de Mileto, adelantó una serie de teo­
rías positivas que influyeron en el ánimo de los legisladores atenienses
como Pisístrato, Clístenes y Solón y más tarde en Pericles, que las adap­
tó para la reconstrucción de Atenas y para la planificación de las ciu­
dades y colonias de las islas. Según este orden de ideas, Hipodamos y sus
aplicadores, propusieron y legislaron en el sentido de que las ciudades
debían de obedecer a un plan que afectaba la forma de un emparri­
llado regular a base de calles que se entrecruzan formando manzanas
regulares; la orientación y la insolación se cuidaron de tal modo que
según el mismo Hipodamos, calles, avenidas y plazas eran un medio
de servicio para los ciudadanos.44

Entre estas ciudades erigidas con este criterio destaca Olintos, cons­
truida sobre la primitiva ciudad, de acuerdo a un plano de Hipodamos.
En ella todas las casas están orientadas en situación uniforme con un
sistema general de drenaje. Otras ciudades notables en este aspecto son
Mileto, con un profundo sentido de zonificación, y Prieno, ya del pe­
ríodo helenístico.

Los espacios públicos, en todas estas ciudades, fueron los centros
de mayor importancia y los más destacados en las ciudades griegas
posteriores al siglo v. El ágora ocupa el lugar del PNYX como centro
de reunión, corazón de la vida política y comercial de las ciudades grie­
gas. Este espacio ocupó, con algunas variantes, el 5 por ciento del área
total de la ciudad, y de él partían todas las avenidas de importancia;
en su interior, al aire libre, se acomodaban las principales funciones
públicas como la Asamblea General "Eclesiasteron”, la sala del Con­
sejo "Baleuterion” y otras, dejando el resto para zona de mercado y
patio público. Otros espacios importantes lo fueron el teatro, el estadio
y la zona de los templos.

44. A. B. Galion: op. cit.
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El tamaño de estas ciudades era muy variable; Atenas, y su apén­
dice Píreo, tenía una población, hacia el siglo v, de 40.000 ciudadanos
y 100.000 habitantes más, entre esclavos y extranjeros. Sin embargo, el
ideal expresado por filósofos, planeadores y legisladores, fue mucho
más reducido, limitándose en muchas ocasiones la inmigración o fun­
dándose colonias para contener a los habitantes en exceso. Según Pla­
tón* 5 a Hipodamos, el tamaño ideal de la ciudad no debía exceder de
5.000 a 10.000 habitantes y, en la realidad, sólo tres ciudades en esa
época sobrepasaron este número. Una serie de criterios legales limitó
el tamaño de la ciudad, entre ellos el aprovisionamiento de agua y
alimentos, regidos por una disposición llamada "Hidrotamia” según
la cual, para el pleno desarrollo de la comunidad, como sucedió en
Megara, era necesaria una cantidad determinada de agua corriente por
gravitación. El crecimiento de la población de esta ciudad determinó
la fundación de Bizancio en la costa del Bosforo. Las disposiciones
legales, aunque no tan abundantes y perfectas como las posteriores ro­
manas, fueron numerosas contándose entre ellas la ya mencionada y
otras referentes a la orientación de la vivienda.40

2. Roma

El romano destacó, por su aspecto práctico, principalmente en cua­
tro actividades que si bien no son opuestas al espíritu helénico, la com­
plementan, y contribuyen a formar la faz de la actual civilización
occidental.

Estas actividades fueron principalmente la milicia, la arquitectura,
la ingeniería y su contribución más importante: el derecho. La primera
de ellas, aunque configura el carácter romano, no es del todo impor­
tante para la índole de este estudio. Las otras tres predispusieron al
romano para dar, en el aspecto que estudiamos, un gran avance. Vea­
mos cada una de ellas y el resultado que en este sentido se aporta.
Como arquitectos los romanos fueron, si no los primeros, sí los más
grandes desenvolvedores de la idea del espacio interior al que dieron
gran preponderancia. El descubrimiento del arco y de sistemas cons­
tructivos desarrollados por ellos, permitieron la creación de grandes
espacios interiores destinados a conglomerados como las termas, el pan­
teón, los mercados y basílicas.45 46 47 Estos espacios, en comparación con
los anteriores, significan más el aspecto utilitario que el estético pre­

45. Platón: La República. UNAM, 1963.
46. A. B. Gal ion: op. cit.
47. Bruno Zevi: La Arquitectura. Ed. Poseidón, 1958, pp. 42 y 43.
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dominante en los griegos quienes los hacían limitados y en los que
las funciones públicas se ejercían al aire libre. Como ingenieros idearon
sistemas ingeniosos de acueductos, cloacas, puentes y caminos que per­
mitieron la prestación de mayores servicios públicos a las ciudades.
Por último, en su aspecto más destacado, como juristas, los romanos,
en materia urbana aunque nunca tuvieron un cuerpo de leyes especia­
lizadas a este respecto, crearon la simiente necesaria para toda elabora­
ción jurídica posterior. Hay que recordar que el Jus Civile, aunque no
especializado, es un derecho de los ciudadanos habitantes de la ciudad
de Roma, opuesto al Jas Gentium, patrimonio dado por Roma a los
pueblos circunvecinos.

Sin embargo, la ordenación, de la posesión, usufructos, arrenda­
mientos, etc., dentro del marco urbano y referido a bienes inmuebles
significa, en el campo del derecho civil, el gran principio de una or­
denación urbana al delimitar en estas esferas, por medio de leyes, la
conducta del hombre frente al fenómeno de la urbe a la cual le son
aplicables plenamente.

Podemos afirmar que es en Roma, donde surge, mediante esta
aplicación especial, el primer derecho urbano realmente sistematizado
en los moldes del derecho civil. Entre estas normas de carácter privado,
hay que hacer mención de los interdictos que constituyen ya limitaciones
de índole principalmente urbana a la construcción y al aprovechamien­
to de la propiedad.

A pesar de los elementos anotados, en los cuales destacaron los
romanos, la planificación y zonificación apenas tuvieron trascendencia.
En este aspecto los griegos anteriores superan con mucho a Roma; ésta
se erigió en forma anárquica, sólo destacando el Foro como concepción
planificada; sin embargo, en las ciudades de avanzada, antiguos cam­
pamentos militares, este aspecto floreció; en ellos se trazaba un cuadro
o rectángulo por un funcionario o magistrado civil, a los medios de
esta figura se señalaron dos calles perpendiculares entre sí llamadas
Cardo y Docúmeno, de ellas partían el resto de las calles. Estas debe­
rían de conservar respecto a ellas el paralelismo. El Estado se encargaba
sólo de las de 30 pies de ancho, mientras que el resto quedaba al
cuidado de los vecinos de la población. Sobre estos planos se erigie­
ron la totalidad de las ciudades coloniales romanas como Timgad, Pal-
mira, Mérida (Emérita Ajusta), Nimes, etc. Las variaciones sólo afec­
taron el tamaño o la orientación; a pesar de ello Roma, como dudad,
jamás gozó de plan maestro organizado.

Lo más destacado en los romanos fue la prestación de servicios
públicos por medio de la construcción de avenidas, puentes, acueduc­
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tos, termas, alcanzando en esto un auge jamás visto anteriormente y
que no se repetiría sino hasta nuestro siglo, a excepción de ciertas ciu­
dades árabes como Córdoba en la Edad Media.48 49 * Entre las normas de
carácter eminentemente urbano, independientes del derecho civil privado,
que fueron dadas por decreto, destacan: la Ley Tiberina sobre el apro­
vechamiento y cuidado del río Romano a su paso por la ciudad, dada
por Tiberio para la higiene pública. Otra disposición en aspecto ur­
bano fue el decreto de Augusto para la limitación de la altura de los
edificios fijada en una equivalencia de 21 metros, a fin de evitar la
especulación urbana de individuos como Craso40 y la creación de tu­
gurios que provocaran incendios desastrosos. Otra contribución intere­
sante fue la creación del catastro regional iniciado por Augusto, con­
tinuado por Adriano y plenamente estructurado por Constantino en
un proyecto de impuesto de la propiedad raíz, que no se realizó ple­
namente.

d) Edad Media y el eclipse urbano
A pesar de las invasiones bárbara, las ciudades continuaron po­

bladas; esto se debió a que el comercio a través del Mediterráneo,
aunque obstaculizado, continuó existiendo hasta el siglo vm y las ur­
bes, por este hecho, siguieron siendo centros de atención. Sin embargo,
la aparición de las invasiones mahometanas cerró el Mediterráneo y
las invasiones normandas impidieron el tráfico en el Mar del Norte.60

La unión mediterránea se fragmentó haciendo el comercio impo­
sible. Por todas estas razones las ciudades fueron despoblándose en
gran medida, de tal modo que Marsella, que en el siglo vn contaba
con cerca de 50.000 habitantes, hacia el siglo ix su población había
descendido hasta apenas 5.000 habitantes dedicados a un comercio in­
terzonal. Quentovic en la costa norte desapareció por completo y el
comercio no surgió sino hasta el siglo xi en esos mares.51

La ciudad fue desapareciendo y la actividad económica se limitó
a la agricultura, pasando la vida a estar marcada por el aspecto rural
¿el feudo.

Sólo hasta el siglo xi, Europa conoció una reactivación de las ciu­
dades, gracias al incremento del comercio y de la artesanía. Estas nue­
vas ciudades, carentes de plan, se caracterizaron por un plano eminen­

-;S. B. Lewis: Tbc Ar.ibs /// Hhtory, Mu tih inson Press, Londres, 1963, p. 131.
49. A. B. Galion: op. cit.
«□. Hcari Pirenne: McJicrd Cilict, Doublcduy Press, 1956, p, 9.
51. Her.ri Pirennc: op. cit.
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temente empírico conocido como "plato roto" por la forma que su­
gieren. Están habitadas ahora, por una nueva comunidad de hombres
libres, formada por comerciantes y artesanos normados por instituciones
propias, diversas al derecho feudal de los señores. Aquí reencontramos
nuevamente un derecho urbano en sentido lato en las instituciones mer­
cantiles y artesanales de las que surgiría el derecho mercantil poste­
rior; sin embargo, en un plano urbano estricto se carece, casi, de leyes
o instituciones y todas ellas, o las más, son producto de los consejos
mercantiles o de la autoridad superior de estas villas o burgos, que
fue el burgomaestre, elegido entre los comerciantes más destacados.

Estas ciudades estaban rodeadas de una muralla irregular, en cuyo
interior se apretaba un complejo sistema de callejones estrechos. El
corazón de la urbe lo constituyó una plaza de dimensiones pequeñí­
simas donde se asentaba la iglesia, punto de concurrencia del conjunto
urbano, único objeto de referencia entre la maraña de calles irregulares.

Conforme a este plan se erigieron casi la totalidad de las ciuda­
des de la época como Carcapsonne, Malinas, Brujas y Venecia. La ex­
cepción sólo fueron aquellas que siguieron el trazo del campamento
romano de época anterior, como Montpellier y Agües Mortes, en las
que privó el alineamiento reticular.”

En cuanto a las normas urbanas, a excepción de Italia y España,
son muy limitadas y la prestación de servicios públicos es casi nula.
En este último país las normas urbanas constituyen ya, aunque espar­
cidas en diversos ordenamientos, un conjunto de normas específica­
mente urbanas además de aquellas derivadas del Derecho Civil Roma­
no, que pueden calificarse, en sentido estricto, de derecho urbano. En
términos precisos estos ordenamientos españoles de la Edad Media des­
cubren la acción del poder público sobre la transformación de las ciu­
dades, lo que determina, ya claramente, instituciones de orden público,
destacadas al lado de normas de derecho privado. La mayor parte de
estas instituciones está comprendida en los fueros municipales de Casti­
lla y Aragón, dados por los reyes españoles de estos reinos, desde el
siglo ix, como el Fuero de León, otorgado a esta ciudad por Alfonso
V de León, en el año 1017, en un texto bilingüe latino y romance, en
el que instituciones urbanas están unidas a las de derecho civil. En
los fueros que continuaron, se encuentra una serie enorme de dispo­
siciones de esta índole.”

52. Domingo García Ramos: Iniciación al Urbanismo. UNAM, 1958.
53. La Casa y los Orígenes de la Ordenación Urbana. Tomo I, Colección Textos Le­

gales, publicado por el Ministerio de la Vivienda de Madrid.
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Destacan el Fuero de Zorita de los Canes, con disposiciones sobre
población (p. 102, op. cit.), dado por Fernando III el Santo, en 1218.
El Fuero Real de 1255 habla ya de la anchura de las calles principales
(p. 175, op. cit.)’, el Fuero de Sahagún, 1255, sobre baldíos urbanos.
Lo más notable de esta legislación medieval fueron las Siete Partidas
del año de 1263, que además de las disposiciones referentes al régimen
de bienes inmuebles localizados en las urbes españolas, dispone orde­
namientos urbanos en sentido estricto: Part. III 32, 1’, "...de cómo
las labores nuevas et antiguas cuando se quieren caer deben repararse
o derribar”;

Part. III, 32, "como los castiellos et los muros de las villas et las
otras fortalezas et las calzadas et los puentes... de las villas se deben
mantener et reparar”;

Part. III, 32, 22, "como no deben hacer casa sin edificio cerca
de los muros de las villas et de los castiellos”. Esta última disposición
se reprodujo también para las iglesias.

Muchas de las disposiciones así contenidas en las partidas III y V
tuvieron un carácter urbano. Entre los fueros que siguieron a las siete
partidas de Alfonso X podemos mencionar el Fuero de Castilla y el
de Jaca. En los albores ya del Renacimiento, el ordenamiento del Aljama
dado por Enrique IV de Castilla, señala claramente un sistema de im­
puestos y contribuciones urbanas: el artículo IV habla del impuesto
por casa de la población el 25 y el 26, sobre las contribuciones para la
conservación del castillo y la muralla, y, el 29, de los impuestos sobre
la conservación de las vías públicas.

e) El Renacimiento y la utopia de la urbe
El Renacimiento no significó contrario a lo que se piensa un cam­

bio fundamental con respecto a la Baja Edad Media.51 Esta situación
encarna en el fenómeno de las ciudades con respecto a su forma y
funciones, ya que el único cambio de importancia es el incremento de
valoración de las plazas públicas las cuales, en esta época, se ensanchan,
y planifican con motivos políticos y sobre bases estéticas que antes no
poseyeron. Tal es el caso de Siena y su Plaza del Campo, según un
plan director del año de 1218; la Plaza de la Segnoria, en Florencia,
y la finalización de la Plaza de San Marcos, en Venecia, son otros
ejemplos.

Por contra, en este período que va desde 1453 a 1550, se encuen­
tran los problemas urbanos sin solución. Esta situación no cambiaría 54 

54. Andrés Alarcón Segovia: El Momento Gótico y el Renacimiento. Conferencia.
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sino hasta doblada la primera mitad del siglo xvi, en que la preocupa­
ción urbanística se inicia entre los gobernantes civiles y eclesiásticos;
de esto se muestra la reconstrucción de Roma al pontificado de Sixto V
y Julio II hacia 1580.55 56 57 (Se verá al tratar al siguiente período).

Esta época, "El Cincuenccento Italiano”, enmarca una serie de rea­
lizaciones teóricas y legales, de gran trascendencia sobre todo en el
poblamiento americano.

Leonardo da Vinci revive el ideal grecolatino de la planificación
con dos proyectos urbanos: uno de ellos de ciudad-planicie y otro de
ciudad fluvial. En ambos no realizados jamás, el genio renacentista
plantea, además de un trazo coherente, la idea de la supermanzana
con altos edificios y la importancia de grandes zonas verdes.

Dos filósofos y un rey destacan en el momento al que aludimos.
El último, es el verdadero antecesor del urbanismo legal. Santo Tomás
Moro en su libro Utopía, plantea la posible existencia de una isla de
este nombre, en la cual se levantan cincuenta y cuatro ciudades espa­
ciosas. Estas ciudades son en todo iguales: forma, función, número de
habitantes, leyes, costumbres e instituciones son patrimonio de todos;
trazado por Utopo, según Moro adelanta ideas sobre orientación, vien­
tos dominantes, higiene urbana, reglamentación constructiva y pobla­
ción, que en ninguna de ellas ascendería a más de 6.000 familias. Esta
obra, junto a "La Ciudad del Sol”, de Tomás de Campanela, consti­
tuyen en sus postulados normas urbanas, laborales y sociales, ejem­
plos aún vigentes que por desgracia50 no han reflejado realidades.

Ya vimos la legislación de los fueros municipales españoles du­
rante la Edad Media, producto del genio hispánico tan vituperado.
Hacia los primeros años del Renacimiento, se continuaron por los reyes
católicos en diversos ordenamientos como la Carta de San Sebastián
1477r La Carta de Puerto Real, 1483; las Ordenanzas Reales de Casti­
lla; la de Vitoria y el Capítulo de Corregidores, del año de 15OO.ST
Continuadora de estas leyes es la Real Ordenanza expedida el 3 de mayo
de 1576, verdadera obra maestra para su época y primer documento
legal urbano sobre la forma y construcción de las ciudades, dado en
situación tal, que constituye realmente una carta de planificación emi­
tida por el poder público, con carácter eminentemente jurídico. Este
documento no quedó en el aire sino que con excepciones y reformas 

55. Julio Claudio Argón: La Arquitectura Barroca en Italia, Nueva Visión, Buenos
Aires, 1960, p. 10.

56. Las Utopias del Renacimiento. Fondo de Cultura Económica, México, 1962.
57. La Casa y los Orígenes, op. cit.
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posteriores se aplicó a la construcción de las ciudades novohispánicas;
nuestra ciudad es un ejemplo que puede vivirse a este respecto. Puebla,
Guadalajara, son otros ejemplos.

Estas ordenanzas dividiéronse en dos partes, según el texto; la
primera, dedicada a descubrimientos y la segunda, a poblaciones. En
este segundo aspecto, tiene un singular valor para la historia del ur­
banismo. Algunas instituciones notables son las siguientes:

Art. 110. La obligación del trazo de las calles en forma rectilí­
nea, dejando espacio en el exterior para el crecimiento de las mismas.

Art. 111. Elección de un lugar ventilado, fértil y no insalubre,
protegiendo a la población en contra del viento del norte.

Art. 112. La plaza en puerto de mar debe hacerse abierta a él,
en sitio interior, al centro de la población.

Art. 113. La plaza mayor no será menor de 200 pies de ancho
ni 300 de largo, ni mayor de 800 y 300, siendo las medidas idóneas
600 y 400 pies, respectivamente.

Art. 114. Prescribe la salida de la plaza por tres calles a cada
lado (recuérdese el trazo del Zócalo en México en las calles actuales
de Madero y El Callejón, hoy 20 de noviembre).

Art. 113. La creación de portales en la plaza.
Art. 116. Este artículo es un antecedente de legislación sobre in­

solación urbana; señala que en lugares cálidos, las calles sean estrechas
y en las zonas frías, anchas.

Art. 118. Ordena la formación de plazas menores, hoy zonas de
descongestión urbana, o zonas verdes.

Del artículo 119 al 128, la Ordenanza previene una serie de me­
didas que hoy se conocen como Zonificación, señalando lugares para
la parroquia, las casas de gobierno, los comercios, la habitación, los
negocios insalubres. Es extraordinario observar en el art. 121 cómo se
dispone que los hospitales de infecciosos habrán de colocarse en tal
lugar "que ningún viento dañoso pasado por él, vaya a herir la demás
población”. Esto constituye ya una disposición jurídica sobre polución
atmosférica, aplicada a enfermedades y sanidad urbana. Los artículos
subsiguientes, referentes a los ejidos, son un documento importante
para la historia de la legislación agraria.
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Este documento es aun valioso para la legislación protectora de los
monumentos históricos en México.

Los alarifes o arquitectos que en trazo siguieron estas disposiciones
fueron Alonso García Bravo,3'* en la Ciudad de México, cuyo trazo
despertó la admiración del gran latinista Francisco Cervantes de Sala-
zar,50 en su libro Diálogos Latinos; Juan Landuz Alaniz, alarife de
Querétaro, y otros.

f) La ciudad barroca, el poder y la gloria

El período barroco de 1600 a 1750 abarca la época de una nueva
preocupación urbanística, ahora, a diferencia del urbanismo griego, do­
tado de un profundo contenido escénico monumental, de estética móvil
sorprendente y en ocasiones teatral, todo ello hecho para anonadar
y hacer sentir al espectador la gloria del monarca absoluto y de su
derecho divino para regir los destinos del Estado por medio de la ley
o su deseo, frutos de su única voluntad.

Este período escénico estético en la construcción y planes de ciu­
dades, sigue dos orientaciones diferentes, ambas sentimiento de su épo­
ca: la ciudad estrella amurallada y los planes escenográficos llevados
a cabo con una gran profusión en ciudades ya construidas desde España
hasta Rusia.

El primer tipo corresponde a una preocupación eminentemente for­
mal, típica del barroco; la invención de la pólvora y el uso de los ca­
ñones hicieron innecesarias las viejas murallas. Las nuevas ciudades
que se planearon amuralladas, deberían de responder a la nueva ne­
cesidad defensiva. Ahora las murallas se construyen de gran espesor,
formando ‘aristas para evitar el golpe directo del disparo. Esto permitía
a la estética barroca aprovechar estos elementos, creando ciudades de
perímetro poligonal, con murallas exteriores en forma de estrella. En
alguno de estos ejemplos la superficie amurallada fue mayor que el
resto de la población y la única preocupación, fue el juego geomé­
trico en plano de las murallas; éstas ni siquiera podían ser observadas
desde tierra en toda su magnificencia y sólo hoy, en las que restan,
el avión permite apreciar su calidad formal. Entre las más extraordi­
narias destacan: Palmanova, ciudad radial de perímetro poligonal de
nueve lados, con plaza en el centro y plazas localizadas en las calles 58 59 

58. Manuel Toussaint: Arte Colonial en México. Instituto de Investigaciones Estéticas,
UNAM, 1962, p. 3.

59. Francisco Cervantes de Salazar: México, 1554. Biblioteca del Estudiante Univer­
sitario, UNAM, 1964, pp. 29 a 38.
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radiales, rodeada toda por una muralla que forma una estrella de nue*
ve puntos, cada uno con bastiones,®0 tiene propósitos meramente plásti­
cos. Neuf Brisach —obra del arquitecto militar de Luis XIV, Vauban—
está construida en forma de rejilla, y formando las murallas en plano,
dos estrellas superpuestas de ocho lados. La más notable por el espesor
de sus murallas es la ciudad de Sarrelouis, obra también de Vauban.
Aun a principios de siglo, estas ciudades se imitaban, como en el caso
de Canberra, capital de Australia.

La segunda preocupación urbanística barroca fue la remodelación
de las ciudades, acompañando esto de decretos y cartas urbanas de
naturaleza jurídica. Veámoslo esquemáticamente:

En Roma, los dispositivos pontificios expedidos por el Papa Six­
to V en el año 1589, ordenan el trazo de avenidas que confieran im­
portancia y unan a las cuatro basílicas más destacadas: San Pedro, San
Juan de Letrán, Santa María la Mayor y San Pablo Extramuros (sólo
se realizó una de estas avenidas).01 En Francia, el proyecto de la Cité
encarna en un documento legal conocido como los Decretales para la
Isla de la Cité, de 1661. Este curioso documento ordena el ensancha­
miento de los jardines del Louvre y la demolición de todas las edifi­
caciones sobre los puentes que en aquella época se encontraban casi
cerrados por edificios y vivienda. Cabe aclarar que tales proyectos se
ejecutaron directamente por Colbert en forma demás arbitraria. En In­
glaterra, las disposiciones de Londres señalaron la planificación de Ja
zona que va desde la Torre de Londres hasta la Catedral de San
Pablo, proyecto no ejecutado a consecuencia de la guerra con Francia.

En 1703, Pedro El Grande terminó la construcción de su flamante
ciudad de San Petersburgo, en la desembocadura del río Neva; inme­
diatamente, promulgó un decreto para el poblamiento y conservación
de la santa ciudad de San Petersburgo. Estas disposiciones son un mo­
numento de arbitrariedad característica de todos los ordenamientos le­
gales urbanos de la época, en la que el poder de los reyes imponía su
voluntad sobre la forma de la ciudad, sin límite. Ordenaba que todos
los boyardos y burgueses, habitantes de otras ciudades, construyeran
de inmediato sus casas en la nueva capital. Los solares para el efecto,
fueron vendidos a sus nuevos propietarios, a fin de ayudar económi­
camente a la erección de la ciudad. Incluso, el ordenamiento señalaba
los materiales que debían usarse: piedra en el exterior y ladrillo, pro-

60. D. G. Ramos: op. cit.
61. Julio Claudio Argán: op. cit.
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hibiendo el uso del estilo tradicional. La desobediencia al ordenamiento
se castigaba con fuertes multas e incluso la expropiación de parte de los
bienes del infractor.02

El barroco significa, como en ninguna época anterior, el desarrollo
de los proyectos urbanos. Sin embargo, esto no benefició al hombre
común de las ciudades; por el contrario, sufrieron sus consecuencias
por expropiaciones arbitrarias o ilegales, impuestos y gabelas e incluso
trabajo forzado en la realización de espléndidas obras. Aún así, el
pueblo continuó habitando los tugurios venidos de la Edad Media, con
una agravante: el crecimiento de la población que los hizo aún más
insoportables. En materia legal, estos ordenamientos nunca constituye­
ron un cuerpo de leyes coherentes ni permanente; había que esperar
todavía el acumulamiento de más problemas heredados para que esta
legislación pudiera surgir.

g) La ciudad industrial, el desbordamiento del problema urbano
y la aurora de la legislación ordenada**

Hacia 1780, James Watt inventa la máquina de vapor. Durante
todo el resto del siglo xviii, vemos evolucionar ese notable invento en
todos los aspectos y, al levantar el xix, la invención de otras máquinas
inició una actividad febril en serie, que absorbió la atención de la in­
dustria; la repetición de las operaciones reemplazó a la versatilidad
del trabajo manual, aumentando con ello la producción y las fuentes
de trabajo.

Esto dio lugar a que el sistema atrajese más gente hacia los centros
urbanos: así, mientras que las zonas rurales, por ejemplo, las inglesas,
vieron decrecer su población de 10.000.000 en 1821, a 9-500.000 ha­
bitantes en 1836; la población urbana pasó, en este mismo país, de
2.000.000 a 48.000.000; naciendo así, derivada de los errores urbanos
de épocas anteriores, la ciudad congestionada en toda Europa y América.

La población de 1800 a 1900, en Europa, aumentó al 400 por
ciento de su capacidad. Londres, que en el año de 1800 tenía 1.000.000
de habitantes, al comenzar el siglo siguiente contaba con una población
de 7.000.000 de habitantes. Este crecimiento desmedido de la población
se debe, en esta época, al incremento de los centros de trabajo y al
aumento de la producción, así como al atractivo que las ciudades, en

62. Cari Grimberg: El Siglo de Luis XII'. Ed. Daimon, 1968.
63. Para las subsiguientes páginas de este capítulo, fueron consultados los libros: La

Arquitectura t¡n una Sociedad de Masas, de E. Tedechi, Ed. 3, Buenos Aires, pp. 9
a 33; A. B. Galion: op. cit., pp. 88 a 143; y el libro de Domingo García Ramos.
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estos y otros aspectos, significaron para los habitantes de las zonas ru­
rales de la época. De ahí que la ciudad barroca anterior, con rudimen­
tos de planificación en zonas privilegiadas, no pudiera resistir, a co­
mienzos del siglo xix, el crecimiento desmedido de su población y he­
redara al siglo xx todos los problemas que no pudo resolver.

Una crónica relativa a Londres a principios del siglo xix, señala que
los barrios bajos de esta ciudad están ocupados por multitudes de fami­
lias sujetas a trabajo asalariado, las cuales viven en la ciudad en condi­
ciones cercanas a lo infrahumano. El problema de la vivienda es tan
agudo que en una habitación pequeña de 4 x 4 yardas viven dos fami­
lias de aproximadamente un número de hijos cuyo promedio está en­
tre cuatro y seis. Esta situación, así como el desempleo debido al libre
juego de las leyes de la oferta y la demanda, la cantidad de brazos
disponibles para el trabajo y el maqumismo, dio lugar a un estado de
miseria. Refiere la crónica anterior que incluso los muertos, a fin de
deshacerse de ellos, eran en ocasiones arrojados al Támesis.

Los problemas de la época fueron, fundamentalmente en materia
urbana, los siguientes: a) La habitación y su higiene, la cual, por los
escasísimos recursos, facilitó el advenimiento de enfermedades epidé­
micas hasta entonces no tan abundantes como la tuberculosis, el cólera
y, en menor proporción, la peste, que se abatió precisamente sobre los
desdichados habitantes de estas comunidades industriales, b) Otro pro­
blema nacido de esta época fue el de la vialidad y el transporte urbano,
ya que las materias primas requerían ser transportadas hasta el lugar
de transformación, o sea, la fábrica, ya fuese por barco, a través de
ríos y canales o por ferrocarril, el cual atravesaba las urbes para depo­
sitar los productos a la puerta de las fábricas. Esto determinó que,
entre las retorcidas calles de las ciudades, la circulación empezara a
mostrar los primeros síntomas del congestionamiento. La imposibilidad
de transportación rápida obligó a los obreros a vivir en condiciones
higiénicas precarias al lado de las fábricas, c) También fue un nuevo
problema la contaminación atmosférica y acuática, ya que las fábricas,
por necesidad económicas de transporte, y de abastecimiento de mano
de obra, se encontraban en zonas altamente pobladas o junto a las
riberas de los ríos, viciando el agua con los desechos industriales, d)
Un nuevo problema desde la época de la Revolución francesa sacudió
la tranquilidad de los gobernantes: las rebeliones urbanas que surgie­
ron, como las de 1848 y de 1871, de la Comuna de París y la del pri­
mero de . mayo de 1886 en Chicago, e) Al mismo tiempo, la concen­
tración de grandes masas en las urbes junto con el problema de la vi­
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vienda dio lugar a la especulación de la renta, naciendo así las com­
pañías inmobiliarias como pingüe negocio, que elevaron al valor de
la tierra en una espiral ascendente.

En Berlín, por ejemplo, el valor de la tierra se duplicó entre 1865
y 1880. En Londres, en un período de sólo 20 años, el valor de la
tierra aumentó en una tercera parte, dando lugar a la congestión de
la vivienda aún más; los especuladores arrendaban o vendían predios
y locales cada vez más pequeños con el fin de obtener un lucro mayor.

La densidad de población en París, entre 1836 y 1866, se triplicó. La
población de Londres en este mismo sentido era de 662 personas por
hectárea. En Nueva York aún era mayor, ascendiendo a 815 personas
por hectárea.

Los servicios públicos en esta época de crecimiento industrial fue­
ron, sin embargo, de gran importancia. En 1819, París estableció la
primera línea de omnibuses de tracción animal para transporte colec­
tivo. En Nueva York en el año de 1831, este servicio público estaba
ya funcionando con varias líneas de tranvías. En el año de 1867, esta
misma ciudad construyó el primer ferrocarril elevado a cable y en 1871
reemplazó el de cable por un tren de vapor. Sin embargo, la conges­
tión no disminuyó. Hasta 1885 apareció el tranvía eléctrico, que sería
pronto el principal medio de transporte urbano. En otros aspectos los
servicios públicos prestados también aumentaron. París en 1812 y Lon­
dres en 1814, inauguraron el primer sistema de iluminación de gas,
cubriendo el área central de la ciudad así como las principales zonas
residenciales. Sin embargo, a pesar de esas mejoras debidas a la pri­
mera revolución industrial, los barrios populares de las ciudades que­
daron ahora, por la insalubridad y otros factores negativos, en las
mismas condiciones que en siglos anteriores, produciendo esto las con­
secuencias que ya se han apuntado.

A estos problemas in crescendo se buscaron infinidad de solucio­
nes que iban desde un plano estrictamente laboral y económico, hasta
proyectos y soluciones urbanas en estricto.

Entre los primeros que se abocaron a esas soluciones se encuentran
los utopistas sociales Saint Simón, Owen, Prudhon y Lassalle; todos
ellos advirtieron la procreación de futuros grandes males sociales como
el desempleo, las crisis de subconsumo y las rebeliones urbanas. Entre
quienes propusieron las soluciones de carácter urbano, destacan Robert
Owen, que en el año de 1816, presentó un proyecto de comunidad
corporativa que combinaba a la industria con la agricultura. Este pro­
yecto señalaba que la vivienda debía agruparse alrededor de un gran 
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espacio abierto en el cual estarían ubicados los edificios comunales. En­
tre las viviendas se extendían grandes jardines y toda la zona estaba
rodeada por anchas vías de acceso. Estas comunidades deberían exten­
derse por toda Inglaterra con el fin de remediar el mal de la desocupa­
ción. Buckingham, otro utopista, escribió en el año de 1849 un tratado
que tituló Males nacionales y remedios prácticos. En esta obra explicaba
su proyecto para una ciudad modelo llamada "Comunidad Asociada
de Templanza", que debía de dar cabida a cerca de cien mil habitantes
en medio de amplios jardines y parques.

De estas ideas, que no llegaron a realizarse jamás, nacieron las
ciudades modelo, producto de la preocupación de algunos ricos indus­
triales estimulados por los proyectos anteriores. Una de las primeras
fue la de Bessbrook, construida en 1846 para los obreros de una de
las tejedurías de lino de Irlanda. En 1852, la de Sir Titus Salí para
3.000 obreros de sus hilanderías. En 1865 la fábrica Krupp, de Alema­
nia, inició la construcción de su primera ciudad modelo para los obre­
ros de sus grandes fundiciones. En 1875, M. Monier construyó, cerca
de París, la colonia Noisel-sur-Seine. Las hilanderías Crespi, de Italia,
cerca de la ciudad de Capiriate, en el norte, edificaron unidades mo­
delos hacia 1880, mientras que en Agenta Park, ciudad holandesa del
Delft, hacían lo mismo en el año de 1883. Estos proyectos se multipli­
caron. Sin embargo, las ciudades modelos construidas por los indus­
triales del siglo xix fueron muy pocas en relación con el enorme pro­
blema de la vivienda en los centros fabriles y apenas contribuyeron
a la solución de la cuestión.

h) El planeamiento urbano
El planeamiento urbano en esta época es escasísimo. La expansión

industrial, incluso, borró los trazados originales de las ciudades barrocas
hispanas y de las mismas ciudades americanas, como Filadelfia, Sabana,
Lansinburg y otras. Existieron en esta época sólo propuestas ambicio­
sas como el plan de los jueces y gobernadores de la ciudad de Detroit
que, sin embargo, no llegaron a realizarse debido al incremento del
valor de la tierra que ya hemos mencionado, y a la explotación indus­
trial. El único plano trazado en esta época fue el del arquitecto L’Enfant,
de la ciudad de Washington. Nueva York erigió un trazo de tablero de
ajedrez, sumamente rígido, sin tomar en cuenta la topografía irregu­
lar de la ciudad, adjudicándose para espacios abiertos superficies insu­
ficientes: un campo para maniobras militares de 79 acres, una super­
ficie de 55 acres para mercado público y cinco pequeños parques, todo 
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esto en razón del elevado costo de la tierra. Solamente hacia mediados
del siglo xix se puede consolidar el Central Park, único cambio en re­
lación a la planificación desde 1811, a la que aludimos.

A medida que el siglo xix avanzó con todas estas cargas, los go­
biernos europeos y americanos fueron tomando más y más conciencia
de la necesidad del mejoramiento de las ciudades. En el año de 1890
se publicó en la Gran Bretaña la Ley de Vivienda, dando al gobierno
y a las autoridades locales los poderes necesarios para expropiar terre­
nos y construir viviendas para la clase trabajadora. Con el crecimiento
del movimiento sindical en Alemania en el año de 1889, se tuvo una
ley que concedía determinados privilegios a los proyectos corporativos
para la construcción de vivienda, utilizando los fondos obtenidos del
seguro social que el canciller Bismarck inaugurara. Con anterioridad,
en Holanda, se dictó una ley que permitía prestar dinero de fondos
oficiales a las sociedades de utilidad pública dedicadas a la construc­
ción de casas económicas. En Estocolmo se aprobó una disposición si­
milar en el año de 1879.

En los Estados Unidos de América estas disposiciones europeas no
tuvieron eco sino hasta el año de 1901. Antes de esta fecha se funda­
ron una serie de asociaciones y sociedades privadas con el fin de solu­
cionar estos problemas. Sin embargo, éstas no fueron lo suficientemente
efectivas. La Ley de Viviendas Rentables de 1901 para la ciudad de
Nueva York, conocida comúnmente por la “Ley Nueva”, fue con la
que los Estados Unidos se incorporaron al movimiento, dictando una
serie de medidas y normas de construcción en relación a la renta, ma­
teriales, construcción de viviendas y apartamentos populares.

i) La dudad actual
En los modernos libros de Economía suele señalarse además de

la primera Revolución Industrial de finales del siglo xvm, una nueva
en este sentido conocida como la segunda Revolución Industrial de
principios del siglo xx. Este movimiento técnico-científico ha dado a
luz infinidad de descubrimientos tecnológicos de aplicaciones para Ja
ciudad, repercutiendo en forma definitiva:

a) En primer término, la invención del automóvil y la produc­
ción del mismo a escalas jamás antes previstas, ha traído como conse­
cuencia un desbordamiento en el mercado, por lo tanto, en la circula­
ción urbana, de tal manera que hoy en día, a la vuelta de 50 años de
utilización, desborda ya todas las vías urbanas planeadas para una si­
tuación diversa. La clase de construcción de la vía urbana: calle, ave­
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nida, boulevard, es ya obsoleta frente al movimiento técnico y al incre­
mento del automóvil en producción y en consumo. De este problema
totalmente nuevo se desprenden otros.

b) La polución atmosférica. El crecimiento de las industrias, aun­
que ya zonificadas y el aumento de la cantidad de automóviles, han
creado el problema en las modernas urbes, del incremento de materias
gaseosas en suspensión que amenazan la salud de sus habitantes en
forma continua.

c) Asimismo, este nuevo maqumismo desbordado ahora por ca­
lles y avenidas a través de infinidad de vehículos de transporte tanto
individual como colectivo, ha sido consecuencia de que las ciudades se
pueblen de efectos sonoros ruidosos ante los cuales la población urbana
se ve indefensa y amenazada tanto en las horas diurnas como en las
nocturnas, afectando necesariamente la estabilidad mental y por lo tan­
to la salud física también.

d) El desarrollo horizontal-vertical. La demanda de espacio tiene
un doble aspecto en la estructura de la ciudad, provocando dos tipos
de expansión: la vertical que culmina con la construcción de rascacielos
y la tendencia a la expansión horizontal y el desbordamiento de las
funciones urbanas fuera de los límites de antigua continencia. Esto
provoca, respectivamente, el aumento de la densidad urbana y el rom­
pimiento de los moldes de zonificación que pudieran haberse conce­
bido en épocas pasadas. La utilización hasta el máximo del espacio
hace necesario que los edificios que utilizan dispendiosamente el espa­
cio, sean demolidos y reemplazados por estructuras más eficaces, por
lo general de un mayor número de pisos. Por otro lado, los habitantes
del centro de las ciudades, ante los altos costos impositivos y las mo­
lestias del centro urbano, huyen hacia las periferias, provocando el
crecimiento horizontal y un grave problema de comunicaciones, ya que
los centros continúan siendo el corazón político y comercial de las urbes.

A estos nuevos problemas que en forma creciente aumenta día
con día en las metrópolis modernas, se unen los problemas heredados
de épocas pasadas: aumento de la población; incremento del valor de
la tierra, tanto que en 1933 a la fecha el área de Chicago, la entonces
valuada en 1.000.000,oo de dólares, en 1969, alcanza 5.000.000.000,oo
de dólares. A esto se añade la especulación sobre predios y edificios en
el interior de las urbes.

Todos estos problemas crecientes han hecho que el problema ur­
bano hoy en día parezca como insoluble.
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Diversos teóricos de la arquitectura y del urbanismo han preten­
dido dar a toda suerte de calamidades urbanas nuevas soluciones en
el plano teórico. El Plan Voisin presentado por el arquitecto Le Cor-
busier para la regeneración del centro del país durante la Exposición
de Otoño de 1927, señala la creación de altos edificios en el centro de
la ciudad de París, colocados en supermanzanas y, asimismo, la subs­
titución de zona edificada de uno o dos pisos, por zonas verdes, de
fuentes y jardines. Este plan no fue aprobado por la municipalidad
de París, en virtud de los altos costos de la tierra.®*

Otra aportación significativa es la del arquitecto Frank Lloyd
Wright,00 el cual en su libro The Living City, plantea una vuelta utó­
pica a la ciudad agrícola, y elabora un proyecto urbano en el cual la
ciudad integra funciones comerciales, industriales y agrícolas, creando
para esto enormes zonas verdes de separación. Esta se conoce como el
"plan Usonia” y ha sido ensayado en pequeñas comunidades de los
Estados Unidos, sin resultados aparentes.

Obras más generales y más teóricas en este sentido han sido las
postuladas por Walther Gropius en su libro Hacia una Arquitectura
Integral, en el cual plantea que al crecimiento industrial debe de corres­
ponder una nueva legislación.00

Richard Neutra, arquitecto americano, plantea en su libro Planifi­
car para Sobrevivir, la necesidad inaplazable del cambio de forma, es­
tructura y funciones de las actuales ciudades. Señala como una amenaza
para la estabilidad social, política, económica y psíquica, al dejar que
las urbes se incrementen libremente en tamaño y complejidad de tal
manera que si esto continúa, estarían condenadas a convertirse en lu­
gares inhabitables.07

El libro que contiene las más destacadas teorías expuestas hasta
la fecha, es el del arquitecto y urbanista Constantinus Doxiades, in­
titulado Equistika o ciencia de los establecimientos humanos; para Do­
xiades, el fenómeno urbe es un problema que debe ser acometido por
los profesionistas de todos los ramos: técnicos, humanistas, sociológi­
cos, filosóficos, médicos, etc. En dicho libro plantea la unificación de
todas estas actividades en esa nueva ciencia frente al crecimiento de
las ciudades que si bien empezó siendo un aspecto de la realidad so­
cial, hoy amenaza convertirse en una realidad total. La ciudad, para

64. Le Corbusier: La Ciudad del Futuro, op. cit.
65. Frank Lloyd Wright: The Living City, op. cit.
66. Walther Gropius: Hacia una Arquitectura Integral, op. cit.
67. Richard Neutra: Planificar para Sobrevivir. Fondo de Cultura Económica, 1958,

p. 14.
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él, se convierte lentamente en un área ecuménica cuyas proporciones,
como ya lo mencionamos en este trabajo, amenazan con desbordar los
límites políticos entre las provincias de una nación e incluso, en el fu­
turo, los límites entre Estados. Esta obra y esta concepción del arqui­
tecto griego es básica para entender la postulación de un nuevo dere­
cho urbano.08

Un documento de gran trascendencia en la materia, es la “Carta
de Atenas”; aunque ésta no tenga contenido jurídico, es el principio
y la sistematización de tipo constitutivo de los problemas y necesida­
des de las urbes actuales; el documento fue elaborado por el Congreso
Internacional de Arquitectura Moderna en el año de 1933, durante
una travesía de Marsella a Atenas, por un grupo de profesionistas de
todas las ramas que en esta materia intervienen.

Las conclusiones a que llegaron cristalizaron en lo que constituye
la "Carta de Atenas”. Esta se encuentra dividida en 95 artículos sepa­
rados en tres partes: Primera. Generalidades. La ciudad y su región.
Segunda. Crítica. Estado actual de las ciudades y necesidad a resolver
en todas y cada una de ellas. Habitación, recreación, trabajo, circula­
ción, patrimonio histórico. Tercera. Conclusiones y puntos de doctrina.

En toda ella se plantea una serie de disposiciones que es preciso
mantener para que la ciudad actual logre su equilibrio y sin las cuales
la urbe decaería sensiblemente en hacinamientos inhumanos.

Es necesario, y ya se planteará con posterioridad que el derecho
elabore, ya sea en un plano estatal, federal o internacional, cartas cons­
titucionales semejantes a las de Atenas, de acuerdo con las necesidades
propias, en las cuales se contengan los postulados mínimos que toda
ciudad debe de lograr. Un documento de esta naturaleza es hoy una
necesidad ineludible, como lo es una constitución jurídica, urbana.

La actividad legislativa, en todos los países del mundo, en rela­
ción a estos problemas durante el siglo xx, ha sido enorme. Sin em­
bargo, toda la legislación ha carecido del orden que en otros planos'
del derecho ya se ha constituido, así como de los principios teóricos
y técnicos que es necesario manejar para que esta legislación se estruc­
ture como un todo unitario y no se convierta en documentos, leyes
y reglamentos en ocasiones contradictorios y sin continuidad.

Entre los países que ha dado una primordial importancia al as­
pecto legislativo en esta materia, podemos mencionar los siguientes:

68. Constantinos Doxiadcs: op. rít.
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Suecia y los países escandinavos. Ya se había citado que en el
año de 1874, Suecia, adelantándose a toda la legislación del mundo
en este sentido, plantea por primera vez la solución legal del plano
regulador y del plano de zonificación. A esta contribución, Suecia,
durante lo que va del siglo xx, ha añadido numerosas disposiciones
relativas, principalmente al problema de la vivienda en diversas leyes,
la primera de las cuales es la Ley del Suelo, de 1917: la Ley de Sub­
sidios para la Edificación Pública, de 1920, y la Ley de Urbanismo, de
1931, en la cual se exigió a todas las comunidades urbanas la elabora­
ción de un plano de rehabilitación urbana; otros son referentes a con­
tribuciones, fraccionamientos, vialidad, etc. Podemos afirmar que Sue­
cia, debido a su progreso económico y social ha logrado, en gran parte,
superar con éxito el problema urbano a través de una eficiente le­
gislación.

Inglaterra. En el año de 1909, continuando con la iniciativa es­
candinava, Inglaterra promulga su célebre Town Plan Act, instrumento
jurídico en el que plasma las necesidades sociales y económicas de la
urbe, así como su solución por medio de la zonificación y del plano
regulador. En el año de 1919, establece el Ministerio de Vivienda y su
ley orgánica, la ley de vivienda, del mismo año; esta ley establece la
creación de subsidios por las autoridades locales para eliminación de
los barrios bajos y la construcción de casas a bajo costo.

Durante la década de los veinte y principios de la década de los
treinta, los objetivos de esta ley quedaron consolidados y extendidos,
creando una serie de compensaciones en pago a los propietarios de las
zonas que se declararon rehabilitadas, limitando el valor en el mer­
cado de la tierra, no pagando ninguna indemnización por la edificación
venida a menos existente sobre tierra expropiada. Esta ley se regla­
mentó por multitud de preceptos, determinando normas de construc­
ción, fijando el número máximo de ocupantes por cada vivienda y
dando al poder público facultades para ordenar mejoras en los edifi­
cios que no cumplieran con las disposiciones físicas mínimas, incluso
su demolición.

La ley de planeamiento urbano-rural de 1932, fue una legislación
muy completa, dándose a las autoridades locales facultades para el me­
joramiento de las zonas urbanas, la conservación de las zonas rurales
y edificios históricos, considerando a las diferentes zonas como regiones
urbanas.

En 1936 la nueva ley de vivienda fue más amplia en este sentido
y derogó la antigua, de 1919, ordenando a las autoridades locales la
rehabilitación.
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Se han creado asimismo en Inglaterra, durante la década de los
treinta y cuarenta, infinidad de concejos municipales y comisiones a
fin de establecer las necesidades de cada región. La legislación inglesa
es, en este sentido, una de las más completas y ordenadas, ya que
incluye la mayor parte de los aspectos de la planificación y el urba­
nismo.

Francia. Esta nación ha seguido un camino diferente. La idea
del plano regulador y de la zonificación no fue patrimonio francés,
sino hasta el año de 1919, por medio de la Ley Cornudet, Primera
Carta del Urbanismo Francés. Esta carta señala que todo poblado de
más de diez mil habitantes debe de tener un plano de acondiciona­
miento, embellecimiento y extensión. Ya antes, en el año de 1912, se
creó una dependencia pública para la construcción de viviendas de bajo
costo [Office Public d’Habitat ion d Bon Marché) y una organización
descentralizada, de autoridades locales, para conceder subsidios a la
construcción de viviendas económicas.

La Ley Loucheu, de 1928, amplió los medios de financiación a
través de organismos públicos descentralizados y empresas privadas.

Hacia 1939, se creó el organismo descentralizado de proyección de
ciudades-jardín, dependiente del Departamento del Sena, planeándose,
por medio de una ley local, el establecimiento de la Zona del Gran
París.

En el año de 1964, la Ley Malraux fue expedida con el fin de
mantener y conservar el patrimonio artístico de las ciudades francesas,
así como una zonificación esmerada de este patrimonio y de las demás
funciones urbanas.

Alemania. Siguiendo el ejemplo sueco, el 10 de agosto de 1904,
Alemania creó la Ley de Perímetros de Aglomeración, muy semejante
a la Ley Cornudet. Estas leyes en Alemania, sin embargo, tenían ya
serios antecedentes en las disposiciones que ya analizamos.

En 1902 el alcalde de Francfort logró la aprobación de una ley
que en su honor se llamó Ley Adickes, la cual faculta al gobierno de
la ciudad a expropiar propiedades privadas para adaptarlas para los
nuevos proyectos; la ley autorizó también a quedarse con el 40 por
ciento de la tierra expropiada, sin pagar indemnización alguna a los
propietarios, y destinar esa superficie a calles, paseos y otros usos pú­
blicos. Este ejemplo fue seguido por varias ciudades alemanas y en­
contró su mayor utilidad después de la Primera Guerra Mundial cuando
la escasez de vivienda se hizo sentir en forma crítica.
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En el año de 1921 se aprobó un impuesto sobre la renta. El im­
puesto osciló entre el 10 y el 50 por ciento del valor total de la pro­
piedad. Este impuesto se utilizó para la construcción de casas baratas
las cuales, entre el fin de la guerra y advenimiento del Tercer Reich,
alcanzaron la suma de tres millones de viviendas. Por desgracia toda
la legislación y los esfuerzos urbanos de la época posterior quedaron
aplastados por el brutal advenimiento de la Segunda Guerra.

En los sistemas actuales alemanes y aprovechando la devastación
bélica que sufrieron las ciudades germanas, se ha creado una serie enor­
me de disposiciones urbanas. Hoy en día todas las ciudades alemanas
cuentan con los planes reguladores de crecimiento y con leyes de suelo.

Holanda. Continúa también la trayectoria de principios de siglo
en relación a planos reguladores. Asimismo, la ley referente a la regu­
lación del crecimiento de las urbes incluía disposiciones relativas a
normas y procedimientos de construcción para viviendas. Leyes poste­
riores a la Primera Guerra Mundial ampliaron las facultades de los
organismos creados para el efecto de la aplicación de la ley.

Italia. En el año de 1919, sin continuar Italia la trayectoria de
los países europeos, se otorgó al poder público italiano local, el amplio
derecho para la expropiación, construcción de vías públicas y viviendas
de participación estatal. No fue sino hasta el año de 1928 en Italia,
cuando se aprobó una ley ordenando a todas las ciudades preparar
proyectos y plano regulador para la extensión y rehabilitación de las
respectivas plantas urbanas.

El fascismo se mostró muy activo en estos trabajos, construyendo
alrededor de la ciudad de Roma grandes suburbios residenciales.

En el movimiento migratorio de la población campesina hacia Ro­
ma, encontramos uno de los primeros ejemplos de disposiciones lega­
les para impedir la inmigración; gracias a ello se realizó un vasto pro­
yecto de recuperación de los Pantanos Pontinos que se destinaron a la
agricultura, y por medio de la ley de vivienda de 1938 recibieron
préstamos los propietarios que decidieron instalarse en esa zona.

En 1942 se creó en Italia el Instituto de la Vivienda Popular, un
organismo semidescentralizado, de participación estatal, el cual se de­
dicaba a otorgar préstamos a bajo interés para la construcción de vi­
viendas destinadas a la clase obrera.

España. España no se adelantó a este movimiento de las ciudades
europeas, sino hasta después de la terminación de la guerra civil. En
el año de 1942 se publicó la primera Ley del Suelo Español y asimismo
una multitud de leyes de carácter local, referente al régimen de pro-
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piedad urbana y suburbana, imposiciones catastrales y régimen de cons­
trucción de viviendas de participación estatal. No fue hasta el año de
1954, en la segunda Ley del Suelo Español, cuando España entró de
lleno en el campo de la planificación urbana, dando adelantados con­
ceptos en esta materia y creando planos reguladores de las ciudades
de más de 20.000 habitantes, así como un régimen de vivienda popular
expresado en la Ley de Vivienda de Participación del año de 1966.
Actualmente puede decirse que España, con la institución del Ministe­
rio de la Vivienda, cuenta con una de las legislaciones más adelantadas
en esta materia. El mismo Instituto de la Vivienda ha procurado es­
tablecer publicaciones de tipo doctrinal y comparativo para ilustrar el
desarrollo de esta nueva rama: actualmente en la Universidad de Ma­
drid se ofrecen cursos de postgraduados en relación con el ingente
problema urbano.

Este estudio comparativo de las diferentes legislaciones europeas
sirve como base para el planteamiento de una serie de necesidades que
la ciudad de hoy en día reporta y que las leyes urbanas deben de aco­
meter. Los principales factores, en conclusión, que las leyes europeas
han tratado, han sido:

a) Planificación integral por medio de leyes relativas a zonifi-
cación y plano regulador que como vimos se inician con el siglo.

b) Reglamentos y leyes relativos a la construcción de viviendas
y edificios. Estos reglamentos comprenden tanto normas constructivas
como normas arquitectónicas de ventilación, instalación e higiene interna.

c) Las legislaciones europeas, aunque no lo hayamos mencionado,
desde la aparición del automóvil, también han legislado en materia de
vialidad, a través de ordenamientos de tránsito y conducción de ve­
hículos.

d) Se ha legislado, asimismo en Europa, como vimos, en lo re­
lativo a la construcción de viviendas populares.

e) El último aspecto que esta legislación europea ha recogido,
ha sido el referente al régimen de propiedad del suelo urbano, im­
puesto, exenciones, catastración, etc. Sin embargo, y a pesar de los múl­
tiples ordenamientos dados en materia urbana, aún hoy la estructuración
de estas normas legales carece de elementos indispensables:

1. La codificación de cuerpos unitarios.
2. La sistematización jerárquica de las normas.
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3. La aplicación de las normas mediante el estudio de las situa­
ciones técnicas, sociales y económicas a la realidad cambiante de las
ciudades.

4. La creación de las cartas constitucionales urbanas, sean éstas
federales o locales, dependiendo de la organización política del Estado
de que se trate.

5. La legislación sobre otros aspectos tales como polución atmos­
férica, vías rápidas, ruidos o polución acústica, etc., que toda ciudad
integrada en una legislación plena debe abordar en forma coherente
y jerárquica.

CONCLUSIONES

I
1. Entre las formas de asociación que existen a la fecha conside­

radas por la sociología como importantes, la Sociedad Urbana es una
de las mas complejas.

2. Esta forma de asociación responde en la clasificación entre
comunidad y asociación en sentido estricto a esta última, ya que los
lazos de interrelación de sus componentes no son de índole interna
sino externa. Los lazos de vinculación en este caso, son principalmente
de naturaleza económica.

3. Por tal razón la Sociedad Urbana es una forma de asociación
no homogénea, porque sus componentes no responden a principios aso­
ciativos de igualdad o semejanza, sino de discrepancia.

4. Las Sociedades Urbanas de principios del siglo xix a la fecha,
han aumentado su grado de complejidad por causa de las Revoluciones
Industriales de principio de siglo xix y de inicios del siglo xx, que
han traído como consecuencia la centralización de los centros de trabajo
así como la producción y el consumo de multitud de productos técnico-
industriales que han influido a la urbe determinante.

5. El crecimiento de la población, tanto por inmigración del cam­
po a la ciudad, como por crecimiento interno, ha contribuido a que las
sociedades urbanas de nuestros días reporten la característica de ser
sociedades de masas en las que el individuo se encuentra atomizado
y despersonalizado.
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6. Las soluciones que deban darse a una sociedad de esa natura­
leza, deben de corresponder a la realidad económica y social de la
misma, alejadas de consideraciones individuales románticas y de retor­
no a tiempos pasados.

7. En una forma asociativa como la urbe en la que los vínculos
de unión son de naturaleza externa y que además ha alcanzado un gra­
do de complejidad tal como en el siglo xx, es preciso realizar dos
operaciones:

a. Ordenar mediante normas jurídicas la realidad del estableci­
miento de factores que aún hoy no son considerados.

b. Planificar en vista al futuro los recursos sociales, económicos,
e individuales propios de esta forma de asociación.

II
8. La ciudad es un fenómeno de establecimiento que hay que

considerar diferente a la Sociedad Urbana, ya que mientras la primera
constituye la morada del hombre social, la segunda es el mismo hombre
social en la forma de asociación heterogénea y por lo tanto, la ciudad
constituye el medio físico donde esta forma asociativa se desarrolla
(habitat).

9. En la búsqueda de un concepto de ciudad hay que desplazar
por parciales las consideraciones que pretenden agotar su contenido en
aspectos limitados de su realidad, físicos, numéricos y censales, así como
concepciones provenientes de campos limitados (disciplinas) del cono­
cimiento.

10. Una ciudad sin normas de carácter jurídico que rigen tanto
el establecimiento como la conducta externa de los individuos hacia
él, no se puede concebir en nuestros días.

11. La ciudad en general posee diversos grados de complejidad
que van desde un poblado, en donde el grado de heterogeneidad es
suficiente para considerar como un fenómeno urbano, hasta el futuro
previsible de la Ecumenópolis, forma de establecimiento que rebasa ya
los límites geográficos de una provincia o de una nación, por lo que
la ciudad que fue un aspecto parcial del mundo, tiende a convertirse
en el mundo entero.

12. Si los factores económicos, políticos y sociales que han dado
origen y mantienen a las urbes modernas continúan en la trayectoria
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que han seguido en los últimos 200 años, el fenómeno de la Ecumenó-
polis será factible en unos 100 años más según el urbanista Constan­
tinos Doxiades. Para este momento que puede esperarse, son necesa­
rios dos elementos primordiales.

a. Elementos de planificación tanto urbanística y física como
económica, a fin de que las ciudades se encuentren ordenadas y con
recursos económicos para su desarrollo y manutención.

b. Elementos normativo-jurídicos sistematizados en leyes, regla­
mentos y planes. Es necesario emprender esta tarea lo más urgente­
mente posible, en una forma racional y coherente, a fin de dar al nuevo
mundo urbano, que aparece en la perspectiva, un nuevo derecho que
lo rija.

III
13. Las normas jurídicas relativas al establecimiento, han exis­

tido desde la antigüedad. En las ciudades de Mesopotamia y Egipto
aparecen los primeros ordenamientos en esta materia.

14. Las instituciones del derecho civil romano referentes a ser­
vidumbres, propiedad de la tierra, usufructos, arrendamientos, interdic­
tos de obra nueva, obra peligrosa, etc., forman en materia urbana, las
primeras normas sistematizadas de este derecho. Sin embargo, no se
trata aún de normas de orden público.

15. Los ordenamientos españoles de los fueros, dados por los
Reyes de Castilla entre los siglos xi y xv, constituyen los primeros or­
denamientos de orden público en esta materia.

16. En las Reales Cédulas de Felipe II, del año 1576, encontra­
mos por vez primera, un cuerpo legal de planificación y zonificación
que puede ser considerado como la primera ley de planificación y zo­
nificación en el sentido que la doctrina italiana y la legislación española
dan a ese término. Este cuerpo legislativo contiene las disposiciones y
lincamientos generales para la planificación de las ciudades. Esta es la
razón por la cual podemos afirmar que es en estricto sentido, una
ley de planificación.

17. La época barroca, para el desarrollo de las ciudades signifi­
ca más en el plano monumental y escénico, que en efectiva planifica­
ción al servicio de las urbes. Esta época está marcada principalmente
por la reconstrucción de ciudades antiguas. Los elementos legales pro-
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pios tienen como característica la falta absoluta de sistematización, au­
nada a la ausencia de cuerpos efectivamente legales.

18. El siglo xix, significa en la historia del desarrollo urbano
dos principales situaciones:

a. El crecimiento sin freno de las ciudades con motivo de la re­
volución industrial, y por lo tanto el incremento nunca antes visto de
sus problemas.

b. El nacimiento de cuerpos legislativos urbanos más generales
que los de la época anterior, como los planos reguladores sueco de
1874, así como la Ley Prusiana de Urbanismo del año de 1861.

19. En el siglo xx se ven aparecer multitud de nuevas disposi­
ciones en esta materia. Sin embargo, todas ellas carecen de codificación
en cuerpos unitarios, sistematización jerárquica de las normas; y apli­
cación de éstas mediante el estudio de las situaciones sociales, econó­
micas y técnicas a la realidad cambiante de las ciudades.

20. En conclusión, se puede afirmar que con algunas excepcio­
nes europeas, como la Ley del Suelo Español de reciente estructuración,
las ciudades hoy en día carecen de los elementos jurídicos normativos
adecuados a su tasa de crecimiento. Es preciso dotar a las ciudades de
una legislación efectivamente jerarquizada y ordenada, a fin de que
las múltiples situaciones que la ciudad, como modo de vida reporta,
tengan paralelamente una legislación aplicable.



EL REGIMEN JURIDICO DEL URBANISMO EN VENEZUELA
Y SU RELACION CON LA AUTONOMIA MUNICIPAL

Antonio Moles Caubet

I. VALOR SEMANTICO Y CONCEPTUAL DE LA TERMINOLOGIA UTILIZADA

A. Los datos del lenguaje
El término "urbanismo”, es un neologismo que se utiliza en el len­

guaje corriente de una manera muy imprecisa, dada sin duda su misma
novedad. Por cierto que la expresión de la cual es variante, la pone
en circulación el ingeniero catalán, de Caminos, Canales y Puertos, Il­
defonso Cerda, cuyas experiencias en la elaboración del proyecto de
ensanche de la ciudad de Barcelona (España) le lleva a publicar una
denominada Teoría General de la Urbanización (Madrid, 1867), su-
gerente avance de lo que será luego la Gencia del Urbanismo. Los
sucesivos estudios emprendidos con el análisis metodológico de los
hechos así como las actuaciones para aplicar los conocimientos adqui­
ridos, exigían una denominación que fue encontrada apelando una vez
más a las raíces del lenguaje. Entonces se forma el neologismo con la
radical latina Urbs (Urbs-Urbis), la urbe o ciudad, que da lugar en
su primer momento al adjetivo "urbanismo” (a um), es decir, lo caracte­
rístico de la ciudad, designando lo urbano por contraposición a lo rús­
tico o perteneciente al campo, con una significación además peyorativa
(rusticas), si bien sin límite definitivo, pues no se trata de dos ele­
mentos aislados sino dispuestos en una relación de complementariedad.
De otra parte, la expansión progresiva de la ciudad ha de producirse
a expensas del campo, con lo que éste se convierte de rústico en ur­
bano, merced a las potencias creadoras de la civilización.

La palabra "urbano” se incorpora al español y al francés a lo largo
del siglo xiv y es de ella que deriva recientemente "urbanismo”. Aho­
ra bien, el sufijo o morfema "ismo”, añadido a urbano, sugiere plura­
lidad, es decir, el conjunto de todo cuanto concierne a la ciudad. De-
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bido a esto el término "urbanismo” es multívoco, o sea, que sirve para
designar cosas aisladamente distintas aun cuando calificadas por una
finalidad común.

Es en el año 1910, con motivo del célebre Congreso de Londres,
donde se reunieron los grandes promotores del progreso urbano —Stub-
ben, Gueddes, Howard, Unwin, Burnham...— cuando a propósito de
lo tratado en el mismo se habló por vez primera de "urbanismo” en
el artículo de Paúl Clerguet, aparecido en el Bulletin de la Societé Geo-
graphique de Neucbatel. Mas las acepciones son múltiples.

Por de pronto, se entiende por urbanismo el conjunto de conoci­
mientos de la más diversa índole, sistematizados con un estatuto de
validez general; en suma, una ciencia que considera el fenómeno ur­
bano en su compleja integridad con todos los elementos que de una
u otra manera lo determinan. Para mayor claridad terminológica se
había propuesto que el urbanismo considerado como ciencia fuera de­
signado con el nombre de "Urbanología”, expresión lingüística correcta,
pero cuyo uso desafortunadamente no se ha generalizado.

En Italia el adjetivo urbanístico, cualidad de lo urbano, se sustan-
tiviza para designar con el nombre de "Urbanística” la Ciencia del
Urbanismo. Contrariamente, en español urbanístico urbanística, como
en francés "urbanistique” permanecen sin variación.

Ahora bien, la aplicación de los preceptos de la Ciencia del Ur­
banismo mediante las técnicas consiguientes da lugar al urbanismo ope­
rativo, como asimismo las diversas acciones realizadas en el ejercicio
de poderes legales llevan el mismo nombre de urbanismo, subenten­
diendo el urbanismo legal.

Urbanizar es un verbo del que procede “urbanización” palabra
asimismo multívoca, pues "urbanisation” en francés expresa el fenó­
meno de la congestión de las ciudades por el éxodo rural a lo que en
italiano se llama "urbanesimo”, en tanto que la acción de urbanizar lle­
va el nombre de urbanificación ("urbanificazione”).

B. Concepto de urbanismo
Semejante variedad de acepciones en el lenguaje corriente requiere

establecer el concepto por cuanto el concpto es precisamente el conte­
nido significativo de ciertas palabras, con lo cual éstas se convierten'
en lenguaje técnico.

Ha llegado, pues, el momento de preguntarse, ¿qué es concep­
tualmente el urbanismo?
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Para responder con exactitud ha de indicarse ante todo que se tra­
ta de un concepto conocido en la lógica moderna con el nombre de
concepto plural, esto es, "aquel concepto que primeramente determina
una pluralidad de objetos y luego se refiere a todos los objetos del
círculo así delimitado” (Pfander).

Pues bien, el concepto de urbanismo determina primeramente el
conjunto de lo urbano, o sea, la pluralidad de objetos concernientes
a la ciudad, cada uno de los cuales es parte del todo delimitado.

Ahora precisa que el concepto de urbanismo se exprese de una
manera concreta en todas sus dimensiones, a saber: en su contenido
comprensivo, en su extensión y en sus niveles.

a. Contenido comprensivo

El urbanismo comprende los diversos elementos que dan
existencia, consistencia y progresión a la ciudad, sean es­
tructurales o funcionales, intrínsecos o extrínsecos, prin­
cipales o accesorios, estáticos o evolutivos, condicionantes
o condicionados.
Haciendo una designación de ellos sin representar ningún
índice, quedan incluidos los siguientes:
—Primero, los edificios públicos y privados conveniente­

mente dispuestos que constituyen el componente más
ostensible y numeroso de la ciudad.

—Vialidad: autopistas, avenidas, calles, paseos, plazas,
puentes.

—Monumentos, bosques, parques, jardines, campos recrea­
tivos y deportivos, zonas verdes y otros espacios libres.

—Prestaciones y servicios públicos diversos; abastecimien­
to de aguas, electricidad, gas, teléfonos, seguridad y
policía urbana, mercados, mataderos, aseo urbano, de­
puración de aguas residuales, plantas de tratamiento de
desperdicios, sanidad, cementerios, acción cultural, asis­
tencia.

—Inversiones para la realización de obras y creación,
mantenimiento y mejora de servicios públicos.

Ha de advertirse que la complejidad de la vida de
la ciudad, dimana tanto de lo heterogéneo de sus ele­
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mentos constitutivos como de que éstos dependen de dis­
tintas administraciones, están sujetos a diversas regula­
ciones y tienen diferentes financiamientos.

b. Extensión
La fenomenología del urbanismo —el llamado fenómeno
urbano— no se agota en el recinto de la ciudad sino que

* transpone sus límites.
Tal sucede en primer lugar con todos los movimien­

tos expansivos, de proliferación en los terrenos circundantes
(ensanches, arrabales, ciudades satélites, ciudades lineales
de concepción española adaptadas en la URSS y "L’Unité
de l’habitation” realizada por Le Corbusier en los aleda­
ños de Marsella en el año 1952), como también con la
agrupación de poblaciones más o menos próximas, me-
tropolitaciones y conurbaciones. Es el urbanismo concebido
en extensión espacial y por extensión lógica.

Por tanto, como indica el conocido tratadista francés
Gastón Bardinet: "de la ordenación de la ciudad, que
etimológicamente parece ser exclusiva del urbanismo, se
ha pasado a la ordenación de ámbitos cada vez mayores,
así la ordenación de la región y después de la nación,
llegando inclusive a todos los asentamientos humanos so­
bre la tierra, con lo que, dicho en francés ‘Turbanisme
devient orbenisme” (Ver L’Urbanisme, Presses Universi-
taires de France, París, 1959, pp. 30-31. En el mismo sen­
tido Gabriel Alomar: La Teoría de la Ciudad^ p. 213).

El hecho de que la ciudad encuentre sus condiciones
no sólo en sí misma sino también fuera de ella, en su
contorno, hizo que el famoso urbanista escocés Patrick
Gueddes la refiriera a la región circundante, introducien­
do entonces el llamado análisis regional ("Regional
Survey").

Es por todo ello que los "Town-Plannings” o "Gty
Plannings” están condicionados por el "Regional Planning”,
del cual es un ejemplo resaltante el "New England Re­
gional Planning” norteamericano, que incluye Rhode Is-
land, Massachusetts, Maine, Vermon, New Hampohice y
Connecticut, ultimado en 1943. "Es digno de notarse
—escribe su comentarista Enrique Jardí— que el indicado 
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plan tiene como base una extensión territorial superior a
la comprendida en el área formada por una ciudad y los
poblados vecinos sometidos a su influencia, ya que consti­
tuye su objeto toda la región geográfica situada al este
deí país, que recibe la denominación de Nueva Inglate­
rra. Su significado, pues, es distinto del que encierran los
ejemplos que se refieren a la estructura de las ciudades,
suponiendo un intento de estructuración territorial del
cual la ordenación urbana es un factor o elemento más
del todo a organizar” (El Planeamiento Urbanístico, Ed.
Bosch. Barcelona, 1966, p. 31).

De otra parte, se incrementa cada vez más la for­
mación de nuevas ciudades que ocupan extensos territo­
rios, como sucede, entre otros países, en Italia, Francia,
España e Inglaterra donde, desde 1946, existe la "New
Towns Act”, actualmente la "New Towns Act", 1965.

Todo ello es urbanismo de distinta extensión, o si
se prefiere, en términos lógicos, un género con dos especies:
el microurbanismo y el macrourbanismo.

El microurbanismo corresponde a lo que el arquitec­
to berlinés J. Stubben denominaba "Construcción de ciu­
dades” (Stadteban), título de su obra publicada en 1880,
y el arquitecto vienés Camilo Sitter en la suya, publicada
en 1889, "Arte de edificar las ciudades” (Art. de batir
villes).

En otra dimensión, el macrourbanismo atiende a la
coexistencia del conjunto de las ciudades y a sus recípro­
cas relaciones que determinan el estado de cada una de
ellas, como corresponde a la situación de las partes con
el todo.

En efecto, la ciudad, apelando a una imagen bioló­
gica no es una célula aislada sino unida a las demás por
sus necesarias conexiones, constituyendo lo que metafóri­
camente recibe el nombre de tejido urbano.

Es pues, para mejor describir la situación real, que
el lenguaje urbanístico moderno, aun conservando el tér­
mino "urbanismo”, en su doble acepción, intenta expre­
sar el concepto de una manera más comprensiva. Así, los
alemanes desde 1935 hablan de "Raumordnung” (Orde­
nación del espacio) y los franceses de "amémagement du 
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territoire” (Ordenar el territorio), en tanto que los Es­
tados Unidos ha escogido el término "Urban Develop-
ment” (Desarrollo Urbano), el adoptado precisamente por
Venezuela, donde asimismo tiene un carácter general (Ley
Orgánica de la Administración Central, Artículo 37, Pá­
rrafo inicial y ordinales 59, 8°, 11, 15 y 18) del que es
una modalidad el "Desarrollo Urbano Local" (Ley Or­
gánica de Régimen Municipal, Artículo 79, ordinal 3’
y ss).

Ahora bien, los términos son equivalentes, pues la
idea común en Alemania, Francia, Estados Unidos y Ve­
nezuela es la de producir el desarrollo urbano a distintas
escalas, en un espacio o territorio mediante una ordena­
ción adecuada. De aquí el nombre, quizás más preciso
que adopta Suiza en su proyecto de "Ley Federal sobre
Ordenación del Territorio”, presentado el 31 de mayo
de 1972.

Los asentamientos humanos distribuidos en diversas for­
maciones urbanas —a cuyo servicio están los recursos na­
turales, dominados por la acción de la Ciencia y de Jas
Técnicas— se encuentran dispuestas coherentemente con
una compensación de sus desigualdades, constituyendo así
un verdadero sistema de ciudades. En efecto, hay ciuda­
des con un campo de fuerzas susceptible de cohesionar
las demás, incluidas en su radio, convirtiéndose entonces
en ciudades metropolitanas, o sea, etimológicamente, ciu­
dades — madre, rodeadas de sus sufragáneas. Un ejemplo,
característico lo ofrece actualmente Inglaterra.

En el ápice figura el gran Londres, constituido por
la "City” y treinta y dos "Bourgs” ("London Government
Act. 1963”) • Siguen seis condados metropolitanos ("Me­
tropolitan Counties”) que agrupan, como unidades urba­
nas, los distritos metropolitanos. El resto del territorio
está formado por treinta y nueve condados no metropo­
litanos ("Non - metropolitan Counties”) que incluyen
como unidades urbanas los distritos no metropolitanos y
asimismo las parroquias rurales ("Rural Parishes”) lla­
madas en Gales "Commanautes” ("Local Goverment, Act
1972”).

En esta extensión, el urbanismo queda mejor ex­
presado con el nombre de ordenación del territorio.
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c. Niveles
El urbanismo, en cuanto a sus normas, actuaciones
e instituciones, está dispuesto de una manera vertical, es
decir, en estratos o niveles. Estos fundamentalmente son
tres: el nacional, el regional y el local, a los cuales pue­
den añadirse otros intermediarios, por ejemplo, en Es­
paña el comarcal y en Francia cualquier agrupación ne­
cesaria.

De esta manera en la ordenación urbanística los pla­
nes de nivel superior establecen las pautas y lincamientos
que se han de concretar en los inferiores, sin que puedan
lícitamente contradecirlos.

El mismo condicionamiento se produce en las norma-
ciones: la ley nacional es la preeminente, conteniendo la
proposición jurídica de mayor validez y eficacia, inclusive
en los Estados de forma federal (República Federal de Ale­
mania, Austria, Suiza, Estados Unidos). En cuanto a los
municipios autónomos y concretamente los de Venezuela,
se expondrán luego sus particularidades.

Por último, con respecto a los órganos y autoridades
del orden urbanístico, aun cuando sin dependencia jerár­
quica al estar dotados de autonomía, se encuentran sin
embargo, sometidos a controles y tutelas que aseguren
tanto la observancia de la legalidad como el fin unitario
de todo el proceso urbanístico.

En suma, el urbanismo es integral y representa, di­
cho metafóricamente, las sucesivas fases de una misma
onda que se proyecta con distintas modalidades en los es­
pacios interdependientes de la nación, de las regiones, de
las áreas metropolitanas y de las localidades urbanas.

II. PERFIL DEL URBANISMO EN VENEZUELA

A. Etapas del urbanismo

La función urbanística, o sea, la actividad pública en el campo del
urbanismo, se ha desenvuelto en todos los países a lo largo de dos
etapas sucesivas que responden a dos distintas concepciones.

En un primer momento, que cubre el último tercio del siglo xix
y los comienzos del xx, la función urbanística se limita al encauzamien-
to de la construcción en cuanto ésta supone el ejercicio de un derecho
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privado, el llamado tradicionalmente jus aedificandi que define los
artículos 348 y 350 del Código Civil español, de 1888, en estos térmi­
nos: "La propiedad es el derecho de gozar y disponer de una cosa sin
más limitaciones que las establecidas en las leyes”, por lo cual, "el pro­
pietario de un terreno, es dueño de su superficie y de lo que está debajo
de ella y puede hacer en él las obras... que le convenga, salvo las
servidumbres y con sujeción a las leyes sobre minas y aguas y en los
Reglamentos de Policía”, prescripciones análogamente expresadas en los
artículos 345 y 549 del Código Civil venezolano.

La función urbanística no tiene entonces otro objeto que el de im­
poner las condiciones de seguridad, arquitectónica y sanitaria, exigibles
a las construcciones así como de conseguir efectos estéticos, lo que se
resume en la expresión legal tan extendida, "edificación y ornato”.

Entonces un texto de Derecho Privado, el Código Civil, establece
las regulaciones pertinentes, haciendo en ciertos casos un reenvío a las
Ordenanzas y Reglamentos Municipales (Ver, artículos 646, 695, p. 2,
700, 701 y 108).

Siguiendo este criterio se han dictado y se siguen dictando varias
Ordenanzas y Reglamentos, acotando así un campo normativo que en
Italia se designa con el nombre de "Edilicia”, o sea, el conjunto de nor­
mas referentes a las condiciones técnico-estéticas de la edificación, con­
tenidas en los reglamentos edilicios (Virgilio Testa: Disciplina Urba­
nística, Ed. Giuffré, Milano, 1966, pp. 441 - 632).

El segundo momento del urbanismo, esta vez entendido en su acep­
ción moderna, comenzó hacia la tercera década de este siglo, cuando
la función urbanística aparece unida a dos ideas determinantes: una
la planificación, y la otra, el régimen del suelo que afecta al condicio­
namiento de su uso, lo cual implica una vinculación de la propiedad.
Pero ello, por tratarse de una materia propia de la reserva legal, sólo
es posible mediante la ley formal.

Esta segunda fase del urbanismo se inicia incipientemente en Ve­
nezuela con el Decreto 10 de agosto de 1946, que instituye la Co­
misión Nacional de Urbanismo dependiente del Ministerio de Obras
Públicas, cuya misión consiste en: "dictaminar sobre todo lo relativo al
urbanismo de las poblaciones y regiones de Venezuela” y asimismo,
"estudiar y aprobar los anteproyectos, normas, proyectos de ordenanzas,
planes de ejecución y fmandamiento del urbanismo” (decreto comple­
mentado con el Reglamento Ministerial del 26 de noviembre del mismo
año). La función urbanística comienza pues, en Venezuela, siendo ex­
clusivamente nacional.
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La Constitución de 1947, introduce el urbanismo a nivel municipal
declarando que, es de la competencia de los municipios, "fomentar y
encauzar el urbanismo con arreglo a las normas que establezca la ley
y la coordinación con los organismos técnicos nacionales" (artículo 112,
ordinal 49). Se trata así de un complemento a la actuación urbanística,
ya que el urbanismo preeminente es el de nivel nacional, atribuido a
la competencia del Ministerio de Obras Públicas (Estatuto de Ministe­
rios del 30 de diciembre de 1950, artículo 23, ordinal 89, en relación
con los ordinales 49, 5’ y 69).

La Constitución de 1953, deja reducido el nivel municipal a la
"arquitectura civil y ornamentación municipal, con sujeción a las leyes
y reglamentos nacionales” (artículo 21, ordinal l9), y ello de una ma­
nera tan restringida que el Decreto N9 317 del 10 de julio de 1958,
ha de "atribuir singularmente a las Municipalidades del Distrito Fede­
ral y del Distrito Sucre del Estado Miranda, la facultad de aplicar to­
das aquellas disposiciones legales y reglamentarias que exijan el cum­
plimiento de requisitos para la construcción, reparación y transforma­
ción de cualquier especie de edificios públicos y privados, así como
también de urbanizaciones y parcelaciones y, en general, cualesquiera
otras obras de arquitectura civil, sin perjuicio del debido examen de
las respectivas solicitudes por parte del Estado”.

La vigente Constitución de 1961, sienta las bases —como corres­
ponde a un texto constitucional— para articular el proceso urbanístico
en los dos niveles dentro de los cuales se desenvuelve, como se verá
seguidamente.

B. Sentido del articulo 30 de la Constitución

El artículo 30 de la Constitución define la competencia municipal,
enunciando de una manera concreta las materias propias de ella.

"Es de la competencia municipal —dispone— el gobierno y admi­
nistración de los intereses peculiares de la entidad, en particular cuanto
tenga relación con sus bienes e ingresos y con las materias propias de
la vida local, tales como urbanismo, abastos, circulación, cultura, salu­
bridad, asistencia social, institutos populares de crédito, turismo y po­
licía municipal”.

Este artículo contiene dos afirmaciones: una general y otra parti­
cular de aquella derivada.

En primer término hace resaltar los límites funcionales del Muni­
cipio, circunscribiéndolos al "gobierno y administración de los intere­
ses peculiares de la entidad”. Esta fórmula tiene una consagrada tradi-
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ción. Arrancando de los principios de la Revolución francesa se incor­
pora a los textos legales de la mayoría de los países europeos y de una
manera concreta en el artículo 71 de la Ley Municipal española de
1877, cuando afirma que, "es de la exclusiva competencia de los Ayun­
tamientos el gobierno y dirección de los intereses peculiares de los pue­
blos...” expresión transportada al artículo 30 de la Constitución ve­
nezolana, como sucede también en los textos constitucionales y legales
de casi todos los países hispanoamericanos (F. Albi: Derecho Municipal
del Mundo Hispanoamericano. Ed. Aguilar, pp. 77, 78 y 128).

Ahora bien, la realización del interés local, el peculiar de la enti­
dad municipal, es privativo de ésta, pero, por el contrario, de ninguna
manera cuando se encuentra en juego un interés general, en cuyos caso
se cometería una extralimitación, como tiene establecido la jurispruden­
cia del Consejo de Estado francés (Arréte Flornoy, 2 aout 1912).

No ha de olvidarse de otra parte que el interés peculiar de la en­
tidad es subalterno del interés general que resulta siempre prevalente.
Así, es un principio de Constitución material en la mayoría de los paí­
ses, que el Estado tiene la tutela de los intereses generales para asegu­
rar su efectividad, lo cual se encuentra formalmente preceptuado en
Venezuela con el artículo 136, ordinal 29 de su Constitución.

En segundo término, el artículo 30 comentado, dispone que, "es
de la competencia municipal ... en particular cuanto tenga relación
con las materias propias de la vida local”.

El sujeto de la oración es "la vida local” por lo cual precisa dejar
bien sentado en qué consiste, punto de la mayor importancia. Pues
bien, ello ha sido examinado y esclarecido por la doctrina y utilizado
el concepto unívocamente en el lenguaje jurídico.

En principio, vida local es comunidad de vida en una determinada
fracción del territorio. Empero, en esta fracción del territorio, o sea, en
la localidad, coinciden dos elementos diferentes que se han de distin­
guir: uno el Municipio, que es un ente jurídico, de creación legal con
funciones definidas; otro, la Comunidad que es una formación real con
identidad determinada por el concurso de distintos factores, sociales,
económicos, culturales, en suma, la colectividad local dotada de vida
propia (ver Adolfo Posada: El Régimen Municipal de la ciudad mo­
derna. Ed. Suárez, Madrid, 1936, pp. 28-29).

En semejante situación, el Municipio por su naturaleza jurídica,
está provisto de los poderes adecuados para proveer las necesidades de
la comunidad local, lo cual hace en forma de servicios públicos. Este
es el motivo o razón de ser de la competencia municipal, competencia
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—que aparte lo concerniente a los bienes e ingresos— esta conferida
con respecto a “materias propias de la vida local, tales como urbanis­
mo, abastos, circulación, cultura, salubridad, asistencia social, institutos
populares de crédito, turismo y policía municipal’’.

Por cierto, que todas las materias enunciadas son suficientemente
fluidas para escapar a lo que constituye el perímetro de la vida local,
sea porque el servicio público de que se trate trascienda el ámbito del
Municipio, sea porque se encuentre condicionada por la legislación na­
cional e inclusive la de los Estados, como sucede con la policía urba­
na (Constitución artículo 17, ordinal 59). La competencia resulta así re­
lativa y contingente.

En todo caso el urbanismo no constituye una competencia pree­
minente del Municipio sino que le está atribuida en los mismos térmi­
nos y condiciones que los abastos, la circulación, la cultura, la salubri­
dad, la asistencia social, los institutos populares de crédito, el turismo
y la policía municipal.

C. Las competencias urbanísticas

Ha de recordarse ante todo, que el urbanismo, en tanto que acti­
vidad administrativa, aparece dispuesto como una sucesión de actos de
distinta índole pero relacionados entre sí en cuanto concurren a la rea­
lización de un mismo fin.

Estos actos tienen objetos muy variados, combinando la ordena­
ción urbana, la definición del uso de la tierra urbana, la edificación,
la vialidad, la renovación urbana y las nuevas ciudades, la prestación
de servicios públicos urbanos, el financiamiento, etc.

A su vez, toda la actividad urbanística se resuelve en una multipli­
cidad de actos administrativos de distinta naturaleza jurídica, sea por
su actividad (actos normativos, actos de planificación y programación,
actos concesorios, actos de autorización, actos de control, actos sancio-
nadores, actos de coordinación), sea por su estructura (actos simples,
actos continuos, actos compuestos, actos complejos) y en fin, por su
grado (actos de nivel nacional, actos de nivel municipal y posibles
actos de nivel intermediario).

La actividad administrativa culmina con actos formales, si bien
éstos se encuentran unidos con meras operaciones auxiliares o instru­
mentales. Por ejemplo, los estudios preparatorios de un plan de orde­
nación urbana suponen una mera operación auxiliar o instrumental,
en tanto que la formulación del plan constituye el verdadero acto ad­
ministrativo.
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Ahora bien, cada acto administrativo ha de emanar para su validez,
de un órgano o agente administrativo competente, lo cual lleva a exa­
minar el requisito de la competencia.

A fin de precisar los conceptos conviene ante todo considerar la
competencia en su sentido estricto, definida de esta manera: aptitud
que confiere la norma a un órgano individualizado para ejercitar un
poder-deber en los términos y condiciones en aquella determinados,
mediante actos formales o conductas significativas. De aquí que se
haya llamado a la competencia "medida del poder”.

La competencia pone pues, en juego: el sujeto, o sea, el órgano u
órganos que la tienen en todo, o en parte conferida, la materia objeto
de la misma, el ámbito territorial a que se extiende y a veces al valor
económico.

Por lo demás, la competencia adopta distintas modalidades en re­
lación a la estructura del acto administrativo, siendo así de varias
clases.

En efecto, existen competencias simples, las cuales se ejercitan por
un solo órgano en un acto unitario. Mas se dan numerosos casos en los
que actúa una pluralidad de órganos, de una manera simultánea o su­
cesiva, sea en un acto único, sea en un acto compuesto, sea en una serie
de actos coligados que constituyen un procedimiento. Entonces se trata
de competencias complejas cuya complejidad se manifiesta en distin­
tas formas.

Las competencias son conjuntas cuando la emanación del acto co­
rresponde simultáneamente a dos o más órganos, ejercitando compe­
tencias distintas. Por ejemplo, un decreto o acuerdo interministerial.

Las competencias son repartidas cuando el acto inicial corresponde
a un órgano y el acto sucesivo a otro órgano. Ejemplo, los actos de
decisión y los actos de ejecución.

Las competencias son subordinadas cuando el acto inicial requiere
para su eficacia o perfección de un acto posterior emanado de un ór­
gano ordinariamente de nivel superior, ejemplo, la aprobación defini­
tiva de los planes de desarrollo urbano local por parte del Ministerio
del Desarrollo Urbano.

Hasta ahora se ha considerado la competencia restrictivamente, es
decir, la competencia del acto. Pero ha de añadirse en seguida que li
actividad administrativa, en un círculo más amplio, produce de una
manera inmediata la función, la cual está determinada por una atri­
bución.
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La atribución, generadora de la función, consiste en la asignación
de un cometido a una unidad administrativa (Ministerio, Municipio,
Instituto Autónomo o cualquier entidad u oficio), cometido suficiente­
mente identificado por su objeto o su fin. Se trata, pues, de sectores
de la Administración. De aquí que también reciba el nombre de "com­
petencia funcional", habiéndose entonces de distinguir, la competencia
para la función, que es global, de la competencia para el acto, que es
individualizada, con el bien entendido de que únicamente a quien nom­
bre la competencia funcional le corresponde la competencia específica.

Esto sentado habrá de verificar en qué términos puede combinarse
un urbanismo como atribución de la Administración Nacional y un
urbanismo como atribución de cada uno de los Municipios de la Re­
pública.

Para comenzar ha de afirmarse que el urbanismo es del todo y no
tan sólo de las partes, o sea, el urbanismo afecta a la totalidad de la
República sin que quepa concebirlo como una suma de componentes
aislados. Según se dijo antes y vale la pena repetirlo: "el urbanismo
es integral y representa, dicho metafóricamente, las sucesivas fases de
una misma onda que se proyecta con distintas modalidades en los es­
pacios interdependientes de la nación, de las regiones, de las áreas me­
tropolitanas y de las localidades urbanas".

Por de pronto ha de partirse de una summa divisio; un urbanismo
de totalidad, realizador de los intereses generales, atribuido a la Ad­
ministración nacional y un urbanismo de las partes integrantes, reali­
zador de los intereses locales, atribuido a los respectivos Municipios.

Con semejante criterio se ha instituido un organismo de la Admi­
nistración central, el Ministerio del Desarrollo Urbano, que, con el con­
curso coadyuvante de otros Ministerios, sea el centro de imputación
del urbanismo, como realizador del interés general, mediante una cláu­
sula general de competencia contenida én el artículo 37 de la Ley Or­
gánica de la Administración central que dice: "Corresponde al Ministe­
rio del Desarrollo Urbano la planificación y la realización de las acti­
vidades del Ejecutivo Nacional en el sector del urbanismo”...

En los sucesivos ordinales se enumera una serie de actividades
funcionalizadas, o sea, verdaderas funciones, destinadas a ejercitar la
competencia en toda su extensión.

Por tanto, tales funciones llegan al ámbito de la ciudad —porción
del territorio nacional— y en ella se ejercitan siempre cuando lo exija
el interés general, como sucede en los casos que contemplan los ordi­
nales 39, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17 y 18, del propio artículo.



360 ANTONIO MOLES CAUBET

Dada semejante situación cabe preguntar, ¿cuál es en consecuencia
el dominio del urbanismo local?

Hay que apresurarse a manifestar que la función urbanística pro-
. pía de los Municipios es de gran amplitud e importancia hasta el ex­

tremo de que no siempre puede llegar a cumplirse todas ellas, inclusive
en países avanzados como España, donde según afirma el profesor
Eduardo García de Enterría, "desde el punto de vista del planeamiento
es más que dudosa la oportunidad de respetar los 8.000 Municipios es­
pañoles, centro de iniciativa planificadora autónoma por más que la
concurrencia de una competencia estatal para las aprobaciones defini­
tivas de los planes soslaye muchos de los inconvenientes de esa multi­
tudinaria fragmentación. Pero además, hay que decir, que tanto en el
orden de la ordenación urbanística como en el de la gestión de las
ordenaciones y en su ejecución la inmensa mayoría de los Ayuntamien­
tos españoles carecen en absoluto de los medios técnicos necesarios pa­
ra esperar de ellos una actuación de calidad, déficit técnico que, con
excesiva frecuencia, lleva a actuaciones arbitrarias, o por parte de las
propias corporaciones o de sus funcionarios”. (Revista de Administra­
ción Pública, N’ 87, septiembre-diciembre, 1978, p. 310).

A este respecto tampoco en Venezuela el panorama es más hala­
güeño, pues, ni siquiera la ciudad de Caracas cuenta con un auténtico
Plan de Desarrollo Urbano y si bien existe un llamado "Plan General
Urbano de Caracas, 1970 - 1990”, no es en puridad otra cosa que, un
estudio preparatorio del verdadero plan, el cual constituye un acto
administrativo tramitado, adoptado y publicado con arreglo a lo pres­
crito en la vigente ordenanza sobre Ordenación Urbana del Area Me­
tropolitana de Caracas.

Insistiendo en la amplitud e importancia que alcanza en Venezuela
el urbanismo local, va a esbozarse seguidamente el cuadro del mismo,
configurado por el concurso de una doble competencia funcional, a
saber, unas competencias expresas o taxativas y una competencia ge­
neral en razón al objeto o fin.

1. Competencias expresas

En los textos legales destacan las tres que se describen:

a) La planificación y ejecución.

La más relevante de las competencias expresas es la planifi­
cación con todas sus derivaciones. La norma atributiva se en­
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cuentra en la Ley Orgánica de Régimen Municipal, artículos
7’, ordinal 39; 10, letra h, y 39, ordinal 9’.

Con respecto a tal competencia ha de hacerse observar
ante todo que está definida como un poder-deber por la exi­
gencia de ejercitarla para prestar con ella un servicio munici­
pal. De otra parte se trata de una competencia doblemente
subordinada; primero, a la legislación nacional, que compren­
de, leyes, reglamentos y demás actos normativos; segundo, a
la aprobación por los órganos del Ejecutivo Nacional que con­
fieren perfeccionamiento y eficacia al acto administrativo.

En estas condiciones corresponde a los Municipios dictar
las Ordenanzas sobre Ordenación Urbana que establezcan el
régimen de la planificación, la constitución de los organismos
de actuación urbanística y los modos de ejecución de los pla­
nes. A tal respecto precisa tener en cuenta el significado de
los planes en el urbanismo moderno, los cuales han dejado
de ser estáticos y defensivos, es decir, que no se limitan a
prescribir lo que puedan hacer o no hacer los particulares,
con lo que el plan queda reducido a una tabla de permisiones
y prohibiciones. Distintamente, el plan constituye una serie de
previsiones a realizar por parte del Municipio en plazos de­
terminados, administrando para ello las inversiones y demás
medios disponibles. En esto consiste el moderno urbanismo
prospectivo.

Asimismo les corresponde a los Municipios la implemen-
tación de sus planes y todas las actividades de actuación ur­
banística que no tenga especialmente reservada la Adminis­
tración central (Ley artículo 37, ordinales 59, 10, 12, 13,
14, 17 y 18).

b) La regulación técnica-estética de la edificación:

Este aspecto tan corriente del urbanismo, el primero a mani­
festarse en el tiempo, se conoce con el nombre de edilicia, de
origen italiano pero utilizado frecuentemente en algunos paí­
ses hispanoamericanos.

La edilicia constituye el exponente típico de la potestad
municipal desde la época romana, ejercitada entonces por los
magistrados de la ciudad, algunos de los cuales eran denomi­
nados ediles, de donde procede la expresión edilicia.
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C)

Actualmente la edilicia tiene sobre todo connotaciones
técnicas y se refiere a las condiciones arquitectónicas, sanita­
rias y de seguridad, buena disposición de los emplazamientos,
alineaciones y rasantes, sin faltar el ornato, constituyendo todo
ello una limitación al jus aedificandi y de aquí su importan­
cia jurídica.

La primera facultad de los Municipios, en este dominio
de la edilicia, es establecer las normas adecuadas que suelen
incluirse en las Ordenanzas de Arquitectura, Urbanismo y
Construcciones. A su vez, el cumplimiento exigible de tales
normas da lugar a funciones de vigilancia, de control y san-
cionatorias, además de la expedición de las correspondientes
licencias de construcción. Todo ello está comprendido en la
edilicia.

Actividades coordinadas y de relación

Se trata aquí de dos conceptos diferentes: el de coordinación
y el de relación.

Así ha de existir una coordinación entre los Municipios
y el Ministerio de Desarrollo Urbano en cuanto se refiere
a la programación, diseño, construcción, reforma, ampliación
y administración de áreas verdes, campos deportivos, parques,
plazas y similares (Ley, artículo 37, ordinal 16). Además, el
Ministerio del Desarrollo Urbano tiene reservadas, como de
su competencia, "las relaciones entre los organismos públicos
nacionales y los entes municipales” en cuanto se refiere “al
desarrollo de las políticas del Desarrollo Urbano y Habitacio-
nal y de desarrollo y promoción de la comunidad” (Ley, ar­
tículo 37, ordinal 8’).

El término utilizado, relación, resulta de una excesiva va­
guedad, pudiendo subentenderse que expresa una colaboración,
pues, ésta sí que tiene un claro sentido jurídico (Ver, G. Ba-
zoli: La collaborazione nell 'attivita amministrativa. Padova,
1964).

Con ello se ofrece la posibilidad de una inteligencia, lo­
grada a base de información, de comprensión y de intercam­
bio de ideas, en objetivos de grandes perspectivas, para con­
jugar de esta manera el interés nacional con el interés local.
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2. La competencia por la naturaleza de la materia

Además de las competencias expresas concretamente determinadas,
existe una competencia abstracta o conceptual por referirse al urbanis­
mo en cuanto tenga un carácter exclusivamente local. Entonces se con­
figura una competencia por razón de la materia, es decir, toda materia
propia del urbanismo local, aun cuando limitada por las competencias
prevalentes de otro orden.

El campo de acción municipal resulta así sumamente amplio. Bas­
ta que los actos derivados de tal competencia sean compatibles con
los actos derivados de las competencias prevalentes, estableciendo entre
ellos una relación de no contradicción.

He aquí un índice sumario de las competencias urbanísticas de los
Municipios conforme a la legalidad vigente.

Mas cabe preguntarse si estando dotados de autonomía por la Cons­
titución ello modifica de alguna manera sus poderes.

Pues bien, la autonomía ni añade ni aumenta competencias en nin­
guna de las materias que tiene atribuidas el Municipio. En efecto; la
autonomía se define aquí por dos particularidades. Primero: permite
dictar normas válidas en el Ordenamiento General del Estado, pero
tan sólo en aquellas materias propias de su autonomía y aun con suje­
ción a las leyes. Estas son las únicas materias que pueden ser reguladas
por normas autónomas. Segundo: los actos de autonomía, sean de eje­
cución de las normas autónomas o de gestión de las materias de su
competencia, no pueden impugnarse sino ante los órganos jurisdiccio­
nales.

Empero, dadas las confusiones que suscita este punto de la auto­
nomía municipal, conviene dedicarle una más extensa exposición que
contribuya a esclarecerlo, lo cual se hace en el capítulo siguiente.

III. LA AUTONOMIA MUNICIPAL EN VENEZUELA

A. Premisas de razonamiento

a. Confusiones históricas
La noción de autonomía suele estar en todas partes más o
menos mixtificada e inclusive mitificada, por una concepción
simplista según la cual se trata de una libertad que tiende
a hacerse absoluta e incondicionada, tanto cuando se refiere
a los individuos como a las colectividades.
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La autonomía de las colectividades tiene una remota tra­
dición, arrancando de los siglos xi y xn, la llamada "edad de
las autonomías*',  con la formación de los reinos frente al im­
perio y dentro de los reinos, los estamentos, las corporaciones
y las ciudades, como en el campo normativo, el surgimiento
del derecho propio (jzrr propitim) en contraste con el derecho
común (;7/r commune). Claro está que esta expresión histórica
ha iluminado la elaboración de un concepto jurídico muy
preciso, pero sin que pueda evitarse adherencias políticas, so­
ciológicas e inclusive emotivas. Basta comprobarlo en el en­
tusiasmo con que el romanticismo del siglo xix, con el influjo
de la escuela histórica, ha magnificado el Municipio medie­
val donde tuvo su cuna la burguesía y las libertades ciuda­
danas, olvidando que ya imperan otras condiciones, con el
advenimiento del Estado moderno y las revoluciones subsi­
guientes, la revolución emancipadora de América del Norte
y la Revolución francesa.

Con otras perspectivas históricas, aun cuando en la misma
línea de un romanticismo político, que no siempre mantiene
su ingenuidad, aparecía en Venezuela expresiones de la au­
tonomía municipal, producto del momento cuya imagen viene
luego a enturbiar el concepto de autonomía en general y el
de la autonomía municipal en particular.

Por un motivo episódico la efímera Constitución de 1857,
que duró apenas un año y ocho meses, introduce una inicia­
tiva desconcertante, nada menos que inventando un nuevo po­
der soberano. "El poder público —señala el artículo 6’— se
divide para su administración, en Legislativo, Ejecutivo, Ju­
dicial y Municipal”. De esta manera el llamado Poder mu­
nicipal —con p mayúscula— es un Poder soberano sujeto de
funciones soberanas, como los demás Poderes, el Legislativo,
el Ejecutivo y el Judicial.

¿De dónde procede semejante novedad y cuál puede ser
su justificación?

La primera vez que se encuentra el término "poder mu­
nicipal” —con p minúscula— es un texto de la Revolución
francesa, el célebre decreto de la Asamblea constituyente, del
14 de diciembre de 1789, que dice: "Los cuerpos municipales
tendrán dos especies de funciones a cumplir, las unas propias
del poder municipal, las otras propias de la administración ge­
neral del Estado y delegadas por ella a las Municipalidades”.
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El texto trata sólo de diferenciar funciones de dos órde­
nes: las propias de la Municipalidad, mediante un poder ju­
rídico, es decir, el poder municipal, y las que corresponden
a la administración general del Estado, por ella delegadas.

Por lo demás, el dogma revolucionario imponía la unidad
de soberanía, en virtud del cual, "ningún cuerpo ni individuo
puede ejercer por propia autoridad sino emanada expresamen­
te de aquella" (Declaración de derechos del hombre y del
ciudadano, artículo 39).

Pero la Constitución venezolana de 1857, se inspira di­
rectamente más bien en la obra de Benjamín Constant: Coiirs
de politique constitutionnelle (1817-1820).

Constant, mejor hombre de letras que tratadista político,
pretende producir el equilibrio entre libertad y autoridad —la
clásica antinomia— con el contrapeso de un cuarto Poder: el
Poder Municipal. Evidentemente, la solución resulta tan desa­
certada que pasa desapercibida, sirviendo no obstante al cons­
tituyente venezolano, como observa Gil Fortoul, para eludir
el federalismo sin caer en el centralismo, introduciendo para
ello un nuevo Poder vinculado a los Municipios, pero que al
no habérseles siquiera transferido las atribuciones de las supri­
midas diputaciones provinciales, vino a reemplazarse la auto­
nomía efectiva de las provincias con la autonomía teórica de
los Municipios (Historia Constitucional de Venezuela, Ed. 195-1,
T. III, pp. 78-79).

La siguiente Constitución de 1858, contrapone el Poder
Municipal al Poder Nacional. A su vez, el Poder Nacional se
divide en Legislativo, Ejecutivo y Judicial, en tanto que el
Poder Municipal lo ejerce la Legislatura y el Gobernador en
la Provincia y con un Concejo y un Jefe Municipal en el
Cantón.

El Poder Municipal desaparece con las constituciones fe­
derales, inclusive el nombre de Municipio, éste, hasta la de
1874. Pero la expresión Poder Municipal, puesta en circula­
ción tan infundadamente desde 1857, vuelve a aparecer con
igual falta de fundamento en las Constituciones de 1925, 1928,
donde comienza la tripartición, Poder Federal, de los Estados
y Municipal - 1929, 1936, 1947 e inclusive en la de 1953, que
acaba con la autonomía municipal.

En suma, el famoso Poder Municipal propuesto por Ben­
jamín Constant, ni en Venezuela, ni en ningún otro país es 
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más que una frase hueca desprovista de todo contenido. Por
tanto, identificar Poder Municipal con autonomía municipal
sería hacer a ésta completamente ininteligible.

Dejando pues, el inasible Poder Municipal, se pasa aho­
ra a considerar la autonomía municipal que sí tiene consis­
tencia real y definición jurídica.

La instauración de la autonomía municipal ha sido en
Venezuela tardía e imprecisa. Al establecerse la forma de Es­
tado federal con la Constitución de 1864, se produce un eclip­
se constitucional del Municipio que ni siquiera es mencionado.
Solamente diez años más tarde, la Constitución de 1874, adop­
ta el modelo norteamericano, convirtiendo el Municipio en
una pieza de los Estados miembros de la Federación los cuales,
conforme al Pacto federal, habían de reconocer en sus respec­
tivas constituciones la autonomía del Municipio y su indepen­
dencia del Poder Político del Estado al cual pertenecieran, en
todo lo concerniente a su régimen económico y administrativo
(artículo 13, ordinal 2’).

Las constituciones federales posteriores van perfilando los
contornos de la autonomía municipal anteriormente indefini­
da. De esta manera la Constitución de 1901, dispone que, "el
Municipio podrá establecer su sistema rentístico, con las mis­
mas restricciones impuestas a los Estados” (artículo 69, ordi­
nal 3’), y la Constitución de 1925, explícita por vez primera
las competencias municipales, añadiendo a la inicial que tenía,
las concernientes a la organización de los servicios de policía,
abastos, cementerios, ornamentación municipal, arquitectura ci­
vil, alumbrado público, acueductos, tranvías urbanos y demás
de carácter municipal, así como las de la administración de
ejidos y terrenos propios (artículo 18).

Empero la autonomía municipal es algo más que una su­
ma, mayor o menor, de materias a ella reservadas, antes bien
pone en juego un concepto jurídico de validez general, es
decir, un concepto científico.

Precisiones conceptuales de la autonomía
Si hay hoy en día un concepto "claro y distinto” es el concepto
de autonomía, cuya riqueza hace que tenga un gran número
de manifestaciones.
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En primer término, como punto de partida, la autonomía
responde a una fórmula organizatoria que determina las rela­
ciones entre los diversos entes del Estado, en virtud de las
cuales aquéllos se encuentran en distintas relaciones. Estas
pueden ser relaciones de supraordenación, de equiordenación,
de jerarquía, de centralización o descentralización y en fin,
de autonomía.

Los sujetos susceptibles de autonomía son plurales, pero
pueden reducirse a dos grupos: a. Corporaciones, de carácter
asociativo, sean territoriales (regiones, provincias, municipios)
o no territoriales (p. e., academias científicas), y b. Institu­
ciones que son fondos de medios personales y materiales des­
tinados a servir permanentemente un fin público, actuando co­
mo parte de la Administración, por ejemplo, un instituto au­
tónomo. Todos dotados de personalidad jurídica.

La característica más relevante de la autonomía, como su
nombre lo indica, radica en la autonormación, es decir, en la
potestad de dictar normas que quedan integradas al ordena­
miento jurídico del Estado. Mas, tan sólo en determinadas ma­
terias, precisamente las materias propias de la autonomía. En
esto consiste la extensión de la autonomía, el mayor o menor
número de materias propias de ella.

También entra en el cuadro de la autonomía la ejecución
de las normas autónomas. Así tanto la normación como su
ejecución.

Ahora, en cuanto a la libertad o condicionamiento de la
normación, hay grados de autonomía, según sea la base de la
norma dictada. Son así autonomías de primer grado aquellas
en las que la base de la norma autónoma es únicamente la
Constitución, recibiendo entonces el nombre de norma subpri­
maria (por ejemplo, las normas dictadas por las regiones ita­
lianas y españolas). Son autonomías de segundo grado aque­
llas en las que la norma autónoma está subordinada a la ley
ordinaria, teniendo las normas autónomas el valor de actos
reglamentarios. Son, en fin, autonomías de tercer grado, aque­
llas en las que la norma autónoma está sujeta no sólo a la
ley ordinaria sino también a los reglamentos.

Para algunos tratadistas, entre ellos Santi Romano, que
tanto ha contribuido a su estudio, la auténtica autonomía se 
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limita a la autonormación. Empero, en realidad existen varias
clases de autonomía, atendiendo a la función y así la admi­
nistrativa, la financiera, la contable, la organizatoria... etc.

He aquí fijado el concepto genérico de autonomía, lo que
permitirá considerar las particularidades de la autonomía mu­
nicipal adoptada en la vigente Constitución.

B. Esquema del nuevo régimen municipal
Actualmente la variedad de textos normativos que rigen el Muni­

cipio permiten destacarlo con un mayor relieve en el conjunto de la
organización nacional, aun cuando persistan algunas de las indefinicio­
nes y vaguedades de su oscilante tradición.

Para regular la organización gobierno y administración del Muni­
cipio, la Constitución tiene previstas leyes orgánicas y las disposiciones
legales que de conformidad con ellas dicten los Estados. Por el mo­
mento se ha promulgado la Ley Orgánica de Régimen Municipal de
18 de agosto de 1978, correspondiendo a los respectivos Estados añadir
las que procedan. En cuanto al Distrito Federal y Territorios Federales
se rigen por una ley especial (artículo 12).

El Municipio continúa, pues, vinculado, a la vez, al Estado nacio­
nal y a los Estados que lo componen, quedando con ello sujeto a un
doble ordenamiento jurídico. Sin embargo, no se encuentra situado den­
tro de la organización estatal y estadal en una relación jerárquica o de
dependencia sino de autonomía, cuyas particularidades se exponen es­
quemáticamente a continuación.

Ha de advertirse ante todo, que la Constitución atribuye al Muni­
cipio tres situaciones jurídicas que lo configuran; una, la autonomía pro­
piamente dicha, otra, el autogobierno y por fin, la titularidad de fun­
ciones transferidas.

a. La autonomía municipal
El Municipio es autónomo "dentro de la organización nacio­
nal” y como en toda autonomía le corresponde únicamente
las potestades, funciones y competencias que de una manera
expresa le confieran la Constitución y la Legislación (Consti­
tución, artículo 117).

Ahora bien, existen distintos tipos de autonomía, la cual
está determinada por su clase, por su extensión y por su grado.
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1. Clases de autonomía
Por de pronto se destacan la autonomía normativa que
consiste en la potestad de dictar normas que integran .4
Ordenamiento del Estado, siendo por tanto de observan*
cia general.

Empero, estas normas para que tengan validez, tan
sólo pueden recaer en materias propias de la autonomía,
es decir, aquellas que tenga expresamente asignadas y
de las cuales se hará luego referencia.

La autonomía administrativa. Entra en ella todo
el proceso de ejecución de las normas autónomas y la
libre gestión en las materias de la competencia munici­
pal (Constitución, artículo 19, ordinal 2’).

La autonomía financiera. Fue la primera y origi­
nariamente la única, junto con la administrativa, tenien­
do por objeto el sistema rentístico propio, comprendien
do, con diversas modalidades, los ingresos, bienes patri­
moniales y egresos (Constitución, artículos 29, ordinal 3o
y 31 al 34), pero con la intervención de la Contraloría
General de la República que tiene atribuidas funciones de
inspección, fiscalizadora e investigación (Ley Orgánica
de la Contraloría General de la República, artículo 65).

Autonomía contable, que concierne a los sistemas
de contabilidad, adaptados sin embargo, a las instruccio­
nes de la Contraloría General de la República (ley cita­
da, artículo 67).

Autonomía organizatoria: Se refiere a la posibili­
dad de crear órganos, oficios, dependencias con su res­
pectivo personal, estableciendo su régimen administrativo,
sujeto a las limitaciones señaladas en la Constitución
(artículos 26 y 27 en relación con el 17, ordinal 2’).

La autonomía de derecho privado. Esta responde a
la posición jurídica del Municipio cuando actúa en re­
laciones de derecho privado con la capacidad que le con­
fiere su condición de persona jurídica. Hay que apresu­
rarse a aclarar, que tal autonomía de derecho privado,
es distinta a la actividad netamente administrativa, des­
tinada a realizar el interés público, mediante normas c
instituciones de derecho privado, lo cual sucede particu­
larmente con los servicios públicos.
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2. Extensión de la autonomía

La extensión de la autonomía depende de las materias
que están reservadas a la competencia del Municipio
—competencia material— y cuya regulación es propia de
las normas autónomas.

La determinación de las materias incluidas en el
círculo de la autonomía, comporta dos aspectos. Prime­
ro, individuar cada una de las materias, indicando en
qué consisten, o sea, el "qui”. Segundo, una vez indivi­
duada la materia, ha de precisarse cómo o de qué ma­
nera entra en la competencia, o sea, el "quomodo”.

En cuanto al "qui”, es decir, las materias de auto­
nomía, lo expresa la Constitución con una fórmula ge­
neral que condiciona la enunciación después hecha a tí­
tulo de ejemplificación.

Es de la competencia municipal, "cuanto tenga re­
lación con las materias propias de la vida local, tales
como, urbanismo, abastos, circulación, cultura, salubridad,
asistencia social, institutos populares de crédito, turismo
y policía municipal”.

Por tanto, las materias mencionadas no son íntegra­
mente municipales sino en Ja medida que sean propias
de la vida local, término este cuyo sentido quedó antes
explicado.

En cuanto al "quomodo”, impone a las materias in­
dividuadas, una peculiar modalidad, consiste en las con­
diciones que respecto a las mismas contienen las normas
que las contemplan, lo cual suscita el tercer punto, a
saber, el grado de autonomía.

3. Grados de la autonomía

El grado de autonomía resulta determinada por la vincu­
lación, a la Constitución a la ley, o en su caso, a los
Reglamentos, dando lugar a autonomías de primer grado,
de segundo grado y de tercer grado.

Las normas autónomas sujetas tan sólo a la Cons­
titución, son las denominadas subprimarias, equiparadas
a las leyes ordinarias. Entre ellas cabe únicamente incluir
las atinentes al sistema de ingresos establecido en el ar­
tículo 31, ordinales 1% 2’, 3’ y 4’.
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Las demás normas autónomas, subordinadas a las
leyes y actos con fuerza de ley, tienen rango reglamen­
tario, siendo ellas las restantes, salvo excepciones (Cons­
titución, artículos 25, 26, 27, 29, p. 2’, 31, ordinal 69 y 33).

Existe en efecto la posibilidad de que ciertas normas
autónomas y la materia propia de las mismas, hayan de
quedar subordinadas a la observancia de actos reglamen­
tarios o equiparados a los Reglamentos. Es el caso del
establecimiento de normas y procedimientos para obras
de ingeniería, de arquitectura y de urbanismo, así como
de normas administrativas para la defensa de la salud
(Constitución, artículo 136, ordinales 14 y 17).

Ahora bien, cuando las normas generales —Constitución,
leyes, reglamentos— que deban primar sobre las normas au­
tónomas, regulen unas mismas materias, aquellas normas ge­
nerales son las condicionantes, estableciendo por tanto la ma­
nera como están dispuestas tales materias. Es esta una con­
secuencia de la jerarquía de las fuentes normativas.

Hasta aquí se ha tratado de la autonomía propiamente
dicha de extracción constitucional, que la ley puede ampliar
atribuyendo al Municipio competencias exclusivas en deter­
minadas materias (Constitución artículo 30, párrafo 2"). Alio-
xa falta completar la figura institucional del Municipio con
las otras dos situaciones jurídicas que le dan unidad.

b. El autogobierno
El Municipio venezolano, además de autonomía tiene auto­
gobierno. Todo autogobierno comprende la autonomía, más
no a la inversa, pues hay autonomías sin autogobierno, por
tratarse de dos conceptos diferentes.

El autogobierno es el trasunto de una típica institución
inglesa, el self-government, cuya estructura responde a su
originalidad política y que tratan de imitar distintos países
sin tradición anglosajona. El self-government representa el
gobierno de la colectividad organizada por ella misma, ha­
biéndose adoptado en el régimen local donde ha tenido su
origen.

En Venezuela el Municipio está concebido con autogo­
bierno (Constitución, artículo 29, ordinal 1’, en relación con
los artículos 27 y 30).
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No obstante ha de advertirse que el autogobierno care­
ce en este caso de su base, que es la población municipal,
constituida por quienes pertenecen al Municipio, dotados de
ciudadanía municipal. Sin esta base popular el cuerpo elec­
toral no es el correspondiente a la Corporación sino el com­
puesto por los electores nacionales.

c. Materias transferidas
Aparte de todo lo dicho sobre la situación jurídica del Muni­
cipio éste puede tener atribuidas determinadas materias de
competencia nacional, a fin de promover la descentralización
administrativa, siempre que así lo acuerde el Congreso por
el voto de las dos terceras partes de los miembros de cada
Cámara (Constitución, artículo 137).

En efecto, es esta otra fórmula organizatoria distinta a
la autonomía que tiene atribuidas materias propias y no trans­
feridas.

En todo caso es una tendencia moderna acentuar la des­
centralización a entes locales. Estos son los trazos que confi­
guran la autonomía municipal en Venezuela, tal como resulta
definida en la Constitución, sin añadirle comentarios críticos
que pudieran no obstante contribuir a hacer reconsiderar,
como lo han hecho gran número de países comenzando por
Inglaterra, la situación que al Municipio corresponde en la
época actual, adoptándolo a las nuevas condiciones del Es­
tado, que es el de una nueva sociedad, la llamada sociedad
postindustrial.

IV. EL CONJUNTO NORMATIVO EN EL CUADRO DEL URBANISMO
VENEZOLANO

A. Los textos legales

Las normas urbanísticas se han sucedido en Venezuela, según se
dijo anteriormente, a lo largo de dos períodos característicos que mar­
can dos clases de urbanismo: el urbanismo de la edificación y el ur­
banismo de la planificación.

La vigente Constitución de 1961, situada en el ápice de todo el
orden normativo, introduce el concepto de planificación que afecta a
determinados sectores, en razón a los distintos tipos de actividad pro­
ductiva, sin constituir por tanto ninguna planificación, ni total ni inte-
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gral (artículos 98, 191, 197). Así la planificación urbanística es autó­
noma, diferenciada de las demás, ya que consiste en la utilización ra­
cional del espacio para obtener las condiciones óptimas de los asenta­
mientos humanos, y ello en virtud de sus propios objetivos, principios
y técnicas.

La legislación urbanística —leyes, reglamentos y demás actos nor­
mativos— no está en Venezuela sistematizada, como sucede, por ejem­
plo, en Francia, con la compilación llamada “Código del Urbanismo”,
o en la mayoría de países que cuentan con leyes básicas (Inglaterra,
República Federal de Alemania, Austria, Suiza, Italia, España, Bélgica,
Países Bajos, etc.).

En Venezuela subsisten textos dispersos del primer período del ur­
banismo —Código Civil, Ley de Sanidad, Ley de Tierras Baldías y Eji­
dos, Ley Forestal y Aguas ... etc.,— en la medida que lo permite la
legislación posterior, especialmente la derivada de la Constitución de
1961.

Carentes de una Ley Básica de Ordenación del Territorio, de Des­
arrollo Urbano o de Urbanismo, tan insistentemente reclamada, las
normas axiales de la legislación urbanística venezolana se reducen n
dos leyes:

1. La Ley Orgánica de la Administración Central del 28 de no­
viembre de 1976, en cuanto establece la cláusula general de competencia
funcional del Ministerio del Desarrollo Urbano en el sector del Urba­
nismo (artículo 37).

2. La Ley Orgánica de Régimen Municipal del 18 de agosto de
1978, que reserva a la competencia municipal la planificación del des­
arrollo urbano local (artículos 7’, ordinal 3’, y 10, letra h).

Excepcionalmente, la Constitución tiene dispuesta en su artículo
136 ordinal 14, una fuente de producción normativa en materia urba­
nística y otras conexas, al señalar, que corresponde al poder nacional,
“el establecimiento ... de normas y procedimientos técnicos para obras
de ingeniería, de arquitectura y de urbanismo”, competencias atribuidas
al Ministerio del Desarrollo Urbano en la Ley Orgánica de la Admi­
nistración Central (artículo 37, ordinal 69).

Las denominadas normas técnicas son verdaderas normas, especifi­
cadas por su contenido técnico. Se trata pues, de un tipo especial de
normas que prescriben una manera de hacer o de actuar, conforme a
un conocimiento de extracción científica o práctica.

En el caso considerado, tales normas tienen carácter administrati­
vo; es decir, son actos administrativos de normación, que por derivar
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directamente de la Constitución se equiparan a los reglamentos in­
dependientes, lo cual demuestra la importancia asignada a semejantes
normas en el sector del urbanismo.

Sin embargo, con todo ello, los textos legales basta ahora dictados
resultan insuficientes por faltar la Ley Básica de Ordenación Urbana
o de Desarrollo Urbanístico, tantas veces reclamada, con lo que el dé­
ficit legislativo se hace sentir agudamente.

Por añadidura, esta penuria legislativa se encuentra agravada, con
el advenimiento de algunas leyes heterogéneas que vienen a disgregar
los elementos componentes del desarrollo urbanístico, perturbando así
el mantenimiento de su unidad, la unidad de sector, lo cual sucede par­
ticularmente con la Ley de Turismo, del 21 de junio de 1973, y la Ley
Orgánica del Ambiente, del 15 de junio de 1976. Otro motivo más
para que la reconducción quede asegurada con la ley básica.

En esta situación lo indicado es reglamentar la parte pertinente
de la Ley Orgánica de la Administración Central, dado que contiene
una cláusula general de competencia en el sector del urbanismo; re­
glamentación por la demás exigida de una manera apremiante en el
artículo 66 de la propia ley.

La única reglamentación a tal respecto hasta ahora existente, se
encuentra en el Decreto del 7 de marzo de 1978, que instituye una
Comisión Nacional de Coordinación del Desarrollo Urbano, cuya crí­
tica sería en este lugar ociosa, bastando decir que ha sido inoperante
e inconsecuente con las competencias propias del Ministerio del Des­
arrollo Urbano.

Resultaba por tanto necesario y urgente intentar otra reglamenta­
ción lo que se ha hecho con el Decreto N9 668, del 3 de julio de 1980,
a continuación examinado.

B. Alcance del Decreto N9 668 de 1980

Formalmente se trata de un decreto, término que expresa tanto su
autoridad como sus efectos imperativos, teniendo como contenido unas
normas para el desarrollo y control de las urbanizaciones, y aun cuando
estructuralmente sea un acto reglamentario no tiene por qué llamarse
reglamento. Le basta el nombre de decreto que es el que le corresponde
por sus características formales.

El referido decreto regula las actividades de desarrollo urbano y
concretamente los distintos desarrollos residenciales, comerciales, indus­
triales, deportivos, recreacionales y turísticos, siempre que se realicen
en áreas urbanas. Estas actividades del desarrollo urbano implican dos
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condicionamientos, que por ser esenciales exigen una norma aplicable:
el primer condicionamiento, el de los planes rectores; el otro, el pro­
cedimiento para urbanizar, actos ambos que por ser actos generales
tienden a impedir la arbitrariedad. En efecto, todos los actos individua­
les han de derivarse entonces de pautas normativas, siendo su infracción
siempre recurrible, con lo que queda asegurada la observancia del prin­
cipio de legalidad.

a. Planificación y articulación de planes

La planificación urbanística puede corresponder única­
mente, al Estado, al Municipio o a otro ente público, cons­
tituyendo una actividad funcionalizada, es decir, una función
típica: la función planificadora.

El vocablo planeamiento, genuinamente castellano, se usa
sin embargo, modernamente, derivando su sentido de la pala­
bra inglesa planning, expresando con ella la sucesión de
actos y operaciones previstas para adoptar un acto final que es
el plan. En suma, la planificación urbanística constituye un
procedimiento administrativo, con sus fases extremas de pre­
paración y de decisión.

La planificación urbanística es la consecuencia inmedia­
ta de una actividad funcionalizada, la función planificadora,
identificándose con ella, por lo que, como toda función, está
íntegramente condicionada por la norma. De ésta deriva la
primera condición, la competencia, que es aquí doble; una
competencia de la acción, o sea, de la planificación y otra
competencia del objeto es, o sea, aquello en que consiste la
planificación. De aquí que coexistan diversas planificaciones
urbanísticas, aun cuando conducidas a una integración con el
empleo de determinadas técnicas.

En cuanto al plan, resultado de la función planificadora,
consiste en un acto administrativo formal, sea un acto regla­
mentario, como sostiene la doctrina francesa, sea un acto ge­
neral (Giannini) o un acto plural (Sandulli), lo cierto es
que, en todo caso, se trata de un acto autoritario y obligante,
con efectos jurídicos, no sólo sobre la propiedad inmobilia­
ria afectada sino también respecto a la actuación de las ad­
ministraciones implicadas y la disponibilidad de los recursos
concretamente asignados.
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Ahora el problema que se plantea es el de conseguir que
las iniciativas, de tantísimos planes locales, múltiples y po­
siblemente divergentes, se acomode a los módulos exigidos
por el desarrollo urbanístico total, el de todo el país. La so­
lución se encuentra en las técnicas de articulación, conducen­
te a la implantación de un sistema de planes integrados. Es
lo que persiguen las diversas legislaciones.

La articulación puede ser de dos clases: 1. La vertical,
y 2. La horizontal. ■ •

1. La articulación vertical comprende a su vez, los planes
jerárquicos dispuestos con una relación de dominantes y
subordinados, como también los planes de base o de cua­
dro que contienen los elementos primarios a partir de
los cuales se efectúa la planificación.

2. La articulación horizontal es la de los planes coordina­
dos, cuyo ejemplo se encuentra en los "planes estructu­
rales” de la legislación inglesa, los "planes territoriales
de coordinación” en la legislación italiana y los "planes
directores territoriales de coordinación” en España.

Todo ello sentado como premisas de razonamiento, se
pasa a examinar seguidamente los términos en que se en­
cuentra regulado tal particular en el Decreto N’ 668 de
1980. Este dispone que el Ministerio del Desarrollo Urbano
Resolución del mismo (artículos 4’ y 9’).

El primer punto a considerar es el de la competencia.
Pues bien, ésta deriva de la cláusula general contenida en el
artículo 37 de la Ley Orgánica de la Administración central
cuando prescribe que, "corresponde al Ministerio del Des­
arrollo Urbano la planificación y la realización de las activi­
dades del Ejecutivo Nacional en el sector del urbanismo...”,
excepto en lo que atañe a la planificación local, campos de
competencia bien diferenciados según quedó anteriormente
esclarecido.

Esta competencia del sujeto de la planificación, conferida
en la cláusula general, se complementa con la que asimismo
le corresponde por razón de la materia, puesto que ella, con­
sistente en el contenido del artículo 5’ del decreto examina­
do, forma parte de las competencias que atribuye al Ministe­
rio del Desarrollo Urbano el artículo 37 de la Ley Orgánica 
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de la Administración Central, en su ordinal 11, concordante
con los ordinales 10, 13 y 14.

No son estos los únicos planes que puede establecer el
Ministerio del Desarrollo Urbano en virtud de la función pla­
nificadora que le corresponde, sino también cuantos versen
sobre materias que igualmente le estén reservadas, como por
ejemplo, entre otros, los planes de renovación urbana y de
nuevas ciudades.

El plan regulado en el decreto se denomina plan rector.
aun cuando hubiera sido quizás preferible darle el nombre
de Plan de Cuadro, atendiendo a su función, que es la de
establecer ciertos presupuestos de la planificación, marco den­
tro del cual se desarrollan todas las iniciativas propias de los
planes locales. En suma, los planes rectores responden a una
técnica de articulación anteriormente apuntada y de otra par­
te, es esta una manera de mantener, con unidad de criterio,
la política del desarrollo urbano que incumbe al mismo Mi­
nisterio formular y ejecutar.

b. El procedimiento autorizatorio
La función administrativa, en el moderno Estado de de­

recho, ha de desenvolverse con sujeción a normas de procedi­
miento, con lo cual se trata de asegurar la regularidad jurí­
dica del acto administrativo que del mismo dimana. La norma
de procedimiento y la norma aplicable al acto deben cumplir­
se, manteniendo así, el principio de legalidad, que constituye
un imperativo para la Administración y una garantía para el
administrado.

Es por ello que el decreto examinado ha previsto un
procedimiento que aun cuando esquemático, resulta suficien­
te para lograr el predominio de la ley y evitar entonces la
arbitrariedad (artículos 10 a 18).

Ahora bien; entre los diversos procedimientos adminis­
trativos existe uno destinado precisamente al otorgamiento de
autorizaciones, al que se denomina procedimiento autoriza
torio.

La autorización es un acto administrativo exigido para
el ejercicio de ciertas actividades lícitas o de un derecho po
tencial. En efecto, existen actividades lícitas, por ejemplo,
abrir una empresa bancaria, o bien derechos potenciales, co­
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mo el jus aedif¡candi, cuya concreción requiere un acto
administrativo que les confiera efectividad. Por ello se ha
afirmado que la autorización plasma el derecho.

La estructura del procedimiento autorizatorio, se com­
pone de tres elementos; un poder jurídico del particular, un
reconocimiento o apreciación de tal poder en consecuencia
a la norma que lo confiere y un acto administrativo que va­
lora la consistencia del poder jurídico del particular frente
a las finalidades perseguidas por la norma. Se ha dicho que
esta valoración comporta una composición de intereses, los
intereses privados representados por el poder jurídico de los
particulares y los intereses públicos representados por aque­
llos que trata de proteger la norma. Así, unas veces se pro­
duce su coincidencia y otras su equilibrio o desequilibrio,
con lo cual la autorización puede otorgarse, condicionarse o
denegarse.

Mas, a este respecto hay que distinguir en el procedi­
miento autorizatorio dos funciones diferentes que dan lugar
a dos subtipos de procedimiento autorizatorio; los procedi­
mientos autorizatorios con funciones de control y los proce­
dimientos autorizatorios con función de programación o pla­
nificación. En ambos los módulos son distintos.

El procedimiento autorizatorio en función de control se
reduce a verificar el cumplimiento de las condiciones señala­
das en la norma, por ejemplo, en la apertura de una clínica
o de un colegio.

El procedimiento autorizatorio en función de progra­
mación o planificación puede incluir en parte la función de
control, pero su función característica es la de que se alcan­
cen los designios perseguidos por los planes o programas.
asegurando su completa realización.

La conexión existente entre plan y autorización resulta
imprescindible como base de todo desarrollo urbanístico, para
hacer prevalecer el interés público, representado por el plan
sobre los intereses privados representados por las pretensio­
nes de los particulares.

El decreto examinado es a este respecto concluyente,
pues "cuando las solicitudes para urbanizar se refieran a un
área no contemplada en los planes rectores de desarrollo ur- 
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baño ...se procederá a la elaboración y aprobación del res­
pectivo plan rector, antes de decidir sobre la solicitud (ar­
tículo 14).

No cabe duda que la existencia del procedimiento auto-
rizatorio en función de planificación, previsto en el decreto,
será un instrumento que, bien utilizado, junto con la Ley Or­
gánica de Procedimientos Administrativos vigente, desde el
l9 de enero último, ha de acabar con esas lamentables prác­
ticas a las que se ha dado el nombre irónico de Permisología.
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I. CONSIDERACIONES GENERALES SOBRE EL CONCEPTO
DE SERVICIO PUBLICO

Después de analizar en sus rasgos generales, a nivel somero de
Derecho Comparado, los vaivenes o variaciones en la evolución histó­
rica de conocidas administraciones públicas, es decir, de las adminis­
traciones de algunos de los Estados más importantes o más relacionados
e influyentes en la conformación de nuestro Estado venezolano y consi­
guientemente de nuestra Administración Pública, así como después de
analizar la presente situación jurídico-administrativa a nivel de países
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como España, Francia e Italia y desde luego, sin descartar a Inglaterra,
Estados Unidos de Norte América y algunos países latinoamericanos,
pensamos que en cuanto a la situación del régimen jurídico adminis­
trativo actual de Venezuela sobre noción, creación, organización, prin­
cipios básicos y modos de prestación o gestión de los servicios públicos,
cabe señalar previamente, en síntesis y como conclusiones de mayor
interés para evitar equívocos, las siguientes:

1. La falta de unanimidad doctrinal en cuanto a la delimitación del
concepto de servicio público aunque éste tradicionalmente se ha
considerado como básico o piedra angular del Derecho Adminis­
trativo.

El administrativista italiano Alessi afirmó: que "las nociones
de servicio público son tantas cuanto los autores que de él se han
ocupado, aunque sea incidentalmente” (Diritto Amministrativo, I,
1949, pp. 329 y 330), e igualmente así lo ha reconocido el cate­
drático de la Universidad de Madrid, Fernando Garrido Falla, en
una de sus monografías, sobre el "Derecho Administrativo y sus
Ideas Cardinales”, en la Revista de Administración Pública, N’ 7,
en la p. 295, editada en Madrid e igualmente en el volumen II
de su Tratado de Derecho Administrativo.

2. Según el "concepto amplio” de servicio público, éste corresponde
a toda o cualquiera actuación administrativa, es la obra a realizar
por la Administración, y el poder es el medio para su realización,
como bien lo expuso Maurice Hauriou, en sus Principes de Droit
Administratif et Droit Public, desde 1927. El servicio público así
concebido pasa a constituirse en la justificación teleológica, o sea,
finalista, del poder, como bien lo analizó y resaltó, como fiel expo­
nente de la doctrina jurídica italiana de principios del siglo xix,
Santi Romano; y en España, entre numerosos administrativistas,
García Oviedo, quien resaltó que el servicio público evoca la idea
de una actuación especial en derecho para satisfacer las necesida­
des públicas, o sea, que se requiere de un régimen jurídico genera!,
o de derecho común aplicable a los servicios privados.

Dicho concepto o concepción amplia de servicio público, su­
pone la existencia conjunta de varios elementos según García Ovie­
do, citado por Garrido Falla, los cuales son los siguientes:

a. Fin de utilidad pública.
b. Sujeto público como titular de la actividad.
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c. Manera como se presta beneficiando a la colectividad uti uni-
versi o uti singuli, y

d. Régimen jurídico especial.
Esta es la posición de la jurisprudencia del Tribunal de Con­

flictos francés en sus dos célebres casos de las llamadas sentencias
Arret Blanc y Arret Terrier, dictadas en 1873 y 1903, respectiva-

. mente, en las cuales se determinó que la responsabilidad imputable
al Estado por hechos de su administración, derivados, primero, de
lesiones producidas por una vagoneta de la manufactura nacional
de tabacos de Burdeos, a una niña de apellido Blanco; y segundo,
de una reclamación hecha por el célebre cazador de víboras, Terrier,
al Consejo General de Saona et Loire, organismo que había ofre­
cido una remuneración por cada cabeza de serpiente.

La jurisprudencia estableció que los respectivos daños imputables
al Estado y a la Municipalidad por la afectación de su actividad a los
servicios públicos, no podían estar regulados en el código civil, aplica­
ble a las relaciones entre particulares, sino en reglas especiales que va­
rían según las necesidades del servicio y la necesidad de conciliar los
derechos del Estado con los derechos privados, así como también que
los tribunales competentes para conocer los litigios derivados de la ac­
tividad de los servicios públicos son los tribunales administrativos, di­
ferentes a los tribunales de la jurisdicción judicial, jurisprudencia en re­
ferencia que cambió totalmente, a partir de 1921, cuando el Tribunal
de Conflictos, mediante la sentencia o Arret Bac D’Eloka, referida a la
reclamación contra el gobierno colonial de la Costa de Marfil que ex­
plotaba un servicio de transporte marítimo, estableció la distinción de
los servicios públicos en dos grupos o clases sometidos a regímenes
jurídicos distintos: al Derecho Público y al Derecho Privado y que pre­
cisamente este último era el aplicable y el tribunal competente venía
a ser el de la jurisdicción judicial. El problema jurisdiccional no se pre­
senta en Venezuela porque existe unidad de jurisdicción.

3. Según el "Concepto restringido o estricto”, el servicio público no
se refiere solamente al ente, a la administración o al concesionario
de ésta, que lo presta, sino al destinatario del servicio, o sea, a la
colectividad en su conjunto y aun individualmente. Este concepto
lo desarrolló muy bien A. De Vallés, siendo interesante distinguir
dos puntos muy importantes:
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A) Que no deben confundirse los servicios públicos con las fun­
ciones públicas, porque como muy bien lo resaltan los italianos
Zanobini y Giannini, la noción de servicio público se refiere
sólo a algunos aspectos de la actividad administrativa, dife­
rentes a formas superiores de la manifestación de dicha ac­
tividad.

La función pública representa el ejercicio de una potes­
tad pública, de su soberanía, mientras que los servicios pú­
blicos representan otras actividades materiales, técnicas, inclu­
sive de producción industrial, puestas a disposición de los par­
ticulares, de los administrados, para ayudar a conseguir sus
fines.

B) Que los servidos públicos pueden prestarse por concesiona­
rios, lo cual es imposible con las funciones públicas.

C) Que, tal como lo destacan entre otros los profesores españoles
Jordana de Pozas, Garrido Falla y García Oviedo, deben dis­
tinguirse estos aspectos:
1. La actividad administrativa de coacción (policía).
2. La actividad de fomento.
3. La actividad de proporcionar utilidad a los particulares,

impuesta por razones de interés público, que dependen
de circunstancias históricas e ideas políticas y la cual se
traduce en prestación de servicios públicos.

Precisamente el catedrático de la Universidad Central de Ve­
nezuela, Eloy Lares Martínez, en su Manual de Derecho Adminis­
trativo (4ta. edición, Caracas, 1978), estudia en capítulos separados:
—La Policía Administrativa.
—La Actividad Administrativa de Fomento, y
—Los Servicios Públicos,
como tres tipos de actividades administrativas que aun cuando in­
dividualmente se relacionan, evidentemente se diferencian, entre
otras razones, porque pueden perfectamente bien distinguirse las
características fundamentales de los servicios públicos y sus modo?
de gestión, así como sus clases y el régimen de Derecho Público
y el Régimen de Derecho Privado que les son aplicables. De ma-
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ñera que en Venezuela se tiene el concepto restringido de servicio
público, pero a la vez se reconoce que el régimen jurídico especial
no es característico o exclusivo del concepto de servicio público,
aun cuando sí muy importante, porque existen servicios a los que
se aplica el régimen especial de Derecho Público, pero además,
también se aplica el régimen de Derecho Privado.

En nuestro criterio a las tres referidas actividades administra­
tivas, debería agregarse una cuarta y más reciente, pero cada vez
más importante, actividad estatal, administrativa, que es la activi­
dad o gestión económica. Al respecto debemos recordar que ya
han salido, o se han publicado numerosas obras de Derecho Ad­
ministrativo Económico, como la producida por Ramón Martín Ma­
teo, entre numerosas obras publicadas en Europa sobre la materia
y las obras de profesores venezolanos denominadas: El Régimen
Jurídico de las Empresas Públicas en Venezuela, de Alian R. Brewer-
Carías, y Las Empresas Públicas en el Derecho Venezolano, de Je­
sús Caballero Ortiz.

II. BASES FUNDAMENTALES DE LOS SERVICIOS PUBLICOS
EN VENEZUELA

No obstante las aclaraciones anteriores, no se descarta, sino por el
contrario cabe en lo posible, que se puedan encontrar y se encuentran
en la actualidad, realmente, diferentes matices y concepciones de la
Noción de Servicio Público, basadas en diferentes enfoques o según
sean los parámetros que se utilicen, según la misma forma de Estado
de que se trate, el grado de evolución del Estado, de acuerdo a las con­
cepciones que lo hayan creado o concebido, según los criterios que lo
hagan derivar de diferentes tipos y reparticiones de competencias, de
acuerdo a la política aplicable respecto de las protecciones que se quie­
ran hacer a la comunidad en atención a las concepciones y jerarquiza-
ciones de las necesidades públicas y de las áreas que se estimen deben
continuar siendo atendidas por los particulares. Al estudiar la materia
en nuestro derecho positivo actual en Venezuela, nos encontramos con
un régimen que podemos precisar en las siguientes bases:

Ira. Base: Creación de los servicios públicos
En nuestro sui generis Estado Federal los servicios públicos

se dividen según la descentralización territorial establecida y de
acuerdo a las respectivas competencias que se especifican en los
tres niveles: nacionales, estadales y municipales. Las respectivas
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fundamentaciones constitucionales se encuentran a nivel nacional
especialmente en el artículo 136 de la Constitución Nacional, en
los ordinales 59 (Servicio de Administración y de Policía Nacional),
17 en concordancia con los artículos 74 y 76 de la Constitución
Nacional (Servicios destinados a la Defensa de la Salud Pública,
en cuanto a dirección técnica, establecimiento de normas adminis­
trativas y coordinación y en cuanto a la posibilidad de establecer
por ley la nacionalización de dichos servicios); 20 (lo relativo a
transporte terrestre, a la navegación aérea, marítima, fluvial, la­
custre y a los muelles y demás obras portuarias); 21 (Servicios so­
bre apertura y conservación de las vías de comunicación nacional,
los cables aéreos de tracción y las vías férreas aunque estén den­
tro de los límites de un Estado, salvo que se trate de tranvías o
cables de tracción urbano cuya concesión y reglamentación com­
pete a los respectivos municipios); 22 (El Correo y las telecomu­
nicaciones telegráficas y telefónicas); 25 (Toda otra materia que
la Constitución atribuya al Poder Nacional o que le corresponda
por su índole o naturaleza) y desde luego materias como educa­
ción, de acuerdo con el artículo 78 de la Constitución Nacional,
como el Turismo y otras que establezcan las leyes respectivas na­
cionales, cuanto más si el artículo 96 de la Constitución Nacional
establece el Principio de las Libertades Económicas, salvo las li­
mitaciones previstas en la Constitución Nacional y leyes; además,
según el art. 97 de la Constitución Nacional no se permiten mo­
nopolios, salvo las excepciones legales y el Estado podrá reservarse
determinadas industrias, explotación y servicios de interés público;
también existen servicios que puede prestar el Estado en un ré­
gimen de libre concurrencia con los particulares, como la educación.

En cuanto al nivel municipal, el artículo 30 de la Constitución
Nacional establece que la competencia municipal comprende el
gobierno y administración de los intereses peculiares de la comu­
nidad, en particular cuanto tenga relación con sus bienes e ingre­
sos y con las materias propias de la vida local, tales como urba­
nismo, abastos, circulación, cultura, salubridad, asistencia social, ins­
titutos populares de crédito, turismo y policía municipal.

En nuestro criterio se requiere de ordenanza para declarar la
gestión sobre cualquiera de esas materias específicas como servicio
público municipal y también respecto a materias que se conside­
ren propias de la vida local. En dicha norma se establece que de­
terminadas materias podrán ser de exclusiva competencia munici­
pal, así como también lo concerniente al mínimo obligatorio de
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servicios, además de lo que pauta el artículo 137 de la Constitu­
ción Nacional sobre la descentralización administrativa, en virtud
de la cual pueden asignarse mediante ley de competencia nacional
a las competencias estadal y municipal, y en consecuencia ello fa­
cultaría a las Asambleas Legislativas y Concejos Municipales para
dictar las respectivas leyes estadales y ordenanzas municipales para
crear los respectivos servicios públicos, que dejarían de ser del ni­
vel nacional y pasarían, según el caso, a los niveles estadales y
municipales.

Por cierto que en esas materias que pueden servir para funda­
mentar la creación de servicios públicos, no se ha producido nin­
guna ley, ya que sólo en materia impositiva nos encontramos con
el artículo 98 de la Ley Orgánica de Régimen Municipal que am­
plió el campo o ámbito impositivo municipal.

Por su parte en cada Estado, las respectivas Asambleas Legis­
lativas, mediante leyes estadales, están facultadas para crear cual­
quier servicio público que no sea de la exclusiva competencia del
Poder Nacional o del Poder Municipal; y es que no tienen los
Estados asignados servicios públicos o materias en las cuales éstos
puedan fundamentarse para su creación, sino que, de acuerdo con
el ordinal 7’ del artículo 20 de la Constitución Nacional, compete
a los Estados, todo lo que no corresponde, de acuerdo a la Cons­
titución, a la competencia nacional o municipal. Desde luego que,
conforme con los ámbitos específicos de competencia nacional y
municipal, y por descarte, pueden existir servicios públicos sobre
materias de competencia concurrentes como son en su mayoría las
materias que aparecen enumeradas en el artículo 30 de la Cons­
titución Nacional (alumbrado, abastos, circulación, salubridad, asis­
tencia social, institutos populares de crédito, tránsito, policía), ya
que sobre todas esas materias, a nivel nacional, tiene competencia
el Poder Nacional, que a través del Poder Legislativo puede dic­
tar sus leyes según el amplio régimen de competencia prevista
especialmente en el artículo 136 de la Constitución Nacional, co­
mo lo reconoce expresamente el texto del artículo 7 de la Ley
Orgánica de Régimen Municipal. En efecto, en cada Municipio,
el transporte colectivo de pasajeros y demás materias relativas a
la circulación urbana, las organizaciones de servicios que faciliten
el mercadeo y abastecimiento de los productos de consumo de
primera necesidad, tales como mercados y mataderos locales y el
aseo urbano y domiciliario, o sean, los servicios a que se contraen
los ordinales 1, 2, 3, 5, 6 y 9 de dicho artículo 7’ “serán ejercidos
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por los Municipios en los términos que establezca la legislación
nacional"; en cuanto a los planes de desarrollo urbano local, de­
berán ser elaborados por la Administración municipal, de acuerdo
con las normas y procedimientos técnicos establecidos por el Poder
Nacional y entrarán en vigencia una vez aprobados por la auto­
ridad competente para establecer, coordinar y unificar dichas nor­
mas y procedimientos de conformidad con lo dispuesto en el or­
dinal 14 del artículo 136 de la Constitución Nacional (Ministerio
de Desarrollo Urbano). Sobre esta materia y en relación a la fla­
grante ilegalidad de que adolece en nuestro criterio el Decreto
Presidencial N’ 668, de 1980, sobre Normas para el Desarrollo
de Urbanizaciones, escribimos un comentario monográfico en la
Revista N9 4 de Administración Pública de Venezuela, en 1981.
Igualmente los servicios sobre materia de arquitectura civil, no­
menclatura y ornato público se ajustarán a dicho ordinal 14. Idén­
tica sujeción a la ley o leyes nacionales se exige en cuanto a regu­
lación y organización de Institutos Populares de Crédito. Solamen­
te en cuanto a servicios de cementerios y servicios funerarios, or­
ganización y promoción de ferias y festividades populares y sitios
de recreación y actividades dirigidas a desarrollar el turismo local,
y en cuanto a servicios de policía municipal que tengan a su car­
go la vigilancia y control de actividades relativas a las materias
de competencia municipal, así como el señalamiento genérico de
las materias que sean "propias de la vida local", no aparece es­
pecíficamente que deban ajustarse a leyes nacionales, pero evi­
dentemente las normas técnicas nacionales en materia de incendios,
cementerios, funerarias, policía y sobre cualquier materia propia
de la vida local relacionada con la sanidad, la conservación de re­
cursos naturales, el turismo y el orden público, como las contenidas
en las leyes y reglamentos nacionales sobre turismo, régimen fo­
restal, de suelos y aguas, sanidad, normas sobre Conicit, etc., re­
resultan aplicables.

Por cierto que en el aparte final de dicho artículo 79 se pau­
ta que, "cuando un servicio público tenga o requiera instalaciones
ubicadas en jurisdicción de más de un municipio, o sea, prestado
a dos o más municipios por un mismo organismo, entidad o em­
presa pública o privada, el régimen de tal servicio será de la com­
petencia del Poder Nacional y el Ejecutivo Nacional fijará las ta­
rifas de dichos servicios, lo cual no debe confundirse con los su­
puestos previstos respecto a la existencia de servicios públicos que
competan a distritos metropolitanos y a las mancomunidades y
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otras formas asociativas que lleguen a crearse entre dos o más mu­
nicipios y entre éstos y distritos metropolitanos, según la propia
Ley Orgánica de Régimen Municipal de acuerdo a lo establecido
en los artículos 26, 27, 28 y 29.

En la propia Constitución Nacional, en la parte final del ar­
tículo 30, se señala que la ley podrá atribuir a los municipios com­
petencia exclusiva en determinadas materias, así como imponerles
un mínimo obligatorio de servicios y ello lo interpretamos en el
sentido de que el constituyente se refiere a las materias de com­
petencia municipal y no a las materias de competencia estadal ni
nacional, ya que en cuanto a éstas el artículo 137 requiere el voto
calificado de las 2/3 partes de los miembros de cada Cámara Le­
gislativa y se señala expresamente que el Congreso podrá atribuir
a los Estados y a los Municipios determinadas materias de la com­
petencia nacional, a fin de promover la descentralización adminis­
trativa, de lo cual se desprende que el artículo 30 se refiere a ma­
terias de competencia concurrente que puedan determinar o gene­
rar actividades o servicios en los distintos niveles de la Adminis­
tración, y también a las actividades o servicios que se requiera
reservarlos exclusivamente a las administraciones municipales.

Hasta la fecha, no conocemos ninguna ley según el artículo 30
de la Constitución Nacional que haya atribuido competencia ex­
clusiva municipal respecto a determinadas materias, ni tampoco
ninguna ley que según el artículo 137 de la Constitución Nacional
haya reservado o atribuido parcialmente a la competencia muni­
cipal, materia de competencia nacional, salvo la excepción refe­
rida a los impuestos a que se contrae el artículo 98 de la Ley Or­
gánica de Régimen Municipal, sobre impuestos a juegos y apuestas
lícitas, contribuciones de mejoras sobre inmuebles urbanos y parti­
cipación en el producto del impuesto territorial rural.

Por último, para precisar la existencia de un servicio público
no basta su simple enumeración o señalamiento en la Constitución
o en leyes, se requiere su regulación en ley nacional o ley estadal
u ordenanza municipal, según el caso, en los que se señalen sus
objetivos en el sentido que signifique una actividad o una tarca
dirigida a satisfacer señaladas necesidades públicas, asumidas por
el Estado, en algunos de sus niveles de la Administración Pública
territorial, directamente o por concesión, o por intermedio de la
Administración descentralizada funcional y otras formas, lo cual
implica que deben existir los agentes y los medios que la persona
estatal afecte a la respectiva tarea, de acuerdo a las correspon-
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dientes previsiones presupuestarias. De manera que el servicio pú­
blico se entiende como una actividad de interés general, pero tam­
bién se identifica como tal la organización administrativa encarga­
da directa o indirectamente, de tal actividad. Advertimos que no
siempre toda actividad administrativa llevada a cabo por la Admi­
nistración Pública constituye servicio público, porque se debe tra­
tar de una actividad que llene los extremos o caracterizaciones ne­
cesarias, y existen actividades administrativas que no son propia­
mente de interés general, para satisfacer necesidades colectivas;
y además, no siempre es la propia administración quien asume la
prestación del servicio directamente, sino personas privadas, por
vía de concesiones; se trata de actividades de interés general reco­
nocidas y reguladas como servicio público, desde luego, que bajo
la dependencia de la autoridad administrativa compete y bajo la
consideración de que el concesionario actúa como un colaborador
de la administración para la prestación de determinado servicio
público. Precisamente la actividad para dar satisfacción regular y
continua a una necesidad colectiva, pública, es o constituye una
finalidad diferente a la que cumplen las empresas privadas de la
Administración, las cuales constituyen para el Estado un modo o
medio de explotación económica para obtener recursos o ingresos.

A pesar del interés general de cualquier actividad privada o
del dominio privado de la Administración del Estado, se descarta
la existencia del servicio público, aunque directamente se trate de
una actividad que vaya a servir o favorecer la capacidad económica
estatal para poder prestar el servicio público, es decir, la actividad
bajo la responsabilidad estatal que tiene por objetivo directo sa­
tisfacer determinadas necesidades u objetivos públicos; de allí que
estamos totalmente de acuerdo con la doctrina italiana que magis­
tralmente expuso el administrativista uruguayo Enrique Sayagués
Laso en su Derecho Administrativo, y entre nosotros Eloy Lares
Martínez y Alian R. Brewer-Carías, éste en varias de sus obras,
especialmente la específica sobre: Las Empresas Públicas, y desde
hace algunos lustros, en Las Instituciones Fundamentales del De­
recho Administrativo. Estamos de acuerdo con Zanobini, al dife­
renciar claramente las actividades estatales de relaciones exteriores,
de defensa nacional, de seguridad y de gestión económica y finan­
ciera que considera "funciones esenciales” o cometidos del Estado,
que no pueden estar a cargo de los particulares bajo ningún res­
pecto, de manera que no pueden ser otorgados por vía de conce­
sión; y se limita entonces el concepto de servicio público a las
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actividades que el Estado asume por medio de la Administración
Pública, bien directamente por ésta en sus diferentes modos de
gestión o por vía de concesionarios, actividades que tienen por fi­
nalidad satisfacer una necesidad pública o colectiva mediante pres­
taciones dirigidas de manera directa e inmediata a las personas
individualmente consideradas, o sean, los usuarios o beneficiarios
de cada servicio. Solamente me permito diferir de la anterior con­
cepción, en que si bien la mayoría de los servicios públicos pueden
precisarse con ese enfoque de la prestación directa e inmediata a
los usuarios individualmente considerados, existen también servi­
cios como el aseo urbano, y no el domiciliario, y el de bomberos,
dirigidos o prestados en una forma que no pueden las más de las
veces individualizarse, sino que van dirigidos a sectores más am­
plios, a sectores de la comunidad e indirectamente y en cierta
forma a toda la colectividad local.

Otra advertencia es la de que los servicios públicos pueden
ser, unos, de carácter estrictamente administrativos, cuya prestación
corresponde siempre a los órganos de la Administración Pública,
y otros, de carácter industrial o comercial, que pueden ser presta­
dos o por órganos de la Administración Pública o por concesio­
narios, entre los cuales cabe señalar no sólo simples particulares,
sino, y muy especialmente las llamadas empresas públicas que pue­
den adoptar diferentes formas de derecho público, como son los
institutos autónomos: Instituto Nacional de la Vivienda (inavi),
Instituto Nacional de Obras Sanitarias (inos), Línea Aeropostal
Venezolana (lav), por ejemplo, y de derecho privado, como la
Compañía Anónima Luz Eléctrica de Venezuela (calev), y la Com­
pañía Anónima de Administración y Fomento Eléctrico (cadafe),
que tienen forma de compañías anónimas y son empresas del Estado.

2da. Base: Modos de gestión de los servicios públicos
En relación a este tópico del que abunda tanta literatura y del

que puede afirmarse en primer lugar, que el proceso tecnológico
y los objetivos de la Reforma Administrativa cuya principal meta
es la eficacia de los servicios públicos, lo han elevado a categoría
de asunto o problemática de obligado tratamiento, estimamos que
han existido muchas personas que han pensado y creído, las más
de las veces, en nuestro criterio, ilusamente, que en determinados
modos de gestión estriba la clave de la eficacia. Nosotros no com­
partimos ese criterio, porque estimamos que lo fundamental es
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la organización, el funcionamiento y el rendimiento, que dependen
esencialmente de las Ciencias de la Administración, de aspectos
tecnológicos, del aprovechamiento de los recursos humanos y eco­
nómicos, aunque no puede desconocerse que las experiencias en
los diferentes modos de gestión pueden aportar observaciones apro­
vechables, que sirvan para considerar que determinados modos de
gestión, que incluyen las modalidades de la Descentralización Ad­
ministrativa Funcional en sus tres aludidos niveles, sean los ópti­
mos para determinados servicios públicos.

En Venezuela, evidentemente, los principales modos de ges­
tión son:

1. La prestación directa en cualquiera de los tres niveles terri­
toriales de la Administración (Nacional, Estadal y Municipal).

2. La Concesión igualmente otorgada por cualquiera de los se­
ñalados niveles administrativos y mediante la cual el conce­
sionario puede ser una persona o empresa privada o pública.

3. Los institutos autónomos, que han servido para la prestación
de servicios públicos industriales o comerciales, de implicacio­
nes culturales, sociales y económicas, entre los cuales se pueden
señalar el antiguo Banco Obrero transformado en Instituto
Nacional de la Vivienda (inavi), el Instituto Nacional de
Obras Sanitarias (inos), el Instituto Nacional de Canalizacio­
nes, la Línea Aeropostal Venezolana (lav), el Consejo Na­
cional de la Cultura (coñac) y a nivel municipal el Instituto
Municipal de Transporte Colectivo de Pasajeros y el Institu­
to Municipal de Crédito Popular.

4. Por establecimientos públicos corporativos, como las universi­
dades oficiales y nacionales.

5. Los establecimientos públicos asociativos, o sean, las sociedades
de economía mixta, que se regulan por leyes administrativas
y con formas de compañías anónimas en las que la República,
los Estados o los Municipios actúan como accionistas y en
la dirección, conjuntamente con personas del sector privado,
aunque generalmente dichas sociedades de Economía Mixta
sirven al Estado y demás entes menores estatales para partici­
par en materia financiera o económica, sin que se trate de
actividades ligadas directamente a los servicios públicos, sino
más bien de un modo de derecho privado y de derecho pú­
blico, para el fomento de la producción nacional para regu­
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lar la economía y el sistema financiero y para obtener ga­
nancias, por ejemplo: Banco Central de Venezuela (b.c.v.),
Banco Industrial de Venezuela (b.lv.); excepcionalmente es­
tas personas prestan servicios públicos, además de actividades
de interés público.

6. Por empresas del Estado, en las que la totalidad, o casi la
totalidad de las acciones como compañía anónima, correspon­
den al Estado o sus entes menores, y pueden estar sometidas
a un régimen especialmente de derecho público y de derecho
privado, como es el caso de la C. A. Nacional Teléfonos de
Venezuela (cantv), Venezolana Internacional de Aviación
(viasa), y C. A. de Administración y Fomento Eléctrico
(cadafe).

7. Las federaciones y colegios profesionales, con personalidad ju­
rídica y que se rigen por leyes, a las cuales nuestro supremo
tribunal en Sala Político Administrativa, en sentencia nove­
dosa de fecha 13-01-76, seguramente inspirado en la doc­
trina del Consejo de Estado francés, y a pesar de no ser di­
cho organismo de carácter estatal, consideró que sus decisio­
nes para producir reglamentos internos y sobre casos indivi­
duales, eran “actos administrativos”, que estaban sometidos
al control contencioso administrativo y textualmente se expre­
só así: "la misión que está confiada a los colegios profesio­
nales, es decir, la reglamentación y disciplina de la profesión
constituyen el ejercicio de un servicio público” (subrayado
nuestro).

8. Por organismos estatales (administrativos) sin personalidad
jurídica, o sea, el caso de los fondos afectados a determinadas
actividades económicas.

9. Por mancomunidades municipales o metropolitanas previstas
desde 1961 en el artículo 28 de la Constitución Nacional y
reguladas desde la vigencia de la Ley Orgánica de Régimen
Municipal, el 18 de agosto de 1978, para la realización de
determinados fines, entre los que cabe en primer término se­
ñalar en nuestro criterio, algunos servicios públicos municipa­
les o metropolitanos.

Continuamos pensando en que conviene no enfrascarnos en
si debemos utilizar un concepto muy amplio, o un concepto muy •
restringido de servicio público que da cabida a múltiples, dife-
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rentes clasificaciones, de las que el administrativista italiano Alessi,
como ya antes anotamos, dijo que habían tantas clasificaciones
o servicios públicos como tantos autores las concebían; sin em­
bargo, creo que convencional y prudentemente, deben diferenciarse
de los servicios públicos las actividades administrativas de Fomen­
to y las de Policía, así como cualesquiera otra actividad directa
o indirectamente ejecutada por la Administración, inclusive la de
gestión económica-administrativa que no encuadre dentro de un
objetivo de satisfacción de necesidad pública o general, que no
se encuentre regulada en el ordenamiento jurídico como servicio
público, y a la cual se aplique derecho público especialmente, pero
también derecho privado, gestión que tampoco puede ni debe con­
fundirse con las actividades privadas de interés público. En última
instancia, es al derecho positivo vigente de cada país al que corres­
ponde establecer conceptos y diferenciaciones que la doctrina y la
jurisprudencia deben seguir.

Al respecto de nuestra anterior observación conceptual, nos
permitimos reconocer la clara visión que sobre la materia ofrece
Fernando Garrido Falla, catedrático de la Universidad de Madrid,
quien en su Tratado de Derecho Administrativo, en su 7*  edición,
de 1980, con su Apéndice de adaptación de la Constitución vi­
gente española de 1978, al referirse al derecho positivo español,
señala o advierte que ante la nueva expansión de la actividad
administrativa se debe dar cabida a cualquiera de las formas de
las actividades de prestación, tengan o no carácter de servicio pú­
blico, o sean, las formas de Derecho Administrativo y las formas
jurídicas privadas que regulan sus relaciones con los administrados
y luego presenta el siguiente cuadro:

A. Gestión directa por la Administración:
1) Gestión indiferenciada sin órgano especial.
2) Establecimiento o empresa propia sin personalidad.
3) Como servicio público personificado.
4) Con forma de sociedad privada.

B. Gestión indirecta a través de:
1) Concesión.
2) Arrendamiento.
3) Concierto.
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C. Gestión mixta:
1) En gestión interesada.
2) Como sociedad de economía mixta.

Igualmente clasifica Garrido Falla los servicios y prestaciones
a cargo de la Administración Pública, así:
A) Por la titularidad del servicio.
B) Por la necesidad de la prestación.
C) Por el contenido de la prestación.
D) Por la exclusividad de su ejercicio.
E) Por la participación de los usuarios en sus ventajas.

Y en cuanto a la actividad privada de interés público, señala
que existen necesidades públicas, es decir, de interés colectivo o
público que son satisfechas mediante actividades imputables a la
referida actividad privada, que el interés público de dichas activi­
dades se hace patente y las clasifica según los organismos que las
realizan, así:

1. Establecimientos privados de interés público.
2. Servicios privados de interés público, o sea, los llamados

servicios públicos impropios.
3. Empresas privadas de interés nacional.

En nuestro criterio en todas o casi todas las actividades de
los organismos privados antes señalados, intervienen el Estado o
sus entes menores, como los Municipios, mediante gestiones de
Fomento.

3ra. Base: Organización, funcionamiento y rendimiento
de los servicios públicos
Estimamos que debemos hacer las siguientes consideraciones

fundamentales y preliminares:

Primera consideración: Tal Base depende de:
a. La política o gobierno, o sea, las decisiones a nivel superior

sobre la creación de servicios públicos.
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b. Un régimen jurídico y necesario de un Estado de derecho, es­
pecialmente referido al derecho administrativo sin descartar
el derecho privado.

c. Las ciencias de la administración. Dichos tres aspectos se in­
terrelacionan, pero en definitiva, en función de implementa-
ción, el más influyente es el tercer elemento, el correspon­
diente a las ciencias de la administración.

Aun cuando algunos administrativistas como el conocido ar­
gentino Rafael Bielsa, sostiene la opinión de que las ciencias de
la administración son totalmente autónomas del derecho adminis­
trativo y de la policía, pensamos como la mayoría de los admi­
nistrativistas que más se han preocupado por la eficiencia del ré­
gimen democrático, que necesariamente las técnicas operativas de
los servicios públicos, que la administración concebida como tarea
técnica en el orden industrial, comercial y burocrático, que arranca
desde fines del siglo xix, con el taylorismo del norteamericano
Fred Winston Taylor, Woodrow Wilson y del ingeniero francés
Henry Fayol, Padre de la Tecnocracia, que ha contado con nume­
rosos tratadistas traducidos al castellano, como Marshall E. Dimock
y Luther Gulick, entre otros, que han sostenido desde comienzos
del siglo xx, la célebre sigla que se basa en la síntesis inglesa de
la palabra simbólica poscorb, que contiene las iniciales siete letras
de las reglas técnicas para lograr los mejores rendimientos:

1. Planificar: es decir, qué ha de hacerse y cómo, lo cual incluye
selección de métodos.

2. Organizar: estructuración formal de los elementos.
3. Adiestramiento de personal (staffing): preparación para ca­

pacitar y mantener el entrenamiento.
4. Dirección: conducir mediante órdenes e instrucciones.
5. Coordinación: interrelacionar los distintos sectores.
6. Instruir o informar (reporting): mantener continuamente en­

terado al personal responsable o adquirir éste, por sí mismo,
las noticias con expediente, estudios o inspecciones.

7. Presupuestar (budgetin): contabilidad y control.

De manera que el buen gobernante y administrador no debe
quedarse en el formalismo, en asegurar, por ejemplo, las moder-
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ñas leyes, reglamentos y ordenanzas que regulen las bases de la
creación y organización y procedimientos administrativos, que de­
penden de la política y del derecho, y que son importantísimos,
pero que no son más importantes, evidentemente, que la marcha,
el funcionamiento eficaz de los servicios públicos, que es un pro­
blema científico, tecnológico, de aprovechamiento de los recursos
económicos y humanos, así como de aplicación de los mejores mé­
todos o procedimientos, con asidero en las ciencias y la tecnología.

De manera que deben tenerse en cuenta o claros los límites
y las relaciones de la política, del derecho y de las ciencias de la
administración. Sin subestimar el enfoque especialmente jurídico
sobre las competencias, sin subestimar las bases del Gobierno y de
la Administración Pública y en general el derecho aplicable a ésta,
especialmente el Derecho Administrativo, debemos llamar la aten­
ción precisamente como cultores del Derecho, que nuestra principal
falla y la de muchos países ha sido atender más a la problemática
formal, a la problemática jurídica, que a la problemática cientí­
fica y tecnológica con sus implicaciones en la dirección y admi­
nistración de personal, aprovechamiento de los recursos humanos
y económicos, e importancia y mantenimiento de métodos, sistemas
y procedimientos que garanticen la eficacia de los servicios pú­
blicos, que es lo que interesa al individuo y a la comunidad, a los
usuarios de dichos servicios.

Segunda consideración:
El financiamiento para la implantación de los servicios pú­

blicos y el autofinanciamiento para el mantenimiento y mejora­
miento de los mismos. Las imposiciones de tasas, como precio
justo, la gratuidad de algunos servicios y la justificación y límites
de los subsidios necesarios o convenientes, los problemas sobre si
es conveniente o no la nacionalización y municipalización de de­
terminados servicios.

Tercera consideración:
Los problemas inherentes a la contratación colectiva y las

huelgas del personal de algunos servicios públicos. El contraste
del régimen jurídico establecido y el régimen o situaciones de he­
cho o de pretendidos supuestos de derecho, o aun de estricto de­
recho según las controversias u opiniones que existen no sólo en
Venezuela, sino en varios países en especial en Francia, Italia y
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España, que parecen prevalecer o influir precisamente dentro de
nuestro Estado de derecho. La fuerza sindical, de una parte, y
de la otra, el contraste de opiniones divididas tanto en la doctrina
como en la jurisprudencia, que en magnífica monografía denomi­
nada: "El Funcionario Público y la Legislación Laboral”, expuso
Jesús Caballero Ortiz, en el Tomo I del Libro Homenaje a Antonio
Alóles Caubet, publicado por la Facultad de Ciencias Jurídicas y
Políticas de la Universidad Central de Venezuela, en el pasado
año 1981. Pero lo más importante en esos problemas o tópicos o
materias, no es tanto el enfoque jurídico, sino las implicaciones
económicas que hacen tambalear o negar la eficacia administrativa
de determinados servicios fundamentales, como por ejemplo, los
de carácter asistencial, teléfonos, transporte colectivo de pasajeros,
transporte aéreo, aseo urbano, entre los de mayor importancia.

Cuarta consideración:
No bastan las competencias jurídicas, son necesarias también

las competencias técnicas. Las competencias jurídicas para la pres­
tación de los servicios públicos, bien se traten de servicios exclusi­
vos del nivel nacional, estadal o municipal o de la administración
funcional o de competencias concurrentes, deben estudiarse y con­
cebirse, en primer lugar, con una visión política en estrecho apo­
yo de la visión científica y técnica. Las ciencias de la administra­
ción deben servir de fundamento al legislador, y más aún, al cons­
tituyente, para evitar los inconvenientes de las implantaciones de
competencias incongruentes dentro de ámbitos autonómicos de ran­
go constitucional.

Obras escritas en España como la Crisis del Alunicipalismo,
de Fernando Albi, y como Horizontes de la Descentralización, de
Ramón Martín Mateo, con sus respectivos sabores, una de antimu-
nicipalismo y la otra de promunicipalismo, aparentemente en pug­
na pero que coinciden en que deben ajustarse las competencias y
servicios municipales a las nuevas necesidades, a los nuevos pro­
blemas, a la rápida evolución, a la explosión demográfica, requie­
ren ser muy bien estudiadas, cuando se pretendan establecer com­
petencias constitucionales y legales en materia municipal, lo cual
equivale a reconocer en un país como el nuestro, con nuestro
sistema sui generis federal, con una casi nula competencia estadal,
es decir, de los Estados, que se deben delimitar realmente las com­
petencias nacionales, estadales y municipales, sin centralismos ni
autonomismos a ultranzas; pero por encima de todo deben estu-
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diarse las características generales de todas las estructuras del Es­
tado, sus realidades económicas, el manejo de los ingresos en nues­
tro país y de manera especial la etapa que estamos viviendo, las
diferentes realidades de nuestros municipios, unos que conceptua­
ríamos dentro de la primera ola, la ola agrícola, otros, en mayor
o menor grado, en la segunda ola, capitalista, industrialista y los
que pudieran entrar y actuar dentro de la tercera ola, con sus nue­
vas tecnologías, para utilizar el interesante y conocido ensayo de
Alvin Toffler denominada precisamente La Tercera Ola; y tal vez
si debe también invertirse el orden o las reglas del raciocinio, ya
que primero se debe tomar en cuenta o precisar cuáles son los ser­
vicios públicos que deben competir a cada nivel administrativo, y
segundo, ajustar los ingresos de esos niveles, especialmente los
impuestos, tasas o contribuciones a las necesidades inherentes a
prestar eficientemente los servicios; el otro orden de raciocinio,
también lógico, es el de primeramente tomar en cuenta los ingre­
sos y luego ajustar o reajustar las competencias, tomando también
en cuenta por supuesto las características del servicio.

¿Cuál es el sistema que más conviene? ¿Cabría pensar acaso
en un sistema de colaboración'. Estado venezolano - Municipios -
Estados regionales - Distritos metropolitanos? ¿Convendría seguir
persistiendo en rígidos sistemas autonómicos o centralistas?

En nuestra Ley Orgánica de Régimen Municipal se avanzó
significativamente en este aspecto, pero, se requiere avanzar mu­
cho más. Recordemos, a todo evento con Toffler, que, como él
expresó: "El mundo está rápidamente emergiendo del choque de
los nuevos valores y tecnologías, nuevas relaciones geopolíticas,
nuevos estilos de vida y modos de comunicación, exige ideas y
analogías, clasificaciones y conceptos completamente nuevos” y que
"...nosotros somos la generación final de una vieja civilización
y la primera generación de otra nueva”, y aunque tal advertencia
está especialmente dirigida a naciones altamente industrializadas,
como Estados Unidos de Norte América, Alemania, Unión Sovié-
tiva, Francia y Japón, no podemos olvidar que Venezuela es un
país en vías de especial desarrollo, de desarrollo diferente en distin­
tas áreas de su territorio, y que al recibir las influencias foráneas
de esos países, tenemos que recibir, en mayor o menor grado,
lo que textualmente se señala como "La colisión de frentes de
olas, que crea un océano embravecido, lleno de corrientes entre­
cruzadas, vorágines y remolinos que ocultan las más profundas e
importantes mareas históricas”.
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Debemos recordar que todo cuanto se haga en Venezuela en
pro de la investigación científica y del desarrollo tecnológico, del
establecimiento de sistemas y procedimientos ordenados, adecuados
y racionales, a nivel de esfuerzos propios y/o de exportación de
países desarrollados, mediante la utilización racional de nuestros
recursos económicos y humanos, lo que incluye la creación de cá­
tedras universitarias, de diferentes materias, tanto en su aspecto
jurídico como técnico, lo cual implica y exige también la exigen­
cia del rendimiento en el trabajo y en la producción, tanto del
sector público como en el sector privado, se traducirá en la mejor
marcha del país y su bienestar colectivo, especialmente mediante
mejores servicios públicos. Si ello no ocurre, entonces tendríamos
que reconocer nuestro estancamiento e incapacidad, lo que nos
ubicaría en expectativa pesimista que sinceramente creo que po­
seemos en mayoría pero que somos capaces de combatir y vencer.

III. REFERENCIAS A LOS SERVICIOS PUBLICOS MUNICIPALES Y SUS
REGULACIONES EN LA LEY ORGANICA DE REGIMEN MUNICIPAL

Rápidamente tenemos que enfatizar que todo, o casi todo cuanto
expresamos anteriormente es aplicable al régimen municipal y al ré­
gimen municipal en Venezuela, cuanto más si, tal como es reconocido
universalmente, aunque muchos tercos, ciegos y sordos políticos, espe­
cialmente diputados, senadores, concejales y administradores, no lo ha­
yan atendido, el nivel de gobierno y administración municipal es el
más ligado a los servicios públicos, es el más responsable del bienestar
de los usuarios de los mismos, en sus variadas comunidades locales,
porque el Estado, con sus grandes problemas de política exterior y de
economía en general, además de sus servicios específicos, no puede
tener el don de la ubicuidad, aunque está obligado racionalmente a
colaborar.

La intimidad, la inmediatez de ciertos servicios públicos municipa­
les así lo impone. De manera que cuando el servicio se regula adecua­
damente, desde el ángulo jurídico, mediante ordenanzas, en las que se
tome en cuenta las características del servicio que se vaya a regular y
se ajuste a los superiores lincamientos legales, y así se cumplen o cu­
bren los aspectos políticos y administrativos, de Derecho Administra­
tivo, sólo faltaría como implementación necesaria y fundamental, la
cabal organización, el funcionamiento normal, eficiente y positivo ren­
dimiento del servicio público.

Estimamos de suma importancia la regulación jurídica en orde­
nanzas de cada servicio público municipal, porque además del régimen
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jurídico, de las normas que deben ponerse en vigencia y que son in­
dispensable dentro del Estado de Derecho, no puede desconocerse que
dichas normas deben servir de primera base o base amplia, a la pla­
nificación del servicio. Desde luego que la normativa ideal, es la que
considera o se ajusta a los requerimientos del servicio; de allí que en
la proyección del instrumento normativo no pueden actuar solamente
abogados, o privar criterios de éstos, sino que debe proyectarse con un
criterio interdisciplinario; debe opinar y orientar especialmente gente
con experiencia, técnicos, en todos sus aspectos, del servicio de que se
trate, y es que después de establecer las reglas, las normas vigentes,
la ordenanza que regule un determinado servicio, éste necesariamente
tendrá sus bases generales de organización y funcionamiento, que de­
ben ser lo más técnicas posibles, en dicha ordenanza.

En nuestro país, en materia de bases jurídicas de regulación de
servicios públicos, los de carácter municipal, en términos generales se
encuentran mejor fundamentados que los servicios públicos nacionales
y estadales, que carecen de leyes que contemplen un sistema general
como el estructurado en la Ley Orgánica de Régimen Municipal, vi­
gente desde el 18 de agosto de 1978, ya que sólo tienen regulaciones
un tanto obsoletas ubicadas en diferentes leyes especiales que se re­
fieren o regulan aisladamente servicios públicos nacionales, siendo la
situación en los diferentes Estados de tal grado de carencia que pudié­
ramos calificarla de insignificante.

En la Ley Orgánica de Régimen Municipal, nos encontramos con
las regulaciones sobre servicios públicos municipales que a continuación
enumeramos:

A. Primera regulación L.O.R.M.

Sobre enumeración de competencias referidas a servicios públicos
municipales y aquellos de carácter obligatorio
Aunque en el artículo 7’ de la ley, que se refiere a la com­

petencia propia del Municipio, se señalan las materias respectivas
y sólo a algunas se señalan específicamente como servicios, por
ejemplo, aquellos que faciliten el mercadeo y abastecimiento de
los productos de consumo de primera necesidad, tales como mer­
cados y mataderos locales (ord. ó9); servicios de prevención y lu­
cha contra incendios de poblaciones (ord. 10); servicios funera­
rios (ord. 12); servicios de policía municipal (ord. 13), y no se
señalan como servicios en ese artículo 79, las materias indicadas
en los demás ordinales (l9 acueductos, cloacas y drenajes. 29 Dis-
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tribución y venta de electricidad y gas en las poblaciones de su
jurisdicción. 3’ Planes de desarrollo urbano local. 49 Arquitec­
tura y ornato público. 5’ Transporte colectivo de pasajeros y de­
más materias relativas a la circulación urbana. 89 Aseo urbano y
domiciliario, y 12. Cementerios, y por último se señala como ma­
teria de competencia municipal, las "propias de la vida local” y
las que le atribuyan otras leyes), lógico es pensar que por la na­
turaleza misma de las prestaciones a que se refieren esos ordinales,
realmente se refieren a servicios públicos municipales, con excep­
ción del contenido en el ordinal 14, en el entendido que habría
que estudiar la "materia propia de la vida local” para determinar
si se refiere o no a un determinado servicio. De todas maneras,
se observa que la parte final del señalado artículo 79 se refiere a
que "cuando un servicio público tenga o requiera instalaciones...”
y en los artículos 99 y 10, que se aluden a los servicios de obliga­
toria prestación, se señalan abastecimientos de agua potable, alum­
brado en las vías urbanas y electricidad para alumbrado domici­
liario, construcción, conservación y reparación de vías urbanas, ce­
menterios, aseo urbano, cooperación y asistencia en los servicios
educativos o educacionales y médicos asistenciales (obligatorios en
todo núcleo urbano) de más de 10.000 habitantes, abastecimiento
domiciliario de agua potable, cloacas, alcantarillado, mataderos,
mercados públicos, servicios contra incendios, campos deportivos,
plazas y parques públicos, planes de desarrollo urbano local y
nomenclatura y señalización urbana (obligatorios en los núcleos
urbanos de más de 5.000 habitantes); luego en los artículos 11,
12 y 13 se regulan las condiciones en las que se deben prestar los
servicios públicos y sus modos de gestión y las condiciones que
deben llenar las concesiones otorgadas en licitaciones públicas a
particulares.

En el artículo 22 se señalan las materias de competencia de
los distritos metropolitanos: acueductos, cloacas, drenajes, distri­
bución y venta de electricidad y gas, planes de desarrollo urbano
local, transporte colectivo de pasajeros y demás materias relativas
a la circulación, aseo urbano y domiciliario, servicios de preven­
ción y lucha contra incendios, contribución y cooperación con el
saneamiento ambiental y policía correspondiente a la vigilancia
y control de actividades concernientes a la competencia del Distri­
to metropolitano. Evidentemente dichas competencias también es­
tán referidas a servicios públicos municipales. Algunas de estas
materias se identifican con actividades de fomento y de policía,
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que no se encuentran, clasificadas, exactamente, como servicio pú­
blico característico, como los de aseo urbano y transporte colectivo
de pasajeros, pero ello no varía en nada la situación. Lo cierto
es que las actividades administrativas que comportan prestaciones
de servicios públicos, administrativos o comerciales o industriales
o prestaciones de fomento o de policía, guardan relación y se
prestan para las más diversas clasificaciones. Así, conforme Alessi
llegó a afirmar que existían tantas clasificaciones de servicios pú­
blicos como autores, algo parecido podemos decir de los diferen­
tes textos legales; y cuando éstos existen, a ellos debemos acudir
para encuadrar las respectivas clasificaciones, que siempre están
referidas a una determinada época y a un determinado país, y por
supuesto a un determinado legislador.

B. Segunda regulación L.O.R.M.

Modos de prestación de los servicios públicos municipales
La prestación de los servicios públicos municipales, según el

artículo 12 de la Ley Orgánica de Régimen Municipal, podrá ser
hecha en cada Municipio, en las formas siguientes:

1. El Municipio en forma directa.

2. Organismos, empresas o fundaciones de carácter municipal
mediante delegación o contratos.

3. Organismos, empresas o fundaciones de carácter estadal o na­
cional mediante contratos.

4. Concesión otorgada en licitación pública.

5. También están previstas en la Ley Orgánica de Régimen Mu­
nicipal, artículos 26, 27 y 28, las formas de gestión de las
mancomunidades y otras formas asociativas de los Municipios
o Distritos Municipales.

Las Mancomunidades requieren el acuerdo de voluntad de dos
o más Municipios, o de dos, o más Distritos Metropolitanos, o
entre éstos o aquéllos entre sí, especialmente para la prestación
de cualquier servicio público municipal o cualquier actividad mu­
nicipal que se crea conveniente planificar y ejecutar mediante una
sola organización administrativa, lo cual coadyuva a la mejor pla­
nificación, mejor servicio y menos gastos.
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6. Igualmente, podrán los Municipios y los Distritos Metropoli­
tanos crear fundaciones, asociaciones y empresas de servicios
municipales, además del aprovechamiento o industrialización
de recursos naturales, la constitución de centros de intercam­
bios de ideas, informaciones y experiencias y para cualquier
otro fin de interés local o intermunicipal.
La planificación urbanística común del Distrito Federal y del

Distrito Sucre del Estado Miranda, a nivel principalmente asesor,
técnico y a nivel de control de dicha planificación, fue objeto de
un convenio entre ambas municipalidades que culminó desde el
l9 de enero de 1973, con la puesta en vigencia, previo acuerdo
de creación de una mancomunidad, según el artículo 28 de la
Constitución Nacional, de la ordenación jurídica común, mediante
sendas ordenanzas idénticas de Ordenación Urbana del Area Me­
tropolitana de Caracas y la creación de organismos como la Oficina
Metropolitana de Planeamiento Urbano (ompu) y la Comisión
Metropolitana de Urbanismo (cmu), sin embargo, la organización
surgida carece de personalidad jurídica, no correspondiente en con­
secuencia a lo establecido en 1978, en la Ley Orgánica de Régi­
men Municipal en su artículo 28, sin embargo, posee todos los
extremos señalados en el artículo 27 ejusdem.

De gran importancia resulta el señalamiento de las condicio­
nes mínimas de las concesiones de servicios públicos municipales
otorgadas a particulares en licitaciones públicas, así como las con­
cesiones para la explotación de bienes del Municipio conforme a
lo pautado en el artículo 13 de dicha ley.

C. Tercera regulación L.O.R.M.

Tarifas o tasas
En relación a esta materia de tarifas o tasas, conceptuamos

que compete a cada Municipalidad establecer las tasas de sus ser­
vicios, salvo que en virtud de la competencia que tiene asignada
el Ejecutivo Nacional, por medio del Ministerio de Fomento y se­
gún el artículo 28, ordinal 20, de la Ley Orgánica de la Adminis­
tración Central, resuelva establecer tarifas correspondientes a cual­
quier servicio público municipal que preste el Municipio, directa
o indirectamente o en cualquier forma de prestación.

Las tarifas correspondientes a los servicios públicos de com­
petencia nacional las fija el Ejecutivo Nacional, lo cual resulta
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evidente, pero se señala expresamente en la parte final del artículo
7 de la Ley Orgánica de Régimen Municipal al referirse a que cuan­
do un servicio público tenga o requiera instalaciones ubicadas en
jurisdicción de más de un Municipio, o sea, prestado a más de un
Municipio, por un mismo organismo, entidad o empresa, públicos
o privados, el régimen de tal servicio será de competencia del
Poder Nacional y el Ejecutivo Nacional fijará las tarifas de dichos
servicios.

El artículo 93 establece que los ingresos públicos extraordina­
rios podrán destinarse a obras o servicios que aseguren la recupe­
ración de la inversión o el incremento efectivo del patrimonio del
municipio.

El artículo 97 pauta que los Municipios podrán celebrar acuer­
dos entre sí para la unificación de las tarifas de determinados
impuestos, tasas o contribuciones; e igualmente que los municipios
podrán contratar la recaudación de esos tributos con el Ejecutivo
Nacional o Estadal, Institutos Autónomos o Empresas Públicas,
Mixtas o Privadas de reconocida solvencia, siempre y cuando ello
asegure una recaudación más eficaz y a menor costo, debiendo
señalar las respectivas tarifas, sistemas de recaudación, porcentajes
de comisión, forma y oportunidad en que los municipios recibirán
el monto de lo recaudado.

D. Cutirla regulación. L.O.R.AL

Participación de la comunidad
Según el artículo 152 de la Ley Orgánica de Régimen Muni­

cipal, pueden los vecinos, mediante la firma de 20.000 electores,
o el 20 por ciento del electorado, cuando éste sea menos de 100.000,
pedir la reconsideración total o parcial, razonadamente, de cual­
quier ordenanza, que no sea de carácter tributario, dentro de los
seis meses siguientes a su publicación. Entendemos que esta norma
no incluye la reconsideración de las ordenanzas sobre servicios
públicos municipales, en las que se contemplen las tasas o tarifas,
pero sí se refiere a aquellas ordenanzas sobre servicios públicos
municipales de carácter gratuito. Si el concepto de tributo sólo
estuviera referido a los impuestos y no a las tasas o tarifas, enton­
ces sí pudieran los vecinos pedir la reconsideración de cualquier
ordenanza sobre servicios públicos municipales, que regulen el pago
o monto de las tasas que deben cancelar los usuarios de los ser­
vicios.
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Conceptuamos que, de acuerdo al artículo 147 de la Ley Or­
gánica de Régimen Municipal, no sólo los vecinos, estén o no
representados en asociaciones de vecinos, y con más razón, desde
luego, si lo están, sino las organizaciones gremiales, sociales, cul­
turales, deportivas, etc., de la comunidad están facultadas para par­
ticipar en los llamados cabildos abiertos y por supuesto, uno de los
temas de mayor interés en tales cabildos deben ser los relativos al
funcionamiento de servicios públicos municipales; igualmente po­
drán los vecinos presentar proyectos de ordenanzas según el ar­
tículo 151, y cooperar con el Concejo Municipal en comisiones
diversas o cualesquiera otra forma de organización o colaboración
vecinal; y seguramente la marcha de los servicios públicos muni­
cipales, por su incidencia en el confort material y espiritual de
las comunidades, habrá de estar entre los asuntos de mayor interés
y preocupación, y dicha participación debe redundar en el mejor
control y prestación de tales servicios. Igualmente es importante
la participación comunal, a través de las respectivas asociaciones
de vecinos, en el procedimiento establecido en el artículo 168 de
la Ley Orgánica de Régimen Municipal sobre cambio de zonifi-
cación, ya que cuando se plantea un cambio de zonificación, que
no puede ser aislado, sino integral, y se plantea antes de los 10
años de la última zonificación, la solicitud sobre la petición de
rezonificación debe estar respaldada por la correspondiente aso­
ciación de vecinos, si la hubiere, o por la mayoría absoluta de ve­
cinos del área permisada como unidad urbanística o de los veci­
nos residentes en el área que determine la Oficina Municipal que
tenga a su cargo la planificación urbana. Además, el Concejo so­
lamente autorizará la rezonificación o cambio de zonificación cuan­
do se cumplan algunas de estas tres condiciones:

1. Cuando sean suficientes los servicios públicos, tales como via­
lidad, cloacas, acueductos, electricidad y las áreas de servicios
educacionales, deportivos, de recreación y otros servicios que
la nueva zonificación exija. La suficiencia de los servicios na­
cionales serán dados por los respectivos órganos nacionales.

2. Cuando la municipalidad cuente con los medios suficientes
para el acondicionamiento de tales servicios.

3. Cuando los propietarios del área a rezonificarse depositen en
Tesorería el costo de los acondicionamientos mencionados o
afiance satisfactoriamente en el Concejo.
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E. Quinta regulación L. O. R. 211.

Control Administrativo

Según el artículo 125, que delimita los gastos de gobierno y
administración, se consideran tales gastos, entre otros, los corres­
pondientes a erogaciones presupuestarias imputables a cualesquiera
unidades auxiliares de apoyo a las "unidades que atiendan servi­
cios públicos municipales”.

Según el artículo 133, corresponde a la Contraloría General
de la República, en coordinación con las Contralorías Municipales
donde existan, la vigilancia, fiscalización y control a posteriori so­
bre las administraciones municipales, empresas, fundaciones o man­
comunidades, para lo cual aplicarán las normas sobre la materia,
establecidas en la legislación nacional; y en el artículo 134 ejuf-
dem, se señala que el resultado de las investigaciones debe ser in­
formado al Concejo Municipal y a las Asambleas Legislativas del
Estado, con indicación de las omisiones, negligencias, violaciones
legales, faltas o delitos que puedan haberse cometido, señalándose
el procedimiento adecuado a seguir para castigar las faltas y delitos
y para corregir las deficiencias.

Creemos que en cuanto a la administración de los servicios
públicos municipales, conviene aplicar igualmente las referidas nor­
mas de control administrativo. El Situado Municipal deberá in­
vertirse, según el artículo 110, en obras y adquisición de equipos
para la prestación de servicios públicos y en los gastos impres­
cindibles para su funcionamiento. En esta materia y todo cuanto
se relacione con los gastos correspondientes a la organización y
funcionamiento de los servicios públicos, se está obligado a llevar
el mayor control, a través del Plan de Trabajo y del Presupuesto
Anual, siendo el Administrador Municipal, sea este el designado
por el Concejo o el propio Presidente de las Municipalidades de
menos de 50.000 habitantes, quien los propone, junto con los es­
tudios y proyectos que tiendan al logro de una buena administra­
ción, y el Concejo Municipal, como máxima autoridad de gobier­
no y administración municipal, le corresponde darle sus aproba­
ciones y en las mismas deben tenerse en cuenta fundamentalmente
la buena marcha de los servicios públicos municipales, o cuando
menos de los principales o de mayor interés, o los servicios míni­
mos obligatorios según las características y necesidades, así como
de los respectivos recursos, de los diferentes tipos de municipios.
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Por último, no deja de tener su importancia la incidencia que
la recién promulgada Ley Orgánica de Procedimientos Administra­
tivos, vigente desde el 1’ de enero de 1982, tiene en algunos pro­
cedimientos establecidos en ordenanzas sobre servicios públicos mu­
nicipales, todo de acuerdo al artículo l9 de esa ley.

F. Sexta regulación L.O.R.M.

Control contencioso administrativo
Como una novedad en nuestra Ley Orgánica de la Corte Su­

prema de Justicia, especie de Ley de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa y como una prueba de la importancia que se le
ha dado al control, a la juridicidad o a la antijuricidad que se
relacione con la prestación de los servicios públicos, se estableció
en el ordinal 14 del artículo 42 de la Ley Orgánica de la Corte
Suprema de Justicia, en concordancia con el artículo 43 ejusdem,
que compete a la Sala Político-Administrativa de la Corte Suprema
de Justicia, conocer de las cuestiones de cualquier naturaleza que
se susciten con motivo de la interpretación, cumplimiento, cadu­
cidad, nulidad, validez o resolución de los contratos administrativos
en los cuales sea parte de la República, los Estados o las Munici­
palidades; y entre éstos, dichos contratos se encuentran los de con­
cesión de servicios públicos municipales. Igualmente se pauta en
dicha L.O.C.S.J. (arts. 182, ord. I9 y 185, ord. 49), que compete
en primera y segunda instancia, respectivamente, a los Juzgados Su­
periores de lo Contencioso-Administrativo de las respectivas regio­
nes, y a la Corte Primera de lo Contencioso-Administrativa, co­
nocer de las abstenciones o negativas de las autoridades estadales
o municipales cumplir determinados actos a que están obligados
por las leyes, cuando sea procedente de conformidad con ellas;
esta competencia perfectamente puede estar regulada o referida a
funcionarios municipales respecto a servicios públicos, de acuerdo
a normas establecidas en las leyes nacionales y ordenanzas.

IV. ADVERTENCIA FINAL

Por último, para terminar, no olvidemos que los servicios públicos,
y entre ellos los municipales, cada vez más son materias y objetivos bá­
sicos de primordial importancia, dentro de un Estado de derecho demo­
crático y social, que debe tener como base adecuadas políticas de go­
bierno para la Administración y su consiguiente Derecho Administra-
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tivo y Municipal y especialmente base en y para las ciencias de la Ad
ministración, en constante progreso, atento a los cambios con cuyo con­
curso y con el apoyo comunal y la cabal utilización de los recursos
humanos y económicos, en función social en beneficio de la comunidad,
se abrirán caminos que posibilitarán gradualmente la anhelada eficacia
administrativa.



LA ENAJENABILIDAD DE EJIDOS
CON FINES URBANISTICOS

Gustavo Urdaneta Troconis

Los ejidos son bienes inmuebles que pertenecen a los Municipios.
En el ordenamiento jurídico actual son, en principio, inalienables, al
mismo tiempo que imprescriptibles. Decimos en principio, puesto que
las mismas normas constitucionales y legales que establecen su inalie-
nabilidad consagran excepciones a ésta, al prever ciertos casos en los
cuales, llenadas determinadas condiciones, pueden proceder los Muni­
cipios a la enajenación de terrenos de su patrimonio ejidal.

El objeto del presente trabajo es analizar la posibilidad de ena­
jenar ejidos con fines urbanísticos, para lo cual es conveniente exa­
minar previamente, así sea en forma breve, el origen y la razón de la
inalienabilidad de este tipo de inmuebles.

I. LA NATURALEZA DE LOS EJIDOS Y SU INALIENABILIDAD

La legislación venezolana no da ni ba dado nunca una definición
sustantiva o material de lo que es un ejido. Los textos legales que tra­
dicionalmente han regulado esta materia son las Leyes de Tierras Bal­
días y Ejidos, desde la de 1909 para acá. En ellas siempre se ha pre­
tendido definir los ejidos, pero sólo a través de la enumeración de una
lista de inmuebles que deben considerarse tales. En la última de estas
leyes, la de 1936, el artículo 3’ daba una definición de este tipo; la
Ley Orgánica de Régimen Municipal, que deroga en este punto a la
anteriormente citada, utiliza el mismo sistema para definir los ejidos,
en una lista de inmuebles contenida en el artículo 101.

Si nos remontamos al origen etimológico de la palabra encontra­
mos que ejido, del latín exitus (de exbe, salir), define el territorio
común de todos los vecinos de una ciudad o poblado, lindante con éste
o con aquélla.1 * Esa es la acepción que aún le continúa dando al tér-

1. Tomado de Guia Interpretativa de la Ley Orgánica de Régimen Municipal, FUN-
DACOMUN, 2*  edición, Caracas, 1979 (Reimpresión, 1982), p. 228.
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menos cierto que la distinción entre bienes del dominio público y del
dominio privado radica en que los primeros están afectados a un uso
público, a un uso común, lo que no sucede con los ejidos. Por otra
parte, al mencionar la Ley Orgánica de Régimen Municipal a los eji­
dos dentro de una norma destinada a los bienes del dominio privado
de los Municipios,7 8 no permite dudas respecto de la ubicación de los
ejidos dentro de tales bienes.

Los ejidos son, pues, bienes inmuebles del dominio privado de los
Municipios en que se encuentren ubicados. Tratándose de bienes del
dominio privado, deberían ser enajenables, de acuerdo con la regla es­
tablecida en el Código Civil, según la cual tales bienes "pueden ena­
jenarse de conformidad con las leyes que les conciernen”?

Sin embargo, desde 1925, viene estableciéndose constitucionalmente
el principio contrario, es decir, el de la inalienabilidad de los ejidos." En
tal punto, la Constitución de 1961, no hizo más que reconfirmar dicho
principio, al disponer en su artículo 32 que *’los ejidos son inaliena­
bles e imprescriptibles”, estableciendo así esos dos rasgos o elementos
característicos del régimen jurídico actual de este tipo de terrenos.

Ahora bien, esos dos elementos del régimen de los ejidos, aun
cuando ambos constituyen mecanismos de protección jurídica a esta ca­
tegoría de bienes públicos, no tienen el mismo alcance, “ya que mien­
tras la inalienabilidad de los ejidos es limitada y pueden enajenarse
«para construcciones» y «con fines de reforma agraria», su inusucapibi-
lidad es plena”.”’ Ese carácter limitado de la inalienabilidad obedece
al hecho de que los ejidos no están afectados a un uso común, fina­
lidad que requiriría, para su protección, de una inalienabilidad plena
y absoluta (como sucede con ios bienes del dominio público); por el
contrario, como veremos seguidamente, están destinados a ciertas fi­
nalidades concretas, que implican un uso individualizado, para el logro
de las cuales se necesita, precisamente, la enajenación de los ejidos a
quienes van a darles tal uso.

7. Artículo 86, 2’ aparte, Ley Orgánica de Régimen Municipal.
8. Artículo 543, Código Civil.
9. La Constitución de 1925 establecía como de la competencia municipal: "Admi­

nistrar sus ejidos y terrenos propios, sin que puedan en lo sucesivo enajenarlos.
salvo para construcciones" (art. 18, ord. 29 10). Similar disposición establecieron
las Constituciones sucesivas, hasta que la de 1947, al lado de la inalienabilidad.
consagró la imprescriptibilidad de los ejidos. Ver Ana María Ruggeri: Régimen
de administración y utilización de tierras públicas. UCV, Caracas, 1981 (mimeo-
grafiado).

10. Enrique Lagrange: Enajenación y Usucapión de Tierras Baldías. Edit. Magón.
Caracas, 1980, p. 44.
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II. EXCEPCIONES A LA INALIENABILIDAD DE LOS EJIDOS

Tanto la propia Constitución como algunas normas de rango legal
previstos para desarrollar lo establecido por aquélla, consagran dos su­
puestos que hacen excepción al principio de la inalienabilidad de los
ejidos, con lo que ésta pierde su carácter absoluto y pasa a ser una
inalienabilidad limitada. En cambio, no prevén dichas normas excep­
ción alguna a la imprescriptibilidad de los mismos.

Examinemos seguidamente la previsión constitucional al respecto
y, luego, las normas de rango legal que la desarrollan.

1. Previsión constitucional
Es el propio artículo 32 de la Constitución, luego de expresar de

la manera tan clara ya indicada la inalienabilidad de este tipo de in­
muebles, el que establece la posibilidad de enajenarlos, al disponer:
".. .Sólo podrán enajenarse para construcciones en los casos establecidos
en las ordenanzas municipales y previas las formalidades que las mis­
mas señalen. También podrán enajenarse con fines de reforma agraria
aquellos que determine la ley, pero siempre se dejarán a salvo los que
requiera el desarrollo de los núcleos urbanos”.

Dos son, pues, los supuestos de excepción a la inalienabilidad de
los ejidos, de acuerdo con la norma constitucional: cuando se enajenen
"para construcciones” o "con fines de reforma agraria”. Ambos supues­
tos tienen en común el estar conformados o condicionados por la fina­
lidad perseguida con la enajenación o, dicho de otra forma, por el des­
tino que vaya a dársele al ejido por el sujeto a quien éste es trans­
ferido. Esto permite comprender mejor la verdadera naturaleza de los
ejidos, dentro del ordenamiento jurídico actual, como una categoría de
bienes de propiedad municipal, pero no destinada a permanecer en
manos públicas indefinidamente sino en tanto que una especie de "re­
serva” de terrenos,n afectados en última instancia a ser transferidos
a los particulares para que éstos les den el destino al cual fueron im­
plícitamente vinculados de manera genérica por la Constitución: servir
de asiento a construcciones urbanas o ser explotados dentro del marco
de la reforma agraria.

11. Ese carácter de "reserva de terreno” de que debe disponer todo Municipio para
esas finalidades, se ve confirmado no sólo en el hecho de que la legislación prevé
mecanismos destinados a dotar de ejidos a los Municipios que no los tengan en
cantidad suficiente, sino que también prevé la obligación para los Municipios
de ir "reponiendo” esa reserva en la medida en que vaya disponiendo de ella
(Articulo 93, 1er. aparte de la Ley Orgánica de Régimen Municipal).
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A. Primera excepción: enajenación para construcciones urbanas
En el primer supuesto de excepción a la inalienabilidad de los

ejidos, la Constitución sólo habla de que pueden enajenarse "para cons­
trucciones”, pero no cabe duda de que se está refiriendo a las cons­
trucciones urbanas, quedando clara su intención de constituir a los eji­
dos en una suerte de reserva pública de terrenos destinados a ser uti­
lizados por los Municipios para la expansión de los centros poblados,
a Ja manera de los "patrimonios municipales de suelo” del ordenamien­
to urbanístico español e instituciones semejantes previstas en otros paí­
ses, como uno de los instrumentos de los que se sirve la política del
suelo con carácter general.12

Ahora bien, no basta que se dé esa finalidad para que en todo
caso proceda la enajenabilidad, ni tampoco puede decirse que la ena­
jenación de ejidos con tal finalidad sea libre e incondicionada para los
Municipios, sino que, según la misma disposición constitucional, aque­
lla sólo podrá efectuarse "en los casos establecidos en las ordenanzas
municipales y previas las formalidades que las mismas señalen”. El
constituyente dejó al cuidado de cada Municipio el establecimiento, en
ejercicio de su potestad legislativa, de los casos en que procede la ena­
jenación de sus ejidos para construcciones urbanas, así como de las
formalidades que deben cumplirse al efecto.

No establece, pues, la Constitución un régimen detallado de la
enajenación de ejidos para construcciones urbanas sino, como es natural,
apenas algunos principios básicos que luego tendrán que ser desarro­
llados por el legislador local. Sin embargo, pueden ya apuntarse algu­
nos elementos de ese régimen, establecidos por el texto constitucional
analizado, y que consiste en tres condiciones que deben cumplirse en
este primer supuesto de enajenabilidad de ejidos:

lv Que el terreno a enajenarse vaya a ser utilizado para una
construcción urbana;

29 Que el respectivo Concejo Municipal haya establecido por or­
denanza la posibilidad de enajenar ejidos con esta finalidad
y, además, que la enajenación proyectada entre dentro de las
previsiones de dicha ordenanza, y

39 Que la enajenación se efectúe cumpliéndose con las formali­
dades previstas al efecto por la ordenanza.

12. Ver al respecto, Antonio Carceller Fernández: Instituciones de Derecho Urbanís­
tico. Edit. Montecorvo, Madrid, 1977, pp. 217 y ss. Ver también Roger Saint-
Alary: Droit de l.t Construction. Presses Universitaires de France. París. 1977.
pp. 125 y ss.
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B. Segunda excepción: enajenación con fines de
reforma agraria

El segundo supuesto de excepción al principio de inalienabilidad
de los ejidos se da cuando los mismos vayan a ser destinados a la re­
forma agraria.13 Debe tratarse, por tanto, de ejidos rurales, a diferen­
cia de los de la primera excepción.

Este supuesto no amerita un mayor análisis a los efectos del pre­
sente estudio. Sin embargo, vale la pena destacar dos aspectos tocados
por el art. 32 de la Constitución que se está analizando.

Por una parte, dicho artículo, al igual que para el primer supuesto
de excepción, se limita a prever la posibilidad de enajenar los ejidos
cuando se vaya a hacer con esta finalidad ("con fines de reforma
agraria”), pero deja al legislador ordinario la responsabilidad de des­
arrollar dicha previsión y, en particular, de establecer con precisión
cuáles ejidos pueden ser enajenados con tal fin. Pero, en este caso,
el legislador encargado de desarrollar el principio constitucional es el
nacional, mientras que en el anterior lo es el local, como vimos. Este
tratamiento diferenciado obedece, sin duda, a la repartición de compe­
tencias que la misma Constitución ha efectuado entre el Poder Na­
cional y el Municipal. En efecto, aun cuando en ambos casos se trata
de ejidos, es decir, de bienes municipales, por lo que la gestión de
los mismos entra dentro de la autonomía del Municipio,14 15 en cambio
la finalidad que sirve de justificación al primer supuesto de excepción
a su inalienabilidad está estrechamente vinculada a una de las mate­
rias (el urbanismo) que el mismo artículo 30 señala como de compe­
tencia municipal, mientras que la finalidad justificadora de esta segun­
da excepción está referida a una materia reservada al legislador na­
cional.16

Por otra parte, la misma disposición constitucional comentada le
señala un límite al legislador ordinario en la tarea que le asigna de
establecer con precisión cuáles ejidos pueden ser enajenados con fines
de reforma agraria, al disponer que "siempre se dejarán a salvo los
que requiera el desarrollo de los núcleos urbanos”. Hay aquí estable­
cida una especie de prelación en las dos afectaciones dispuestas por la
Constitución a los ejidos, que puede expresarse de la siguiente manera:

13. Es de señalar que fue la Constitución de 1961, la primera en consagrar esta
excepción, seguramente por la importancia política que tenía la reforma agraria
para la ¿poca. Las anteriores Constituciones sólo preveían la excepción para cons­
trucciones.

14. Artículo 30, en concordancia con el ordinal 2’ del artículo 29 de la Cónstitución.
15. Artículo 136, ordinal 24 y artículo 105 de la Constitución.
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los ejidos de un Municipio están destinados preferentemente al des­
arrollo de los núcleos urbanos del mismo y en segundo lugar, sólo
en caso de que no se perjudique esa primera afectación, pueden des­
tinarse a la reforma agraria.

2. Normativa de rango legal

Dos leyes nacionales diferentes desarrollan cada uno de los su­
puestos de excepción previstos por la Constitución al principio de la
inalienabilidad de los ejidos.

A. La enajenación de ejidos y la Ley Orgánica
de Régimen Municipal

La Ley Orgánica de Régimen Municipal, de 1978, contiene un
capítulo dedicado a los ejidos, como parte de la Hacienda Pública
Municipal,1* en el cual aparecen varias disposiciones referidas a la
enajenabilidad de dichos inmuebles. Las mismas constituyen funda­
mentalmente el régimen destinado a regular la enajenación de ejidos
para construcciones urbanas.

Más adelante nos referiremos con más detalle al contenido de
ese régimen que constituye el objetivo propio de este trabajo. Por aho­
ra, sólo queremos destacar el hecho de que el mismo haya sido esta­
blecido en una ley nacional, lo cual parece no ajustarse a lo dispuesto
en el ya analizado artículo 32 de la Constitución. En efecto, como vi­
mos, este último condiciona la enajenabilidad de ejidos para construc­
ciones a lo que establezcan las ordenanzas municipales, con lo cual
pueden plantearse serias dudas respecto de la constitucionalidad de las
disposiciones contenidas en una ley nacional, como lo es la de Régimen
Municipal, sobre una materia que expresamente ha confiado la Cons­
titución al legislador local. No deja de ser curioso, sin embargo, que
hasta ahora no se haya planteado formalmente esta cuestión de in-
constitucionalidad, quizá debido al hecho de que, en general, parece
haberse considerado conveniente la existencia de una normativa gene­
ral, aplicable a todos los Municipios por imposición superior, sobre la
enajenación de ejidos, materia respecto de cuyo manejo político se han
formulado a veces agudas críticas.

En todo caso, no habiendo sido impugnadas, estas disposiciones
de la Ley Orgánica de Régimen Municipal constituyen el régimen ge­
neral vigente en materia de enajenación de ejidos para construcciones.

16. Capítulo II del Libro VI, artículos 101-107.
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B. La enajenación de ejidos y la Ley de Reforma Agraria
La Ley de Reforma Agraria, aun cuando de fecha anterior a la

de la Constitución,1’ es el cuerpo legal que desarrolla el principio cons­
titucional sobre enajenación de ejidos con fines de reforma agraria.

A tales efectos, dicha ley estableció una afectación genérica a la
reforma agraria de los ejidos que no se hayan reservado para el en­
sanche urbano e industrial de las poblaciones (con lo cual se respeta
la prelación dispuesta al respecto por el artículo 32 de la Constitución,
a que ya nos referimos), ni para el establecimiento de servicios pú­
blicos u otras obras públicas y que no estén destinados al común apro­
vechamiento de los habitantes de la cabecera del Municipio.17 18 19 En rea­
lidad, se trata de una afectación potencial y no afectiva de tales bienes
a la reforma agraria,18 puesto que, para poder ser utilizados efectiva­
mente con estos fines, es necesario que antes sean transferidos al Ins­
tituto Agrario Nacional mediante convenios que se celebren con los
Municipios propietarios. A este mecanismo de transferencia ha hecho
referencia también más recientemente la Ley Orgánica de Régimen Mu­
nicipal, en el último aparte del artículo 104.

En atención al objeto específico de este estudio, pasemos ahora
a examinar más detenidamente el régimen de la enajenación de los
ejidos para construcciones urbanas, previsto por la Ley Orgánica de
Régimen Municipal.

III. LA ENAJENACION DE EJIDOS PARA CONSTRUCCIONES URBANAS

Dicho régimen está contenido en los artículos 104 a 107 de la
mencionada ley. En el mismo, luego de reafirmarse el principio cons­
titucional de la inalienabilidad de los ejidos, así como los dos supues­
tos de excepción al mismo, se regula con bastante detalle uno de estos
dos supuestos, que es el que nos interesa especialmente: el de la enaje­
nación para construcciones urbanas. Al respecto se establecen, por una
parte, las condiciones para que proceda y, por otra, las formas a través
de las cuales puede llevarse a cabo.

17. La Constitución fue promulgada el 23 de enero de 1961, mientras que la Ley
de Reforma Agraria ya lo había sido, por la misma Legislatura, el 5 de marzo
de 1960.

18. Artículos 12 y 14 de la Ley de Reforma Agraria.
19. Ver Gustavo Urdaneta Troconis y Ana María Ruggerí: "Propiedad y Afectación.

El caso de la propiedad agraria en Venezuela”, en Libro Homenaje al Profesor
Antonio Moles Caubet. Tomo II, UCV, Caracas, 1981, pp. 855 y ss.
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1. El principio de la inalienabilidad de los ejidos
y sus excepciones

En el primero de los artículos mencionados, el 104, se reitera el
principio de la inalienabilidad, así como de la imprescriptibilidad de
los ejidos, en una frase que no es más que la repetición del encabeza­
miento del artículo 32 de la Constitución.

Luego, siguiendo siempre lo previsto en esa disposición constitu­
cional, se prevén las dos excepciones a dicho principio: la enajenación
"para construcciones" y la transferencia al Instituto Agrario Nacional
"con fines de reforma agraria”. Sin embargo, se dispone igualmente
que el Concejo Municipal queda facultado para adoptar, por ordenan­
za, una política general de no enajenación de sus ejidos y terrenos
propios, lo cual significaría la conversión en absoluta e ilimitada, por
voluntad del Concejo Municipal que así lo hiciere, de la inalienabi­
lidad de los ejidos, que en principio no es sino limitada.

Ahora bien, con respecto a la excepción "con fines de reforma
agraria", este artículo no dice mayor cosa, limitándose a repetir re­
sumidamente lo que ya establece la Ley de Reforma Agraria.20 21 En cam­
bio, en lo que respecta a la enajenación para construcciones urbanas,
sí es mucho más explícito, estableciendo las condiciones de su pro­
cedencia.

2. Condiciones de procedencia de la enajenación de ejidos
para construcciones urbanas

Las condiciones que exige el artículo 104 comentado para que los
ejidos puedan ser enajenados para construcciones son tres, que exami­
naremos sucesivamente.

A. Ubicación en áreas de expansión urbana
Se exige, en primer lugar, que se trate de "ejidos que circundan

las poblaciones dentro de la extensión prevista para la expansión ur­
bana".

Esta exigencia, aunque no se diga expresamente en la disposición
analizada, implica a su vez otra: la población de que se trate debe
estar dotada de un Plan Rector de Desarrollo Urbano. En efecto, el
Decreto N’ 668 de 1980, contentivo de las "Normas para el Desarrollo
y Control de las Urbanizaciones",2X ha venido a establecer con precisión

20. Ultimo aparte del artículo 104, de la Ley Orgánica de Régimen Municipal.
21. Gaceta Oficial N’ 32.019, de 4-7-1980.
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que es a través de ese tipo de planes como se determina formalmente
el área de expansión de las ciudades,22 23 para cuya determinación son
competentes conjuntamente los Ministerios de Desarrollo Urbano y del
Ambiente de los Recursos Naturales Renovables.22 Las normas de este
decreto no son, al menos en este punto, contrarias a la recientísima
Ley Orgánica para la Ordenación del Territorio.24

Pues bien, esta exigencia plantea una limitación en dos sentidos.
En efecto, ella postula no solamente que, por un lado, los ejidos ubi­
cados dentro del área de expansión de las poblaciones, fijada en el
respectivo Plan Rector de Desarrollo Urbano, sólo podrán ser enaje­
nados para construcciones urbanas; sino que también, por otro lado,
sólo esos ejidos pueden ser enajenados para construcciones urbanas,
lo cual parece una solución muy acertada desde el punto de vista de
la racionalidad urbanística, puesto que los planes de urbanismo son
precisamente el instrumento a través del cual se pretende lograr una
mayor racionalización del crecimiento urbano; ellos constituyen, pues,
el medio más adecuado para determinar cuáles ejidos pueden ser uti­
lizados para el crecimiento del núcleo urbano y que, consecuencial-
mente, pueden ser enajenados para ese fin.

B. Urbanización previa

Se exige, en segundo lugar, que dichos ejidos "se urbanicen con­
forme al procedimiento pautado en el artículo 105”.

Esta es otra exigencia que va en el sentido de lograr un creci­
miento urbano más armónico y más racional. Desde el punto de vista
urbanístico, las construcciones urbanas (la edificación de locales para
viviendas, comercio, industrias) no son sino el último paso dentro de
un proceso que comienza con la urbanización de un área de terreno,
es decir, con la conversión de terrenos rurales en ciudad, a través
básicamente de su equipamiento y dotación de los servicios necesarios.
Las construcciones urbanas no deben edificarse sino en áreas que sean
urbanas, no sólo porque a través de un acto jurídico del poder público
se les ha dado formalmente tal carácter (a lo que hace referencia la
primera de las condiciones antes analizada), sino porque material­
mente lo son, en razón de que cuentan con el equipamiento y los ser­
vicios indispensables para la vida urbana, siendo por tanto aptas para
servir de soporte a tales construcciones. Esto, que parece absolutamente
lógico, no está sin embargo establecido como una regla general en
22. Artículo 5’, letra f) del Decreto 668.
23. Artículo 6’ ejusdem.
24. Ver artículos 19, numeral 1, y 52 de dicha ley.
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Venezuela —siendo una de las más importantes lagunas de nuestro
ordenamiento jurídico urbanístico—, como sí lo está en otros, como
el español, a través de la prohibición de edificar en terrenos que no
tengan la condición de “solar”, o en el italiano, cuando se exige, para
que en una propiedad pueda erigirse una edificación urbana, el que
las “obras de urbanización primaria” existan, o sean llevadas a cabo
simultáneamente.25

Esa laguna en nuestro ordenamiento positivo es lo que ha permi­
tido la proliferación de construcciones de características urbanas en
áreas no urbanizadas previamente, con el consiguiente caos en el cre­
cimiento de las ciudades. Por ello, debemos considerar como un intento
positivo, aunque parcial, esta disposición contenida en el artículo 104
de la Ley Orgánica de Régimen Municipal, referida al menos a las
construcciones urbanas en terrenos ejidos.

La finalidad de dicha disposición se ve reforzada en el artículo
siguiente —que regula el procedimiento que debe seguirse para urba­
nizar los ejidos que se pretenden destinar a construcciones urbanas—
al establecer que "cuando el Concejo acuerde urbanizar terreno de ori­
gen ejidal deberá cumplir con los requisitos establecidos en la Ley de
Venta de Parcelas”: al sometérsela así al único, aunque imperfecto,
texto legal sobre urbanizaciones existente entre nosotros, es porque se
considera que debe tratarse de una verdadera operación de urbaniza­
ción, con todo lo que ella implica, y no una simple división en lotes
para ser vendidos, por puros criterios rentísticos. Contiene asimismo
este artículo otras exigencias destinadas a garantizar la seriedad de la
operación, como la de que la desafectación de los terrenos de su con­
dición ejidal debe ser aprobada por una mayoría calificada de los miem­
bros del Concejo, lo que a su vez es requisito para que se pueda apro­
bar el correspondiente documento de parcelamiento, el cual debe ins­
cribirse en la respectiva Oficina de Registro Público.20

Esta segunda condición exigida por la ley para que proceda la ena­
jenación de ejidos para construcciones urbanas es de tal importancia
que su contravención es sancionada expresamente con la inexistencia
de los respectivos contratos de enajenación.2’ Como una precaución
suplementaria, estos contratos son sometidos al control de la Contraloría
Municipal y, a falta de ésta, de la Contraloría General de la República.23
25. Ver, respectivamente: Angel Sustaeta Elustiza: Propiedad y Urbanismo. Ed. Mon-

tecorvo, Madrid, 1978, pp. 317 y 318; y Federico Spantigati: Manual de Derecho
Urbanístico. Ed. Montecorvo, Madrid, 1973, p. 81.

26. Ver encabezamiento del artículo 105 de la Ley Orgánica de Régimen Municipal,
en concordancia con los artículos 2° y 3’ de la Ley de Ventas de Parcelas.

27. Artículo 105, último aparte, Ley Orgánica de Régimen Municipal.
28. Artículo 105, segundo aparte ejusdem.
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Ahora bien, este artículo 105, en su primer aparte, prevé dos for­
mas a través de las cuales puede llevarse a cabo la operación de urba­
nización: o bien directamente por el Municipio (el artículo habla im­
propiamente del Concejo, o bien a través de un tercero, con el cual
se celebre "un contrato... con tal fin”, que debe ser aprobado tam­
bién por una mayoría calificada de los miembros del Concejo.

Es obvio que en ambos casos conserva el Municipio la propiedad
sobre los terrenos a urbanizar: en primer lugar, porque no podría lí­
citamente enajenarlos con este fin, ya que la excepción a la inaliena-
bilidad es "para construcciones” y no para urbanizar; en segundo lugar,
porque en esta etapa aún los terrenos no están urbanizados, no habién­
dose cumplido por tanto la segunda condición exigida por el artículo
104 para que proceda la enajenación para construcciones. El "contrato”
a que se refiere el primer aparte del artículo 105 es "con tal fin”, es
decir, para otorgarle a un tercero "el desarrollo del parcelamiento de
los terrenos ejidales” que no es hecho directamente por el Municipio,
y el mismo no podría envolver en ningún caso la transferencia de la
propiedad sobre dichos terrenos al contratista ejecutor de la operación.
En cambio, no se establecen mayores precisiones sobre el tipo de con­
trato que puede celebrarse, que podría ser, por tanto, un contrato de
obra pública, o uno de asociación, etc.

C. Cumplimiento de las exigencias establecidas
en las Ordenanzas

Finalmente, se requiere que "se observen las modalidades, condi­
ciones y restricciones establecidas en la ordenanza respectiva y previas
las formalidades que la misma señale”.

En realidad, cabe pensar en dos tipos de ordenanzas cuyas dispo­
siciones deberán ser observadas: la que eventualmente haya sido dictada
por el Concejo Municipal respectivo para establecer el régimen de los
ejidos, en lo que respecta a su posibilidad de enajenación y a las for­
malidades previstas al efecto,2® lo que resulta acorde con lo establecido
en el artículo 32 de la Constitución, según vimos; y la de urbanismo,
en lo que respecta a la operación de urbanización.

Vistas así las condiciones que deben darse para que proceda la
enajenación de ejidos para construcciones urbanas, veamos ahora el mo­
do como puede efectuarse la misma.
29. Muchos son los Municipios que cuentan con Ordenanzas en que se establece el

régimen de sus ejidos, las cuales habrán de ser respetadas en cada caso. Ver
Ana María Ruggeri: Ordenación Sistemática de la Legislación vigente sobre
Bienes del Estado. Tomo IV, Vol. II, Universidad Central de Venezuela, Caracas,
1980 (mimeografiado).
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3. Formas de enajenación de ejidos para construcciones
urbanas

El artículo 106 consagra las dos únicas formas a través de las cua­
les puede el Municipio llevar a cabo la enajenación de los tejidos que
pueden ser enajenados para construcciones urbanas, por haberse cum­
plido las condiciones antes examinadas. En realidad, el objeto de la
enajenación, por alguna de esas dos vías, no son propiamente terrenos
ejidos, pues éstos ya habrán sido desafectados de la condición ejidal,
sino las parcelas producto de la operación de urbanización.

A. Arrendamiento con opción de compra
Como mecanismo normal u ordinario, se prevé que los terrenos

originalmente ejidos deberán ser adjudicados inicialmente en arrenda­
miento con opción dé compra.

A los efectos de garantizar el efectivo cumplimiento de la fina­
lidad perseguida con la enajenación, se dispone que la venta definitiva
no podrá efectuarse sino una vez terminada la construcción para cuyo
fin fue adjudicada la parcela. Al mismo tiempo, se establece indirec­
tamente un plazo para la terminación de la construcción, puesto que se
prevé que la opción de compra no podrá tener un plazo mayor de dos
años, contados a partir de la notificación que la Cámara haga al arren­
datario de la aprobación de su solicitud.90

B. Venta directa

Como mecanismo excepcional, se prevé la posibilidad de vender
directamente la parcela, sin pasar por el arrendamiento con opción de
compra, cuando se trate de una persona que la desee para construir
en ella su vivienda y siempre que acredite en su solicitud haber obte­
nido la promesa de una entidad financiera de reconocida solvencia de
concederle el fmandamiento necesario para la construcción de la
misma.91

Parece obvio que será éste también el mecanismo aplicable en los
casos, frecuentes en la práctica, en que los ejidos estén de hecho ur­
banizados y construidos, formando parte del casco urbano, aunque no
lo hayan sido mediante el procedimiento del artículo 105 de esta ley,
por no estar ésta aún vigente. En este supuesto, sólo bastará constatar
que se cumplen los demás requisitos y, sin particular, que la vivienda

30. Encabezamiento del artículo 106 de la Ley Orgánica de Régimen Municipal.
31. Artículo 106, primer aparte ejusdem.
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ya construida es acorde con las ordenanzas de urbanismo. De ser así,
podrá procederse a la venta directa; no tiene objeto pasar primero
por el arrendamiento con opción de compra, pues es evidente que la
finalidad a la que se destinan genéricamente los ejidos (construcciones
urbanas) ya se ha alcanzado en este caso.

En todos los demás casos en que no se llenen las dos condiciones
exigidas en el primer aparte del artículo 106, deberá utilizarse la vía
normal del arrendamiento con opción de compra.

También para esta vía de la venta directa se establece un meca­
nismo destinado a garantizar el efectivo cumplimiento de la finalidad
de la enajenación: en la escritura de venta debe hacerse constar que
si, pasados 2 años después del otorgamiento del documento, el intere­
sado no ha ejecutado en un 50 por ciento la vivienda prevista, el Con­
cejo declarará resuelto de pleno derecho el contrato, sin perjuicio del
pago, a justa regulación de expertos, del valor de las bienhechurías cons­
truidas en la parcela.82

Lamentablemente la Ley Orgánica de Régimen Municipal no pre­
vio ningún régimen hacia el futuro de tales bienes, una vez enajenados
y firme la venta, orientado a garantizar que los mismos seguirán siendo
destinados a la finalidad a la que están afectados.32 33 Pero, en cambio,
dispone esta ley que los ingresos producidos por la enajenación deben
reinvertirse en la adquisición de nuevos terrenos.34 Se reafirma así la
idea de que los ejidos constituyen una reserva de terrenos que todo
Municipio debe tener a fin de poder destinarlos a esta finalidad ur­
banística.

32. Artículo 106, segundo aparte ejusdem.
33. Pensamos en un régimen al estilo del previsto en la Ley de Reforma Agrario

para las tierras adjudicadas en dotación, el cual constituye un nuevo tipo de
propiedad (propiedad dotacional) sobre las mismas, que garantiza su permanente
afectación a los fines de la reforma agraria (ver, G. Urdaneta Troconis y A. M.
Ruggeri: "Propiedad y Afectación. El caso de la reforma agraria en Venezuela”,
en Libro Homenaje al Profesor Antonio Moles Caubet, Tomo II, UCV, Caracas,
1981, pp. 882 y ss.); o al estilo, en el propio campo urbanístico, de la figura
del "derecho de superficie” español (ver, E. García de Enterría y L. Parejo: Lec­
ciones de Derecho Urbanístico. Civitas, Madrid, 1981, pp. 612 y ss.).

34. Artículo 93, primer aparte, Ley Orgánica de Régimen Municipal.
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de los modelos económicos. 43.c) La fusión formal de mode­
los incompatibles. 44.d) La actitud positivista inseparable de
la realidad social abstraída. 45.e) El enmarcamiento jurídico
de un tercer modelo económico. 46.aa) La llamada "economía
mixta" o capitalismo de Estado. 47.bb) La misión del Estado
y el derecho económico positivo. 48.cc) La lógica del modelo
capitalista de Estado y las carencias del derecho económico.
49.f) Un derecho de reagrupación y de síntesis. 50.g) Hacia
la ordenación jurídica de sectores sobrepuestos en los nuevos es­
pacios de la realidad social. Reflexiones finales. 51.a) Nues­
tra convicción positivista. 52.b) Una mera opción intelectual:
posibilidad de una perspectiva diversa y no antagónica.

La distinción en disciplinas jurídicas, por sectores
o ramas es puramente práctica y ciertamente esta
ligada a las estructuras, pedagógicas o tradicionales,
de transmisión de la cultura jurídica de una socie­
dad. Es una contingencia cultural.

Roberto J. Vernengo

INTRODUCCION

1. Aclaración: marcos de referencia de nuestro relativismo
Nos ha parecido necesario, como forma de introducir el tema pro­

pio de este ensayo, hacer explícita nuestra opinión sobre algunas cues­
tiones preliminares de teoría general del derecho. Ello nos permitirá
dar al lector los marcos de referencia desde los cuales analizaremos el
tema central y evitará las ambigüedades propias de trabajos de esta
índole que no remiten con claridad a posición alguna.

Por otra parte, el añadido nuestro al tema del concepto de derecho
económico sobre tal perspectivismo anuncia ya la posición relativista
que asumimos. Para esta primerísima tarea, nos hemos valido, funda­
mentalmente de autores como Alf Ross y Roberto J. Vernengo, no por­
que pretendamos el manejo holgado de la lógica deóntica o de la teoría
general del derecho, en la que dichos autores son maestros, sino preci­
samente por la claridad en la exposición de su pensamiento sobre tales
materias.1 No hay en ello, de nuestra parte, originalidad alguna; sim­
plemente, toma de posición.

1. De Roberto J. Vernengo, hemos tomado las ideas expuestas en su Curso de teoría
general del derecho. Buenos Aires, 2*  ed., 1976. Y las de Alf Ross, fueron toma­
das indirectamente de la obra de Eduardo García Maynez: Positivismo jurídico,
realismo sociológico y iusnaturalismo. Ciudad de México, UNAM, 2*  ed., 1977.
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Si existe alguna originalidad, ésta quizá podría encontrarse en nues­
tros diversos trabajos, disquisiciones relativas a la concepción del dere­
cho económico que es, de alguna manera, modestamente uno de nues­
tros intereses.2

I. GENERALIDADES

2.A) Acerca de la cientificidad del derecho
Damos por supuesto, por su obviedad, la ubicación de la ciencia

del derecho dentro de las ciencias sociales. Para la UNESCO las ciencias
sociales y humanas se dividen en 4 categorías: la primera constituida
por disciplinas calificadas como ciencias nomotéticas, es decir, "disci­
plinas que buscan extraer leyes": la demografía, la lingüística, la psi­
cología, la sociología, las ciencias económicas.

3.a)  Ciencias nomotéticas o positivas y ciencia normativa
En cuanto a las demás disciplinas, no son nomotéticas pero se les

otorga también el título de ciencias y se reparten en las tres categorías
restantes: las ciencias históricas, las ciencias jurídicas y las ciencias
filosóficas.

La exclusión del derecho de las ciencias nomotéticas se basa en la
distinción entre las normas que contienen prescripciones, es decir, lo
que debe ser y las relaciones más o menos generales que constituyen
las leyes positivas referidas a los hechos, es decir, a lo que es. La cien­
cia del derecho sería así una ciencia normativa y no una ciencia
positiva.3

4.b)  Aceptación de una postura positivista respecto de la ciencia
del derecho

Por otra parte, aceptamos que la ciencia del derecho —como afir­
ma Vernengo— sería el conjunto de proposiciones verdaderas que queda
formular sobre las normas válidas de un orden jurídico positivo, y no
otra cosa. Rechazamos toda postura no positivista, es decir, el iusnatu-
ralismo y el neo-iusnaturalismo.

2. Nos remitimos a la serie: Estudios de Derecho Económico, que en tres volúmenes
publicó la UNAM, bajo nuestra coordinación, de 1977 a ¡979. Además del docu*
mentó: "Proposición de una Maestría en Derecho Económico", presentado a las
autoridades de la Universidad Autónoma Metropolitana (Unidad Xochimilco),
ed. mimeografiada, 1976.

3. UNESCO: T endances principales de la rechercbe dans les Sciences humaines. París,
1970.
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Así, la relación entre ciencia del derecho o ciencias jurídicas y de­
recho positivo u ordenamientos positivos es necesaria.

5.c)  Posibilidad de un tipo ideal de ciencia dogmática
Lo que no quiere decir que desconozcamos la posibilidad de un

tipo ideal de ciencia dogmática, de una idealización que serviría de
modelo,4 5 ya que la definición de Vernengo y su afirmación no corres­
ponde al estado efectivo de las ciencias jurídicas, sino que remite, más
bien, decíamos, a tipos ideales.

ó.d) La etapa inicial: un control de validez objetiva del discurso
de la ciencia

En una etapa inicial —en las ciencias sociales no ha sido aún en­
teramente superada— predomina una actitud dogmática en la que los
cultores de la llamada "ciencia jurídica" pretenden controlar lo que
sobre el derecho, o sobre otro fenómeno social, se pueda decir con
validez objetiva.

Las ciencias dogmáticas ingenuas del derecho, por ello, se preo­
cupan con el problema de la definición del derecho o la definición
de su esencia, revelando así muchas veces su arcaísmo. Por eso, tiene
tanto sentido la frase de Kant quien estudiando estas cuestiones, se
preguntaba por qué "los juristas buscan todavía una definición para
su concepto del derecho”.

7.e)  La actualidad: exigencias formales y materiales
del lenguaje científico

Otra es la preocupación actual, en que más que atender a la irre­
levante definición inicial de un objeto, se trata de establecer las con­
diciones de adecuación del lenguaje científico y sus exigencias forma- .
les y materiales. Sólo desde este plano tiene sentido plantear, los pro­
blemas de la validez objetiva del discurso de la ciencia.0

8.aa)  Nuestra preocupación: la distinción material de un sistema
jurídico nacional

Viene muy a propósito lo dicho al respecto por Alf Ross. El pro­
blema que debe preocupar al jurista —dice— no es el "enteramente

4. Nosotros, en lo particular, manejamos la idea de los modelos jurídicos para la
tipología del derecho económico, en particular. Cfr., Héctor Cuadra-Moreno: Apun­
tes de Clase, Universidad de Niza, mimeografiado, s/f.

5. Cfr., R. J. Vernengo: op. cit., p. 18.
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inútil” de la definición del derecho, sino el que consiste en saber cómo
podemos distinguir, desde el punto de vista del contenido, un sistema
jurídico nacional (necesariamente individual) de otros conjuntos indi­
viduales de normas?

El derecho (argentino, mexicano, francés) aparece como un con­
junto de normas o prescripciones que de alguna manera regulan la
actuación de los miembros de la sociedad (argentina, mexicana, etc.).
Aceptamos esta afirmación como un simple punto de partida. Puede
que el derecho sea, además, otras cosas; puede que un derecho positivo
nacional determinado no quede suficientemente determinado limitán­
donos a conocer sus normas. Sea como fuere, difícil será negar que para
conocer el derecho mexicano, de algún modo tenemos que tratar (leer,
criticar, analizar) algunas normas.

9.bb)  La actitud científica o critica: lo implícito deviene
temático y explícito

La Constitución de 1917, el Código Agrario, la Ley de Protección
al Consumidor, son algunos de esos cuerpos normativos que forman el
derecho positivo mexicano. Dichos textos normativos, partes constitu­
tivas del derecho positivo mexicano son, por ende, tema susceptible de
estudio por las ciencias que se ocupan de ese campo objetivo.

Adoptar una actitud reflexiva y hacer temático lo que ordinaria­
mente constituye un presupuesto implícito —los criterios que utilizamos
cuando atribuimos a una norma la calidad de integrante del orden po­
sitivo— es ya de por sí un momento en la faena científica de conoci­
miento del derecho. Y al adoptarla, comprendemos cómo la actitud
científica implica además adoptar una especie de actitud crítica, enten­
diendo por tal la que exige que los presupuestos implícitos sean hechos
explícitos y sometidos a control racional.6 7

10.cc) Criterios de calificación del tema o dominio objetivo
Es claro que las ciencias que se ocupan del derecho positivo me­

xicano tienen por tema, justamente, ese dominio objetivo: el derecho
positivo mexicano. Pero al enunciar esa tesis, advertimos que no es
nada notorio cuáles sean los criterios que, implícita o explícitamente,
asumimos para calificar a un cierto material normativo de derecho
mexicano.

6. Citado por E. García Maynez: op. cit., p. 87.
7. Cjr., R. Verneogo: op. cit., p. 29.
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A lo sumo, se parte de la convicción de que tales normas de al­
guna suerte regulan el comportamiento de los miembros de una co­
munidad; o, en el caso extremo, de la certeza subjetiva de que las mis­
mas regularían nuestra conducta en cuanto miembros de una comu­
nidad dada.

11. dd) La formulación de proposiciones verdaderas respecto
del dominio objetivo

Glosando a Vernengo, así como el tema de la botánica es un cam­
po de fenómenos, a saber, la vida vegetal, se puede decir, que el tema
u objeto estudiado por las ciencias jurídicas mexicanas es el derecho
positivo mexicano, a cuyo respecto intentan • formular proposiciones
verdaderas.

Por ejemplo, si el jurista mexicano afirmara que la prisión como
pena por deudas civiles es una institución del derecho positivo mexica­
no, afirmaría una proposición falsa, que no se refiere al derecho que
actualmente se aplica, sino quizás al derecho históricamente anterior,
carente ya de vigencia. No hablaría del derecho positivo actual.

12.ee)  Ambigüedad de la positividad

La noción de positividad es ambigua. A veces se distingue el dere­
cho positivo, como derecho actualmente vigente, de un derecho pasado:
el derecho romano clásico. Pero otras veces se utiliza la expresión “de­
recho positivo” para distinguir el conjunto de normas establecidas por
algún órgano legislador histórico, frente a ciertas normas en que se
expresan aspiraciones de justicia, o propuestas políticas que no han
llegado a ser promulgadas por ningún legislador histórico. O inclusive,
frente a normas cuya creación atribuimos a un legislador suprahumano,
como la divinidad, o que consideramos expresión de ciertas relaciones
necesarias que solemos denominar “naturaleza” o "razón”.8

13.ff) La preocupación científica inmediata: el derecho positivo
El interés del jurista, del científico del derecho mexicano, está di­

rigido al derecho positivo: a las normas creadas por órganos de la
sociedad mexicana y que aún mantienen fuerza obligatoria actual.

No le interesa, inmediatamente, ni el derecho pasado, ni el lla­
mado natural. Su preocupación es el derecho positivo.

8. Cfr., ibidem, p. 30.
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14.gg) Complicaciones lógicas y epistemológicas del multivoco
"derecho vigente"

. Según Alf Ross, por otra parte, con la "teoría metafísica” del de­
recho, derecho vigente puede, en cambio, significar dos cosas: o que
estamos en presencia de un orden realmente efectivo, o de preceptos
cuya fuerza obligatoria deriva de principios a priori. Y es claro, conclu­
ye, que esta dualidad de criterios provoca complicaciones de índole
lógica o de carácter epistemológico que, a la postre, dan origen a una
serie de antinomias.9

15.B) Acerca de las divisiones del derecho

Las ciencias jurídicas estudian, además, el derecho positivo por seg­
mentos o ramas: derecho penal, derecho civil, derecho mercantil, etc.
Es decir, para facilitar el estudio se lo divide en sectores cuyas normas
regulan diversas regiones de la vida social.

16.a)  Autonomía provisional de divisiones didácticas
y contingentes

Esta división tiene básicamente una finalidad didáctica y es histó­
ricamente variable según las culturas. En muchas culturas no existe la
distinción que nosotros efectuamos entre derecho civil, derecho penal,
derecho mercantil, etc. O entre derecho público y derecho privado.
Esas divisiones son introducidas por los técnicos o científicos del de­
recho.

Una cierta deformación, propia de la especialización científica, nos
lleva a creer que esas disciplinas parcelarias —derecho civil, derecho
penal, derecho mercantil, derecho económico, o, mejor dicho, la ciencia
del derecho civil mexicano, la ciencia del derecho penal mexicano, la
ciencia del derecho económico mexicano— tienen una entidad y auto­
nomía semejante a la de los géneros en el mundo de la naturaleza.10 Pe­
ro no hay tal: es sabido que ni los propios cultores de tales disciplinas
están de acuerdo sobre su autonomía, como ciencias relativamente in­
dependientes, ni que es posible lograr más que un acuerdo provisional
sobre cuáles tienen rango cultural suficiente para valer como una cien­
cia socialmente aceptada.

9. Otado por E. García Maynez: op. cit., p. 91.
10. Cjr.t mi trabajo sobre: "Las vicisitudes del derecho económico en México a partir

de 1917”, en Esludioi de derecho Económico 11, México, UNAM, 1977, pp. 111 y ss.
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17.b) "Propiedades objetivas” de obvia relatividad

Las divisiones, cuyo origen académico, por ejemplo, ha sido estu­
diado con alguna minuciosidad, tienden sin embargo, a adquirir un
prestigio que llega a atribuirles propiedades objetivas. El mércantilista,
sin duda, se esforzará por demostrar que el material normativo que es­
tudia no ha sido unificado por motivos metódicos o didácticos, sino
que se trata de un conjunto de normas con sustantividad propia; esto
es: que ofrecen características distintas que no sólo las hacen aptas
para un estudio separado de las normas civiles, sino que hacen obliga­
torio su estudio en una disciplina independiente. Ahora bien, con­
tinúa diciendo Vernengo,11 la relatividad de estas distinciones es obvia:
basta escudriñar el origen histórico de las mismas.

18.c) La diferencia de principios concretos conlleva la necesidad
objetiva de la independencia de las ramas correlativas

No es suficiente indicar que en algunas de esas ramas rigen prin­
cipios diferentes de los vigentes en otras. En el derecho penal impera
la prohibición de la extensión analógica, mientras que en otras esferas
del derecho es vista como legítima. Tesis semejante no pasa de ser
otra cosa que Ja afirmación de que las normas estudiadas en una cierta
rama del derecho —y los principios son normas— son distintas de las
estudiadas en otras ramas, lo cual puede ser verdad, sin que aumente
en un ápice la necesidad objetiva de la independencia de una rama
del derecho.12

19.C) La estructura social contingente controla la ciencia
y la enseñanza universitaria

La ciencia del derecho se ocupa de las normas de algún derecho
positivo, dividiendo su estudio conforme a necesidades impuestas por
estructuras sociales contingentes: intereses de grupos, organizaciones pe­
dagógicas. El control de la ciencia y, sobre todo, el control de los ins­
trumentos de enseñanza, son formas importantísimas del control social,
y por ende, del poder.13

La ciencia del derecho aceptada, la inculcada institucionalmenle
en las universidades, es una manifestación de grupos socialmente do­
minantes.

11. Op. cit., p. 31.
12. Ibidem.
13. Cjr., Héctor Cuadra-Moreno: "Las relaciones entre el desarrollo socioeconómico en

México y el desenvolvimiento del derecho", en Comunicaciones Mexicanas al VIH
Congreso Internacional de Derecho Comparado. México, UNAM, 1971.
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20.D) De la definición apriorística a la descripción empírica
de los sistemas jurídicos como "hechos”

Alf Ross opina al respecto, que las interminables discusiones fi­
losóficas sobre la naturaleza del orden jurídico tienen su origen en el
supuesto de que éste deriva su vigencia de una idea a priori, por lo
que su definición es decisiva cuando se trata de establecer si determi­
nado sistema puede aspirar a que se le otorgue "el título honorífico
de derecho”. Pero el problema definitorio pierde interés apenas se aban­
donan esos presupuestos metafísicos.

Por el contrario —opina—, la ciencia del derecho debe proponerse
"describir” ciertos sistemas jurídicos nacionales de carácter individual.

21.a)  Objetividad científica descriptiva y deber moral
de la revolución

Nos guste o no —declara— todos estos sistemas son "hechos”.
La terminología descriptiva es independiente y debe separarse de la
aprobación o reprobación morales de esos "hechos”. Nada impide, por
tanto, clasificar determinado orden como "jurídico” y creer, al propio
tiempo, que "nuestro deber moral más alto” es destruirlo por medio
de una revolución.14 15

22.b) La observancia normativa, como base del esquema
interpretativo de acciones sociales

Es entonces que expresa —como lo mencionamos anteriormente—
que el problema que debe preocupar al jurista no es el "enteramente
inútil” de la definición del derecho, sino el que consiste en saber cómo
podemos distinguir, desde el punto de vista del contenido, un sistema
jurídico nacional (necesariamente individual) de otros conjuntos indi­
viduales de normas.

Un sistema de normas tiene vigencia —y por lo tanto con la ca­
racterística esencial para ser considerado por la ciencia del derecho—
si puede fungir como esquema de interpretación de un conjunto co­
rrespondiente de acciones sociales, lo que permite, al propio tiempo,
comprender tal conjunto como un todo coherente en lo que a su signi­
ficado atañe. Esa capacidad del sistema de fungir como esquema inter­
pretativo se basa en un hecho: el de que sus normas sean efectivamente
observadas.1®

14. Cit. por E. Garda Maynez, p. 87.
15. Cfr., ídem., p. 90.



HECTOR CUADRA MORENO

II. LAS PERSPECTIVAS DOCTRINALES Y NUESTRO RELATIVISMO

23.A) Líneas de reflexión a profundizar
Con estas referencias elementales y su desglose estamos en posi­

bilidad de organizar ideas en torno al concepto de derecho económico
que nos permitirán, en primer lugar, repasar algunas posiciones de au­
tores que se han ocupado de tal materia, con breves comentarios cuya
suma permitirá apuntar el relativismo de esta cuestión y presentar so­
meramente nuestra posición.10 La brevedad de este ensayo —unas cuan­
tas cuartillas— sólo permite un ejercicio incompleto pero esperamos, su­
ficiente, para apuntar líneas de reflexión, cuya profundización en la
investigación en tomo al derecho económico positivo y a su ciencia co­
rrespondiente son una exigencia para su consolidación y avance.

24.B) Un problema de contenido: identificación del sector
social regulado

Estamos de acuerdo, por ejemplo, en que el problema del derecho
económico es más que un problema de definición, un problema de
contenido; es decir, de adecuada identificación del sector de la vida
social regulado por un cierto número de normas, cuya agrupación para
efectos científicos, se realiza en torno del concepto mencionado.

25.a)  El error de facquemin y Schrans
Si ello es así asumido, nos parece un grave error la posición ex­

puesta por Alex Jacquemin y Guy Schrans, quienes en su pequeño libro
Le droit économique™ afirman que la distinción entre las nociones de
"derecho de la economía" y "derecho económico" es importante.

26.aa) Derecho de la economía y derecho económico
Según estos autores, la noción de "derecho de la economía" es esen­

cialmente descriptiva y puede designar el conjunto bastante heterogéneo
de reglas de derecho que se aplican a la actividad económica. Por el
contrario, la noción de "derecho económico” es claramente más califica­
tiva, porque insiste —dicen ellos— en la perspectiva de un encuentro
interdisciplinario que transforma a la norma de derecho. Según esta
16. Para mayor detalle y desarrollo del tema: "el concepto de derecho económico",

remitimos a nuestro trabajo: "Reflexiones sobre el derecho económico", en Estudio!
de derecho económico I, México, UNAM, 1977, p. 11 y ss. Igualmente, cfr., Raúl
Brañes: Las ciencias sociales y el derecho. Las instituciones de la economía ca­
pitalista, ed. mimeografiada, ciudad de México, 20 pp.

17. Publicado en la Colección Que sais-je?, P.U.F., París, 2  ed., 1974, 128 pp.*
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concepción, pues, el derecho económico estaría más allá de su condición
jurídica, puesto que al choque del encuentro interdisciplinario entre
derecho y economía, esta última sometería a la norma de derecho a una
transformación tal que la desvirtuaría.

27.bb) Confusión de campo objetivo (novedoso) y discurso
jurídico (in variable)

Ello significa desatender completamente los problemas del lengua­
je jurídico y de las estructuras lógicas del mismo; confundir campo ob­
jetivo con ciencia del derecho económico; mezclar los niveles del aná­
lisis, sin percibir que los fenómenos del comportamiento de los sujetos
de las relaciones económicas pueden ser novedosos, inéditos, pero que
el discurso jurídico en torno a tales problemas novedosos no varía; es
en las consecuencias jurídicas, atribuibles a tales comportamientos, en
donde puede radicar la novedad y en la ordenación novedosa de las
prescripciones y sus efectos jurídicos. Hasta allí la posibilidad de en­
tender una visión calificativa y no descriptiva del problema. Lo demás
es desconocer la exigencia de una mínima identificación del sector de
la realidad social que se acota con la adecuada regulación jurídica de
los sujetos y su comportamiento dentro de esa misma realidad.

28.b) Lo interdisciplinario y las leyes científicas propias
del discurso jurídico

Se ha insistido frecuentemente en el carácter interdisciplinario del
derecho económico, porque se ha pensado que las relaciones económi­
cas como tales son, para el lenguaje jurídico que se ocupa de ellas,
sustancialmente diferentes de lo que podrían ser las relaciones laborales,
las relaciones comerciales, stricto sensu, las transacciones civiles, etc., y
su traducción en lenguaje jurídico. No estaríamos, de paso, de acuerdo
con la aseveración contenida en el plan de estudios para la licenciatura
en derecho, Universidad Autónoma Metropolitana (Unidad Azcapot-
zalco), en el que se expresa lo siguiente:

Intentamos ensayar la vía de una auténtica interdisciplinariedad, que va
más allá de relacionar el derecho con la economía y considera indispen­
sable descubrir aquellos puntos donde el encuentro entre las disciplinas
contribuye a formar algo nuevo: lo interdisciplinario. Bajo este criterio ya
no es posible aceptar que por una parte existe el contenido económico,
político o social, y por la otra la forma jurídica....™

18. El subrayado es nuestro.
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Pero sí, con otra afirmación en el mismo documento:10

Nuestro plan de la carrera de derecho ha abierto ampliamente sus puertas
a la sociología, la ciencia política, al igual que a la economía, a efecto
de que estas ciencias nos aporten los instrumentos de análisis que nos
ayuden a explicar los actuales contenidos de nuestro actual derecho positivo.

Cuando se habla —por los mismos autores— de la interdependen­
cia del derecho y de la economía y se califica al derecho como servidor
de ésta última, se desconocen las exigencias lógicas del discurso jurídico
que no permite el sometimiento sino a sus propias leyes. De ahí su
virtud de ciencia.

29.C) La función constructiva del derecho económico para la
optimización institucional de un modelo de economía dado

Lo único que podemos admitir en esta correlación innegable que
se da en el campo objetivo de la ciencia del derecho económico, entre
derecho y economía, es la función que tiene el derecho económico, a
la luz de un modelo de organización económica dado, por ejemplo, el
de la economía de mercado, de construir todas las instituciones jurí­
dicas que permitan la operación, el desarrollo y la optimización de di­
cha economía de mercado. Regular, garantizándola, la propiedad pri­
vada. De tal suerte los bienes, objeto de la misma, adquieren utilidad
económica, ya que una cosa no se convierte en bien sino en virtud de
los derechos que sobre ella se ejercen y si son oponibles a terceros.
Una cierta forma de propiedad es la base de los intercambios de re­
cursos y bienes escasos. Dicha propiedad confiere control de los bienes
y de los servicios de tal suerte que exista una relación entre el hecho
de adquirir y el de disponer. Una determinada forma de propiedad
garantiza la posibilidad de excluir, hasta cierto grado, la utilización
de un bien o servicio por los demás. Implica el derecho de transferirlo
o cambiarlo. Mientras más estrictos son los principios de exclusividad
y de transferibilidad de la propiedad, mayor será su valor comercial.
Extremando, se puede decir, que el verdadero bien es menos la cosa
en sí, y más los derechos que se tienen sobre la misma.

30.a)  El concepto de propiedad y la economía de mercado
Con su gran experiencia del derecho positivo, Eduardo Novoa-

19. Citado por R. Brañez: op, cit., p. 17. Dicho documento fue publicado por la
UAM-Azcapotzalco, en 1977.
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33. d) EZ derecho de la competencia y la economía de mercado
¿Qué decir, del caso del derecho de la competencia? El Estado,

en los países de economía de mercado, tiene por tarea combatir los
acuerdos de productores, las prácticas restrictivas, los comportamientos
monopolíticos, con el fin de mantener el funcionamiento de un sistema
de precios competitivos. La competencia eficaz no coincide con el laissez-
faire sino que requiere, por el contrario, de la presencia vigilante de
los poderes públicos para evitar su autodestrucción. El derecho eco­
nómico positivo tiene que incluir aquellas normas jurídicas que eviten
la concentración excesiva y refrenen las tendencias a la monopolización.

34. e) La protección del consumidor y la economía de mercado
De igual forma, las reglas jurídicas que tienden a proteger a los

consumidores contra su propia credulidad pueden contribuir a la trans­
parencia del mercado. Se debe organizar una legislación que obligue a
los productores a dar informaciones al público sobre el precio, la can­
tidad y la calidad de los productores puestos en venta.’1

35.f) Necesidad de un régimen jurídico de las relaciones económicas
Estas simples consideraciones demuestran que para garantizar la

existencia de las relaciones de mercado así como para mantener su
funcionamiento, es menester un régimen jurídico llamado a organizar
las relaciones económicas. Esta organización jurídica no puede limitarse
a estos temas evocados, sino que debe penetrar al conjunto de la vida
económica, cuyo modelo dominante, el de la libertad de mercado, genera
la necesidad de la regulación instituto por instituto. Problemas de mo­
neda, liquidez y crédito, de patentes y marcas, de propiedad privada,
de régimen de la producción y la distribución, de libertad contractual,
de responsabilidad patrimonial; todo es determinante para la realiza­
ción, por ejemplo, de un sistema de precios destinado a ser un fiel
indicador de lo escaso. En posiciones extremas, se ha llegado a decir,
que la verdadera reforma económica, es la reforma del marco jurídico
de la economía.

36.D) El derecho económico como derecho-síntesis
¿Por qué no ha sido posible, por ejemplo, codificar el derecho

21. El legislador mexicano contempla esos problemas en la Ley Federal de Protección
al Consumidor y se crean la Procuraduría y el Instituto del Consumidor, conco-
saltantemente.
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económico? ¿Por qué se encuentran dispersas normas que de acuerdo
al nuevo principium divisionis corresponderían a un código propio del
derecho económico?

37.a)  Una agrupación temática propia
Porque el derecho económico acota un sector de la realidad social,

como cualquier otra rama del derecho, pero su visión es una macrovi-
sión que abarca el modelo económico global que rige á una sociedad,
y la agrupación temática del campo objetivo del derecho económico
le otorga sencillamente un nivel propio.

¿Por qué, entonces, el derecho económico está siendo apenas con­
siderado como una rama diferenciada del derecho, si el fenómeno de
la economía es un fenómeno tan antiguo?

¿Por qué es un orden jurídico incipiente, incompleto, doctrinaria­
mente poco elaborado? Porque es nueva la acotación y los límites del
sector social que se ha decidido sea jurídicamente regulado, sin frac­
cionarlo como antaño.

38.b) Una macrovisión: la lógica interna del modelo
económico global

Dicho de otro modo, se consideraban antes separadamente cues­
tiones relativas a los impuestos, a la moneda, a los precios, al comer­
cio, mas no a la protección del particular en contra de los monopolios
cuando aquél tiene la categoría de consumidor, o a los problemas de
transferencia de tecnología, o a las cuestiones del comercio exterior,
pero el derecho no se había ocupado de intentar una síntesis de todas
aquellas cuestiones económicas que pudieran perfilar el modelo econó­
mico global, previendo las consecuencias jurídicas atribuibles a las di­
versas actitudes de los entes económicos para estimularlas o desestimu­
larlas en función de la lógica interna propia al modelo económico que
rige una sociedad determinada.

39.c) Una tipología de modelos jurídicos: de la regulación
casuística a la visión globalizadora

En pocas palabras, la ciencia del derecho económico tiene que ver
con la construcción teórica de un modelo normativo global, para sis­
temas económicos determinados, cada uno con sus leyes propias. El
derecho económico tiene que ver con una tipología de modelos jurí­
dicos, adecuados a los diversos modelos económicos. De allí, cierta con­
fusión en la doctrina.
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El derecho económico no tiene muchas veces nombre propio en
ciertos ordenamientos jurídicos positivos, es un derecho innominado,
sin codificación propia, porque sólo estaba prevista la regulación ca­
suística de fenómenos económicos al interior de una sociedad y faltaba
la visión globalizadora que percibiera las interrelaciones de los fenó­
menos económicos ordenadores de un modelo económico global y por
lo tanto la normación de una serie de circunstancias, instituciones y
relaciones no consideradas por las ramas tradicionales del derecho. En
este sentido lo calificamos como un derecho-síntesis.

Vamos a dejar esta cuestión pendiente en este punto y pasamos
a una perspectiva doctrinal diferente.

40.E) Una intuición de la tesis de los modelos económicos
Nos vamos a referir a la tesis enunciada por el profesor Gérard

Farjat,” quien da una definición del derecho económico que nos permi­
tirá observar su perspectiva.

En un esfuerzo de abstracción máximo y con una gran intuición,
no explícita, acerca de la tesis de los modelos económicos, Farjat de­
fine al derecho económico como "el derecho de la concentración o de
la colectivización de los bienes de producción y de la organización de la
economía por los poderes privados o públicos". Esta definición —como
se ve— pretende abarcar los dos modelos económicos antagónicos, el
de economía de libre mercado y el de planificación centralizada. La
pretende aplicable tanto para los países socialistas como para los ca­
pitalistas, porque en todos esos países existe efectivamente un derecho
económico positivo y el profesor Farjat trata de encontrar una formu­
lación universalmente válida.

I

41.a)  Una yuxtaposición de dos concepciones diferentes
La definición propuesta puede descomponerse en dos fórmulas:

una concerniente a las economías socialistas (derecho de la colectivi­
zación de los bienes de producción y de la organización de la economía
por los poderes públicos), y la otra, a las economías liberales (derecho
de la concentración de los bienes de producción y de la organización de
la economía por los poderes privados y públicos). Esta definición

22. C/r., fundamentalmente, sus libros: Droit économique y Droit privé de l’éeonomie,
P.U.F., París, 1971 y 1975, respectivamente. Además, el trabajo especial para la
serie: Estudio! de derecho económico, "Las enseñanzas de medio siglo de derecho
económico”, publicado en el volumen II.
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—como decíamos en trabajos anteriores— se asemeja más a una yux-
. taposición de dos concepciones diferentes del derecho económico que

a una concepción única.

42.b) La confusión de las modalidades deónticas del modelo jurídico
con el dominio objetivo de los modelos económicos

Lo que en realidad sucede es que el profesor Farjat percibe los dos
grandes modos de organización de los medios de producción, histórica­
mente dados en nuestra época, que definen los modelos económicos,
capitalistas y socialistas, pero confunde el modelo jurídico —con sus
modalidades deónticas, utilizado por la ciencia del derecho económico
para regular los fenómenos del sistema capitalista y los fenómenos del
sistema socialista— con los modelos económicos mismos. El problema
de siempre, la diferenciación entre ciencia y dominio objetivo.

43.c) La fusión formal de modelos incompatibles
Dentro de esa amplísima definición, se percibe la intuición del

autor en tratar de identificar como normas de derecho económico aque­
llas que pretenden regular la operación global de las relaciones eco-
micas dentro de los márgenes de un modelo económico determinado,
pero en el afán de creación teórica funde en una definición única, útil
mas no necesaria, las formas de dos modelos incompatibles.

44.d) La actitud positivista inseparable de la realidad
social abstraída

Aquí cabe la pena insistir en la virtud de una actitud científica
positivista que no nos permite separarnos de la realidad social sino en
la medida en que por vía de comparación de dos o más sistemas po­
sitivos, nos es posible ordenar una abstracción.

45.e) El enmarcamiento jurídico de un tercer modelo económico
¿Qué sucede con una posible y determinada tercera vía, es decir,

con el enmarcamiento jurídico de un modelo económico, ni capitalista
ni socialista?

46.aa) La llamada "economía mixta?’ o capitalismo de Estado
Científicamente esto es imposible por la ausencia de tal modelo

alternativo de relaciones de producción en la realidad social. Lo que
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en realidad existe en la llamada "economía mixta", desacertada deno­
minación del capitalismo de Estado, es una participación proporcional­
mente distinta de los agentes públicos y privados de la economía en
la economía global, respecto del modelo ortodoxo del liberalismo eco­
nómico.

¿Existe en ese capitalismo de Estado, una regulación normativa su­
ficiente acerca de las funciones y del papel de los agentes públicos y
privados económicos? ¿Se han considerado todas las consecuencias ju­
rídicas atribuibles a la función económica de tales o cuales actores?
La inmadurez del derecho económico como ciencia obedece a que el
ordenamiento positivo concreto de este sector no está acabado. Ño se
han dado aún las regulaciones jurídicas que abarquen las complejas
interrelaciones de los actores económicos en esta nueva disposición de
roles sociales.

47.bb) La misión del Estado y el derecho económico positivo

El derecho prescribe; el derecho económico no ha prescrito aún
ciertas conductas con consecuencias jurídicas y existen vacíos normati­
vos. En el modelo del capitalismo de Estado, la misión de este último
es detener los efectos extremos de la concentración capitalista a través
de la intervención reguladora del Estado y su participación como agen­
te propio en el régimen de producción. El derecho económico positivo
tiene como meta establecer las normas jurídicas que determinen con
claridad las acciones del Estado, conducentes a la minimización de los
efectos de la concentración capitalista y la atribución de facultades para
una acción correctiva de los fenómenos naturales al capitalismo.

48.cc) La lógica del modelo capitalista de Estado y las
carencias del derecho económico

Este modelo, llamémoslo, subsidiario, enfrentado a su frágil equili­
brio y sometido a las contradicciones propias al sistema capitalista,23

23. No cabría, dentro de la escala de este trabajo, referir el problema —como debe
hacerse— al modelo capitalista a escala mundial y plantear las contradicciones,
por ejemplo, entre la lógica internacional de la producción del capital (en donde
la empresa transnacional es la expresión concreta de la intemacionalización del
mismo), y la lógica nacional de la reproducción del capital (en donde el Estado
nacional es la expresión condensada —en un plano superestructura!— de las rela­
ciones establecidas en la base de una formación social nacional). Muchas de las
antinomias que se presentan al interior de un sistema jurídico positivo son el
resultado de tales contradicciones. Esta es una veta no explorada de la investigación
jurídica en nuestra disciplina.
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no puede encontrar obviamente —a través del modelo jurídico que lo
regula— ninguna posibilidad de resolver sus contradicciones inheren­
tes. A veces pareciera como si el prisma jurídico magnificara tales con­
tradicciones insalvables.

Sin una percepción clara y global de las leyes que rigen el modelo
capitalista de Estado, por ejemplo, en los Estados Unidos Mexicanos,
las normas jurídicas y el sistema normativo no pueden adecuadamente
determinar las conductas propias a la lógica de tal modelo. Esta es
una de las razones de las lagunas en el derecho económico mexicano
y de las carencias teóricas de la ciencia del derecho económico.

49.f) Un derecho de reagrupación y de síntesis

Recobra sentido, con todo lo anteriormente expuesto, el punto de
vista del profesor Ch. Vasseur que expresa, que:

El derecho económico es un derecho de reagrupación y de síntesis, que
permite a los juristas enfrentar y considerar las necesidades de la econo­
mía en toda su amplitud y darse cuenta de reglas que dichas necesidades
han podido suscitar, cualesquiera que sean las disciplinas que, bajo aspec­
tos diversos, rigen la actividad económica...24

50.g) Hacia la ordenación jurídica de sectores sobrepuestos
en los nuevos espacios de la realidad social

Aquí es igualmente el momento de rescatar la idea de Enrique
Aftalión,25 26 no en el sentido en que él concibe un nuevo principium
divisionis del derecho, según el cual frente al derecho económico exis­
tiría un derecho no económico, sino en el del tratamiento de nuevos
espacios de la realidad social, en los cuales hay sectores sobrepuestos
como la idea de García Maynez y su teoría de los tres círculos,20 que
nos permite explicar el porqué el nuevo principium divisionis para el
derecho económico acota sectores de realidad ya atribuidos a otras ra­
mas del derecho, pero que como derecho-síntesis le permite ordenarlos
en función de una percepción global del sistema económico cuyo mo­
delo trata de ordenar jurídicamente.

24. Cit. por G. Farjat: Estudios de derecho económico, II, p. 10.
25. Cit. por H. Cuadra-Moreno: Estudios de derecho económico, I, p. 20.
26. Cit. en su obra: Positivismo jurídico, realismo sociológico y iusnaturalismo, p. 168.
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REFLEXIONES FINALES

51.a)  Nuestra convicción positivista

Queremos concluir reafirmando nuestra posición relativista, ba­
sados en la convicción de las virtudes del positivismo jurídico como
fundamento de la ciencia del derecho. De allí nuestra insistencia en
plantear ciertas premisas teóricas para el apoyo de nuestra posición.

52.b) Una mera opción intelectual: posibilidad de una perspectiva
diversa y no antagónica

Una concepción materialista de la vida, como es la nuestra, puede
igualmente generar una perspectiva analítica diversa, mas no necesaria­
mente antagónica con la presentada. Esta ha sido meramente una op­
ción intelectual para el "ejercicio” aquí presentado.

Ya lo decía el maestro Eduardo García Máynez, en su obra: La de­
finición del derecho:

Lo que es derecho para los órganos estatales puede no serlo para el filó­
sofo, y lo que éste considera como tal, acaso no lo sea para el sociólogo...
Cuando se alude a esos objetos, tal cosa no se hace en un sentido absoluto,
sino desde cierto punto de vista... La anterior reflexión pone al desnudo
las limitaciones del perspectivismo.27
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I. ACERCA DEL CONCEPTO DE DERECHO ECONOMICO

1. Presentación
Como ha sucedido con los desmembramientos del Derecho que han

pretendido gozar de autonomía, la conceptualización y ubicación del
derecho económico resulta un problema, sumamente complejo y objeto
de grandes polémicas, que abarca desde su misma denominación hasta
el contenido temático?

1. Atribuyéndoles distintos objetos y esferas de acción, se habla de derecho económico,
derecho económico público, derecho público económico, derecho privado económico,
derecho del desarrollo, derecho administrativo económico, derecho de Ja econo­
mía, etc.
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2.A) Concepto amplio
En principio, parecería aceptado por los publicistas que el objeto

del debate tendría la denominación de derecho económico. Sin embargo,
hay una clara tendencia a separar los aspectos internos de los interna­
cionales, no resultando claro si el derecho económico internacional, el
derecho internacional económico, el derecho de la integración, el de­
recho del mar, son ramas, especialidades, partes del derecho económico;
si se trata por el contrario de disciplinas que aspiran a su propia auto­
nomía, o si el vínculo posible enunciado lo tienen con el derecho in­
ternacional. Similar alternativa encontramos respecto al derecho penal
económico en sus relaciones con el derecho penal y el derecho eco­
nómico.2

La relativa juventud de la problemática se agudiza en Latinoamé­
rica, donde su contemplación sistemática no registra una antigüedad
que supere la década del sesenta. Sin embargo, ha cobrado gran inten­
sidad en los últimos años, y en los Estados Unidos Mexicanos en es­
pecial; junto a los intentos de definir con mayor precisión al derecho
económico, encontramos análisis respecto a la relativa especificidad del
derecho económico latinoamericano, en los que destacan peculiaridades
atribuibles quizá no a características regionales y sí a similares niveles
de desarrollo relativo y de gestación de los estados-nacionales en el
subcontinente.3

2. Un análisis detallado de esta problemática se puede ver en Righi, Esteban J. A.:
"Derecho penal económico", en Estudios de derecho económico, vol. I. México,
UNAN!, 1977; Bajo Fernández, Miguel: Derecho penal económico, aplicado a la
actividad empresarial. Madrid, Civitas, S. A., pp. 36 y ss. 1978.

3. White, Eduardo: "El derecho económico en los países del Tercer Mundo. El
de América Latina", en Estudios de derecho económico, vol. II, México, UNAM,
1977; el autor cita una extensa bibliografía sobre el tema en la nota 3. Ver ade­
más: Cuadra-Moreno, Héctor: "Las vicisitudes del derecho económico en México
a partir de 1917", en Estudios de derecho económico. UNAM, 1978, y "Ponencias
del Primer Congreso Internacional de Derecho Económico". México, ENEP "Acatlán"
UNAM, 1981, mimeog. Un aporte sustancial a la disciplina han sido la publicación
de los Estudios de derecho económico (tres volúmenes) que dirigiera Héctor-Cua-
dra, en el Instituto de Investigaciones Jurídicas (UNAM-México, 1977-79), así
como la. Revista del derecho industrial. Buenos Aires. Depalma, que dirige Manuel
Antonio Laquis. En México la disciplina es parte obligatoria de la carrera de De­
recho (UNAM: UAM, incluida en los regímenes de la propiedad y de la econo­
mía) así como de Administración (UAM, Iztapalapa); se imparte a nivel de
postgrado en la UAM-Xochimilco (Maestría en derecho económico), con áreas
especiales de investigación en la misma unidad (a cargo de Héctor Cuadra) en
las que coparticipa la unidad Azcapotzalco. En la Universidad Nacional Autónoma
de México se imparte una especialidad en Inversiones Extranjeras en la ENEP
"Acatlán", en el programa de postgrado dirigido por Miguel Abruch-Linder y se
desarrolla un programa de investigaciones y publicaciones dirigido por Marcos
Kaplan en el Instituto de Investigaciones Jurídicas.
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El primer elemento de acercamiento a nuestro objeto de estudio
es la vinculación bidisciplinaria derecho-economía que ha motivado,
como era de esperar, lo que se ha dado en llamar "la conceptualización
amplia por su objeto de la disciplina, definiéndola en términos gene­
rales como aquella que regula relaciones económicas.4

Esta corriente incorpora, en primer lugar, el problema de la defi­
nición de relaciones económicas. Así, se lo define como "el conjunto
de principios y normas que regula y jerarquiza la relación entre fines
múltiples y medios escasos, susceptibles de usos alternativos”5 —que es
otra forma de decir lo mismo— llenando de contenido el concepto de
relaciones económicas conforme a la conceptualización de economía
adoptada por el autor.

Por otra parte, el contenido temático del derecho económico com­
prendería todas las normas de derecho público y privado que regulan
las relaciones de contenido patronal. Y todas aquellas derivadas de la
zona gris que separa la economía de otras relaciones sociales, en espe­
cial "lo social” y lo "financiero”.6

3.B)  Derecho económico y acción estatal

La mayoría de los autores vincula el derecho económico con la
incidencia del Estado en la economía, haciendo referencia a la partici­
pación directa o limitándola a la implementación de procesos de pla­
nificación, desarrollo y políticas económicas en general.

Esta asociación parece también bastante explicable, en la medida
en que coincide el surgimiento del derecho económico con la etapa ini­
cial de un acelerado proceso de injerencia del Estado en la economía,
e inclusive de participación en muchos países como principal comprador,
principal productor o, al menos, el sujeto económico con mayor canti-

4. Haciendo referencia a sociedades primitivas, Mario G. Lozano: Los grandes sis­
temas jurídicos. Madrid, Debate, 1982, p. 32, expresa que decir derecho de la
economía es poco menos que decir derecho: “...Considerando a una determinada
sociedad en su conjunto, discutir si en ella existe o no derecho significa discutir
si existe o no un determinado tipo de economía: la respuesta dependerá de la
definición de Derecho o de economía que se acepte”. Didier Truchet: “Reflexiones
sur le droit ¿conomique public”, Ret’ue du droit public et de la Science poli fique
en France et d íetranger. París, 1980 (4), pp. 1.015 y ss.

5. La definición transcrita corresponde a Jorge Witker, en "Hacia un concepto del
derecho económico". México, Revista Messis, vol. 1, N’ 6, septiembre de 1974,
p. 99.

6. Didier Truchet: op. cit., p. 1.016, "...¿se diría del derecho matrimonial que es
económico, porque rige la situación patrimonial de la pareja?, ¿del derecho de
pensiones (social), porque se aplica a los ingresos de un número importante de
personas?, ¿del derecho de la salud, porque la situación económica pesa cada vez
más en su evolución?
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dad de asalariados. El derecho económico surgiría así, en la Alemania
de Weimar y en la Rusia socialista.7

Esta conceptuación padece de defectos similares a la anterior, y es
la intemporalidad y desvinculación con procesos concretos. En la me­
dida en que intenta encontrar un mismo elemento explicativo para
países socialistas y capitalistas se embarca en una empresa destinada
al fracaso; al tomar el elemento Estado y su participación en la eco­
nomía como elemento diferenciador, no explica el no desarrollo de este
derecho en etapas anteriores del capitalismo —para no remontarnos
demasiado lejos— y el porqué de sus notas diferenciales.

4.C)  Antitesis del derecho liberal

Resultaría demasiado ambicioso detallar todos los intentos de de­
finición, y en estos aspectos nos remitimos a las investigaciones citadas.8 9
En este ensayo nos limitamos, en la medida de lo posible, a los últimos
trabajos publicados al respecto, en especial aquellos vinculados a la
problemática jurídica latinoamericana. Gérard Farjat parte de la nece­
sidad de ignorar, en esta tarea, la distinción entre derecho público y
derecho privado y lo define como "el derecho de la concentración y de
la colectivización de los bienes de producción y de la organización de
la economía por los poderes privados y públicos”.0

El derecho económico resulta, en consecuencia, la "antítesis del
derecho liberal” y es factible hablar de derecho económico —y de un
mismo derecho económico— en los países socialistas y capitalistas, en
la medida en que se relativicen los conceptos de concentración y de
colectivización, respectivamente.

Es un aporte interesante haber deslindado dos elementos que, si
bien vinculados, tienen una importancia cualitativamente distinta. La
transformación más importante que sufre el sistema capitalista, sin de­
jar de serlo, es una transición del capitalismo de libre competencia a
la fase monopolista —o imperialista— derivada fundamentalmente de
la concentración y centralización de capitales en las metrópolis, fenó-

7. Jeantet, F. C.: "Aspects du droit économique", Mélanges J. Haniel, 1961; cit. en
Laubadére, A., de: Traite élémentaire de droit administratif. París, L.G.D.J., 4 vols.,
8» ed., 1981, vol. IV.

8. Ver en especial las enumeradas en los ensayos citados de Héctor Cuadra, Jorge
Witker, de Laubadére, Robert Savy y Gérard Farjat. Ver además: Martín Mateo, R.,
Sosa Wagner, F.: Derecho administrativo económico. Madrid, Pirámide, 1977;
Bedjaoui, Mohammed: Pour un nouvel ordre economique international. París, UNES­
CO - Presses Universitaires de France, 1979.

9. Farjat, Gérard: Droit ¿conomique. París, Presses Universitaires de France, 1971,
p. 14; en igual sentido: Farjat, Gérard: "Las enseñanzas de medio siglo de de­
recho económico", en Estudios de derecho económico, vol. I, UNAM, 1976.
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meno que se reitera con peculiaridades específicas en los países de­
pendientes. El proceso de concentración derivó paulatinamente en una
mayor intervención del Estado en la economía; y cierta coincidencia
cronológica, simultánea a la aversión de los juristas por las categorías
económicas, hizo que se vincule nuestra disciplina con este fenómeno.
Farjat destaca uno de los factores esenciales —la concentración— sin
dejar de enunciar los importantes, como la participación del Estado
en la economía.

El intento de llegar a una conceptualización común a los regímenes
socialistas y capitalistas es impulsado, en parte, por su concepción res­
pecto a la transformación de ambos regímenes y de procesos paulatinos
pero acelerados de acercamiento, llegando a la conclusión de que "el
derecho económico aparecería como el vínculo privilegiado de la con­
vergencia de los dos sistemas”.

El enfoque respecto a la distinción entre derecho público y privado
permite incorporar al derecho económico el conjunto de disposiciones
de derecho privado que afectan principios generales del derecho tra­
dicional —contrato de adhesión, libertad en la determinación de los
precios, por ejemplo.

5.D)  Derecho económico y política económica
Otra corriente vincula directamente nuestra disciplina con las po­

sibilidades del Estado de accionar sobre el proceso económico, y así
lo define como "el conjunto de principios jurídicos que informan y de
disposiciones, generalmente de derecho público, que rigen la política
económica estatal orientada a promover el desarrollo económico y
social”.10

A tenor de esta conceptualización, incorpora como objeto del de­
recho económico el estatuto regulador del comercio exterior del país,
de las inversiones extranjeras, la empresa multinacional y transnacional,
estatutos de los regímenes económicos regionales, la tecnología, su
transferencia, regulación, registro e incorporación, normas de derecho
penal económico, legislación de fomento agrícola, industrial, minero
y pesquero, el marco institucional de la intervención del Estado en la
economía. Queda excluido así el conjunto de disposiciones de derecho
privado, tanto por la definición como por la enunciación.

Creemos que esta orientación posibilita un análisis más rico de las
normas que comprendería nuestra disciplina. Sin embargo, si el con­

10. Witker, Jorge: op. rít.. p. 101; en idéntico sentido, pero haciendo referencia a!
derecho penal económico, M. Bajo Fernández: op. rít., p. 37.
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cepto de economía es muy discutido, lo es de igual manera —o más
quizá— el de política económica. Es muy importante este aporte que
luego será tomado al analizar la interrelación entre derecho económico
y modelos de acumulación.

Sin embargo, deja fuera gran parte del derecho económico, tanto
por las características coyunturales de la política económica como por
el elemento tecnológico insertado al final, "que rigen la política eco­
nómica estatal, orientada a promover el desarrollo económico y social”.

6.E)  Conceptos teleológicos

Algunos autores plantean la conceptualización del derecho econó­
mico en función de los objetivos o metas más generales que se pre­
tenden lograr a través de sus normas. Ellos pueden ser, por ejemplo,
el equilibrio entre los intereses particulares de los agentes económicos
y el interés económico general.11

No resulta demasiado claro por qué la legislación va a contemplar
siempre como un valor positivo la supeditación de los intereses par­
ticulares al interés económico general. Por otra parte, en una sociedad
organizada con base en el intercambio entre sectores sociales que guar­
dan contradicciones importantes entre sí —antagónicas en ciertos casos—,
resulta muy difícil encontrar intereses "generales” que no resulten "par­
ticularmente” dañinos para un sector y beneficiosos para otros.

Héctor Cuadra-Moreno, si bien define exclusivamente el derecho
público económico, puede ser ubicado en esta corriente; y lo hace ca­
racterizándolo como "el derecho de la democracia económica”, atribu­
yéndole como fin "la realización de los objetivos de la democracia eco­
nómica, tal y como son fijados por los poderes públicos.12

La supeditación a los poderes públicos de la determinación de los
criterios que definen la democracia económica, metas finales y celeri­
dad en su obtención, cumple con dos objetivos fundamentales: deja
fuera del núcleo de discusión la elaboración del concepto "democracia
económica” en términos demasiado precisos y, por otra parte, permite
incluir en la definición el derecho económico de los países socialistas.

Esta definición facilita una ubicación histórica del derecho econó­
mico, relacionada con el desarrollo del conjunto de la sociedad. Su par­
tida de nacimiento estaría vinculada al desarrollo del capitalismo mo­
lí. Savy, Robert: Droit public économique. París, Dalloz, 1977, p. 6.
12. Cuadra-Moreno, Héctor: "Reflexiones sobre el derecho económico”, en Estudios

de derecho económico, vol. I, pp. 29 y 35; México, UNAM, 1977; ver, del mismo
autor: "El concepto de derecho económico o las limitaciones del perspectivismo",
en esta obra de Homenaje a Eloy Lares-Manínez. Caracas, Universidad Central de
Venezuela, 2 vols., 1983.
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nopólico y de la primera nación socialista. Las referencias históricas
concretas (Weimar y revolución rusa) son sólo manifestaciones o con­
secuencias posteriores de la razón económica que podría denominarse
causa origen.

La oposición democracia política-democracia económica (la prime­
ra niega y hace necesario violentarla para lograr un equilibrio basado
en la segunda) debe ser zanjada a través de normas de orden público
o privado, que fuercen la asignación de recursos que hubieran sido
orientados a otros sectores, de funcionar los principios fundamentales
de la economía liberal clásica.13 Estas normas tenderían a equilibrar
la capacidad de negociación de individuos con empresas, de trabajado­
res con patrones, de pequeñas y medianas empresas con monopolios,
de capitales extranjeros con capitales nacionales, de industriales con
capitalistas agrarios y de éstos con campesinos, etc.

Subsiste pese a todo, la necesidad de una calificación precisa de
las normas, en la medida en que su orientación —o no— al logro de
la democracia económica, permitirá su organización o incorporación al
derecho económico.

En este sentido consideramos que no ha logrado escapar de la di­
ficultad inherente a la conceptualización de la disciplina por el fin de
sus normas. En la medida en que toda norma de orden público que
decida —imperativamente sobre características de la producción o el
cambio— por encima de la voluntad de las partes, afecta a una de ellas,
será difícil caracterizar la norma objetivamente. No se trata de la dilu­
cidación dé contradicciones individuales, sino de aquellas que afectan
a conjuntos sociales importantes que, en parte, inciden sobre los pre­
conceptos de los juristas.

7.F)  Conceptos analíticos
En la doctrina brasileña, Vidigal define al derecho económico en

sentido amplio como aquel que contiene al derecho administrativo eco­
nómico, el derecho de la planeación y el derecho de la organización
de los mercados —o derecho económico en sentido estricto. El "de­
recho de organización de los mercados” sería "la disciplina jurídica de
actividades (que regula) desarrolladas en los mercados, orientada a
organizarías bajo la inspiración dominante del interés social”; el derecho
de la planeación y el derecho administrativo económico carecerían, se­
gún el autor citado, de entidad autónoma.14

13. A estos principios se hace referencia en el capítulo II de este ensayo.
14. Geraldo Vidigal: Teoría ger.il do direiío económico. S. Paulo, Revista dos tribu*

nais, 1977, pp. 33 y ss.
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Haciendo un análisis minucioso de los conceptos precedentes, Ecos
Roberto Grau opta por definir a nuestra disciplina como "el sistema
normativo orientado a ordenar el proceso económico, mediante la re­
gulación, bajo el punto de vista macrojurídico, de las actividades econó­
micas, de suerte que define una disciplina destinada a la efectivización
de la política económica estatal”.1®

8.G)  Concepto descriptivo
En similar orientación descriptiva podemos enunciar el concepto

adoptado por los participantes en el Primer Congreso Internacional de
Derecho Económico realizado en la UNAM, Escuela Nacional de Es­
tudios Profesionales "Acatlán” (1981), elaborado luego de prolonga­
dos debates: "conjunto de instrumentos jurídicos de que se vale el Es­
tado para imponer una política económica de alcance nacional median­
te el cual se intenta racionalizar el sistema económico concreto, invo­
cando consideraciones de interés general conforme a un determinado
orden público económico”.1®

Se contempla en la definición el conjunto de normas y preceptos
que integran los programas de derecho económico, si bien deja sin
precisar los límites de este conjunto; una interpretación exegética in­
dicaría como aporte la inclusión de las normas de derecho privado eco­
nómico, reivindicando la unicidad como rama del derecho, pero tam­
bién la inclusión del derecho penal económico —desechada por la ma­
yoría de los penalistas e inclusive por algunos de los partícipes en la
elaboración del concepto—15 16 17 y la exclusión de derecho económico in­
ternacional, que se consideraría parte del derecho internacional o rama
autónoma.

La intención de los autores fue sólo enmarcar la disciplina y la
temática del Congreso, pues no pretendían de ninguna manera enunciar
un concepto riguroso de la disciplina. Es probable, sin embargo, que
mucho más no se pueda, y no convenga, avanzar en el nivel actual de
desarrollo de los estudios sobre derecho económico y quizás sea esta
la metodología más adecuada para satisfacer las necesidades que mo-

15. Eros Roberto Grau: Elementos de direito económico. Sao Paulo, Revista dos tri­
buíais, 1981, pp. 31 y ss.

16. Transcrito en la Revista del derecho industrial, año 3, Buenos Aires, Depal­
ma, 1981, p. 542.

17. Participaron en la elaboración de esta aproximación conceptual Eduardo Novoa
Monreal, Klaus Tieddemann, Eduardo White, Héctor Cuadra-Moreno, Oscar de
Lassé-Avellana, Esteban J. Righi, Miguel Bajo-Eemández y el autor de este ensayo.
En las obras citadas ut supra de Righi y Bajo Fernández, los autores sostienen
la existencia del derecho penal económico como rama del derecho penal.
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tivan las aproximaciones conceptuales: elaborar una primera definición
muy amplia y a posteriori ir precisando lo que se incluye y excluye de
la gran zona gris en debate.

Unidos por estos instrumentos conceptuales, es posible avanzar en
los estudios sobre la génesis del derecho económico y sus aspectos me­
todológicos generales, que permitan establecer una relación académica,
y científicamente aceptable, entre las categorías económicas y jurídicas.

Para ello, hemos considerado necesario realizar, seguidamente en
el apartado II, una revisión conceptual sintética del proceso de elabo­
ración del derecho capitalista en el llamado período de transición, la
vinculación entre sus principios generales y las relaciones de producción
emergente. A posteriori, en el apartado III, intentaremos relacionar la
evolución del capitalismo de libre competencia a la fase monopolista
con las profundas transformaciones que se verifican en ciencias jurídi­
cas, y en especial el surgimiento y desarrollo del derecho económico.

II. DERECHO Y LIBERALISMO

9. Presentación
Vamos a tratar de llegar ahora a la conceptualización del derecho

económico a través de un nuevo enfoque y, a posteriori, vincular este
producto con las anteriores definiciones. A tales efectos vamos a rea­
lizar un breve desarrollo histórico del tema partiendo de premisas que,
por ahora, sólo enunciaremos en términos generales.

10.A) Derecho y transición
La evolución del derecho, en sus aspectos estructurales centrales,

se encuentra estrechamente vinculada a las formas político-económicas
bajo las cuales se organiza una sociedad; las transformaciones profun­
das en las relaciones de producción conllevan modificaciones de igual
signo en el sistema jurídico (la innegable influencia del derecho en
estos procesos no modifica su carácter de “producto derivado”). Es
conveniente insistir, en este sentido, que los resultados jurídicos de las
transformaciones estructurales no son idénticos en todos los procesos y
se reflejan sólo en sus aspectos esenciales y necesarios. Tampoco es
dable esperar una coincidencia cronológica en estas modificaciones —que
es otra de las tantas interpretaciones mecanicistas que se da a la rela­
ción derecho— economía-ideología y sociedad.18

18. "...El modo, por consiguiente, de estar distribuido el poder económico en un
tiempo y lugar determinados, imprimirá su carácter a los imperativos legales que
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Resultado de lo expuesto, la revolución capitalista implicó el sur­
gimiento y desarrollo de un nuevo derecho, bajo formas y esquemas
diferentes en cada país central e idéntica solución en los aspectos vin­
culados a las nuevas relaciones de producción.

ll.B) Derecho y capitalismo
Nuestro derecho tradicional se va forjando en el proceso de lucha

de la burguesía en ascenso con las formas organizativas supervivientes
del sistema feudal. Sus bases son previas a la misma revolución bur­
guesa y se elaboran a medida que la burguesía va ganando la batalla
económica y se apresta a dar la lucha final por el acceso al poder po­
lítico. El éxito en la empresa Ib va a permitir realizar reformas legis­
lativas profundas, que otorgan carácter normativo a las relaciones de
producción que hacen a la esencia del capitalismo; si bien las condicio­
nes históricas de cada país van a marcar diferencias en los distintos
sistemas jurídicos.

De esta manera, la primera función del derecho en el período de
transición fue sustituir todas las normas (en una alta proporción no
escritas) que implicaban una traba a la expansión de las fuerzas pro­
ductivas. Los ejes sustanciales del nuevo cuerpo normativo debían po­
sibilitar el funcionamiento ágil y preciso de las nuevas relaciones de
producción, facilitando la expansión acelerada de la sociedad industrial.

12.C)  Ideología liberal

El proceso de. elaboración jurídica tuvo diversas características en
cada realidad concreta; sin embargo, podemos abstraer dos etapas co­
munes: desarrollo de un proceso judicial relativamente ajeno a las in­
terferencias de la nobleza feudal a través del cual se fueron elaborando
los principios jurídicos generales propios del derecho privado capita­
lista; y la lucha constante por el acceso al poder político de parte de

son los impuestos en aquel mismo tiempo y lugar...**.  Laski, Harold J.: Introduc­
ción a la política. Buenos Aires, Siglo XX, 1970, p. 18. "La pretensión (presen­
tada como postulado esencial del materialismo histórico) de presentar y exponer
cada fluctuación de la política y de la ideología como una expresión inmediata
de la estructura, debe ser combatida teóricamente como un infantilismo primitivo...**.
Gramsci Antonio: El materialismo histórico y la jilos ofía de B. Croce. México:
Juan Pablos Editor, 1975, p. 101; en el mismo sentido: la carta de Federico Engels
a J. Bloch (Londres, 21 Sept. 1890), citada por Julio Barreiro: "La crítica de
Marx al Estado", en Homenaje a Enrique Sayaguós-Laso. Madrid. I.E.A.L., 1969,
I, 629-648, esp. 646 en nota; y la contribución, en el mismo Homenaje a Sayagués-
Laso del maestro Hossam Issa: "Pour une nouvelle perspective des rapports entre
structure sociale et droit", ibidem, I, 237-261, siguiendo el concepto de sobrede­
terminación de Althusser.
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los representantes del sistema productivo que tendía a imponerse en la
sociedad: la burguesía. Este último paso era requisito indispensable para
sistematizar el derecho que la nueva sociedad requería. En el primer
proceso, el papel de los abogados y de los jueces fue fundamental (con
más peso uno que otro, de acuerdo al sistema que se analice).

Pero no se trataba solamente de reconocer las relaciones de pro­
ducción capitalista y barrer las trabas feudales a la expansión de las
fuerzas productivas. Era necesaria una justificación y una sistematiza­
ción ideológica del nuevo cuerpo jurídico; su gestación lenta y casuís­
tica, en algunos casos, no eliminaba la necesidad de un objetivo final que
sirviera como elemento organizador. Al decir de Federico Engels: “En
un Estado moderno, el derecho no sólo tiene que corresponder a la
situación económica general, ser expresión suya, sino que ser además,
una expresión coherente en sí misma, que no se dé de puñetazos a sí
misma con contradicciones internas”.1®

Las bases filosóficas que sirvieron de sustento a la ideología libe­
ral, fueron adoptadas por los juristas de la burguesía; los principios
del liberalismo fueron sus principios y, a través de un largo proceso
de elaboración y sistematización, trasladaron a normas jurídicas los cri­
terios sostenidos por los economistas liberales, como necesarios para el
buen funcionamiento de un sistema económico racional.19 20

Es cierto que no se puede hablar de "una” ideología liberal (tam­
poco de “un” sistema jurídico capitalista y, mucho menos, de "una’
economía capitalista), pero hay cierta unidad temática y de contenido
en los "liberales clásicos” e interpretaciones comunes sobre el sistema
filosófico base. El racionalismo, el naturalismo, el individualismo, fue­
ron axiomas a los que cada autor dio una interpretación distinta pero a
los que consideraban todos indiscutibles y válidos en sí mismos.

Sin embargo, el desarrollo de estas guías no era suficiente para la
organización y sistematización del nuevo orden. Se debía lograr un
grado mayor de concretización; los parámetros reales fueron, entonces,
los principios de libertad, igualdad, propiedad y seguridad. Considera­
dos de validez intemporal indiscutida, se organizaron jurídicamente con
los lincamientos que, según los economistas liberales, eran base necesa­
ria para el desarrollo del sistema capitalista: a) "n” oferentes y "n”
demandantes; b) transparencia del mercado; c) libre movilidad de

19. Engels, Federico: Carta a Conrado Schmidt (27/x/1890), en: C. Marx, F. Engels:
Obras Escogidas. Moscú, Progreso, 1974, p. 520.

20. Ver especialmente: Vachet, André: La ideología liberal, ed. Fundamentos, 1973;
Kuhn, Reinhard: Liberalismo y fascismo. Barcelona, Fontanella, 1978*.  Tigar, Mi*
chael E.; Levy, Madeleine: El derecho y el ascenso del capitalismo. México, Siglo
XXI, 1978.
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factores; garantizadas estas bases (rol fundamental del derecho) podía
funcionar la libre competencia y, por tanto, la “mano invisible” per­
mitiría al Estado limitarse a su papel de “gendarme” y la economía
se autoplanificaria.*

13.a)  Los principios

El individuo libre y racional será la base del nuevo orden social,
su interés constituye la esencia de las relaciones sociales y en la bús­
queda de su felicidad logra la felicidad de la comunidad. Su primer
y más importante atributo es la libertad, es decir, la facultad de poder
actuar según su razón, independiente de otras voluntades y de presiones
de grupos. Cualquier cortapisa al accionar del individuo es considerada
negativa. Esto se va a traducir en el campo del derecho político, por
ejemplo, en una concepción negativa de los partidos y, en la esfera eco­
nómica, de la agremiación sindical.21

La manifestación política práctica de la libertad en la esfera de las
relaciones económicas privilegiaba la libertad de poseer y exigía la se­
guridad en el respeto de la propiedad. Es usual que tanto en los escri­
tos de los clásicos de la ideología liberal, como en las constituciones
liberales, la idea de seguridad vaya unida a la vida, libertad y propie­
dad de los individuos. El principio de igualdad iba unido, también,
a la concepción individualista y, si bien se traducía casi exclusivamente
como igualdad ante la ley, partía de la premisa de individuos iguales.22

14.b) Libertad y propiedad

En este esquema conceptual se edificará el derecho adecuado a
la sociedad capitalista. La libertad individual y la igualdad ante la ley
transforman a las grandes masas desapoderadas de sus medios de pro­
ducción ("el individuo desnudo que irrumpe en la historia”) en "pro­
pietarios de su fuerza de trabajo”, negando los vínculos de vasallaje
de la era feudal. La perspectiva de la "nueva clase dominante” se tra­
duce en la libertad de producir y comerciar en igualdad de condiciones,
con la eliminación de los privilegios de los gremios, y posibilidades
similares respecto al comercio de la tierra. Siendo la fuerza de trabajo

* Respecto del liberalismo en la construcción del derecho positivo mexicano, cfr.,
en este mismo volumen de Homenaje a Lares-Martinez, la contribución del profesor
Oscar I. de Lassé-Avellana: "Sistema jurídico e ideología en los Estados Unidos
Mexicanos".

21. Coletti, Lucio: Ideología y Sociedad. Barcelona, Fontanella, 1978. Ver en este sen­
tido el capítulo dedicado a J. J. Rousseau.

22. Laski, Harold: El liberalismo europeo. 2  ed., México, F.C.E. (Breviarios), 1982.*
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una mercancía más, susceptible de transacciones, los propietarios de me­
dios de producción que "compraban” fuerza de trabajo y la aplicaban
a la elaboración de mercancías eran propietarios del resultado del pro­
ceso productivo, en la medida en que lo eran de todas las "mercancías"
que habían participado en el mismo.

Es necesario destacar que los avances más importantes en las trans­
formaciones jurídicas de la etapa no estuvieron vinculados sólo a la
propiedad individual (ya consolidada en el proceso de transición) sino
a la regulación de las relaciones de producción.

Estas normas son, en gran medida, las que posibilitaron la expan­
sión gigantesca de las fuerzas productivas en el modo de producción
capitalista.

15.c)  Seguridad
Las características diferenciales de este sistema productivo exigían

un conocimiento preciso por parte de la naciente burguesía de los cri­
terios que se iban a utilizar para solucionar los conflictos derivados de
sus negocios. La seguridad en la vida y propiedad de los individuos
se debía complementar con la certeza, en la efectivización de las ga­
rantías individuales y en los litigios privados; tanto más cuando los
soberanos fueran una de las partes. La satisfacción de esta necesidad
hacía necesario retirar las potestades jurisdiccionales a la nobleza feu­
dal y lograr una cierta autonomía del poder judicial,” efectos logrados
en parte a través de la organización política de los Estados - naciones
y de la constitución de una hacienda estatal basada en la imposición.
Requería, por otra parte, que los litigios se solucionaran en base a nor­
mas preestablecidas y de conocimiento público: leyes o precedentes ju­
diciales aceptados y reconocidos.

16. d) Igualdad ante la ley
La ideología liberal, en consecuencia, otorga los lincamientos ge­

nerales que permiten al derecho de la naciente sociedad industrial, adop­
tar sus características necesarias de generalidad y universalidad; sus­
tituir el derecho de clase basado en criterios subjetivos por un derecho
aparentemente objetivo, regido por el principio de igualdad ante la
ley. El desapoderamiento de las grandes masas de la sociedad las obli-

23. Sobre esta significativa configuración del judicial como poder de la burguesía,
cfr., en este mismo Homenaje a Lares-Martinex, la contribución de León Cortiñas-
Peláez: Jurisdicción administrativa j tecnocracia judicial, y su bibliografía.
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gaba a acudir voluntariamente a vender su fuerza de trabajo; el trabajo
forzado quedará como una etapa necesaria de la prehistoria del ca­
pitalismo.

III. DERECHO Y MONOPOLIOS

17. Presentación
El modelo basado en un conjunto atomizado de pequeños pro­

ductores y en la libre competencia, se había gestado en el período de
transición y se consolidó en la primera etapa de las revoluciones bur­
guesas triunfantes; cuando la naciente burguesía representaba los in­
tereses del conjunto de la sociedad, el avance histórico de la humani­
dad, la liberación de las fuerzas productivas y también la posible ins­
trumentación de los principios teóricos más elaborados sobre derechos
humanos. La masa social apoyó su enfrentamiento a las remoras de la
nobleza y de las relaciones feudales.

Además, logrado este objetivo, se comienzan a desarrollar las con­
tradicciones inherentes al sistema y, como consecuencia de ellas, el en­
frentamiento entre quienes hasta ayer eran aliados frente al enemigo
común. La agudización del proceso va a derivar en modificaciones sus­
tanciales de los viejos criterios liberales.

Pese a las ideas de Hobbes, Locke y Rousseau, se estructuran los
primeros partidos políticos, constituyéndose en la década de 1870, el
primer partido de masas en Alemania. Igualmente se logra la deroga­
ción de las disposiciones que prohibían la sindicalización de los traba­
jadores —considerada como un elemento colectivo y de fuerza que al­
teraba el principio de que las partes contratantes debían ser individuos
iguales que decidían fuera de toda coacción— y normas que otorgan
características diferenciales al contrato laboral respecto a la locación
de servicios. Estas alteraciones al viejo esquema racional elaborado en
la etapa de transición van a dar contenido al derecho político y al de­
recho del trabajo y de la seguridad social.24

18.A) La concentración de capitales
En la segunda mitad del siglo xix, el capitalismo se había expan­

dido totalmente en Europa Occidental y parte de América, pero la
'mano invisible” no aparecía y las crisis periódicas, unidas a las ten-
24. En Inglaterra el voto universal recién se reconoce, con las características que co­

nocemos actualmente, en 1918; el permiso para constituir sindicatos en el mismo
país data de 1824 —es muy posterior en Francia— y en 1833, se fija la jomada
laboral en 12 horas.
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ciencias naturales del sistema, llevaron a un proceso cada vez más evi­
dente de concentración y de centralización económica. El desarrollo
de grupos monopolices se aceleró en el último tercio del siglo, con la
evolución de grandes corporaciones —gestadas en gran medida por la
absorción de empresas menores o menos eficientes— y diversas formas
de colusión que permitían, a núcleos numéricamente reducidos, el con­
trol del mercado y, en consecuencia, la obtención de ganancias extra­
ordinarias.25

El proceso fue analizado desde distintas perspectivas: por un lado,
se veía con temor la desaparición de la competencia entre los produc­
tores y comerciantes; por el otro, se desarrolló la expectativa esperan­
zada de una mejor planificación económica, por parte de los mismos
factores económicos. Lo cierto es que se produjo un incremento sustan­
cial de la producción, ayudado no sólo por el desarrollo de las gran­
des sociedades anónimas, sino también por el impulso dado a la inves­
tigación científico-tecnológica que, por otra parte, incidió aún más en
el proceso de centralización.

El derecho coadyuvó a esta tendencia mediante la normación de
las sociedades anónimas, la reglamentación de los derechos derivados
de las invenciones y marcas, etc. Como contrapartida, se comenzó a le­
gislar en algunos países en defensa de la libre competencia, intentando
poner barreras a la expansión de los monopolios y acuerdos colusivos
interempresariales.2®

19.B) Monopolios e imperialismo
Paralelamente al desarrollo de los monopolios se fue generando

una mayor necesidad de mercados externos en donde colocar los exce­
dentes de producción o de capitales, y que pudieran proveer las mate­
rias primas necesarias en la etapa. En algunos casos, se recurrió al con­
trol exclusivamente económico de los países con un nivel de desarrollo
relativo menor, en otros se recurrió a la incorporación violenta de te­
rritorios,27 y en la mayoría a la colonización directa. A fines del si­

25. Las formas más conocidas adoptadas por estos acuerdos fueron: 1) Gentlemen’s
agreements; 2) Pools (reparto de mercados); 3) Cartel? (sindicatos de compra­
venta); 4) Trusts, y 5) Holdings o Konzern.

26. La Ley Sherman de EE.UU., data de 1890, el Convenio de París en 1897. Esta
legislación antimonopólica tiene características sustancialmente distintas a la de las
primeras normaciones de fines del siglo xvm, y principios del XIX. Ver en este
sentido Bain, José: Organización industrial, ed. Omega, 1964; Tamames, Ramón:
La lucha contra los monopolios. Madrid, Tecnos, 1966; Hunter, Alex: Monopolios
y competencia. Madrid, Tecnos, 1974.

27. Inglaterra respecto a la América del Sur; Estados Unidos respecto a México, Cuba.
Puerto Rico, Filipinas y España, respectivamente.
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glo xix, ya se había ocupado el total de los territorios aún libres de
Africa.28

Este proceso, sucintamente descrito, llevó a la Primera Guerra Mun­
dial y a la crisis más importante que ha sufrido el sistema capitalista
hasta nuestros días: el crack de 1929/30.

Culmina entonces la apertura de un nuevo papel del Poder Público
en la economía; coinciden las distintas disciplinas sociales en que una
de las misiones fundamentales del mismo era evitar distorsiones agu­
das en la actividad económica.

Esta necesidad se torna tanto más imperiosa en la medida en que
se había producido y casi consolidado el primer Estado socialista en
1917; los resultados de una crisis aguda podían derivar no sólo en re­
ducción de las ganancias y quiebra de empresas, sino en la transforma­
ción de las relaciones de producción y en un régimen totalmente an­
tagónico.

20.a)  Participación del Estado en la economía
La participación del Poder Público en la actividad económica se

verifica bajo distintas modalidades y usando diversos instrumentos;1 en
especial, en un principio, aquellos que habían sido utilizados modera­
damente en la etapa previa como la política fiscal y monetaria (esta
última es más importante en aquellos países que decretaron temprana­
mente la no convertibilidad de sus monedas, fenómeno común hoy a
todos).

Sin embargo, muy pronto se ve la escasa efectividad de estas me­
didas aisladas y la incidencia se torna más intensa a través de la parti­
cipación directa en el aparato productivo. Este proceso destaca en los
sectores que podríamos considerar "monopolios” naturales, a saber:
ferrocarriles, energía eléctrica, puertos, teléfonos y la mayor parte de
los restantes servicios públicos. A través de estos monopolios sus usu­
fructuarios podían, además de explotar a sus trabajadores, sustraer parte
de su plusvalía a los restantes sectores productivos; el Estado monopo­
lista garantiza cierta ecuanimidad y la posibilidad de financiar déficits
con ingresos impositivos de requerirlo la coyuntura económica.

Esta acción es sustituida en ocasiones por la concertación de po­
líticas y precios entre las corporaciones y el gobierno.

28. En 1875, sólo el 10 por ciento de Africa estaba bajo control extranjero; en 1900,
el total de su territorio se había distribuido entre las potencias europeas.



DERECHO ECONOMICO Y RELACIONES DE PRODUCCION 465

Se utilizan en forma planificada y constante la política arancelaria
y los estímulos fiscales20 como instrumentos de promoción fiscal, así
como la desgravación a efectos de facilitar la competitividad en el co­
mercio internacional; también el control de cambios, la regulación de
la banca y de la inversión extranjera, etc. Estas medidas llevan en al­
gunos países a intentos más o menos exitosos de planificación indica­
tiva y de concertación entre los distintos sectores sociales.

Por último, el Poder Público pasa a ser un importante productor
de bienes y servicios —sino el más importante—, principal comprador
y vendedor en la mayoría de los países capitalistas.

El presupuesto deja de ser un instrumento contable para ser un
instrumento de política económica, y de los más importantes; automá­
ticamente se transforma en un arma política.

21.b)  La división de poderes

El incremento del rol económico del Estado motiva, en parte, un
desnivel en la división de los poderes en favor del Ejecutivo, no sólo
en desmedro del Legislativo sino también del control jurisdiccional.
Ser la unidad económica más importante implica, por supuesto, ser el
patrón más importante. Las contradicciones del sistema se trasladan,
entonces, al interior mismo del aparato estatal.

22.C)  Las contradicciones secundarias

La nueva fase del sistema capitalista agudiza las contradicciones
antagónicas pero también, y radicalmente, las secundarias.

Un primer elemento de fricción va a resultar de los intereses con­
trapuestos de monopolios y pequeñas y medianas empresas; por otra
parte, en los mismos países imperiales, surgen contradicciones entre
la burguesía exportadora de mercancías y capitales —que hoy denomi­
naríamos transnacional— y la burguesía interior; que se añade a las
tradiciones contradicciones entre la burguesía industrial, comercial y
financiera; y a la agraria y urbana.29 30

La tendencia a considerar en un solo bloque a los capitales mo­
nopolistas industriales, bancarios y transnacionales es relativamente sim-

29. Cfr., en este volumen de Homenaje a Eloy Lares-Martinez, la contribución de
Filiberto García: "Notas sobre las nociones de estímulos económico-financieros y
fiscales".

30. Poulantzas, Nicos: "Las transformaciones actuales del Estado. La crisis política
, y la crisis del Estado" en: La crisis del Estado, edición a cargo de Nicos Poulantzas,

Barcelona, Fontanella, 1977, p. 68.
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plista y no concuerda con la realidad; si bien se pueden lograr ejem­
plos en ese sentido, en especial en los países capitalistas dependientes.

Precisamente, en estos países y en especial en aquellos con un ni­
vel relativo de desarrollo capitalista avanzado, estas contradicciones se
vislumbran con más claridad.31

23.a)  El Estado como decisor
La implementación de policías económicas32 con estas caracterís­

ticas implica una participación directa en la asignación de recursos y
en el traslado de ingresos (o de plusvalía) entre sectores de la estruc­
tura productiva;33 el Estado pasa a ser un factor determinante en la
opción por un modelo de acumulación y decisor de las contradicciones
secundarias en d seno mismo del bloque en el poder.34

Su función de garantizar la reproducción de las relaciones de pro­
ducción en una etapa de agudización de los enfrentamientos sociales
lo lleva a una mayor autonomía relativa respecto a las clases domi­
nantes. El control de una mayor cuota de poder en el aparato guber­
namental pasa a ser, por lo expuesto, cada vez más importante para
las distintas fracciones de clase.

24.b) Capitalismo monopolista y derecho económico
Sin embargo, esta transformación sustancial en el conjunto de la

sociedad capitalista, no va a generar un nuevo modo de producción;
las relaciones de producción sustanciales continuarán intactas, sólo se
trata de una nueva fase. Esta no va a forjar en consecuencia, una nueva
ideología integral similar a la ideología liberal; o a la generada por
el proletariado como alternativa antagónica. El liberalismo sigue siendo
el esquema teórico básico y las distintas corrientes, que surgirán en los
siglos xix y xx en el seno del capitalismo, se caracterizarán precisa­
mente por las modalidades impresas a las excepciones que consideran
necesarias incorporar al mismo.

31. Se puede ver, en este sentido, las opiniones contradictorias sobre la conveniencia
de ingresar al Gatt, por parte de México, vertidas por las distintas cámaras em­
presariales. Igualmente respecto a la conveniencia de implantar el impuesto al
valor agregado.

32. "Política económica es la intervención deliberada del gobierno en la economía para
alcanzar sus objetivos...”: Herschel, Federico J.: Política económica. México,
Siglo XXI, p. 11.

33. "...Al intervenir de algún modo en la formulación de la política económica, el
economista no podrá ignorar los objetivos de estos grupos, so pena de recomendar
o, eventualmente, adoptar instrumentos o medidas de difícil sanción o que, de
aplicarse, efectivamente traerían consecuencias imprevisibles que en casos extremos
podrán implicar la caída del gobierno...”: Herschel, F. J.: op. cit., p. 33.

34. Poulantzas, N.: op. cit., nota 6.
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Ciertamente muchas de estas corrientes reivindican una total au­
tonomía, con desarrollos extensos y profundos, con críticas acerbas y
en muchos casos certeras al liberalismo; sin embargo, consideramos
que no escapan a esta caracterización global.

Por otra parte, y es quizá lo sustancial, la burguesía sigue consi­
derando como el ideal inalcanzable pero guía de sus aspiraciones, el
esquema liberal y el modelo del Estado gendarme.

Podríamos diferenciar las corrientes exegéticas o meramente apo­
logéticas que se abren curso en las ciencias sociales el siglo pasado, de
aquellas que, en este siglo, intentan explicar el imperialismo o las as­
piraciones de la "nueva sociedad industrial”, en especial de las for­
malistas o irracionalistas de tanta utilidad para los regímenes de excep­
ción. Sin embargo, el mismo fascismo no deja de ser una variante ade­
cuada a los tiempos actuales de la ideología liberal.

Las corrientes exegéticas y apologéticas habían transformado los
principios que informaron las construcciones jurídicas capitalistas en axio­
mas válidos en sí mismos; habían separado a los mismos de las rela­
ciones de producción que les habían dado origen.

.. .El reflejo de las condiciones económicas en forma de principios jurí­
dicos es también, forzosamente, un reflejo invertido: se opera sin que los
sujetos agentes tengan conciencia de ello; el jurista cree manejar normas
apriorísticas, sin darse cuenta de que estas normas no son más que sim­
ples reflejos económicos; todo al revés. Para mí, es evidente que esta
inversión, que mientras no se la reconoce, constituye lo que nosotros lla­
mamos concepción ideológica, repercute a su vez sobre la base económica
y puede, dentro de ciertos límites, modificarla....36

Esta nueva fase necesita un nuevo derecho que se adecúe a la mis­
ma en los términos más generales; el que no se puede basar en los
principios generales del derecho tradicionales.

La participación del Estado en los modelos de acumulación im­
plica, necesariamente, afectar la libertad en la fijación de precios, de
bienes,' servicios y fuerza de trabajo, la igualdad de las partes en su
participación en el proceso productivo (aranceles discriminatorios, por
ejemplo), la libertad de inversión (privilegiando zonas, o al capital
nacional frente al extranjero), la libertad de comercio, lo que se tra­
duce en la limitación de la libre movilidad de factores; el mismo dere- 35

35. Engels, Federico: Carta a Conrado Schtnidt (27/x/lS90), op. cit., p. 520.
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cho de propiedad al variar totalmente la interpretación del contenido
de la "causa justa de expropiación" y utilizarse a la misma como ins­
trumento de política económica, etc.

Es en este marco en el que se desarrolla, organiza e intenta su sis­
tematización el derecho económico; su origen no se puede buscar en
el desmembramiento de una rama del derecho; su basamento teórico
se enfrenta a los tradicionales principios generales del derecho; su con­
tenido se va a derivar de todo un conjunto de ramas que se vinculan
a las relaciones productivas y que requieren una transformación sus­
tancial para adaptarlas a las nuevas necesidades de esta fase.

25. aa) Sistematización
Su sistematización no resulta sencilla, en la medida en que no se

cuenta con un referente ideológico suficiente estructurado. Las varian­
tes, en las relaciones de fuerza entre las clases antagónicas y entre las
distintas fracciones de las clases dominantes, lo hace muy inestable;
la permanencia de la base liberal en la ideología dominante provoca
aún mayor confusión, en la medida en que se desconoce, generalmente,
las motivaciones de los nuevos cuerpos legales.*

26.bb) Eficiencia y eficacia del derecho económico
Pero lo que resulta quizá más dificultoso, para los juristas, es el

retorno a la necesidad de un estudio profundo de las relaciones econó­
micas de producción, producto de esta fase del capitalismo, para po­
der realizar una tarea eficiente en la edificación y aplicación del dere­
cho. Son muy pocas las disposiciones legales que a través de su vigencia
logran, aunque sólo sea relativamente, los objetivos buscados o ex­
puestos.

La falta de espacio impide un mayor desarrollo del tema, pero un
estudio vinculado de propuestas y efectos —de las leyes de regulación
de la transferencia de tecnología, de invenciones y marcas o de in­
versiones extranjeras en distintos países de nuestro continente— ratifi­
caría seguramente esta aseveración.**

En el apartado siguiente iv, trataremos de vincular estas primeras
conclusiones con las conceptualizaciones analizadas en el apartado I, para

♦ Respecto de esta conclusión, cfr., en este Homenaje a Lares-Martinez, la contribu­
ción de Oscar I. de Lassé-Avellana, sobre: "Sistema jurídico e ideología...".

♦♦ Respecto de esta instrumentación jurídica de políticas económicas reñidas con el
liberalismo originario de nuestra legislación, cfr., en este Homenaje a Lares-
Martínez, la contribución del profesor Raúl Brañes-Ballesteros, sobre: "Poder pú­
blico, derecho y planificación mexicanos", esp. sus numerales 40 a 45.
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concluir con una primera caracterización conceptual y delimitación de
nuestra disciplina. Caracterización y delimitación por la juventud
del derecho económico y la riqueza del debate que ha generado, tiene
la expresa vocación de una temporal hipótesis de trabajo, y la pre­
tensión de resultar útil como concepto instrumental.

IV. COMENTARIOS FINALES

27. Recapitulación
Si aceptamos este desarrollo como génesis explicativa del derecho

económico, es factible retomar a las definiciones analizadas en la pri­
mera sección y verificar que se encuentran vinculadas a nuestro núcleo
central de ideas; exceptuando la corriente poco relevante que lo define
como derecho de la economía, las restantes hacen referencia a causas
("centralización y colectivización de los bienes de producción...”), o
a efectos (participación del Estado en la economía, política económica
estatal) de la transición del capitalismo de libre competencia del ca­
pitalismo monopolista.

Es conveniente, en una recapitulación, hacer referencia a quienes
ven el derecho económico como una manera de analizar ciertas normas
del sistema jurídico, un método, una concepción global, un enfoque de
objetos de estudios de otras ramas del derecho —o de muchas de
ellas. Este enfoque se podría traducir en los siguientes términos: en
ciertos momentos, cierto tipo de normas exigen del jurista un conoci­
miento relativamente profundo de la realidad, de las leyes y de las ca­
tegorías económicas y, en especial, de la interacción entre las normas
jurídicas y la estructura económica de la sociedad. Razonamiento que
se deriva del fracaso de las corrientes apologéticas y exegéticas para
generar e interpretar el cuerpo normativo objeto del derecho económico,
que requiere del análisis de las relaciones derecho-economía-sociedad-
ideología y, en especial, las transformaciones en las relaciones de pro­
ducción.30

El error consiste en limitar a la esfera del derecho económico la
necesidad de investigar las relaciones jurídicas en función de relaciones
sociales más complejas —en las cuales el derecho es sólo un factor
más—, criterio que no puede ser utilizado como diferenciador entre el
derecho económico y el resto del sistema jurídico, cual si nuestra dis­
ciplina estuviera estrechamente vinculada a las relaciones de producción
36. García-Ramírez, Sergio: Derecho social económico y empresa pública.. México,

ed. INAP, 1981; concepción analizada por la mayoría de los autores citados en
el cap. I.
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y las restantes normas se derivaran exclusivamente de los principios
éticos, de justicia, o de la mera potestad del legislador —no suscep­
tible de cuestionamiento o crítica y no sometida al juicio de verifica­
ción, en la práctica de su vigencia. Uno de los aportes más impor­
tantes del derecho económico ha sido, precisamente, incentivar los es­
tudios de numerosos juristas en esta corriente metodológica, no limitada
a las normas constitutivas del mismo.

28. A) Contenido

La aproximación crítica a la génesis y conceptualizaciones del de­
recho económico nos será útil para ir organizando y sistematizando el
contenido normativo que será su objeto de estudio, y a partir de este
proceso ir reformulando una definición apropiada. Puede resultar ex­
traño que, fuera de la anarquía de denominaciones, las diferencias so­
bre el contenido son más reducidas que las referentes al concepto; es
que el proceso de transformación social fue generando las normas de
derecho económico que luego exigieron ser sistematizadas,*  se comenzó
a trabajar en el concepto luego de tener el objeto de definir a la vista;-
sin embargo, la definición que aceptamos como correcta incidirá en la
redefinición del objeto de estudio.

29. B) Autonomía

En la medida en que no existen criterios metodológicos coherentes
aceptados que permitan precisar, o al menos debatir, el problema de
la autonomía de las distintas ramas del derecho, nos limitamos a ade­
lantar que el derecho económico reúne atributos similares a otras para
alegar esta independencia: un contenido temático específico, principios
generales propios inherentes a su gestación e interpretación, un método
de análisis particular que pretende extender a las restantes ramas.

Por el contrario, consideramos que se debe unificar terminología
y establecer un criterio rector que, aceptando la autonomía del derecho
económico, englobe a los campos interno e internacional y, en ellos,
a las distintas denominaciones a que hicimos referencia en la primera
parte. Quizás se deba debatir con mayor profundidad la pertenencia
del derecho penal económico y del derecho del mar, su posible inser­
ción en el derecho penal y autonomía —respectivamente—, así como
la de respetar las especificadas del derecho económico internacional.

• Al respecto, cjr. en este Homenaje a Lares-Martinez, la contribución de Raúl Bruñes
Ballesteros sobre "Poder público, derecho y planificación mexicanos", in ¡otutn.
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Pero no nos cabe duda que deben descartarse intentos de separar al
derecho económico administrativo, derecho del desarrollo, etc.

Queda entonces por demarcar, en un análisis profundo, el concepto
global de derecho económico, los contenidos del derecho público eco­
nómico y del derecho privado económico, las especificidades del derecho
económico internacional, su independencia relativa respecto al derecho
internacional, y su inserción dentro de los principios generales del de­
recho económico y, por último, las características del derecho penal
económico y su doble vinculación con el derecho penal y el derecho
económico.37

No consideramos oportuno avanzar más allá de lo expuesto, una
definición precisa y sucinta sería inmediatamente atacable —quizás por
nosotros mismos—, consideramos que éste es el límite impuesto por el
nivel del arte en nuestra disciplina. Del progreso en el estudio de su
contenido surgirán nuevas ideas y posibilidades que retroalimentarán
las hipótesis expuestas.

BIBLIOGRAFIA CITADA

Bain, José: Organización industrial. Buenos Aires, Omega, 1964.
Bajo-Fernández, Miguel: Derecho penal económico, aplicado a la actividad

empresarial. Madrid, Gvitas S. A., 1978.
Barreiro, Julio: "La crítica de Marx al Estado”, en Homenaje a Sayagués-

Laso, I, 629-648.
Brañes, Ballesteros, Raúl: "Poder público, derecho y planificación mexica­

nos”, en Homenaje a Lares-Martínez, en prensa.
Bedjaoui, Mohammed: Pour un nouvel ordre économique International. París,

UNESCO/P.U.F., 1976.
Coletti, Lucio: Ideología y sociedad. Barcelona, Fontanella, 1978.
Cortiñas-Peláez, León: "Jurisdicción administrativa y tecnocracia judicial”,

en Homenaje a Lares-Mariinez, en prensa.

Cuadra-Moreno, Héctor, Coordinador: Estudios de derecho económico, 3 vols.,
ciudad de México, U.N.A.M., Instituto de Investigaciones Jurídicas, 1977-
1979.

------------- : "Reflexiones sobre el derecho económico”, en Estudios de derecho
económico, I, 1977, pp. 11 y ss.

37. Un buen desarrollo temático sobre el derecho económico privado se puede ver en:
Santos Briz, F.: Derecho económico y derecho civil. Madrid, Revista de derecho
privado, 1963.



AH RAFAEL PEREZ-M1RANDA

------------: "Las vicisitudes del derecho económico en México a partir de 1917”,
en Estudios de derecho económico, vol. II, ciudad de México, U.N.A.M.,
1977, pp. 111 y ss.

------------: "El concepto de derecho económico o las limitaciones del perspec-
tivismo”, en Homenaje a Lares-Martinez, en prensa.

Farjat, Gérard: Droit économique. París, P.U.F., 1971.
------------: "Las enseñanzas de medio siglo de derecho económico”, en Estudios

de derecho económico, I, 1976.
García, Filiberto: "Notas sobre las nociones de estímulos económico-financie­

ros y fiscales”, en Homenaje a Lares-Martinez, en prensa.
García-Ramírez, Sergio: Derecho social económico y empresa pública. Ciudad

de México, I.N.A.P., 1981.
Gramsci, Antonio: El materialismo histórico y la filosofía de B. Croce. Ciudad

de México, Juan Pablos, 1975.
Grau, Bros Roberto: Elementos de direito económico. Sao Paulo, Revista dos

tribunais, 1981.
Herschel, Federico J.: Poli tica económica. Ciudad de México, Siglo XXI, 1980.

Hunter, Alex: Monopolio y competencia. Madrid, Tecnos, 1974.

Issa, Hossam: "Pour une nouvelle perspective des rapports entre structure so-
ciale et droit", en Homenaje a Sayagués-Laso, I, 237-261.

Jeantet, F. C.: "Aspects du droit économique”, Métan ges ]. Hamel. París,
Sirey, 1961.

Kuhn, Reinhard: Liberalismo y fascismo. Barcelona, Fontanella, 1978.
Laqujs, Manuel Antonio, director: Revista del derecho industrial. Buenos Ai­

res, Depalma, en curso de publicación.

Lares-Martínez, Homenaje a Eloy, Caracas: Universidad Central de Venezuela,
Instituto de Derecho Público, 2 vols., 1984 (en prensa).

Laski, Harold J.: Introducción a la política. Buenos Aires, Siglo XX, 1970.
------------: El liberalismo europeo. Ciudad de México, Fondo de Cultura Eco­

nómica, col. Breviarios, 1982.

Lassé, Avellana, Oscar I. de: "Sistema jurídico e ideología en los Estados
Unidos Mexicanos”, en Homenaje a Lares-Martinez, en prensa.

Laubadére, A. de: Traité élémentaire de droit administratif. París, L.G.D.J.,
4 vols., 8» ed., 1981, vol. IV.

Lozano, Mario G.: Los grandes sistemas jurídicos. Madrid, Debate, 1982.
Martín-Mateo, Ramón y Sosa 'Vagner, Francisco: Derecho administrativo

económico. Madrid, Pirámide, 1977.

Marx, Carlos y Engels, Federico: Obras escogidas. Moscú, Progreso, 1974.



DERECHO ECONOMICO Y RELACIONES DE PRODUCCION 473

Poulantzas, Nicos: "Las transformaciones actuales del Estado. La crisis po*
lítica y la crisis del Estado”, en Nicos Poulantzas, editor: La crisis del
Estado. Barcelona, Fontanella, 1977.

Righi-FarÍa, Esteban J. A.: "Derecho penal económico”, en Estudios de
derecho económico, vol. I, ciudad de México, U.N.A.M., 1977.

Santos-Britz, F.: Derecho económico y derecho civil. Madrid, Revista de
derecho privado, 1963.

Savy, Robert: Droit pnblic économiqne. París, Dalloz, 1977.

Sayagués-Laso: Homenaje a Enrique: Dirección, Introducción general y anota­
ciones por León Cortiñas-Peláez. Madrid, Instituto de Estudios de Admi­
nistración Local, 5 vols., 1969.

Tamames, Ramón: La lucha contra los monopolios. Madrid, Tecnos, 1966.

Tigar, Michael E. y Levy, Madeleine: El derecho y el ascenso del capitalismo.
Ciudad de México, Siglo XXI, 1978.

Truchet, Didier: "Réflexions sur le droit économique public”, en Revue du
droit pnblic ct de la Science politiqne en France et a l'étranger. París,
L.G.D.J., 1980 (4), pp. 1.015 y ss.

Vachet, André: La ideología liberal. Barcelona, Fundamentos, 1973.

Vidigal, Geraldo: Teoría geral do direito económico. Sao Paulo, Revista dos
tribunais, 1977.

White, Eduardo: "El derecho económico en los países del Tercer Mundo. El
de América Latina”, en Estudios de derecho económico. Ciudad de México,
U.N.A.M., Instituto de investigaciones jurídicas, 1977.

Witker, Jorge: "Hacia un concepto del derecho económico”. Ciudad de Mé­
xico, Revista Messis, vol. I, N9 6, septiembre, 1974.



LA ADMINISTRACION DE LA ENERGIA

Ramón Martín Mateo

SUMARIO

1. Introducción. 2. Las organizaciones internacionales. A. El
cuadro de las Naciones Unidas. B. Comunidad Económica Eu­
ropea. C. Agencia Internacional de la Energía. D. Otras or­
ganizaciones. 3. Organizaciones nacionales: El nivel ministerial.
A. Creación de un Ministerio de la Energía. B. Asignación
de nuevas competencias energéticas a Ministerios preexistentes.
a. Ministerio de Economía, b. Ministerio de Industria, c.
Otros Departamentos con competencias energéticas. 4. Nuevas
funciones públicas de carácter energético. A. Información. B.
Asesoramiento a instancias políticas y administrativas. C. In­
vestigación y desarrollo. D. Conservación. E. Energías no con­
vencionales. F. Financiación. G. Organizaciones polifunciona-
les. 5. Acción pública sectorial: El caso español. A. Carbón.
B. Electricidad. C. Energía Nuclear. D. Hidrocarburos. E.
Gas. F. Energías no convencionales. G. La Administración
energética y los entes públicos intraestatales. 6. Organizaciones
regionales. A. Estados y regiones, a. Competencias energéticas
de las comunidades autónomas, b. La organización energética de
la comunidad autónoma del país vasco. B. Corporaciones lo­
cales. 7. Coordinación.

1. Introducción
La Administración como hemos constatado ha venido en todos

los medios tomando posiciones institucionales en el sector de la energía,
con progresivo impulso a partir de la Segunda Guerra Mundial. Incluso
en países como los Estados Unidos o la República Federal Alemana,
las empresas públicas y las participaciones del Estado en las privadas
dedicadas a la generación de energía son más importantes de lo que
habitualmente se piensa. La distribución de la electricidad corresponde
también en buena medida en numerosas naciones al sector público, par­
ticularmente a Municipios y otros entes descentralizados. Pero todo ello
tenía según se ha visto en el capítulo introductorio, un signo y una
función distinta de la que va a corresponder a la actual Administración 
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de la energía surgida precipitadamente, a impulso de la disminución
del control de las disponibilidades nacionales sobre recursos claves, en
Ja pasada década.

En algunas naciones hubo una rápida respuesta organizatoria a los
acontecimientos que se produjeron en 1973, así en Francia a finales de
ese mismo año se creó una Delegación General de la Energía1 y en
Inglaterra, en enero de 1974, se instituyó el Ministerio de la Energía
que aún perdura. Pero en general, lo que es válido también para los
casos citados, la reacción administrativa no fue y seguramente todavía
no lo es, satisfactoria.

Sería desde luego ilusorio esperar una inmediata réplica del sec­
tor público totalmente adecuada a las nuevas exigencias. Sabemos que
la Administración, como todas las grandes organizaciones, por su gran
complejidad, peso y tradicionalismo enfrenta dificultades para los cam­
bios y las adaptaciones, lo que hace que las evoluciones sean siempre
pausadas y se utilicen durante mucho tiempo viejas fórmulas y antiguos
cauces para salir al paso de problemas totalmente distintos de los que
suscitaron la inicial creación de los instrumentos administrativos apli­
cados. Debe en todo caso reconocerse que aunque insuficientes, las re­
formas introducidas se han producido con mayor celeridad de lo es­
perado, quizás por la fulminante aparición de los acontecimientos que
los motivaron, y la imprescindible necesidad de buscar una inmediata
respuesta.

Pero evidentemente ni la estructura en general de las organiza­
ciones públicas responsables de la energía, ni su estilo administrativo,
ni las preocupaciones de fondo de los diseñadores de la política ener­
gética, son adecuados para enfrentarse de cara al futuro, con las con­
secuencias de la crisis que se detecta en 1973.

Las circunstancias que afloraron en el indicado año colocaron a
políticos y administradores en una situación de absoluta perplejidad.
Sus hábitos operativos y la dinámica de las instituciones que maneja­
ban, estaban pensadas para otras funciones. Aunque la situación de los
aprovisionamientos y la concientización de las limitaciones de los recur­
sos, propiciaba otro talante y otros ajustes, el énfasis de la Adminis­
tración sigue marcándose sobre la producción energética, de acuerdo con
las anteriores pautas, así la alta tecnología y grandes complejos, lo que
trasciende a la utilización de recursos alternativos que como la energía
solar, maremotriz, térmica, marina, que reciben sus más importantes apo-

1. Vid. Massenet-Dallemagne: "L’influence de la crise de l’énergie sur ¡'administra.
tion francaise; Le cas de l'administration de rénergie”, en Revue jranfaise d’adtni-
nistraiion publique, N’ 8, 1978, pp. 763 y ss.
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yos para aplicaciones encaminadas a la producción centralizada de elec­
tricidad.2 La Administración toma innecesariamente partida por una de
las opciones implicadas en el dualismo antes aludido al que remite el
enfoque alternativo de la crisis energética.

Si la energía en definitiva es omnipresente, lógicamente su proble­
mática aparece también en el desempeño de las diversas tareas asigna­
das a Departamentos y Agencias. De aquí que la respuesta pública
lleve aparejada la dispersión de responsabilidades y cometidos3 y la
proliferación de nuevos órganos incorporados a las antiguas unidades
administrativas o con propia o relativa sustantividad.4 En el caso de
Suecia, por ejemplo, se han detectado más de treinta organismos autó­
nomos con responsabilidades energéticas, además de las unidades in­
cluidas en los Ministerios que tienen también asignadas tareas de este
tipo.® Para Estados Unidos se ha destacado también la proliferación
institucional producida, la generación de una eventual "ad-hocracia" en
cuanto adecuación orgánica a problemas concretos e inmediatos pero
sin visión de futuro ni de conjunto, y la aparición de un cierto moramo
administrativo,6 que por lo demás es más o menos el caso de todos
los Estados.

La ramificación indefinida de las estructuras, “la multiplicidad de
órganos, la mezcla de las funciones de reflexión, investigación, infor­
mación, animación, decisión e intervención, plantea directamente el pro­
blema de la eficacia en cuanto instrumentos de una política energética
coherente”.7

Aparecen entonces agudizados los problemas endémicos de las ad­
ministraciones modernas en cuanto adopción de políticas globales, y
coordinación ejecutiva de las actividades sectoriales,8 al afrontarse la

2. Vid. Lagassa, Daneke: "The Defunct Energy Dichotomy", en Lagassa Daneke (ed.)
Energy Policy and Public Administration. Lexington Books, Lexington, Mass., 1980,
p. 2.

3. Como pone de relieve el: Rapport Genéral sobre Mesures réglamentaires et finan-
ciéres, redactado por R. Pérez Cassese, con ocasión del Coloquio de Bruselas or­
ganizado por el Instituí International des Sciences Administratives, los días 9-11,

Í'unio de 1982, sobre L’Adaptation de íadministration a la situation nouvelle de
’énergie.

4. Vid. Sidentope-Haupt: Reppórt General al Coloquio Internacional de Bruselas,
sobre: The Ajudment oj Administration in the Energy Crisis, p. 21.

5. Vid. Moberg, Lindgren: National Report for Sweden, presentado al Coloquio de
Bruselas, p. 21 y Anexos.

6. Daneke: The Poverty of National Energy Policy and Administration, en Daneke
Lagassa: Energy Policy, pp. 11 y 13.

7. Massenet, Maurice: L'adaptation de íadministration jranfaise a la situation nou­
velle de 1‘énergie. Rapport al Coloquio de Bruselas, p. 82.

8. Lo que afecta de lleno a la toma de decisiones intragubernamentales, Vid. Moberg:
The Intragovemmental Decision-Making Process, General Rapport al Coloquio de
Bruselas.
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nistraciones de esta escala. Pero desgraciadamente esta respuesta no
se ha producido, lo que amenaza como reiteradamente se recuerda la
propia viabilidad futura del proyecto “especie humana”.

A menor escala, aunque con poderes jurídicos y financieros redu­
cidos, si se han montado organizaciones internacionales ad hoc, como
la Agencia Internacional de la Energía, o se han introducido reajustes
estructurales en otras ya existentes como la onu y la cee. En este apar­
tado esquemáticamente sistematizaremos los dispositivos administrativos
internacionales de vocación energética general, dejando por su carácter
sectorial específico para los capítulos correspondientes el análisis de
instituciones como la opep, no obstante su decisiva importancia para
explicar la presente situación energética, no tanto por su protagonismo
causal, sino más bien en cuanto catalizadora de una nueva y real con­
ciencia mundial sobre las características del aprovisionamiento de estos
recursos.

Por otras razones omitimos también aquí la reseña de organiza­
ciones informales, aunque también poderosas, como la que agrupa a los
siete países más industrializados del área occidental,14 que han dado
lugar a las denominadas “Cumbres” sobre la problemática energética
como las celebradas en Tokio y Venecia, o la que en el contexto más
general de las relaciones Norte-Sur tuvo lugar más recientemente en
Cancón. Pero estas conferencias carecen de suficiente respaldo institu­
cional lo que trasciende a la relativa ineficacia de sus resoluciones,
como se puso de relieve en la inoperancia de los acuerdos de Tokio
que no lograron contingentar el consumo petrolífero del país con ma­
yor demanda mundial de Energía, Estados Unidos de Norteamérica.

A) El cuadro de las Naciones Unidas
La Organización de las Naciones Unidas ha sido desbordada en

el campo de la energía, como en otros muchos, por otro tipo de ins­
tituciones, formales e informales, acusando también aquí la infrado-
tación de medios de que dispone y la escasa voluntad de los Estados
que animaron en su momento su creación, de abdicar de imprescindi­
bles montantes de soberanía para transmitírselos a esta organización,
cuya debilidad es hoy notoriamente aflictiva para el conjunto de comu­
nidades terrestres.

Sin embargo, las Naciones Unidas no han sido indiferentes a esta
problemática en la que incluso han jugado un papel pionero en la

14. República Federal de Alemania, Canadá, Estados Unidos, Francia, Inglaterra, Ita­
lia y Japón.
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aproximación al tema de las energías no convencionales19 abordado
por la Conferencia de Roma, de 1961, que trató de la energía geotér­
mica, solar y eólica. Posteriores estudios promocionados antes de 1973,
por la onu o sus Agencias, han tratado de la conservación de la ener­
gía y de la sustitución de las energías convencionales.19 También han
contribuido decisivamente las Naciones Unidas, al mejor conocimiento
de la situación energética mundial mediante la publicación de series
estadísticas y análisis de coyuntura y prospectiva.15 16 17

Desde el punto de vista orgánico, lo que se acentúa a partir de
la crisis de 1973, el aparato de las Naciones Unidas acusa una disper­
sión competencial y burocrática análoga a la acaecida en las organi­
zaciones nacionales18 lo que quizás aquí es más acentuado por las pro­
pias características de la Administración de la onu de por sí ya de
contornos imprecisos y por la ausencia de nuevas organizaciones espe­
cíficas para la energía, adicionándose nuevos servicios y divisiones a
las unidades sustantivas existentes. Los proyectos suscitados en este sen­
tido por el Secretario General ya en 1976, tendentes a la promoción
de un Instituto Internacional de la Energía no han encontrado el sufi­
ciente respaldo, lo que es extensivo también a los justificados propó­
sitos, explicitados en la Reunión de Nairobi, de 1981, sobre Nuevas
y Renovables Fuentes de Energía, de crear una estructura financiera
específica, filial del Banco Mundial.

Las iniciativas adoptadas en Nairobi por los países en vías de des­
arrollo no prosperaron institucionalmente ante la oposición de las na­
ciones industrializadas especialmente de Estados Unidos, con lo que no
se pudo conseguir ni un soporte financiero específico para la transición
energética preconizada por el Programa de Acción aprobado, ni tam­
poco una organización adecuada. El cumplimiento de este Programa
correría a cargo de la División de Recursos Naturales y de la Energía
que dispondría para ello de los fondos ordinarios asignados y los que
les sean trasbasados de otros capítulos presupuestarios. Solamente se

15. Como se pone de relieve, en el valioso informe que ahora seguimos aportando al
Coloquio Internacional de Bruselas por Bettati: L‘adaptarían de l’administration
des Nalions Untes a la situation nouvelle de l'énergie.

16. Me remito en general a la documentación producida con ocasión de la Confe­
rencia de Roma mencionada en el texto. Vid. Conjúrense des Naiions Unies sur
les sources nouvelles d'énergie. Roma, 1961, E/CONF/35.2., al Progress Report
of the Secretary General on New Sources of Energy. Economie and Social Council
New York, 1967. E/4303, Small Scale Power Situation. Committee on Natural
Ressources, New York, 1971, E/C. 7/2/ Add.

17. Así: World Energy Supplies, 1970-1973, New York, 1975, E 75, XVII, World
Energy Requirements and Ressources up to tbe Ytars 2000, en el Vol I, de Peacejul
Uses of Atomic Energy. New York, 1972, 72. IX. I/.

18. Como señala Bettati: L’adaptarían, cit., pp. 6 y 7.
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concedió la constitución transitoria de un Comité intergubernamental
que se reuniría una sola vez en 1982, con el encargo de presentar un
informe a la Asamblea General en otoño de este año. Todo ello jus­
tifica el que se hayan calificado los resultados de la Conferencia de
Nairobi como decepcionantes, ya que sus propuestas no podrán rea­
lizarse a falta del imprescindible soporte económico e institucional.19

Entre los organismos de las Naciones Unidas, más directa o indi-'
rectamente relacionados con la energía mencionaremos los siguientes:

Departamento de Cooperación Técnica para el Desarrollo. Es quizás el
más inmediatamente implicado en estos cometidos a través de su
División de Recursos Naturales y Energía.

Departamento de Asuntos Económicos y Sociales Internacionales, que
ha realizado diversos trabajos informativos y publica series esta­
dísticas energéticas anuales.

ONUDI, Organización del Desarrollo Industrial que asiste también a
países en vías de desarrollo en proyectos energéticos.

PNUMA: Programa de las Naciones Unidas para la Conservación del
Ambiente, que incluye investigaciones y actividades relacionadas
con las denominadas nuevas fuentes de energía.

PNUD: Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo que fi­
nancia diversas acciones y proyectos relacionados con la energía.

HABITAT: Centro de las Naciones Unidas para la vivienda que se
ocupa también de la conservación de la energía en los edificios
habitacionales.

PAO: Organización para la Alimentación mundial que anima la intro­
ducción de nuevas modalidades de aprovisionamiento energético
en la agricultura y en el medio rural en general.

UNESCO, a cuyo cargo están algunos programas de formación, edu­
cación y concienciación en temas energéticos.

OMM, en cuanto que como es obvio la meteorología tiene una impor­
tancia decisiva en las más prometedoras fuentes energéticas no
convencionales. Esta organización trata especialmente las cuestiones
relacionadas con la energía eólica y solar.

19. En este sentido el juicio que compartimos totalmente de Bettiati: L’adaptarían, cit.,
p. 27.
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Banco Mundial, que sobre todo a partir de la Conferencia de Nairobi,
debería ser el principal respaldo financiero de ciertos proyectos
energéticos abordados por países en vías de desarrollo. Sus re­
cursos son limitados y quizás lo serán aún más si se mantienen los
criterios reduccionistas y liberales de la actual Administración ame­
ricana.

Comisiones Regionales'. Las distintas organizaciones regionales de las
Naciones Unidas, se ocupan también de teínas energéticos, en fun­
ción de las necesidades de los países que abarcan, tal es el caso
de la Comisión Económica para Europa cee, Asia cesar, América
Latina cepal, Africa cea y Asia Occidental ceao.

AIEA: Es el único organismo específicamente energético de las Na­
ciones Unidas, si bien parece dominado por los países exportadores
de combustible y tecnología nuclear. Entre sus preocupaciones se
incluye el velar por la no proliferación de las armas nucleares y
promocionar el uso pacífico de esta energía. A estos efectos or­
ganizó una Conferencia en Viena en 1977, y proyecta otra en Gi­
nebra para 1983, y se ha creado un Comité, cas, para la garantía de
los suministros nucleares.

B) Comunidad Económica Europea
Como se recordará, los orígenes de la cee están relacionados pre­

cisamente con problemas energéticos, concretamente con el carbón y la
energía nuclear que junto con el acero impulsaron la firma de tres Tra­
tados que a su vez generarán las organizaciones denominadas CECA y
EURATOM. Estos hábitos de convivencia internacional allanaron el ca­
mino para los más ambiciosos propósitos sancionados por el Tratado
de Roma, aunque también las estructuras verticales y estancas previas,
generadas por los acuerdos precedentes fueron causa de muchos de los
inconvenientes que enfrentaron el funcionamiento inicial de la cee.20

La cee, sin duda, estimulada por sus propios precedentes dio siem­
pre una importancia notable a los temas energéticos constituyendo a
estos fines ya desde 1959, un grupo de trabajo permanente y posterior­
mente en 1963, un Comité para la política energética, lo que hizo posi­
blemente menos innecesario el afrontar grandes reformas orgánicas des-

20. En este sentido Helio: La reaction de la CEE a la tiiuation nouvelle de l'energie.
Informe presentado a Ja Conferencia de Bruselas, que ha servido de base para
la redacción de este epígrafe.
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de 1973,20 bl’’ adicionándose a partir de entonces una nueva dirección,
que comprende el aparato ejecutivo encargado de las fuentes alternati­
vas y la economía de la energía y creándose también una institución
especial para casos de crisis. A nivel del Consejo se instituyó en 1974,
un Comité de Energía que desplegó una cierta actividad hasta 1976,
dejando desde entonces de fació de funcionar.

La organización ejecutiva energética de la cee está centrada fun­
damentalmente en la Dirección General de la Energía que se estructura
en seis direcciones:

—Política energética, análisis, previsiones y contrastes.
—Carbón.
—Hidrocarburos.
—Energía nuclear.
—Economía, fuentes de energía alternativas, electricidad y calor.
—Control de Seguridad de euratom.

Existe además una unidad mixta de caracteres originales en cuanto
que su composición es variable y sus actividades se refuerzan episódi­
camente, la denominada task forcé para casos de crisis cuyas funciones
se centran en la recogida permanente de información, en el estableci­
miento de contactos con las organizaciones nacionales e industriales co­
rrespondientes especialmente con la aib, a nivel internacional, y en la
propuesta de las características específicas de las medidas a adoptar.

La cee se ha mostrado ciertamente activa en relación con la pro­
blemática energética, si bien en las relaciones Comisión Consejo han
estado presentes los factores conocidos que lastran en general el fun­
cionamiento de la Comunidad Económica Europea, con trascendencia
al retraso en la adopción de los acuerdos propuestos, o al no pronun­
ciamiento sobre temas importantes sobre los que se había demandado
una decisión.

Pero aun con tales limitaciones debe resaltarse la importancia de
las iniciativas adoptadas por la CEE en diversos aspectos energéticos
sobre los que volveremos en los capítulos correspondientes, tal es el

20 bis. En diciembre de 1973, tuvo lugar una reunión de Jefes de Estado en Copenhague
que se pronunció sobre el Memorándum que con ocasión de la crisis habla ela«
horado el Consejo, Vid. Ruiloba: Las competencias económicas del Estado y de
las Comunidades Autónomas ante el juturo ingreso de España en el Mercado Co­
mún Europeo, en García de Enterría, ed.r La distribución de las competencias
económicas entre el poder central y las autonomías territoriales en el Derecho
comparado y en la Constitución española. Instituto de Estudios Políticos, Madrid,
1980, pp. 468 y ss.
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caso de las medidas en vigor sobre obtención y transmisión de infor­
mación sobre aprovisionamientos energéticos con vistas sobre todo a
orientar los dispositivos a adoptar en caso de urgencia y crisis, de las
orientaciones sobre la política precisa en relación con la utilización ra*
cional y económica de la energía, y del soporte financiero prestado a
los proyectos de demostración relacionados con este último tipo de re­
cursos, pero también para otras innovaciones sobre el carbón, hidro­
carburos, uranio.

C) Agencia Internacional de la Energía
El origen de la aie está en la conmoción sufrida por los países

industrializados occidentales, como consecuencia de la trastrocación de
los suministros petroleros de 1973. La Agencia se constituyó por deci­
sión del Consejo de la Organización para la Cooperación y Desarrollo
Económico, de 15 de noviembre de 1974, como organismo autónomo
de carácter energético de la ocde.2x

Forman parte de la aie, 21 de los 24 países que integran la ocde
lo que es el caso de España21 22 y tiene como principal función llevar a
efecto un Programa Energético Internacional, cuyos objetivos se relacio­
nan como puede esperarse, con la superación de las circunstancias que
dieron lugar a Ja crisis que motivó la creación de esta organización y
concretamente con el intento de asegurar los abastecimientos de petró­
leo en la medida en lo que no se consiga eliminar la dependencia de
este producto.

La organización de la aie está presidida por un Consejo de Go­
bierno integrado por representantes de todos los países que la inte­
gran a nivel ministerial. Es de destacar el sistema de votación adop-.
tado, depurado y realista, que pondera los votos según los casos y ¡a
naturaleza de los acuerdos, bien dando a todos los representantes el
mismo peso, bien asignándoles un coeficiente en función de su con­
sumo de petróleo, bien mediante una combinación de ambos criterios.

El funcionamiento del Consejo de Gobierno se apoya en cuatro gru­
pos permanentes y un Comité integrado por especialistas cualificados
de los distintos países participantes que se reúnen periódicamente en la

21. El protocolo fue firmado por los Estados inicialmeate participantes en 18 de
noviembre de 1974, y entró en vigor en enero de 1975. Como para los epígrafes
precedentes se utiliza en la redacción del presente la documentación aportada a la
Conferencia de Bruselas del USA y IBSA, concretamente el informe redactado
por Kondo: The International Energy Agency. Hoto does it Respond to on Oil
Crisis?

22. Con la exclusión de Francia, Finlandia e Islandia.
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sede de la Agencia, París. La distribución de sus cometidos se relaciona
con los objetivos del programa que se distribuyen como sigue:

—Emergencias.
—Información sobre mercados petrolíferos.
—Cooperación a largo plazo.
—Relaciones energéticas internacionales.
—Investigación y desarrollo de la energía.

El aparato administrativo ordinario está integrado por un Secreta­
riado que incluye un Director ejecutivo, un Subdirector, cuatro oficinas,
y nueve Divisiones, destacando la organización encargada de asumir la
responsabilidad de prever, evitar, y en su caso gerenciar las situaciones
de emergencia en los suministros de hidrocarburos.

D. Otras organizaciones
Nos referiremos únicamente a algunas de las organizaciones in­

ternacionales conocidas, de substratum público, fruto del acuerdo entre
entes de este carácter normalmente estatales. En realidad, tales institu­
ciones son escasas y tienen salvo el supuesto de oladb una reducida
actividad, lo que se imputa evidentemente a sus también reducidos re­
cursos.

Es de lamentar que no puede reseñarse, como dijimos, un solo ente
financiero dedicado a coadyuvar a la mejora de la panorámica energética
con fines de progreso y en especial, ayuda a los países más necesitados,
vimos el fracaso de estas iniciativas en el seno de las Naciones Uni­
das, pero el mismo destino tuvieron otras propuestas realizadas en
coyunturas y medios distintos.

Con ocasión de la cumbre de 1979, de países altamente industria­
lizados se intentó desde dos ángulos distintos, Japón y USA, crear un
Instituto Financiero Internacional de la Energía, Banco Mundial de la
Energía, destinado a financiar el desarrollo de fuentes alternativas y
nuevas técnicas. Estos proyectos que en el caso de Norteamérica su-»
pondrían un desembolso del orden de los 10.000 millones de dólares
no encontraron suficiente eco en los restantes países, pese a que con­
taban con el apoyo del entonces presidente americano.

También en el seno de la opep, se propuso por aquellas fechas
y por iniciativa de Venezuela, la creación de un banco de los países
exportadores de petróleo destinado a paliar las dificultades de adqui­
sición de crudos por parte de países del tercer mundo y al desarrollo
de nuevas alternativas energéticas. Tampoco esta idea tuvo éxito, aun-
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que también aquí contaba con importantes valedores en algunas na­
ciones del Golfo Arábigo.

Debe reconocerse que la opep cuenta para estas finalidades con un
fondo especial que por entonces había totalizado unos 1.600 millones
de préstamos, fondo éste que precisamente según la propuesta mencio­
nada habría de transformarse en Banco. Al margen de la opep, algunas
naciones como Venezuela, suministran petróleo a otras del mismo con­
tinente en condiciones más favorables que las habituales.

Organización Latinoamericana de la Energía, OLADE
La constitución de esta organización fue acordada en noviembre

de 1973, por la 3*  Conferencia Consultiva de Ministros Latinoamerica­
nos de Energía y Petróleos. El protocolo entró en vigor en 19 de no­
viembre de 1974. Tiene su sede en Quito.

Sus objetivos se centran en la búsqueda de soluciones de las difi­
cultades que afectan al 82 por ciento de países latinoamericanos im­
portadores. Ha suscitado numerosas reuniones a nivel ministerial y rea­
liza diversas acciones en relación con sus objetivos en el terreno de la
investigación, publicaciones, sesiones de trabajo, etc. Forman parte de
la olade veintiún países, aunque quizás las naciones integrantes han
variado últimamente.

Consorcio de Estudios Energéticos de Asia Pacifico, APESC
Fue fundado en Honolulú en el curso de una conferencia patro­

cinada por el Instituto de Sistema de Recursos Este-Oeste. Tiene por
finalidad realizar estudios sobre aprovisionamientos energéticos necesi­
dades y usos de energía en esta área geográfica.

Centro Regional de Energía Solar, CEES
Fue establecido en Banako, en 12 de noviembre de 1979, mediante

firma de un protocolo entre la UNESCO y la Comunidad Económica
para los Estados del Oeste de Africa, ceao, que tiene seis miembros.

3. Organizaciones nacionales: El nivel ministerial
Todas las naciones, sin excepción, incorporaban a su organización

ministerial con anterioridad a los acontecimientos producidos en la dé­
cada de los 70, unidades relacionadas con el ejercicio de competencias
energéticas, de carácter directivo, de promoción o control, y que a su
vez ejercían la tutela del Estado sobre las empresas públicas productoras.
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Al acrecentarse las responsabilidades administrativas en este sector
se va a plantear la ineludible necesidad de reforzar, al más alto nivel,
la organización administrativa energética, considerándose básicamente
dos opciones: creación de un Ministerio especial o incorporación a al­
guno de los ya existentes del grueso de las funciones que demandaban
las nuevas circunstancias, normalmente en este caso agrupadas en una
subdivisión regida por un Ministro de Estado o equivalente. Paralela­
mente otros Departamentos asumen nuevos cometidos energéticos, pro­
duciéndose la diáspora competencial antes apuntada que tenía ya unos
ciertos precedentes en cuanto a la participación en la producción de
algunas energías como la hidroeléctrica, del Ministerio encargado de
realizar la obra civil, y sobre todo por la intervención fiscal en el ciclo
de los hidrocarburos.

A) Creación de un Ministerio de la Energía

Sólo posiblemente en el área socialista existían con anterioridad
a 1973, ministerios de este tipo dado el gran número de unidades de
rango ministerial con que cuentan aquellas organizaciones. Esta alter­
nativa es asumida por primera vez en el mundo occidental por In­
glaterra que crea en 1974, un Ministerio de la Energía, cuyas competen­
cias se extienden a todos los aspectos de la política energética, nacio­
nales e internacionales, relacionados con este sector incluida la conser-

- vación y las energías alternativas. El Ministerio asume también las res­
ponsabilidades gubernamentales sobre las empresas públicas energéti­
cas, la Autoridad de la Energía Atómica y la Corporación Británica
del Petróleo.23 Esta misma solución se adopta también por Irlanda en
1979, donde las competencias energéticas se habían asignado sucesi­
vamente al Ministerio de Transporte y al de Industria y Comercio.

En Estados Unidos se institucionalizó en 1977, el Departamento
de la Energía, dob, en el que se intenta concentrar el máximo de com­
petencias refundiéndose en él atribuciones que sucesiva o simultánea­
mente habían correspondido a diversas agencias federales.24 A pesar del
propósito unificador que la creación del doe supuso, en la práctica pa­
rece que este Departamento es principalmente responsable de la inves­
tigación y de la regulación de parte de la industria eléctrica, pero no
tiene virtualmente incumbencias en la gestión de otras importantes fuen-

23. Vid. Williams, Marshall: National Report for United Kingdom, al Coloquio
de Bruselas.

24. Concretamente la Federal Power Commision, la Atomic Energy Commision, la
Energy Research and Development Administration, la Federal Energy Office y la
Federal Energy Administration.
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tes energéticas, agua, combustibles fósiles, nuclear,25 26 27 habiéndose incluso
afirmado que seguramente energéticamente es más importante lo que
ha quedado fuera del doe, que lo incorporado a su jurisdicción.25

Un departamento de este tipo supone sin duda una solución suma­
mente positiva en lo que a la agrupación competencial se refiere, sobre
todo el modelo inglés realiza una eficaz conjunción de tareas directi­
vas y gestoras, que seguramente facilitará la ejecución de la política
energética de la nación, su control y la adecuación de la respuesta en
épocas delicadas. Pero es claro que ello no es la panacea de todos los
problemas y que cabe plantearse si no sería conveniente encomendar
a ministerios ya existentes estas nuevas funciones públicas.

Dejando de lado el tema de la optimización de la concentración
competencial, lo que parece poco cuestionable, la instauración de un
Ministerio específico para la energía presenta ventajas e inconvenientes.
Entre los resultados positivos que esta opción depara deben mencio­
narse además de los reseñados los relacionados con la disgregación de
grupos de presión poderosos: energéticos e industriales, evitándose que
su acción conjunta lo que es frecuente, o la prevalencia de los intereses
industriales como en las políticas desarrollistas pasadas, pueden oca­
sionar distorsiones notables, propendiéndose, como ha sucedido en Es­
paña, a favorecer este tipo de consumos a costa de los de otros sectores.

La sustantivación ministerial de la Administración energética no
está exenta de inconvenientes. En la línea de los peligros antes apuntados
una organización independiente de la energía, como se ha señalado
también para el área de los países socialistas, tiende a favorecer a ul­
tranza los intereses del sector energético dejando de lado consideraciones
globales de política económica o específicas demandas de la industria,
agricultura o pesca.32

Aún sin prejuzgar cuál sea el departamento que deba llevar las
responsabilidades energéticas, puede argumentarse desde otra dirección,
en contra de la creación de un Ministerio específico, con base a los
resultados del análisis científico de los comportamientos administra­
tivos, que aleccionan efectivamente sobre los riesgos implícitos en la
creación de organizaciones de nueva cuña cuyos componentes carecen
de la cohesión deseable, no tienen tradición de trabajo en común, ni 

25. Vid. Cortaler: Developing Energy Policy within New Sociopolitical Real ilies,
en Daneke, Lagassa: Energy Policy, p. 269.

26. Ogden: Protecting Energy Turf: The Department of Energy Organisation Act,
en "Natural Resources Journal", N’ 18, 1978, pp. 845-857, cit., Cbrtner, op. cit.,
p. 269.

27. Vid. en relación con la experiencia de Hungría, Farkas: National Rcport for
Hungary, documento aportado al Coloquio de Brúcelas, p. 12.
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motivaciones de grupos o suficiente experiencia administrativa. Críticas
de esta índole se han suscitado concretamente en relación con el doe
americano, a quien además se reprocha la ausencia de objetivos a largo
plazo y su dedicación prevalente a problemas inmediatos.28 29

B) Asignación de nuevas- competencias energéticas
a Ministerios preexistentes

La primera y más simple reacción orgánica al tema de la nueva
problemática energética, pasa por la asignación de las responsabilidades
públicas correspondientes al Departamento que ya tenía adjudicadas las
competencias básicas en el área de la energía. Esta solución que efec­
tivamente reporta ventajas de funcionamiento indudables, sobre todo
si como es frecuentemente el caso de la Administración europea con­
tinental, existen cuerpos de funcionarios específicamente adscritos a de­
terminados Ministerios, conlleva sin embargo, inconvenientes notorios
en cuanto que precisamente por las tendencias administrativas de la or­
ganización que recibe estas tareas, se propende a insertarlas en el ámbito
tradicional de la gestión de la energía, desconociéndose el carácter tras­
trocador de los planteamientos recientes, primándose soluciones que aprio-
rísticamente se insertan en el desarrollo de aquellos recursos energéticos
que constituían la preocupación tradicional del Ministerio en cuestión,
a costa de la potenciación y exploración de otras alternativas más no­
vedosas y seguramente también más esperanzadoras.

Los Ministerios que van a recibir las nuevas competencias suelen
ser los de Industria o de Economía, bien que pese a su denominación,
frecuentemente los primeros tengan en la práctica un contenido gestor
similar a los segundos, ya que es evidente que las aplicaciones de la
energía pese a su destino primordial y a las modalidades empleadas
para su producción no se agotan en la industria, antes bien, afectan
a todos los ciudadanos de un país.

a) Ministerio de Economía

En Bélgica desde 1961, el Ministerio de Asuntos Económicos in­
cluía una Dirección General encargada de la administración de la ener­
gía,2’ a la que a partir de 1973, se van a encomendar nuevas atribu­
ciones. En el seno de este Ministerio se crea en 1981, un Secretariado

28. Una crítica de esta organización posiblemente excesivamente negativa, en Daneke:
The Poverty of National Energy Policy and Administrarían, loe. cit., pp. 13 y ss.

29. Vid. Aendekerk Boutembourg y otros: Rapport belge, al coloquio de Bruselas.
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de Estado de la Energía que asume las atribuciones que a este respecto
corresponden al Departamento en que se inserta.

También Alemania Federal ha optado por una solución de este
orden, siendo quizás este país el que menores reformas orgánicas ha
introducido con posterioridad a la crisis limitándose a adicionar al Mi*
nisterio Federal de la Economía, de quien ya dependían las cuestiones
relacionadas con la energía, a este nivel, diversas Divisiones encargadas
del uso racional de la energía, conservación de energías y alternativas,
política energética a largo plazo y coordinación.”

En Francia a finales de 1973, se creó una Delegación General de
la Energía,81 inicialmente bajo la autoridad del Primer Ministro, pero
que pronto pasa a insertarse en el Ministerio de Industria,82 en el que ad­
quiere progresiva importancia transformándose en la Dirección General
de la Energía y las Materias Primas, dando lugar en 1981, a la institucio-
nalización en el seno de este Ministerio de un Ministro Delegado encar­
gado de la Energía, lo que supone una vía intermedia entre la creación
de un Ministerio independiente y la asignación de nuevas tareas a otro
preexistente.88

Otros países han adoptado también esta solución orgánica como
Suecia e Italia, aunque aquí se contempla la creación de un Ministerio
de la Energía en las propuestas incluidas en el Plan Energético Na­
cional, pbn. 84

En Túnez las competencias energéticas que con anterioridad a 1973,
radicaban en el Ministerio de Asuntos Económicos, van a pasar al de
Industria que se remodela en 1977, calificándose como Ministerio de
Industria, Minas y Energía.”

b) El Ministerio de Industria y Energía en España
La situación de partida en España era más desfavorable, en lo

que a la administración de la energía se refiere, que la de otros países.
El subsector energético más importante, el de los hidrocarburos, venía
a vincularse al Ministerio de Hacienda al hilo del monopolio fiscal,
montado en los años 20, lo que dificultaba la coordinación y la política
energética de conjunto, dando lugar en algún momento anterior a serios 30 31 32 33 34 35
30. Vid. Haupt y otros: Repport on the Situarían in the Federal Republic of Germán?

for the International Symposium 9, 11, 6, 1982 in Brussels.
31. Decreto de 21 de diciembre de 1973.
32. Decreto de 7 de marzo de 1974.
33. Como ponen de relieve Massenet, Maurice: L’adaptarían de l’administrarían fran-

faise a la situarían nouvelle de l'énergie, p. 2.
34. Vid. Folchi National Report of Italy al Coloquio de Bruselas, p. 7.
35. Vid. Midoun: Rapport de la Tunisie, al Coloquio de Bruselas, p. 5.
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conflictos competenciales en relación, por ejemplo, con los suministros
y aprovisionamiento de gas natural y gas licuado de petróleo. El Mi­
nisterio de Comercio intervenía también en relación con la cuota de
petróleo adquirida por el Estado con destino a las refinerías.

El Ministerio de Industria retenía competencias claves en materia
de electricidad y controlaba a través del holding ini, las empresas pú­
blicas de esta área y del carbonífero conexo. Pero en España el peso
del sector público en la producción de electricidad es inferior al de
otros países de economía de mercado y por supuesto diverge de la
solución adoptada entre otros por Francia, Inglaterra e Italia. La pro­
ducción de hidroelectricidad viene además condicionada por las deci­
siones que corresponde adoptar a otro Ministerio, el de Obras Públicas.
La regulación del servicio público de suministro de electricidad venía
a su vez, condicionado por el peso de la gran organización empresarial
del sector que asumía la distribución. Sí caía desde sus inicios prácti­
camente en el área del Ministerio de Industria lo relacionado con la
energía nuclear.

Con excepción de la creación del centro de Estudios de la Energía
en 1974,30 la reforma de la administración energética sólo se aborda en
profundidad en 1977, al establecerse la Comisaría de la Energía y Re­
cursos Minerales y la Comisión Nacional de la Energía.36 37

La Comisaría ejercerá según el decreto de su creación las siguien­
tes funciones:

—La elaboración de la política de abastecimiento y suministro de
energía y recursos minerales, coordinando, para ello, los distintos
órganos que participan en estas tareas.

—La elaboración de las propuestas de planes o programas de carác­
ter nacional.

—Los análisis sectoriales sobre la proyección de la demanda e in­
ventario de recursos.

—La elaboración de las propuestas sobre tarifas, precios y estructura
del abastecimiento.

—La coordinación de la política de adquisición de materias primas
energéticas y recursos minerales.

—La formulación de propuestas sobre conservación de energía.

36. Decreto de 9 de diciembre de 1974.
37. Decreto de 25 de febrero de 1977.
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—El inventario de recursos nacionales y acciones prospectivas en el
exterior.

—El fomento y la formulación de propuestas sobre desarrollo de
nuevas tecnologías de carácter energético y minero.

—La elaboración de las propuestas sobre ordenación de los sectores
energéticos y minero.

La Comisaría cuyo titular tiene el rango de Subsecretario, se inte­
gra en el Ministerio de Industria y Energía según su actual denomi­
nación.88

La Subdirección general de Planificación Energética y el Gabinete
técnico dependen de la Comisaría que a su vez coordina la Dirección
General de Minas e Industrias de la Construcción y la Dirección Ge­
neral de la Energía. Se adscriben a la misma la Comisión Nacional de
Energía, la Comisión Nacional de Combustibles30 y el Organismo Au­
tónomo Instituto Geológico y Minero de España.38 39 40

La más importante reforma orgánica de nuestra administración
energética es la acaecida en 1981, con la creación del Instituto Nacional
de Hidrocarburos41 que se adscribe al Ministerio de Industria y Energía,
con lo que éste, a semejanza de lo que sucede en otros medios europeos,
pasa a controlar todo el sector público energético.

c) Otros Departamentos con competencias energéticas

Además del Ministerio que asume en cada país el paso de compe­
tencias energéticas, otros Ministerios también incluyen la perspectiva
energética en el ámbito de sus competencias específicas. Tal es el caso
entre otros de los siguientes sectores de funciones públicas:

Hacienda: fiscalidad, incentivos y penalizaciones tributarias, régimen
arancelario.

"Finanzas: créditos públicos, estímulos financieros, cobertura de stocks.
Estadísticas: de carácter energético.
Meteorología: en relación con fuentes energéticas renovables.

38. La estructura orgánica de este Ministerio se recoge en el Decreto de 29 de junio
de 1979 y Orden de 17 de septiembre de 1979.

39. Artículo 11-3 del Decreto Orgánico de 1979.
40. Según lo dispuesto en el Artículo 79 del Decreto de 1977 que crea la Comisaría.
41. Real Decreto-Ley de 24 de julio de 1981, ulteriormente convalidado parcialmente

y modificado por el Congreso dando lugar a la Ley de 28 de diciembre de 1981.
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Economía: planificación política económica y energética.
Comercio: sistema de precios, importaciones de crudo, en su caso.
Agricultura: ahorro de energía en la agricultura, aplicación de nuevas

energías al medio rural.
Montes: biomasa, fomento energético de la producción forestal.
Transporte: ahorros energéticos en los diversos sistemas de transporte:

terrestres, marítimos, acres.
Obras públicas: hidroelectricidad, obras civiles de destino energético.
Ambiente: conexiones entre la defensa del medio y la potenciación de

la energía.
Defensa: aprovisionamiento de combustibles a las fuerzas armadas, re­

servas estratégicas.
Enseñanza: readaptación de curriculum y planes de estudio, nuevas pro­

fesiones energéticas.
Investigación: I+D en materias energéticas.
Relaciones exteriores: organismos internacionales de carácter energético.

4. Nuevas funciones públicas de carácter energético
Normalmente incluidas en el marco ministerial, pero con cometidos

singulares, van a aparecer en todas las naciones una serie de organiza­
ciones, personificadas o no, pero diversificadas en relación con la es­
tructura jerarquizada ministerial, que se ocupan bien de aspectos total­
mente nuevos en la aplicación de la política energética, bien de prestar
apoyo consultivo o de otro tipo a los niveles en que se produce la
decisión política o administrativa.42

A) Información
Como podrá observarse, al tratar de las medidas administrativas

energéticas, la información a los ciudadanos es capital a la hora de
42. Me remito para una perspectiva general de las consecuencias orgánicas de las

nuevas funciones públicas en materia de la energía a la colección de informes
nacionales que aparecen en la publicación del IBSA USA, reiteradamente citada
que recoge la documentación suscitada con ocasión del Coloquio Internacional de
Bruselas, de junio, 1982. También para casos nacionales, Massenet-Dallmagne:
L'influence de la trise de l’énergie sur l'administrarían franfaise: Le cas de l'ad-
ministrarían de l’énergie, en "Revue franfaise d'administration publique”, N*  8/1978,
pp. 763 y ss., y Roversi-Monaco, CAIA: Profili giuridico-instituzionali delle
scelte energeliche, CNR, Roma, 1980, pp. 33 y ss. Una propuesta sugestiva en
Cloutierv Ouellet: Pour une régie de l’énergie. “Les cahiers de l’ENAP", N9 3/1981,
pp. 7 y ss.
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plantearse determinados objetivos como el ahorro, la sustitución, la
racionalización o la promoción de la utilización de nuevas fuentes de
energía. Aunque estas misiones habitualmente se encomiendan a los
organismos que asuman la consecución de estos propósitos, surgen a
veces entidades específicamente concebidas para tareas informativas, lo
que parece ser el caso entre otros del kov sueco.43

Precisamente una de las preocupaciones dominantes del programa
energético del partido que triunfó en las pasadas elecciones francesas
era la creación de estructuras permanentes de información, diversifica­
das, pluralistas y descentralizadas, lo que implicaría la adopción de "un
observatorio de la energía en el Ministerio de la Energía” y de agencias
regionales y comisiones locales para cada emplazamiento nuclear en
proyecto.44

En este país un dictamen solicitado para la aplicación de estos pro­
pósitos cuyas conclusiones parecen haber sido aceptadas por el gobierno,
propone la instauración de una Agencia Nacional de información que
tendría como misión, suministrar información general a los ciudadanos
sobre la energía, poniendo en práctica la política del gobierno, particu­
larmente coordinando las campañas de publicidad de los productores
y asegurando su coherencia con los objetivos nacionales, suscitar acti­
vidades de formación y participar en las encuestas públicas y estudios
de impacto.45

Como se verá, hay aquí dos aspectos diferenciados, el asesoramien-
to al público sobre las conductas que deseablemente deberían adoptar
concordemente con la política energética patrocinada por el gobierno,
y la clarificación en relación con las comunidades directamente afec­
tadas, de las características y consecuencias previsibles de nuevos em-
plazamiento§, importantes, lo que particularmente afecta a la radica­
ción de instalaciones alimentadas con energía nuclear.

B) Asesoramiento a instancias políticas y administrativas
Distintas de las actividades anteriormente aludidas dirigidas a los

ciudadanos, son los informes, dictámenes y asesorías emanadas de cor­
poraciones, organismos especiales permanentes, o grupos de expertos
ad hoc de excepcional convocatoria, que apoyan el proceso decisional

43. Consejo para orientación de los consumidores, Vid. Moberg, Lindgren: National
Report., p. 9.

44. El programa energético fue aprobado por la Asamblea Nacional, en 7 de octubre
de 1981, Vid. Faberon: "Les projects de réforme de l'administration de renergie”,
en La Revue Administrativo, enero-febrero, 1982, p. 13.

45. "Rapport Bourjol”, citado por Faberon, Les proyects, p. 14.
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que se desenvuelve en la cúspide parlamentaria o en los superiores
escalones administrativos.4®

La complejidad de las cuestiones energéticas y la disparidad de
criterios que a veces se presentan en torno a temas como el del uso
civil de la energía nuclear, hace que los parlamentarios no sepan real­
mente discernir cuál es la opción adecuada entre las alternativas plan­
teadas, lo que puede ser también válido para los titulares de puertos
de provisión política en el gobierno y en la Administración.

De aquí que Congresos y Cámaras de Representantes propendan
a la creación de Comités, Servicios o Secretarías técnicas especiales so­
bre estas cuestiones, y que se soliciten para casos concretos al parecer
de46 47 expertos y científicos cualificados como los denominados "Comités
de sabios” de episódica convocatoria en varios países. Pero no cabe
esperar que por estos cauces se diluciden con facilidad y precisión las
grandes interrogantes, porque el estado de las ciencias, sobre todo las
de carácter prospectivo, no permite conclusiones rotundas y fiables;
frecuentemente los consultados o no logran producir unánimemente
sus juicios o se limitan, lo que es muy propio del discurrir científico
a sustituir unas incógnitas por otras o a cambiar el orden de las va­
riables. Frecuentemente la solución no puede venir de aquí, porque
lo que se pretende desde arriba es escamotear o enmascarar una de­
cisión política ineludible, trasladando a consultores nombrados, o ele­
gidos por tener la confianza del partido dominante, la aparente fun­
ción de zanjar técnicamente la cuestión planteada.

Más importancia real pueden tener los organismos asesores de ca­
rácter permanente incorporados a los Ministerios competentes, inte­
grados por técnicos y directivos de la propia Administración. Estas
instancias aparecen sin excepción insertas en los organigramas de las
distintas administraciones energéticas, reiterándose en Ministerios y Agen­
cias y asumiendo a veces acumulativamente funciones consultoras y
coordinadoras.

A esta doble modalidad funcional responde en España la Comisión
Nacional de la Energía, adscrita a la Comisaría de la Energía y Recur­
sos Naturales48 del Ministerio de Industria y Energía.

46. La Misión parlamentaria que estudió el desarrollo institucional de los aspectos
informativos del programa energético francés, había propuesto un organismo que
asumiera las dos funciones: información al público y al Parlamento, lo que ex*
plicablemente no encontró eco en el gobierno, Vid. Faiberon: op. til., p. 14.

47. Como sucedió con el Parlamento vasco para el caso de la Central Nuclear de
Lemóniz, que dio lugar a la creación de un grupo de trabajo, en cuya designación se
procedió precisamente por las vías políticas que a continuación se alude en el texto.

48. Creada por Decreto de 25 de febrero de 1977, artículo 6’, y adscrita a dicha
Comisaria por Decreto de 29 de junio de 1979, artículo 11-3.
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A la Comisión corresponde, como órgano consultivo del Departa­
mento, las misiones fundamentales de estudio e informe de las pro­
puestas de revisión de los Planes Energéticos Nacionales, formulación
de Planes de Combustibles, definición de la política energética general
y de los programas de investigación del carbón, hidrocarburos y uranio,
y utilización de nuevas fuentes energéticas.

La Comisión está presidida por el Ministro de Industria, actuando
como Vicepresidente el Comisario de la Energía y Recursos Minerales.
Forman parte como vocales presentantes de los Ministerios de Asuntos
Exteriores, Hacienda, Obras Públicas, Industria, Comercio y Alto Estado
Mayor. La Secretaría de la Comisión está adscrita a la Comisaría de la
Energía y Recursos Minerales.

En el seno del míe tiene también competencias consultivas la Co­
misión Nacional de Combustibles igualmente adscrita a la Comisaría,
y a quien incumbe entre otras tareas asesorar la elaboración de los
planes anuales de combustibles.

C) Investigación y desarrollo
Además de las investigaciones patrocinadas por los organismos in­

ternacionales a que hemos hecho mención y las llevadas a efecto por
organizaciones específicas como el cern, en el campo de la física de
altas energías o eurodif en el de las aplicaciones nucleares, todas las
naciones incluyen en sus prioridades científicas y tecnológicas la pro­
blemática energética, llevando a cabo acciones coordinadas que suelen
dar lugar a comités o instituciones equivalentes de selección de pro­
yectos y seguimiento de su realización.

En Bélgica un Comité de coordinación presidido por el Presidente
de la Comisión Interministerial de Política Gentífica, incluyen repre­
sentantes de todos los Ministerios con competencias relacionadas con
la energía, velando por el cumplimiento del Programa Nacional de
I+D Energética.40 En Francia existe desde 1974 un Comité Consultivo
para la Investigación y el Desarrollo Energético, el ccrde dependiente
a la vez del Ministerio de Industria y de la Delegación de la Inves­
tigación del Ministerio de la Presidencia, que incluye personalidades
relevantes en el campo energético del sector público y del privado.
Este Comité se ocupa fundamentalmente de definir las grandes líneas
de una política de investigación nacional en este campo.50
•49. Vid. Aendekerk, Boutenbourg: Rapport, cit., p. 13.
50. Algunas de sus orientaciones y balances de resultados aparecen publicados bajo

la rúbrica: Dossier d l’énergie, N*  6 y N’ 18, en "La Documentaron Franfaise ',
París, 1975 y 1978, respectivamente. Vid. Massene, Maurice: L'adaptation, op. cit.,
p. 15.
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En España no existe una acción coordinada general de esta índole,
pese a que recientemente se han abierto cauces institucionales para este
tipo de actuaciones. Sectorialmente puede citarse el Programa solar del
INI que agrupa las iniciativas llevadas a efecto para estos objetivos
en el seno de este holding de empresas públicas, y el plan de investi­
gaciones agroenergéticas coordinado en el ámbito de la Comisión Ase­
sora del Gobierno de Política Científica. Están también las investigacio­
nes y desarrollos patrocinados por el Centro de Estudios de la Energía
que tiene carácter básicamente aplicado.

D) Conservación
También puede observarse con una cierta generalización en el cua­

dro de la Administración de la energía, la presencia de comités, or­
ganismos autónomos, o instituciones equivalentes encargadas de la pro­
moción de la adopción y cumplimiento de medidas de conservación.

En algunos casos la conservación de la energía se asigna a orga­
nismos independientes, bien con tareas generales en este campo, bien
con los cometidos específicos de preparar las normas relacionadas con
la conservación y uso racional de la energía, lo que sucede, por ejemplo,
en Bélgica donde funciona un Comité interministerial a estos efectos
y en Francia con el Comité Nacional Interprofesional para las Econo­
mías de la Energía. Un caso especial es el de la Agencia para las Eco­
nomías de la Energía en Francia con amplias competencias y sustancial
independencia de gestión, pese a su vinculación de tutela con el Minis­
terio de Industria.

Las soluciones más difundidas, que coexisten incluso con los co­
mités interdepartamentales de asesoramiento normativo, hacen radicar
estas competencias en los distintos Ministerios con responsabilidades
de trascendencia energética, fundamentalmente las relacionadas con la
industria, vivienda, agricultura y transporte.

Frente a la praxis institucional dominante en Inglaterra se ha de­
fendido también allí la asignación de los cometidos de conservación
de la energía a un organismo independiente81 en base a la importancia
reconocida por el gobierno a estas posibilidades, al carácter más bien
de “ingeniería-social” que de ingeniería tecnológica de las acciones a
emprender y de las positivas ventajas derivables de una gestión sus­
tantiva dirigida por alguna personalidad dinámica.82
51. En este país estas competencias se ejercen por los Ministerios sectorialmente com­

petentes, aunque existe un organismo general de carácter consultivo, el Adivisory
Council on Energy Conservation. .

52 Vid Williams: Britain’s Energy Instautions, en Facing tbe Energy Enture: Does
Britain Nedd New Energy Institutions?, p. 17, RIPA, Londres, 1981.
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Las funciones encomendadas a estas organizaciones nacionales van
desde el asesoramiento para la política energética y la producción nor­
mativa, a la información y creación de opinión, promoción de investi­
gación y demostraciones, asesoramientos individualizados, facilitación
de ayudas económicas, etc., como es el caso más significativo de la
Agencia francesa para las Economías de la Energía.53

E) Energías no convencionales
Por lo general este tipo de preocupaciones es asumido por los or­

ganismos de nueva creación de la Administración de la energía, rela­
cionados con las economías o el uso racional de la energía incorporán­
dose también a veces a las tareas de las empresas productoras o dis­
tribuidoras de electricidad.

Pero existen también instancias en administraciones específicas co­
mo es el caso en Francia de la Comisaría de la Energía Solar, comes,
organismo autónomo de carácter comercial e industrial, cuyo Presidente
es elegido fuera del ámbito de la Administración lo que se extiende
a buena parte de los miembros de su Consejo de Administración.54 55 El
comes se ocupa del conjunto de acciones públicas de investigación y
estudio relacionadas con la energía solar, así como del apoyo, orientación
y estímulo de la industria en este campo.

F) Financiación
Hasta la crisis energética los poderes públicos no se preocupaban

especialmente de la financiación del sector energético cuyo crecimiento
continuo alimentaba económicamente el sistema. Estas, ya de por sí
intrínsecamente peligrosas modalidades financieras, quebraron aparato­
samente en la pasada década, si bien las necesidades monetarias se re­
dujeron sensiblemente ante el estancamiento de la producción interior.

El Estado ha debido, sobre todo, de responsabilizarse del apoyo eco­
nómico al sector energético para intentar reducir las pérdidas interiores
de divisas canalizadas hacia el pago de las crecientes facturas petroleras.
La financiación pública debe entonces apoyar tanto la producción y op­
timización nacional de energía convencionales, nuclear, carbón, petróleo,35
53. Vid. Faberon: Les economies de l’energie en France, Poli fique et moyens juridiques.

“Notes et Etudes Documentaires, La Documentation Fran^aise**,  4.541-4.542, 19 9.
54. Vid. Messenet, Maurice: L'adaptaiion, cit., p. 12. También Prieur: Le droit public

solaire en France, en Droit el énergte solaire, número especial de la Revue Juridique
de l'environment, 4/1999, pp. 265 y ss.

55. Lo que coadyuvó también a la constitución del Instituto Nacional de la Energía
cuya creación se remonta a 1946, cumple allí estas funciones en relación con las
empresas públicas de carbón y energía nuclear.
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como los ahorros de energía, su uso racional y la sustitución del pe­
tróleo.60

Las energías no convencionales sólo en algunas de sus aplicaciones
resultan atractivas desde el punto de vista financiero, por lo que deben
ser respaldadas públicamente tanto en lo relativo a su desarrollo tecno­
lógico como en relación con sus aplicaciones concretas; para este último
fin, sin embargo, son raras las instituciones especializadas e incluso, el
Banco solar americano que había sido ya aprobado parece que no va
a entrar en funcionamiento.57

G) Organizaciones polifuncionales

Algunas o todas las funciones hasta ahora examinadas separada­
mente pueden venir encomendadas inicialmente a una misma organi­
zación o ampliarse sucesivamente su cometido gestor, en línea con las
preocupaciones de corrección de la dispersión competencial que se ha­
cen sentir en relación con la administración energética. En esta dirección
se mueve precisamente la reciente reforma anunciada por el Gobierno
francés58 que refunde en una Agencia de la Energía la Agencia para
las Economías de la Energía y la Comisaría de la Energía Solar. Este
establecimiento público según el Gobierno, estaría "encargado de dar
un impulso nuevo a las acciones en favor de la economía de la energía,
de las energías renovables y más genéricamente del control de los con­
sumos de la energía”.50

El Centro de Estudios de la Energía español es quizás uno de los
nuevos organismos de administración energética de más amplios come­
tidos.00 Según su vigente Reglamento01 le corresponde:

—Realizar los estudios y aplicaciones necesarios para lograr la utili­
zación más racional de la energía.

—Proponer, realizar y coordinar, en colaboración, en su caso, con los
Organismos competentes, las investigaciones tendentes al desarro­

pó. Caso del OEF sueco, Fondo para la substitución del petróleo.
57. Las "Sofergies" francesas, son sociedades promovidas para la facilitación de crédito

hipotecario en modalidades ciertamente atractivas, se ocupan de una amplia gama
de inversiones que tienen en común la substitución de petróleo.

58. De 17 de febrero de 1982 de la que se informa en el trabajo de Faberon: Les
projeds de reforme, til., p. 16, en nota.

59. Este tipo de reforma en alguna manera se postula en el artículo cit., de Cloutier,
Ouellet: Pour una régie de l'énergie.

60. Fue creado por Decreto 9 de diciembre de 1974.
61.-  Aprobado por Decreto de 8 de febrero de 1980.
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lio de nuevas fuentes de energía y al mejor aprovechamiento de
las existentes.

—Realizar estudios sobre regulación y desarrollo energético.
—Mantener relaciones con los organismos internacionales vinculadas

a la energía, y particularmente con la Agencia Internacional de la
Energía, sin perjuicio de las competencias del Ministerio de Asun­
tos Exteriores.

—En general, llevar a cabo cuantas realizaciones, informes y estudios
específicos les sean encomendados dentro del campo energético.

El Centro tiene la naturaleza jurídica de organismo autónomo de
carácter administrativo adscrito al Ministerio de Industria y Energía y
está regido por un Consejo de Dirección presidido por el Comisario
de la Energía y Recursos Naturales.02

El Consejo de Dirección está presidido por el Comisario de la
Energía y Recursos Minerales, siendo sus Vicepresidentes, por este or­
den, el Director General de la Energía y el Director General de Tecno­
logía y Seguridad Industrial, actuando como Vocales el Director General
de Minas e Industrias de la Construcción, el Director del Centro y has­
ta seis personas más designadas libremente por el Presidente, entre
personas especialmente cualificadas en los campos y materias objeto de
la actividad del Centro.

El Secretario general del Centro es el Secretario del Consejo de
Dirección, asistiendo a sus reuniones con voz, pero sin voto.

El Centro de Estudios de la Energía se articula como sigue:
—Secretaría General.
—Departamento de Reducción de Consumo.
—Departamento de Investigación de Fuentes Alternativas de Energía.

Con nivel orgánico de servicio, los de Regulación y Desarrollo
Energético y el de Coordinación de Relaciones Energéticas Internacio­
nales.

El Centro ha realizado una obra ciertamente estimable pese a la
limitación de los medios de que dispone, como luce en las Memorias
que ha venido publicando. Al igual que otros organismos similares de
diversas naciones afronta dificultades en materia de personal, tanto en
cuanto al número notoriamente reducido de las personas que en él

62. Según el artículo 4 de su Reglamento orgánico.
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trabajan, como al status. Sus disponibilidades económicas tampoco son
adecuadas. En cuanto al régimen jurídico pese a la personalidad jurí­
dica de que dispone, no parece que su naturaleza pública sea la más
idónea para enfrentar responsabilidades del tipo de la creación y mon­
taje de centrales solares. Su transformación parcial al menos en una
empresa pública parecería una solución a contemplar.

5. Acción pública sectorial: el caso español

Encuadramos en este epígrafe las organizaciones de dependencia
estatal normalmente de carácter empresarial y regidas por el derecho
privado, que participan directamente en la producción o en el control
de los suministros energéticos sectoriales. Las posibilidades de inter­
vención pública directa por estos cauces dependerá lógicamente del
grado de presencia estatal en el aparato energético productivo, alcan­
zando cotas máximas en aquellos países que tienen íntegramente na­
cionalizadas estas actividades.

Pero, aunque al aumentar las responsabilidades públicas en relación
con la energía se ha incrementado también el interés en el desarrollo
de la producción en las empresas de propiedad o control estatal, ello
no ha redundado en modificaciones sensibles del proceso de toma de
decisiones, operándose la instrumentación de estas empresas para la po­
lítica energética del gobierno, a través de las representaciones normales
que corresponden a la Administración en el seno de los respectivos
consejos directivos.453 Si en cambio pueden detectarse reformas orgáni­
cas tendentes a acentuar la coordinación interempresarial y la de las
propias instancias de control, dando lugar a la ubicación de las empresas
bajo la dependencia de un mismo Ministerio o la creación de holdings
intermedios que realizan una primera armonización de intereses.

La crisis no parece haber impulsado el avance nacionalizador allí
donde hay aún un importante sector energético privado, ni dado lugar
mayormente a nuevas empresas públicas, salvo muy modestamente en
el campo de las nuevas energías. Sólo en el sector nuclear se aprecian
algunas reestructuraciones como las dirigidas a separar las funciones
productivas de las de control, o a substantivizar la gestión de residuos
radiactivos, pero ello responde a preocupaciones de otra índole.

Nos referiremos a continuación exclusivamente al caso español,
esquemáticamente, ya que no procedería desde la perspectiva del pre­
sente análisis entrar en consideraciones económicas o de otra índole.

63. Vid. Moberg: The Intragovernmental Decision-Making Prices. General Report al
Coloquio de Bruselas.
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Tampoco supondría un mayor aporte ilustrativo adicionar descripciones
correspondientes a las organizaciones análogas de otros países.

A) Carbón

El Estado interviene en las distintas fases de la producción y apro­
vechamiento del carbón a través de las siguientes empresas y organis­
mos autónomos:

Exploración e investigación: El Instituto Geológico y Minero, igme,
organismo autónomo, y la Empresa Nacional adaro de Investigaciones
Mineras, enadimsa, desarrollan el Plan de Investigación del carbón,
correspondiendo preferentemente al igme la investigación previa de los
yacimientos y a adaro, la prospección y valoración de reservas, enad­
imsa e igme, también realizan investigación tecnológica sobre aprove­
chamiento del carbón en lo que destacadamente interviene el Instituto
Nacional del Carbón incar.

Producción: La entrada del Estado en esta fase fue motivada por
la situación de crisis de empresas que venían efectuando extracciones de
mineral en Asturias y Andalucía, dando lugar a la creación de hunosa
y de Carbonífera del Sur, en la provincia de Córdoba, esta última con
una economía hoy saneada gracias a sus explotaciones a cielo abierto.
Deben también mencionarse la extracción y laboreo que realizan direc­
tamente empresas públicas eléctricas que utilizan lignitos para su cen­
trales térmicas, lo que afecta sobre todo a la Empresa Nacional de
Electricidad.

Transformación: En realidad no se trata de operaciones que inclu­
yan procesos físicos o químicos para la obtención de subproductos, sino
de las mezclas puramente mecánicas que se realizan en el Parque de
carbones de Aboño, Gijón, donde se adicionan hullas importadas a las
de producción nacional para obtener materias primas cognizables por
las siderurgias españolas. Estas actividades promovidas a raíz de las
investigaciones llevadas a efecto por el incar dieron lugar a la empresa
pública denominada Parque de Carbones de Aboño, cuyo capital deten­
ta mayoritariamente otra empresa pública de carácter siderúrgico, EN-
SIDESA.

Importación: carboex, sociedad también perteneciente al ini y en
la que participan otras empresas del grupo, tiene como misión realizar
las importaciones que precisan las siderurgias y centrales térmicas espa­
ñolas. No tiene el monopolio de este comercio que comparte con orga­
nizaciones del sector privado.
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B) Electricidad
El Comité de Ordenación del Subsector Eléctrico, tiene a su cargo,

con carácter asesor y consultivo, la valoración de los distintos aspectos
que afectan al ciclo de la electricidad, en el que la presencia pública
se materializa como sigue: ,

Producción: Una gama bastante amplia de empresas públicas y
eléctricas participan en la producción con una proporción más reducida
que la de otros países, en torno al 18 por ciento de la potencia insta­
lada, siendo las más importantes endesa y enher promocionadas por
el Estado en épocas de gran penuria. Otras empresas tienen su origen
en la realización de suministros deficitarios sin interés para el sector
privado, lo que es el caso de los archipiélagos balear y canario donde
operan respectivamente, gesa y unelco. Parecidas circunstancias están
en los orígenes de la Empresa Nacional Eléctrica de Córdoba.

Transporte: En el transporte de electricidad el Estado no tiene más
participación de la que le corresponde a cualquier productor. La ge­
rencia del sistema eléctrico coordinando, oferta y demanda, según las
características de la producción y las distintas localizaciones geográficas
del consumo, se venía realizando por el Repartidor Central de Cargas
RECAj dependiente de la asociación de empresas eléctricas unesa. Pos­
teriormente se ha progresado en cuanto al control público de la opti­
mización de la utilización del sistema eléctrico, al incorporarse un De­
legado del Gobierno con derecho a veto a aselectric,04 cuya creación
patrocinaba el pen 1978-1987, y de la que depende el Centro de Con­
trol Eléctrico cecoel, que ha sustituido al Distribuidor Central de
Cargas.

Suministro: En la distribución de electricidad a los usuarios tiene
el Estado una participación aún menor que en la producción, ya que
la Empresa Nacional de Electricidad no realiza este servicio.

C) Energía nuclear

Si bien la utilización de esta energía primaria se destina funda­
mentalmente a la producción de electricidad, sus especiales caracterís­
ticas singularizan su estructura organizativa en relación con el ciclo del
combustible nuclear.

64. Asociación de Empresas para la Explotación del Sistema Eléctrico.



LA ADMINISTRACION DE LA ENERGIA 505

Investigación: Incumbe a la Junta de Energía Nuclear,05 organismo
que monopolizaba todas las intervenciones en el ciclo nuclear salvo
las aplicaciones productivas. En la investigación básica sobre todo, par­
ticipan además diversos organismos con estas funciones: Universidades,
Consejo Superior de Investigaciones Científicas, que han reactualizado
sus relaciones con el centro europeo CERN, para física de altas energías.

Exploración y explotación de yacimientos corresponden teóricamente
a partir de 1979 a la Empresa Nacional de Uranio, enusa,00 si bien
no hay constancia de que efectivamente se hayan transferido por el jen
los activos necesarios para el ejercicio de estas competencias.

Obtención de combustibles nucleares
Incumbe también a enusa si bien como veremos en la actualidad

sólo se materializa en la producción de concentrados de uranio nacional.
Esta empresa está encargada de la distribución y comercialización de
los productos en sus diversas fases y de la creación de stocks básicos
y de seguridad.

Tratamiento de los combustibles irradiados y almacenamiento
definitivo de los residuos
No se ha creado en España a diferencia de lo que sucede en otros

países, una empresa pública especialmente responsable de estas tareas.
Parece que se ha preferido segregar las responsabilidades derivadas de
las anteriores fases del ciclo adjudicándoselas a enusa, para que la
Junta de Energía Nuclear se concentre en las últimas fases. La Junta
va a destinar a investigaciones de este tipo el nuevo Centro de Investi­
gación Nuclear de Soria, las plantas piloto de tratamiento del Centro
Nacional de Energía Nuclear Juan Vigón y para el almacenamiento
final las investigaciones que se desarrollan en Sierra Albarrana, Córdoba.

Seguridad nuclear y protección radiológica
También segregadas del jen, siguiendo pautas de universal com­

portamiento, estos cometidos corresponden ahora al Consejo de Segu­
ridad Nuclear08 organismo autónomo con estatuto propio al que no

65. Decreto de 7 de diciembre de 1979, art. 3’, 3.
66. Artículo 2 del Decreto de 7 de diciembre de 1979.
67. La Orden de 28 de marzo de 1980 solamente contemplaba con carácter prioritario

la transmisión de actividades extractivas a través de la Comisión que instaura.
68. Ley de 22 de abril de 1980.
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es de aplicación la legislación general de estas entidades. Incumben al
Consejo de Seguridad Nuclear funciones de propuesta reglamentaria,
informes preceptivos y vinculantes cuando tengan carácter derogatorio
para autorizaciones previa construcción, puesta en marcha, explotación y
clausura de instalaciones nucleares, inspecciones, controles, vigilancia,
asesoramiento e información.00

D) Hidrocarburos
Este es el subsector energético en el que la presencia pública ha

tenido mayor peso desde épocas relativamente tempranas. Las reformas
recientemente introducidas apuntan sobre todo a su mayor homogenei-
zación interna y a su consolidación con otros subsectores, objetivos estos
afrontados por la ley de creación del Instituto Nacional de Hidrocar­
buros.70

El Instituto Nacional de Hidrocarburos, inh, no es una entidad
gestora sino más bien un holding de empresas públicas con funciones
prevalentes de coordinación y financiación.71 El inh, que estaba tam­
bién previsto en el pen y cuya institucionalización había sido solicitada
por el partido socialista, supone un formidable progreso en cuanto a
racionalización orgánica de la administración energética española. En
primer lugar, porque al adscribirse este Instituto al Ministerio de Indus­
tria y Energía se opera una concentración de competencias energéticas
estimable y, en segundo lugar, por la armonización que se le encomienda
del sector público empresarial de hidrocarburos.

En este último sentido se le atribuyen la titularidad de los bienes
y participaciones que correspondan al Estado y demás organismos esta­
tales en el área de hidrocarburos,72 concretamente de las siguientes
empresas:

—Refinadora de Petróleos, S. A. petroliber.
—Hispánica de Petróleos, hispanoil.
—Compañía Arrendataria del Monopolio de Petróleos, campsa.
—Empresa Nacional de Petróleos, empetrol.
—Hispánica de Petróleos, hispanoil.

69. Vid. para mayor detalle Artículo 2’ de la Ley de 27 de abril de 1980, que lo crea.
70. Creado inicialmente por Real Decreto Ley de 24 de abril de 1981, posteriormente

presentado al Congreso para su consideración, quien aprobó definitivamente el
Instituto introduciendo modificación al texto original, por ley de 28 de diciembre
de 1981.

71. Como pone de relieve acertadamente Martínez Lafuente: Aspectos juridicos-finan-
cieros de la ley reguladora del Instituto Nacional de Hidrocarburos, en "Presupues­
to y Gasto Público”, N’ 11/1981, p. 111.

72. Artícelo 8’ de la ley.
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—Empresa Nacional de Investigación y Explotación de Petróleos,
ENIEPSA.

—Empresa Nacional del Gas, enagas
—BUTANO.

El inh, se configura no como organismo autónomo sino como So­
ciedad Estatal,73 en los términos previstos por la Ley General de Pre­
supuestos de 1977, con arreglo a la cual son Sociedades Estatales ade­
más de las de carácter mercantil de cuyo capital sea mayoritariamente
titular el Estado o sus Organismos Autónomos, las entidades de De­
recho Público con personalidad jurídica que por ley hayan de ajustar
sus actividades al ordenamiento jurídico-privado.74 Esta última categoría
sociataria por la imprecisión de régimen que supone y su carácter me­
ramente declarativo, ha sido justamente criticada por la doctrina,75
propugnándose, con base al artículo 100 de la misma ley, la aplicación
a éstas, denominadas sociedades de la normativa propia de los orga­
nismos autónomos,7® lo que se amplía al caso concreto del inh ante la
problemática suscitada por la ausencia de un régimen jurídico general
aplicable a esta categoría de sociedades.77

A mi juicio el legislador, correctamente, quiso con carácter general
excluir del régimen común de los organismos autónomos a las entida­
des de derecho público que actúen ad extra, con sujeción al derecho
privado, ya que la rigidez de aquella normativa sobre todo en materia
de controles es incompatible con el dinamismo y las características pro­
pias de la gestión empresarial. La propia Ley de Organismos Autóno­
mos, prevé esta excepcionalidad de la que han hecho uso numerosas
disposiciones legales.78 Pero sin duda la Ley General Presupuestaria, se
equivocó de rúbrica, confundiendo los términos empresa pública y so­

73. Artículo l9 de la ley de su creación.
74. Artículo 69, b).
75. En términos particularmente severos por Bassols: "Servicio Público y empresas

públicas. Reflexiones sobre las llamadas sociedades estatales”, en Revista de Ad­
ministración Pública, N9 84/1977, pp. 55 y ss., y también Arico, en la Empresa
Pública, en Garrido Falla, ed. El modelo económico en la Constitución española,
Vol. II, Instituto de Estudios Políticos, Madrid, 1981, p. 130.

76. Vid, González Navarro: "Organismos Autónomos y Ley General de Presupuestos;
una aproximación al estudio de los grupos normativos”, Hacienda Pública Española,
N9 54/1978, pp. 141 y ss. Muñoz López: "La financiación de la empresa pública",
en Ordenación jurídica del crédito, Instituto de Estudios Fiscales, D. G. de lo Con­
tencioso del Estado, p. 518, y Sánchez Morón: "Introducción al régimen de la em­
presa pública en España”, en Revista de Administración Pública, Nv 93/1980.
p. 101.

77. Martínez Lafuente: op. cit., p. 109.
78. Por poner el caso más significativo me refiero a la Renfe.
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ciedad estatal, con olvido de que aquélla puede desde luego venir so­
portada por una organización de derecho público70 sin necesidad de re­
currir a la fórmula societaria. Otra cosa será que el legislador no haya
culminado su innovación completando el ordenamiento de estas em­
presas, por lo que puede ser necesario recurrir subsidiariamente a la
legislación mencionada, aunque no in totum, lo que sería incompatible
con la gestión encomendada, pero sí en aspectos como la defensa de
los bienes del Estado o las exenciones que procedan de su régimen
fiscal.79 80

Pasando a continuación del nivel de coordinación y control, al in­
mediatamente operativo reseñaremos la participación de empresas pú­
blicas en las distintas fases del ciclo de hidrocarburos.

Prospección, investigación. Dentro del área de soberanía las ac­
tividades de exploración de hidrocarburos se desempeñan por eniepsa
y camsa81 actuando frecuentemente asociados con empresas privadas y
compañías extranjeras.82

Adquisición de crudos. Con relación a la cuota estatal de crudos
hispanoil ha venido realizando las compras en el exterior. En la ac­
tualidad la diversificación de las adquisiciones y la intervención del
Estado tienen fundamentalmente por misión el fomento de las expor­
taciones y la seguridad de los abastecimientos.

Transportes. Uno de los objetivos que animaron la creación de
campsa fue precisamente la constitución de una flota petrolera nacional
lo que no llegó a rematarse, camsa actúa preferentemente en el trans­
porte de cabotaje y de productos refinados. En el tráfico de aprovisio­
namiento de crudo participa en situación de igualdad con las navieras
privadas, la Empresa Nacional Elcano.

Refino. En las actividades de refino colaboran las empresas pú­
blicas petroliber y empetrol, esta última resultante de la agrupación
en 1974 de otras empresas más pequeñas que venían actuando en esta
área.

Distribución. Estas actividades hoy todavía monopolizadas por el
Estado incluyen tanto la distribución de los productos petrolíferos des­

79. A lo que me refiero más detalladamente en mi Monografía Ordenación del Sector
Público en España, Civitas, Madrid, 1974.

80. Como señala para el JNH Martínez Lafuente: Aspectos jaridico-fin anderos, cií„
pp. 116 y ss.

81. Correspondiendo a la primera el 41 por ciento, y a la segunda el 15 por ciento
del esfuerzo inversor en 1980: Plan energílico Nacional 1981-1990, p. 187.

82. En el exterior estas actuaciones se llevan a efecto por la empresa pública Hispanoil.
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de las refinerías a las terminales dé almacenamiento, por medio de
oleoductos y buques tanques, como su comercialización y venta a los
usuarios.85 Él gobierno está también autorizado para liberalizar los pro­
ductos petrolíferos no energéticos. Corresponde a campsa, la gestión
del monopolio aunque este tema está pendiente de tratamiento defi­
nitivo especialmente en lo que respecta a la adscripción de los bienes
del Estado que campsa administra de cara a la desaparición integral del
monopolio como consecuencia de la entrada del país en el Mercado
Común. El Partido Socialista ha incluido en su programa electoral la
creación a estos efectos de una empresa pública que asumiría el patri­
monio hoy gestionado por campsa.

La reducción de la actividad de campsa a la distribución y venta
de los productos petrolíferos, ha dado lugar a la creación en mayo de
1981, de una nueva empresa pública, Corporación Española de Hidro­
carburos, que agrupa los antiguos activos de campsa en otras empresas.

E) Gas
En realidad el subsector gasístico debería englobarse en el aparta­

do anterior el ser hidrocarburos o derivados todos los productos utili­
zados y proceder fundamentalmente los gases licuados del petróleo de
las operaciones de refino. Pero las características físicas de estos com­
bustibles y las modalidades de su suministro y venta aconsejan su tra­
tamiento técnico, económico e institucional independiente.

Adquisición, transporte y distribución primaria
Los gases licuados del petróleo, glp, son adquiridos en el interior

y exterior por Butano, y el gas natural por enagas, a quien incumbe
todas las operaciones del ciclo, incluido su traslado y distribución por
gasoductos.

Producción interior
El denominado gas ciudad se genera en algunas ciudades a partir

de naftas petrolíferas por empresas públicas municipales.

Comercialización - distribución secundaria
Los glp se comercializan por Butano a través de concesionarios.

enagas realiza también algunos aprovisionamientos industriales aunque 83 * 

83. Las restantes actividades antes monopolizadas, han perdido tal carácter pasando al
régimen de autorización previa, Disposición Adicional Primera de la Ley del INH.
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está previsto que los nuevos suministros domésticos e industriales a
partir de los gasoductos construidos y en construcción se efectúen por
empresas mixtas o empresas públicas municipales allí donde ya existan.
Este tipo de empresas asume también en algunos Municipios la dis­
tribución de gas ciudad.

F) Energías no convencionales
En el seno del ini colaboran diversas empresas en desarrollos y

aplicaciones relacionadas con la utilización directa de la energía solar,
lo que ha dado lugar a un programa coordinado común. Directamente
relacionado con este tema está la empresa pública inisolar, creada es­
pecíficamente al efecto y que recientemente ha cedido participaciones
importantes al sector privado, lo que al menos es de esperar redunde
en su mayor dinamismo.

Con efectos de demostración el Centro de Estudios de la Energía
ha instalado dos centrales solares en Almería, una de ellas en colabora­
ción con la aie, pero sin un soporte orgánico especial.

El Instituto de Técnicos Aerospaciales, inta, organismo autónomo
vinculado al Ministerio de Defensa participa también en el trabajo.

La obtención de recursos energéticos de la biamasa se aborda por
el Instituto de Investigaciones Agrarias del Ministerio de Agricultura
y sus unidades operacionales, los crida y por la Empresa Nacional
Adaro, dependiente del ini

G) La administración energética y los entes públicos
intraestatales

Como las cuestiones relacionadas con la energía afectan a la pos­
tre todos los sujetos y éstos están organizados públicamente no sólo a es­
cala estatal sino en otros niveles de ámbito más reducido, incluyendo las
más inmediatas relaciones de vecindad que constituyen las municipa­
lidades.

Parece lógico que en todos estos escalones, se adopten también me­
didas públicas y se instauren administraciones relacionadas con la
energía.

Pero la problemática energética tiene hoy dimensiones e implica­
ciones que desbordan incluso la capacidad de decisión de los Estados
soberanos, lo que hace aún más improbable la participación efectiva de
otras entidades públicas intraestatales en la definición, planificación
y ejecución de las estrategias energéticas de un país. Todo ello ha de­
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terminado una progresiva concentración de funciones en el nivel es­
tatal desde donde se incide sobre todo en los mecanismos básicos de
la formación de precios interiores y adquisiciones de recursos en el
exterior, se produce así un cierto grado de centralización en el proceso
de toma de decisiones,84 lo que también afecta al sector privado cuyas
instalaciones energéticas se rigen por acuerdos tomados en los puntos
alejados donde radican sus sedes sociales, mediatizadas a su vez, por
acuerdos interempresariales que poco tienen en común con las preocu­
paciones locales.

De todas formas se aprecia que a lo largo de la pasada década,
se han incrementado relativamente las actuaciones de signo energético
llevadas a cabo por los entes públicos aquí tratados que propician la
creación de organizaciones de ámbito territorial más reducido. Espe­
cialmente estas competencias se han dirigido a la conservación y ahorro
de la energía y a la potenciación de nuevas fuentes, lo que es expli­
cable por la novedad de este campo de preocupaciones colectivas, por
la inexistencia aquí de previas funciones estatales, por el menor inte­
rés de la Administración Central que hace descartar recelos sobre fun­
ciones competitivas, y finalmente por las propias esencias de estas res­
puestas energéticas, cuyo carácter intrínsecamente descentralizado se aco­
moda perfectamente con las características de ámbitos de administración
de mayor proximidad a los ciudadanos.

Pero aún aquí existe una cierta tendencia a la recentralización que
se desprende de normativas generales que ordenan las características
de utillaje y equipos, necesarias por otra parte para vencer la resisten­
cia hacia la implantación de nuevas formas no convencionales de pro­
ducción de energía, lo que se detecta, por ejemplo, en la legislación
norteamericana y española sobre adquisición obligatoria por parte de
las empresas eléctricas de la energía autogenerada o producida por
nuevas fuentes85 que ha incrementado en usa, los poderes de la Comi­
sión de regulación federal en perjuicio de las competencias de las Co­
misiones de los Estados. Incluso se ha dicho que el propio movimiento
que propugna la autosuficiencia y la descentralización energética, ne­
cesita en alguna medida recurrir a poderes centrales.86

84. Lo que se deduce de las comunicaciones nacionales presentadas al Coloquio de
Bruselas, según Moberg: General Repori, p. 13.

85. La Public Utilities Regulatory Policies Act de 1978.
86. Vid. Worthington: Polilies of Energy Self Sujficienc) in American Statei and Re-

gions, en Daneke. Lagassa: Energy Policy, p. 57.
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6. Organizaciones regionales

A) Estados y regiones
El grado de desarrollo de las organizaciones públicas relacionadas

con la energía a estos niveles depende evidentemente del sistema polí­
tico adoptado, siendo mayor en los Estados federales y menor en los
unitarios con modulaciones que en éstos no están necesariamente en
función del signo centralizador o descentralizador que asumen.

Así, para Inglaterra aunque en su sistema constitucional desde an­
tiguo constituye una pieza básica el autogobierno de las Corporaciones
Locales, se afirma que dado su carácter de Estado centralmente gober­
nado, las autoridades locales "no han estado tradicionalmente involu­
cradas en la discusión de la política energética, aunque en este contexto
ciertos aspectos de las nuevas estrategias conservacionistas introducidas
en los últimos años constituyen una excepción”.87

Dentro del grupo de los Estados federales, uno de los que tienen
mayores competencias de carácter energético, es Quebec, en Canadá,38
cuya organización incluye desde 1970 un Ministerio de la Energía y Re­
cursos del que dependen la Dirección General de Energías Convencio­
nales y la de Economías de la Energía y Nuevas Energías.80 Al Gobier­
no de Quebec, se vinculan cuatro empresas públicas de carácter energé­
tico, la Hidro-Quebec, una de las más importantes productoras de hi-
droelectricidad del mundo que vende excedentes a USA y para cuyo
control la Administración de este Estado tuvo comprensibles dificul­
tades,00 la Sociedad de Iniciativas Petroleras que adquiere petróleo en
el exterior, la Sociedad para el Desarrollo de la Bahía de San Jaime,
también hidroeléctrica y la Administración de Explotaciones Forestales.
Algunas de estas empresas han generado otra Sociedad dedicada a
desarrollar nuevas fuentes de energía, especialmente a partir de la
biomasa, energía eólica, y bombas de calor.

También en Norteamérica los Estados de la Unión han asumido
importantes funciones energéticas, partiendo de las competencias que
ya retenían y que incluían el control de precios y actividades de las
empresas suministradoras de gas y electricidad. Las nuevas energías
y la conservación de la energía constituyen preocupaciones comunes a 87 88 89 90 
87. Williams: National Report al coloquio de Bruselas, p. 33.
88. Vid. sobre el tratamiento político territorial de la energía en este país, Stevenson:

Energy Issues Pacing Cañada: Three Perspectives, en Politique de l'energie el je-
deralisme, Institute d’administration publique du Cañada, Toronto, pp. 151 y ss.

89. Vid. Poulin y otros: La gestión de l'énergie au Quebec. Comunicación presen­
tada al Coloquio de Bruselas, p. 20.

90. Vid. Poulin: La gestión de l'énergie au Quebec, pp. 9 y ss.
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todos los Estados, originando programas encaminados a reforzar adi­
cionalmente los estímulos federales para su progreso, lo que sobre todo
se acentúa en el oeste del país y concretamente en California, donde
las ayudas alcanzan desde 1977 para los propietarios de viviendas al
55 por ciento en desgravaciones fiscales.01

En la República Federal Alemana cuya Constitución configura po­
líticamente su estructura de distribución territorial de poderes entre el
federalismo tradicional y los nuevos Estados regionales, las competen­
cias energéticas están repartidas entre el Bund y los Lánder. Al primero
corresponde la legislación y también la Administración de materias re­
lacionadas con la energía. A los Lánder incumben básicamente la im-
plementación de la legislación federal pero no parece que su protago­
nismo en este campo sea de todas formas muy acusado, lo que explica
la escasa aparición de nuevas instituciones. Aunque muchos Lánder han
establecidos programas energéticos adicionales, a los federales suelen re­
ferir a actividades de pequeña escala, en relación con la conservación de
la energía, o el análisis de sistemas energéticos y la adaptación de medi­
das federales cuya aplicación los incumbe.02

En Bélgica donde ha habido una cierta coincidencia entre crisis
de la energía y el surgimiento del hecho político regional,03 corres­
ponde a este último ámbito,04 entre otras competencias la distribución
de la electricidad en red de tensión inferior a 30.000 voltios, la distri­
bución pública del gas, la red de distribución de calor a distancia, las
nuevas fuentes de energía en cuanto tengan interés local y la recupera­
ción de energía en la industria. El poder nacional se reserva no obstante
por su carácter "indivisible técnica y económicamente", materias como la
utilización racional de la energía, el plan de equipamiento eléctrico, el
ciclo de combustibles nucleares, la producción, las tarifas, las reservas.

Mucho más modestas son aún las funciones atribuidas en el orde­
namiento italiano a las regiones05 donde sólo parecen tener imprecisas
posibilidades de participación en la toma de decisiones, concertación e
implementación, aunque existe un proyecto de ley que pretende apode­
rarlos específicamente en los campos de las nuevas fuentes y uso racio­
nal de la energía. En lo que sí tienen las regiones italianas comparati-

91. Worthington: The politics of Energy Self Sufjiciency in American States, loe cit.,
p. 47.

92. Vid. Haupt y otros: Report of the Situation in the Federal Republic of Germany,
p. 9.

93. Vid. Aendekerk, Boutenbourg y otros: Rapport Balge, p. 31.
94. De acuerdo con la ley de 8 de agosto de 1980, artículo 6’.
95. Según se desprende del National Report, de Folchi al Coloquio de Bruselas.
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vamente más importantes atribuciones, es en el proceso de decisión
de nuevas centrales eléctricas, lo que ha determinado en cierto esca-
moteamiento de pronunciamientos que afectan a los intereses de toda
la colectividad nacional.80

a. Competencias energéticas de las Comunidades
Autónomas

Los Estatutos de las Comunidades que han alcanzado hasta la fe­
cha una mayor cota de autonomía incluyen entre sus competencias ex­
clusivas las "instalaciones de producción, distribución y transporte de
energía cuando este transporte no salga de su territorio y su aprovecha­
miento no afecte a otra provincia o Comunidad Autónoma, sin per­
juicio de lo establecido en el artículo 149.1.25 de la Constitución”.1’7
Todos estos Estatutos reservan además a la Comunidad Autónoma res­
pectiva, en su territorio, el desarrollo legislativo de las bases del ré­
gimen minero y energético adoptados por el Estado. Otro pronuncia­
miento de trascendencia energética son los relativos a los aprovecha­
mientos hidráulicos cuya concesión corresponde en exclusiva a la Co­
munidad Autónoma cuando las aguas discurran íntegramente por su
territorio.

Las restantes Comunidades Autónomas también incluyen entre sus
competencias, materias relacionadas con la energía, aunque con desigual
tratamiento jurídico, así el Estatuto de Autonomía de Asturias correc­
tamente asume en exclusividad la relacionada con los aprovechamientos
hidráulicos con expresa mención de la hidroelectricidad en las condi­
ciones allí contempladas,08 así como la ejecución y desarrollo del ré­
gimen energético y minero, lo que hace depender el Estatuto de Au­
tonomía de Cantabria de la ampliación de competencias que en su día
se adopten, a través de los procedimientos previstos en la Constitución.00

Las competencias que los Estatutos reseñados asignan en materia
energética a las respectivas Comunidades Autónomas, tienen una apo­
yatura constitucional no dudosa. Ahora bien, su ejercicio deberá atem­
perarse al de las funciones desempeñadas por el Estado en el mismo
campo, de acuerdo con los siguientes apoderamientos igualmente esta­
blecidos en la Constitución. 96 97 98 99

96. Folchi: op. cit., p. 12.
97. Artículo 10.10. del Estatuto del País Vasco, 9.16. del de Cataluña. 13.14. del

de Andalucía y 27.13. del de Galicia.
98. Artículo ll.l.g).
99. Artículo 25.1.b) y m).
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—Fijación de las bases del régimen minero y energético, artículo
149.1.25 de la Constitución, cuya formulación, en línea con lo asumi­
do por recientes fallos del Tribunal Constitucional, habrá de dar evi­
dentemente entrada a la Administración Central en relación con las
cuestiones que se consideren básicas o fundamentales, para sucesivas
intervenciones reglamentarias que afectan a temas, como veremos, ca­
pitales para la energía como los precios, o condicionantes técnicos que
trascienden a todo el sistema, prototipos homologaciones.

—Régimen general de precios. En estrecha conexión con el pos­
tulado constitucional establecido en el artículo 139.2. sobre libertad
de circulación de los bienes, la fijación de la política general de pre­
cios, como los propios Estatutos de Autonomía reconocen, corresponde
al Estado,100 dado que el sistema energético tiene este alcance territo­
rial y que lo contrario sería incompatible con la igualdad de los ciu­
dadanos en cuanto consumidores y productores. Este marco en cuanto
al nivel de precios deberá incluso ser ampliado una vez que se produzca
el acceso a la cee.101 102

—Reserva de recursos esenciales. Estas probabilidades, reservadas
a la ley por el artículo 128.2. con singular referencia al régimen de
monopolio, afecta a recursos energéticos claves como los hidrocarburos16*
o al ciclo de los combustibles nucleares. Por lo que estas materias son
lógicamente excluidas expresamente de su ámbito por el Estatuto de
Cataluña.

—Equipamientos energéticos de amplia influencia. Como contra­
punto a lo que estipulan los Estatutos, la Constitución, artículo 149.1.22.
reserva al Estado la concesión de aprovechamientos hidráulicos cuando
las aguas discurran por más de una Comunidad. En equiparables cir­
cunstancias también incumbe a la Administración Central lo relacionado
con instalaciones eléctricas y transporte de energía.

Aunque las funciones energéticas de las Comunidades Autónomas
serán según se desprende de las consideraciones anteriores fundamen­
100. Vid. Muñoz Machado: "Las competencias en materia económica del Estado y de

ías Comunidades Autónomas”, en García de Enterria, ed.: La distribución de las
competencias económicas entre el poder central y las autonomías territoriales en
el Derecho Comparado y en la Constitución española. Instituto de Estudios Eco­
nómicos, Madrid, 1980, p. 347.

101. Vid. Ruiloba: Las competencias económicas del Estado y de las Comunidades
Autónomas ante el futuro ingreso de España en el Mercado Común Europeo, La
distribución, cit. p. 467. Como señala el propio director de esta obra, Garda de
Enterria: "la norma de exclusividad en materia económica es incompatible con la
libre circulación de bienes y la europeización de nuestra economía'*.  Estudio pre­
liminar, p. 31.

102. Ruiloba: Las competencias económicas, loe. cit., p. 47.
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talmente de ejecución de la legislación estatal, disponen también de
amplias posibilidades y de fecundos campos para su iniciativa en los
aspectos más prometedores y novedosos de la energía, conservación»
nuevas fuentes, distribución, modernas tecnologías. Hay sobre todo una
imprescindible aportación en cuanto a la adopción y aplicación de una
política energética global, solidaria y participativa.

b. La organización energética de la Comunidad
Autónoma del País Vasco

Aunque algunas Comunidades como la catalana han adoptado pro­
gramas de relevancia energético, por ejemplo, el encaminado al apro­
vechamiento de la biomasa forestal, ha sido la Comunidad Autónoma
del País Vasco, la que más activamente se ha manifestado en el campo
de la energía, bien que en el caso de la energía nuclear su protagonis­
mo se debe a circunstancias ciertamente ajenas a su voluntad.

La Comunidad Autónoma Vasca que cuenta con un Departamento
de Industria y Energía, creó en 1981, un Centro para el Ahorro y Des­
arrollo Energético y Minero, cadem,108 entidad de Derecho Público con
el carácter de Organismo Autónomo de la Comunidad Autónoma del
País Vasco.103 104

Corresponden al cadem las siguientes funciones:

—Impulsar las actuaciones tendentes a la conservación y ahorro de
energía y a la congeneración energética.

—Promover y apoyar los proyectos de generación de energía hidro­
eléctrica y en general de todas las energías de carácter renovable.
Asimismo, apoyará la utilización de los residuos en todas sus mo­
dalidades, excepto los procedentes de la fisión nuclear, con fines
energéticos.

—Estudiar el desarrollo de nuevas energías y participar en la realiza­
ción de proyectos de esta naturaleza.

—Fomentar la investigación tecnológica en el campo energético, así
como en el de los bienes de equipo y servicios industriales, rela­
cionados con la energía.

—Fomentar ]a investigación y aprovechamiento de los yacimientos
minerales y otros recursos geológicos.

103. Ley de 18 de noviembre de 1981.
104. Artículo Primero de la ley de 1981.
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El Centro está regido por un Director y un Consejo nombrado por
el Gobierno Vasco. En cuanto a su tutela, parece debería corresponder
a la Conserjería de Industria y Energía pero no figura tal adscripción
explícitamente en la disposición de su creación.

La Comunidad Autónoma del País Vasco, ha promocionado tam­
bién tres empresas públicas de vocación energética, la primera de ellas
denominada, Ente Vasco de la Energía, S. A.105 106 tiene la naturaleza ju­
rídica de Sociedad Pública de la Comunidad Autónoma, a la que será
de aplicación la normativa correspondiente a las sociedades estatales
mercantiles100 y concretamente en su condición de sociedad anónima por
los preceptos que rigen la vida de estas sociedades.107

El Ente Vasco de la Energía, es una sociedad de único socio, la
Comunidad Autónoma del País Vasco, estando integrado su Consejo
de Administración por diez miembros como máximo, de los cuales un
mínimo de 5 son designados en representación de la Comunidad Autó­
noma del País Vasco y el resto entre personas de reconocida experien­
cia en la industria, energía o economía.108 109

Pero aunque el control de eficacia se atribuye al Departamento de
Industria y Energía de quien parece depender la sociedad,100 no se ex­
plícita en virtud de qué título, lo que tratándose de una Sociedad Anó­
nima no puede ser otro, salvo que medien delegaciones especiales que
no es el caso, que el derivado de la titularidad de las acciones y con­
cretamente de la participación en el nombramiento de consejeros, lo
que se silencia en el articulado correspondiente.110

El objeto de la Sociedad es la coordinación y control de las dos
sociedades anónimas que a continuación nos referiremos, la Sociedad
de Gestión de la Central Nuclear de Lemóniz y la Sociedad de Gas de
Euskadi, lo que la configura en alguna forma como holding, pero tam­
poco puede asignársele plenamente este carácter ya que no dispone de
la titularidad de las acciones asignándose la tutela de estas Sociedades
al Ministerio de Industria y Energía. Resultará, pues, difícil al Ente
Vasco de Energía el desempeñar sus cometidos sociales.

IOS. Cuya constitución se autorizó por Decreto 81/ de 5 de abril de 1981.
106. Por expresa remisión del artículo segundo del decreto de su creación al apartado

1.a) del artículo 6 de la Ley General de Presupuestos, de 4 de enero de 1977.
107. Ley de 17 de julio de 1951, y demás disposiciones concordantes, que se invocan

por los Estatutos de esta sociedad, artículo 17 en cuanto al régimen económico
y financiero.

108. Artículo quinto del Decreto 81/1982.
109. La reducción del precepto correspondiente, Artículo Octavo, aunque gramatical­

mente incorrecta, al menos en su versión de castellano, justifica esta conclusión.
110. Por cierto que todos los consejeros deberán ser representantes de la Administración

de la Comunidad Autónoma sea cualesquiera su personal procedencia.
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La "Sociedad de Gas de Euskadi”,111 tiene idéntica naturaleza jurí­
dica a la de la entidad anteriormente reseñada, aunque aquí se abre
la posibilidad de que en su capital social participen en el futuro otros
entes y organismos públicos vascos lo que también se extiende, fuera
de esta área territorial, a la sociedad estatal enagas, por lo que con
mejor criterio por varias razones, se reserva a los Estatutos la precisión
del número de consejeros. Su dependencia y el control de eficacia se
conectan con el. Departamento de Industria y Energía. Valga también
lo dicho anteriormente en cuanto al régimen de tutela de esta sociedad.

La empresa tiene por objeto:112

—La distribución del gas en el territorio de la Comunidad Autónoma
atendiendo al mercado doméstico, comercial e industrial.

—La participación en la exploración de hidrocarburos.
—La prestación de servidos reladonados con la exploración, pro-

ducdón y distribución del gas.
—Cualquier otra actividad relacionada con el gas.

La creación de esta sociedad está relacionada con los acuerdos po­
líticos estableados entre el Gobierno central y el de la Comunidad
Autónoma en torno al tema de Lemóniz, a los que se adicionó el co­
rrespondiente a la explotación de la bolsas de gas natural detectadas
en Bermeo, que por múltiples razones tiene su natural destino en el
aprovisionamiento energético de las áreas inmediatas en su localizadón.

La normativa transcrita podría haber sido, no obstante, más explí­
cita, evitando la confusión que suscita con otros gases licuados de pe­
tróleo, gas-ciudad y obviando una aparente desmunicipalización, sin
duda, no pretendida de servidos de esta índole hoy prestados en el
ámbito de Bilbao y San Sebastián.

La "Sodedad de Gestión de la Central Nuclear de Lemóniz, S. A.”113
tiene idénticas características jurídicas de las expresadas para la pri­
mera de las empresas públicas aquí comentadas, difiriendo en cuanto
a su objeto sodal, en este' caso constreñido a la gestión de la central
nuclear de Lemóniz y en consecuenda a la explotadón de las instala­
ciones correspondientes, a cuyo efecto adoptará las medidas necesarias
que exige el adecuado fundonamiento de la central.114

111. Autorizada por Decreto 81, de 5 de abril de 1982.
112. Articulo cuarto.
113. Decreto 83, de 5 de abril de 1982.
114. Artículo cuarto del decreto autorizatorio.
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B) Corporaciones locales
Los entes integrantes de la Administración local, en sus múltiples

y poli fórmicas manifestaciones según los ordenamientos y las tradicio­
nes de los distintos países, son por una parte grandes consumidores
de energía para los servicios de su competencia: transportes, alumbrado,
recogida de residuos, etc. En muchos medios Alemania, países nórdi­
cos, Estados Unidos, los Municipios incluyen también entre sus res­
ponsabilidades, obligatoria o facultativamente, la distribución domici­
liaria de aprovisionamientos energéticos: gas, electricidad, agua calien­
te, calefacción.

Por último recordemos que en las jurisdicciones locales se realizan
la casi totalidad de los consumos finales de energía. Por todo ello pue­
de explicarse que este tipo de autoridades pueda y deba jugar un im­
portante papel en el aporte de soluciones para la problemática energé­
tica,115 116 sobre todo en lo que a la conservación y uso racional de la energía
se refiere.

En Inglaterra, por ejemplo, se ha fomentado la incorporación a
las Administraciones Locales de funcionarios encargados de la gestión
de la energía y en otras naciones europeas también se contratan por las
Administraciones municipales expertos en energía, o se crean especiales
unidades con estos cometidos.

Las colaboraciones municipales a la moderna temática de la ener­
gía dependen relativamente del nivel de descentralización de los dis­
tintos sistemas políticos. En Alemania y en los países nórdicos donde
estas instituciones gozan de poderes y competencias importantes, cabe
esperar sustantivos soportes a la política del Estado, lo que es espe­
cialmente el caso de las Municipalidades suecas, donde estas entidades
participan activamente en tales tareas110 mediante la formulación de
balances energéticos, optimización de sus propios consumos, planifica­
ción del uso del suelo conforme con los dictados de racionalización
energética y control de las nuevas edificaciones desde esta perspectiva.

Es seguramente en Estados Unidos, donde algunas corporaciones lo­
cales son especialmente activas en relación con la energía. Grandes y
pequeñas ciudades han elaborado y asumido planes y programas ener­
géticos a esta escala, incluyendo en sus organizaciones oficinas espe­

115. Vid. sobre este enfoque, Harrison, Shapiro: The Role of Local Government, in
Energy Policy, en Axelrod, ed.: Environment, Energy, Public Policy: Toward
a Ralional Future. Lexington Books, Lexington, Mass., pp. 131 y ss.

116. Sobre todo a partir de la ley de 1977 sobre planificación energética municipal.
Vid. Moberg, Lindgren: Report for Sweden, p. 11.
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cializadas.1” Ciudades como Davis en California y Seattle adoptaron
tempranamente, 1975, Ordenanzas de construcción que incluían la con­
servación de la energía entre los condicionantes de las nuevas licencias,
promovían el uso de la energía solar y la asistencia a los ciudadanos
que deseasen adoptar este tipo de implementaciones.

Las organizaciones que asocian autoridades y entidades locales co­
mo la Liga de Ciudades, la Conferencia de Alcaldes y la Asociación
Nacional de Condados apoyan este tipo de medidas, habiendo adop­
tado pautas homologadas para la reducción de los costos energéticos.117 118 119

En naciones con un sistema más centralizado, el margen de ma­
niobra es menor, lo que afecta a la propia iniciativa de las Corpora­
ciones Locales. Así, en Francia el protagonista municipal parece ejercer
si bien ciertas organizaciones de técnicos locales110 han propugnado ac­
tuaciones de este tipo, y efectivamente se han llevado a efecto opera­
ciones concretas en relación con la utilización del calor y la calefacción
urbana y hay actividades aisladas como las asumidas por las socieda­
des de equipamiento y de ordenación vinculadas a la Sociedad Central
para el Equipamiento del territorio.120 Para recuperación del residuo,121
la municipalización de estas actividades no presenta sin embargo, un
dinamismo especial, aunque se ha reconocido autorizadamente la im­
portancia de la colaboración de las Administraciones Locales para la
ejecución de la política energética general.122 123

En España no existe mayor documentación sobre este tema128 ha­
biéndose realizado algunas acciones aisladas en relación con el alum­
brado público,124 125 balances energéticos,128 aprovechamiento de residuos ur- 

117. Numerosos estudios y manuales se han redactado a este respecto, entre los que
destaco el de Alien: Handbook of Energy Policy jor Local Government. Lexington
Books, Lexington, Mass, 1975.

118. Así la: Guide to Reducing Energy Use Budget Cost, según acuerdos tomados en
1977, Vid. Sharp, Brunner: Local Energy Policios, en Daneke, Lagassa: Energy
Policy, pp. 83 y ss.

119. Como la Asociación de Técnicos Municipales e Higienistas.
120. Vid. Parfait: Energie et collectivites locales, en "Urbanisme”, número monográfico,

171/1979, dedicado a: L’énergie et la ville, p. 58.
121. Para estas finalidades se constituyó una sociedad de economía mixta para la eli­

minación de residuos industriales en el Bajo Sena.
122. Vid. el trabajo antes citado, Drouet: "Adaptation Urbaine et mutations energéti-

ques", en Urbanisme, N’ cit., p. 53. En este mismo número pp. 27 y ss. se inserta
un informe del Centro de recherche d'urbanisme y del Servioe d’information des
elus locaux, titulado: Energie: los communes face a leur responsabilices.

123. Salvo el atinado análisis de posibilidades que realiza Sosa Wagner en su estudio
sobre: “Ayuntamientos y ahorro energético*',  inserto en la obra coordinada por
Martín Mateo: La ciudad filoenergética. leal, Madrid, 1981, pp. 271 y ss.

124. Así el estudio patrocinado y promovido por la Viceconsejería de Administración
Local del Gobierno Vasco.

125. Para Madrid y Navarra de los que tengo noticias.
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baños (Barcelona) y Ordenanzas de construcción en relación con aisla­
miento (Madrid). No conozco que se hayan creado puestos u organizacio­
nes municipales especiales para la gestión energética a escala municipal.

7. Coordinación

Las características anteriormente expuestas de la Administración de
la energía, plantean la conveniencia de recurrir a mecanismos institu­
cionales de coordinación, necesidad que es más acusadamente sentida
cuando además de la presencia a escala nacional de diversos departa-»
mentos con competencias de trascendencia energética y de empresas
públicas sectoriales, aparecen también funciones de la misma índole a
cargo de Estados Federales y Regionales, bien por delegación del po­
der central, bien por propia iniciativa de estas entidades políticas, al
amparo de la distribución de poderes que las respectivas Constituciones
realizan. Además debe contarse, sean cualesquiera los niveles de go­
bierno implicados, con la presencia de diferentes conflictos de intereses
no sólo con Ministerios encargados, por ejemplo, de potenciar la eco­
nomía o proteger el medio ambiente, sino también con otras organiza­
ciones sociales extraadministrativas, como las representaciones patro­
nales, industriales por ramos, sindicatos y consumidoras.

Como acertadamente se ha dicho, es más fácil instituir una Admi­
nistración centralmente responsabilizada de la energía que asegurar al
mismo tiempo que todas las instituciones afectadas asuman una con­
ducta coherente.”0

Un explicable intento de armonización de interés y concertación
de conductas administrativas conduce a la creación de comisiones de
ámbito nacional, como la existente en Suecia, que pueden incluir repre­
sentantes no sólo de los distintos Ministerios que intervienen en este
campo, sino también de los trabajadores y de las empresas de la ener­
gía, caso del Comité Nacional de la Energía belga y del Consejo, creada
en Inglaterra en 1977, que ha sido disuelta por el actual gobierno.

Pero estos órganos colegiados no pueden tener una función autén­
ticamente decisoria y es impensable que se les asigne capacidad para
obligar a los sectores que representan sus componentes. Normalmente,
pues tienen naturaleza asesora y sirven básicamente como foro de inter­
cambio de información y de aunación de criterios.

Otro tipo de órganos de coordinación, más eficaces quizás, son las
comisiones encargadas de proponer las inversiones y los equipamientos
energéticos en el marco del proceso de gestación de los planes econó-

126. Siedentoff, Maupt: General Report, di., p. 17. 
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micos sancionados por las naciones que aún utilizan estos instrumentos.
Tal es el caso de la Comisión de la Energía y de las Materias Primas
en Francia y de su equivalente en Bélgica, en la que están en esta na­
ción también representadas las regiones.

Para la formación de planes energéticos donde no existe una pla­
nificación general, también se suelen articular organismos asesores y
consultores. Este carácter tiene primordialmente la Comisión Nacional
de la Energía española a la que no nos hemos referido al tratar de los
órganos asesores.
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SUMARIO

INTRODUCCION. I. El Derecho Ambiental y la división
clásica del orden jurídico. 1. La crisis de la división clásica
del orden jurídico: derecho público y derecho privado. 2. La
doctrina tradicional de ¡as relaciones Estado-Sociedad y el Dere­
cho Social. 3. Las nuevas funciones económicas y sociales del
Estado y la utilización de instituciones jurídicas de Derecho
Privado. -1. El Derecho Ambiental y la crisis de la división
clásica del orden jurídico. II. La influencia de lo ambiental
en las distintas ramas del ordenamiento jurídico. 1. El Derecho
Constitucional y la cuestión ambiental: La Constitucionalización
del Derecho Ambiental. 2. El Derecho Administrativo y la cues­
tión ambiental: El Derecho Administrativo Ambiental. 3. El De­
recho Civil y la Cuestión Ambiental. 4. El Derecho Penal y la
Cuestión Ambiental. El Derecho Penal Administrativo. 5. El
Derecho Agrario y la cuestión ambiental. Conclusión.

1. El Derecho Ambiental es una novedosa rama del ordenamiento
jurídico (tanto desde el ángulo de derecho positivo aplicable a la realidad
social, como desde la perspectiva científica del estudio e investigación
de lo jurídico en cuanto disciplina del conocimiento humano) que co­
mienza a desarrollarse en Venezuela a partir de la sanción y promul­
gación de la Ley Orgánica del Ambiente (1976), y en especial, desde
que fuese creado el Ministerio del Ambiente y de los Recursos Natu­
rales Renovables, con el objetivo de definir y aplicar una política de
conservación, defensa y mejoramiento ambiental, cuyos principios recto­
res vienen precisamente consagrados en la mencionada Ley.

Ahora bien, debe aclararse que antes de la vigencia de esta Ley,
y de la creación del Ministerio que lleva su nombre, ya existían en el
ordenamiento jurídico-positivo y en la organización de la Administra­
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ción Pública Nacional, tanto reglas jurídicas como entidades públicas,
destinadas a regular mediante dispositivos de conservación, defensa y
mejoramiento, el uso sobre los recursos naturales renovables por parte
de la sociedad venezolana.

Me refiero a leyes tales como: La Ley Forestal de Suelos y de
Aguas, la Ley de Protección a la Fauna Silvestre, la Ley de Reforma
Agraria, y otras disposiciones legales y reglamentarias; y en el orden
de la organización administrativa, a la Dirección General de Recursos
Naturales Renovables del Ministerio de Agricultura y Cría y a la Di­
rección General de Recursos Hidráulicos del Ministerio de Obras Públicas.

Estas leyes y las mencionadas estructuras ministeriales constituyen
los antecedentes más importantes del actual Derecho Ambiental y de la
nueva entidad ministerial, cuyo nombre indica el específico género de
sus funciones: Ministerio del Ambiente y de los Recursos Naturales
Renovables.

Sin embargo, difícilmente puede hablarse de Derecho y de Admi­
nistración Ambiental en la etapa de la legislación de recursos naturales
renovables y de la administración sectorializada de estos recursos (Di­
rección General de Recursos Naturales Renovables, Dirección General
de Recursos Hidráulicos), por cuanto esta normativa ha sido concebida
y aplicada en términos de regulación de las distintas utilizaciones par­
ciales de los recursos naturales, de conformidad con los múltiples de­
rechos de uso de los particulares, nacidos de la propiedad privada, o
de los títulos administrativos otorgados por el Estado para legitimar
tales utilizaciones (permisos, contratos, concesiones, etc.).

Esta legislación y su correspondiente aplicación administrativa, se
sustenta en una filosofía que no concibe a los recursos naturales como
parte de una realidad o contexto más amplio: el ambiente o entorno.

Por tal razón, determinados elementos y valores de ese contexto,
quedan fuera de toda regulación protectora, como es el caso de las
llamadas condiciones naturales del espacio (oxígeno, topografía, clima),
de los valores escénicos de la naturaleza (paisajes naturales) y fin de
las condiciones sociales del ambiente urbano o factores determinantes
de la calidad de vida (zonas verdes y espacios para la recreación so­
cial, control del ruido y de los malos olores, basuras y desechos só­
lidos, etc.).

2. El ambiente entendido como conjunto de factores fisicona-
turales y socioculturales que integra el escenario espacial de la realidad
social, es el substrato primario de la vida colectiva.
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Esta entidad compleja y dinámica es considerada hoy como un bien,
un valor a ser protegido, mejorado y defendido a través de una nueva
política estatal.

La Ley Orgánica del Ambiente es entonces el instrumento jurí­
dico que inicia esa nueva dimensión de lo ambiental, al consagrar los
principios rectores para la conservación, defensa y mejoramiento del
ambiente, lo cual incluye no sólo el control y la regulación del apro­
vechamiento de los recursos naturales renovables, sino también y de
manera preferente, el control de los procesos de urbanización, desarro­
llo industrial, agrícola y poblacional, de conformidad con las técnicas
de la ordenación del territorio (la planificación física), del señalamien­
to de las actividades prohibidas por ser susceptibles de degradar irre­
versiblemente el ambiente en cualesquiera de sus componentes, y de
aquellas permitidas bajo el cumplimiento de las normas y requisitos
técnicos que aseguren el equilibrio entre el desarrollo económico y la
protección ambiental.

Este derecho se basa en una filosofía distinta sobre las relaciones
hombre-sociedad-naturaleza, y propicia el desarrollo de nuevas técnicas
e instituciones jurídicas.

Las bases jurídicas de la política y de la Administración Ambien­
tal, preceden entonces a la elaboración y aplicación de los medios con­
cretos de conservación, defensa y mejoramiento ambiental.

Como en todo Estado de Derecho, política y administración se
conectan con el orden jurídico, pues sólo el derecho en cuanto regla
ordenadora de las funciones públicas y de la conducta ciudadana, puede
garantizar el equilibrio entre el Poder y la Libertad.

Así, la política ambiental que ha venido desarrollando desde su
creación el Ministerio del Ambiente, tiene su inspiración en la Ley Or­
gánica sobre la materia, y sus instrumentos de aplicación en las leyes
especiales, reglamentos ejecutivos y demás normas jurídico-administrati-
vas dictados para ejecutar los principios rectores contenidos en dicha

Partiendo de los principios sustanciales del Estado de Derecho,
y en especial de la legalidad constitucional y administrativa (art. 117,
Constitución Nacional), el Derecho Ambiental comienza a adquirir en
el contexto de nuestro ordenamiento jurídico positivo, rasgos propios
que provienen de la especificidad de su objeto de regulación, protec­
ción y tutela: las relaciones sociedad-naturaleza.

3. El estudio analítico de las instituciones, principios y reglas que
dan especificidad al Derecho Ambiental, constituye sin duda un tema 
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apasionante, polémico y complejo, en razón de la novedad de esta
disciplina jurídica, lo complejo de su objeto de regulación (relación
sociedad-naturaleza), y de las implicaciones filosóficas, políticas, econó­
micas y científicas del tema.

¿Es el Derecho Ambiental una nueva rama del ordenamiento ju­
rídico con método y objeto propio? ¿Trataríase de un nuevo capítulo
del Derecho Público Administrativo, o del Derecho Social Agrario?
¿Constituiría un derecho nuevo imposible de ser ubicado en las clasifi­
caciones tradicionales?

Precisamente el objeto de esta ponencia es tratar de dar respuesta
a estas interrogantes.

En nuestra opinión el Derecho Ambiental no constituye una rama
autónoma del ordenamiento jurídico, pues éste en su totalidad ha re­
cibido el impacto de la cuestión ambiental.

Para demostrar esta tesis en una primera parte, haremos un análisis
del Derecho Ambiental y de la división clásica de las ciencias jurídi­
cas, para estudiar en una Segunda parte, cómo lo ambiental ha pene­
trado en los principios, reglas e instituciones de las principales ramas
del Derecho (constitucional, administrativo, civil, agrario), produciendo
notables modificaciones en la estructura jurídica material y formal del
orden jurídico en su contexto.

I. EL DERECHO AMBIENTAL Y LA DIVISION
CLASICA DEL ORDEN JURIDICO

1. La crisis de la división clásica del orden jurídico:
derecho público y derecho privado

Sería aventurado afirmar que el Derecho Ambiental se perfila
como una rama autónoma del ordenamiento jurídico, pues éste es una
unidad o sistema de normas que no admite la existencia de regímenes
totalmente separados, por cuanto la regla jurídica adquiere relevancia
en la medida en que se integra a un circuito de normas, a una inter­
conexión progresiva de preceptos cuyo principio y fin es la norma supra­
le gal'. La Constitución.

Tampoco podría decirse que el Derecho Ambiental forma parte
de una rama especial del Derecho Público (el Derecho Administrativo),
ya que hoy se hace difícil mantener la tradicional separación entre el
régimen jurídico de las personas públicas y el régimen jurídico de los
particulares y personas privadas.
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Asistimos hoy a un doble movimiento de publicación del derecho
privado y de privatización del derecho público, es decir, a una pene­
tración de las instituciones jurídico-públicas en el régimen que rige las
relaciones entre los particulares y a una privatización de las reglas
que presiden la organización y funcionamiento del Estado y de sus
instituciones.

Por una parte, ya jurídicamente es imposible sostener la interpre­
tación tradicional del principio de la autonomía de la voluntad, en
los acuerdos y transacciones entre los particulares, sobre todo cuando
se trata de la esfera de las relaciones laborales, en la cual el Estado
interviene con una regulación protectora (Derecho Laboral), destinada
a subsanar la real desigualdad entre las partes, que se origina en los
desequilibrios inherentes a una determinada estructura económica y so­
cial. Se parte de una nueva concepción de las relaciones contractuales
en el dominio social, que obliga al Estado a dejar su papel de simple
guardián o árbitro garantizador de unas reglas a ser manipuladas por
los sujetos de la relación. El interés social exige que el Estado abandone
la clásica interpretación liberal de la igualdad de todos ante la Ley,
y por ello, entendiendo que la vida social y económica se organiza sobre
la explotación del hombre por el hombre, regula las relaciones de pro­
ducción, para evitar que esa explotación conlleve situaciones de injus­
ticia social, incompatibles con el mínimo de equilibrio social necesario
para asegurar la “paz” social.

Cada día aumenta el dominio de la intervención tutelar del Es­
tado, asegurando un derecho que no encaja en la división clásica: el
derecho social.

El derecho social no puede ser catalogado como una rama del
derecho público en su concepción tradicional, menos del derecho pri­
vado; puesto que la ampliación de la potestad de intervención del
Estado en la regulación de determinadas relaciones entre los particu­
lares, no tiene por objeto la tutela del interés público o general, ni es
la expresión de la soberanía o Puissance Publique, es decir, de la
potencia pública en cuanto rasgo distintivo del Poder Estatal, sino más
bien el resultado de un profundo cambio ideológico en tomo a los
vínculos Estado-Sociedad.

2. La doctrina tradicional de las relaciones Estado-Sociedad
y el Derecho Social

La doctrina clásica de las relaciones Estado-Sociedad, parte de una
radical separación entre ambos. Se concibe al primero como un cuerpo 
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institucional jurídico externo a la sociedad, y a ésta, como la suma de
los individuos y personas jurídicas morales. El Poder Público en esta
teoría jurídico-política, debe limitarse a mantener el orden público (Po­
licía Administrativa), a restablecerlo cuando es infringido (función re­
presiva), y a satisfacer aquellas necesidades colectivas que por su natu­
raleza quedan excluidas de las actividades económicas regidas por las
leyes del mercado (servicios públicos esenciales: transporte, agua, co­
municaciones, etc.).

En cuanto aparato externo y separado de la sociedad, el Estado
se presenta como un cuerpo institucional neutral y arbitrador del pro­
ceso social y económico, y por ende su actividad no está destinada a
satisfacer las necesidades e intereses de una determinada categoría so­
cial, sino simplemente el interés de todos, en otras palabras, el interés
público o general.

Sin embargo, con el advenimiento de las crisis sociales y econó­
micas a partir de las dos guerras mundiales que han socavado el orden
económico y social de los Estados-Nacionales, y de la comunidad inter­
nacional, el Estado ante problemas como el desempleo crónico; la mi­
seria de las clases trabajadoras; la inflación; la crisis monetaria; las
necesidades de servicios sociales (vivienda, salud, educación) han mo­
dificado su esquema ideológico, y por ello, en la mayoría de las na­
ciones herederas de la tradición liberal decimonónica, el poder público
ha dejado de ser un poder neutral, y al lado de sus funciones clásicas,
aparecen nuevas funciones sociales.

Se abandona de esta manera la falsa hipótesis de la separación,
pues en la realidad, Estado y Sociedad se integran en una totalidad
compleja: el sistema social.

La sociedad deja de ser concebida como la suma de los individuos,
y más bien adquiere fuerza la idea de la solidaridad social y del bien
o bienestar común.

Las constituciones políticas de los Estados del Bloque Occidental,
a partir de la Constitución de la República de Weimar (Alemania,
1919), consagran las nuevas obligaciones económicas y sociales del Es­
tado Social y Democrático de Derecho, producto de la dinámica evo­
lutiva de la institución estatal, ante la crisis del modelo liberal-burgués,
cuyo agotamiento se hizo patente después de las dos guerras mundiales.

Esas obligaciones sociales constituyen la contraparte de nuevos de­
rechos: derecho al trabajo y a la seguridad social, derecho a la salud,
a la educación y a la cultura, a la vivienda, etc.

El cumplimiento de esas obligaciones y las exigencias derivadas
de esos derechos, llevan a una acción de intervención social para pro­
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teger determinadas categorías sociales, víctimas de una injusta distri­
bución de las riquezas y de la estructura económica: el trabajador asa­
lariado, el menor, la mujer, el campesino, etc.

El concepto del débil jurídico es el reconocimiento por parte del
derecho, del débil económico y social.

El Poder Estatal al desarrollar la actividad protectora de esas ca­
tegorías sociales, no busca la satisfacción del interés público, sino del
interés social.

Se perfila así un derecho dinámico, realista y flexible, cuyas bases
están consagradas en la propia Constitución Nacional.

3. Las nuevas funciones económicas y sociales del Estado y la
utilización de instituciones jurídicas de Derecho Privado

Por otra parte, y en un movimiento a la inversa, el Estado al
asumir funciones económicas, debe recurrir a fórmulas organizativas más
adecuadas para participar en la actividad de producción, distribución y
circulación de bienes y riquezas.

En tal sentido, al no existir en el campo de las personas jurídicas
públicas, entidades con personalidad jurídica y patrimonio propio, con
estructuras lo suficientemente flexibles y dinámicas como para adap­
tarse a las características de la actividad económica, surge la necesidad
para el Estado de utilizar personas jurídicas de derecho privado, para
la ejecución de sus nuevos cometidos.

Se crean, de esta manera, sociedades civiles y mercantiles con capi­
tal público y con un solo accionista: El Estado.

La doctrina clásica de las sociedades pierde su sentido, ya que
se organizan sociedades en las cuales falta el elemento sustancial: el
animus societatis, es decir, el deseo expresado en el acta constitutiva
de dos o más personas de constituir una organización que trascienda
a la individualidad física de sus fundadores, al convertirse en persona
moral. Al ser el Estado el único accionista, la sociedad no es tal desde
el punto de vista de su esencia jurídica, de manera que el continente
queda sin contenido. Las sociedades civiles y mercantiles con capital
totalmente suscrito por el Estado, se rigen por el Derecho Privado (Civil
y Mercantil), con lo cual se asiste a una "privatización” de la función
administrativa; en otros términos, el Estado en ejercicio de determina­
das actividades económicas se rige por reglas y principios propios del
régimen aplicable a los particulares. Con ello la frontera entre Derecho
Público y Privado se hace más incierta, y tal vez, difícil de delimitar.
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4. El Derecho Ambiental y la crisis de la división
clásica del orden jurídico

Si el Derecho Ambiental como hemos venido sosteniendo, no cons­
tituye una rama especial de Derecho Público, en razón de la dificultad
en mantener la clásica división entre Derecho Público y Privado, que
caracteriza la actual dinámica de las ciencias jurídicas.

¿Cuál sería entonces su ubicación dentro de las distintas discipli­
nas jurídicas? ¿Sería Derecho Privado? ¿Formaría parte de ese nuevo
derecho social, dinámico, flexible, impreciso, complejo?

A mi entender, el Derecho Ambiental invade prácticamente todas
las ramas conocidas de las ciencias jurídicas, en el sentido de que lo
ambiental en tanto objeto de tutela jurídica, tiene que ver con el régimen
jurídico-administrativo del Estado y con el régimen de las relaciones
Estado-individuo, y de los individuos entre sí.

II. LA INFLUENCIA DE LO AMBIENTAL EN LAS DISTINTAS
RAMAS DEL ORDENAMIENTO JURIDICO

1. El Derecho Constitucional y la cuestión ambiental’.
La Constitucionalización del Derecho Ambiental

El propio Derecho Constitucional ha recogido la preocupación am­
biental, al iniciarse un proceso de constitucionalización del derecho a
la protección del ambiente.

La Constitución venezolana de 1961, destaca en su artículo 106 la
obligación para el Estado de defender y conservar los recursos natura­
les y de dirigir la explotación de los mismos, para beneficio colectivo
de los venezolanos.

Más explícita ha sido la Constitución española de 1978 al con­
sagrar en su artículo 45, lo siguiente: "Todos tienen derecho a disfru­
tar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la persona,
así como el deber de conservarlo.

”2. Los Poderes Públicos velarán por la utilización racional de
los recursos naturales, con el fin de proteger y mejorar la calidad de
la vida y defender y restaurar el medio ambiente, apoyándose en la in­
dispensable solidaridad colectiva.

”3. Para quienes violen lo dispuesto en el apartado anterior, en
los términos que la Ley fije, se establecerán sanciones penales o en su
caso administrativas, así como la obligación de reparar el daño cau­
sado”.
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Este dispositivo constitucional plantea la horizontalidad del Dere­
cho Ambiental, y por ende, el carácter intersectorial e interinstitucional
de la política ambiental, a ser elaborada y aplicada con los instrumentos
creados por el ordenamiento jurídico.

En primer lugar, define de manera diáfana un derecho público
subjetivo de rango constitucional a la "amenidad de la vida” en los
términos de Salvador Grau en su ensayo "La Constitución española y
el Medio Ambiente” (Boletín Informativo del Medio Ambiente, N9 12,
octubre-diciembre, 1979. CIMA. Ministerio de Obras Públicas y Urba­
nismo, Dirección General del Medio Ambiente. Madrid, España, páginas
61-63).

El autor mencionado citando a Mishan, califica este derecho, como
uno de los derechos felicitarios, "que supone una protección otorgada
al particular para evitar verse forzado contra su voluntad a aborrecer
los subproductos originados por la actividad de los demás. Un derecho
subjetivo que bien puede ser uno de los pilares del Derecho del Medio
Ambiente (op. cit., p. 66).

En la Constitución Nacional venezolana, este derecho, además de
fundarse en el citado artículo 106, puede ser también sustentado en
el artículo 50, cuando el constituyente consagra el amparo de los lla­
mados derechos constitucionales innominados, al proclamar que "La enun­
ciación de los derechos y garantías contenidas en esta Constitución no
debe entenderse como negación de otros que, siendo inherentes a la
persona humana, no figuren expresamente en ellos: La falta de ley
reglamentaria de estos derechos no menoscaba el ejercicio de los mis­
mos” (art. 50, C.N.).

Al lado de los derechos públicos subjetivos civiles, políticos, so­
ciales y económicos, se puede afirmar la existencia de los derechos vin­
culados a la calidad de la vida y al pleno desarrollo de la personalidad,
o como los denomina Mishan, "derecho felicitarios”, cuya expresión más
sobresaliente es el derecho a la calidad ambiental. La contrapartida de
este derecho, en opinión de Salvador Grau, es el deber de conservación
del medio ambiente como "obligación universal ambiental". En los tér­
minos de Grau: ".. .se trata de que tal deber de conservación nos cons­
tituye a todos, en la necesidad de que adoptemos también, en muchas
ocasiones un comportamiento positivo respecto al particular, que dicho
deber hace exigible. Así, por ejemplo, en el caso de un incendio fo­
restal, ese deber de conservación del medio ambiente, a todos impuesto,
nos obligará a prestar colaboración en los trabajos de extinción, salvo
edad, enfermedad o impedimento (op. cit., p. 66)
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Este es sin duda un deber de rango constitucional, de tanta im­
portancia como defender la Patria y cumplir con la Constitución y las
leyes.

2. El Derecho Administrativo y la cuestión ambiental'.
El Derecho Administrativo Ambiental.

El Derecho Administrativo es quizás la rama del ordenamiento
jurídico que mayor impacto ha recibido de la cuestión ambiental. Esto
es obvio en razón de las precisas obligaciones que corresponden al Es­
tado en la conservación, defensa y mejoramiento del ambiente, de con­
formidad con el artículo 106 de la Constitución Nacional, la Ley Or­
gánica del Ambiente y sus reglamentos, y las leyes especiales en la
materia.

La propia creación de una organización administrativa de rango
ministerial, para la elaboración y aplicación de la política ambiental
ha significado el establecimiento de procedimientos especiales en los
actos y prácticas administrativas, así como la introducción de novedosas
técnicas de control y de regulación de las actividades de los particulares.

Existe en este sentido un Derecho Administrativo Ambiental que
comprende siete grandes capítulos, a saber: a) El régimen de la or­
ganización administrativa (estudio de las funciones de los organismos
públicos con competencia en la conservación, defensa y mejoramiento
del ambiente); b) El régimen de la ordenación del territorio y de la
planificación ambiental (estudio de las técnicas de regulación del uso
del espacio, de acuerdo con planes y esquemas contentivos de proposi­
ciones relativas a la realización de las actividades humanas en el terri­
torio, de conformidad con las características, limitaciones y estructura
ecológica del mismo); c) El régimen de la creación y administración
de espacios afectados a sistemas de regulación especial por razones de
conservación, defensa y mejoramiento ambiental (estudio de las llama­
das áreas de administración especial, tales como: parques nacionales,
zonas protectoras, refugios de fauna, etc.); d) El régimen de aprove­
chamiento de recursos naturales renovables (estudio de las técnicas tra­
dicionales de control autorizatorio, permisos, contratos, concesiones y las
características específicas que adquieren estas técnicas cuando se trata de
la explotación o aprovechamiento de los recursos naturales); e) El ré­
gimen de control de las actividades susceptibles de degradar el ambiente
(estudio de las técnicas propias del Derecho Ambiental existentes en
otras ramas del ordenamiento jurídico, como sucede con el llamado
“Estudio de Impacto Ambiental” en el procedimiento de la autoriza­
ción ambiental integral; el establecimiento reglamentario de niveles má­
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ximos de tolerancia permitidos para el vertido de sustancias líquidas,
sólidas o gaseosas en la atmósfera o cuerpos de aguas, o de los niveles
máximos de tolerancia del ruido; el establecimiento de procedimientos
de homologación de tecnologías; la prohibición de actividades capaces
de degradar irreversiblemente el ambiente; f) El régimen de la parti­
cipación de los ciudadanos en la política de conservación, defensa y me­
joramiento del ambiente (estudio de las formas de organización crea­
das para "institucionalizar” el proceso creciente de participación de los
ciudadanos en la protección ambiental, lo cual significa una revolución
en el régimen tradicional de las relaciones administración-pública); g)
El régimen de la policía administrativa en la conservación, defensa y
mejoramiento ambiental, o policía ambiental (estudio de las funcio­
nes preventivas y represivas de la Administración en su tarea de pro­
teger el ambiente, en particular las medidas propias de la administra­
ción ambiental, tales como: el poder cautelar preventivo', paralizaciones,
ocupación temporal de la propiedad, etc.; y la potestad sancionatoria,
inherente al ilícito ambiental: comiso de productos forestales y de la
fauna, demolición de construcciones, etc.).

Este Derecho Administrativo Ambiental ha venido paulatinamente
modificando las instituciones clásicas del Derecho Administrativo. Sus
características más resaltantes son: a) aumento de la potestad reglamen­
taria del Ejecutivo Nacional (con el consiguiente peligro para los
derechos y libertades públicas); b) ampliación de la gama de limitacio­
nes legales a la propiedad, y a la libertad de industria y comercio, por
razones de conservación, defensa y mejoramiento ambiental (en parti­
cular mediante la aplicación de la política de ordenación del territorio
y de creación de áreas de administración especial); c) la introducción
de nuevas técnicas en los procedimientos autorizatorios como sucede con
el llamado "Estudio de Impacto Ambiental); d) el aumento de la po­
testad discrecional en los procedimientos sancionatorios.

La primera y más importante de las características anotadas, esto
es, el aumento de la potestad reglamentaria de la Administración, de­
riva de las peculiaridades del interés tutelado: el ambiente y los re­
cursos naturales renovables. La Ley Orgánica del Ambiente consagra
en sus artículos 19, 20, 21, 22 y 23, una amplísima potestad a favor
del Ejecutivo Nacional para prohibir y corregir las actividades suscep­
tibles de degradar el ambiente.

Dice en este sentido el artículo 19 de la Ley: “Las actividades
susceptibles de degradar el ambiente quedan sometidas al control del
Ejecutivo Nacional por órgano de las autoridades competentes”. Por su
parte, el artículo 20 ejiisdem define de una manera genérica cuáles son 
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esas actividades, entre las cuales menciona: "La que directa o indirec­
tamente contaminen o deterioren el aire, el agua, los fondos marinos,
el suelo o el subsuelo o incidan desfavorablemente sobre la fauna",
"las alteraciones nocivas de la topografía”, "las alteraciones nocivas del
flujo de las aguas”; y luego de enumerar otros nueve género de acti­
vidades, finaliza señalando “cualesquiera otras actividades capaces de
alterar los ecosistemas naturales e incidir negativamente sobre la salud
y bienestar del hombre”.

Puede apreciarse como el legislador de esta Ley Cuadro o Ley
Base, ha otorgado prácticamente un cheque en blanco al Ejecutivo Na­
cional, al confiarle el control de un conjunto de actividades definidas
de manera genérica, cuya descripción detallada corresponde precisamen­
te a los órganos del Poder Ejecutivo.

De esta forma el Legislativo expresamente amplió la potestad re­
glamentaria del Ejecutivo Nacional, el cual en ejercicio de la misma
puede controlar tales actividades.

Esta potestad reglamentaria comprende el control, es decir, la re­
gulación de esas actividades a través del establecimiento de medios,
técnicas y sistemas; mas también puede comprender la prohibición de
aquellas actividades susceptibles de degradar el ambiente en forma irre­
parable. Al mismo tiempo esa potestad abarca la descripción detallada
de las actividades género-consagradas en la Ley. Los reglamentos que
se han dictado y se dicten en el futuro en aplicación de los menciona­
dos artículos de la Ley, no pueden ser calificados como simples re­
glamentos-ejecutivos, en consideración a la naturaleza de sus normas,
las cuales inciden directamente en los derechos de los particulares, crean­
do, modificando y hasta extinguiendo situaciones jurídicas.

En este caso podría plantearse la hipótesis de una suerte de dele­
gación legislativa, pues, si bien estos reglamentos nó tienen rango de
ley, no obstante en virtud de la naturaleza de sus normas, participan
de la eficacia de los actos dictados por las Cámaras actuando como
cuerpos colegisladores.

Una de las características del Estado Moderno Intervencionista en
la mayoría de las Naciones de la Comunidad Internacional, es la cre­
ciente preponderancia del Poder Ejecutivo, y de la Administración Pú­
blica, dentro de las relaciones institucionales entre las distintas ramas
del Poder Público.

Difícilmente puede mantenerse en la actualidad el principio de
la supremacía del Parlamento y de sus actos, sobre el Gobierno y su
instrumento de acción: la Administración Pública.
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Las necesidades ligadas a la promoción del desarrollo económico
y social, y a la regulación de las crisis y dificultades de orden econó­
mico y social (inflación, desempleo, crisis de abastecimiento de pro­
ductos de primera necesidad, etc.), legitiman el abultamiento de la po­
testad gobernativa y administrativa. Aun en los sistemas parlamenta­
rios (Inglaterra, por ejemplo) el Gobierno ha recibido expresas facul­
tades de parte del Parlamento, para dictar normas con rango y eficacia
de Ley (Legislación Gubernativa).

Por otra parte, aunque formalmente la ley continúa considerándose
como de mayor rango que el reglamento (norma de rango sublegal),
cada día se extiende la práctica de las llamadas leyes cuadro o leyes
marco.

Ante la imposibilidad para el órgano legislativo de establecer nor­
mas reguladoras de situaciones cambiantes y en dominios que exigen
soluciones técnicas ajustadas a la dinámica social, se ha acudido a esa
técnica legislativa que consiste en dictar leyes cuyo contenido se limita
a la enunciación de principios rectores, a la creación de determinados
órganos y organismos públicos, o en fin, a la consagración de medios,
procedimientos y técnicas de control, todo lo cual debe ser objeto de
un desarrollo reglamentario ulterior. Por supuesto este desarrollo no
es simple ejecución de ley, y en algunos casos más que una implemen-
tación de la norma legal, el reglamento se transforma en precepto
innovador creando, modificando y extinguiendo derechos y situaciones
jurídicas.

Esta ha sido la técnica adoptada en la formulación de la Ley
Orgánica del Ambiente, en consideración a las características del objeto
de regulación de dicha Ley.

Los aspectos que comprende la conservación, defensa y mejoramien­
to ambiental, son de tal complejidad técnico-científica y administrativa,
que difícilmente pueden dictarse leyes para regular en forma minuciosa
la variada gama de relaciones entre el Estado y los particulares con
ocasión al uso, apropiación, protección y defensa de los recursos natu­
rales y ocupación del territorio, y al impacto que tales procesos pueden
conllevar sobre la estructura y calidad del entorno natural y social.

Es evidente que este primer rasgo del Derecho Administrativo Am­
biental está muy relacionado con el proceso de debilitamiento del prin­
cipio de la legalidad administrativa en el Estado moderno.

Tal debilitamiento se explica por el aumento de las funciones del
Poder Ejecutivo, y por ende, la ampliación de su potestad normativa.

Ahora bien, si por una parte existen suficientes razones que jus­
tifican ese fenómeno, por la otra, no debe soslayarse el riesgo que
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existe para los derechos de los administrados, ante una administración
dotada de esa suerte de poderes de intervención. Por tal razón es in­
dispensable que los medios de control de la legalidad, tanto los internos
(recursos administrativos), como los externos (recursos contencioso-ad-
ministrativos), se cumplan de manera efectiva.

La promulgación de la Ley Orgánica de Procedimientos Adminis­
trativos, el l9 de julio de 1981, es sin duda, un hecho esperanzador en
esta materia.

El futuro del Estado de Derecho depende del equilibrio dinámico
entre los Poderes de Estado y el respeto a los legítimos derechos de los
administrados y ciudadanos en general.

3. El Derecho Civil y la Cuestión Ambiental
Mas la impronta de lo ambiental en el orden jurídico no se detiene

en el derecho aplicable a la Administración Pública, pues el propio De­
recho Privado en algunas de sus instituciones comienza a acusar los efec­
tos de la incorporación al ordenamiento juríd ico-positivo, de las reglas y
principios referidos a la conservación, defensa y mejoramiento ambiental.

Esto sucede con el Derecho Civil y la institución de la responsa­
bilidad extracontractual (la responsabilidad por hecho ilícito).

En efecto, la característica más resaltante de la crisis en las rela­
ciones sociedad-naturaleza, es el progresivo daño o deterioro que se pro­
duce sobre los componentes fisiconaturales del ambiente como resulta­
do de la actividad humana.

El "daño ambiental” puede ser de tres órdenes o categorías, a
saber: a) destrucción o deterioro de los factores fisiconaturales de un
determinado espacio a través de procedimientos mecánicos empleados
para reemplazar las condiciones naturales del medio (desplazamiento
de vegetación, destrucción de la capa vegetal y del suelo, de macizos
boscosos, del habitat natural de la fauna, etc. Esta categoría de daño
constituye la práctica más antigua que conoce la humanidad, solo que
a partir de la revolución industrial y con la creación de tecnologías
más poderosas, los riesgos y el daño efectivo sobre la naturaleza, han
aumentado en forma considerable. Estas prácticas son las que se cono­
cen como deforestaciones, talas y rozas, realizadas de manera ilegal en
contra de las reglas y dispositivos técnico-científicos necesarios para
lograr una utilización racional de los recursos naturales y demás com­
ponentes físico-naturales del medio, b) Degradación o "contaminación”
de los componentes biológicos de determinados ecosistemas naturales,
por la introducción en el ciclo ecológico de los mismos, de sustancias 
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químicas de alta toxicidad, o de materiales sintéticos, o en fin, de gases
resultantes de procesos industriales que descomponen y liberan elemen­
tos nocivos tanto para el equilibrio natural, como para la salud y bienes­
tar de la población.

Se trata de la nueva forma de daño ambiental, que se inicia
con la aparición de los procesos industriales en Europa a mediados
del siglo xix, y que se conoce como polución o contaminación. Las
prácticas más conocidas en estas categorías son: la polución química y
bacteriológica de las aguas, la introducción de desechos sólidos no bio-
degradables en los cuerpos de agua (tanto ríos, lagos, lagunas, como
los propios mares); la emanación de gases tóxicos a la atmósfera, etc.;
c) la degradación del espacio social (urbano y rural) por la acumu­
lación de basuras, desperdicios y desechos sólidos no biodegradables,
el abandono de sustancias malolientes; y la producción de ruidos y vi­
braciones que por su intensidad, alteran las condiciones mínimas para
el buen funcionamiento de la vida social, al ocasionarse daños en la
salud psicosomática de la población.

Es evidente que estas tres categorías de daños al ambiente (y por
ende, a la naturaleza), que se producen u originan de las actividades
o prácticas mencionadas, afectan tanto derechos e intereses de carácter
público, como derechos o intereses particulares.

El daño ambiental en algunas ocasiones puede limitarse a compo­
nentes fisiconaturales del espacio (aguas, suelos, capa vegetal, bosques,
fauna); pero en otras oportunidades, sus consecuencias pueden llegar
hasta la propia población humana, afectando su salud y bienestar (cuan­
do se trata de la polución o contaminación).

Esto ha sido recogido en el artículo 20, numeral 13 de la Ley
Orgánica del Ambiente, cuando al consagrarse la potestad del Ejecu­
tivo Nacional para controlar las actividades susceptibles de degradar el
ambiente, luego de enumerar taxativamente en doce numerales las ac­
tividades degradantes más importantes, se finaliza señalando "cuales­
quiera otras actividades capaces de alterar los ecosistemas naturales e in­
cidir negativamente sobre la salud y bienestar del hombre".

Ahora bien, en la medida en que determinadas actividades dañan
el ambiente, destruyendo o deteriorando recursos naturales, degradando
los componentes biológicos de determinados ecosistemas, o alterando
las condiciones de la vida social, es lógico dentro de los principios
generales de derecho, que ello traiga como consecuencia la aplicación
de los postulados de la responsabilidad jurídica (civil, administrativa o
penal) para el autor o autores del daño.
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El ambiente al estar integrado por espacios sometidos tanto al do­
minio del Estado (Dominio Público o Privado), como al de los par­
ticulares (el derecho de propiedad privada, y demás derechos reales:
uso, usufructo, etc.), es objeto de un régimen de tutela jurídica.

Hemos señalado que existen dos aspectos diferentes en torno a la
tutela o protección jurídica del ambiente. Por una parte, la tutela tra­
dicional en función de la garantía a los derechos administrativos o ci­
viles que se ejercen sobre porciones o fracciones de la realidad ambien­
tal; y por la otra, la nueva tutela que tiene jpor objeto una protección
por razones de conservación, defensa y mejoramiento del ambiente en
sí (como algo valioso de preservar), independientemente de los dere­
chos que graviten sobre algunos de sus componentes.

La teoría de la responsabilidad civil puede ser aplicada en casos
de daños ambientales, en función del primero de los aspectos seña­
lados.

En este sentido, el principio de la responsabilidad civil por hecho
ilícito consagrado en el artículo 1.185 del Código Civil vigente que dis­
pone, "el que con intención, o por negligencia, o por imprudencia, ha
causado un daño a otro, está obligado a repararlo. Debe, igualmente,
reparación quien haya causado un daño a otro, excediendo en el ejer­
cicio de su derecho los límites fijados por la buena fe o por el objeto,
en vista del cual le ha sido conferido ese derecho”, puede ser aplicado
en materia de daño ambiental, siempre y cuando tal daño haya lesio­
nado los derechos e intereses de otro; y es aquí cuando comienzan las
dificultades para adoptar este principio a las características propias de
esta categoría de daño, sobre todo cuando se trata de la degradación
o contaminación de los elementos biológicos de determinados ecosis­
temas.

Al respecto, el autor francés Martin Silles en su obra Droit a l’Envi-
ronneinent (Publications. Periodiques Specialiceés. París, 1977), destaca
la falta de adaptación de las instituciones tradicionales del Derecho Ci­
vil o las nuevas circunstancias y problemas creados por la polución
ambiental.

Siguiendo los argumentos del profesor Silles, podemos sintetizar
esas limitaciones de la manera siguiente, a saber: a) Los fenómenos
de polución tienen un origen fundamentalmente colectiva, tanto en lo
que respecta a sus causas (desarrollo industrial, agrícola, urbanístico,
etc.) como a sus consecuencias o efectos directos o indirectos (conta­
minación atmosférica en las ciudades, problemas de salud pública, en­
fermedades, etc.).
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En efecto, la polución y degradación ambiental constituye un fe­
nómeno ligado a las condiciones del modo de vida imperante en las
sociedades industrializadas y urbanizadas, con especial énfasis en aque-
lias cuyo régimen social está determinado por la organización capita­
lista de los modos de producción y reproducción de la vida social.

Por tanto la polución ambiental es un fenómeno de naturaleza
económica, política y social, y no un simple problema jurídico o téc­
nico. El control de las actividades que generan situaciones de deterioro
y daño ambiental, no puede desligarse de un cambio en la organiza­
ción de la vida social.

Ahora bien, el Derecho Civil es la expresión jurídico-formal de
las relaciones de intercambio de una sociedad concebida en términos
individualistas, como simple suma o agregado de individualidades.

En ese sentido la responsabilidad por hecho ilícito se consagra
en función del individuo y de su capacidad como ente racional y autó­
nomo para responder de sus actos cuando estos lesionan (dolosa o
culposamente) el derecho patrimonial de otro.

El postulado antes aludido (art. 1.185 del C.C.) no puede apli­
carse en su interpretación clásica, para determinar la responsabilidad
en caso de daño ambiental, pues es bastante difícil determinar de
manera individual al responsable del hecho ilícito (individualizar el ori­
gen de la actividad productora del daño). Por ejemplo, la contamina­
ción atmosférica que provoca simultáneamente un complejo de indus­
trias de distinta índole: químicas, siderúrgicas, metalmecánicas.

Por otra parte, el daño ambiental afecta a la colectividad y no
sólo a personas individualizadas (por ejemplo: contaminación de las
aguas, ruidos, contaminación atmosférica, b). Asimismo, los fenóme­
nos de polución y degradación ambiental son de carácter difuso, difí­
ciles de determinar con límites precisos, tanto en el tiempo como en el
espacio (por ejemplo: la contaminación de un río tributario de otro,
puede ocasionar la de este último, y la de depósitos naturales de acuer­
do con la unidad de una cuenca hidrográfica).

De esta manera, no es fácil establecer el lazo de causalidad entre
un hecho de polución y el daño sufrido por un tercero.

Ahora bien, la institución de la responsabilidad civil por hecho
ilícito, se basa, precisamente, en la determinación objetiva de la rela­
ción o nexo de causalidad antes mencionado. Quien ha sufrido un
daño, debe probar que el mismo se debe a la actuación intencional o
culposa (negligente o imprudente) de su presunto autor. Tal prueba,
para el caso de la polución ambiental se dificulta enormemente, en vir­
tud de las características inherentes a la actividad degradante y a las del 
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objeto ambiental degradado, c) Para que la responsabilidad civil pueda
desencadenarse, es necesario que los perjuicios ocasionados por la acti­
vidad poluente o degradante, afecten derechos patrimoniales. En efecto,
escribe Silles, "un hecho poluente tiene por consecuencia directa la al­
teración de las propiedades físicas y químicas del agua o de la atmós­
fera. Sin embargo, la responsabilidad civil sólo es admitida cuando esos
bienes son utilizados en el ejercicio de un derecho o de una actividad,
es decir, que esta actividad pueda lesionar derechos individuales” (op.
cit., p. 12).

El régimen de la responsabilidad civil responde a la vatio inherente
del derecho en la sociedad burguesa, cuya función esencial es la de
servir como instrumento de mediación de las relaciones de intercambio
entre los individuos. La mercancía constituye como objeto-valor, la ex­
presión sustancial de ese proceso. En este sentido, sólo el i derecho-
mercancía o derecho con contenido patrimonial es objeto de efectiva
protección.

La naturaleza y sus recursos en la legislación civil son bienes o
cosas, sometidos al proceso de intercambio; en otros términos, consti­
tuyen mercancías. Sólo en la medida en que la naturaleza-mercancía no
puede ser utilizada, es decir, apropiada en algunas de sus facultades,
en ejercicio de derechos patrimoniales (la propiedad y sus atributos),
a causa del hecho o hechos degradantes, puede plantearse la aplica­
ción de la teoría de la responsabilidad civil.

No existe, entonces, responsabilidad civil por el sólo hecho de
degradar o dañar un elemento con valor para la subsistencia de la vida,
es decir, la naturaleza y el ambiente no son objeto de tutela o de ¡pro­
tección por sí mismos.

La inadecuación de la teoría de la responsabilidad civil, para la
reparación del daño ecológico, requiere de la búsqueda de nuevos prin­
cipios y reglas ajustados a las características de las actividades poluentes
y de los efectos dañinos que ocasionan. Al respecto, el autor francés
ya citado, al igual que Patrick Girod, de la Universidad de Rennes (véase
la Reparation du Dotnmage Ecologique. Librairie Générale de Droit et
de Jurisprudence, 1974), han insistido en la necesidad de estatuir un
sistema de responsabilidad objetiva.

Este sistema tiene por finalidad lograr que la reparación del daño
ecológico o ambiental, depende de tres criterios fundamentales, a saber:
a) que la víctima del daño sea indemnizada de manera integral, y sin
necesidad de que sean satisfechos los requisitos del régimen de la
responsabilidad subjetiva; b) que el responsable del daño no sea él
sólo quien soporte los costos de la reparación. Este costo en cierta me­
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dida debe ser asumido por el Estado y la colectividad, mediante una
distribución proporcional de los gastos que implica la aplicación de
programas de descontaminación o mejoramiento ambiental; c) que lo
anterior se inscriba en una política jurídica global relativa a la conser­
vación, defensa y mejoramiento del ambiente, cuyo propósito sea la
implementación de mecanismos preventivos tendientes a evitar el daño,
tales como la fijación de niveles máximos de tolerancia para permitir
los vestidos de sustancias líquidas, sólidas o gaseosas sobre los cuerpos
de agua o en la atmósfera, en función de la capacidad de dilución y
biodegradación del cuerpo receptor, la prohibición de tecnologías con­
taminantes, la obligación de realizar estudios de impacto ambiental antes
de permitir determinadas actividades, etc.

Los autores mencionados, al señalar la necesidad de que los costos
de la reparación del daño no sean asumidos totalmente por el agente o
responsable de la contaminación, plantean la teoría económica de los
costos del desarrollo.

Según esta teoría, la polución o contaminación es una forma de
utilización de las propiedades fisiconatural de los recursos naturales,
dentro de los procesos productivos, y si la colectividad se beneficia del
aumento de bienes y riquezas generados en el proceso de crecimiento
industrial, agrícola o urbano, lógico es que participe también en los
costos que implica mejorar las condiciones ambientales generadas por
ese proceso de crecimiento.

No se podría dejar a las industrias y demás actividades contami­
nantes la responsabilidad fundamental en la reparación del daño eco­
lógico, porque ello podría conducir a una crisis en la productividad, y
por ende, desestabilizar el propio sistema económico.

Esta lógica responde a los intereses y a la racionalidad del ré­
gimen capitalista de producción, y aunque creemos que el problema
de la crisis ambiental se resuelve únicamente con la superación de
este régimen social, no hay duda de la vigencia de esos postulados,
dentro de la estructura y dinámica del régimen capitalista de produc­
ción, para coadyuvar en parte a establecer mecanismos de compensación
en materia de daño ambiental.

Dentro de esta tendencia, se inscribe la Ley belga del 22 de julio
de 1974, la cual impone al productor de desechos sólidos tóxicos una
responsabilidad objetiva por todos los daños ocasionados por esos de­
sechos.

Para evitar que el productor responda por todos los costos que
conlleva la reparación del daño, la ley prevé la creación de un "Fondo
de garantía para la destrucción de desechos tóxicos”, que funciona a 
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base de contribuciones de las empresas que producen, manipulan o
tratan desechos. En caso de quiebra de la empresa responsable del daño,
o que no cuenta con recursos suficientes para la reparación, el fondo
asegura la ejecución de las obligaciones del responsable del daño.

Esta búsqueda de un régimen adecuado para institucionalizar la
reparación civil del daño ambiental, no se limita a los casos en los
cuales la relación litigiosa se presenta entre particulares, puesto que el
Estado en tanto titular de determinados bienes (Dominio Público y
Dominio Privado), puede resultar lesionado en sus derechos e intere­
ses, por obra de actos que constituyan daños de naturaleza ambiental.

Al respecto, la Ley Orgánica del Ambiente, consagra en su artículo
27, las bases para la organización de un novedoso sistema de repara­
ción civil del daño ambiental público, en los términos siguientes, a
saber:

"Sin perjuicio de la aplicación de las penas y sanciones previstas
en los artículos 24 y 25, de las acciones que se ejerzan en Virtud del
artículo 32 de esta Ley, o de otras acciones que se deriven del derecho
común, quienes realicen actividades que produzcan degradación de los
bienes de dominio público, serán responsables ante la República de
los daños causados, salvo que demuestren que han sido ocasionados
por el hecho de un tercero, por caso fortuito o fuerza mayor. En las
mismas condiciones están obligados al pago de los daños correspondien­
tes, quienes resulten civilmente responsables en los términos de los
artículos 1.190 al 1.194 del Código Civil.

”La determinación de la cuantía de los daños se hará mediante dic­
tamen de tres expertos nombrados por el Tribunal de la Causa. El
dictamen de los expertos tomará en cuenta el deterioro que se haya
causado al ambiente, la situación económica del obligado a reparar el
daño y los demás elementos que, según el caso, deban considerarse como
indispensables.

"Las partes podrán impugnar el dictamen si no cumpliere los re­
quisitos que sobre la materia establece el Código Civil en su artículo
1.425. El juez, si se demostrare la justeza de la impugnación, ordenará,
por una sola vez, la realización de una nueva experticia.

"Parágrafo Unico. Si la indemnización que deba pagarse se fun­
damenta en daños causados a la propiedad de los Estados o de los
Municipios, las sumas correspondientes ingresarán al Tesoro de los Es­
tados o de los Concejos Municipales de que se trate, deducidos los
costos y gastos judiciales".
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Este extenso dispositivo plantea los criterios jurídicos del régimen
de la responsabilidad civil por el daño público ambiental, de la forma
siguiente, a saber:

a) Se trata de una acción de naturaleza especial, que puede ser
ejercida sin perjuicio de otras acciones derivadas del derecho ordinario
y de la acción popular limitada, consagrada en el artículo 32 de la
Ley Orgánica del Ambiente (por ante el Procurador del Ambiente) y,
en general, de la aplicación de las penas y sanciones previstas en los
artículos 24 y 25 de esta Ley (medidas de seguridad, multas, y penas
privativas de libertad).

b) Que puede ser ejercida por la República (por intermedio del
Procurador del Ambiente, o de sus auxiliares, o en su defecto, por el
Procurador General de la República), es decir, corresponde a la Re­
pública, forma jurídico-territorial-nacional, máxima representación de la
personalidad moral del Estado-Colectividad-Nacional, la legitimación
activa.

c) Contra quienes (persona física o persona jurídica) realicen ac­
tividades que produzcan degradación de los bienes de dominio público,
con lo cual se delimita la órbita jurídica de la acción en un .doble sen­
tido, pues, por una parte debe configurarse una degradación ambiental
efectiva y actual, no eventual; no basta con la realización de activida­
des riesgosas o peligrosas (susceptibles de degradar el ambiente), y
por la otra, la acción degradante debe ocasionar un daño (efectivo y ac­
tual) sobre bienes de dominio público, lo cual lamentablemente deja
fuera un conjunto de bienes naturales de valor, jurídico-ambiental que
forman parte del llamado "Dominio Privado de la Nación”.

d) Esta responsabilidad por daño ambiental, producido sobre bie­
nes de dominio público (por ejemplo, ríos, lagos, lagunas, playas del
mar, etc.), sólo puede ser eximida cuando el presunto autor o autores
demuestra que su acto ha sido ocasionado por el hecho de un tercero,
por caso fortuito o fuerza mayor.

e) Tal categoría de responsabilidad se aplica también a quienes
resulten civilmente responsables en los términos de los artículos 1.190
("El padre, la madre y, a falta de éstos, el tutor, son responsables del
daño ocasionado por el hedió ilícito de los menores que habiten con
ellos. Los preceptores y artesanos son responsables del daño ocasionado
por el hecho ilícito de sus alumnos y aprendices, mientras permanezcan
bajo su vigilancia. La responsabilidad de estas personas no tiene efecto 
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cuando ellas prueban que no han podido impedir el hecho que ha dado
origen a esa responsabilidad; pero ella subsiste aun cuando el autor del
acto sea irresponsable por falta de discernimiento”), y 1.194 ("El pro­
pietario de un edificio o de cualquier otra construcción arraigada al
suelo, es responsable del daño causado por la ruina de éstos, a menos
que pruebe que la ruina no ha ocurrido por falta de reparaciones o por
vicios en la construcción”) del Código Civil.

f) El sistema para determinar la cuantía del daño se apoya en
la prueba de expertos, que en número de tres, nombrados por el Tribu­
nal de la causa deben emitir dictamen (informe pericial), en el cual
se dará constancia del deterioro efectivo (magnitud) que se haya cau­
sado al ambiente, de la situación económica del obligado a reparar el
daño, y de los demás elementos que según el caso deban considerarse
como indispensables.

Este sistema sigue estructurado en función de la Teoría de la
Responsabilidad Subjetiva, que implica la prueba del daño y de la re­
lación de causalidad entre el fenómeno objetivo de la modificación no­
civa de la estructura y características de un bien de valor ambiental de
dominio público de la nación, de los Estados o de los Municipios, tu­
telado por Ley, y de acción culposa o dolosa del presunto autor de
esta categoría de perjuicio público.

En determinadas circunstancias y con relación a cierta categoría
de’ daños, como sucede con la degradación de la calidad de las aguas
de ríos y lagos (bienes públicos), es decir, la polución o contaminación
de las condiciones naturales, de los recursos hídricos, por obra de de­
sechos sólidos, líquidos o gaseosos vertidos sobre los cuerpos del agua,
dentro de los procesos de producción de las actividades agrícolas, o
industriales, o como resultado del crecimiento urbano, sin duda, se di­
ficulta sobremanera la demostración del "nexo de causalidad” (de­
terminación de la responsabilidad), por cuanto las características, tanto
de las sustancias contaminantes, como del objeto contaminado, impiden
que el deterioro se presente de manera precisa y localizado en el tiempo
y en el espacio. En el caso de la atmósfera y de las aguas, la estructura
natural de estos elementos hace que los factores contaminantes se di­
luyan, se dispersen y se entremezclen, lo cual dificulta el estableci­
miento del nexo casual, entre el daño producido, y la actividad origen
de la polución.

Por ello, en materia de polución en la mayoría de los sistemas
jurídico-ambientales contemporáneos (Francia, Inglaterra, Estados Uni­
dos, etc.), se emplea el método o Ja técnica del señalamiento legal o
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reglamentario de “estándares máximos” de emisión de sustancias po-
luentes, o niveles máximos de tolerancia (daño admisible o tolerable),
y se sanciona administrativamente (multas, suspensión temporal o de­
finitiva de las actividades poluentes), a quienes infrinjan las disposi­
ciones reglamentarias, referentes a estos niveles máximos de emisión,
o bien, viertan sustancias prohibidas.

En cambio, cuando se trata de daños producidos mediante el em­
pleo de objetos mecánicos, es decir, cuando se modifica cuantitativa­
mente las condiciones naturales del bien ambiental produciendo daños
visibles (por ejemplo, deforestación, talas, quemas en recursos foresta­
les; ocupación de playas, construcción de obras para desviar el curso
de las aguas de un río, etc.), la prueba del daño y de la relación de
causalidad es de fácil determinación, con arreglo a los métodos pro­
batorios del derecho común y del Derecho Administrativo especial (prue­
ba de expertos, inspecciones oculares, prueba de testigos, fotografías,
etc.).

4. El Derecho Penal y la Cuestión Ambiental.
El Derecho Penal Administrativo

El Derecho Penal no ha quedado al margen de esta penetración
de lo ambiental en la estructura del ordenamiento jurídico, pues el ilí­
cito ambiental comienza a perfilarse como categoría de antijuricidad
capaz de constituirse en delito.

Al respecto, la Ley Orgánica del Ambiente en su artículo 36 dis­
pone que: "En ejecución de esta Ley, deberán dictarse las adecuadas
normas penales de garantía de los bienes jurídicos tutelados por la
misma, y las penas correspondientes serán hasta de un millón de bolí­
vares si se tratare de multas, y hasta de diez años de prisión si con­
sistieren en penas privativas de libertad, debiéndose hacer la fijación
de acuerdo a la mayor o menor gravedad del hecho punible, a las con­
diciones del autor del mismo y a las circunstancias de su comisión”.

De esta manera la Ley Orgánica del Ambiente consagra las bases
de un régimen jurídico-penal de protección o tutela del ambiente, que
en todo caso debe ser desarrollado mediante ley especial.

El legislador ha considerado necesario complementar la protección
o tutela administrativa de los bienes, recursos y valores ambientales,
con una protección de naturaleza penal. Sin pretender esbozar lo que
podría ser una teoría del ilícito penal ambiental,*  me atrevería, no obs­

* Véase al respecto el ensayo del profesor F. Martínez Rincones: El Delito Ecoló­
gico, y el estudio del equipo de trabajo de Ecología del CONICIT.
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tante, a consignar algunos señalamientos en relación al Derecho Penal
Ambiental.

Lo primero que resalta en esta materia es la característica esencial
del bien jurídicamente tutelado. Se trata de recursos y condiciones na­
turales (aguas, bosques, fauna, oxígeno, paisaje, etc.), que son "insus­
tituibles” en en las funciones vitales, económicas, sociales y culturales
que cumplen en la estructura de las relaciones sociedad-naturaleza.

Esta característica no merece mayor comentario, basta observar al
respecto que tanto el oxígeno como el agua, son elementos indispen­
sables en el sostenimiento de la vida, entendida ésta en su totalidad,
es decir, como complejo de relaciones dinámicas entre los factores bió-
ticos y abióticos que conforman la estructura de la biosfera. ,

Las funciones vitales del agua y del oxígeno no pueden ser satis­
fechas por otros elementos naturales o artificiales.

Sencillamente se trata de una verdad vital (no requiere demos­
tración). Cuando se deterioran las condiciones del aire, o de las aguas,
se compromete la vida misma, y por ende, la existencia humana, y no
hay en el planeta recursos sustitutivos, cuando por ejemplo, algunos
de estos factores vitales (el agua) se agota desde el punto de vista
cuantitativo.

Por ello, el régimen de protección o tutela y de administración
en general de los bienes y recursos naturales, debe diferir del régimen
de los bienes y obras creados por la actividad humana. Estos últimos,
en general, son sustituibles. Así, por ejemplo, un puente, una carretera,
y en general, cualquier infraestructura civil que se dañe o se destruya,
puede ser reparada o sustituida por otra. En cambio, cuando desaparece
una especie determinada de la fauna silvestre, o un río se seca, ¿cómo
lograr que la especie animal en cuestión regrese a la cadena biológica,
o que las aguas fluyan en el río?

Esta primera característica de ” insustituibilidad”, define ortológi­
camente la nueva categoría del delito ambiental o delito ecológico,
pues, sin duda, constituye un delito que atenta contra las bases mismas
de la vida, de la subsistencia del mundo orgánico, y por ende, de la
existencia humana.

Por ello, el delito ambiental es un delito social (afecta las bases
de la existencia social), económico (atenta contra las materias y recursos
indispensables para las actividades productivas) y cultural (pone en
peligro formas de vida autóctonas, cuando implica destrucción de pai­
sajes, y sistemas de relaciones hombre-espacio).

Asimismo, es un delito vinculado a determinadas prácticas econó­
micas que son inherentes "a la racionalidad del sistema capitalista” (de-
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lito de cuello blanco), en cuanto para tal sistema la naturaleza es
simple mercancía, objeto que sólo tiene un valor de cambio en el pro­
ceso de mercantilización y cosificación de las relaciones sociales, y por
ende, puede ser apropiado, transformado y explotado, sin atender a
sus características ecológicas, y al perfil de utilidad vital y social, que
todo bien natural lleva en sí.

Por otra parte, esta categoría de delito en algunas circunstancias
se manifiesta como un delito permanente (cuando se trata de casos de
polución o contaminación), cuya tipología es compleja, de acuerdo con
los principios del Derecho Penal clásico.

Tomando en cuenta estas peculiaridades del ilícito ambiental, el
Ministerio del Ambiente y de los Recursos Naturales Renovables (Con-
sultoría Jurídica) preparó un Anteproyecto de Ley de Protección Penal
del Ambiente, presentado el 5 de junio del presente año, por ante el
Congreso Nacional para su sanción correspondiente.

Los alcances fundamentales del proyecto se pueden resumir en los
aspectos siguientes:

a) Tiene una definida finalidad, cual es la de mejorar sustan­
cialmente el régimen sancionatorio en materia de hechos y actos con­
trarios a la conservación, defensa y mejoramiento del ambiente, en
cuanto este último es objeto de tutela jurídica en sus diversos ele­
mentos fisiconaturales y sociales (recursos naturales renovables', aguas,
bosques, fauna, flora; condiciones naturales', atmósfera, clima, topogra­
fía; valores escénicos de la naturaleza', paisajes y panoramas; condicio­
nes de la vida social urbana', tranquilidad y salubridad, control de rui­
do, de los desechos, basuras y desperdicios, etc.).

b) Para lograr ese propósito el proyecto de ley consagra de ma­
nera precisa una metodología jurídica que distingue: Primero, los hechos
considerados como auténticos delitos ambientales, es decir, ilícitos san­
cionados con penas privativas de libertad (prisión de 1 a 10 años), dado
el objeto de protección legal afectado, sus características, su valor so­
cial, económico y cultural.

Se trata de actos que deterioran o destruyen bienes naturales con­
siderados como elementos insustituibles para la satisfacción de nece­
sidades colectivas, y por ende, ponen en peligro la organización y
funcionamiento de la propia vida social (ejemplos: actos lesivos de la
integridad fisiconatural de parques nacionales, reservas forestales, zo­
nas protectoras, etc., de los ríos y sus cauces, playas del mar, monu­
mentos naturales.
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El envenenamiento de las aguas y la contaminación de fuentes
abastecedoras de poblaciones, o a sistemas de regadío.

El daño a estructuras de obras hidráulicas: presas, acueductos, etc.
Segundo, los hechos contrarios a la conservación, defensa y mejoramien­
to ambiental, que por su naturaleza y características, en cuanto a la
gravedad e importancia de los objetos y valores ambientales afectados,
no requieran ser sancionados con penas privativas de libertad, sino con
sanciones administrativas (multas, revocación de permisos, autorizacio­
nes y otros títulos expedidos por la administración, paralizaciones tem­
porales de actividades, hasta tanto se corrijan los factores de degra­
dación, etc.).

c) Los procedimientos penales, y en especial los administrativos,
es decir, las reglas procesales que debe aplicar la administración en su
función sancionatoria, a fin de evitar que se cometan irregularidades
y abusos en perjuicio de los particulares y sus derechos, tales como, la
garantía del derecho a la defensa en todo grado del proceso, el sistema
probatorio para demostrar el ilícito, los plazos que deberán respetarse
en la secuencia de las situaciones procedimentales, etc.

Debe tenerse claro que este anteproyecto de Ley, es instrumento
complementario de una política ambiental amplia y compleja, cuyo ins­
trumento jurídico-administrativo de aplicación más importante es la or­
denación del territorio (la definición de los mejores usos del espacio
territorial nacional de acuerdo con la indispensable transformación socio­
económica del mismo y en atención a sus características, condiciones y
capacidad ecológica), así como el establecimiento de un sistema de
control preventivo y flexible de las actividades que requieren la utili­
zación de recursos naturales renovables que se ajuste a la dinámica
del desarrollo económico y social y a la protección de la naturaleza;
y, en definitiva la creación de una auténtica cultura ambiental, que a
través de un proceso permanente de educación inculque nuevos valores
y actitudes en la población (ética ecológica) con respecto al ambiente.

El Derecho Penal Ambiental, es pues, una de las consecuencias
más importantes de la penetración de la preocupación ecológica y con­
servacionista, en la estructura del ordenamiento jurídico.

5. El Derecho Agrario y la cuestión ambiental'. El Derecho
Agrario como derecho de la naturaleza

El Derecho Agrario, por su parte, ha sido desde sus orígenes un
derecho social, cuya finalidad más importante es la transformación de
la estructura agraria tradicional de carácter latifundista, lo cual implica
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cambiar de manera radical un sistema de relaciones hombre-hombre (re­
laciones sociales y económicas), y hombre-naturaleza (sistemas de ex­
plotación), basado en un régimen de tenencia y apropiación del suelo
y demás recursos naturales signado por la injusticia social, y la inefi­
ciente e irracional explotación de los factores de la producción.

El Derecho Agrario es el derecho de la naturaleza por excelen­
cia, por cuanto su esencia es crear instituciones que aseguren un nuevo
sistema de relaciones entre el hombre y la naturaleza, con ocasión al
aprovechamiento de los recursos naturales ligados a la producción agrí­
cola, y ello implica por supuesto, transformar la estructura económica
del agro, y por ende, las relaciones tradicionales de producción vincu­
ladas a la propiedad territorial latifundista.

Es un derecho biológico, ecológico, puesto que el derecho de la
reforma agraria pretende incorporar métodos racionales de aprovecha­
miento de los suelos y demás recursos naturales renovables, que garan­
ticen la conservación de los mismos.

La Ley de Reforma Agraria, fuente primaria del Derecho Agrario
en Venezuela, establece en su artículo 122, que .“La Reforma Agraria
tiene como uno de sus objetivos fundamentales la conservación y el
fomento de los recursos naturales renovables, y a tal efecto, el Estado
dispondrá todo lo conducente para que el aprovechamiento de los mismos
se realice sobre bases racionales y dinámicas”.

Este principio significa que al lado de los objetivos sociales, eco­
nómicos y políticos del proceso de Reforma Agraria (“la transforma­
ción de la estructura agraria del país y la incorporación de su población
rural al desarrollo económico, social y político de la nación, mediante
la sustitución del sistema latifundista, por un sistema justo de propie­
dad, tenencia y explotación de la tierra, basado en la equitativa distri­
bución de la misma, la adecuada organización del crédito y la asistencia
integral para los productores del campo, a fin de que la tierra cons­
tituya para el hombre que la trabaja, base de su estabilidad económica,
fundamento de su progresivo bienestar social y garantía de su libertad
y dignidad, artículo 1Q, LRA”), existe una finalidad ambiental o eco­
lógica que es inseparable de aquéllos.

La Ley de Reforma Agraria, ha previsto una serie de técnicas
jurídico-administrativas, para la realización de esta finalidad ecológica
o ambiental, entre los cuales pueden mencionarse, a manera de ejem­
plo: los planes de manejo para la utilización de los recursos naturales
renovables en las zonas de aprovechamiento agrícola; las cartas agro-
lógicas y la clasificación de los suelos de acuerdo a su capacidad y
condiciones ecológicas y agrológicas, etc.
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INTRODUCCION

Una explicación histórica. Una realidad actual
Venezuela como muchos otros países latinoamericanos, quizás im­

buida por la vieja tradición del Derecho Indiano, ha considerado que
la solución de todos los males se encuentra en dictar nuevas leyes que
prevean y regulen las situaciones que puedan producirse.

En efecto, se pueden distinguir dos características del Derecho In­
diano íntimamente ligadas, y la una es consecuencia de la otra: la pro­
fusión legislativa y la heterogeneidad de las disposiciones. La profu­
sión legislativa extraordinaria consistió en dar soluciones en abundancia
excesiva, sin una verdadera innovación jurídica.

El casuismo acentuado también contribuyó a darle forma a este
carácter, y a destacar la heterogeneidad legislativa, pues la distinta
procedencia y carácter de los diversos elementos jurídicos que intervi­
nieron en la formación del Derecho Indiano, no produjeron construc­
ciones jurídicas que delimitasen una institución o una rama especial
de Derecho. Al contrario, se legisló sobre problemas muy concretos y
se trató de generalizar, en lo posible, la solución en cada caso adoptado.

Dada la frondosidad de la legislación existente para ese momento
se buscó la sistematización de la gran variedad de disposiciones en
un cuerpo único conocido como "Las Leyes de Indias" (1680).
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La influencia de esta legislación aún se dejaba sentir con bastante
fuerza en 1827, cuando se estableció la jerarquía de la legislación para
Ja República de Colombia (que reunía los pueblos de Nueva Granada
y Venezuela en una sola nación). En la Constitución de Colombia del
6 de octubre de 1821, "se declaran en su fuerza y vigor las leyes que
hasta aquí han regido en todas las materias y puntos, que directa o in­
directamente no se opongan a esta Constitución ni a ¡los Decretos y
Leyes que expidiera el Congreso”.

Luego, la Ley del 13 de mayo de 1825, determina la forma pre­
cisa del orden de prelación de las leyes para la' República de Colom­
bia, así:

"... 1’ Las decretadas o que en lo sucesivo decretare el Poder
Legislativo. 2’ Las pragmáticas, cédulas, órdenes, decretos y ordenanzas
del gobierno español en el territorio que forma la República. 3’ Las Le­
yes de Recopilación de Indias. 49 Las de la Nueva Recopilación de
Castilla y, 59 Las de las Siete Partidas”.

La consecuencia de ello, es que no tendrían vigor las leyes prag­
máticas, cédulas, órdenes y decretos del gobierno español posteriores al
18 de marzo de 1808, ni las expresadas anteriormente que se opongan
directa o indirectamente a la Constitución o a las leyes y decretos que
haya dado o diere el Poder Legislativo.

Este ordenamiento se proyectó aun después de disuelta la Repú­
blica creada por los legisladores en 1821, ya que el Congreso de
Venezuela en Resolución del 13 de octubre de 1830, mantuvo en vi­
gencia el ordenamiento jurídico establecido por la citada Ley del 13
de mayo de 1825.1

Esta tendencia que viene de la época colonial y que se proyecta
en los primeros años después de la independencia, se ha transformado
en práctica común del legislador venezolano. Es decir, ha preferido
dictar innúmeras leyes especiales más que a la sistematización y codi­
ficación y actualización de la legislación vigente.

Así, podemos ver que a lo largo de la historia legislativa vene­
zolana, por solo mencionar algunos casos, nos encontramos con 24
constituciones, 9 códigos civiles, 10 leyes especiales relativas a bosques,
suelos y aguas.

Si a esto agregamos la cantidad de años que Venezuela ha sido
gobernada por presidentes de fado, que legislaron a través del meca-

1. Venezuela. Coplanarh. Instituto de Dcucho Público, UCV. Bases para un estudio
sobre el régimen legal de las aguas en Venezuela. Tomo I. Evolución Histórica.
Publicación N° 11, sept., 1969.
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nismo del decreto presidencial pero conservando la apariencia del Es­
tado de Derecho, podremos imaginamos la maraña jurídica que sin
ninguna sistematización cuenta el país.

El carácter no sistemático, desarmónico y mal coordinado entre
distintas leyes vigentes produce, entre muchos otros efectos, una sobre­
posición de legislación que conduce a la confusión; carencia de princi­
pios técnicos que permitan coordinar la legislación existente, vigencia
de excesivas leyes caracterizadas por su formalismo jurídico, ocasional­
mente contradictorias entre sí o faltas de elementos jurídicos, y ausen­
cia de mecanismos civiles y penales que permitan responsabilizar a fun­
cionarios culpables de la no aplicación o torcida aplicación de las leyes,
así como responsables de abuso o exceso de poder y/o corrupción ad­
ministrativa.

¿Cómo vinculamos estas características del sistema legal venezolano
al tema de las sanciones en una Ley de Ordenación del Territorio?

La singularidad de la legislación que hemos venido reseñando en­
cuentra su confirmación en el hecho do que se solicite un estudio mo­
nográfico sobre el régimen de sanciones en materia de ordenación del
Territorio.

En efecto, nuestra hipótesis de trabajo arranca del supuesto de
que las sanciones que deberían contemplarse en el texto de una Ley
de Ordenación del Territorio, deberían estar referidas al incumplimien­
to de los distintos niveles de Planes de Ordenación, sea en su sentido
de recompensa para el que se ajuste a lo exigido en ellos, o sancio­
nes establecidas para la transgresión de esos planes.

Sin embargo, ante la dispersión o carencia de normas relativas a
la responsabilidad de funcionarios y de lo relativo a lo contencioso
administrativo, entre otras, nos hemos visto obligados a reconsiderar la
hipótesis inicial, y prever la inclusión de normas referidas a las san­
ciones en caso de incumplimiento de una Ley de Ordenación del Te­
rritorio, con un ámbito mayor al previsto originalmente. Pero entendien­
do que en vez de ser normas complementarias de una legislación global
sobre esos temas, estamos procediendo a la inversa. Por tal motivo,
pensamos que esta normativa debería considerarse de rango transitorio
mientras se produce la sistematización correspondiente.

El presente documento consta de dos partes: una primera, donde
abordaremos las consideraciones conceptuales referidas al régimen de
sanciones, y la segunda, donde se consignan las proposiciones que
debería incluirse en un Proyecto de Ley sobre Ordenación del Te­
rritorio.
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Primera Parte

CONSIDERACIONES CONCEPTUALES REFERIDAS
AL REGIMEN DE SANCIONES

I. Sanciones, penas, naturaleza y jundamentos de éstas
Las sanciones jurídicas son las consecuencias inherentes al cumpli­

miento o incumplimiento de la ley. Ellas se traducen .en el bien o re­
compensa que sigue a la obediencia de la ley o en las medidas repa-
ratorias o de reafirmación dispuestas para el caso de transgresión.

Rara vez encontramos en el derecho positivo sanciones como re­
compensa para el que se ajuste a lo exigido por las normas jurídicas,
mientras muy vasto es el ámbito de las sanciones establecidas para
los transgresores de esas normas. Tanto es así que ordinariamente se
emplea la palabra sanción con el significado específico de consecuencia
del' incumplimiento de la Ley.2

Generalmente en las normas jurídicas puede distinguirse entre pre­
cepto y sanción. El precepto expresa un mandato o prohibición, y la
sanción constituye la consecuencia legalmente prevista para la desobe­
diencia de ellos.

En cuanto a las sanciones jurídicas debemos señalar a la nulidad
de lo actuado en contravención a la ley, la restitución de lo adquirido
ilegítimamente y la obligación de reparar los daños ocasionados. Ellas
y la reposición al estado anterior y el cumplimiento forzado de lo que
se debe, constituyen las sanciones de carácter civil. Mediante ellas el le­
gislador constriñe al violador de la ley a cumplir lo que no cumplió o
a deshacer aquello que consiguió indebidamente.

Fuera de estas sanciones civiles, contempla también el derecho, la
aplicación de penas a los trangresores de sus preceptos; es el caso
cuando algunas transgresiones que revisten una especial gravedad y
que importan un ataque de mayor repercusión social al orden jurídico,
llevan aparejados sanciones penales.

Ahora bien, no sólo la gravedad de la transgresión jurídica mueve
al legislador a recurrir a sanciones penales, también suelen disponerse
sanciones penales para las acciones que lesionan un bien jurídico por
medios repudiados (empleo de fraude o violencia) o que hacen muy
difícil la individualización del culpable. Asimismo, se establecen penas
para las conductas que ponen o pueden poner en peligro un bien ju-

2. Novoa M., Eduardo: Curso de Derecho Penal Chileno. Facultad de Ciencias Jurí­
dicas y Sociales. Universidad de Chile. Ed. Jurídica de Chile, 1966, p. 297.
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rídico valioso, aun cuando en el caso concreto éste haya resultado indem­
ne (delitos de peligro y faltas).

Por su parte, la reacción social ante el delito no solamente se
manifiesta en la aplicación de penas a quienes incurren en responsa­
bilidad penal por un hecho delictivo, sino también en la adopción de
medidas de seguridad o preventivas que recaen sobre quienes no han
contraído legalmente esa responsabilidad sobre individuos de los cuales
puede temerse una conducta delictuosa.

Con las penas se procura reprimir el delito y con las medidas de
seguridad, prevenirlo.

Fiel (refleja de nuestra legislación vigente es ej Código Penal; en
él la preponderancia de la pena como sanción es la regla general,
mientras las medidas de seguridad como prevención del delito son de
menor importancia, y en la práctica son casi inexistentes.

Frente al orden social turbado por un delito, se hace necesario una
medida severa que contemple no sólo el daño específico del delito, sus­
ceptible a veces de una reparación o de una compensación conforme a
los preceptos civiles, sino que la pena debe ser estimada como una
reacción social que por sí misma, al reafirmar la validez y vigencia del
ordenamiento jurídico, contrarresta la perturbación que en él ocasionó
el delito.

II. Criterios de clasificación de las penas y sanciones
La pena conforma una pérdida de derechos. En el tema que nos

ocupa, esa pérdida puede ser la libertad y se hablará entonces de penas
privativas de la libertad, como prisión, presidio; de pérdida de parte
del patrimonio, tomo lo son las penas ,pecuniarias, especialmente la
multa; y de pérdida de algunos derechos determinados como inhabili­
taciones y suspensiones en el ejercicio de cargos y oficios públicos.

Las penas pueden clasificarse a los efectos de este estudio, según
el bien jurídico de que ellas privan a la persona, en privativas de la
libertad, privativas de otros derechos y pecuniarias. Esta catalogación
no está expresamente contemplada en la ley, pero sí permite una cla­
sificación de las mismas de acuerdo a su gravedad y al objeto que se
persigue: protección de un bien jurídico determinado.

Contempla el Código Penal venezolano en su artículo 9, como pe­
nas restrictivas de la libertad o corporales, las de presidio, prisión o
arresto, entre otras. Mientras en el artículo 10 se señalan como no
corporales, la de inhabilitación para ejercer alguna profesión, industria
o cargo, destitución de empleo, suspensión del mismo, multa, caución
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de no ofender o dañar, amonestación o apercibimiento, pérdida de los
instrumentos o armas con que se cometió el hecho punible y de los
efectos que de él provengan, entre varios otros.

Ahora bien, en relación a las penas privativas de la libertad y
en especial aquellas de corta duración, como lo sería una pena de menos
de seis meses, sólo puede ser impuesta cuando circunstancias especiales
que residen en el hecho o en la personalidad del actor, hagan inelu­
dible la imposición de tal pena privativa de libertad para influir sobre
el autor o para defender el orden jurídico.

En lugar de la pena privativa de la libertad se aplica la multa
aun en aquellos casos en que la ley no conmina con multa.

Esta situación se debe a lo dudoso que resulta desde un punto
de vista política criminal una pena privativa de libertad de corta dura­
ción (menos de seis meses), y aun cuando no se elimine totalmente,
esto es, subsista cuando ella sea indispensable y no se cuenta con otro
medio de reacción penal, existe una tendencia a lograr su eliminación.

En cuanto a la pena pecuniaria, la cual era conminada predomi­
nantemente a una pena privativa de libertad y solo por excepción en
forma independiente, avanzó y se fortaleció como pena independiente
en el papel de un sustitutivo para las penas cortas privativas de li­
bertad.

Para medir la pena pecuniaria hay que considerar la situación eco­
nómica del autor; debe sobrepasar el equivalente que haya recibido por
el hecho y el provecho que haya obtenido de éste.

En cuanto a las penas accesorias y consecuencias accesorias del hecho
punible, calificadas por la doctrina, se califican así, ya que se desprenden
y sólo pueden ser aplicadas junto a una pena principal.3 A los efectos
de nuestro trabajo, merece una mención especial, además del conciso y
la confiscación, la inhabilitación para cargo público.

En Venezuela, el caso de la "destitución del empleo produce como
efecto la separación de él del penado, sin poder ejercerlo otra vez sino
por nueva elección o nombramiento”.4 5 "La suspensión del empleo im­
pide al penado su desempeño durante el tiempo de la condena, con de­
recho, terminada ésta, a continuar en él, si para su ejercicio estuviere
fijado un período que entonces corriere aún”.0 Ambas penas pueden
imponerse como principales o como accesorias de acuerdo a la legisla­
ción penal venezolana.

3. Véase el artículo 11 del Código Penal venezolano.
■i. Articule 26 del Código Penal venezolano.
5. Artículo 27 del Código Penal venezolano.
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Por otra parte, el Código Penal regula independientemente de la
responsabilidad penal, que como los demás ciudadanos tipifica como
delitos comunes y afecta a todos los funcionarios públicos; éstos tam­
bién son responsables por los hechos delictuosos que ejecutaren o co­
metieren en el ejercicio de sus funciones específicas.®

Es pues el caso, por una parte, del delito que fuera del perjuicio
público que causa, produce también daño a las personas privadas. Por
otra, se encuentran los casos de responsabilidad civil más amplios que
la pena, y da origen a esa responsabilidad, aun cuando no esté tipificado
legalmente como delito; y nace de toda conducta dañosa, antijurídica y
reprochable.6 7 Por ello, si se da simultáneamente tipicidad y daño, de
hecho provendrá responsabilidad tanto civil como penal; si sólo hay ti­
picidad, habrá delito penal y no habrá responsabilidad civil que proven­
ga de él; si sólo hay daño, habrá lugar a responsabilidad civil, pero
no a responsabilidad penal.

La reparación del daño causado es la más importante y compren­
siva de las obligaciones civiles que pesan sobre el que lo haya causado.
Esa indemnización se efectúa mediante el pago de una suma de dinero
compensatoria del monto de esos daños. Es importante señalar que la
obligación civil de reparar todo daño no varía según cual sea el grado
de culpabilidad del autor del daño, haya obrado éste con culpa o con
dolo, siempre su responsabilidad civil se extenderá a la reparación del
daño total. La responsabilidad civil, a diferencia de la penal, no está
influida por la intensidad de su culpabilidad.

Comúnmente se clasifican los daños reparables civilmente en daños
materiales y daños morales. Los primeros son aquellos que consisten
en un menoscabo patrimonial y se dividen, a su vez, en daño emergente
y lucro cesante. El daño emergente se presenta como una disminución
efectiva del patrimonio, y el lucro cesante, como un aumento que se
habría producido en el patrimonio, pero que no tuvo lugar debido al
delito. El daño moral no es procedente detallarlo a los efectos del
objetivo de esta monografía; como tampoco lo es considerar aquí la
extención de la responsabilidad civil.

6. Así Jo establece con carácter especial, por ejemplo, la Ley sobre Responsabilidad
de Empleados Públicos. Véase García Iturbe, Amoldo: "La Tutela Penal de la
Administración Pública", en Revista Control Fiscal y Tecnif¡ración Administrativa.
Contraloría General de la República. Caracas, N9 31, 1964, pp. 23 y 24.

7. Véase artículo 113 del Código Penal venezolano.
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III. Responsabilidad de los funcionarios públicos
En la clasificación de las penas y sanciones veíamos cómo los fun­

cionarios pueden cometer dos clases de infracciones: las reservadas pre­
cisamente a los funcionarios públicos, y aquellas otras que pueden ser
cometidas por cualquier ciudadano. Aparece aquí la distinción entre
delitos cometidos en el ejercicio del cargo y los demás.

Los funcionarios públicos pueden cometer delitos específicos en su
condición de tales y que están reconocidos en el Código Penal en dis­
tintos lugares, e igualmente, hay figuras delictivas típicas contra ellos.

Así, los artículos 195 a 209 y 317 a 319, ambos inclusive, se re­
fieren a los delitos cometidos por los funcionarios públicos contra el
ejercicio de los derechos de la persona reconocidas por las leyes; así
como se regulan los delitos de desacato, insulto, injurias y amenazas a
los funcionarios cometidos en el ejercicio de sus cargos (artículo 144
a 152 del Código Penal).

La consagración de la responsabilidad personal de los funciona­
rios públicos está consagrada en la Constitución Nacional, cuando en
su artículo 121, establece: “el ejercicio del Poder Público acarrea res­
ponsabilidad individual por abuso de poder o violación de ley”. Asi­
mismo, la responsabilidad especial para los funcionarios y empleados
públicos, también la prevé la Constitución por los actos del Poder
Público que violen o menoscaben los derechos garantizados en la Cons­
titución, al establecer que "los funcionarios y empleados públicos que
los ordenen o ejecuten incurren en responsabilidad penal, civil y admi­
nistrativa, según los casos, sin que les sirvan de excusas órdenes supe­
riores manifiestamente contrarias a la Constitución y a las leyes”.8
Veamos separadamente estas tres clases de responsabilidad.

A. La responsabilidad penal de los funcionarios públicos
Independientemente de la responsabilidad penal que como los de­

más ciudadanos, por los delitos que cometieren, afecta a todos los fun­
cionarios públicos, éstos son responsables por los hechos delictuosos que
ejecutaren o cometieren en el ejercicio de sus funciones específicas, tal
como lo señalamos en el punto anterior.

Por otra parte, el Código Penal regula, entre los “delitos contra
la cosa pública”, aquellas conductas punibles que puedan realizar los
funcionarios en el ejercicio de sus funciones. Así, regula el peculado, la
concusión, la corrupción, los abusos de autoridad.

8. Artículo 46 de la Constitución Nacional.
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Además, algunas leyes especiales como la ya señalada Ley contra
el Enriquecimiento Ilícito de Funcionarios y Empleados Públicos, regla­
menta aspectos de dichos delitos, con modalidades específicas, como
sucede respecto al delito de peculado.

B. La responsabilidad civil de los funcionarios

Los funcionarios públicos no sólo tienen comprometida su respon­
sabilidad penal en el ejercicio de sus funciones, sino que también tienen
comprometida su responsabilidad civil. Es decir, son responsables cuando
en sus actos u omisiones, realizados con ocasión de sus funciones, se
deriva una alteración patrimonial dañosa para un tercero o para la
propia Administración, cuando éstos no están obligados a soportar el
daño, y en este sentido son responsables de los daños y perjuicios que
ocasionen, tanto a los particulares como a la Administración en el ejer­
cicio de sus funciones.

Analizaremos separadamente estos dos aspectos. La responsabilidad
frente al administrado tiene su base en la propia Constitución, cuando
expresa que los entes públicos responden "por los daños y perjuicios
que hayan sido causados por autoridades legítimas en el ejercicio de
su función pública”, sin distinguir en absoluto la forma y el momento
en que se ejerce esa función pública por la autoridad legítima. La con­
secuencia es que de los daños y perjuicios que ocasione un funcionario
o empleado público, en el ejercicio de sus funciones, responden tanto
la Administración como el propio funcionario; esto acarrea para la
Administración el derecho de exigir al funcionario público el pago de
lo cancelado por ella, cuando los daños y perjuicios tengan su funda­
mento en la culpa del funcionario.9

La responsabilidad civil de los funcionarios públicos frente a la
Administración más importante es la que está referida a la responsa­
bilidad por daños y perjuicios que los actos u omisiones del funcio­
nario causen a la Administración, en especial cuando se trate de fun­
cionarios de Hacienda.10

C. La responsabilidad administrativa
Por último, los empleados y funcionarios públicos, por el ejercicio

de sus funciones pueden tener comprometida su responsabilidad admi-

9. Véase, Brewer-Carías, Alian R.: Las Instituciones Fundamentales del Derecho Ad­
ministrativo y Jurisprudencia Venezolana. Caracas. 1964, p. 425.

10. Artículo 139 de Ja Ley Orgánica de Hacienda Pública Nacional.
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nistrativa, íntimamente relacionada con el concepto de jerarquía admi­
nistrativa y de poder disciplinario.

En este sentido, el derogado Reglamento de Administración del
Personal para los servidores del Estado, establecía que los empleados
públicos podrán ser sancionados cuando incurran en falta y de acuerdo '
con la gravedad de la misma, con las penas de amonestación, multa,
suspensión del cargo sin derecho a sueldo y destitución.

La Ley de Carrera Administrativa regula en los artículos 57 y si­
guientes, las diferentes sanciones disciplinarias que admite: amonesta­
ción verbal y escrita: suspensión del cargo, con o sin goce de sueldo
y destitución.

Las entidades fiscalizadoras juegan un importante papel en la de­
terminación de las responsabilidades administrativas en que, por sus
actos u omisiones, incurran los funcionarios públicos, mediante la fun­
ción investigativa que realiza en su control concomitante sobre la ac­
tuación de los mismos. Una vez determinada la responsabilidad por
el organismo contralor, corresponde a la Administración activa la apli­
cación de las sanciones disciplinarias.11

Desarrollados los diversos aspectos anteriores en tomo a las consi­
deraciones conceptuales referidas al régimen de sanciones, corresponde
ahora presentar las proposiciones que deberían incluirse en un proyecto
de Ley sobre Ordenanza del Territorio.

Segunda Parte

LAS SANCIONES Y LA ORDENACION DEL TERRITORIO

I. Caracteres de la legislación tradicional y de la nueva legislación
Las normas dictadas en épocas ya pasadas se caracterizan por

contemplar los problemas desde perspectivas fundamentalmente secto­
riales y carentes de sentido de interrelación e interdependencia. Acordes
con los principios ideológicos de uso, su ámbito de actuación se cir­
cunscribe a la esfera individual, predominando de forma notoria la
defensa de intereses muy localizados.

Otra nota típica es su carácter esencialmente represivo y de poli­
cía, mediante el cual se manifiesta como preocupación básica la san-

11. En este sentido se establece como causal de destitución en la Ley de Carrera
Administrativa (art. 61, ord. 5’) el "auto de culpabilidad administrativa de la
Contraloría General de la República”.
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ción del que ha quebrantado un determinado orden establecido, olvi­
dando la restauración de dicho orden.

Los rasgos de la legislación actual se caracterizan por un afán
de contemplar los problemas en una dimensión global e integradora,
derivada coherentemente del principio de interdependencia. El punto de
partida es que no basta con dictar medidas aisladas y fragmentarias.

Otro aspecto a resaltar es el carácter social de la legislación, como
es el caso de la Ley Orgánica del Ambiente (1976) y lo que sería el
fundamento de la Ley de Ordenación del Territorio que se sancione.
No se trata ya de defender al individuo frente a la agresión causada
por otro individuo, sino de proteger a la sociedad de sus propios ata­
ques. En ella puede verse, incluso, un propósito anticipador y de fu­
turo, en virtud del cual se intenta proteger a las generaciones venideras
y legarles una Venezuela mejor.

En la normativa actual ya se observaba una gran preocupación
por objetivar y cuantificar los defectos derivados de la ruptura del
orden establecido, de forma que su restauración sea lo más viable po­
sible.

El caso de la fuerza adquirida en la legislación ambiental de la
teoría del causante, que se ha generalizado en el slogan “el que con­
tamina paga”, pone especial énfasis en destacar que el destino del im­
porte de estas sanciones pecuniarias ha de ser precisamente subsanar el
daño causado.

Un ejemplo concreto es el de la contaminación de las aguas, en
el que legislaciones como la francesa, alemana, o sueca, prevén que
el importe de las multas que puedan imponerse por dicha causa, sea
aplicado a la instalación de estaciones depuradoras allí donde la in­
fracción ha sido cometida.

El alcance social de este planteamiento es evidente, ya que el
causante se convierte en última instancia, al repararlo, en beneficiario
de la nueva situación. Ello supone, por otra parte, el reconocimiento
de una realidad objetiva que ha de ser aceptada, y es que, en la co­
yuntura actual, determinadas instalaciones y procesos productivos se
ven forzosamente obligados a contaminar. Desde esta óptica la sanción
no tiene un carácter meramente represivo, sino que viene a representar
una forma de colaboración, forzosa si se quiere, ante un problema
cuya solución no se encuentra todavía al alcance de ninguna de las
partes.12

12. Arroyo, Miguel A.: "Elementos de una Política del Medio Ambiente”, en revista
Documentación Administrativa. N*  145. Madrid, enero-febrero, 1972. Escuela Na­
cional de Administración Pública, pp. 77-94.
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A tenor de las características ya señaladas puede destacarse final*
mente, el carácter preventivo de la legislación actual. Se intenta evitar
los perjuicios en su lugar de origen, e incluso, si es posible, no dar
lugar a que puedan producirse. Por expresarlo de manera gráfica, se
trata no de reglamentar la altura de Jas chimeneas para disminuir la
nocividad de los humos y de los gases, sino de lograr que éstos no
sean nocivos.

La legislación en el caso del medio ambiente es suficientemente
flexible como para poder adaptarse a unas circunstancias vertiginosa­
mente cambiantes. Por ello, la normativa actual adopta con frecuencia
la forma de Leyes-cuadro, a fin de evitar adquirir compromisos con­
cretos e inmediatos. El atractivo de su flexibilidad y de su capacidad
comprehensiva, presenta, no obstante, como contrapartida, el riesgo de
quedar reducidas a meras declaraciones programáticas, lo que puede oca­
sionar: sea ineficacia, o bien, puede al arbitrio de cada administración
sectorial con la subsiguiente departamentalización, perder la visión de
conjunto. Ello sin mencionar los problemas de índole jurídico que en
orden a la libertad de los particulares puede derivarse de tales si­
tuaciones.

II. Algunas consideraciones generales para una
Ley de Ordenación del Territorio

La aplicación de los principios de derecho que hemos venido ana­
lizando en materia de sanciones, requiere de un cuerpo jurídico que
contemple las normas sobre Ordenación del Territorio, para poder así
tipificar aquellas conductas que cuando contravienen la normativa esta­
blecida traen aparejada una sanción.

Ante la carencia de este cuerpo legal en materia de Ordenación
del Territorio, nos vemos en la necesidad de esbozar algunas conside­
raciones generales que se encuentran íntimamente relacionadas con la
materia de esta monografía: Régimen de Sanciones.18

En este orden de ideas entendemos que:
La ordenación del territorio constituye un “marco de referencia para

la actuación individual o colectiva, pública o privada, en la búsqueda
de una equilibrada distribución de actividades y utilización de recursos, 13

13. La estructura de Ordenación del Territorio que a continuación se desarrolla se
encuentra en gran medida sustentada en el único documento que sobre esta ma­
teria se dispone en Venezuela. Bases para un proyecto de Ley de Ordenación del
Territorio, de Pedro Pablo Azpúrua, Weiner Corrales y Cecilia Sosa G., octu­
bre, 1979.
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que permitan un ordenado desarrollo de las diversas regiones compo­
nentes del territorio nacional, teniendo en cuenta sus interrelaciones, y
los intereses nacionales; así como establecer y regular la interdependen­
cia de los recursos productivos y los servicios e infraestructura de tales
regiones, a fin de crear las mejores condiciones para el desarrollo eco­
nómico-social, la protección de los recursos naturales renovables y de
los valores ambientales del país”.14

En cuanto a la Ley de Ordenación del Territorio, ésta debe normar
el proceso y crear los mecanismos para dar cumplimiento a la política
de Ordenación del Territorio, así como los diversos planes que lo con­
forman y lo desarrollan.

Esos planes, su forma de elaboración y aprobación deben quedar
establecidos en la Ley, así como la obligatoriedad de su cumplimiento
para el sector público y el sector privado, en este último caso, en
cuanto se refiera a los usos del espacio en aquellos tipos de planes
que los contengan definidos claramente.

El énfasis en la Ley de Ordenación del Territorio debe darse a
la constitución de un Sistema Nacional de Ordenación Territorial que
haga coherente la serie de políticas aisladas en el espacio y en el
tiempo.

Asimismo, debe contener los criterios de coherencia sobre las in­
versiones para el desarrollo de las áreas y el aprovechamiento de los
recursos naturales, en cumplimiento de los planes de Ordenación del
Territorio, con el objeto de dar seguridad jurídica a los agentes de
desarrollo, sean propietarios de tierras, o realicen actividades en el ám­
bito de acción de esos planes.

Pero al mismo tiempo debe prever los casos en que se recurrirá
a la expropiación ante la no incorporación a los usos previstos en los
planes, y las consecuencias para el propietario de no acogerse a sus
directrices.

Ahora bien, el Plan Nacional de Ordenación del Territorio iden­
tificará las actividades a las que se debe destinar los espacios, en fun­
ción del desarrollo futuro del país, considerando los usos actuales y
precisando los cambios a los que deben someterse si hubiera lugar, en
atención a un racional aprovechamiento, conservación o mejora de los
recursos naturales. En cuanto a los planes rectores y los planes com­
plementarios y especiales de ordenación que elaborase la Administra­
ción central o descentralizada, tendrán como marco de referencia y de­
berán encajarse en el Plan Nacional de Ordenación del Territorio.

14. Idtin., p. 12.
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Este proceso se entiende como un sistema integrado y jerarquizado de
planes que tendrá en cuenta Jas estrategias del Plan Nacional de Desa­
rrollo Económico y Social.16

Para la realización efectiva de estos planes se dispondrá de un
Programa Unico Coordinado de Equipamiento para la Ordenación del
Territorio, el cual señalará las obras singulares o los sistemas de obras
que dan forma a la ordenación del territorio y que serán identificadas
como fundamentales en el Plan Nacional o en los Planes Rectores, se­
ñalando los organismos responsables de la ejecución, operación y man­
tenimiento de las obras, y los instrumentos administrativos para la
aplicación coordinada de los recursos financieros.10

En resumen, la estructura de planes estará formada por: El Plan
Nacional de Ordenación del Territorio,17 Planes Rectores de Ordena­
ción del Territorio18 (de índole generales regionales y subregionales,
zonales y locales y generales para áreas específicas), y planes especia­
les complementarios del Plan Nacional y de los planes rectores.19

Las consideraciones anteriores se justifican en la medida que, así
como se establece la elaboración de los planes, merece atención especial
para el tema que nos ocupa, el control en la ejecución de los mismos,
además de su cumplimiento y evaluación, puesto que ese correcto cum­
plimiento de los planes exige de la Administración una accción ad­
ministrativa que puede ocasionar la responsabilidad civil, penal o admi­
nistrativa de los funcionarios encargados de ejecutarles. Al mismo tiempo
que demanda un determinado obrar de los particulares cónsono con
las previsiones de estos planes.

Por otra parte, hemos insistido en la obligatoriedad de los planes
para el sector público, pero también para el sector privado, es decir,
los administrados, en cuanto estos planes contengan usos del espacio
definidos claramente.20 Esta obligatoriedad de cumplimiento de los pla­
nes entrará en vigor una vez aprobados y publicados.21

Ahora bien, ante este sistema integrado de planes, los administra­
dos propietarios de una superficie de tierra tienen el derecho a desa­
rrollarla o incorporarla a una actividad cualquiera, “siempre que el uso
propuesto no esté en contravención con el Plan Nacional de Ordená­

is. Bases N? 8 y N’ 12 del documento, Bases para un proyecto.. .op. cit., pp. 8 y 57.
16. Bases N’ 62 y N’ 63 del documento, Bases... op. cit., pp. 95 y 96.
17. Base N’ 44.
18. Base N  46.*
19. Base N’ 48.
20. Bases N’49, N’52. N’53. N’54.
21. Base N’ 80.
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ción del Territorio, con los Planes Rectores que se desagrega o con
los planes complementarios especiales...”,22 dado que todo aprovecha­
miento o explotación de recursos naturales "debe hacerse dentro de un
régimen de utilización de las tierras, conforme a los planes”23 pudiendo
exigir de las autoridades administrativas, en el caso de no existir un
plan que defina con precisión el uso específico de las tierras, es decir,
una definición del régimen de utilización de las mismas.24 Aparece nue­
vamente aquí responsabilidad administrativa de los funcionarios res­
ponsables de señalar un determinado uso del suelo, en caso de no
existir los planes específicos.

No es el caso entrar a considerar con detalle las figuras de “en­
tidades colaboradoras” ni los "contratos de participación”, mediante los
cuales se busca conducir la iniciativa privada hacia los objetivos pre­
vistos en los planes y contribuir a reducir las presiones reales de cam­
bios de uso. Instituciones éstas previstas en el documento de bases para
una Ley de Ordenación del Territorio.25

Por su parte, la previsión necesaria en una Ley de Ordenación
del Territorio de requerir la correspondiente concesión o autorización,
según el caso, para el aprovechamiento de los recursos naturales o, para
la ejecución de toda obra de ingeniería requerida para su aprovecha­
miento, sea por parte de la Administración Descentralizada o de los par­
ticulares, e incorporar también la obligación de los órganos de la Ad­
ministración Central, de pedir la asignación del volumen o la superfi­
cie que deberá aprovecharse, da lugar a sanciones como consecuencia
de aquellos usos o aprovechamientos de recursos naturales que se rea­
licen sin la correspondiente concesión, autorización u asignación.

Otro aspecto fundamental que se relaciona con el régimen de san­
ciones, corresponde a las expropiaciones.

El vínculo de la expropiación con la Ordenación del Territorio
se refiere, por una parte, a las obras requeridas para el equipamiento
del Territorio en cuyo caso se refiere a la expropiación por causa de utili­
dad agrícola; y el otro aspecto se refiere a la medida expropiataria y
el cumplimiento de los usos fijados en los respectivos planes de Orde­
nación, así como lo relativo a los cambios de uso por parte de los
administrados.

Deberá considerarse con mucho cuidado la procedencia de una
medida expropiatoria, en el caso del incumplimiento de uso asignado 

22. Base N’ 83.
23. Base N9 84.
24. Base N9 85.
25. Véase: Base Nv 90 a Base N’ 97, pp. 116 a 122.
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en los planes, dado que la expropiación podría, en muchos casos, ser
de la conveniencia de los administrados. Por otra parte debe, ade­
más, tenerse en cuenta que la capacidad económica del Estado para la
adquisición de estas tierras es limitada, dando como resultado el hacer
recaer sobre el Estado la carga total en el cumplimiento de los planes
de Ordenación del Territorio.

En este caso, debe contemplarse la expropiación como una sanción
al particular a los efectos de hacerle cumplir con la finalidad y uso
previsto al terreno en los planes de Ordenación, para ello debe dedu­
cirse del monto a pagar por el terreno expropiado, los costos que ero­
gue el reacondicionamiento del terreno objeto de la expropiación para
que cumpla el uso asignado.

Cuando el costo de reacondicionamiento del terreno sea superior
al beneficio que con ello se logre, o cuando sea imposible el reacon­
dicionamiento, deberán considerarse dos alternativas:

a) La demolición de las obras ejecutadas por el particular
en contravención a la ley y a su propio coste; y

b) La exigencia del término de la obra y la aplicación de
una multa de un monto que prive al particular de Ja
utilidad que podría obtener, y así ésta pase en beneficio
del Estado.

III. Proposiciones en materia de sanciones
En este trabajo, hemos resaltado la interrelación necesaria del ré­

gimen de sanciones con el cuerpo normativo de la Ley de Ordenación
del Territorio, en especial lo que sería la responsabilidad de funciona­
rios en el cumplimiento de sus tareas; así como las que se desprenden
para la Administración y los administrados en el cumplimiento de los
diversos tipos de planes de Ordenación del Territorio.

De allí que los funcionarios o empleados públicos, que en ejercicio
de sus funciones infrinjan o no den cumplimiento a las disposiciones
de la Ley de Ordenación del Territorio, así como a las normas técni­
cas y reglamentarias, serán sancionados de acuerdo a la gravedad de
la falta, de acuerdo a lo previsto en la Ley de Carrera Administrativa.2'*

Ahora bien, en términos amplios los deberes de los funcionarios
públicos, además de los previstos en la Ley de Carrera Administrativa,

26. Base N» 133, p. 146.
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referidos al deber de fidelidad, los inherentes al cargo, los derivados
de la organización jerárquica y buena conducta, se pueden enunciar
así:

a) Velar por el debido respeto al orden jerárquico de las
decisiones;

b) Cuidar de que las concesiones y/o autorizaciones para
el aprovechamiento de los recursos naturales se cumplan
de acuerdo a lo establecido en los respectivos contratos
administrativos (policía administrativa); así como las obli­
gaciones que se desprendan de los "contratos de partici­
pación" y de los "convenios de incorporación de uso”.

c) Impedir que se realicen actuaciones de ocupación y de
uso del territorio no convenidas o autorizadas;

d) Llevar el control y vigilancia al cumplimiento de los
planes de Ordenación del Territorio.

En relación al incumplimiento de los Planes, deberá establecerse en
la Ley de Ordenación del Territorio que, "los actos contrarios al Plan
Nacional de Ordenación del Territorio, así como de los Planes en que
se desagrega y de aquellos que lo complementan, se considerarán como
infracciones y darán origen a los procedimientos administrativos” que
prevea la Ley,27 mientras se dicte la Ley de Procedimientos Adminis­
trativos o de Contencioso-Administrativo.

Asimismo, deberán considerarse infracciones de los planes de or­
denación del territorio, las actuaciones de los funcionarios que los con­
travengan, cuando estos planes estén debidamente aprobados y publica­
dos en la Gaceta Oficial, y la desatención o negligencia de los funcio­
narios en la aplicación de los procedimientos que por vía reglamen­
taria se establezcan.28

Todo esto en el entendido de que deberán considerar como in­
fracciones a los Planes de Ordenación, todo uso, edificación o activi­
dad que contravenga las disposiciones reglamentarias que los imple-
mentan, y el incumplimiento de las limitaciones a la propiedad deri­
vada de las asignaciones de uso establecidas en los planes, o de las
declaratorias de reserva, según sea el caso.29 Asimismo, lo referente a
las denuncias de violaciones de los Planes de Ordenación del Territorio,

27. Base N9 131, p. 145.
28. Los procedimientos administrativos previstos en la Base N’ 135 deberán ser

materia de Reglamento.
29. Base N9 132, p. 146.
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también deberá preverse que su procedimiento se establezca por vía
reglamentaria.

En lo referente a’ las infracciones cometidas y la aplicación de
las multas correspondientes, es conveniente aclarar que el Documento
de las Bases para una Ley de Ordenación del Territorio contempla a
manera de proposiciones los montos de dichas multas, de acuerdo al
perjuicio, gravedad de la falta, al impacto de los daños cometidos, la
reversibilidad o irreversibilidad de las mismos, al tipo de área o zonas
territoriales que afectare, y a la reincidencia.30

IV. Particularidades de la responsabilidad civil aplicada
a la Ordenación del Territorio
Para concluir, luego de enunciados los criterios particulares de un

régimen de sanciones en materia de Ordenación del Territorio, con­
viene retomar algunas características que deben considerarse cuando se
analice la responsabilidad civil aplicada al proceso de Ordenación del
Territorio:

a) Los fenómenos que se derivan de un proceso de Ordenación
del Territorio aparecen como fenómenos colectivos. Si se ana­
lizan las causas de un desarrollo industrial o la concentración
urbana y sus consecuencias directas o indirectas (degradación
del medio natural, costos sociales diversos, contaminación...),
estos fenómenos se desprenden, en efecto, de la categoría de
"perjuicios masivos" que engendra el desarrollo de la sociedad.

b) Son por otra parte, fenómenos difusos, en sus manifestacio­
nes como en sus efectos. Es difícil afirmar con certeza que
existe un vínculo entre un hecho de polución o la dedicación
o destino de unas tierras a un uso u otro, y un perjuicio que
sufra un tercero.

c) Los daños que se produzcan y que abren el derecho a una
acción de responsabilidad, son en realidad perjuicios con efec­
tos desencadenantes. Por ejemplo: un hecho que cause polu­
ción tiene como consecuencia directa, alterar las propiedades
físicas y químicas del agua o de la atmósfera, y no es más
que en la medida que estos bienes o recursos son utilizados, sea
por el ejercicio de un derecho (concesión) o de una acti­
vidad que esta alteración causa efecto sobre los derechos de
los individuos.

30. Bases N’ 141 a 143, pp. 152 a 155.
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Por ello, los criterios clásicos de la responsabilidad son inadecua­
dos a los fenómenos de polución y también a la Ordenación del Terri­
torio. Estas realidades nuevas han hecho que el daño y la causalidad,
constantes de la responsabilidad civil hayan sufrido modificaciones.

Es más, el abandono de la noción de falta como condición de la
responsabilidad en algunas materias como la polución, daños causados
por la utilización de técnicas, como la navegación aérea o la energía
atómica, dejan constancia que la falta no es ya la condición sine qtta
non de la condena. Sólo a posterior!, por la necesidad de indemnizar
a las víctimas, es que se justifica la noción de falta. En el estado ac­
tual del derecho positivo, las técnicas de responsabilidad delictual no
pueden, sin deformación, regir la materia.

Para insistir en la crisis de la noción de falta, tenemos:
a) En primer lugar, los casos en que se señala una falta como

consecuencia de la inobservancia de una reglamentación, o
de una negligencia o imprudencia, la cual se produce por no
haber tomado las precauciones que pudieran haber evitado el
daño. Pero al lado de la falta, se exige que el daño presente
un cierto grado de gravedad, para que dé lugar a la reparación.
En estos casos la noción de falta no está alterada en la me­
dida que la idea de culpabilidad esté presente.

b) En otros casos, el daño causado a un tercero no encuentra su
fuente de violación en un texto, ni su origen en la impru­
dencia o negligencia, pues el autor del daño ha tomado todas
las precauciones técnicas posibles para evitar o atenuar el daño
y no lo ha logrado. En estos casos, la falta se encuentra en
el hecho de que el daño es superior al que los terceros deben
normalmente tolerar, y ello, permitirá la indemnización de
las víctimas del accidente. De cierta manera, la idea de re­
paración sin falta debe fundarse sobre el hecho que una per­
sona impone a otras una molestia superior a aquella que re­
sulta normal de la vida en sociedad.

La consideración a las particularidades del proceso de Ordenación
del Territorio y a las sanciones como consecuencia de un daño, permi­
ten concluir que las nociones de daño y de causalidad parecen inade­
cuadas a este fenómeno nuevo.

Por último, y para concluir, es procedente preguntamos sobre los
problemas más ligados a la defensa de un interés colectivo. Dado que
los problemas de responsabilidad se refieren a dos categorías de inte-
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reses: los unos personales (interés de un particular o el interés per­
sonal de un grupo), y los otros colectivos. En cuanto a los intereses
personales más que la condición jurídica de obrar, la importancia se
centra en las cualidades requeridas de ese interés personal para actuar
en su defensa. Mientras, en lo referente a los intereses colectivos, es
el principio mismo de su defensa por los sujetos de derecho lo que
está en duda.

Tradicionalmente, el interés colectivo de que se trata, no es la
suma de los intereses individuales de los miembros de un grupo, puesto
que esto sería el ejercicio colectivo de acciones individuales.

Ante este enfoque negativo, el interés colectivo debería entenderse
como el interés "general” que va más allá del ámbito y razón de la
agrupación que pretende prevalecer.

Por ello, los argumentos de motivación del interés público se re­
fieren:

a) El vínculo estrecho que existe entre las nociones de interés
y de perjuicio. El grupo tiene un interés directo y personal
de actuar, cuando una infracción pone en peligro el interés
colectivo, el cual se ha fijado como objeto de defensa. El
interés no es personal y directo, más que cuando es función
de un perjuicio que encuentra directamente su fuente en la in­
fracción, y que, atenta personalmente a la víctima. El interés
colectivo, siendo función de un perjuicio colectivo, no res­
ponde a esas condiciones. Sin embargo, la existencia de un per­
juicio colectivo no excluye la de un perjuicio personal, y por
tanto, de un interés de la misma naturaleza para actuar. La
solución, parece ser, fijarle a las asociaciones un objetivo lo su­
ficientemente amplio, para poder comprender la acción aso­
ciativa y proteger al mismo tiempo, los intereses tan gene­
rales como el desarrollo del turismo, la salvaguarda del medio
ambiente... El análisis es interesante, "transformando” el in­
terés colectivo en interés personal se evita plantear el pro­
blema en términos pocos favorables a la acción de grupos.

Ahora bien, el grupo no tiene un interés personal y directo de
actuar hasta que una infracción amenaza el interés colectivo, que él
mismo se ha fijado como objetivo a defender. La severidad aparece
con más evidencia cuando al grupo que actúa, el legislador le ha con­
fiado una misión de interés general.
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1. CONCEPTOS Y DEFINICIONES

Frente a nuestra división político-territorial, "La Regionalización"
se presenta como fórmula de reordenación, llamada a establecer bases
y mecanismos normativos de planes, de coordinación y de programas
para el desarrollo económico social de espacios territoriales, corres­
pondientes a las entidades públicas que integran la organización política
de la República. La mancomunidad de dichas entidades se obtiene
en virtud de leyes y de actos administrativos del Poder y de la Admi­
nistración Pública nacionales.

El enunciado se completa con pregones de descentralización de ser­
vicios que habrán de integrarse en la fórmula, en cuanto sea necesario
para alcanzar determinados objetivos de la misma.

"La Regionalización” así concebida, serviría para morigerar pade­
cimientos administrativos que derivan del centralismo exagerado y afec­
tan los Estados.

Semejante complejo, promovido por el Poder Nacional y en el
que son factores los Estados y Municipios, debe alcanzar sus fines sin
menoscabar la autonomía que a dichos entes públicos otorga la Cons­
titución.1

Del modo expuesto, el comportamiento de "La Región” deberá su­
jetarse a textos constitucionales expresos, a principios inmanentes y a
las leyes que en el ordenamiento positivo regulan el ejercicio de la 

1. Constitución Nacional, artículos 16. 17, 25 y 29. Constitución de los Estados.
Ley Orgánica del Régimen Municipal, artículos 3V y 4V.
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autonomía de las entidades prenombradas. De allí que, si a pretexto
de ejecución de programas administrativos y de coordinación de servi­
cios, se lesionare el mínimo de las autonomías locales, o si la descen­
tralización de servicios llega a radicar los órganos de poder decisorio,
sólo en una de las capitales de los Estados regionalizados, se arribará
a la preeminencia de unos Estados sobre otros y se producirán efectos
tanto o más deprimentes que los derivados del centralismo que urge
atemperar. Es más, la preeminencia puede engendrar regionalismo re­
pugnante, susceptible de despertar los recelos y la acrimonia de tono
parroquial, que en el pasado fuesen fuentes de perturbaciones diversas
en las relaciones interestatales.

Sin embargo, de lo expuesto, las anteriores consideraciones de orden
sociopolítico, no son las que más importan en el tema que nos ocupa.
“La Regionalización” es en realidad un medio de la Administración
Pública para canalizar hacia determinadps fines, la acción unificada
del Estado y de las entidades que en él se integran. Pero su concep-
tuación doctrinal, y la precisión de sus fines no son espontáneos. No
se trata, en efecto, de enmarcar la acción unificada en lincamientos
universalmente establecidos, para corresponder también a finalidades
de igual carácter. Por ello, al abordar el estudio de “La Regionaliza­
ción”, siquiera sea respecto de alguna de sus aristas, es inevitable re­
currir a las definiciones más o menos conocidas, en cuanto significan
mancomunidad de autarquías o de entes locales dotados de autonomía,
y a los instrumentos legales y administrativos que señalan los espacios
geográficos, sobre los cuales se desarrollan las actividades de aquéllas.
Otro tanto puede decirse de sus fines que pueden referirse a la descen­
tralización, a la concentración o a la descentración, como más adelante
veremos.

Es forzoso pues, recurrir a las definiciones y fines de “La Región”.

Definiciones: El tratadista español José Gascón y Marín, en su
conocida obra Tratado de Derecho Administrativo-Principios y Legis­
lación Española, expresa: "Región derivase de regó, regir, gobernar',
su significación primaria parece ser de la división gubernativa, de pro­
vincia de territorio amplio". El término tendría asi significación prima­
riamente vinculada a las divisiones territoriales del Estado. Pero, el mis­
mo autor agrega: “Distínguese la región geográfica y políticamente;
en el primer aspecto caracterízase por sus elementos diferenciales físicos,
condición de su territorio; en el segundo, además de éstos por los sico-
lógicos-históricos de una cierta homogeneidad, en una extensión no re-
ducida”.
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Cabanellas y L. Alcalá-Zamora en su Diccionario Enciclopédico de
Derecho Usual, dan la siguiente definición:

"Región: país, comarca. Parte del territorio de un Estado, carac­
terizado por cierta unidad étnica, lingüística, topográfica, climatológica o
de producción o por una diversidad administrativa o de régimen po­
lítico dentro de la Nación, en la cual se integra, sin alcanzar el valor
histórico de ésta. En España cada uno de los grupos provinciales (con
excepción de Asturias, Navarra y Las Baleares, que son regiones uni-
provinciales) que constituyen recuerdo histórico de Reinos u otras for­
mas estatales antiguas. No han logrado las regiones, luego de la uni­
dad nacional, constituir bases de la organización administrativa; aunque
la división en militar, universitaria, eclesiástica y judicial tiende a ins­
pirarse en ellas, si bien con entrecruzamientos enrevesados. En la Cons­
titución de 1931 las regiones lograron un doble relieve, por cuanto
podían constituirse automáticamente, mediante los Estados regionales y
por el Tribunal de garantías constitucionales, que estaba compuesto,
entre dos vocales por un representante de cada una de las regiones
españoles (artículos 11 y siguientes, y 122), mancomunidad, provincia,
regionalismo”. ("Región autónoma. En España cada una de las que
con arreglo a las disposiciones pertinentes de la Constitución de 1931
podía regirse con cierta independencia ajustada a su Estatuto Regional”.
G. Cabanellas y L. Alcalá Zamora. Obra citada, Tomo V, p. 638).

Otra definición más precisa se encuentra en el Diccionario de
Ciencias Políticas de don Manuel Osorio:

"Región: territorio, que dentro de un Estado, posee fisonomía pe­
culiar por su lengua o dialecto, antecedentes históricos, topografía, cli­
ma y producción u otra singularidad de importancia. División adminis­
trativa de carácter militar o de otra especie, siempre de jerarquía inme­
diata a lo nacional” (Diccionario de Ciencias Jurídicas, Políticas y So­
ciales. Manuel Osorio, p. 654).

Como se desprende de las definiciones transcritas, "La Región”
puede ser entidad político-administrativa en la división político-territo­
rial, determinada por los factores que se apuntan en aquéllas, o mera
mancomunidad administrativa, funcional, establecida por otros entes pú­
blicos para alcanzar determinados fines. Por ello, en ese terreno, poco
o nada firme, para justificar la timidez frente al tema, cabe destacar
la expresión dubitativa del tratadista Gascón y Marín, cuando al definir
La Región, como hemos visto, expresa:
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“Su significación primaria -parece ser la división gubernativa, de pro­
vincia, de territorio amplio...”. Pero, con las adiciones de las otras
definiciones, parece que puede establecerse que la región será en prin­
cipio la unidad política determinada por los factores geográficos, como
los climatológicos y los relativos a las aptitudes de sus suelos y acci­
dentes naturales para la diversidad de cultivos y de asientos indus­
triales; y, de modo general, para desarrollos sociales, sin descartar la
comunicación de las comunidades asentadas, en las cuales la unidad
tradicional determinada por los factores histórico-sicológicos, supera la
heterogeneidad geográfica. Pensamos, pues, que cuando la vasta exten­
sión territorial esté interrumpida por accidentes geográficos que la di­
vidan o segmenten en porciones distintas y amplias, no se prestará es­
pontáneamente a la unidad política y no podrá el factor geográfico
influir definitivamente sobre los elementos psicológicos-históricos. La
homogeneidad ha de quedar entonces en superior grado, en el sentido
de que sin vinculaciones histórico-sociales, como las afinidades prove­
nientes de orígenes comunes inmediatos, será difícil lograr la unidad
político-administrativa, la comunidad íntima que requiere el funciona­
miento de la Región.

La tradición, el arraigo de las colectividades a sus territorios, la
conformidad con su historia, el comportamiento adaptado a las formas
de gobierno que han escogido y para cuya Constitución han contribuido,
han de ser factores geopolíticos de fluido encausamiento, y no elementos
dispersos, forzados en moldes artificiales, geográficamente inadaptables,
que no podrán alcanzar la unificación mínima deseada.

(El concepto de lo geopolítico referido a la influencia que el te­
rritorio juega sobre el Estado y su régimen político o a sus influjos
sobre la vida del hombre en sociedad como sujeto del Derecho Inter­
nacional, lo consideramos aplicable también a las divisiones político-
territoriales internas de cada Estado, y lo hemos tomado o más prácti­
camente inferido de las enseñanzas de los tratadistas Manuel María
Diez y Mario Justo López, Derecho Administrativo, Tomo 1’, página
32, e Introducción a los Estudios Políticos 1 - Teoría Política, página 335,
respectivamente).

Desde luego, las anotaciones que preceden, sólo tienen validez mien­
tras "La Región" no sea unidad político-territorial, constitucionalmente
instituida, sino obra del Poder Nacional o de los Estados o provincias
o de éstos y de aquél para organizar las mancomunidades, mediante pac­
tos o convenios instrumentalmente regulados. Esto es, mientras no tenga
personalidad jurídica. Entre nosotros, por ejemplo, “La Región” no es
unidad política en la división del territorio nacional, pues éste se divide 
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para los fines de la organización política con indiscutible influencia en
las áreas administrativas, en el de los Estados, el Distrito Federal, los
Territorios Federales y las Dependencias Federales (Constitución Nacio­
nal, artículo 90).

"La Región” no es pues, en Venezuela, un ente público constitu­
cional, una autarquía como sí ocurre en otros países. En este aspecto
puede recordarse la Constitución italiana que divide el territorio de la
República en regiones,2 provincias y municipios, y respecto de la primera
el tratadista Renato Alessi, expresa: “La Región” es un ente autar­
quía) territorial destinado a realizar una amplia descentralización au-
tárquica..., “que tiene potestad y función normativa por encima de
las potestades de las provincias y de los Municipios y se organiza con
potestad legislativa sobre las materias que se les atribuye”. Se trata

. entonces de un ente con personalidad, constitucionalmente establecido,
que en la organización del Estado viene a ser elemento político-terri­
torial a través del cual se incorporan las provincias y los municipios
en el Estado, conservando éstos la restringida autonomía que se les
reconoce.3

En cuanto se trate, pues, de la región como ente público-terri­
torial de los que integran el Estado, su creación solo puede hacerse
por el constituyente, por la Constitución Nacional, porque no se trata
de los institutos autónomos que pueden establecerse mediante leyes
(artículo 230 de la Constitución) y menos por decretos. En efecto,
para que “La Región” sea persona moral pública, con territorio y po­
testad legislativa, será necesario modificar la Constitución Nacional, en
cuanto en su artículo 9’ establece, como ya hemos anotado, que "el
territorio nacional se divide para los fines de la organización política
de la República en el de los Estados, el Distrito Federal, los Territo­
rios Federales y las Dependencias Federales”.

La reforma sería para crear "La Región” e incorporarla en la di­
visión del territorio nacional, como ente superior a los Estados y Mu­
nicipios en la organización política de la República.

En lindes penetrantes hacia su definición, "La Región” aparece
vinculada a la centralización y a la descentralización, puesto que éstas
alternativamente, o en fases de consecuencias mixtas entran en sus
objetivos. Por esta circunstancia, su estudio se ha relacionado con los
de los poderes mayoritarios y minoritarios ejercidos en el Estado, co­
rrespondiendo, a la primera, la alianza con el poder central minori­
tario, y a la segunda, con el poder local mayoritario. La cuestión se 

2. Título V, artículo 114 de la Constitución de la República de Italia.
3. Alessi, Derecho Administrativo, Tomo I, p. 148.
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enraizaba entonces con factores de las determinaciones políticas que
robustecían o aminoraban el poder de los localismos, habiendo sur­
gido en algunos Estados como Francia, fórmulas ya históricas, me­
diante las cuales se pretendía la sustitución de los prefectos de los
departamentos por asambleas comunales departamentales; o el nom­
bramiento de los alcaldes de los comunes, hechos por los concejos
municipales, o por el poder central, escogiéndolos entre los miembros
de dichos concejos.4

A propósito de estos aspectos, el tratadista Maurice Hauriou, en
su conocida obra Derecho Público y Constitucional, conceptúa que el
poder minoritario o central, resulta de la confianza del poder mayo-
ritario determinado por las votaciones y por el sufragio electoral, y
afirma que de este modo se sustituyeron las antiguas organizaciones,
representadas en la Edad Media por el juramento de fidelidad y por
vínculos del vasallaje, las cuales sucedían a su vez a organizaciones
como la de la clientela y el clan, que pertenecen a épocas aún más
primitivas.5

La descentralización a que se refiere el tratadista citado, llamada
a sustentar institutos políticos, no es en realidad la que modernamente
se contrae a planes de desarrollo económico-sociales y a la coordina­
ción de servicios del Estado y de las entidades en que éste se divide,
comprendiendo también los institutos y establecimientos públicos cuyas
actividades se incorporen en la región administrativa; pero, en realidad,
esta última puede resultar también de una reordenación constitucional
modificatoria de la división político-territorial, que dé a “La Región”
mayor significación en el campo político-administrativo, como ya hemos
advertido. Es decir, que dé al nuevo ente la caracterización necesaria
para superar los Municipios y los Estados, llegando o no a las fusiones,
reducciones o eliminaciones de algunos de éstos. En efecto, la misma
descentralización de apariencia exclusivamente política, puede originar
“La Región” administrativa, por lo menos aparentemente, como lo hace
notar el propio Hauriou, cuando después de censurar la descentraliza­
ción que agigantaría a los Departamentos de Francia, sin adquirir poder
legislativo, y originaria grandes regiones administrativas, revela las si­
guientes reflexiones: “Sería inútil predecir el grado de descentraliza­
ción a que estas reformas podrían llevar a Francia, dado el desenca­
denamiento de las fuerzas que conspiran de antemano; pero, puede
considerarse como cierto que nos harían salir del tipo de la mera des­

4. Véase: Maurice Hauriou. Derecho Público y Constitucional, p. 274.
5. Véase: Maurice Hauriou, ob cit., p. 253-
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centralización administrativa, que constituye la enseña aparente de la
reforma?’*

En la misma obra, encontramos estos conceptos que juzgamos de
importancia consignar, a riesgo de abundar: “La creación de grandes
regiones administrativas, de territorio rígido, plenamente equipadas con
grandes prefectos y grandes concejos generales, administraciones que
casi seguramente se superpondrían a las administraciones departamen­
tales existentes, no solo constituirían un costoso lujo administrativo; pro­
ducirían también el resultado de transformar los prefectos regionales
en gobernadores de provincia, es decir, en personajes que no adminis­
trarían por sí mismos y que se entregarían cada vez más a la política
electoral’’.

"Parece que los intereses administrativos respetables de la región,
que son los referentes a las obras públicas más importantes, podrían
satisfacerse por un procedimiento mucho más sencillo, mucho más eco­
nómico y que no tendría los mismos inconvenientes políticos; este pro­
cedimiento consiste en la creación de sindicatos de departamentos, aso­
ciaciones libremente contratadas para objetos determinados, como los
sindicatos de comunes (municipios) de la Ley de 1884. Esta institución
calcada en la mancomunidad española tendría la ventaja de permitir a
un departamento asociarse a distintos grupos según los distintos objeti­
vos que persiguiera, además de tener la ventaja de fundarse sobre el
consentimiento o la voluntad”?

Aunque con anterioridad hemos procurado concretar la definición
de “La Región”, nos hemos anticipado a esbozar los resultados o con­
tenidos implícitos, apenas rozándolos, como son la centralización y la
descentralización, para adelantar conceptos en el sentido de considerar
que en nuestro medio lo más interesante en la formación de la región
sería la mixtura bien lograda de los factores geográficos con los geo-
políticos que también se incluyen en las definiciones, así como todos
aquellos elementos que de acuerdo con antecedentes conocidos contri­
buyan definitivamente a delinear la figura del ente.

No podemos concluir esta nota sin observar definitivamente que
la doctrina generalizada conceptúa que “La Región” o "La Regionali-
zación” conlleva a una descentralización “que tiene por finalidad la
creación de un ente público de personalidad jurídica y patrimonio pro­
pio, que atiende las necesidades de una limitada circunscripción terri­
torial”.6 7 8

6. Maurice Hauriou, ob. cit., pp. 276 y 277.
7. Maurice Hauriou, ob. cit., p. 277.
8. Andrés Serra Rojas, Derecho Administrativo, p. 434.
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2. CARACTERISTICAS Y FINES DE LA REGIONALIZACION VENEZOLANA.
DECRETO N9 492 DE 30-12-58 Y SUS PRIMERAS APLICACIONES

Establecer las características de la regionalización venezolana y sus
fines, exige el examen sucesivo de la instrumentación hasta ahora ad­
ministrativa que ha regido y rige su organización.

Máximos publicistas de nuestro Derecho Administrativo admiten
que en el Decreto N9 492, de 30 de diciembre de 1958, ha existido
"la normatividad de base para el establecimiento de un sistema de
mejoras, de coordinación y publicación...” y, efectivamente, este Decre­
to ha sido invocado como asignante de facultades y atribuciones al Pre­
sidente de la República, al dictarse otros actos administrativos.8 Parti­
cularmente, se invocan sus artículos 6’, 19 y 24, cuyos textos transcri­
bimos a continuación:

"Articulo Cfi La suprema coordinación de la planificación y de la ejecución
de programas gubernamentales corresponde al Presidente de la República
en Consejo de Ministros”.

"Articulo 19• El Ejecutivo Nacional podrá mantener, crear o eliminar ofi­
cinas de programación en cualquier nivel de la administración pública, se­
ñalándoles funciones específicas, de conformidad con los términos de la
presente ley. Para la creación, reorganización o eliminación de oficinas de
programación, se obtendrá previamente la opinión de la Oficina Central de
Coordinación y Planificación”.

"Articulo 24. El Ejecutivo Nacional, por órgano de la Oficina Central de
Coordinación y Planificación, promoverá la coordinación de programas na­
cionales, regionales, estatales y municipales, mediante la articulación de los
respectivos planes, la desconcentración de programas nacionales de desarrollo,
la descentralización de ciertas atribuciones y la formación de organismos es­
peciales en el sitio de ejecución de los planes”.

El contenido legal de este Decreto se explica porque fue dictado
dentro del estado de facto que siguió el derrocamiento del gobierno
dictatorial, ocurrido el 23 de enero de 1958. En este orden no está
demás recordar que la Junta de Gobierno entonces constituida, de con­
formidad con su Acta de Constitución asumió todos los poderes del
Estado, y su Presidente, en nombre de la Junta, ejercía "las funciones
normales del Jefe de Estado, en todo cuanto fuera compatible con el carác­

9. Estudios sobre la Regionalización en Venezuela, por los doctores Alian R. Brewer-
Carías y Norma Izquierdo Corser, p. 434.
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ter colegiado del Poder Ejecutivo”. (Véanse artículos 2’ y 59 del Acta
Constitutiva de la Junta Militar de Gobierno, de 23 de enero de 1958).

A nuestro juicio, el artículo 24 del Decreto a que nos venimos re­
firiendo inicia, ciertamente, las posibilidades de planificar, mediante la
desconcentración de programas nacionales de desarrollo y la descentra­
lización de servicios asignados a organismos especiales, en el sitio de
ejecución.

Surge así un atisbo de normatividad que puede ser temporal y
que permite reordenamientos del territorio con fines de planificación
y coordinación de programas nacionales, regionales, estatales y munici­
pales, así como la desconcentración de programas nacionales de desa­
rrollo y la descentralización de ciertas atribuciones. Pero, en nuestro
concepto de esa normatividad no parece desprenderse la constitución
de regiones con carácter permanente. Parece más bien que la mente
de la Junta de Gobierno que sucedió al Gobierno dictatorial derroca­
do en 1958, hubiera sido la de articular planes de desarrollo en los
cuales pudieran comprenderse la acción de los Estados y de los Muni­
cipios, bajo regulaciones accidentales, o especiales, de carácter tempo­
ral. Más, no la de regionalizar una planificación susceptible o sufi­
ciente para establecer una nueva ordenación del territorio nacional, así
sea sólo con propósitos administrativos.

En el orden que venimos anotando, no puede desconocerse que la
planificación ha de ser elemento de importancia en la ordenación re­
gional del territorio del Estado, o determinante de ésta, puesto que
no se podrá planificar con prescindencia del factor espacial o geo­
gráfico. En este sentido, nos parecen terminantes los conceptos ex­
puestos por la doctora Magdalena Salomón de Padrón, en su obra
Aspectos Políticos de la Ordenación del Territorio.

"Es procedente destacar también dentro de este gran tema de la
ordenación del territorio, la vinculación que existe entre esta materia
y la planificación regional. Ambas se encuentran íntimamente relacio­
nadas, fundamentalmente, porque actúan sobre base territorial en tal
forma que la planificación regional es considerada como una de las
máximas expresiones de la ordenación del territorio en la que se en­
cuentra encuadrada, y el vehículo que facilita que los lazos que unen
a la ordenación del territorio, y la planificación económica se estrechen
más. Ello ha conducido a que se afirme que la problemática economía-
espacio tenga sus más destacadas implicaciones en el campo de la
regionalización. Esta situación es aún más evidente si se considera que
la región sirve de punto de equilibrio cuando se plantea que la orde­
nación del territorio es una acción a dos niveles en que confluyen la 
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macro-ordenación a escala nacional y la micro-ordenación de las unida­
des elementales reagrupadas o impulsadas en el espacio regional... ”.10

Empero, en nuestra apreciación surgen dificultades en cuanto la
planificación como etapa y ejecución de carácter administrativo condu­
ce a la descentralización, sin realizar La Región como ente político-
administrativo; o a la centralización mediante la incorporación al poder
central de actividades y funciones que antes correspondían a las enti­
dades político-administrativas y a sus espacios geográficos. Las dificul­
tades son las que pueden consistir en que la planificación de obras
con la concurrencia de la Administración Pública Nacional en los Es­
tados y para servicios y obras que puedan considerarse estatales, arrase
la acción de éstos y ordene la disposición de sus recursos; y, por otra
parte, que la descentralización de servicios no se corresponda con las
exigencias de los Estados regionalizados.

En consecuencia, de estas apreciaciones, observamos que del De­
creto N9 492, que estatuye sobre la coordinación de actividades del
Ejecutivo en materia de desarrollo social y económico, tampoco se des­
prende claramente la descentración o descentralización por Región, sino
las que pueden derivarse con fines de coordinación, planificación y
ejecución de programas, casi determinadas por razones técnicas y finan­
cieras, como podrían ser las que concretamente se refieren a la crea­
ción, reorganización o eliminación de oficinas de programación que el
F-iecutivo Nacional no podría acometer sin la opinión previa de la
Oficina Central de Coordinación y Planificación. En efecto, a esta últi­
ma Oficina se le atribuye el carácter de órgano para promover "la
coordinación de programas nacionales, regionales, estatales y munici­
pales. mediante la articulación de los respectivos planes...’’.

Tales atribuciones y mecanismos pueden ser suficientes para esta­
blecer organizaciones o sistemas de ejecución de obras, sin desvincularse
del órgano central, y, por ello, no puede estimárseles como constituti­
vas de una descentralización por región.

Tales atribuciones y mecanismos pueden ser suficientes para esta­
blecer organizaciones o sistemas de ejecución de obras, sin desvincularse
del órgano central, y, por ello, no puede estimárseles como constitu­
tivas de una descentralización por región.

Tampoco sirven para constituir una autonomía técnica de nuevas
oficinas u órganos, puesto que éstos han de continuar en todo caso,
sometidos a las regulaciones de la Oficina Central de Coordinación
y Planificación. En definitiva, a las decisiones de los Despachos Eje­

10. Ob. cit., pp. 35-36.
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cutivos del Poder Central, frente al cual no podrá oponerse ninguna
autonomía orgánica, por lo menos, mientras la ley no defina La Re­
gión con atribuciones y personalidad jurídica claramente señaladas.

En efecto, no tratándose de entidades público-territoriales del Es­
tado, que como antes hemos dicho, sólo puede crearlas la Constitución
Nacional, ni de institutos autónomos o de establecimientos públicos a
los que se atribuyen determinados servicios públicos, que sólo pueden
crearse por ley, el sistema de programación y coordinación que puede
basarse en el Decreto N9 492, sólo puede originar la descentralización
de servicios públicos, sin creación de institutos autónomos, y a nuestro
juicio, es dudoso que pueda establecerse la agrupación permanente de
los Estados.

El criterio expuesto se robustece si se observan las aplicaciones
que del Decreto N9 492, de 20-12-58, se dieron hasta la vigencia del
Decreto N9 72, de fecha 11-6-69. A este efecto, bastará reseñar los
siguientes Decretos del Ejecutivo Nacional:

Decreto N9 546 de 26 de mayo de 1966, dictado por el Presi­
dente de la República, doctor Raúl Leoni, en uso de las facultades
que le confiere el artículo 69 del citado Decreto N9 492, en concor­
dancia con el Numeral 22 del artículo 190 de la Constitución Nacio­
nal, por el cual se creó una Comisión ad honorem, integrada por 28
miembros, denominada: "Comisión para el Desarrollo de la Región Nor-
oriental del País”, a la cual en los considerandos del Decreto se indica
como la comprendida dentro de los Estados Anzoátegui, Monagas, Nue­
va Esparta y Sucre. A la Comisión se le dieron las siguientes atribu­
ciones: coordinar e impulsar los estudios y trabajos en curso y em­
prender otros nuevos acerca de la situación económica y social de la
Región Nororiental del país, con el objeto de establecer un programa
regional de desarrollo de dicha zona, integrado dentro de los linca­
mientos y metas del plan de la Nación; y asesorar y procurar la coor­
dinación de las actividades que realizan las distintas dependencias gu­
bernamentales y el sector privado tanto en escala nacional como re­
gional, con miras al desarrollo económico y social de la Región Nororien­
tal del país.

La Comisión tuvo también facultades para dictar las normas lla­
madas a regir su funcionamiento y el de su Comité Coordinador; pero,
sus atribuciones las debía ejercer en consulta "con los Despachos Eje­
cutivos Nacionales, con los cuerpos regionales y con la Oficina Central
de Coordinación y Planificación en las materias que fueren de su com­
petencia; y, las mencionadas dependencias administrativas le prestarían
toda la colaboración que requiriera, en personal técnico, material y 
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equipo y todas las informaciones que fueren necesarias para el cum­
plimiento de sus funciones. Además, la Comisión debía presentar in­
formes periódicos al Presidente de la República, acerca del cumpli­
miento de sus atribuciones, en las cuales expresaría las recomenda­
ciones y conclusiones a que hubiese llegado como resultado de sus
actuaciones”.

Ahora bien, aun cuando en la Comisión figuraban los Goberna­
dores de los Estados Anzoátegui, Monagas, Nueva Esparta y Sucre, no
quedaron esas entidades integrando una. región, puesto que la finali­
dad de la Comisión era la de impulsar estudios y trabajos para estable­
cer programas regionales en dicha zona, y sus junciones estuvieron siem­
pre sometidas a la consulta con los despachos ejecutivos nacionales,
por una parte, y no fueron vinculantes ni para el Gobierno Nacional
ni para el Gobierno de las entidades que abarcaban la zona territorial
a que se contrajo el 'Decreto.11

Por Decreto N9 1.090, de fecha 8 de abril de 1968, se creó un
Comité Coordinador para el Desarrollo de la Región del “Delta del
Orinoco”, sin darle otro carácter que el de coordinador a nivel regio­
nal, de la ejecución del plan de desarrollo integral de la región del
Delta del Orinoco y elaborar un programa anual detallado en base al
plan de desarrollo integral de dicha región, para someterlo a consi­
deración de cada uno de los organismos competentes; realizar estudios
complementarios que permitieran ajustar el plan y recomendar al Eje­
cutivo Nacional, todas las medidas de carácter técnico y administrativas
que fueren necesarias y convenientes para la buena marcha del mismo.
El Coordinador Regional sería designado por el Presidente de la Re­
pública. En este desarrollo regional ni siquiera se mencionan Estados
a los cuales pertenezca la región; y, en los considerandos, se hace cons­
tar que el Comité se nombra de acuerdo con estudios realizados a
través de los Ministerios de Obras Públicas, de Agricultura y Cría, de
Sanidad y Asistencia Social, del Instituto Agrario Nacional, del Banco
Agrícola y Pecuario; de la Oficina Central de Coordinación y Plani­
ficación y de la Corporación Venezolana de Guayaría.

De modo que, este Decreto puede interpretarse como una demos­
tración de que La Región de que se habla en su texto es la zona
territorial donde el Ejecutivo Nacional va a desarrollar ciertas y de­
terminadas actividades, en las cuales puede o no concurrir la acción
regional.

11. Artículos 4’, 5’ y 6’ del Decreto N*  546, de 26-5-66.
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El Decreto establece un Comité Regional para una determinada
zona, sin regionalizar entidades. La actuación de dicho Comité puede
considerarse temporal y aún siendo permanente sus actuaciones esta­
rían siempre ceñidas al plan elaborado por organismos nacionales.

Por Decreto N9 1.248, de 18 de noviembre de 1968, se creó el
Comité de Desarrollo del "Tuy Medio”, también fundándose en el
Numeral 22 del artículo 190 de la Constitución Nacional y el ar­
tículo 69 del Decreto N9 492. Este Comité debió presentar en un plazo
de 60 días una evaluación de los estudios realizados por el Ministerio
de Obras Públicas, contentivos de las proposiciones para el desarrollo
del "Valle del Tuy Medio”, así como formular recomendaciones ten­
dientes a la preparación de un programa de acción para La Región y
presentar también un anteproyecto de ley, en el cual se estableciera
la jurisdicción, autoridad, responsabilidad y atribuciones de un orga­
nismo cuyo objetivo fundamental sería la promoción del desarrollo de
los Valles del Tuy, así como la construcción de una nueva ciudad en
base a los estudios realizados.

Con iguales fundamentos, por decretos números 1.313 y 1.314, de
11 de febrero de 1969, se creó un Comité Coordinador para el Desa­
rrollo de la Región de Barlovento, y sendos Comités Coordinadores
para el Desarrollo de Sistemas de Riego en cada una de las siguientes
cuencas o regiones: Uñare, Alto Apure, Alto Guárico, Neverí y Man­
zanares, mencionando, naturalmente, los Estados en estos últimos ca­
sos, pero sin crear Regiones integradas por aquéllas.

Como decimos antes, todos estos Decretos, fundados en el De­
creto N9 492, de 30-12-58, hablan de Región, pero no constituyen re­
giones administrativas integradas por Estados y por ello hemos ano­
tado que el alcance de dicho Decreto no da al término región, otro
significado que el de espacio territorial que conforme al léxico se ima­
gina ser de mucha capacidad, ya sea por extensión o por su potencia
económica desarrollada.

En la doctrina se señala otra forma de descentralización o de desa­
rrollo de planes de obras y servicios públicos. Es la que el tratadista
doctor Gíibino Fraga denomina descentralización por colaboración, y
explica así:

"La descentralización por colaboración se origina cuando el Esta­
do va adquiriendo mayor injerencia en la vida privada y cuando, como
consecuencia, se le van presentando problemas para cuya resolución se
requiera una preparación técnica de que carecen los funcionarios po­
líticos y los empleados administrativos de carrera. Para tal evento, y
ante la imposibilidad de crear en todos los casos necesarios organis­
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mos especializados que recargarían considerablemente la tarea y los
presupuestos de la Administración, se impone o autoriza a organiza­
ciones privadas su colaboración, haciéndolas participar en el ejercicio de
la función administrativa.

”De esta manera, la descentralización por colaboración viene a
ser una de las formas del ejercicio privado de las funciones pú­
blicas. . .”.12

Esta forma de descentralización, a nuestro juicio, se emparentaría
con la que el tratadista Miguel S. Marienhoff sitúa como realizable
mediante “el consorcio”, que en el campo del Derecho Administrativo
define como "la unión de personas jurídicas públicas entre sí, o de
ellas con personas particulares, o de personas particulares entre sí, para
la gestión o defensa de un interés común a ellas, que tenga caracteres
de interés general”; y, aün cuando sirva para crear servicios o realizar
obras en "la región”, la encontramos más cerca de la contratación ad­
ministrativa adecuada a determinadas situaciones y para determinados
fines, pero, no susceptibles de aplicación permanente en las activida­
des de la Administración del Estado y de sus entidades. De todos
modos, al ser insinuadas ambas fórmulas por autores tan notables
como Fraga y Marienhoff no pueden dejar de tenérseles en cuenta.
Sin embargo, sí debemos observar que en la descentralización regional
es fundamental la presencia de entes o de organismos que aminoren
el poder jerárquico central, no siendo, a tal fin, suficiente la indepen­
dencia técnica o determinada y casuística libertad de acción. Signifi­
camos así nuestro parecer, en el sentido de que a "la colaboración”
y al "consorcio” podrá recurrirse sin normatividad específica.

Por lo demás, no dudamos que "la colaboración” o "el consorcio”,
serían permitidos temporalmente entre nosotros en virtud de actos
derivados del Decreto N9 492, de 30 de diciembre de 1958.

3. DECRETO N» 72 DE 11 DE JUNIO DE 1969

Pasamos, ahora, a referirnos al Decreto N9 72, de fecha 11 de
junio de 1969- Este Decreto fue dictado por el Presidente de la Re­
pública, doctor Rafael Caldera, en Consejo de Ministros. Como elemen­
tos fundamentales de su legitimidad se invocaron los ordinales l9, 10
y 22 del artículo 190 de la Constitución Nacional y los artículos 69,
19 y 24 del Decreto N9 492, al cual se califica como Decreto Ley,
seguramente por haberlo dictado la Junta de Gobierno, en ejercicio de
los plenos poderes que asumió, como antes hemos referido.

12. Gabino Fraga, Derecho Administrativo, p. 228.
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En su motivación se hace mérito de razones y circunstancias que
se agrupan así:

a) Las profundas diferencias existentes en el grado de desarrollo
de las distintas regiones del país; b) la necesidad de impulsar el de­
sarrollo regional, que a su vez hace indispensable la eficaz coordinación
de las actividades que realiza la Administración Pública Nacional en
las distintas entidades federales; y, c) que las no coincidencias de las
zonas en que los Ministerios, Institutos Autónomos y empresas del
Estado, han dividido el territorio nacional, deforma las labores de coor­
dinación de sus actividades (textual).

Con estas consideraciones se llegó a la creación de ocho regiones
administrativas.

Entrando al análisis de la legitimidad del acto y a su motivación,
observamos:

El artículo 190 de la Constitución Nacional señala las atribucio­
nes y deberes del Presidente de la República; y el Ordinal 1’ de dicho
artículo atribuye a éste el hacer cumplir la Constitución y las leyes;
el 10, reglamentar total o parcialmente las leyes, sin alterar su espí­
ritu, propósito o razón, y el 22, las demás que les señalen la Cons­
titución y las leyes. Y de las disposiciones del Decreto N9 492, la más
específica para permitir el acto en cuanto se refiere a la coordinación
de programas nacionales, regionales, estatales y municipales, descon­
centración de ciertas atribuciones y la formación de organismos espe­
ciales en el sitio de ejecución de los planes, es el artículo 24.

Al atribuirse el carácter de Decreto Ley al Decreto N9 492, dictado
por la Junta de Gobierno, dicho Decreto sería susceptible de ser regla­
mentado por el Ejecutivo Nacional y así se explica que entre las dispo­
siciones fundamentales del Decreto N9 72 se cite el numeral 10 del
artículo 190 de la Constitución Nacional, que como hemos advertido
otorga al Presidente de la República la facultad de reglamentar las leyes.
Pero, también es incuestionable que al ejercer esa facultad el Presidente
de la República no podía alterar el espíritu, propósito y razón del re­
ferido Decreto.

Abordando ahora, las disposiciones del articulado del Decreto N9
72, observamos:

Conforme al texto de su artículo l9, la finalidad primaria del
acto que contiene, es la división del territorio nacional en "regiones
administrativas", para ordenar las actividades que el Ejecutivo Nacional
desarrolla en todo el país.
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Las regiones pueden agrupar total o parcialmente una o más enti­
dades federales. Se asoma así cierto respeto por las entidades estatales,
al mencionarlas como federales, aunque esto puede estimarse como una
remembranza pro-fórmula, a la autonomía de los Estados que es de
la naturaleza del régimen federal.

En su artículo 2’ se establecen ocho regiones administrativas, que
agrupan al Distrito Federal, a los Estados, a los territorios federales
y a las dependencias federales, con el texto siguiente:

"Artículo 2’ A los efectos del artículo anterior se establecen las
siguientes Regiones Administrativas:

1. Región Capital: integrada por el Area Metropolitana de Ca­
racas, las demás áreas del Distrito Federal y del Estado Mi­
randa, y las Dependencias Federales.

2. Región Central: integrada por los Estados Aragua, Carabobo,
Cojedes y Guárico.

3. Región Centrooccidental: integrada por los Estados Falcón,
Lara, Portuguesa y Yaracuy, exceptuados el Distrito Sucre y el
Municipio Guanare del Distrito Guanare del Estado Portu­
guesa.

4. Región Zuliana: integrada por el Estado Zulia.
5. Región de los Andes: integrada por los Estados Barinas, Mé-

rida, Táchira y Trujillo, el Municipio Guanare del Distrito
Guanare y del Distrito Sucre del Estado Portuguesa y el Dis­
trito Páez del Estado Apure.

6. Región Sur: integrada por el Estado Apure, el Distrito Cedeño
del Estado Bolívar y el territorio Federal Amazonas, excep­
tuado el Distrito Páez del Estado Apure.

7. Región Nororiental: integrada por los Estados Anzoátegui,
Monagas, Nueva Esparta y Sucre.

8. Región de Guayana: integrada por el Estado Bolívar y el Te­
rritorio Federal Delta Amacuro, exceptuado el Distrito Ce­
deño del Estado Bolívar”.

"Parágrafo Unico: los límites de las Regiones Administrativas po­
drán ser ajustados por el Ejecutivo Nacional de acuerdo con los re­
sultados de la experiencia y con las necesidades futuras del país”.
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En las regiones administrativas, de conservarse la objetividad del
Decreto, el Ejecutivo Nacional desarrollaría o daría cumplimiento a las
actividades y servicios que derivan de las reservas a la competencia del
Poder Nacional, estatuidas constitucionalmente. Su actividad incidiría en­
tonces sobre los espacios geográficos de las entidades federales que
integran la región (Estados y Territorios), y entre esas actividades y
servicios podrían destacarse las siguientes: los servicios de identifica­
ción y de policía nacional; la organización, recaudación y control de los
impuestos a la renta, al capital y a las sucesiones y donaciones; las
contribuciones que gravan la importación, las de registro y timbre fiscal
y las que recaigan sobre la producción y consumo de bienes que total
o parcialmente la ley reserva al Poder Nacional, tales como las de
alcoholes, licores, cigarrillos, fósforos y salinas, las de minas e hidro­
carburos y los demás impuestos, tasas y rentas no atribuidos a los Es­
tados y a los Municipios, que con carácter de contribuciones nacionales
creare la ley; el establecimiento, coordinación y unificación de normas
y procedimientos técnicos para obras de ingeniería, de arquitectura y
de urbanismo; la ejecución de obras públicas de interés nacional; Ja
dirección técnica, el establecimiento de normas administrativas y la coor­
dinación de servicios destinados a la defensa de la salud pública; el
fomento de la vivienda popular; la conservación y fomento de la pro­
ducción agrícola, ganadera, pesquera y forestal y la apertura y con­
servación de las vías de comunicación nacionales, los cables aéreos de
tracción y las vías férreas, aunque estén dentro de los límites de un
Estado, salvo que se trate de tranvías o cables de tracción urbanos,
cuya concesión y reglamentación compete a los respectivos municipios.12-4

Las actividades del Ejecutivo Nacional en el orden de sus espe­
cialidades o especificaciones deben sujetarse a la planificación enco­
mendada a la Oficina de Coordinación y Planificación Nacional (cor-
diplan), y, por ello, la finalidad del Decreto exige la coordinación
de los servicios nacionales y de la planificación en la región. Corola-
riamente en los espacios geográficos agrupados con fines administra­
tivos, se instituyó el establecimiento de las Oficinas de Coordinación
y Planificación en la Región, a las cuales se asignaron atribuciones que
significan el desarrollo de actividades nacionales en los espacios loca­
les, como son, entre otros, procurar el desarrollo integral de la región,
conforme a las normas de la Oficina Central de Coordinación y Pla­
nificación y dentro del ámbito del plan de la Nación; propiciar el es­
tudio y ejecución de productos que contribuyan al desarrollo económico

12n. Ordinales 59, 8’, 11, 1-í, 15. 16, 17, 19, 21 y 22 del artículo 136 de la Cons­
titución Nacional.
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de la región, en concordancia con el plan de la Nación, previa apro­
bación de la Oficina Central de Coordinación y Planificación; coordi­
nar las actividades de los servicios dependientes de la Administración
Pública Nacional y de los Institutos Autónomos y empresas del Estado,
entre sí y con las que realicen los cuerpos estatales y municipales de la
región, sin perjuicio de las facultades que la Constitución y las leyes
atribuyen a los Gobernadores y Concejos Municipales.13

Por otra parte, en el artículo 6’ del mismo Decreto se establece
que la Oficina Central de Coordinación y Planificación podrá delegar
total o parcialmente en otros organismos del desarrollo nacional, el cum­
plimiento de funciones atribuidas a la Oficina de Coordinación y Pla­
nificación de la Región.

En el artículo 10 del Decreto se crea un Comité Regional de Coor­
dinación, integrado por los Gobernadores y jefes de los servicios de­
pendientes de la Administración Pública Nacional y de los Institutos
Autónomos y empresas del Estado, que actúen en la región y por el
Director de la Oficina de Coordinación y Planificación de la Región,
quien actuará como secretario ejecutivo; y, por ministerio del artículo
12 se agrega que con el fin de coordinar actividades, el Secretario Eje­
cutivo del Comité podrá invitar a organismos estatales, municipales o
privados a participar en reuniones del Comité, a titulo consultivo.
Se agrega también que las reuniones en el Comité Regional serán pre­
sididas sucesivamente por cada uno de los Gobernadores de las enti­
dades federales de la región (artículo 11).

Igualmente, se crea en cada una de las regiones administrativas
un Consejo Regional de Desarrollo, de carácter consultivo, integrado
por las siguientes instituciones de la región: a) los miembros del
Comité Regional de Coordinación; b) los Presidentes de los Concejos
Municipales; c) los Presidentes de las Asambleas Legislativas: d) tres
representantes de los sectores culturales, en especial de las universi­
dades; e) tres representantes de los colegios profesionales; f) cinco
representantes del sector laboral urbano y campesino; g) cinco
representantes de los sectores de la producción, comercio y servicio. El
Secretario Ejecutivo del Consejo Nacional de Desarrollo será el Direc­
tor de la Oficina de Coordinación y Planificación de la Región.

El Consejo Regional de Desarrollo se reunirá por lo menos una
vez al año, en la oportunidad determinada por el reglamento interno
o cuando fuere convocado por el Comité Regional de Coordinación.

Acorde, pues, con las disposiciones organizativas de la región ad­
13. Atribuciones señaladas en los numerales 5’ 6’ y 7*  del artículo 5*  del De­

creto N’ 72.
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ministrativa, el Decreto se circunscribe a la planificación y coordinación
de obras y servicios, de donde puede afirmarse que la praxis que de él
se origina o puede originarse, no conduce a una descentración y menos
a una descentralización, puesto que de los organismos creados, el más es­
pecífico, la Oficina de Coordinación y Planificación Regional de Desa­
rrollo, aparece subordinado a la Oficina de Coordinación y Planifica­
ción Central, que es la que señala las etapas que cada Oficina de Coor­
dinación y Planificación deberá cumplir en la programación del desarrollo
de la región (artículo 89 del Decreto). Y la participación que los or­
ganismos estatales y municipales o privados puedan tener en el Comité
Ejecutivo, solamente puede ocurrir en virtud de reuniones a las que se
les invite, con carácter consultivo (artículo 10).

No hay, pues, en el caso, por aplicación del Decreto a que nos
venimos refiriendo una descentración de servicios en los cuales vengan
a concurrir los organismos locales, y, además, al respetarse, como ha
de ser, las facultades que la Constitución y las leyes atribuyen a los
Estados y Concejos Municipales, no se realiza tampoco ninguna parti­
cipación de estas entidades en las actividades del Poder Nacional que es­
tá llamado a realizar en sus territorios. Efectivamente, el Decreto sólo
tiene el mérito de procurar la coordinación de servicios y la formula­
ción de programas a desarrollarse en las regiones, pero siempre sujeto
a las directrices, y desde luego, a las ejecuciones del Poder Nacional.
De manera que, bien mirado el acto contenido en el Decreto N’ 72,
es sumamente tenue la influencia que mediante sus disposiciones puede
ejercerse para conseguir la efectividad de la organización de la Repú­
blica por medio de regiones administrativas.

Es decir, lo que el Decreto pretende, en nuestro concepto, es
una coordinación para la elaboración de programas de obras y servi­
cios de interés general, en grupos de Estados, pero sin separarse de
las iniciativas y de las ejecuciones del Poder Nacional. Todavía más,
en la práctica la organización que se da en este Decreto conduce, en
realidad, a una mayor participación del Poder Central en las autono­
mías de los Estados y de los Concejos Municipales. Esta aseveración
se corrobora al observar que las iniciativas de los organismos locales
sólo tienen posibilidades de ser aceptadas por el organismo central,
mientras que las de éste necesariamente deben ejecutarse, sencillamente
porque la facultad de decidir está reservada al Poder Nacional, me­
diante su órgano que es la Oficina de Coordinación y Planificación
Nacional.

Ciertamente, el Decreto causa la impresión de ser un instrumento
para conseguir la mayor participación de la Administración Pública 
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Nacional en las Administraciones locales, antes que la participación
o concurrencia de los Estados y Municipios en la programación de
obras y coordinación de servicios a ejecutarse y a desarrollarse en el
ámbito regional, o sea, en los respectivos espacios geográficos que cons­
tituyen la región.

Por estas circunstancias, el Decreto no alienta el funcionamiento
de "La Región”, particularmente en cuanto atañe a los servicios pú­
blicos de la Competencia del Poder Nacional; y, al contrario, la prác­
tica comienza a señalar que durante su vigencia en alguna "Región”
se ha concentrado la dirección de ésta en uno de los Estados regiona-
lizados; concentración de preferencias, de atención y de recursos que
hace sospechar que la Administración Pública Nacional llegará a asu­
mir la Administración de bienes de los Estados regionalizados no pre­
feridos, y la inversión de sus situados constitucionales fuera de las
hipótesis previstas en los artículos 229 y 235 de la Constitución Nacio­
nal. Al vislumbrarse de lo que significaría una tremenda injusticia,
los Estados y los Concejos Municipales regionalizados no podrían con­
formarse con las solas participaciones en cuerpos deliberantes, de deci­
siones no obligatorias, y tendrían necesidad de esforzarse en la planifi­
cación de obras y la distribución y organización de los servicios, a fin
de evitar su amenguamiento que puede comprometer la existencia de
sus rangos como entes integrantes del Estado. Desde luego, la sospe­
cha apuntada hace pensar en que los Estados y los Concejos Munici­
pales deben mantenerse atentos a la conservación de la autonomía y
competencia que les otorga la Constitución?4

Al Decreto N’ 72 siguió el Decreto N9 929, de 5 de abril de
1972, que según su exposición de motivo, constituye una modificación
del primero, y se justifica, entre otras razones, por la experiencia deri­
vada de la aplicación de la regionalización del país "conforme con lo
dispuesto en las leyes de creación de las corporaciones de desarrollo
de las regiones Zulia, Nororiental y Centrooccidental y en la modifica­
ción de la Ley de Corporación de los Andes”, precedidas de consultas
con los organismos y autoridades de la Administración Pública Nacio­
nal y Regional, que participan en el proceso de regionalización.

Sobre este Decreto, limitaremos nuestras observaciones a los tres
puntos siguientes:

l9) En la denominación se le atribuye carácter de Reglamento
de Regionalización Administrativa y para su legitimidad se aducen, co­
mo en el Decreto N9 72, las facultades conferidas al ciudadano Presi-

14. Artículos 16. 17, Ordinal 3“ y 25, 29 y 117 de la Constitución Nacional. 
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dente de la República en los ordinales l9 y 10 del artículo 190 de la
Constitución Nacional, y los artículos ó9, 19 y 24 del Decreto N9 492,
de 20 de diciembre de 1958, sobre Coordinación de las actividades del
Ejecutivo en materia de desarrollo social y económico. Es decir, el mis­
mo de la Junta de Gobierno, que se ha venido considerando como
Decreto-Ley y respecto del cual hemos expuesto nuestro parecer en el
sentido de tener simple carácter programático y de coordinación, sin
que en sus alcances pudiera entrar la creación de regiones administra­
tivas integradas por la agrupación de Estados, sin la voluntad de éstos,
expresada por sus órganos regulares. De modo que, este nuevo regla­
mento, el del Decreto N9 929, de 5 de abril de 1972, sería ejecutivo o
subordinado y conforme a nuestra apreciación habría alterado el espíritu,
propósito y razón del Decreto ley, que pretendió reglamentar.

29) La Constitución Nacional no ha atribuido al Presidente de
la República la facultad para agrupar los Estados en regiones adminis­
trativas, mediante decretos o reglamentos sin la voluntad de aquellos
expresada por sus órganos regulares. Pensamos que si los Estados para
fusionarse y acordar compensaciones o cesiones del territorio, tienen que
recurrir a convenios aprobados por sus Asambleas Legislativas y ratifi­
cados por el Senado, como se prevé en el artículo 10 de la Constitu­
ción Nacional, esta misma norma por su alto rango debe aplicarse en
las llamadas Regiones Administrativas, que aun cuando sean para de­
terminados fines, agrupan Estados, tanto más, si como ocurre en el caso
concreto, en virtud de La Regionalización, el Ejecutivo Nacional de
conformidad con el Decreto a que nos venimos refiriendo, puede ajustar
los límites de las regiones administrativas; facultad que por incidir sobre
el todo de la región, puede agravar también sus partes, como ha venido
ocurriendo efectivamente al someter a un régimen distinto de los del
Estado a que pertenecen, a ciertos y determinados distritos.

39) El Decreto crea un Comité Regional de Gobierno, integrado
entre otros personeros de organismos nacionales, por los Gobernadores
de las entidades federales que forman parte de la región, en carácter
de agentes del Ejecutivo Nacional (artículo 39 del Decreto).

Es claro así, que cuando los Gobernadores forman parte del Co­
mité Regional de Gobierno no están representando a los Estados que
rigen o gobiernan, sino al Ejecutivo Nacional, de conformidad con lo
previsto en el artículo 21 de la Constitución Nacional; y de este modo,
los Gobernadores pasan a ser agentes del Gobierno Nacional en la par­
ticipación de La Regionalización. Es decir, que en los estudios, planes y
programas regionales a quien representarán los Gobernadores frente 
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a la Corporación de Desarrollo Regional y al Consejo Nacional de
Desarrollo Regional, no será a los Estados que gobiernen sino al Ejecu­
tivo Nacional (véanse artículos 39 y 23 del Decreto a que nos venimos
refiriendo).

Se manifiesta así una vez más, que en la llamada Regionalización
administrativa no concurre la participación de los organismos regio­
nales propiamente dichos: los Estados aparecen prácticamente fusio­
nados sin aprobación de sus Asambleas Legislativas y los Gobernadores
sólo intervienen en la programación y coordinación regional, como Agen­
tes del Ejecutivo Nacional.

En esta amalgama difícil de calificar, resulta también difícil preci­
sar los beneficios de los Estados regional izados, que aparecerán inter­
venidos en sus recursos o ingresos, y antes bien se advierte la tendencia
a tutelar la inversión de sus situados, de sus ingresos de manera general
si los tuvieren, en aras de un centralismo que estratégicamente ejercerá
el Poder Ejecutivo Nacional, desde la capital del Estado que práctica­
mente acoja como capital de la región.

Con fecha 16 de diciembre de 1975 el Ejecutivo Nacional por
Decreto N9 1.331, dictó el Reglamento de Regionalización Adminis­
trativa, derogatorio del Decreto N9 929, a que acabamos de refe­
rimos.16

En el nuevo Decreto observamos que se insiste en la definición
de las regiones administrativas "como ámbitos espaciales del territorio
nacional, a los efectos del desarrollo económico, social e institucional
del país; del proceso de ordenación territorial y de las demás activida­
des de la Administración Pública Nacional, Estatal o Municipal”. Em­
pero, consideramos que al referirse el Decreto al desarrollo institucio­
nal y al proceso de ordenación territorial, puede colegirse la continuidad
de una idea hacia la región político territorial como elemento funda­
mental en la organización del Estado, y justificarse la presunción de
"enseña aparente” respecto de la regionalización administrativa que pau­
latinamente acentúa perfiles hacia la "región política”.

El Decreto elevó el número de regiones de 8, a 9, sustituyendo
la región capital por la región Centro-Norte-Costera, a la que se incor­
poraron los Estados Carabobo y Aragua, exceptuando el Distrito Urda-
neta de este último.

La región de los Llanos Centrales sustituyó la región Sur y quedó
integrada por los Estados Guárico, Cojedes y Apure, exceptuando el
Distrito Páez de este último Estado y los distritos Arismendi del Es-

15. Presidencia del señor Carlos Andrés Pérez. 
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tado Barinas y Urdaneta del Estado Aragua (Guárico y Cojedes forma­
ban antes parte de la región Central: y, Apure de la Región Sur, que
quedó exclusivamente integrada por el Territorio Federal Amazonas).

Se creó la Región Insular integrada por el Estado Nueva Esparta,
que antes formaba • parte de la Región Nororiental y por las Depen­
dencias Federales que antes se integraban en la Región Capital.

El Consejo Nacional de Desarrollo Regional dejó de ser consultivo,
como lo era de acuerdo con el artículo 22 del Decreto N’ 929, para
convertirse en Organismo de promoción y coordinación, llamado a velar
por el cumplimiento "por parte de los organismos de la Administra­
ción Pública, las Corporaciones Regionales de Desarrollo o demás entes
de la Administración descentralizada y las empresas del Estado, de
las políticas, planes, programas y proyectos de ordenación territorial,
desarrollo regional y descentración económica”.

En su composición el Consejo Nacional de Desarrollo Regional
fue modificado y reducido hasta el punto de quedar integrado por el
jefe de la Oficina Central de Coordinación y Planificación que la pre­
sidiría; por un representante del Ministerio de Relaciones Interiores;
por los Presidentes de las Corporaciones Regionales de Desarrollo; por
el Director General y el Director de Planificación Física-Regional de la
citada Oficina (artículo 4’).

No formaron parte del Consejo Nacional de Desarrollo Regional,
conforme al Decreto N’ 1.331, los Gobernadores de Estado que presi­
dían los Comité Regionales de Gobierno; el Presidente del Organismo
económico que agrupa a la mayoría de las diversas organizaciones
empresariales del país; el presidente del organismo que agrupa a la
mayoría de las organizaciones labores del país y al presidente del orga­
nismo que agrupa a la mayoría de las organizaciones campesinas del
país.

Quedaron, pues, excluidos del Consejo Nacional de Desarrollo
Regional los representantes de los Estados como entes, y de las fuerzas
del capital y del trabajo, que pertenecían al mismo por disposición del
artículo 23 del Decreto anterior, respecto de los cuales y de otros fun­
cionarios, se facultó al jefe de la Oficina Central de Coordinación y
Planificación para invitarlos a participar en las deliberaciones del Con­
sejo cuando lo considerara conveniente.

Es posible que la mente que haya presidido la reforma de reduc­
ción del número de miembros del Consejo Nacional de Desarrollo, haya
sido la de hacerlo menos deliberante, y, consiguientemente, más expe­
ditivo para el cumplimiento de sus funciones. Antes habían sido incluidos
en el Consejo Regional de Desarrollo los presidentes de los Concejos
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Municipales, los presidentes de las Asambleas Legislativas, los repre­
sentantes de los sectores culturales y de los colegios profesionales, como
se establecía en el artículo 12 del Decreto N9 72.

El Ejecutivo Nacional no mostró en este Decreto afecto alguno
a la llamada política de participación. En efecto, excluyó de los orga­
nismos de la Región a sectores que como los indicados, por su impor­
tancia y por su tradición, son poco o nada afectos al centralismo, y
ello hace presumir una tendencia de la participación absorbente de la
Administración Pública Nacional en las administraciones locales.

En este aspecto, a nuestro ver, las atribuciones asignadas al Con­
sejo Nacional de Desarrollo Regional fueron de mayor importancia y
amplitud, y entre ellas cabe destacar las señaladas bajo los números 2,
7 y 9 del artículo ó9 del citado Decreto N9 1.331, que copiamos a
continuación:

"... 2) Estudiar y proponer, en consulta con los organismos com­
petentes, las medidas adecuadas que conduzcan a reformar la Adminis­
tración Pública Nacional de acuerdo a las necesidades del desarrollo
regional, la ordenación territorial y la des concentración económica y
administrativa.

"7) Estudiar previamente a la formulación del proyecto de pre­
supuesto del Estado, los proyectos de presupuesto de las Corporaciones
Regionales de Desarrollo, así como las inversiones previstas para cada
una de las Regiones Administrativas por los entes públicos y emitir
durante el primer trimestre de cada año, ante los organismos compe­
tentes, las opiniones que fueren menester para adecuarlos a los linca­
mientos de políticas sobre ordenación territorial, desarrollo regional y
desconcentración economice?.

"9) El Consejo Nacional de Desarrollo Regional asesorará a la
Comisión prevista en el artículo 39 de la Ley Orgánica de Coordina­
ción de la Inversión del Situado Constitucional con los planes admi­
nistrativos desarrollados por el Poder Nacional, en lo que se refiere a
la inversión del situado constitucional sujeto a coordinación, de acuerdo
con las políticas, planes, programas y proyectos de ordenación, territo­
rial, desarrollo regional y desconcentración económica”.

La significativa. importancia, de tales atribuciones, otorgadas al Con­
sejo Nacional de Desarrollo Regional, que van desde la facultad de
promover reformas de la Administración Pública hasta asesorar la in­
versión del Situado Constitucional de los Estados de acuerdo con los
planes, programas y políticas de ordenación territorial prohijadas por 
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el Ejecutivo Nacional, pasando antes por el estudio de los proyectos
de presupuestos durante el primer trimestre de cada año, hace pensar
en la autonomía de los Estados, particularmente en las atribuciones de
sus Asambleas Legislativas, entre las cuales está la de sancionar la Ley
de Presupuesto del Estado, y en la autonomía de los Municipios, en la
cual queda comprendida constitucionalmente "la creación, recaudación
e inversión de sus ingresos” (artículos 16, 17, 25 y 29 de la Consti­
tución Nacional).

A este respecto, creemos que fuera de la previsión contenida en
los artículos 229 y 235 de la Constitución Nacional, nada más escapa
a la protección institucional de las autonomía de los Estados y de los
Municipios. Y, consiguientemente, pensamos que cuando el acto del
Ejecutivo Nacional pretende o facilita la inmiscuencia de la Adminis­
tración Pública Nacional para restringir o penetrar en la órbita de las
autonomías locales, arrasa dicha protección constitucional que se debe
a los Estados y Municipios y compromete su eficacia por caer en afec­
tación de nulidad.

El Comité Regional de Gobierno que en el anterior Decreto insi­
nuaba la Constitución de "Gobierno de la Región”, fue sustituido en
el nuevo Decreto por los "Comités Regional de Desarrollo” presididos
por uno de los Gobernadores que lo integran, "conforme al orden al­
fabético de las entidades que forman la región” y se le señalan, entre
otras de las nuevas atribuciones, las indicadas bajo los números 4, 5
y 6 del artículo 18, que transcribimos a continuación:

"...4) Asesorar a las administraciones estatales y municipales
de la Región en la elaboración y control de ejecución de sus programas
y presupuestos en el establecimiento de sus oficinas de planificación,
proyectos y presupuesto.

”5) Promover la celebración de convenios entre Estados y de
mancomunidades intermunicipales en el ámbito de la Región, de ma­
nera que se asegure una inversión coordinada a escala regional de los
recursos del sector público.

”6) Implementar un sistema regional de concertación entre los
sectores público y privado que asegure la participación efectiva de éste
en las actividades inherentes al desarrollo regional”.

En orden cronológico llegamos ahora al Decreto N'-‘ 478 "sobre
la Regionalización y participación de la comunidad en el Desarrollo
Regional”, dictado por el Ejecutivo Nacional con fecha 8 de enero 



600 ALEJANDRO GRATEROL MARIN

de 1980.16 Como se observa de la propia denominación, se enuncia en
este nuevo instrumento, la participación de la comunidad en el desa­
rrollo regional del país; y, se aducen como fundamentales de su motiva*
ción y de sus disposiciones los artículos 7’ y 47, numerales 18 y 19 de
la Ley Orgánica de la Administración Central; el artículo 1’ de la Ley
Orgánica de la Coordinación del Situado Constitucional con los planes
administrativos desarrollados por el Poder Nacional; y, como en los an­
teriores, los artículos 6’, 19 y 24 del Decreto N9 492, de fecha 30 de
diciembre de 1958.

En la motivación de manera precisa se declara que la "Política
de Regionalización” tiene por finalidad el desarrollo armónico e inte­
gral de las regiones del país, y, exige "la promoción de la desconcen­
tración administrativa y se favorece con la participación de la población
organizada en la formulación de políticas..

Consecuencialmente, en su artículo 1’, el Decreto a que nos refe­
rimos establece la ordenación del territorio del país en regiones, “a
los fines de la planificación y coordinación de las actividades de la Ad­
ministración Pública Nacional entre sí y con aquellas que realizan los
organismos estatales y municipales..

La región administrativa podrá así, mediante la coordinación de
las actividades de la Administración Pública entre sí, coexistir con o
sin la coordinación de las actividades de los organismos estatales y mu­
nicipales, puesto que las actividades correspondientes constitucional­
mente al Poder Nacional pueden desarrollarse y se han desarrollado
sin coordinación con los Estados y Municipios y son estos últimos los
que por atavismo centralista, han vivido de hecho sujetos a interven­
ción de la Administración Pública Nacional, sin fundamentos consti­
tucionales, por lo menos hasta antes de la disposición del artículo 229
de la Constitución Nacional vigente, en cuanto establece: "... la ley
podrá dictar normas para coordinar la inversión del Situado con planes
administrativos y desarrollados por el Poder Nacional y fijar los fun­
cionarios y empleados de las entidades federales y municipales...”.

El Decreto trae en su artículo 2’ modificaciones respecto de la
integración de las nueve regiones en que continúa ordenándose el te­
rritorio nacional a los fines ya expresados:

Se restituye "la región capital”, integrada por el Distrito Federal
y el Estado Miranda. Se eliminó así la región central Norte-Costera
que estuvo integrada por el Distrito Federal y Estado Miranda, Cara-
bobo y Aragua, exceptuando el Distrito Urdaneta de este último Está­

is. Presidencia del doctor Luis Herrera Campíns. 
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do. En su lugar, se creó "La Región Central”, integrada por los Esta­
dos Aragua, Carabobo y Cojedes.

La anteriormente denominada Región de los Llanos Centrales, se­
parado como lo fue el Estado Cojedes, que la integraba con los Estados
Guárico y Apure, exceptuando el Distrito Páez de este último Estado,
pasó a denominarse simplemente “Región de los Llanos”, integrada
por los Estados Guárico y Apure, menos el Distrito Páez, de este últi­
mo ya señalado.

"La Región de los Andes” quedó integrada por los Estados Ba-
rinas, Mérida, Táchira y Trujillo por el Distrito Páez del Estado Apure.

"La Región de Guayana” quedó integrada por el Estado Bolívar y
los Territorios Federales Amazonas y Delta Ámacuro.

Se eliminó "La Región Sur”, antes integrada solamente por el Te­
rritorio Federal Amazonas.

Quedaron sin alteración las Regiones siguientes: “La Centro Occi­
dental”, integrada por los Estados Lata, Yaracuy, Portuguesa y Falcón,
los cuales colocamos nosotros en el orden de sus preeminencias, pues
como expondremos en su oportunidad, el Estado Falcón es zona desin­
tegrada en los servicios y geográficamente no integrable a esta artificiosa
Región.

"La Región Zuliana” continuó integrada por el Estado Zulia; la
Nororiental, por los Estados Anzoátegui, Monagas y Sucre; y "La Re­
gión Insular”, por el Estado Nueva Esparta y las Dependencias Fe­
derales.

En el artículo 3’ se repite la facultad del Ejecutivo Nacional para
modificar los límites de las regiones; facultad que ejercerá el Presi­
dente de la República en Consejo de Ministros, y oída la opinión del
Consejo de Desarrollo Regional, de acuerdo con los resultados de la
experiencia y con las necesidades del país.

Ya hemos observado y lo repetimos ahora, que los límites de las
regiones, nunca indicados por los Decretos del Ejecutivo Nacional, ne­
cesariamente han de ser los que resulten de la unión de los territorios
de los Estados que las integran y que, cuando se forman regiones con
incorporación de Estados íntegramente y de Distritos de otros Estados
no integrados totalmente, se compromete la atribución que el artículo
10 de la Constitución Nacional señala a las Asambleas Legislativas para
los casos de modificación de límites, compensaciones y fusiones de los
Estados. Todo ello, porque en realidad, la Regionalización de los Es­
tados se ha venido realizando sin la expresión constitucional de la vo­
luntad de sus Asambleas Legislativas.



602 ALEJANDRO GRATEROL MARIN

En "las Disposiciones Generales” de este Decreto, que se expresan
en su Capítulo I, aparece ahora el artículo 4’, cuyo texto por sus
antecedentes y por su contenido actual, puede considerarse modificatorio
de los artículos designados con el N’ 26 en los Decretos números 929
y 1.331, de 5 de abril de 1972 y 16 de diciembre de 1975, respectiva­
mente. En estos dos Decretos el artículo 26 se ubicaba en el Capítulo
VI, cuyo articulado se concretaba a la "Desconcentración de la Admi­
nistración Pública Nacional” y a la "Desconcentración Regional de la
Administración Pública”, bajo el primer mote (Decreto N’ 929), el
texto de la disposición era el siguiente:

Artículo 26. Los Ministerios y los Institutos Autónomos deberán definir
su ámbito de acdón administrativa conforme a las regiones administra­
tivas establecidas en el artículo 2’, y adaptar progresivamente sus zonas
y demarcaciones regionales a dichas regiones administrativas.

El Ejecutivo Nacional podrá crear áreas de programación especial y sub­
regiones técnicas o administrativas, cuando existan razones debidamente
comprobadas, oída la opinión de la Oficina Central de Coordinación y
Planificación.

Las áreas de programación especial podrán establecerse, independientemente
de las regiones administrativas, cuando el desarrollo de algún programa o
proyecto específico o la explotación de determinados recursos así lo exija.
Las subregiones técnicas o administrativas podrán crearse, dentro del marco
de las regiones administrativas con el objeto de solucionar problemas de
zonas menos dinámicas en el desarrollo global de una región y hasta
tanto se superen dichas diferencias.

En este aspecto es de notar que en el Decreto NQ 1.331, de 26
de diciembre de 1975, se adicionó el Parágrafo Unico, que copiamos a
continuación:

Articulo 26: Parágrafo Unico: El Ejecutivo Nacional, oída la opinión
de la Oficina Central de Coordinación y Planificación, ante quien deberá
ser hecha la solicitud correspondiente, podrá establecer excepciones a la
adaptación general o requerimiento de la dependencia respectiva y por ra­
zones debidamente comprobables.

De modo que las disposiciones de dicho Decreto a que nos hemos
referido antes, permitían la creación de "áreas de programación espe­
cial y subregiones técnicas y administrativas”. Las áreas de programa­
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ción especial podrían establecerse independientemente de las regiones
administrativas, por las razones expresamente señaladas.

Ahora, el texto del artículo 4 del Decreto actual, vigente, es el
siguiente:

Artículo 4. El Presidente de la República en Consejo de Ministros, oída
la opinión del Consejo Nacional de Desarrollo Regional, podrá crear áreas
de programación especial y subregiones, sujetas a reglamentación especial.
Las áreas de programación especial se establecerán cuando el desarrollo de
algún programa o proyecto específico o la explotación de determinados
recursos así lo exija. Las mismas pueden ser interregionales o indepen­
dientes de las regiones.

Las subregiones se crearán con el objeto de atender zonas específicas de
la región o para facilitar la administración de programas de desarrollo
integral.

Desde el punto de vista organizativo es de observar que en este
nuevo Decreto se creó el Consejo Nacional de Desarrollo Regional,
ampliándose su composición, para darle participación a los organismos
culturales y económicos, tales como las academias, las universidades
y los colegios profesionales creados por ley. y también a los organismos
empresariales, laborales y del campesinado. Pero, no se da participación
a las Asambleas Legislativas ni a los Concejos Municipales. A estos úl­
timos sí se les da participación en el Consejo Regional de Desarrollo
(ver los artículos ó9 y 10 del Decreto N9 478 de 8-1-80). Se crea una
Asamblea de Participación en "las entidades federales”, de la cual for­
man parte los Gobernadores y los Presidentes de las Asambleas Legis­
lativas (arts. 31 y 32). Las Asambleas de Participación presentarán al
Consejo Regional de Desarrollo los proyectos y aspiraciones del Esta­
do, para su incorporación en la formulación de la política de desarrollo
de la región.

Se incorporan también en este Decreto las atribuciones de las Ofi­
cinas Regionales de Coordinación y Planificación.

Al concluir el recorrido que nos propusimos, a través de los di­
versos Decretos encaminados a crear y fortalecer una ordenación te­
rritorial, a base de Regiones Administrativas cuya rigidez no se des­
virtúa por la facultad de modificarlas que se ha otorgado y ejercido
el propio Ejecutivo Nacional, queremos referirnos a los efectos de des-
centración y adaptación, que los ministerios y institutos autónomos es­
taban llamados a realizar, por expresa disposición de los actos admi­
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nistrativos y constitutivos y reglamentarios de las regiones (Decreto N9
72, artículo 16; Decreto N9 929, artículo 26; Decreto N9 1.331, artículo
26 y Decreto N9 478, artículos 23 a 26).

Al respecto enunciado, observamos: A campo abierto la ineficacia
y la carencia de los servicios públicos nacionales se acentúan cada vez
más, al punto de permitir esta afirmación: si la regionalización está
inspirada en la intención proclive a descentralizar los servicios públi­
cos nacionales y específicamente a permitir la participación de las co­
munidades estatales y municipales en la planificación, programación y
desarrollos de la competencia de la Administración Pública Nacional,
es forzoso concluir que los esfuerzos hasta ahora empeñados han te­
nido resultados adversos, negativos. Nadie, en efecto, con espíritu
práctico, positivo, podrá demostrar la participación espontánea de los
estados y municipios, en los planes y desarrollos regionales; organismos
como los Consejos Nacionales de Desarrollo Nacional, Consejo Regio­
nal de Desarrollo, Oficinas Regionales de Coordinación, parecen más
bien destinados a suplantar las Asambleas Legislativas y los Concejos
Municipales, y a fortalecer el centralismo administrativo que tiene su
máxima expresión en la Oficina Central de Coordinación y Planificación
y en la Oficina Central de Presupuesto, creados, entre otros, por la
Ley Orgánica de la Administración Central, con el carácter de Oficinas
Centrales de la Presidencia de la República (artículos 44 a 47 de la
Ley Orgánica de la Administración Central).

Es posible advertir también que la participación de los Estados y
Municipios en los objetivos de la regionalización, puede desligarse de
la descentralización y de la descentración de los servicios, cuya efica­
cia no depende de la llamada Regionalización, aunque ocasionalmente
la ubicación de los órganos llamados a decidir pueda afectar decisiva­
mente determinados Estados o localidades de éstos. Así ha ocurrido
en algunas Regiones, cuando la Administración Central aparentando
descentralizar, centraliza en capitales de Estado consumándose un eufe­
mismo, pues, en realidad lo que ocurre es que se constituyen capitales
de región y se absorben más, desde el Poder Central a través de esas
capitales regionales de hecho, los Estados que como unidades integran la
"Región Administrativa”.

Decimos esto, porque es lo que notamos en algunas Regiones
cuando la Administración Central coloca los organismos de decisión
en capitales regionales, dando por resultado una más rígida centrali­
zación aunque se guarden las apariencias de descentración.

En tales aspectos, sin disponer de cifras estadísticas, atentos sola­
mente al clamor público de los últimos años, sobre los servicios esen- 
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cíales como los hospitalarios y asistenciales, de acueducto, de alum­
brado público y de energía, de transporte colectivo y de teléfono, nadie
podrá atribuir mérito alguno a la Regionalización. Pero la palabra se
viene empleando con cierta magia parecida a la misma con que ayer
se empleó la palabra "Federación”, aunque en busca de un resultado
distinto, dando a los pueblos ciertas esperanzas de mejoramiento de
servicios, cuando la realidad es que éstos puedan mejorarse sin re­
currir al sistema de Regionalización administrativa. Afirmación que se
robustece si se observa que en el pasado, muchos servicios de los in­
cluidos funcionaron, por lo menos, con relativa o total eficiencia, al com­
pararlos con los hoy deteriorados manifiestamente. Ahora puede afir­
marse que sí ha habido descentración de oficinas de algunos institu­
tos nacionales con miras a corresponder a la ordenación del territorio
en regiones administrativas, ello ha venido a realizar la preferente aten­
ción de unos Estados en detrimento de otros. Esta afirmación cobra
certeza si se observa que en la región Centrooccidental, por ejemplo,
ya no puede ocultarse la situación de preeminencia y de mejor atención
dada al Estado Lara, particularmente a su capital, estimada como ca­
pital de Región, en contraste con el abandono del Estado Falcón en
su totalidad, al punto que respecto a los servicios públicos en esta
"subregión”, la voz firme del eminente jurista y hombre público doctor
Ernesto Silva Tellería, quien corresponde al afecto de su Estado nati­
vo, al criticar el Decreto del Ejecutivo N9 1.161, de fecha 7 de agosto
de 1981, publicado en la Gaceta Oficial N9 32.286, que creó la “Sub­
región Falcón”, por su ineficiencia o cuando menos por su inutilidad
frente al grave problema de la ausencia de servicios públicos, se ha
expresado en los siguientes términos:

".. .Y ahora, para mayor irrisión de los falconianos, en la fecha
en la cual se conmemoraban los 450 años de la instalación de la pri­
mera Diócesis en el país —el pasado 21 de julio—, el ciudadano Pre­
sidente de la República, quien asistió a los actos programados en
Coro con tal finalidad, entregó a los falconianos un proyecto de De­
creto, que ya tiene vigencia legal después de haber sido aprobado por
el Consejo de Ministros y publicado en la Gaceta Oficial el viernes
7 de agosto. Allí se crea lo que ha venido siendo un largo y sostenido
clamor por el establecimiento de la Subregión en Falcón, para atender
a tan diversos y variados problemas que cada día surgen en el desen­
volvimiento colectivo. Pero ese Decreto —rechazado unánimemente por
todos los sectores falconianos--, no es otra cosa, repetimos, que una burla
a aquella colectividad. Para darse cuenta cabal de lo que significa la
regionalización vigente, baste decir que para todas las actividades re­
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lacionadas con los organismos públicos nacionales que sea menester
llevar a cabo en cualquier sitio del Estado Falcón, es necesario ir a
tramitarla en Lara, Portuguesa o Yaracuy, centros, que, en virtud de
las vías de comunicación, y de las distancias, están alejados y desvin­
culados de la región falconiana. Y un solo ejemplo es suficiente para
demostrar lo absurdo de la situación existente: si fallece una persona,
la declaración de herencia que deben obligatoria y legalmente hacer
sus herederos, necesitan ir a tramitarla en Barquisimeto..(Revista
CNP, Coro, Seccional Falcón del Colegio Nacional de Periodistas, oc­
tubre 1981, p. 8).

Al servicio que el doctor Silva Tellería señala específicamente, ha­
brán de agregarse los que conciernen a la administración de acueduc­
tos, a la permisología de manera general que comprenden desde los
permisos para los movimientos de tierra y cortes de maleza baja, hasta
las decisiones para reparar cloacas, que afectan diversos sectores de la
propia ciudad de Coro y otras poblaciones.

4. COMENTARIOS FINALES

Como en algunos Decretos de Regionalización se justifica ésta por
la creación de las corporaciones de desarrollo de las diversas regio­
nes, cabe observar:

Las corporaciones de desarrollo son en realidad institutos autóno­
mos creados por Ley del Poder Nacional, de conformidad con la dis­
posición del artículo 230 de la Constitución Nacional, con el propó­
sito de promover el desarrollo económico, armónico, local de la región
integrada por los Estados agrupados por Decreto del Ejecutivo Nacio­
nal, haciendo posible que, especialmente, su actividad financiera sea
de gran utilidad en la jurisdicción de las entidades regionalizadas. Pero,
a nuestro juicio, no debe, lógicamente, considerárseles como determi­
nantes de la regionalización, puesto que dichos institutos pueden cum­
plir sus funciones en la forma que se las atribuya la ley, en determi­
nadas áreas o jurisdicciones, sin que los Estados sufran modificaciones
o aparezcan vinculados y hasta subordinados unos a otros en cuanto
a servicios que, como los apuntados antes, sean realmente esenciales y
requieran órganos de decisión menos centralizados, a fin de evitar las
dilaciones, negligencias y abandonos, prohijados o emanados de cir­
cunstancias que correspondan a intereses diversos, incluidos los políticos
que, con o sin suspicacia, puedan advertirse en la situación actual.

Es también de notar que a dichas corporaciones se les asigna esta
atribución: "colaborar en coordinación con las entidades nacionales, re­
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gionales y municipales correspondientes, en la elaboración de leyes de
presupuesto en los Estados componentes de la región... y de aquellos
proyectos de interés nacional que inciden en la aplicación de los fondos
públicos para el desarrollo regional”.17

Ahora bien, como las Corporaciones pueden también adquirir y
avalar obligaciones emitidas por los Ejecutivos de los Estados o los
Concejos Municipales, es presumible que la colaboración de dichos Ins­
titutos ejerza influencia lesiva a la autonomía de los Estados y de los
Municipios, en cuanto se refiere a la formación de sus respectivos pre­
supuestos. De este modo, aquellas (las Corporaciones), resultan orga­
nismos del Poder Nacional que coadyuvan en el mantenimiento del cen­
tralismo exagerado que hoy se observa.

En cuanto se refiere a la dirección y administración de las corpo­
raciones, puede formularse válidamente la misma observación, de con­
siderar a dichos organismos o institutos, como instrumentos de la Ad­
ministración Central para socavar la ya menoscabada autonomía de los
Estados y Municipios.

En efecto, los representantes que los Estados y los Concejos Muni­
cipales pueden tener en la Directiva de las Corporaciones, son designa­
dos por el Presidente de la República, de una quinaria elaborada, con­
juntamente, por los Gobernadores de los Estados integrantes de la
Región. De igual manera se procede respecto de los representantes
de los Concejos Municipales y de los sectores empresarial, agropecuario
y campesino, los cuales no solamente designa el Presidente de la Repú­
blica, sino que podrá reemplazarlos cuando a bien tenga, limitándose
a pedir nuevas quinarias o a escogerlos de las anteriores, mientras que
los sectores que forman las quinarias solo podrán tener iniciativa en su
formación, cada dos años.18

Se corrobora así que la autonomía de los Estados y de los Concejos
Municipales a través de los institutos autónomos de promoción, del
desarrollo económico, particularmente en cuanto se refiere a la dispo­
sición de sus recursos, sus ingresos y egresos, puede ser interferida por
el Presidente de la República, autorizado para mediatizar la represen­
tación de aquellas autonomías en los organismos de promoción, me­
diante la expresiva y expedita fórmula de las quinarias.

17. Véanse artículo 2 de las Leyes de Corporación Centro Occidental de 18-9-72;
de Corporación Nororiental. de 17-8-70; y de la Corporación de Desarrollo
de la Región Zuliana, de 26-7-69.

18. Véase artículo 59 de las leyes antes citadas.
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En el mismo orden, cabe anotar:
La finalidad de la regionalización comprendería la descentraliza­

ción de servicios públicos nacionales, la planificación y la participación
de los Estados y Municipios en la coordinación del desarrollo regional,
según se ha expuesto antes. Pero, por las características que dejamos ano­
tadas, tales propósitos no solo no se han logrado, sino que, antes bien
aparecen contrariados. Ello puede ser la consecuencia de pretender la
agrupación de Estados y Municipios mediante decretos, prescindiendo
de los medios señalados a uno y a otros por la Constitución Nacional,
para planificar y ejecutar acciones en beneficio común, como son el
acuerdo de los Estados y la mancomunidad de los Municipios. De
esa prescindencia del ordenamiento Constitucional pueden derivarse las
desviaciones de los organismos y de sus servicios por falta de poder
decisorio, por ejemplo.

Es así, como entendemos, la enfática afirmación del profesor Alian
R. Brewer-Carías, cuando después de observar que la coordinación de
las actividades de los organismos nacionales no es posible, si la des-
centración de la Administración Nacional no conlleva la delegación de
Poder decisorio, asienta: "Se coordina a quienes deciden; de lo contra­
rio, si no hay poder de decisión, la coordinación no tiene mayor im­
portancia”.1®

Por nuestra parte, todavía observamos que la coordinación, como
necesaria a la planificación, o como consecuencia de ésta, no puede ser
solamente para que la Administración Nacional penetre las autonomías
locales. Sin que se correspondan con acuerdo de los Estados y de los
Municipios para establecer el equilibrio de las participaciones de la
Administración Nacional en dichas autonomías.

Apreciamos, pues, que mediante la regionalización efectuada sin
acuerdo inicial de los Estados y Municipios, por sus mecanismos insti­
tucionales, es decir, no en virtud de decretos del Presidente de la Re­
pública, surge un problema jurídico que se ha pretendido relegar y la
vigencia de ese problema, que es el del respeto de las autonomías loca­
les, impide la convalecencia de la regionalización y sus finalidades.

Impide también la participación sana, puesto que la que se ha
logrado o ha tenido lugar hasta ahora, es la de Administración Pública
Nacional en la Administración de los Estados y de los Municipios, re­
basando las permisiones constitucionales, sin obtenerse una desconcen­
tración de actividades y de servicios nacionales que revele la efectividad
de la regionalización como fórmula de solución de problemas, mediante

19. Estudio sobre la Regionalización en Venezuela, cit. pág. 14. 
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la agrupación de Estados y Municipios, realizado con la espontaneidad
de éstos con o sin la participación de la Administración Pública Nacional.

Estas razones justifican razonables críticas como la formulada por
nuestro eminente publicista, doctor Alian R. Brewer-Carías.20

Al concluir las notas que preceden, reconocemos el carácter polé­
mico de la temática que las integran y declaramos que nuestro propó­
sito no va más allá de procurar la atención de los hombres de estudio
de los Estados y de los Municipios, urgidos del mejoramiento de los
servicios esenciales de la colectividad y del respeto de sus autonomías.

20. "...Pero no basta con desconcentrar, ni siquiera sectorialmente el poder de decisión na­
cional a nivel regional, si no se hace participar paralelamente dentro del proceso
de desarrollo regional a las instituciones locales; y este es el otro problema
central de regionalización administrativa. En la actualidad, la división político-
territorial de Venezuela, existe en base a Estados y Municipalidades, que son
una realidad política evidente. Los Estados existen desde 1864 y las Munici­
palidades desde la Colonia. Por la función política y social que tienen que
cumplir, no podríamos plantearnos que la esencia de la reforma regional sería
la eliminación de los Estados y de las Municipalidades. Ello sería irreal, por lo
que el objetivo es hacer participar a los Estados y Municipalidades en forma
también concentrada a nivel de región; por eso se habla de un proceso de
concentración participativa.
Este puede lograrse, en primer lugar, a través de acuerdos entre Estados. Nunca
hemos utilizado en nuestro sistema juridico-político los acuerdos entre Esta­
dos que están autorizados desde el mismo momento en que surge la Fede­
ración. y que han sido utilizados en otros países en procesos de regionali­
zación ...
Hay otros mecanismos utilizados, inclusive previstos en la Constitución, para
hacer participar a los Estados en programas de inversión comunes en las regio­
nes. Por ejemplo, la Constitución establece al referirse al situado constitucio­
nal. es decir, a la parte del presupuesto nacional que debe entregarse a los
Estados, que la Ley podrá prever mecanismos de coordinación en la inversión
del mismo. Por ello, podría perfectamente establecerse mecanismos de coordi­
nación de la inversión del situado a nivel de un Servicio Cooperativo de Salud
que surja de un acuerdo entre el Poder Nacional y cada Estado; se podría lle­
gar a un servicio regional cooperativo de salud, producto de un acuerdo entre
todos los Estados de una región y el Poder Nacional...
Una serie de mecanismos que hay que empezar a promover para lograr que
los Estados participen en el proceso de desarrollo regional, y salgan de este
localismo que, dado el concepto de región, hace que estén al margen no solo
del proceso de decisión de los asuntos regionales, sino del desarrollo regional.
A nivel de las Municipalidades también es necesario el planteamiento del problema.
Constitucionalmente existe el mecanismo de las mancomunidades, que tampoco
ha sido utilizado, y consiste en un acuerdo entre Municipalidades de una
determinada región, para gerenciar asuntos regionales y lograr que éstas participen
en las decisiones regionales..." (Brewer-Carías, ob. cit., pp. 16 y 17).
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I. CREACION DE LA C.V.G.

La Corporación Venezolana de Guayana (cvg) es creada por el
Decreto 430 del 29 de diciembre de 1960/ como un instituto autónomo
adscrito a la Presidencia de la República. Ella surge como la resultante
de la fusión de dos entidades que con tal motivo se extinguen: el Insti­
tuto Venezolano del Hierro y del Acero y la Comisión de Estudios para
la Electrificación del Caroní, cuyos respectivos patrimonios le fueron
transferidos. Ya se verá en el punto siguiente la razón que determinó
el nacimiento y posterior fusión de los organismos mencionados.

El hecho de que la cvg fuese creada como instituto autónomo me­
diante Decreto, esto es, mediante acto del Presidente de la República,

* Ponencia presentada en el congreso internacional sobre "Intervención Pública y
Desarrollo Regional. Treinta años de experiencia”, que se efectuara en Sassari,
Cerdeña, Italia, en los días del 26 al 28 de octubre de 1982, organizado por
la Unión Italiana de Cámaras de Comercio, la Cámara de Comercio, Industria,
Artesanía y Agricultura de Sassari y "Consiglio Nazionale delle Ricerche”, de Italia.

• 1. Gaceta Oficial 26.445 del 30 de diciembre de 1960.
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requiere una particular explicación, ya que en los momentos actuales,
bajo la vigencia de la Constitución de 1961, la creación por tal vía no
sería posible por estar sometida dicha materia a la reserva legal.2 Al
efecto, en el momento en que es dictado el mencionado Decreto 430, y
por un margen muy breve de tiempo, aún no había entrado en vigen­
cia la actual Constitución,3 rigiendo al efecto parcialmente la de 1953,
la cual sí permitía la creación de entidades autónomas por la vía del
Decreto presidencial. De allí, que el Decreto 430 se base en los ordi­
nales 3 y 20 del artículo 108 de la Constitución del 53, que establecía
las atribuciones del Presidente de la República, facultándolo en la letra
"A”, ordinal 39, para, “en Consejo de Ministros”, “crear nuevos servicios
públicos autónomos o dependientes de la administración nacional y su­
primir o modificar los existentes” y, en la letra “C”, para que, “Por sí”,
ordinal 20, pudiese: "Adscribir al Despacho de la Presidencia los ser­
vicios públicos que considerase conveniente”.

IT. ANTECEDENTES

Durante el primer período de gobierno socialdemócrata (Partido
Acción Democrática, 1945-1948), se inicia un programa de industriali­
zación coordinado por la Corporación Venezolana de Fomento, creada
como instituto autónomo para la promoción industrial. Este organismo
consideró como proyecto prioritario la formación de industrias básicas,
específicamente, en el campo hidroeléctrico, a cuyos efectos zonificó el
país en 7 regiones, una de las cuales fue la región: Bolívar-Caroní. Los
primeros estudios en esta materia habían sido realizados en 1939 por la
Comisión Ford, Bacon & Davis, bajo el patrocinio de la Standard OH.4
En 1947 la firma Burns & Roe efectuó estudios más detallados y com­
pletos, los cuales sirvieron de base para la instalación de una planta
hidroeléctrica con una capacidad estimada en unos 200.000 kw.

Por otra parte, desde el año 1939, fecha en la cual la Iron Mines
Company of Venezuela hizo el descubrimiento de un yacimiento de
hierro de alta calidad sobré las márgenes del Orinoco, se realizaron ges­
tiones para la instalación de plantas de fundición en la Zona de Gua-
yana. En 1947 es descubierto el Cerro Bolívar, otorgándose concesiones
para su explotación a la Orinoco Mining Company. Surge así la nece­
sidad de crear una industria siderúrgica nacional, tomando en conside­
ración no solamente los hechos anteriores, sino también el aumento del 

2. Constitución Nacional de 1961. artículo 230.
3. La Constitución Nacional sería dictada el 23 de enero de 1961.
4. Betancourt, Rómulo: Venezuela, Política y Petróleo. Editorial Senderos, edición de

1969, p. 473.
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consumo interno de hierro y acero, por una parte, y por otra, la fuga de
divisas y las enormes utilidades obtenidas por las empresas concesionarias.

La institucionalización de los proyectos existentes en materia de
electrificación de las fuentes hidráulicas de Guayana y la instalación de
una industria siderúrgica sólo se produciría en el año de 1953. En la
fecha antes indicada es creada una dependencia en el Ministerio de Fo­
mento, con rango de Dirección, denominada "Comisión de Estudios para
la Electricidad del Caroní”.

Contemporáneamente, se estableció a nivel de la Presidencia de
la República, una oficina para recibir, centralizar y llevar a la práctica
los estudios para la instalación de una industria siderúrgica en el país,
la cual se denominó: "Oficina de Estudios Especiales de la Presidencia
de la República”. En ese mismo año de 1953 el río Orinoco es dragado
en un trayecto de 340 kilómetros hasta el mar, permitiéndose así el
acceso de barcos oceánicos hasta el punto de confluencia de dicho río
y el Caroní, donde se construyeron dos grandes puertos. Los yacimientos
de hierro y los muelles quedaron vinculados por vías férreas de gran
longitud.

En el mes de marzo de 1956 se inicia la construcción de la central
hidroeléctrica Macagua I y de la Siderúrgica del Orinoco.

En febrero de 1958 se crea el Instituto Venezolano del Hierro y
del Acero, organismo al cual se le atribuye la triple tarea de completar
los estudios técnicos iniciados en esta industria, de supervisar la cons­
trucción de la Planta Siderúrgica de Matanzas y elaborar y comercia­
lizar los productos del hierro y del acero manufacturados en Venezuela.

En ese mismo año, de 1958, en el mes de abril, la Comisión de
Estudios para la Electrificación del Caroní que, como habíamos señalado,
funcionaba en el Ministerio de Fomento, es traspasada a la Corporación
Venezolana de Fomento.

En julio de 1959 se crea el cargo de "Comisionado de la Presi­
dencia de la República para la Región de Guayana”, encomendándosele
a su titular formular, conjuntamente con Ja Oficina Central de Coor­
dinación y Planificación, las recomendaciones conducentes a la constitu­
ción de un organismo permanentemente dedicado a orientar, programar
y promover el desarrollo integral de Guayana.

En el mes de octubre de 1960 se traspasa al Instituto Venezolano
del Hierro y del Acero todo lo relativo a las minas de carbón de Nari-
cual. Como vimos precedentemente, este Instituto, conjuntamente con la
Comisión de Estudios para la Electrificación del Caroní, pasaría a cons­
tituir la Corporación Venezolana de Guayana en diciembre de ese mismo
año de 1960.
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En el mes de noviembre de 1961 es dictado el Reglamento de Or­
ganización Interna de la Corporación.

III. ETAPAS EN EL DESARROLLO DE LA C.V.G.

La historia de la cvg, por estar integrada por sucesos recientes,
aún no ha sido analizada con la objetividad que requiere un estudio de
esta índole. Se dirá, en contra de lo antes afirmado, que las bibliotecas
.especializadas están llenas de artículos técnicos y de informes que versan
sobre dicho organismo, exponiéndolo bajo sus más diversos ángulos.
Es cierto; pero ello no es la verdadera historia, por cuanto el objeto de
estudio está demasiado cercano y excesivamente afectado por las posi­
ciones ideológicas de los comentaristas. Se trata, o bien de formulacio­
nes especializadas (en el campo de la planificación o en el campo eco­
nómico), o bien de simples crónicas o de mensajes políticos. Dentro de
este panorama, sin embargo, ha habido quienes han tenido lá objetivi­
dad de historiador,5 es así como se han señalado dentro del desarrollo
de la actividad de la cvg, cuatro períodos que constituyen sus fases
esenciales:

Primer período', de 1961 a 1968; este lapso inicial que va desde
la creación de la cvg hasta el cumplimiento de los objetivos básicos es­
tablecidos en el estatuto de su creación, nos revela a dicho organismo
empeñado en el estudio de los recursos esenciales de la región, al efec­
to: potencial hidroeléctrico del río Caroní; estudios de los suelos de
Guayana; programas del Delta; estudios relativos al aprovechamiento
industrial de la energía eléctrica; estudios de la utilización del mine­
ral del hierro.

Igualmente en este período los esfuerzos se concentran en la crea­
ción de Ciudad Guayana y en la planificación y coordinación de su fu­
turo desarrollo.

En esta etapa se procede a la creación de las empresas Edelca y
Sidor, y asimismo, a la promoción de Alcasa.

Segundo período'. Este es el fijado entre los años de 1968 y 1973.
Se caracteriza por la consolidación de las realizaciones precedentes, aun
cuando en el mismo se continuó la actividad de estudio del río Caroní,
generándose varios proyectos industriales, tales como el de una planta
de aluminio, una posible planta de alúmina, una acería y una fun­
dición.

5. Nyerges, Nicolás, y Vitoria, Enrique: Reformatorios estratégicas de la acción fu­
tura de la CVG, con base a sus 20 años de existencia. CVG. División de Desa­
tollo Industrial. Caracas, octubre, 1980.
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Tercer período-, abarca desde 1973 a 1978, coincidiendo con la bo­
nanza financiera derivada del aumento de los precios del petróleo. La
CVG le ofrece al Ejecutivo Nacional una "cartera de proyectos” para
utilizar los nuevos recursos financieros: la ampliación de sidor, la cons­
trucción de la represa del Gurí, la construcción de una nueva planta
de aluminio. Los comentaristas resumen este período como el de "fran­
ca atención al desarrollo industrial”, produciéndose un auge en el cre­
cimiento de las empresas y el de la acción urbana, todo lo cual va al
mismo tiempo en detrimento de la acción esencialmente regional, la
cual pasa a un segundo plano, dispersándose.6

Cuarto periodo-, desde 1978 hasta la fecha, se caracteriza de acuer­
do con los observadores de las mismas fuentes antes citadas por las
siguientes notas: a) Culminación de las obras civiles de las plantas.
La conclusión de las obras (terminación de la planta de interalúmina y
la Represa del Guri), trae como consecuencias secundarias el desempleo
de los obreros de la construcción y el cierre de algunas empresas co­
nexas; b) Dispersión de la acción regional. Se indica, al efecto, que
los grandes proyectos del desarrollo regional, identificados en el inicio
de la cvg, se encuentran agotados (aprovechamiento del mineral del
hierro, desarrollo del Delta); c) Pérdida de la capacidad financiera.
La injerencia del Fondo de Inversiones de Venezuela en el financia-
miento de los proyectos de las empresas, limita la capacidad de acción
de la cvg; d) Pérdida de fuerza decisiva de la cvg sobre sus empresas;
e) Hipertrofia de la acción de gobierno. La cvg se coloca como un or­
ganismo dotador de infraestructura. Ya veremos los lincamientos de la
proyección futura de este organismo tal como aparece en el VI Plan
de la Nación.

IV. UBICACION ACTUAL

En los momentos actuales la Corporación Venezolana de Guayana
está constituida como un instituto autónomo adscrito al Ministerio de
la Secretaría de la Presidencia de la República, con personalidad jurí­
dica y patrimonio propio distinto e independiente del Fisco nacional.
El Ministerio de la Secretaría de la Presidencia es uno de los organis­
mos ministeriales creados en fecha relativamente reciente por la Ley
Orgánica de la Administración Central.7 La adscripción de la Corpo­
ración Venezolana de Guayana a dicho Ministerio se produjo median­
te el Decreto 2.458 del 22 de marzo de 1977 (artículo 7).

6. Ver cita anterior.
7. Ley Orgánica de la Administración del 28 de diciembre de 1976.
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V. NATURALEZA JURIDICA

Hemos indicado ya precedentemente que la Corporación Venezo­
lana de Guayana es un instituto autónomo. Nos corresponde determi­
nar cuál es el alcance que tal noción ha tenido en el derecho venezo­
lano.

En la búsqueda de las notas diferenciales de tal figura jurídica
se constata que la legislación venezolana no se ha caracterizado preci­
samente por una regulación de los entes de gestión económica y de
prestación de servicios de naturaleza pública. Al efecto, la legislación
original de la materia, contenida en la Ley Orgánica de la Hacienda
Pública Nacional, del 5 de julio de 1928,® distingue sólo dos figuras:
la de los institutos oficiales autónomos constituidos por los entes descen­
tralizados que se caracterizaban por tener una finalidad eminentemente
social y los establecimientos financieros o industriales públicos, con finali­
dad predominantemente comercio-industrial. Las leyes posteriores mantu­
vieron la diferencia terminológica entre instituto y establecimiento; pero
en la realidad la misma no llegó a hacerse efectiva, de allí que, la única
forma fundacional de Derecho Público existente para la actividad es­
tatal descentralizada sea la del instituto autónomo, siendo sólo a la mis­
ma a la que alude la Constitución Nacional en su artículo 230 cuando
establece que: "Sólo por ley y en conformidad con la ley orgánica res­
pectiva, podrán crearse institutos autónomos”. La realidad actual de
nuestro sistema es que en el mismo, con la noción de instituto autóno­
mo, se tiende a cubrir a todos los entes que están dotados de patrimonio
propio y personalidad jurídica, y que se encuentran regidos en forma
predominante por el Derecho Público, en razón de lo cual los entes
corporativos que actualmente existen y que pueden ser englobados bajo
la designación de universidades y academias, caen dentro de tal desig­
nación genérica. Esta tendencia últimamente señalada se encuentra en
estudios monográficos, tanto menos recientes como de fecha cercana.®
En el más importante informe oficial sobre la Administración10 se de­
fine a los institutos autónomos una vez analizada la normativa fun­
damental que los rige en la siguiente forma: "entes de derecho público

8. Leyes y Decretos Reglamentarios de los Estados Unidos de Venezuela, Tomo IX,
p. 810.

9. Polanco, Tomás; ”Los institutos autónomos en Venezuela”, en Perspectivas del
™blico en la Segunda Mitad del Siglo XX. Instituto de Administración

Pública, Madrid, p. 180. Garrido Roviera, Juan y Socorro, Nelson: Las empresas
del Estado en Venezuela. M. de H. Escuela Nacional de Administración Pública,
Caracas, 1977.

10. CAP- Informe sobre la Reforma de Administración Pública Nacional. Comisión de
Administración Pública, Caracas, 1972, Tomo I, p. 309.

I
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creados por Ley, con patrimonio propio e independientes del Fisco Na­
cional, dotado de personalidad jurídica y sometidos a la tutela del Es­
tado”. El mismo documento indica, que si bien desde el punto de vista
de las actividades que se realizan, se podía tratar de identificarse o cla­
sificarse a los mismos en razón de la materia, tal criterio no es válido
en nuestro país, debido a la excesiva variedad de tareas y cometidos
que tienen asignados. En efecto, existen institutos autónomos que reali­
zan actividades industriales y comerciales que podrían estar a cargo de
empresas públicas.

Los institutos autónomos no están regulados por una norma legal
ad hoc, tal como lo requiere la Constitución Nacional en el tantas veces
citado artículo 230,11 12 aludiendo sin embargo a los mismos algunas dis­
posiciones fundamentales, aún cuando reguladoras de sectores específi­
cos, tales como la Ley Orgánica de Contraloría General de la Repú­
blica, en relación al régimen de control fiscal; la Ley Orgánica de Ré­
gimen Presupuestario, en la materia indicada por su nombre; la Ley
Orgánica de Crédito Público, en el mismo sentido que el anterior y la
Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, en relación con las ac­
ciones y recursos que se interpongan contra dichos organismos. En lo
que atañe al régimen funcionarial, están sometidos al estatuto general
que rige al efecto, que es la Ley de Carrera Administrativa.

Finalmente, sobre la naturaleza jurídica de estos organismos no
puede dejar de anotarse la tendencia de la doctrina13 de englobar a
dichos entes en la noción general de empresas públicas, conjuntamente
con las sociedades mercantiles y las asociaciones civiles, siempre y cuando
los mismos realicen actividades industriales o comerciales.

VI. ORGANIZACION

La cvg tiene una estructura organizativa que está fundada en el
Decreto 430 y en el reglamento de organización intema dictado por el Di­
rectorio de la cvg y aprobado por el Presidente de la República el
4 de noviembre de 1961. Este Reglamento fue modificado parcialmente
por resolución del Directorio, número 4.520 del 29 de abril de 1981.

11. Sin embargo, no puede dejar de observarse la asistencia de varios anteproyectos de
leyes orgánicas de la administración descentralizada, en los cuales aparecen espe­
cíficamente regulados. Uno de tales anteproyectos se encuentra en la actualidad
sometido a la consideración de la Comisión de Administración y Servicios de la
Cámara de Diputados del Congreso de la República.

12. Expone esta posición en fecha reciente. Caballero Ortiz, Jesús: Las empresas pú­
blicas en el Derecho venezolano. Caracas, 1980 (edición multigrafiada). Caracas,
1980, Tomo I.
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De acuerdo con el estatuto orgánico de la cvg, la misma está diri­
gida por un Directorio integrado por cinco miembros, de los cuales uno
tiene el carácter de Presidente, y los cuatro restantes, el de Directores
Principales. Los Directores Principales tienen sus respectivos suplentes
(Directores Suplentes); en cuanto que el Presidente designa a quien
haya de suplirlo temporalmente, debiendo recaer tal designación sobre
uno de los Directores Principales, previa consulta con el Presidente de
la República. Todos los miembros del Directorio son designados por
el Presidente de la República.

La estructura organizativa atiende al organigrama que sigue a
continuación, del cual emerge que las funciones ejecutivas son realiza­
das por las diferentes "gerencias”, las cuales están a cargo de los res­
pectivos gerentes. La organización que aparece en el texto anexo, atiende
a la modificación parcial del Reglamento de Organización establecida en
la citada resolución del Directorio, número 4.520, algunas de las cuales
aún se encuentran en proceso de implantación.

VIL ASPECTOS FUNDAMENTALES DE LA ACTIVIDAD
DESPLEGADA POR LA CVG

La cvg es el punto de confluencia de varios importantes aconteci­
mientos económicos, políticos y sociales, que han incidido relevantemente
sobre la vida y la formación ideológica de nuestras instituciones, dada
la importancia de lo cual, hemos considerado oportuno, hacer el .enfo­
que del organismo que nos ocupa a través de la narración de los hechos
aludidos. En efecto, la cvg ha sido el primer real y efectivo organismo
regional de Venezuela, lo cual revela que ha estado en el centro del
proceso de regionalización. La cvg fue la entidad que por subrogación
del Estado venezolano asumió a través de sus empresas la gestión de la
industria extractiva del mineral del hierro al producirse la nacionaliza­
ción de tal industria, por lo cual la cvg se presenta como la recipien-
diaria de una de las primeras y más importantes nacionalizaciones que
se produjeron en nuestro país. El proceso anterior de nacionalización
lleva a la creación de empresas destinadas a operar en los campos ori­
ginalmente ocupados por las concesionarias, lo cual obliga a la creación
de empresas operativas en dicha esfera bajo un régimen en el cual la
cvg actuará como ente matriz, configurándose una estructura empresa­
rial análoga a la de un holding. Es así como a través de la CVG la em­
presa pública venezolana conoce y actúa ésta nueva forma operativa.
Finalmente, la necesidad de obtener centros urbanos dotados de los ser­
vidos escúdales en la zona de sus operaciones básicas, coloca a la cvg
en el papel de un planificador territorial, con lo cual pasa a actuar en
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la esfera de la ordenación del territorio, permitiéndole a Venezuela una
experiencia que le era hasta ese momento desconocida.

No es en consecuencia sin una fundada motivación que el estudio
de la cvg ha apasionado en las últimas dos décadas a un sinnúmero
de especialistas. Podemos afirmar, una vez expuestos los aspectos fun­
damentales en los cuales le ha tocado actuar, que este organismo, con
sus fallas, con sus fracasos, con sus involuciones de entidad descentra­
lizada, es la experiencia más importante que ofrece el panorama lati­
noamericano. El análisis de la cvg que emprendemos a continuación si­
gue el mismo orden de las materias que quedara expuesto.

1. La cvg en el proceso de desarrollo económico regional
El proceso de desarrollo regional es aquel en virtud del cual se

intenta estimular el crecimiento armónico de zonas determinadas me­
diante la planificación de las actividades que en ella se realizan en el
marco de una estrategia global. Esta descripción de lo que ha de en­
tenderse por regionalización implica la conjunción de una serie de
elementos:

a) Una actividad planificadora emprendida a nivel general.
b) La ordenación territorial que conlleva a la utilización racional

de los recursos existentes en la misma y a la ubicación de los
habitantes.

c) La determinación de las actividades económicas propias de la
zona o apropiadas para su realización en ella; su fomento y
la armonización y coordinación de las mismas.

d) La creación de fuentes de trabajo y de desarrollo e impulso a
las existentes.

Se trata en consecuencia de un mecanismo complejo que no puede
reducirse, como ha intentado hacerse, solamente al aspecto económico
sino que interesa a todas las esferas de los asentamientos humanos que
se ubican en la zona de acción.

La labor de planificación de desarrollo regional ha de tomar en
cuenta una serie de elementos, entre los cuales se destaca en forma pre­
dominante la necesidad de la armonización de los poderes políticos de
ámbito territorial que operan en la zona que constituye la región. En
efecto, en nuestro país, al lado del Poder Nacional que se ejerce en el
ámbito administrativo por medio de la Administración Central, actúa el
Poder de los Estados existentes en virtud de nuestro sistema centro- 
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federalista de división territorial y, conjuntamente con ello existe la ad­
ministración Municipal. La tarea que se emprenda de fomentar el desa­
rrollo de una región no puede prescindir de la participación de cada
uno de dichos centros políticos a quienes es necesario asignar concretas
actuaciones estrictamente armonizadas entre sí.

La planificación en Venezuela a nivel y escala nacional tiene su
punto de partida normativo en el Decreto 492 del 30 de diciembre
de 1958.

Se trata de un Decreto-Ley de jacto de la Junta de Gobierno de la
República de Venezuela, con el cual se crea la Oficina Central de Coor­
dinación y Planificación como un órgano auxiliar del Presidente de
la República y del Consejo de Ministro. En julio de 1959 es creado el
cargo de Comisionado de la Presidencia de la República para la Región
de Guayana, a cuyo titular se encomienda, conjuntamente con cordi-
plan, la formulación de las recomendaciones dirigidas a establecer un
organismo permanente para el desarrollo integral de Guayana. Desde
este punto de vista la cvg se inserta en un proceso global de planifica­
ción. Es así como al dictarse el Decreto número 430, del 29 de diciem­
bre de 1960, con el cual se crea la Corporación Venezolana de Guaya­
na, se está promoviendo el desarrollo de una región a través de un
organismo. Ya ese mismo año, el 4 de marzo de 1960, mediante De­
creto número 228, se había delimitado la extensión de la región, lo
cual recogería el Decreto 430 declarándola "Zona de desarrollo de
Guayana”.

La cvg adquiere en base a su estatuto, las competencias que la ca­
lifican como un organismo de desarrollo regional, por cuanto se le
atribuyen los siguientes objetivos:

a) Estudiar los recursos de Guayana, tanto dentro de la Zona de
Desarrollo como fuera de ella, cuando por la naturaleza de los mismos
fuese necesaria; b) estudiar, desarrollar y organizar el aprovechamiento
del potencial hidroeléctrico del río Caroní; c) programar el desarrollo
integral de la región conforme a las normas y dentro del ámbito del
Plan de la Nación; d) promover el desarrollo industrial de la región
tanto del sector público como dentro del sector privado; e) coordinar
las actividades que en el campo económico y social ejerzan en la región
los distintos organismos oficiales; f) contribuir a la organización, pro­
gramación, desarrollo y funcionamiento de los servicios públicos nece­
sarios a los fines del desarrollo de la zona, y, g) realizar, por decisión
del Ejecutivo Nacional cualquier otro cometido, el cual podrá referirse 
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a operaciones fuera de la zona cuando exista estrecha relación dentro
de la misma.

El análisis de las anteriores competencias mencionadas que fueron
asignadas a la cvg nos permite sintetizar el objetivo de las mismas en
los puntos concretos que a continuación se indican:

1. Determinar la que podríamos denominar válidamente como
"vocación regional" de la zona. Esta expresión que es usada con alguna
frecuencia por los planificadores, expresa la idoneidad o tendencia na­
tural de los sujetos hacia determinadas actividades, en forma tal, que
su ejercicio implica el gasto de menor esfuerzo en la realización de las
tareas para la cual posean. En el mismo sentido la vocación regional
alude a la existencia de recursos y condiciones naturales en un deter­
minado territorio (tanto físicas como humanas) que facilitan la explo­
tación de concretas áreas económicas. A la CVG se le asigna el estudio
de los recursos aprovechables de la Zona de Desarrollo previamente de­
limitada y dentro de tal esfera le corresponden específicamente, la ad­
ministración de un recurso particularmente valioso de la zona: el po­
tencial hidroeléctrico del río Caroní.

2. La promoción del desarrollo industrial de la región en el
marco del Plan de la Nación.

3. La coordinación de las actividades de los organismos públicos
que actúan en la zona, la cual debería ejercerla con el concurso del
Ministerio de Relaciones Interiores y en consulta con los respectivos
Gobernadores de las entidades federales ubicadas en dicho ámbito es­
pada!.18

4. La prestadón de los servicios públicos, señalándose que tal
labor debería realizarla en cooperadón con los organismos municipales.

Respecto a esta última tarea asignada puede apreciarse que a la
cvg se le coloca como prestataria de los servicios públicos ordinarios, esto
es, en condidón idéntica a la de una Administración Central. Cabe hacer
al efecto una consideradón, ya que, si bien es indudable que la forma
de prestación de los servicios públicos está muy diversificada en for­
ma tal, de que la prestación directa (esto es, por los órganos de la Admi­
nistración Central) no es la única ni la más usual, utilizándose al efecto
el sistema de prestación mediante organismos de la Administración des­
centralizada (en Venezuela los institutos autónomos), y asimismo efec­
tuándose a través del sistema clásico de las concesiones de servido y

13. Decreto 430, artículo 10.
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más modernamente mediante el de las empresas del Estado y de las
empresas mixtas; sin embargo, esta diversificación alude a servicios
concretos. Esto es, la Administración concede el servicio de transporte,
o crea un instituto autónomo para gestionarlo, o utiliza para ello a una
empresa. Lo particular de la situación planteada es que a un solo orga­
nismo, como es el caso de la cvg, se le asigna la prestación de una
multiplicidad de servicios, o mejor aún, de todos los servicios esencia­
les de la región: policía, educación, vivienda, salud, transporte. Ahora
bien, en el desarrollo de esta tarea se aprecia que, si bien la cvg tenía
necesariamente que crear su propia infraestructura, sin embargo, no te­
nía por qué atribuírsele como a un pequeño Estado dentro del Estado
la prestación de los servicios básicos. En la práctica, la distorsión de
estas tareas se va a hacer cada vez más evidente, al punto, de que no
llega a distinguirse entre acción regional propiamente dicha, que es
una acción de desarrollo de la zona a través del aprovechamiento de
los recursos propios y, la acción urbana, que implica la asunción de
las tareas ordinarias de los organismos del Estado competentes al efecto.

Independientemente del aspecto antes indicado, se aprecia que en
ejecución de su tarea de organismo de desarrollo regional, la cvg se en­
cuentra con que tiene a su disposición recursos que pertenecen a tres
importantes campos: recursos mineros, recursos hidráulicos y recursos
forestales. A esta afortunada combinación se une otra circunstancia
igualmente feliz, y es la de naturaleza favorable de tales recursos, los
cuales no sólo son cuantiosos, y permite una explotación en gran escala,
sino que al mismo tiempo son relativamente cercanos, tomando en cuenta
las variables del transporte y, finalmente son complementarios (ener­
gía -|- hierro = acero; energía + alúmina = aluminio). Finalmente,
se trata de recursos de óptima calidad.

La cvg emprende su labor en este campo realizando el estudio de
los recursos de la zona y su utilización industrial. Al efecto, ya puede
considerarse como una etapa concluida la del aprovechamiento del río
Caroní, proyectándose en consecuencia su nueva acción sobre el Orino­
co y el Caura. Ahora bien, el desarrollo regional igualmente habrá de
proyectarse hacia la explotación de los recursos forestales, pesqueros y
agrícolas.

Finalmente, en esta esfera de la actuación de la cvg en el proceso
de desarrollo regional, cabe señalar su acción sobre las regiones atrasa­
das. A todo lo largo de la definición de región por parte de los su­
cesivos Decretos de Regionalización, el ámbito territorial de la CVG se
ha ido ampliando. En los momentos actuales puede considerarse que la
esfera territorial donde se cumpliría su actuación es del 51 por ciento 
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del territorio nacional. No ha sido correlativa esta expansión geográfica
con el crecimiento de los recursos financieros, lo cual ha impedido Ja
debida atención a las zonas de menor desarrollo, teniendo que concen­
trarse la gestión del organismo en los centros poblados de mayor im­
portancia: Ciudad Guayana, Ciudad Bolívar y Upata.

Hay quienes consideran que el proyecto de regionalización de Gua­
yana se enlaza con el llamado proceso de regionalización administrativa.
Nada más lejos de la realidad, por cuanto la última figura mencionada
se limitó a ser una forma de desconcentración de la Administración Na­
cional, aun cuando partiera de un propósito más amplio y ambicioso.
En efecto, los proyectistas del proceso consideraron que a través del
mismo podrían atenderse al fuerte desnivel que tanto en el orden eco­
nómico como en el social se produjo a raíz del desarrollo de la explo­
tación petrolera en nuestro país; desnivel este que se acentuaría al pro­
ducirse la industrialización acelerada sin una previa planificación terri­
torial. Este estado de cosas condujo al crecimiento de las metrópolis en
forma anárquica y en detrimento de las zonas agrícolas, produciéndose
el éxodo rural hacia las primeras. La idea de la regionalización surge
así como una forma de equilibrio en la distribución geográfica de la
población, buscando "una nueva ordenación que permitiera reinvertir el
proceso general de concentración hacia las metrópolis, observada en to­
dos dos campos y, en especial, en lo económico, en lo social y en lo
cultural”?*  Este proceso intenta realizar fundamentalmente, mediante la
coordinación de la administración pública en sus tres niveles: nacional,
estatal y municipal, "buscando igualmente establecer la participación de
los Estados y Municipalidades, en forma tal, que se limiten los incon­
venientes de la tendencia centralista existente en el Estado venezolano”.14 15
Las etapas fundamentales del proceso de regionalización administrativa
derivan de cada uno de los decretos que lo regularon. El primero de
ellos fue el Decreto número 72, del 11 de junio de 1969, el cual dis­
pone la regionalización del país en ocho zonas administrativas, una
de las cuales es la Región Guayana que queda integrada por el Estado
Bolívar (excluyendo el Distrito Cedeño), y el Territorio Delta Ama-
curo. El Decreto crea en cada una de las regiones administrativas una
Oficina Regional de Coordinación y Planificación (orcoplan), adscri­
to a la Oficina Central de Coordinación y Planificación (cordiplan).

14. Informe sobre la Reforma Administrativa. La reforma de la Administración Re­
gional. CAP. Tomo *1,  p. 387 (387).

15. Brewer Carias, A. R.: "Aspectos institucionales de la Administración del De­
sarrollo Regional y Urbano", en Estudios sobre la regionalización en Venezuela.
Caracas, 1977, p. 12.
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En el caso de Guayana las funciones de orcoplan fueron asignadas a
la Corporación Venezolana de Guayana.

El Decreto 72 fue modificado por el Decreto 929, del 5 de abril
de 1972, teniendo en cuenta las críticas efectuadas al anterior por la
Comisión de Administración Pública. Este nuevo Decreto para hacer
más flexible el proceso, prevé la existencia de áreas de programación
especial y de las subregiones técnicas, e igualmente, institucionalizó las
Convenciones de Gobernadores de Estados y Territorios Federales, crean­
do los Comités Regionales de Gobierno (corego) y reestructurando
los Consejos Regionales de Gobierno (corede), y asimismo, los Co­
mités Sectoriales Regionales de Coordinación (coserco).

El 15 de diciembre de 1975 es modificado el Reglamento ante­
rior por el Decreto 1.331, que constituye el nuevo y vigente Reglamento
sobre Regionalización Administrativa.

En líneas generales puede considerarse que la regionalización ad­
ministrativa no va más allá de una forma de desconcentración orgá­
nica y funcional de la Administración, en razón de lo cual nada tiene
en común con la verdadera y propia regionalización integral, de la
cual la cvg ha sido considerada como modelo por lo cual es un error,
a nuestro ver, identificar sus nociones. Por otra parte, no puede dejar
de anotarse, que la regionalización administrativa entre nosotros se
presenta como un proceso abortado, ya que tropezaría con dos obs­
táculos fundamentales: en primer lugar, su artificialidad, ya que a
nuestro entender no se fundó en una situación real y efectiva de nues­
tra conformación territorial, sino en un trazado convencional, e incluso,
algunas veces totalmente arbitrario de las circunscripciones que la con­
forman. Por otra parte atentó contra dicho proceso su falta de base
legal. Como pudo apreciarse, se fundó en decretos presidenciales, cuan­
do ha debido hacerlo en una fuente de mayor rango, capaz de esta­
blecer y derogar competencias. De allí que, enfrentándose a las indi­
cadas trabas, la regionalización administrativa se limitó a ser una for­
ma organizativa que intentó coordinar las actividades de los poderes
locales que operaban en una misma área geográfica y de desconcen­
trar la toma de decisiones de la Administración Central. La idea, por

' el contrario de una corporación de desarrollo, es algo más amplio y
más ambicioso, ya que su estrategia se basa en la teoría de los polos
de crecimiento con el objeto de alcanzar la formación de un polo de
desarrollo en una región.16 Al efecto, la doctrina, aun la que critica 

16. En tal sentido, Izaguirre, Maritza: La evaluación de una experiencia. El caso de
• Ciudad Guayana. Caracas, septiembre, 1976, pp. 13 y ss.
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el proceso por atacar su concepción esencialmente capitalista de la pla­
nificación así lo reconoce.17 18

2. La Corporación Venezolana de Guayana en el proceso
de la nacionalización del hierro

Uno de los papeles fundamentales desempeñados por la Corpo­
ración Venezolana de Guayana es el de su actuación en el proceso de
nacionalización de la industria de la explotación del hierro. Para en­
tender a cabalidad la actuación de dicho organismo, conviene exponer
las bases jurídicas y los actos fundamentales en los cuales se fundara
y que constituyen dicho proceso.

El artículo 97 de la Constitución Nacional dispone, que “el Es­
tado podrá reservarse determinadas industrias, explotación o servicio de
interés público por razones de conveniencia nacional”.

El artículo 190, ordinal 8’ de la Constitución Nacional faculta al
Presidente de la República para “dictar medidas extraordinarias en
materia económica y financiera cuando así lo requiere el interés pú­
blico y haya sido autorizado para ello por ley especial”. La facultad
acordada es ejercible en Consejo de Ministros e implica el dictar autos
que puedan ser derogatorios de normas legales vigentes, fundado en
una ley especial que lo autorice para ello.

En fecha 31 de mayo de 1974 se promulga la Ley Orgánica que
autoriza al Presidente de la República para dictar medidas extraordi­
narias en materia económica y financiera,1® en cuyo artículo l9, ordi­
nal 69, se establece la facultad que se le acuerda al Presidente para
que dentro del año siguiente de la publicación de la Ley dicte “las
medidas necesarias que aseguran al Estado venezolano, la reserva de
la industria de la explotación del mineral del hierro y establezcan el
mecanismo para la recuperación de las concesiones”.

El 11 de junio de 1974, en base de la facultad acordada por la
ley orgánica precedentemente citada, es dictado el Decreto número 173,
con el cual se declaran afectados a las concesiones los bienes utiliza­
dos por las concesionarias para los trabajos de explotación, beneficio
procesamiento y transporte, prohibiéndose la realización de cualquier
acto de disposición sobre los referidos bienes, so pena de nulidad ab­

17. "Región Guayana, una crítica de la teoría de los Polos de Crecimiento a través
de un caso concreto", por: Rebeca Sánchez, Agustín Amaro, Blanca Bermúdez, Ed­
gar Paredes, Ana Ligia Ramírez y Máximo Rodríguez, en Cuadernos de la Socie­
dad Venezolana de Planificación, Planificación Regional y Subdesarrollo, número
124-127, p. 252.

18. Gaceta Oficial, N’ 30.412 del 31-05-74.
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soluta del mismo sin perjuicio de las responsabilidades penales, civiles
y administrativas a que ello pudiera dar lugar. El decreto establece
que los registradores, notarios, jueces y cualquier otra autoridad, se
abstendrán de dar entrada, protocolizar, reconocer o autenticar docu­
mentos en los cuales se pretenda efectuar actos de enajenación y gra­
vamen, o imponer cargas sobre los bienes afectados si no se acompaña
autorización del Ministerio de Minas e Hidrocarburos para tales actos.

Fundado en la facultad que le acuerda el mismo artículo 1?,
ordinal 79 de la Ley Orgánica citada, es dictado el Decreto 580 del
26 de noviembre de 1974, por el cual se reserva al Estado, por razo­
nes de conveniencia nacional, la industria de la explotación del mi­
neral del hierro. Pasamos de inmediato a analizar los puntos funda­
mentales del Decreto 580:

1. El Decreto reserva al Estado "por razones de conveniencia
nacional" la industria de la explotación del mineral del hierro.

2. Se declaran extinguidas, a partir del 31 de diciembre de
1974, las concesiones que habían sido otorgadas por el Ejecutivo Na­
cional para la explotación del mineral de hierro. Ha de recordarse,
al efecto, que estas concesiones habrían normalmente durado hasta los
años 1980 y 2020.

3. Se acuerda el traspaso al Estado de “las concesiones otor­
gadas" junto con todas las instalaciones, equipos y demás bienes de
cualquier naturaleza, de las empresas concesionarias, sus matrices, fi­
liales, subsidiarias y asociadas afectos a dichas concesiones, e inclu­
so, de lo que "el Estado considere necesario para continuar su ex­
plotación”.

4. Se le asigna a la Corporación Venezolana de Guayana la
explotación de la industria del mineral del hierro en todo el territo­
rio nacional, subrogándose la misma al Estado en todos los derechos y
obligaciones que a éste le corresponden.

5. Se faculta a la Corporación Venezolana de Guayana para
gestionar con los concesionarios los convenios "que fueren necesarios",
los cuales quedan sujetos en todo caso a la aprobación ulterior del Con­
greso en sesión conjunta de ambas Cámaras. Estos convenios debían
ser celebrados antes del primero de enero de 1975, ya que de serlo
con posterioridad a dicha fecha, el Estado debería intentar los co­
rrespondientes juicios de expropiación por ante la Sala Político-Admi­
nistrativa de la Corte Suprema de Justicia. Para la hipótesis de que
hubiera que procederse por vía de expropiación, el Decreto establecía
el procedimiento que habría de seguirse.
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6. Se determina que el Estado pagará por vía de convenios de
expropiación una compensación a los concesionarios, señalándose al
efecto que la misma “en ningún caso será mayor que la parte no
despreciada del costo de tales bienes”, entendiéndose como tal, su
valor de adquisición menos el monto acumulado de depreciación y
amortización usado a los fines del pago de la compensación. Se au­
toriza a la Corporación Venezolana de Guayana para emitir pagarés
trimestrales, iguales y consecutivos, no negociables, amortizables en un
plazo total de diez (10) años, los cuales tendrían la garantía solidaria
de la República y devengarían intereses no mayores del 7 por ciento-
anual, al tomarse en cuenta la cancelación del respectivo impuesto
sobre la renta. La Corporación quedó facultada para rescatar por an­
ticipado los pagarés emitidos.

7. La Corporación Venezolana de Guayana debería proceder a
constituir con los bienes de las ex concesionarias una o varias empre­
sas "según se considere más conveniente”, cuyo capital sería en su to­
talidad propiedad del Estado.

Las empresas que se constituyan estarán sometidas a los impuestos,
tasas y contribuciones nacionales, pero exoneradas de impuestos esta­
tales o municipales.

En fecha 8 de julio de 1975 es dictado el Reglamento N9 1 del
Decreto 580, mediante Decreto N9 1.007, en el cual se establecen Ips
lapsos para el cumplimiento por parte de la Corporación Venezolana
de Guayana de las obligaciones fundamentales que le habían sido
acordadas.

Por Decreto 1.164 del 30 de septiembre de 1975 es modificado
el Reglamento N9 1, estableciéndose los términos para la constitución
de las empresas previstas en el Decreto 580, las cuales quedan some­
tidas a la inspección, fiscalización y control de los ministerios de
Hacienda, y Minas e Hidrocarburos.19 Se obliga en dicho Decreto igual­
mente a la Corporación de Guayana a rendir cuenta al Ejecutivo Na­
cional antes del 15 de octubre de 1975, de la gestión y resultados fi­
nancieros obtenidos en el ejercicio que hace a nombre del Estado, de
la industria nacionalizada, presentando una estimación de los benefi­
cios que debería obtener entre el primero de octubre y el 31 de di­
ciembre.

Por Decreto N9 1.403 del 20 de enero de 1976, es dictado el Re­
glamento N9 2 del Decreto 580, el cual alude a las modalidades de 

19. Actualmente Ministerio de Energía y Minas.
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pago del impuesto sobre la renta de las empresas que constituya la
Corporación Venezolana de Guayana.

El día 17 de diciembre de 1974 son suscritos los convenios sobre
la explotación del mineral de hierro entre la Corporación Venezolana
de Guayana, en representación del Estado venezolano, la "Iron Mines
Company of Venezuela” y la "Bethlehem Steel Corporation”. Estos
convenios constan de las siguientes cláusulas: Cláusula Primera'. Re­
nuncia de las concesiones. En relación con este punto debe recordarse
que por virtud del artículo 1’ del Decreto 580, las concesiones se ex­
tinguían a partir del 1» de enero de 1975; sin embargo, en el Acta-
Convenio se hace una manifestación expresa de los concesionarios, for­
mal e irrevocable, con efectos a tal fecha, de todas las concesiones de
las cuales eran titulares, las cuales pasan al patrimonio del Estado, libre
de toda carga o gravamen. Cláusula Segunda'. Traspaso, verificación
y compensación de los activos. Cláusula Tercera: Compensación y for­
ma de pago. Cláusula Cuarta: Pasivo por contratos y pedidos cedidos.
Cláusula Quinta: Período de transición y gestión. Cláusula Sexta: Obli­
gaciones fiscales. Cláusula Séptima: Contrato de suministro de mineral.
Cláusula Octava: Cesiones. Cláusula Novena: Notificaciones y apro­
baciones de las Partes. Cláusula Décima: Resolución de las controver­
sias (Arbitraje).

A título explicativo es menester señalar que el proceso de la na­
cionalización incidió sobre dos compañías que habían adquirido por
denuncio concesiones para la explotación del hierro, ellas eran las si­
guientes: La Iron Mines Company de Venezuela, subsidiaria de la em­
presa norteamericana Bethlehem Steel, la cual había adquirido las con­
cesiones en 1933 del venezolano Eduardo Boccalandro, quien a su vez
las obtuvo por denuncia en 1927. Se trata de 16 concesiones de 500
hectáreas cada una, correspondientes a los depósitos de El Pao, al
este del Caroní. La otra compañía era la Orinoco Mining Company,
subsidiaria de la U. S. Steel Corporation, la cual se había establecido
en Venezuela en 1949, sustituyendo a la Oliver Mining Company. La
Orinoco era titular de aproximadamente 8.000 hectáreas, que conjunta­
mente con las de Iron Mines, constituían el 40 por ciento de las reser­
vas probadas de hierro en toda la República.

El 27 de diciembre de 1975 es registrada (Registro N’ 1.168) el
Acta Constitutiva y los Estatutos de la CVG Ferrominera del Orinoco,
C.A. Esta empresa es creada en base a la facultad que le acuerda a
la Corporación Venezolana de Guayana el artículo 10 del Decreto
580. La misma es definida en el Acta Constitutiva como empresa del
Estado, bajo la forma de compañía anónima y se le asigna como ob­
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jeto principal: "La administración, dirección, industrialización y, en ge­
neral, la explotación de los bienes que pasaron a propiedad de la
Corporación Venezolana de Guayana, en virtud de las Actas-Con­
venio”. El domicilio de la empresa fue fijado en la ciudad de Sto.
Tomé de la Guayana, ubicado en el Distrito Municipal Caroní del
Estado Bolívar, y se constituyó inicialmente con un capital de 750
millones de bolívares, dividido en 750 acciones nominativas no con­
vertibles al portador, con un valor de un millón de bolívares cada una.
La Corporación Venezolana de Guayana se presenta como suscriptora de
todas las acciones por haberse subrogado en el Estado venezolano. El
capital aparece totalmente pagado y está constituido fundamentalmente
por las instalaciones, equipos y bienes que le fueron transferidas por
la Orinoco Mining Company y la Iron Mines, así como por el aporte
de 50 millones de bolívares derivados del producto de la gestión que
la Corporación Venezolana de Guayana obtuviera de la industria de
la explotación del hierro durante el año 1975.

El artículo 8 del acta constitutiva establece expresamente lo si­
guiente: "Las acciones de la empresa pertenecen a la Corporación Ve­
nezolana de Guayana y no podrán ser enajenadas, salvo que lo sean a
otra persona jurídica propiedad en su totalidad del Estado venezolano,
si así lo resuelve el Presidente de la República en Consejo de Ministros.
Asimismo no podrán ser gravadas en forma alguna”.

Una de las empresas que surgen del proceso de nacionalización es
la compañía Minerales Ordaz C.A. (minorca), cuyo capital pertenece
en un 51 por ciento a la Corporación Venezolana de Guayana, y en el
49 por ciento a la Orinoco Mining Company. El origen de esta em­
presa fue el siguiente: Entre los activos de la Orinoco Mining Com­
pany figuraba una planta elaboradora de briquetas HIB de mineral
de hierro de alto tenor, obtenido mediante una tecnología novedosa,
propiedad de la Steel, capaz de reducir el mineral de hierro con gas
natural y aumentar su tenor, de sesenta por ciento a más de ochenta y
seis por ciento. Se estimó que esta planta no formaba parte de los
bienes afectos a la explotación por ser una instalación de procesamiento
industrial que para su operación requería una tecnología especializada
e implicaba riesgos considerables. Los activos y pasivos de dicha planta
fueron transferidos a minorca, la cual los ofreció a la Corporación
Venezolana de Guayana al capital que ésta adquiría (51%). El capi­
tal pagado por la Compañía fue de 22.500.000, que podría ser aumen­
tado hasta cincuenta millones de bolívares.

Otra empresa creada por la Corporación Venezolana de Guaya­
na, en virtud del papel que le tocó en la nacionalización de la indus­
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tria del mineral del hierro, fue la Corporación Venezolana de Guayana
Internacional, C.A. (intecvg). Esta empresa es creada en setiembre
de 1978 por la Corporación Venezolana de Guayana Ferrominera del
Orinoco, C. A., y la CVG Siderúrgica del Orinoco (sidor), y tiene por
objeto social la prestación de servicios de asistencia técnica relacionados
con la compra en el exterior de maquinarias, equipos, respuestas, y
cualquiera otro tipo de bienes, gestionar y tramitar el despacho y trans­
porte de tales bienes, estudiar y analizar ofertas y cotizaciones, selec­
cionar proveedores con el objeto de formular las recomendaciones per­
tinentes a las empresas y entidades que contraten sus servicios en Ve­
nezuela y prestar servicios de asistencia técnica relacionados con acti­
vidades promocionales de ventas, estudios e investigación de mercados,
suministro de información sobre clientes potenciales y asesoramiento y
recomendaciones a las empresas y entidades que contraten sus servicios
en Venezuela.

3. La Corporación de Guayana "Holding público”

El "holding público" es entendido en el sentido de una agrupa­
ción empresarial estructurada por varias sociedades o compañías del
Estado o de participación estadal que gravitan alrededor de una em­
presa matriz o holding, que ejerce sobre ellas un poder de dirección
económica que permite su subsistencia como grupo unitario y coherente
dentro de un sistema interdependiente de financiamiento y asistencia
técnica. Visto en tal sentido, la Corporación Venezolana de Guayana
constituye la entidad matriz que dicta los lincamientos de la acción
del "grupo”, constituido por empresas de capital totalmente estatal (a
las cuales se denomina empresas subsidiarias), y por empresas de ca­
pital mixto. Las empresas subsidiarias son: C.V.G. Siderúrgica del Ori­
noco, C. A. sidor; C.V.G. Electrificación del Caroní, C. A. - edelca;
CVG-Ferrominera Orinoco, C.A. - ferrominera; CVG Internacional y
CVG Venezolana C.A. - bauxiven. Las empresas de capital mixto son:
Aluminio del Caroní, S.A., alcasa, Cementos Guayana, SA., Industria
Venezolana de Aluminio, SA. - venalum; Venezolana de Ferroaleacio-
nes Bozel, C.A. - venbozel; Metalmeg, S.A.; Fior de Venezuela, SA. -
fior; Minerales Ordaz, C. A. - minorca; Fábrica Nacional de Tracto­
res y Motores, C.A., fanatracto e Interamericana de Alúmina, C. A. -
interalumina. Veamos en sus aspectos más resaltantes a las empre­
sas mencionadas.



(532 HILDEGARD RONDON DE SANSO

EMPRESAS SUBSIDIARIAS

CVG ELECTRICIDAD DEL CARONI (edelca)

Esta empresa es la resultante de la fusión de las antiguas divi­
siones “Operación de Centrales Hidroeléctricas” y “Desarrollo del río
Caroní” que funcionaban como dependencias administrativas de la Cor­
poración Venezolana de Guayana. Nace como empresa subsidiaria el
4 de setiembre de 1963, con la finalidad de operar, administrar y
desarrollar el sistema hidroeléctrico del río Caroní, que incluye a la
Central Macagua I, la Central Hidroeléctrica Guri (Presa Raúl Leoni),
y a las líneas de transmisión y distribución de energía, así como a la
interconexión del sistema eléctrico regional con los del Oriente y Cen­
tro del país. Su capital social es de Bs. 6.725.000.000, dividido en 51.400
acciones de Bs. 10.000 cada una. Originariamente sus acciones pertene­
cían en su totalidad a la Corporación Venezolana de Guayana. En la
actualidad tiene dos tipos de acciones: Acciones Tipo “A”, por un
monto suscrito de Bs. 3.626.000.000, lo cual equivale al 53,92 por ciento
del capital social, las cuales corresponden a la Corporación Venezolana
de Guayana; y Acciones Tipo “B y C” (Pref.), por un monto suscrito
de Bs. 3.099.000.000, equivalente al 46,08 por ciento del capital social,
el cual pertenece al Fondo de Inversiones de Venezuela. Su junta direc­
tiva está integrada por un presidente; un vicepresidente; cinco directo­
res principales; cinco directores suplentes; un comisario principal; un
comisario suplente, y un secretario. El período de ejercicio contable es
del primero de enero al 31 de diciembre. La producción de esta em­
presa es la energía eléctrica con una capacidad instalada de 2.065.000
kv, 2 líneas de transmisión de 400.000 voltios. Sus principales clientes
son: cadafe, Electricidad de Caracas, sidor, alcasa, venalum.

C.V.G. SIDERURGICA DEL ORINOCO, C.A. (sidor)

sidor es la resultante de la modificación de la Siderúrgica, uni­
dad administrativa de la Corporación Venezolana de Guayana que había
absorbido las tareas del Instituto Venezolano del Hierro y del Acero.
Registrado el día 10 de abril de 1964 con la finalidad de operar, ad­
ministrar y desarrollar la Planta Siderúrgica del Orinoco, ubicada en
Matanzas, zona industrial de Gudad Guayana; su capital actual es de
Bs. 9.350.000.000, dividido en 935 acciones de Bs. 10.000 cada una. Ori­
ginalmente todas las acciones pertenecían a la Corporación Venezolana
de Guayana; en la actualidad hay dos accionistas: la Corporación Ve­
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nezolana de Guayana que posee las acciones tipo "A”, por un monto
suscrito de Bs. 5.300.000.000, equivalente al 56,68 por ciento del ca­
pital social, y el Fondo de Inversiones de Venezuela, el cual tiene ac­
ciones tipo "B” (preferidas), por un monto suscrito de Bs. 4.050.000.000,
equivalente al 43,32 por ciento del capital social. La dirección de la
empresa la ejerce una junta directiva, integrada por un presidente; 7
directores principales; 8 directores suplentes; un comisario principal y
un comisario suplente. Su período de ejercicio contable es del primero
de enero hasta el 31 de diciembre. La producción de esta empresa está
constituida por: tubos, alambres, vigas, cabillas, chapas, bobinas, hojala­
tas, láminas, alambrón, palanquillas y perfiles. Tiene una capacidad ins­
talada de acuerdo con el Plan III de 1.200.000 t m, y al finalizar el
Plan IV, será de 4.800.000 t m. Sus principales clientes son: faveca,
univensa, Envases Venezolanos, maploca, malara. utilacero, ma-
lara Caracas, motasa, inmet, hierrobeco, C. A. Van Leer, Envases
VAL, LAGOVEN y DIMARA.

C.V.G. FERROMINERA DEL ORINOCO, C.A.

La otra empresa subsidiaria de la cvg que nace de la nacionali­
zación de la industria de explotación del mineral del hierro, lo cual,
como está expuesto en el capítulo correlativo, se produjo mediante el
Decreto 580 del 26-11-74, creándose la empresa en cuestión el 10 de
diciembre de 1975. El objetivo principal de la empresa es el ejercicio
de la industria de la explotación del mineral del hierro en el territorio
nacional, y con ello, el de la administración, dirección, industrialización,
y, en general, la explotación de los bienes que pasaron a propiedad de la
Corporación Venezolana de Guayana, en virtud de las Actas-Convenio
otorgadas entre dicha Corporación y las empresas Orinoco Mining Cbm-
pany e Iron Mines Company de Venezuela, en fecha 17-12-74. El ca­
pital social de la empresa es de 750.000.000, dividido en 750 acciones
nominativas con un valor nominal de Bs. 1.000.000 cada una. El capital
social suscrito pertenece a la cvg y está totalmente pagado. La Junta
Directiva la constituye: un presidente; 6 directores principales; 6 direc­
tores suplentes; un comisario principal y un comisario suplente. El pe­
ríodo del ejercicio contable de la empresa es desde el primero de enero
hasta el 31 de diciembre. Los principales productos son el mineral de
hierro de alto tenor (59 a 65 por ciento de Fe.). Tiene una capacidad
instalada de 27.000.000. Los clientes principales son: sidor de Venezuela
y C.A. Venezolana de Cementos en Venezuela, y muchos en Europa, Es­
tados Unidos, Argentina y Colombia.
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BAUXITA VENEZOLANA, C. A. (bauxiven)

Esta empresa fue creada el 20-02-79. Tiene un capital social de
Bs. 200.000.000, dividido en 20.000 acciones de Bs. 10.000 cada una,
las cuales corresponden en un 99,95% a la Corporación Venezolana
de Guayana (Bs. 199.990.000,00), y en un 0,005%? al Fondo de In­
versiones de Venezuela (Bs. 10.000). La junta directiva está integrada
por un presidente y un vicepresidente.

C.V.G. INTERNACIONAL, CA. (ínter c.v.g.)

Esta empresa fue constituida en setiembre de 1978 por C.V.F. Fe-
rrominera Orinoco C.A. y la C.V.G. Siderúrgica del Orinoco (sidor),
con el objetivo social de prestar servicios de asistencia técnica relacio­
nados con la compra en el exterior de maquinarias, equipos, repuestos
y cualesquiera otra clase de bienes; gestionar y tramitar el despacho y
transporte de tales bienes; estudiar y analizar ofertas y cotizaciones;
seleccionar proveedores con el objeto de formular las recomendaciones
pertinentes a las empresas que contraten sus servicios en Venezuela y
prestar servicios de asistencia técnica relacionados con las actividades
promocionales de ventas, estudios e investigación de mercado, suminis­
tro de información sobre clientes potenciales, asesoramiento y recomen­
daciones a las empresas y entidades que contraten sus servicios en
Venezuela. . - j

EMPRESAS MIXTAS

MINERALES ORDAZ, C. A. (minorca)

Creada el 03-11-67, con reforma estatutaria el 09-12-75. Tiene un
capital social de Bs. 22.500.000,00, dividido en 45.000 acciones nomina­
tivas con un valor de Bs. 500.000 cada una, totalmente pagado. Los
accionistas son: Corporación Venezolana de Guayana con acciones tipo
"A”, por un monto suscrito de Bs. 11.000.475, equivalente al 51%, y
la Orinoco Mining Company, con acciones tipo ”B”, por un monto
de Bs. 11.025.000,00, equivalente a un 49%. La junta directiva está
integrada por un presidente, por tres directores principales clase “A”,
con tres directores suplentes de la misma clase, y dos directores prin­
cipales y dos suplentes clase “B”. Tiene un comisario principal y un
suplente clase “A” y un comisario principal y un suplente clase "B”.
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En el período de ejercicio contable es del primero de enero al 31 de
diciembre. La producción de esta empresa se orienta al tratamiento de
mineral de hierro para conversión de briquetas de alto tenor (86,05
F. e.). Tiene una capacidad instalada de 6.000.000 t m. Sus princi­
pales clientes son: sidor, pesilven, edensa, s. a., en Venezuela; y en
Europa, Klockner (Alemania Occidental); Stahae Stahl Und Stahlwaren
Handels Gegellschaft (Austria).

INTERAMERICANA DE ALUMINA, GA. (interalumina)

Esta empresa fue creada el 25 de noviembre de 1977. Tiene un
capital social de Bs. 1.000.000.000, dividido en 10.000 acciones de Bs.
100.000 cada una. Las acciones están repartidas de la siguiente forma:
acciones tipo "A”, que corresponden a la Corporación Venezolana de
Guayana por un monto suscrito de Bs. 127.000, correspondiente al
12,75% del capital de la empresa; al Fondo de Inversiones de Ve­
nezuela por un monto de Bs. 760.000, correspondiente al 76%. Ac­
ciones tipo "B”, perteneciente a la Swiss Aluminion L.T.D., por un
monto suscrito de Bs. 112.500, correspondiente al 11,25%. La junta
directiva está integrada por un presidente, 5 directores principales cla­
se “A”, con 4 directores suplentes de la misma clase y un director
principal y uno suplente de la clase "B”. Tiene un comisario principal
y uno suplente. Su ejercicio contable es del primero de enero al 31
de diciembre. Produce alúmina a partir de la bauxita. La capacidad de
la planta está prevista en 1.000.000 t m anuales.

VENEZOLANA DE ALUMINIO, G A. (venalum)

Esta empresa fue creada el 31-08-73, con un capital de Bs.
1.000.000.000. Los accionistas son: La Corporación Venezolana de Gua­
yana con acciones tipo “A”, por un monto suscrito de Bs. 250.000.000,00,
correspondiente al 25,01%; el Fondo de Inversiones de Venezuela con
acciones tipo "A”, igualmente, con un monto suscrito de Bs. 603.200.000,
correspondiente al 60,32%; y las siguientes empresas japonesas: Showa
Denko K. K. Hobe Steel L.T.D., Sumitomo Aluminium Smelting Co.,
Mitsubishi Leight M. Industrias L.T.D., Mitsubishi Metal Corporation,
Marubeni Corporation, con acciones tipo ”B”, "C” y *‘D”, por un monto
de Bs. 146.700.000, correspondiente al 14,67%. La junta directiva está
integrada por un presidente, 4 directores principales clase “A” y 5 direc­
tores suplentes de la misma clase y un director principal y un suplente
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clase "B”; un comisario principal y un comisario suplente. El período
del ejercicio contable es del primero de enero al 31 de diciembre. Los
productos elaborados por esta empresa son: aluminio, aleaciones de alu­
minio, lingotes, láminas, tubos, alambres, barras y otros productos de
aluminio. En 1981 su capacidad instalada era de 280.000 tm. Los

.clientes principales son los accionistas japoneses y sus afiliados y la
Sudamericana de Aleaciones Laminadas (sural).

ALUMINIO DEL CARONI

Esta empresa fue creada el 16 de febrero de 1961 con un capital
social de Bs. 315.000.000, dividido en trescientas quince acciones nomi­
nativas con un valor de Bs. 1.000,00 cada una. Los accionistas son la
Corporación Venezolana de Guayana con Acciones tipo "A”, por un
monto de Bs. 82.500,00, correspondiente al 26,19% de las acciones; el
Fondo de Inversiones de Venezuela con un monto suscrito de Bs. 75.000,
correspondiente al 23,81%: la Reynold Internacional Inc., con accio­
nes clase "A”, por Bs. 82.500,00, y acciones tipo *’B”, por Bs. 75.000,00,
correspondiente al 50%. Tiene un presidente, 4 directores principa­
les clase "A”, y 5 suplentes de la misma clase, y 4 directores principales
de clase "B” con 5 suplentes, un comisario principal y uno suplente.

- Su ejercicio contable es del primero (l9) de octubre al 30 de setiembre.
Los productos de esta empresa son: aluminio en lingotes, techos, cilin­
dros, planchones, láminas, hojas laminadas. Su capacidad instalada es de
124.000 tm, y sus principales clientes son: March-Rich E. Co., Comer­
cial Metals Co., Alean Aluminio México, Famsa, Aluminio de Vene­
zuela, Conductores de Aluminio del Caroní, Fundic, Ind., S.A., Alumi­
nio Munal, Aluminio de Barquisimeto, Marubeni Corporation.

C. A. PULPA GUAYANA

C. A. Pulpa Guayana. Esta compañía se constituyó en 1965 con ca­
pital social suscrito por la Corporación Venezolana de Guayana en un
40%; Manufacturas de Papel, C. A. - manpa, en un 20%; C. A. Vene­
zolana de Pulpa y Papel - venepal, en un 20%; Cartones Nacionales,
S.A., cartonal, en un 10%, y Cartón de Venezuela S.A., cartoven, en
un 10%. La empresa tiene por objeto la realización de los estudios ten-
.dientes al establecimiento de una industria de pulpa para la fabrica­
ción de papeles, cartulinas y cartones, mediante la utilización de ma­
teria prima nacional de los bosques de la Región Guayana.
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PUERTO DE HIERRO, S.A.

Se constituyó el 16 de setiembre de 1965 con un capital de 450
millones de bolívares, suscrito conjuntamente por la Corporación Vene­
zolana de Guayana y por la Caribbean Stemsbip Company. El objeto
principal de la empresa es construir, operar y mantener tantos puertos
marítimos, fluviales y aéreos, como depósitos para el almacenamiento de
mercancías que deben ser embarcadas, desembarcadas o transferidas de
los puertos referidos.

CEMENTOS GUAYANA, C. A.

Cementos Guayana, C.A. se constituyó en 1967 con el objeto de
fabricar cemento Portland-escoria, mediante la mezcla de materias pri­
mas constitutivas del mismo. Se constituyó con aportes iguales de la Cor­
poración Venezolana de Guayana, C.A., Venezolana de Cementos, Con­
solidada de Cementos, C.A., y C. A. Fábrica Nacional de Cementos. Cada
uno de los socios tiene una participación del 25%, y el capital social as­
ciende a 12.000.000 de bolívares.

VENEZOLANA DE FERROCARRILES BAZEL C.A.

El 31 de octubre de 1973 se constituye la empresa "Venezolana de
Ferroaleaciones, Bazel, C.A.” (venbozel), la cual tiene como objeto prin­
cipal la utilización en Venezuela, de la tecnología de la compañía fran­
cesa Bazel Electrometalurgie, en materia de fabricación de ferrosilicio, y
utilizar, asimismo, la organización comercial de la mencionada compañía
para la venta, importación y exportación de ferrosilicio. La Corporación
Venezolana de Guayana participa en un 25% del capital social, y la
compañía Bozel Electrometalurgie, en un 75%; sin embargo, antes de
la plena operación de sus instalaciones, la firma francesa deberá vender
en un 25% de su participación a inversionistas privados venezolanos.

FIOR DE VENEZUELA, S.A. (fior)

Esta empresa se constituyó el 3 de agosto de 1973. Tiene un capital
social de 130.000.000 de bolívares, de los cuales la Corporación Vene­
zolana de Guayana ha suscrito el 33,33%, asociándose con la empresa
Siderúrgica Venezolana, S.A. (sivensa) (27,22%), y con otros inver­
sionistas privados, en producción de briquetas de mineral de hierro ve­
nezolano, a través del proceso de prerreducción de mineral de hierro, co­
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múnmente conocido como fior (Fluidesed Iron Ore Reduction). La in­
versión requerida para la planta de 400.000 toneladas, se ha estimado
en el orden de los 220 millones de bolívares.

SOCIEDAD FINANCIERA ATLANTIC

En mayo de 1974, la Corporación Venezolana de Guayana, Consor­
cio Atlántico C.A., Philadelphia International Bank, Hidrocarbons In­
ternational Holding Company, Banque Exel, Ciave, Banque Worms C.
Itoh & Co. de Venezuela, y otros inversionistas privados constituyen la
Sociedad Financiera Atlántica, Compañía Anónima, con domicilio en Ciu­
dad Guayana y con un capital de 10 millones de bolívares. El objeto
de la sociedad es la realización de todas las operaciones mercantiles que
la Ley General de Bancos y otros institutos de crédito le permite a las
sociedades financieras.

FANATRACTO

Establecida en mayo de 1977, la Fábrica Nacional de Tractores y
Motores, S.A. (fanatracto), tiene un capital de 50 millones de bo­
lívares, suscrito conjuntamente con la Corporación Venezolana de Gua­
yana, John Deere-Lanz Nerwaltungs AG, ACO Inversora, S.A. y cavensa.
El objeto principal de la empresa es establecer, mantener y operar plan­
tas e instalaciones para el ensamblaje, fabricación y venta de tractores,
maquinarias, implementos y equipos para la construcción y para acti­
vidades agrícolas, excluyendo la fabricación de motores para tractores.

CEMENTOS GUAYANA, C.A.

Esta empresa se constituyó el 12 de mayo de 1967 y tiene un
capital social de 40.000.000, representado por 40.000 acciones nomina­
tivas con valor de Bs. 1.000,00 cada una, totalmente pagado. Los accio­
nistas son: la Corporación Venezolana de Guayana con Bs. 10.000.000,
que representa el 25%; C. A. Venezolana de Cementos con 15.200.000
bolívares, que representa el 38%; Consolidada de Cemento, C. A., con
Bs. 4.800.000, lo cual representa el 12%; C. A. Fábrica Nacional de
Cemento, con Bs. 10.000.000, para un 25%. La junta directiva está
integrada por un presidente, por cuatro directores principales y cuatro
suplentes; un comisario principal y un suplente. El período de ejercicio
contable es del 1’ de octubre al 30 de setiembre. Los productos prin­
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cipales son: cemento Portland escoria. Su capacidad es de 300.000 tone­
ladas métricas anuales, y en lo que atañe a sus clientes, suple a todos
los constructores y las fábricas concretas de la zona.

VENEZOLANA DE FERROSILICO, G A. (fesilven)
(antes Venezolana de Ferroaleaciones Bozel, G A. - VENBOZEL)

Creada el 14 de noviembre de 1973; tiene un capital social de Bs.
21.500.000, dividido en 21.500 acciones de Bs. 1.000 cada una. Los ac­
cionistas son: Corporación Venezolana de Guayana con acciones tipo
"A”, por un porcentaje del 15,38%; Fondo de Inversiones de Vene­
zuela con acciones tipo "A”, para un porcentaje de 34, 60,9%; Bazel
Electrometalurgie, S.A., con acciones tipo ’’B” para un porcentaje del
38,46%, y otros accionistas venezolanos con acciones tipo "C”, para un
porcentaje del 11,54%.

CONTROLES DE LA CORPORACION VENEZOLANA DE GUAYANA
SOBRE SUS EMPRESAS

El control que ejerce la Corporación Venezolana de Guayana sobre
las empresas constituidas por la misma o en las cuales tiene participa­
ción es el lógico control accionarial que corresponde a todo socio sobre
la gestión de la compañía, de acuerdo con el grado de participación
que ostente. En el caso específico de la entidad que nos ocupa, la
misma tiene en su estructura interna una División de Contraloría In­
terna, la cual dispone de un Banco de Informaciones de las empresas
subsidiarias y mixtas, el cual sirve de base al sistema de información
gerencial que desarrolla dicha contraloría sobre los aspectos fundamen­
talmente financieros. El archivo permanente de la división está cons­
tituido por datos de tipo general e información especializada. Los da­
tos generales son aquellos que se refieren a la constitución de la em­
presa. Parte de esta información debe ser objeto de revisión continua,
a fin de mantener al día la información básica, por cuanto las empre­
sas tienen diferentes fechas para las reuniones de las asambleas de ac­
cionistas. La información especializada se refiere fundamentalmente a
los estados financieros de la empresa, los balances y estados de ganan­
cias y pérdidas; los informes gerenciales, presupuestos, y balances audi­
tados. También los datos pueden ser requeridos en cualquier tiempo
cuando se trate de informes especiales. A los canales regulares hay
que añadir las relaciones que se mantienen con los gerentes de finan­
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zas de las empresas, contralores o responsables de la función finan­
ciera, lo que facilita cualquier dato adicional.

Al lado de esta forma de control se encuentra el control fiscal
ejercido por la Contraloría General de la República, en base a lo dis­
puesto a la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República,
en fecha 4 de enero de 1975, en la cual se establece el sistema en vir­
tud del cual dicho organismo vigila a los entes públicos de la admi­
nistración descentralizada (Título IV). Los controles que rigen al efec­
to son las auditorías y el control de gestión, definido expresamente en
la Ley (artículo 64), como aquel que tiene por objeto, "verificar si la
actividad de las referidas empresas se adecúa a las decisiones adopta­
das y a los planes y objetivos que le hubiesen sido señalados”.

El Reglamento de la Ley Orgánica de la Contraloría General de
la República, dictado por Decreto 867, del 22 de abril de 1975, estable­
ce a su vez, la facultad de la Contraloría de examinar e inspeccionar
los libros, comprobantes de contabilidad y demás documentos que sean
necesarios para realizar el control de gestión (artículo 17). Igualmente,
el control se ejerce mediante la aprobación de los sistemas de conta­
bilidad utilizados por las empresas.20

INTERVENCION DEL FONDO DE INVERSIONES DE VENEZUELA
EN EL CONTROL DE LAS EMPRESAS DEL GRUPO C.V.G.

Al narrar la participación de la cvg en las empresas que han sido
creadas, de acuerdo con el mandato estatutario para promover el desa­
rrollo de la zona a su cargo, se aprecia un desplazamiento de este
organismo en dicha participación en beneficio del Fondo de Inversio­
nes de Venezuela.

La situación se origina por la circunstancia de que las "órdenes
de inversión involucrados en el financiamiento de los proyectos de
las empresas del grupo cvg, no han guardado relación con la capacidad
financiera propia y directa" de tal organismo. A esa situación se une
el hecho de que los proyectos que se ejecutan suponen,21 además de
altas inversiones iniciales y largos períodos de amortización, una ren­
tabilidad diferida, que unida a las altas cargas financieras limitan la

20. Respecto a la validez del acto aprobatorio de las actas-convenio, la doctrina se
ha pronunciado. Víase, al efecto, Sansó Benito, en Aspectos jurídicos de ¡ti na­
cionalización de ¡a industria del hierro en Venezuela. Editorial Jurídica Venezola­
na, págs. 45 y ss.

21. Viloria, Enrique: Relaciones entre la Corporación Venezolana de Guayana y el
Fondo de Inversiones de Venezuela. Caracas, 1980, pág. 3.
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generación de ingresos suficientes que pudiesen mejorar sustancialmen­
te la capacidad propia de financiamiento de la Corporación. El estran-
gulamiento de los proyectos industriales de la cvg deriva de la insu­
ficiencia de su capacidad financiera propia y directa. El Ejecutivo Na­
cional para superar estas dificultades financieras de los proyectos de
.ejecución, ha empleado mecanismos de financiamiento que lo que han
hecho es debilitar la posición de la Corporación como instrumento prin­
cipal para el desarrollo de los sectores. Es el caso de los préstamos
otorgados por el Fondo de Inversiones de Venezuela.

El Fondo de Inversiones de Venezuela (fiv) es un organismo cuya
creación, prevista en la Ley Orgánica que autoriza al Presidente de
la República para dictar medidas extraordinarias en materia económica
y financiera, fue establecido para represar parte sustancial de los in­
gresos petroleros obtenidos en Venezuela a raíz de los aumentos su­
cesivos del precio de los hidrocarburos.

Al efecto, el ordinal tercero del artículo único de la citada ley
faculta al Presidente de la República para que, en Consejo de Minis­
tros proceda a “crear el Fondo de Inversiones de Venezuela como enti­
dad autónoma, con personalidad jurídica propia, que tendrá por objeto
la administración e inversión de su patrimonio a los fines de concretar
el financiamiento de la expansión y diversificación de la estructura eco­
nómica nacional, realizar colocaciones réntales en el exterior, y propi­
ciar el desarrollo de programas de cooperación internacional, de manera
de coadyuvar a la estabilidad económica y financiera del país”. El Fon­
do de Inversiones es creado así como una típica institución financiera
que, además de tener facultades para colocar fondos en el exterior,
podía financiar los proyectos vinculados a la expansión y consolidación
de la industria básica venezolana. El estatuto del Fondo de Inversiones
de Venezuela le señala al efecto las facultades de realizar las siguientes
operaciones:

a) Financiar los componentes extemos de la inversión reproduc­
tiva interna en materia de hidrocarburos, energía, química, petroquímica,
siderurgia, metalurgia, minería, electrónica, aeronáutica naval y trans­
porte internacional. Igualmente podrá financiar en dichos sectores, la
parte de la inversión correspondiente al componente intemo destinado
a la adquisición de maquinarias y equipos, hasta el monto que autorice
el Presidente de la República en Consejo de Ministros. También
podrá suscribir acciones y cuotas de participación en las empresas pu­
blica o mixtas que operen en los sectores señalados.



642 HILDEGARD RONDON DE SANSO

b) Complementar, cuando fuere necesario, el financiamiento de
los grandes proyectos de inversión agrícola y manufacturera en el país
y de los programas de exportación, mediante créditos globales y a través
de instituciones financieras del sector público. Dichos créditos globales
deberán ser aprobados por el Presidente de la República en Consejo
de Ministros.

c) Adquirir acciones y cuotas de participación en empresas ex­
tranjeras o mixtas establecidas en el país, cuando ello fuera necesario
para cumplir con normas que reserven al capital determinadas activi­
dades económicas.

Al utilizar el mecanismo de financiamiento de las empresas del
grupo cvg, por parte del Fondo de Inversiones de Venezuela, la parti­
cipación de este último se ha incrementado en forma sustancial me­
diante la suscripción de acciones comunes o preferidas en dichas em­
presas, en forma tal, que en sociedades como sidor, en las cuales la CVG
tenía inicialmente el 100% de las acciones, el Fondo de Inversiones
llega a adquirir un 43% de las mismas. Igualmente, en edelca se da
idéntica situación, adquiriendo el Fondo de Inversiones el 35% de las
acciones. Caso resaltante es el de Interalúmina, en la cual la cvg tenía
el 85% de las acciones que se redujeron a un 12,75%, adquiriendo el
Fondo de Inversiones el 75% de las acciones.

De allí que la cvg se presenta como el organismo de dirección,
administración y control de las empresas que hemos considerado co­
rresponden al holding que ella configura. El Fondo de Inversiones de
Venezuela, por su parte, constituye el organismo financiero. Esta dua­
lidad de posiciones lleva a delimitar las funciones y responsabilidades
de cada uno de los integrantes del binomio económico, lo cual se rea­
liza mediante la suscripción de un convenio en el mes de febrero de
1979 (2 de febrero de 1979). En base a este convenio, el Fondo de
Inversiones tiene la facultad de designar un representante en las asam­
bleas de las empresas y asimismo auditores externos. La cvg por su
parte se reservaba la atribución de postular los candidatos a directores
de las empresas, incluyendo a los correspondientes a las acciones del
Fondo de Inversiones de Venezuela. Todos los programas y presupues­
tos anuales de inversión de las empresas deberían ser aprobados por
las asambleas de la cvg y del fiv, respectivamente. El convenio tomaba
en cuenta el carácter transitorio de la relación del Fondo con las em­
presas, en razón de lo cual estipulaba la adopción de un modas operan di
que permitiese a la cvg, a corto plazo las acciones que estaban en
poder del primero.
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La realidad revela que a pesar de los acuerdos y en base a su
enorme capacidad financiera, el Fondo ha asumido un papel que va
más allá del simple financiamiento, actuando en forma directa y cre­
ciente en la dirección y control de las empresas financiadas, lo cual
constituye una distorsión de su función originaria de simple ente fi­
nanciados

Esta situación lleva a una serie de consecuencias que no son en
forma alguna positivas y que han sido vistas en base a la realidad
directa del funcionamiento del sistema, a saber:22 1) La presencia de
un nuevo ente decisor hace que pierda celeridad el proceso de toma
de decisiones; 2) La duplicación innecesaria de esfuerzos sobre un
mismo objeto, ya que tanto cvg como el fiv han establecido estructuras
administrativas para controlar las empresas; 3) La distorsión de las
funciones y fines del Fondo, ya que de su papel de entidad financiera
pasa a pretender la gestión de las empresas del grupo CVG, "sin que
hasta el presente se haya logrado mejorar significativamente dicha ges­
tión o sustituir eficazmente el papel que la cvg tiene legalmente asig­
nado”.23 Se plantea el temor de que de continuar tal distorsión el
Fondo de Inversiones de Venezuela se convertiría en su super holding
diversificado con injerencia en la gestión de las más importantes em­
presas públicas, lo cual implicaría una modificación de las competen­
cias y una violación de las reglas organizativas. Por otra parte, el Fon­
do mismo, de continuar con un papel que le es ajeno, abandonaría
su labor fundamental comprometiéndose su eficacia; 4) Por lo que
atañe a la cvg, la misma perdería por esta ausencia de capacidad fi­
nanciera propia, el desempeño de su labor fundamental que es la
administración, dirección y control de las empresas que son los instru­
mentos de ejecución del Programa de Guayana.

Como correctivos a la situación planteada, han sido propuestas las
siguientes alternativas: 1) Transferencia a la Corporación de las ac­
ciones del Fondo de Inversiones en las empresas del grupo cvg; 2)
Aprobación de Leyes Programas de Inversión y Financiamiento para el
Programa de Guayana. Este sistema garantizaría la continuidad del
flujo financiero para la ejecución de los proyectos ya iniciados. De
aprobarse tales leyes se estaría fortaleciendo la capacidad financiera
propia y directa de la cvg; 3) Ratificación del Convenio suscrito entre
la cvg y el Fondo de Inversiones.

22. Viloria, Enrique: Relaciones entre la Corporación Venezolana de Guayana y el
Pondo de Inversiones de Venezuela (edición muí tig refiada ). Caracas, enero, 1980,
p. 9.

23. Viloria, Enrique, ídem.
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4. La CVG en el ámbito de la ordenación territorial

EL aspecto de la ordenación territorial que nos interesa es el de
la creación y equipamiento de áreas urbanas en la esfera de acción de
la cvg, específicamente la creación de Ciudad Guayana. Si se recuerda
el desarrollo histórico de la región, el descubrimiento de la misma se
produjo entre los años 1510 y 1516, siendo fundada la primera ciudad,
Santo Tomé de Guayana en una fecha igualmente imprecisa entre los
años 1588 a 1591. La existencia de esta ciudad estuvo sometida a su
poder de resistir a los asaltos de los piratas ingleses en busca de yaci­
mientos auríferos. En 1761 es fundada Angostura, y un año más tarde
Upata, incorporándose en 1777 la provincia de Guayana a la Capitanía
General de Venezuela. Inicialmente la actividad de la región fue esen­
cialmente ganadera y agrícola por iniciativa de los capuchinos catalanes
quienes también fomentaron una artesanía fundada en los recursos de
la zona. La guerra de Independencia produce el decaimiento de la re­
gión, la cual se recupera alrededor del año 1829 al iniciarse la explo­
tación comercial del oro en las minas de El Callao. En el año 1931
se descubren en la Gran Sabana yacimientos de diamantes, iniciándose
la explotación de los mismos, la cual sin embargo fue de escasa pro­
ductividad. En 1945 decae la explotación aurífera y se incrementa la
del balatá, satrapía y chicle.

Durante los lapsos mencionados, Guayana permanece aislada del
resto de la economía nacional, sin sentir el impacto de la producción
petrolera, situación esta que se prolonga hasta el inicio de la década
de los años 50, en que comienza la explotación del hierro en El Pao
y en el Cerro Bolívar por parte de las empresas Iron Mines de Ve­
nezuela y Orinoco Mining Company. Las citadas compañías concesio­
narias fundan pequeños asentamientos de población cerca de los cen­
tros de explotación, surgiendo así Ciudad Piar y El Pao. La Orinoco
Mining específicamente estableció un campamento adyacente al puerto
de embarque del mineral del Cerro Bolívar, fundando el Gobierno
Nacional en dicho lugar, que es justamente el de la desembocadura
del río Caroní, en el Orinoco, la ciudad de Puerto Ordaz.

Es este el panorama en el cual se inicia la construcción de las
grandes centrales hidroeléctricas y en el que habría de surgir la CVG
el 29 de diciembre de 1960. El 2 de julio de 1961 es fundada Ciudad
Guayana, que va a configurar un gran centro urbano al cual se inte­
gran San Félix, Puerto Ordaz y el área industrial de Matanzas. En
esa misma oportunidad se crea el Distrito Caroní con áreas contiguas
de los distritos Heres y Piar.
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La cvg, entre cuyos objetivos se encontraba el desarrollo integral
de la región, inició el proceso de planificación formal mediante la fir­
ma de un contrato de servicio con dos universidades norteamericanas
de gran prestigio, el Instituto Tecnológico de Massachusetts y la Uni­
versidad de Harvard, y es así como fue constituido el Centro de Uni­
versidades sobre estudios urbanos del MIT y Harvard, para que ase­
soraran a la cvg por 5 años, el Joint Center for Urban Studies de la
Universidad de Harvard y del Instituto Tecnológico de Massachusetts,
el cual asumía la asesoría de un equipo nacional destinado a elaborar
un plan "que pudiera servir a los administradores en los campos del
desarrollo industrial, el desarrollo de una ciudad y el desarrollo hu­
mano’’.24 25 El resultado de la colaboración del organismo citado se con­
virtió en el Programa de Guayana, el cual se incorporó al Plan Na­
cional de Desarrollo.26 De lo anterior va a derivar la siguiente ordena­
ción del territorio en materia físico-espacial: a) Un sistema Urbano
Regional, organizado en cuatro núcleos jerarquizados en la siguiente
forma: Ciudad Bolívar-Ciudad Guayana, el primero como centro po­
lítico cultural y el segundo como centro industrial. Upata-Tucupita. Am­
bos como centros agropecuarios, y la segunda como centro político-
administrativo para el territorio Delta Amacuro. Guri-Gudad Piar y
El Pao, como centros de servicio. Comunidades rurales y campamentos
mineros; b) Una división de cinco subregiones, de acuerdo con las ca­
racterísticas físicas, la urbanización y los flujos, entre ellas. Las sub­
regiones son: Bajo Caroní, Cuyuní, Occidental, Deltaica y Alto Caroní.
Cada una de las subregiones, de acuerdo con sus características físicas
sería responsable de una actividad económica diferente complementán­
dose entre sí.

La cvg tenía en el campo del desarrollo urbano una doble res­
ponsabilidad: la de planificar el uso del espacio y la de actuar direc­
tamente y por sí sola, o en forma conjunta con otros organismos na­
cionales en la ejecución de proyectos concretos. Esto es, actuaría como
promotor y ejecutor en un proceso de planificación regional urbano.

La construcción de Ciudad Guayana atendió al primero, de los
objetivos. La misma se realizó en base a las orientaciones de ingenie­
ros y arquitectos venezolanos asesorados como antes se señalo por
personal especializado del Joint Center de la Universidad de Harvard," 

24. Izaguirre P., Maritza: La evaluación de una experiencia. El caro de Ciudad Gua­
yana. Caracas, setiembre de 1976. pág. 4.

25. IV Plan de la Nación. 1970-74, Cap. V. p. 138, Caracas, Cordiplán.
26. Como resultado de una experiencia en Venezuela, el Joint Center For Urban

Studies del M.I.T., y Harvard, publicó un libro en el cual aparece como autor
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el cual recibió como orientación política general la de diseñar una ciu­
dad que persiguiera el “crear un ambiente en el que se limiten al má­
ximo los conflictos sociales, proporcionando a los habitantes de la ciu­
dad una amplia variedad de oportunidades para escoger entre diversos
empleos y actividades, educarse y capacitarse como lo prefieran y elegir
su vivienda y los servicios que requiera la vida familiar”.27 Con tal
orientación básica, el equipo examinó distintas alternativas, con­
cibiendo al final una ciudad lineal, cuya estructura urbana correspon­
día a una población de 250.000 a 300.000 habitantes para el año
1980, de los cuales un tercio estaría ubicado en el sector este y los
dos tercios restantes en el sector oeste. La ciudad se construiría en base
a una espina dorsal, la Avenida Guayana, la cual enlazaría a la ciudad
de este a oeste,- iniciándose en San Félix para terminar en Matanzas
a la altura de la Siderúrgica. A lo largo de la Avenida se localizarían
la industria pesada, el aropuerto, un centro comercial, un centro cul­
tural y recreativo, un hospital general y las áreas de vivienda, apro­
vechando en lo posible las características de la zona.

Al emprender la CVG la tarea inmediata de establecer la infra­
estructura urbana, tuvo que realizar las siguientes actividades: a) Pro­
ceder a la adquisición de tierras en forma directa por transferencia
del Gobierno Nacional, al punto de que llegó a disponer del 70% de
la superficie estimada como necesaria para el crecimiento de la ciudad
y el control posterior sobre el uso de la tierra;28 b) Ordenar el diseño
y construcción del puente sobre el río Caroní para unir las comuni­
dades que debían ser integradas; c) Fortalecer la acción del recién crea­
do Concejo Municipal del Distrito Caroní; d) Ordenar los asentamien­
tos que se habían formado al este del Caroní, revisando el trazado de
las calles; e) Crear nuevas áreas residenciales para Puerto Ordaz.

La Corporación en el campo del desarrollo urbano en los prime­
ros años de su creación actuó directamente, o bien, requiriendo la co­
laboración de algunos organismos de la Administración Central.

Siguiendo la narración que hace Maritza Izaguirre28 del modelo
de planificación, el mismo consistió en lo siguiente:

1. Elaboración de un Plano Director para la ciudad, cuya pri­
mera versión fue publicada en los años 1964-65, en el cual se esta­
blecía como año meta el de 1980.

el Director del Proyecto Guayana, Lloyd Rodwin, en el cual se recogen varios
artículos de los d-stintos participantes en el proyecto.

27. C.V.G.Informe Anual, 1965, p. XXIV 8, Caracas.
28. C.V.G. Informe Anual, 1965, p. IV. 4, Caracas,
29- Izaguirre, Maritza, ibid., p. 35.
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2. Elaboración de varios programas en base al plano director
para cubrir las áreas de industria, comercio, servicios, transporte y vi­
vienda.

3. Elaboración de un listado de proyectos para la ejecución de
los programas identificados.

4. Establecimiento de un cronograma de operaciones que debía
guiar al equipo técnico de la cvg en la ejecución de los programas y
proyectos, a fin de someterse al Plan de la Nación.

5. Establecimiento de un sistema de supervisión de la ejecución.
6. Evaluación del programa y del plano director.

En lo que atañe a la primera cuestión, esto es, a la elaboración
del plano director, hubo que hacer varios ajustes en base a la variación
del volumen de población calculada, retrasándose igualmente su elabo­
ración por las diferentes conceptuales entre los "diseñadoras”; pero al
final del mismo fue concluido, constituyendo un "modelo” para el
proceso de toma de decisiones en relación con el crecimiento de la "ciu­
dad”, y una guía para las ordenanzas que debía dictar el Concejo Mu­
nicipal en la misma área. Este plano fue revisado en 1969. Por lo que
atañe a la segunda cuestión, la Corporación Venezolana de Guayana
actuó en su doble papel de promotor y ejecutor, realizando diferentes
obras que, por sí misma o'en coordinación con otras, comprende las
siguientes esferas: edificaciones escolares, vías internas, viviendas, uni­
dades vacacionales, un hotel de lujo, el edificio de bdelca, un centro
ambulatorio, una prefectura, la urbanización de varias hectáreas para
localización de industrias y, finalmente, en coordinación con empresas
estatales, el suministro de electricidad, gas, y agua y servicio de te­
léfono.

.VIII. CONCLUSIONES SOBRE EL ESTADO ACTUAL DE LA CVG
Y DE LA REGION GUAYANA EN GENERAL

Ya a todo lo largo del texto que antecede, se ha podido apreciar
que la cvg está tan estrechamente vinculada a la Región Guayana, que
más que un organismo de desarrollo regional, se presenta delineada
como un elemento que se ha consustanciado con la misma. De allí,
que un balance de esa entidad no puede hacerse sin insertarlo en su
contexto físico; esto es, en la propia zona donde actúa. Ahora bien, el
análisis que pudiera llevarnos a obtener tal balance, escapa de nuestra 
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función de jurista, y es por ello que hemos de echar mano de los textos
objetivos que recogen la labor, el esfuerzo y los conocimientos de los
trabajadores intelectuales multidisciplinarios que han efectuado el diag­
nóstico de la zona. Entre ellos hemos escogido el enfoque que aparece
en el Texto Preliminar del VI Plan de la Nación, cuyos lincamientos
hemos recogido, intentando ser fieles a sus expositores en las líneas
que siguen a continuación.

CARACTERISTICA ESENCIAL DE LA REGION

La característica esencial de la Región es el crecimiento industrial
de la economía que se ha realizado en forma acelerada produciendo
efecto inmediatos en todos los sectores:

En el sector de la productividad nacional el balance es positivo,
por cuanto hay un aporte extraordinario de la industria manufacturera
al valor agregado nacional, en la producción de insumos para el desa­
rrollo industrial de otras regiones y en la generación de divisas adicio­
nales para el país.

En el sector de la productividad local se revela sin embargo una
baja producción regional de bienes de consumo final.

En el sector del costo de la vida, la región presenta el indice má­
ximo en el país, con un aumento al año de 1979 de 252,3%, lo cual
deriva de la antes señalada escasez de producción para consumo inme­
diato, unido a los altos costos del transporte para abastecimiento. Esta
altísima tasa inflacionaria actúa deteriorando el valor real del salario
y lesionando los estratos de menores ingresos.

En el aspecto demográfico se aprecia, igualmente, un indice má­
ximo en el orden nacional, ya que la tasa interanual de crecimiento
durante el período 71-78 fue del 6,6%; esto es superior a la de todo
el país. Este crecimiento, sin embargo, no es extensivo a toda la región
sino que se concentra en las ciudades industriales, y específicamente, en
Ciudad Guayana. Consecuencia de esta concentración, son las siguientes
notas:

A. Creciente déficit de servicios públicos y sociales.
B. Creciente déficit de viviendas.
C. Situación de marginalidad urbana y real.
D. Dificultades de integración social debido al fuerte proceso de

migración.
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Ante este cúmulo de problemas que se agravan por la fuerte po­
blación indígena existente y la necesidad de atender a sus problemas
inmediatos, así como por la condición del medio físico que se caracte­
riza por su enorme extensión territorial con una baja densidad de po­
blación, la falta de accesibilidad interna y la fragilidad de sus ecosis­
temas, lo cual dificulta el aprovechamiento de su enorme potencial de
recursos naturales y el desarrollo de sus extensas fronteras, el docu­
mento en cual basamos nuestras observaciones (Informe Preliminar del
VI Plan de la Nación), propone soluciones a largo, a mediano y a
corto plazo. Veamos someramente las estrategias que se sugieren en el
mismo orden en que fueron enunciadas:

1. Estrategias a largo plazo

A. Aprovechamiento máximo de los recursos naturales existentes
en la zona (hierro, bauxita y energía), a fin de potenciar las industrias
regionales para que se coloquen en situación de competitividad en los
mercados mundiales.

B. Aprovechamiento integral del río Caroní y explotación de
los ríos Caura y Orinoco para potenciar el desarrollo industrial, dejando
un superávit apreciable para la interconexión con el resto del país y
para las ventas a los países limítrofes.

C. Potenciar la producción agropecuaria para cubrir la demanda
regional de productos agrícolas.

D. Aplicación de una política de protección del medio ambiente
y de los ecosistemas regionales.

E. Incorporación plena de las comunidades indígenas al proceso
de desarrollo regional mediante programas especiales que elevan su
nivel de vida y permitan su integración económica y étnico-cultural.

F. Formación de trabajadores capacitados, de técnicos, de per­
sonal gerencial y de ingenieros para contribuir a la consolidación de
un complejo industrial de avanzada tecnología y el aprovechamiento
racional de los recursos regionales. Para obtener el aumento de la pro­
ductividad de la mano de obra deberá mejorarse el nivel de vida,
otorgarse incentivos para el trabajo, favorecer el adiestramiento técnico
e incorporar a la mujer a las fuerzas de trabajo.

En la exposición de estos objetivos a la Corporación Venezolana
de Guayana se le asigna específicamente el asumir un rol directivo en 
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el ordenamiento del espacio regional. Al efecto, se le señala como tarea
la ocupación progresiva de toda la zona norte y noroeste del Estado
Bolívar, desde los Pijiguaos hasta el Delta, en base a un plan de
ordenamiento territorial que comprende los siguientes aspectos: a) la
explotación de la bauxita; b) el desarrollo de la Faja Petrolífera del
Orinoco; c) El aprovechamiento del río Orinoco y del eje fluvial Ori-
noco-Apure para navegación y eventual generación hidroeléctrica; d)
el desarrollo de las áreas agrícolas del Estado Bolívar y del Delta; e)
la vinculación de la Región Nororiental mediante el segundo puente
sobre el río Orinoco y, f) la integración a la red ferroviaria nacional.

2. Estrategias a mediano y corto plazo
Los objetivos inmediatos son los siguientes:
A. Elevar el nivel y calidad de vida de la población, lo cual se

prevé mediante la aplicación de las siguientes medidas: a) mejoramien­
to de la situación habitacional canalizando las inversiones hacia las
viviendas de bajo costo; b) mejoramiento del nivel alimenticio y sa­
nitario de la población ampliando la cobertura médico-asistencial; c)
elevar el nivel educativo especialmente en lo que atañe a la educación
básica. Se creará igualmente una universidad regional que ha de servir
de eje al sistema de educación superior; d) Incrementar la participa­
ción de la población en la toma de decisiones y en especial la de la
mujer en la actividad económica y social; e) Atender a los requerimien­
tos fundamentales de la población indígena mediante la prestación de
asistencia técnica y financiera; f) Desarrollar el turismo y la recreación.

B. Integrar y articular el crecimiento económico. Este objetivo de­
berá realizarse mediante las siguientes acciones: a) consolidación del
complejo industrial del acero y aluminio solventando su situación fi­
nanciera y aprovechando los recursos mineros y energéticos; b) incre­
mentar los proyectos industriales complementarios de las industrias bá­
sicas, maximizando las economías de aglomeración y las interrelaciones
técnicas; c) aprovechar los restantes recursos naturales mediante estu­
dios básicos sobre desarrollo agrícola y pesquero, y asimismo, apro­
vechamiento de la arcilla, el caolím, la dolomita, el oro y el diamante.

C. Ordenar espacialmente el desarrollo regional. Esto habrá de
realizarse mediante la conformación de un subsistema de ciudades y la
ocupación progresiva del Territorio Federal Amazonas y asimismo, me­
diante la implantación de una red de transporte y comunicaciones que
haga accesibles los recursos de la zona.
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D. Inventariar los recursos naturales y proteger el medio ambien­
te. Al efecto será necesario evaluar los recursos del Estado Bolívar y
del Territorio Federal Amazonas, tanto en sus zonas agrícolas poten­
ciales como en las reservas forestales y los recursos mineros.

E. Fortalecimiento de las funciones de planificación y coordina­
ción del desarrolo regional. Esta tarea le es asignada fundamentalmen­
te a la cvg, organismo que deberá coordinar la actuación de las dife­
rentes entidades que operan en la región a fin de garantizar la ejecu­
ción de los programas.

Los anteriores objetivos aparecen igualmente expuestos en el do­
cumento que se analiza en programas específicos que tienen una inme­
diata operatividad.

Es lo anterior el enfoque de los problemas y de las soluciones
en los cuales el protagonista esencial es el organismo cuyos lincamien­
tos generales hemos trazado.
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El estudio del régimen jurídico de los bienes de los institutos au­
tónomos comprende tres aspectos fundamentales: la determinación del
titular del derecho de propiedad (I), el dominio publico referido a los
institutos autónomos (II) y las reglas particulares aplicables a los
bienes de tales organismos (III).

I. LA TITULARIDAD DEL DERECHO DE PROPIEDAD

Uno de los atributos de la personalidad jurídica es la individua­
lidad patrimonial, lo que trae consigo la posibilidad de adquirir bie-

♦ En las notas se han utilizado las siguientes abreviaturas: A]DA‘ LActualité
Juridique, Droit Administratif; APD-NS'. Archives de Phtlosophie du Droit.\o\i-
velle Serie; CC: Código Civil; CE: Consejo de Estado; CGR: Contralona General
de la República; D: Decreto; DCJ-CGR: Dictámenes de la Consultora Jurídica
de la Contraloria General de la República; DPGR'. Doctrina de la Procuraduría
General de la República; GOE: Gaceta Oficial, Número Extraordinario; LOHPxV
Ley Orgánica de la Hacienda Pública Nacional; PGR: Procuraduría General de la
República; PLOAD: Proyecto de Ley Orgánica de la Administración Descentraliza­
da; RCF: Revista de Control Fiscal.
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nes. Sin embargo, un sector de la doctrina ha sostenido que los insti­
tutos autónomos no son propietarios de sus bienes, pues éstos pertenecen
al Estado, mientras que para otros el Estado conserva un derecho emi­
nente sobre los bienes de los institutos autónomos, los cuales dispon­
drían sólo de un dominio útil. Tales tesis deben descartarse, pues, un
instituto autónomo, como veremos, es el titular del derecho de pro­
piedad sobre sus bienes.

1. La tesis de la propiedad del Estado

La tesis conforme a la cual los bienes de los institutos autónomos
pertenecen al Estado ha sido desarrollada, en primer lugar, por la Con-
traloría General de la República en los dictámenes de su Consultoría
Jurídica del 23 de junio de 19611 y 26 de marzo de 1975,2 3 * 5 6 así como
en el Segundo Congreso Latinoamericano de Entidades Fiscalizadoras
Superiores celebrado en Santiago de Chile en 1965.’

La tesis de la Contraloría se fundamenta en el ordinal 1’ del ar­
tículo 19 de la Ley Orgánica de la Hacienda Pública Nacional con­
forme al cual son bienes nacionales, entre otros, los que “se hayan
destinado o se destinaren a algún establecimiento público nacional”.
“Ello quiere decir, sin lugar a ninguna clase de dudas, que todos los
bienes de los institutos oficiales autónomos son bienes nacionales, bie­
nes de la nación venezolana, aunque tales bienes tienen una adminis­
tración descentralizada para el mejor logro de un determinado fin
público”.*  En el caso concreto objeto del dictamen, la Consultoría Ju­
rídica del citado organismo consideró que no era necesaria la opinión
favorable de la Contraloría’ para que la República pudiere traspasar
al instituto autónomo Corporación Venezolana de Fomento, un deter­
minado número de acciones de una compañía anónima.

En el dictamen del 26 de marzo de 1975,° la Consultoría Jurídica
de la Contraloría se fundamenta, además, en la sentencia de la Corte
Suprema de Justicia, en Sala Político-Administrativa, conforme a la
cual "los bienes que constituyen el dominio patrimonial del Estado ve­

1. V. DCJ-CGR, 1938-1963, Tomo I, p. 110.
2. V. DCJ-CGR, 1969-1976, Tomo IV, p. 83.
3. V. Tema 3: "La Contabilización y el Control del Patrimonio Estatal”, en Insti­

tuto Latinoamericano de Ciencias Fiscalizadoras, Latino-América en los Congresos
Internacionales de Entidades Fiscalizadoras Superiores, 1953-1968, publicaciones
de la CGR, Caracas, 1968, Tomo IV, p. 224.

•1. V. DCJ-CGR (1938-1963), Tomo I, p. 110 (subrayado nuestro).
5. V. Art. 24, LOHPN.
6. V. DCJ-CGR (1969-1976), Tomo IV, p. 84.
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nezolano, en la actualidad, son administrados, directamente, por los
órganos tradicionales de la Administración centralizada o, indirectamen­
te, por los institutos o establecimientos autónomos y por las empresas
del Estado que forman la Administración’’.7

Nuestra jurisprudencia se había pronunciado ya en términos simi­
lares en la sentencia de fecha 10 de marzo de 1941, de la extinguida
Corte Federal y de Casación en Sala Federal Accidental. En dicha opor­
tunidad dejó sentado que los bienes constitutivos de los patrimonios
de los institutos autónomos pertenecen a la Nación.8

Por último, el profesor Jaime Ferro Parías ha sostenido el mismo
criterio en los términos siguientes:

...la independencia que a tales entidades (a los institutos autónomos)
concede la ley, debe entenderse en cuanto a la administración y disposición
de los recursos económicos de que se les ha dotado, a los fines del servicio
público que motivaron su creación, pero ello no desvincula el derecho
de pertenencia por parte de la nación.9

2. La tesis del dominio eminente y del dominio útil
Esta tesis ha sido formulada por la Comisión que en diciembre

de 1963 tuvo a su cargo la elaboración de un proyecto de Ley Orgánica
de la Hacienda Pública Nacional.10 De acuerdo con la redacción del
proyecto, son bienes nacionales, entre otros, los que se hayan destinado
o se destinaren al patrimonio de los institutos autónomos.11 Conforme
a la Exposición de Motivos, "la calificación de nacionales dada a dichos 

7. V. la sentencia del 23-10-1973, en DPGR, 1973, p. 435, y en Brewer Carias.
Alian R.: Jurisprudencia de la Corte Suprema 1930-1974, y Estudios de Derecho
Administrativo. Tomo I, Caracas, 1975, p. 346.

8. V., Brewer Carias, Alian R.: op. cit., en la nota anterior, Tomo I, p. 347.
9. Ferro Farías, Jaime: La Contabilidad Gubernamental en Venezuela, Caracas, 1980,

p. 48 (subrayado nuestro).
10. La Comisión estuvo integrada asi: Tomás Polanco por la Comisión de Adminis­

tración Pública, Rafael Pizani por el Ministerio de Hacienda, Florencio Contreras
Quintero y Enrique Pérez Olivares por el Ministerio de Justicia. Actuaron como
Secretarios Alian R. Brewer-Carías e Italo Segnini Fernández. V. Ministerio, de
Justicia, Exposición de Motivos y Proyecto de Ley Orgánica de la Hacienda Públi­
ca Nacional. Caracas, 1964, p. 54.

11. V. art. 44, numeral 5’ del Proyecto, ibid., p. 64. Brewer-Carías. al enumerar los
bienes nacionales, hace referencia al art. 44 del proyecto de LOHPN conforme a
la ponencia presentada por Florencio Contreras, el 10 de marzo de 1961. E!
articulo está redactado en términos muy similares al proyecto adoptado por, la
Comisión de 1963, a la que antes hemos hecho referencia. V. Brewer-Carías.
Alian R.: ”La Hacienda Pública venezolana. Bases constitucionales para su estudio’,
en Jurisprudencia de la Corte Suprema 1930-1974 y Estudios de Derecho Admi­
nistrativo, op. cit., Tomo II, pp. 87 y 88.
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bienes no atribuye per se a la nación, considerada como persona jurídica
de derecho privado”, la titularidad de tales bienes, pues constituiría
una verdadera antinomia considerarlos, por una parte, bienes propiedad
de la nación y al mismo tiempo, bienes de la propiedad de los institutos
autónomos. Con tal calificación, continúa la Exposición de Motivos,
sólo se ha querido establecer, "en el campo puro del Derecho Público,
el derecho eminente que el Estado tiene sobre esos bienes; en tanto
que el dominio útil sobre los mismos está reservado a los entes a los
cuales están destinados”.12 13 Por otra parte, el dominio útil sobre los
bienes permite al instituto autónomo su administración y enajenación.

3. Nuestra apreciación
I

A. Criticas a la tesis de la propiedad del Estado
La primera de las tesis enunciadas, conforme a la cual el Estado

es propietario de los bienes de los institutos autónomos, se fundamenta
en una interpretación particular del artículo 19, ordinal l9 de la Ley
Orgánica de la Hacienda Pública Nacional.

En efecto, señala dicho artículo:

Son bienes nacionales:

1) .. .los que por cualquier título haya adquirido la nación o se hayan
destinado o se destinaren a algún establecimiento público nacional o a
algún ramo de la Administración Nacional.

Ahora bien, la citada disposición, en su redacción actual, aparece
por primera vez en la Ley Orgánica de la Hacienda Nacional de 1918,la
fecha para la cual no existían en Venezuela institutos autónomos. Aun
cuando tal argumento no significa per se que una interpretación actual
de dicha norma deba excluir de su ámbito a los institutos autónomos,14
es de señalar sin embargo, que en diversas disposiciones de la Ley Or­
gánica de la Hacienda Pública Nacional se alude a los establecimien-

12. V. Exposición de Motivos y Proyecto..., op. cit., p. 16.
13. V. art. 17 de la LOHN de 1918, de 1926, de 1928, de 1934 y art. 19 de Ja

LOHN de 1938, 1947, 1948, 1960, 1961 y 1974. V. Además Lepervanche Parpa-
cén, R.: Ley Orgánica de la Hacienda Nacional concordada con las leyes, códigos
y decretos anteriores hasta 1H30. Caracas, 1956, p. 19.

14. En efecto, las solas consideraciones históricas no bastan para interpretar las nor­
mas jurídicas, como lo ha señalado el doctor Eloy Lares Martínez en su interesante
trabajo: "Contratos de interés nacional*',  en Libro Homenaje al Profesor Antonio
Alóles Caubet, Tomo I, Caracas, 1981, p. 138.
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tos públicos como órganos no dotados de personalidad jurídica, así, por
ejemplo, cuando el artículo 42, ordinal 49 de la Ley Orgánica de la
Hacienda Pública Nacional18 incluía entre las rentas ordinarias, aqué­
llas "destinadas a establecimientos públicos de la nación”, se refería
a establecimientos de la nación no dotados de personalidad jurídica,'®
ya que los institutos autónomos tienen sus ingresos propios, los cuales;
según el artículo 71 de la misma ley, no pueden considerarse como
rentas públicas.

Lo anteriormente expuesto lo confirma el hecho de que, cuando
el legislador hacendístico ha querido referirse a los institutos autóno­
mos, generalmente utiliza este término (por ejemplo: ordinal 1’ del
artículo 42, artículo 70 y artículo 75) o los términos "institutos o esta­
blecimientos” (artículos 71, 72 y 73).

Este señalamiento terminológico permite considerar que con los
vocablos establecimiento público, a los cuales alude el ordinal l9 del
artículo 19 de la Ley Orgánica de la Hacienda Pública Nacional, dicha
disposición se refirió a establecimientos públicos no dotados de per­
sonalidad jurídica. La previsión legal era por tanto lógica: sus bienes
pertenecen obviamente a la nación. No se trata por tanto de los bienes
de los institutos autónomos, los cuales, de conformidad con el princi­
pio de la autonomía patrimonial, son propietarios de sus bienes en vir­
tud de su personalidad jurídica. En efecto, todos los instrumentos le­
gales de creación de institutos autónomos les han acordado un patrimo­
nio propio, distinto del Fisco Nacional. Además, el Código Civil ha
considerado, en forma expresa, a los establecimientos públicos como
titulares del derecho de propiedad sobre sus bienes.17

Por otra parte, y aun cuando se considerase que el legislador en
el art. 19, ordinal l9 de la Ley Orgánica de la Hacienda Pública Nacio­
nal se refirió a los institutos autónomos, en todo caso, lo que consideró
como bienes nacionales fueron los destinados o que se destinaren a los
mismos. En consecuencia, entre los bienes de los institutos autónomos
habría que distinguir aquellos que le han sido destinados, sin que esa
destinación implique una enajenación, y aquéllos adquiridos por el ins­
tituto de otras personas naturales o jurídicas, incluyendo al Estado mis- 15 16 17 

15. Hoy derogado por la Ley Orgánica de Régimen Presupuestario.
16. Casado ha señalado que con la citada disposición se quiso dejar sin efecto los

regímenes singulares que existieron hasta principios del presente siglo, consis­
tentes en atribuirles a algunos establecimientos, como si fuesen entes con per­
sonalidad jurídica, algunos ingresos en forma privativa, que de esta forma queda­
ban excluidos del principio de unidad del tesoro. V. Casado Hidalgo, Luis: “Teo­
ría General de los recursos públicos**,  RCP, N’ 83, oct.-dic., 1976, pp. 126 y 127.

17. Art. 538 del Código Civil.
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mo. Los primeros pertenecerían a la República, que por razones par­
ticulares no tiene interés en transferir la propiedad, o se encuentra im­
posibilitada para transferirla, y los segundos pertenecerían al instituto.
La Ley Orgánica de la Hacienda Pública Nacional permitiría así al
Estado escoger entre destinar o enajenar un bien a un instituto au­
tónomo.

De esta forma, el instituto autónomo es propietario de sus bienes,
salvo en el caso de que el Estado le destinare algunos, sin transferirle
la propiedad. Podemos considerar como un ejemplo de ello la llamada
adscripción de bienes del dominio público aeronáutico al Instituto Ae­
ropuerto Internacional de Maiquetía.18

Por el contrario, si se sostuviera que los bienes de los institutos
autónomos pertenecen a la nación, sería innecesaria la transferencia de
los mismos en plena propiedad a dichos organismos, cumpliendo el
Ejecutivo todas las formalidades previstas para tal transferencia, al
igual que lo haría con los particulares. En consecuencia, si el instituto
autónomo puede adquirir bienes de la nación es precisamente porque
tiene un patrimonio propio, distinto del Fisco Nacional.18

B. Críticas a la tesis del dominio eminente y dominio útil
Esta tesis aparece evidentemente influenciada por sistemas jurídi­

cos extranjeros innecesariamente trasladados a nuestro país. En efecto,
aun cuando la distinción entre dominio eminente y dominio útil se re­
monta a la Edad Media, es en Francia donde resurge con motivo de
las nacionalizaciones de la postguerra.

En un dictamen del 10 de marzo de 1948, el Consejo de Estado,
al interpretar algunos artículos de las leyes de creación de los estable­
cimientos públicos "Electricidad de Francia", "Gas de Francia” y "Car­

is. Prevista en el art. 5’ de la ley que lo crea. El articulo 43 del Reglamento de la
ley que crea el Consejo Nacional de Puertos y el Instituto Nacional de Puertos,
del 13-10-1976 (GOE, 1.917, del 11-11-76), faculta a la oficina de auditoría
de cada puerto para verificar *’el correcto manejo de los bienes adscritos al puerto
respectivo”. Sin embargo, el término adscripción no parece tener aquí el mismo
sentido que el señalado en la ley que crea el Instituto Aeropuerto Internacional
de Maiquetía, pues con la expresión bienes adscritos el Reglamento pareciera refe­
rirse a todos los bienes del Instituto Nacional de Puertos.

19. Sobre el particular ha precisado el profesor Lares Martínez: "los bienes nacionales,
al ser aportados por el Gobierno Nacional a un instituto autónomo, dejan de per- é
fenecer al patrimonio nacional, pues el aporte envuelve una enajenación. Es una Z
operación muy distinta la adscripción de bienes nacionales a un ministerio, porque
en tal caso no se verifica la transmisión de propiedad, pues todos los ministerios
son órganos de una misma persona jurídica que es la nación, o el fisco". V. Lares
Martínez, Eloy: Manual de Derecho Administrativo, 5*  edición, Caracas, 1983,
p. 621. -
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bones de Francia”, reconoce que los bienes afectados por la nacionali­
zación de las industrias eléctricas, del gas y del carbón pertenecen al
Estado.20 Algunos autores llegaron incluso a pensar que el estableci­
miento público no era más que una especie de administrador de los
bienes que le habían sido entregados^

Ahora bien, tanto los textos legales, como el dictamen del Consejo
de Estado daban lugar a diversas interpretaciones. La principal duda
surgía con motivo de determinar si era efectivamente al Estado, como
personificación jurídica de la nación, a quien el legislador había querido
conferirle la propiedad.22 Por estas razones surgieron opiniones diferen­
tes. Para Blaevoet, los nuevos establecimientos eran tenedores preca­
rios.23 Para L’Huillier, al contrario, los bienes son propiedad de los
nuevos establecimientos.24 La teoría del desdoblamiento de la propiedad
es sostenida por Rivero.

Es a propósito de la propiedad de la Régie Renault que Rivero
expone en primer lugar su teoría, y luego, en materia de transporte
aéreo. Rivero concluye en un desdoblamiento de la propiedad: el Estado
conserva una especie de derecho soberano sobre los bienes, y la trans­
ferencia de tales bienes confiere al organismo el ejercicio .efectivo de
los derechos de propiedad, según las necesidades de la gestión. Se dis­
tinguen así dos derechos superpuestos, un dominio eminente en prove­
cho del Estado, que implica para éste la exclusión de cualquier tipo
de apropiación privada del organismo y que comprende, además, el de­
recho del Estado de decidir soberanamente el futuro del mismo, y un
dominio útil, es decir, el derecho de administrar en el sentido más am­
plio, pudiendo enajenar y adquirir según las exigencias de la gestión.53

La elaboración de esta tesis, dominio eminente, dominio útil, cons­
tituía una concepción propia que tenía por fin conciliar contradicciones
legislativas precisas, derivadas de la redacción de las leyes de na­
cionalización.

20. V. Jacquignon, Louis: Le Régime des Biens des Enlreprises Nacionales. París,
1956, Tomo I, p. 198.

21. V. Houin, R.: "la gestión des entreprises publiques et les méthodes de Droit
Commercial", APD-NS, París, 1952, p. 89.

22. V. Rivero, Jean: "Le régime des entreprises nationalisées et l¿volutioa  du Droit*
administratif”, APD-NS, op. cit., p. 160.

23. V. la referencia, en Jacquignon, Louis: Le régime..., op. cit., p. 201.
24. V. L’Huillier, J.: "La proprieté des biens transféres aux établissements publics

de ^l’électricité, du gaz et des combustibles mineraux", Dalloz Cbronique, 1949, 25

25. V. Rivero, Jean: "Le régime des natíonalisations". París, Nos. 448, 574, 700
y 465-15.
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En efecto, la misma es el resultado del respeto a una consigna
política que inspiró los movimientos nacionalizadores y según la cual
los bienes de los establecimientos públicos pertenecerían a la nación.
Ante esa tendencia a hacer de los bienes de dichos establecimientos
bienes de la nación, y la contradicción que ella en sí misma representaba,
el profesor Rivero encontró la posible solución jurídica en la tesis del
dominio eminente —dominio útil, tal como ha sido explicada.

De acuerdo con los razonamientos expuestos, la tesis dominio emi­
nente, dominio útil, desarrollada por Rivero, no puede ser trasladada
a nuestro país. Nuestro legislador ha calificado como bienes nacionales
los destinados a los establecimientos públicos, pero tal afirmación no
tiene la misma significación que la contenida en las leyes de naciona­
lización francesa, explicable en ese país por las razones políticas que
inspiraron el proceso nacionalizador que dio origen a diversos estable­
cimientos públicos.20

4. La titularidad del derecho de propiedad a la luz del proyecto
de Ley Orgánica de la Administración Descentralizada de 1976

Dos artículos del proyecto de Ley Orgánica de la Administración
Descentralizada de 1976, se encuentran consagrados a los bienes de los
institutos autónomos, ellos son el 47 y el 48.26 27 El artículo 48, que trata
sobre la propiedad de los bienes de los institutos autónomos, prevé la
adscripción de bienes por parte del Estado al instituto autónomo, bienes
que podrán conservar su calificación jurídica originaria. De igual forma
se consagra que la ley de creación del instituto autónomo podrá de­
terminar que éste reciba determinados bienes sin adquirir su propiedad,
utilizándolos exclusivamente para el cumplimiento de sus fines.28

26. Debe además señalarse, que desde 1950 el Consejo de Estado ha admitido la
propiedad de los establecimientos públicos sobre sus bienes. Ver la decisión del
CE del 1-12-1950, "EDF”, Sirey, 1951, 3, 61; Dalloz, 1952, 642; y de Laubadére,
André: Traí té de Droit Administratif, Tomo IV, París, 1976, p. 276.

27. Ver La Administración Centralizada y la Administración Descentralizada, proyectos
de leyes presentados por el Ejecutivo Nacional a la consideración del Congreso
de la República. Caracas, 1976, pp. 128 y 129.

28. Esta disposición parece inspirada en el art. 10 de la ley española sobre Régimen
Jurídico de las Entidades Estatales Autónomas del 26 de diciembre de 1958,
que prevé: "los bienes que el Estado adscriba a los organismos autónomos para
el cumplimiento de sus fines conservarán su calificación jurídica originaria. Los
organismos que reciban dichos bienes no adquieren su propiedad y los habrán
de utilizar exclusivamente para el cumplimiento de sus fines, bien en forma di­
recta, bien mediante la percepción de sus rentas o frutos". Sobre la propiedad
de los bienes de los organismos autónomos en España. V. de Miguel García, Pedro:
El Intervencionismo y la Empresa Pública. Madrid, 1974, p. 365, y Ariño Ortiz, G.:
La Administración Institucional. Madrid, 1972, p. 357.
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Este sistema de adscripción de bienes a los institutos autónomos
presenta gran similitud con nuestra interpretación de la destinación
prevista en la Ley Orgánica de la Hacienda Pública Nacional, la cual
no implica transferencia de propiedad; además, nuestro legislador ha
utilizado ya dicha figura por lo que respecta a los bienes del dominio
público aeronáutico adscritos al instituto autónomo Aeropuerto Inter­
nacional de Maiquetía.2®

De resultar aprobada la disposición comentada del proyecto, se
pondría fin a la discusión doctrinal sobre la propiedad de los bienes
de los institutos autónomos. En efecto, al prever que la ley de creación
podrá permitir que éstos reciban bienes sin adquirir su propiedad, por
argumento a contrario, los bienes que no se encuentren en esta situa­
ción pertenecerán al instituto autónomo. En otras palabras, habrán dos
categorías de bienes, una, perteneciente al instituto y otra, pertenecien­
te al Estado, que el instituto podrá utilizar para el cumplimiento de
sus fines.

No obstante la claridad de la disposición, la Contraloría General
de la República, en un estudio hecho por su Consultoría Jurídica, se­
ñalaba como necesaria la determinación del papel de administrador que
tendría el instituto autónomo con respecto a los bienes del Fisco, el
alcance, los límites y los procedimientos de esta facultad de adminis­
tración.80 Por otra parte, la Contraloría plantea nuevamente la tesis del
dominio eminente-dominio útil (la cual —a nuestro juicio— no guarda
vinculación alguna con la hipótesis prevista en el proyecto) al sugerir,
con respecto a tales bienes, la "inserción de una norma conforme a la
cual el Fiscal conservaría el dominio directo sobre el bien y transmi­
tiría exclusivamente el dominio útil”.81

La inserción de esta norma, con respecto a los bienes a los cuales
se refiere el proyecto, daría lugar a nuevos problemas de interpretación,
ya que no parece haber sido la intención del proyectista mantener un
dominio útil para los bienes que se adscriban a los institutos autónomos.
Recuérdese que conforme a la tesis —tal como ha sido planteada en
Francia y Venezuela—,82 el dominio útil involucra el derecho de enaje­
nación, lo cual no sería posible para los bienes adscritos o bienes que
reciba el instituto sin adquirir su propiedad.

29. V. supra, p. 658.
30. V. el dictamen del 21-3-75, en DCJ-CGR, Tomo IV (1969-1976), p. 105.
31. Ibid., p. 106.
32. V. supra, p. 658.
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Todo lo anterior pone de manifiesto los peligros de recurrir a
soluciones extranjeras que obedecen a postulados diametralmente dis­
tintos a los aceptados en nuestro país.33

II. LOS INSTITUTOS AUTONOMOS Y EL DOMINIO PUBLICO

Entiende Garrido Falla por dominio público “el derecho de pro­
piedad que el Estado tiene sobre determinados bienes en cuanto some­
tidos a un régimen jurídico exorbitante del civil”.34 Nuestro Código Ci­
vil no define lo que ha de entenderse por bienes del dominio público,
sino que señala, a título meramente enunciativo, algunos bienes que
revisten tal carácter, como los caminos, los lagos, los ríos, las murallas,
fosos y los puentes de las plazas de guerra.33 A su vez, clasifica los
bienes del dominio público en bienes de uso público o de uso privado.30

No obstante la ausencia de definición, puede sostenerse que por
bienes de dominio público pueden entenderse aquellos de uso directo
del público (caminos y lagos) y los destinados a la defensa nacional
(murallas, fosos y puentes de las plazas de guerra) con el rasgo común
de su destinación a una finalidad de interés general.37 Por otra parte,
la nota característica de los bienes del dominio público es su inaliena-
bilidad.38 Sin embargo, al dejar de estar destinados al uso público y a
la defensa nacional, pasan del dominio público al dominio privado.30

Hechas las consideraciones anteriores, cabe entonces preguntarse
si los institutos autónomos pueden ser titulares de bienes del dominio
público.

1. La situación actual

El artículo .538 del Código Civil dispone que los bienes pertenecen
a la Nación, a los Estados, a las Municipalidades, a los establecimientos
públicos y demás personas jurídicas y a los particulares.

No obstante haber señalado a los establecimientos públicos como
entes capaces de ser propietarios de bienes, en el artículo siguiente,
33. V. supra, p. 659.
34. Garrido Falla, Fernando: Tratado de Derecho Administrativo, Vol. II, reimpresión

de la 5*  edic. de 1974, Madrid, 1975, p. 463.
35. Art. 539 del Código Civil.
36. Art. 540 del Código Civil.
37. Según nuestro ordenamiento jurídico, son bienes de dominio público los (Omissis)

que se encuentren afectados al uso público o a la defensa nacional”. V. Urdaneta
Troconis, Gustavo y Ruggeri, Ana María, "Propiedad y Afectación: El caso de
la propiedad agraria en Venezuela”, en Libro Homenaje al Profesor Antonio
Moles Caubet, op. cit., Tomo II, p. 850.

38. Art. 543 del Código Civil.
39. Art. 541 del Código Civil.
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al mencionar a los sujetos titulares del dominio público, se refiere solo
a las personas públicas territoriales y omite a los establecimientos
públicos.

De igual manera, al dividir los bienes del dominio público en bie­
nes de uso público o de uso privado, de nuevo hace referencia exclu­
siva a las personas públicas territoriales.40

El artículo 538 del Código Civil aparece por primera vez en el
Código Civil de 1873,41 inspirado en el Código Civil italiano de 1865.42

Es difícil sostener que la omisión de los establecimientos públicos
como sujetos titulares del dominio público; en el artículo siguiente
(art. 539), haya sido una inadvertencia del Código Civil, luego de una
alusión tan categórica a los mismos en el artículo 538. Por otra parte,
es obvio que al referirse a los establecimientos públicos como sujetos
propietarios de bienes, estaba haciendo un señalamiento expreso a en­
tes dotados de personalidad jurídica propia, pues de otro modo no
hubiese sido posible conferirles autonomía patrimonial. Por ello, he­
mos creído que los establecimientos públicos a los cuales se refiere el
artículo 538 del Código Civil equivalen a los actuales institutos au­
tónomos.

Por las razones expuestas, las cuales derivan de una interpretación
legislativa precisa, pensamos que, en ausencia de disposiciones legales
contrarias, los institutos autónomos no pueden ser titulares de bienes
del dominio público. El punto ha sido muy poco debatido en la doctri­
na, por lo que podemos sólo citar, como defensor de esta misma tesis,
al doctor Víctor Luis Granadillo, quien en forma expresa señala que
los establecimientos públicos no pueden ser titulares de bienes del do­
minio público por la razón expuesta de no haber sido mencionados
por el Código Civil.48

La opinión contraria ha sido sustentada por Gert Kummerow44 y
José Guillermo Andueza. Este último indica que, aunque los estableci­

do. Art. 540 del Código Civil.
41. Pocas modificaciones en su redacción ha sufrido dicho artículo. V. art. 437 del

C.C. de 1873; 442 del C.C. de 1880; 449 del C.C. de 1896; 455 del C.C.
de 1904 y 516 de los C.C. de 1916, 1922, 1942 y 1982. En todos ellos hay
una referencia expresa a los establecimientos públicos.

42. Art. 428: I beni sono o dello Stato o delle provincie, o dei comuni, o dei pubblici
istituti ed altri corpi morali, o dei privati.

43. V. Granadillo C., Víctor Luis: Tratado Elemental de Derecho Civil. Tomo III,
San Felipe, 1952, Imprenta Oficial del Estado, p. 29. En el mismo sentido, aunque
implícitamente, Lares Martínez, Eloy: Manual de Derecho Administrativo, op. cit.,
pp. 641 y 650 a 653.

44. Al clasificar los bienes en razón de su pertenencia los divide en: a) Cosas per*
tenecientes a la Nación, a los Estados, a las Municipalidades y a los establecí*
mientos públicos, b) Cosas pertenecientes a particulares (CC, art. 538). “Las
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mientos públicos no hayan sido incluidos entre los sujetos titulares del
dominio público, tampoco han quedado comprendidos entre los sujetos
titulares del dominio privado, por lo cual, en su concepto, existe un
vacío en el Código Civil.45

En nuestro criterio,, de acuerdo con la interpretación de las normas
contenidas en los artículos 538 y 539 del Código Civil, los institutos
autónomos no pueden ser propietarios de bienes de dominio público,
salvo disposición legal en contrario.45 Debe advertirse, además, que la
llamada "adscripción” de bienes del dominio público aeronáutico al
Instituto Autónomo Aeropuerto Internacional de Maiquetía, consagrada
en el artículo 5’ de su ley,4T no significa que dicho instituto autónomo
sea propietario de tales bienes, pues más bien parece que dichos bienes

primeras —dice— pueden ser del dominio público o de propiedad privada...”.
V. Kummerow G.: Bienes y Derechos Reales. Cursos de Derecho, Facultad de
Derecho, UCV, Caracas, 1965, p. 60.

45. Ver dictamen de fecha 8 de febrero de 1977 del doctor José Guillermo Andueza,
contentivo de sus observaciones al proyecto de Ley Orgánica de la Administra*
ción Descentralizada, copia fotostática, p. 10. Discrepa de esta opinión Farías Ma­
ta, Luis Henrique, en su dictamen de fecha 12-5-1978, sobre el mismo proyecto
de ley, dirigido al Consultor Jurídico del Congreso Nacional, copia fotostática,
p. 18. Recientemente se ha adherido a la tesis de que los institutos autónomos
pueden ser titulares de un dominio público la Procuraduría General de la Repú­
blica en su dictamen del 30-10-80. V. DPGR, 1980, p. 123. Sin embargo la PGR
se fundamenta en el criterio de Garrido Falla conforme al cual ello es posible
cuando la ley atribuya esa titularidad, con lo cual estamos de acuerdo. Lo que
no es posible es deducirla de las normas pertinentes del Código Civil.

46. En el derecho francés han sostenido que los establecimientos públicos no pueden
ser titulares del dominio público, L. Rolland: Précis de Droit Administratif, 1953,
p. 498; R. Bonnard: Précis de Droit Public, 1944, p. 301, y P. Duez y G. Debey re:
Traite de Droit Administratif. París, 1952, p. 766. M. Waline fue de los primeros
en sostener que los establecimientos públicos podían ser titulares de un dominio
público: Etudes des Rapports des administrations publiques á l'occasion de K'urs
domaines publics respectifs. París, pp. 65 y 68. En cambio, J. Dufau ha expresado
que los establecimientos públicos sólo pueden ser propietarios de un dominio pú­
blico derivado o secundario, lo cual supone un dominio público preexistente,
Le domaine public, 1977, p. 62. En fin, los tribunales administrativos han admi­
tido la propiedad de los establecimientos públicos sobre bienes del dominio pú­
blico. Ver la decisión del Tribunal Administrativo de París del 18-9-79, cit. en
Tavernier, Paul: "Le nature juridique des biens du domaine prope du Conser-
vatoire de l’espace littoral et des rivages lacustres”, en AJDA, N9 11, noviembre
1981, p. 519.

47. Artículo 5. Son bienes del dominio público aeronáutico, adscritos al Aeropuerto
para el cumplimiento de los fines que tiene encomendados: 1) Las zonas aéreas
de acceso al aeropuerto dentro de los límites que fije el Ejecutivo Nacional. 2)
Las ¿reas de información de vuelo en sus distintas alturas correspondientes al
aeropuerto. 3) Las aerovías en los trayectos que señale el Ejecutivo Nacional.
4) Las instalaciones y dispositivos para la protección de los vuelos y demás ope­
raciones de seguridad aérea, así como los espacios donde se alojaren, que señale
el Ejecutivo Nacional, situados o no en el área de funcionamiento del Aeropuerto.
5) Las pistas de despegue y aterrizaje y todas las otras áreas que forman parte
del dominio público terrestre determinadas por el Ejecutivo Nacional.
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le han sido “adscritos” para el cumplimiento de sus fines.* 8 Esta posi­
bilidad de "adscripción” sin transferencia de propiedad ha sido pre­
vista en el proyecto de Ley Orgánica de la Administración Descentra­
lizada, como veremos más adelante.

Por lo que respecta a otros institutos autónomos que tienen bajo
su administración bienes del dominio público, es notoria la ausencia de
disposiciones legales sobre la materia. Ni la ley que regula al Instituto
Autónomo de Ferrocarriles del Estado, ni la que rige para el Institu­
to Nacional de Parques, a título de ejemplo, contienen normas expresas
que le atribuyan la propiedad de líneas férreas o parques nacionales a
esos institutos.40

2. Las previsiones de los recientes proyectos de ley
sobre Administración Descentralizada
El proyecto de Ley Orgánica de la Administración Descentralizada

de 1976, previo que los bienes pertenecientes a los institutos autónomos
eran del dominio privado,80 pero permitía sin embargo la utilización
de bienes del dominio público, a través de la figura de la adscripción:
“los institutos autónomos que reciben determinados bienes no adqui­
rirán su propiedad y los utilizarán exclusivamente para el cumplimiento
de sus fines”.81

Con motivo del dictamen del profesor José Guillermo Andueza, al
cual nos hemos referido con anterioridad, la Comisión Permanente de
Política Interior modificó el artículo 47 del proyecto en el sentido de
que “los bienes pertenecientes al patrimonio de los institutos autóno­
mos serán del dominio privado o público, conforme en las previsiones
del Código Civil.. .”.8S
48. Ver sobre el particular, Sénior, Miguel Angel: Comentarios a la Ley de Instituto

Aeropuerto Internacional de Maiquetia. Caracas, 1972, pp. 82 y ss. quien al re­
ferirse a los bienes de dominio público previstos en el ordinal 4’ del art. 5’
de la ley expresa: "Conviene distinguir entre estos bienes y los que son propiedad
del Instituto. Los bienes de que trata el numeral 4’ del artículo 5’ no son pro­
piedad del instituto, el cual sólo tiene poderes de administración y operación sobre
ellos. En cambio, como veremos detalladamente en el capítulo correspondiente,
existe otra categoría de bienes sobre los que el instituto tiene plena competencia,
por ser de su exclusiva propiedad", p. 86.

49- Ver sobre el particular el interesante estudio de Ana María Ruggeri, que precede
la: Ordenación sistemática de la Legislación Vigente sobre bienes del Estado.
Tomo Introductorio, mimeografiado. Caracas, 1982, pp. 28 a 34.

50. Ver art. 47, PLOAD, en op. cit.
51. Art. 48, PLOAD, en op. cit., este supuesto no se refiere únicamente a los bienes

de dominio público.
52. Pasó a ser el art. 31 del nuevo proyecto. Ver el Informe de la Comisión Perma­

nente de Política Interior sobre el PLOAD a los efectos de la primera discusión
(Oficio 66 del 13-6-1979, del Presidente de la Comisión Permanente de Política
Interior para el Presidente de la Cámara de Diputados, copia fotostática).
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En el reciente proyecto de Ley Orgánica de Administración Des­
centralizada de 1982, el cual elaboramos conjuntamente con el doctor
Alian R. Brewer Carias, se consagró en forma expresa que los institutos
autónomos pudiesen ser titulares de bienes del dominio público.53 Tal
disposición, de resultar aprobada, modificaría la norma del Código Ci­
vil,54 lo que es legalmente factible, y permitiría a los institutos autóno­
mos ser propietarios de bienes de dominio público y no solamente guar­
dianes, gestores o administradores, para utilizar las palabras de Colín
y Capitant.55

III. REGLAS PARTICULARES

Los bienes pertenecientes a los institutos autónomos no se encuen­
tran sometidos al régimen de los bienes nacionales por disposición ex­
presa de la ley.53

Los bienes nacionales se encuentran sometidos a ciertas reglas cuyo
estudio escapa al presente artículo. Basta señalar, por una parte, que
los inmuebles no pueden ser enajenados sin la autorización del Senado37
y los muebles que no sean necesarios para el servicio público, sin Ja
previa opinión de la Contraloría58 y, por la otra, que los bienes de la
nación destinados al servicio público se encuentran exentos de contri­
buciones estadales y municipales.50 Además, los bienes de la República
no están sujetos a embargo, secuestro, hipoteca o medida alguna de
ejecución preventiva o ejecutiva.00

Ahora bien, a pesar de que los bienes de los institutos autónomos
no se encuentran sometidos al régimen de los bienes del Estado, algunas
reglas especiales le son aplicables.

1. Reglas que derivan de su condición de personas
de derecho público
De acuerdo con lo previsto en el artículo 74 de la Ley Orgánica

de la Hacienda Pública Nacional, los institutos autónomos no gozan
53. Ver art. 40 del proyecto en copia mimeografiada.
54. Art. 539 del Código Civil.
55. No estamos de acuerdo, sin embargo, con la tesis por ellos sustentada de que

las personas públicas territoriales no tienen un derecho de propiedad sobre los
bienes de su dominio público. V. Colin, Ambrosio y Capitant, H.: Curso Ele­
mental de Derecho Civil, Tomo 2’, Vol. II, Madrid, 1942, p. 527.

56. Art. 71, LOHPN.
57. Art. 150, ordinal 2’ de la Constitución y 23, LOHPN.
58. Art. 24, LOHPN.
59. Art. 26, LOHPN.
60. Art. 16, LOHPN y 46, LOPGR. Sobre el privilegio de la no ejecución forzosa

V. Lepervanche Parpacén, R.: "Privilegios del Fisco”. RCP, N’ 86, julio, agosto,
septiembre, 1977, p. 105.
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en principio de las prerrogativas acordadas a la República, a menos
que sus leyes se las otorguen especialmente. Es así como un gran nú­
mero de institutos autónomos gozan del privilegio de la no ejecución
forzosa de sus bienes; a título de ejemplo, la Corporación Venezolana
de Fomento,01 el Instituto de Crédito Agrícola y Pecuario,02 el Instituto
de Comercio Exterior,03 el Instituto Nacional de Nutrición,04 el Instituto
Nacional de Geriatría y Gerontología,05 el Hospital Universitario de
Caracas,00 etc.

2. Reglas que derivan del carácter de la actividad
a cargo del instituto autónomo

En los casos de los institutos autónomos que no gocen del privi­
legio de la inembargabilidad, y contra los cuales se decrete una me­
dida preventiva o ejecutiva sobre bienes que estén afectados al uso pú­
blico, a un servicio público, o a una actividad de utilidad pública, an­
tes de su ejecución, el juez deberá notificar al Ejecutivo Nacional, por
órgano del Procurador General de la República, a fin de que se tomen
las medidas necesarias para que no se interrumpa la actividad a que
está afectado el bien. Vencidos sesenta días a contar de la fecha de
la notificación, sin que el Ejecutivo Nacional se haya pronunciado sobre
el acto, el juez podrá proceder a su ejecución.07

La falta de notificación de la medida es causal de reposición,
previa solicitud del Procurador General de la República,08 ya que se
trata de un acto que obra indirectamente contra los intereses patrimo­
niales de la República.00

Debemos insistir en que las disposiciones pertinentes de la Ley
Orgánica de la Procuraduría General de la República, que consagran
esta protección patrimonial, no crean casos específicos de inejecución,
sino que limitan la ejecución del decreto durante el lapso previsto, a
fin de que el Ejecutivo Nacional tome las medidas necesarias para que
no se interrumpa la afectación del bien o el servicio público.70
61. Ver art. 34 del D-Ley que regula a la CVF.
62. Ver art. 4 del D-Ley del Instituto de Crédito Agrícola y Pecuario.
63. Art. 20 de su ley de creación.
64. Art. 2 de su instrumento legal de creación.
65. Art. 12 de su ley de creación.
66. Art. 2’ de su instrumento legal de creación.
67. Ver art. 46, último aparte LOPGR.
68. Ver art. 38, último aparte LOPGR y DPGR, 1971, p. 277.
69. Ver art. 38, primera parte LOPGR.
70. V. Loreto, Luis: "Intervención de la República en juicios en que no es parte",

en DPGR, p. 326.
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Además, tal protección no va dirigida sólo a los institutos autóno­
mos sino en general a los organismos cuyos bienes se encuentran afec­
tados al servicio público, al uso público o a una actividad de utilidad
pública.

3. Reglas específicas a determinados institutos autónomos
en particular

En fin, en algunos institutos autónomos existen algunas reglas
concretas que no se encuentran presentes en la mayoría de ellos: El
Instituto Nacional de Parques no puede vender inmuebles sin la auto­
rización del Senado,71 la Corporación Venezolana de Guayana no pue­
de enajenar ni gravar bienes inmuebles sin la autorización del Presiden­
te de la República72 y en el Instituto Agrario Nacional los inmuebles
afectados a los fines de la reforma agraria, pertenecientes a la nación,
deben ser transferidos gratuitamente a dicho instituto, sin necesidad de
autorización del Senado para la transferencia.73

71. Art. 10, Ley del INAPARQUES.
72. Art. 16 del Estatuto Orgánico de Guayana; aun cuando, de conformidad con el

Reglamento de Adscripción de institutos autónomos y Coordinación de Fundacio­
nes del 23-3-77, puede entenderse que basta la autorización del Ministro de ads­
cripción (el Ministro de la Secretaría de la Presidencia).

73. Ver art. 18, Ley de Reforma Agraria.
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